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PRÓLOGO

Salvador Guzmán Díaz
Director de la Fundación CRV

Luis Arturo Macías García 
Secretario técnico del imeplan-Ocotlán

Comprender las sociedades a escala mundial en la actualidad, en especial 
las latinoamericanas, es sin duda adentrarse en contextos sociales y espacios 
epistemológicos sumamente complejos y frecuentemente contradictorios. 
Podríamos, como investigadores, aventurarnos en la comprensión de los 
múltiples fenómenos sociales, culturales y políticos que han acontecido 
en estos primeros veinte años del presente siglo, y perdernos en medio de 
complejas problemáticas que presentan uno a uno los países latinoameri-
canos; no obstante, se puede asegurar que es posible identificar puntos en 
común de las distintas sociedades latinoamericanas que, al ser ordenadas 
por su urgente atención, aparecen una y otra vez, independientemente del 
país de que se trate.

A este respecto, se puede señalar la pobreza presente en todos estos 
países, así como el deterioro del medio ambiente y sus consecuencias, que 
se agrava año tras año y fustiga con mayor intensidad a las clases margina-
das, poblaciones indígenas que casualmente coinciden con los grupos más 
pobres y marginados; situación de dolor que, por otra parte, se acrecienta 
por un cambio climático cada día más evidente. Del mismo modo se pue-
den subrayar los rezagos educativos que se acrecientan y ya son abismales, 
debidos a sistemas y programas obsoletos, caducos y de baja calidad. Esta 
situación en la actualidad empeora por la crisis sanitaria que se ha exten-
dido ya casi por dos años, además de que la infraestructura física para la 
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educación muestra deficiencias en determinadas áreas geográficas, tal es el 
caso del medio rural.

A todo esto debemos agregar lo endeble de los sistemas económicos, 
que, con el cambio paradigmático desde economías mixtas a economías 
abiertas al mundo, han conducido a una dualidad aún más marcada de 
lo que se observó durante la segunda mitad del pasado siglo, cuando se 
escuchaba insistentemente la necesidad de primero crear riqueza para pos-
teriormente poder plantear la disyuntiva de cómo distribuirla. El caso es 
que ya muy entrado el presente siglo, siglo xxi, las élites más dinámicas 
continúan insistiendo en la necesidad de proseguir en un sistema neoli-
beral que ha ocasionado una desigual distribución de la riqueza y posterga 
indefinidamente el tema de la justicia social.

La economía, en lo general en países como los latinoamericanos, ha 
mostrado incapacidad para generar empleo a la velocidad que demanda el 
crecimiento de la población. A esto se suman los grandes avances tecno-
lógicos en todo el mundo, que exigen una población trabajadora cada vez 
más capacitada, situación que es imposible de cumplir frente a los rezagos 
educativos señalados. Frente a esta realidad, aparece la amenaza del des-
plazamiento de grandes grupos de población joven que, por no cubrir los 
estándares mínimos de formación para el trabajo, parecen estar condena-
dos a la pobreza extrema, si no es que a la desaparición.

De esta manera se tienen grandes grupos de población joven sin edu-
cación y formación para el trabajo que encuentran como única alternativa 
de supervivencia actividades no lícitas, lo que da lugar al crimen organiza-
do y la inseguridad pública. 

Por si fuera poco, en todo este escenario irrumpe el protagonismo po-
lítico, representado por muy diversas personalidades, y que cada vez cobra 
mayor importancia, más ahora, cuando muchos ponen bajo severo juicio 
la eficacia y la efectividad de un modelo neoliberal como instrumento de 
cambio para elevar los estándares de vida de los varios estratos sociales lati-
noamericanos. Así transcurre la acre discusión entre quienes se identifican 
como conservadores y los que demandan un drástico cambio. Aunque 
algunos dirán que son las eternas discusiones entre girondinos y jacobinos, 
derecha e izquierda, que se originó desde 1789 en Francia, otros quizás, 
más actualizados, apuestan a que se trata de una nueva discusión entre 
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globalistas y nacionalistas en un contexto mejor conocido como el Nuevo 
Orden Mundial.

Lo cierto es que el hombre en general transita hoy en día hacía situa-
ciones cada vez más deshumanizantes, donde la falta de empatía y com-
pasión entre los seres humanos se hace evidente. Este comportamiento, 
por supuesto, atenta en contra la resiliencia, y afecta la estabilidad en las 
actuales sociedades. En este escenario la problemática se vive a través de 
una cada vez mayor inseguridad social, que afecta invariablemente, de una 
forma u otra, a los ciudadanos en un contexto generalizado de impunidad 
y corrupción nunca antes mostrado y tan evidente no obstante las declara-
ciones de los actuales gobernantes.

En fin, se trata de un cúmulo verdaderamente grande e intrincado de 
relaciones funcionales económicas, sociales, culturales y políticas que ocu-
rren en la actualidad en ámbitos mayormente urbanos, donde la variable 
“metropolización” cobra cada día mayor significación y se convierte en un 
reto, a la vez que en esperanza de transformación social donde se pueda 
dar un atisbo de participación y construcción ciudadanas, para en el futu-
ro originar un gran cambio en la manera en que se toman las decisiones 
públicas. De ser así, se estaría transitando desde una áspera realidad citadi-
na, no solo con objetivos de crecimiento económico, sino, y posiblemente 
más importante, de hacer realidad el ideal de la democracia acompañada de 
la gobernanza para otorgar a los ciudadanos latinoamericanos capacidades 
de decisión y, con ello, mejores condiciones de vida.

Sin embargo, importante es decirlo, permanece la marginación del 
entorno rural, donde, si bien cada año tienen su asiento menores propor-
ciones de poblaciones nacionales, existe y debe existir prosperidad, a la vez 
que es importante para la producción de alimentos. Desafortunadamente, 
este ámbito parece cada día más condenado al abandono. Vale la pena 
insistir en que el costo de seguir manteniéndolo en el anonimato puede 
llevarnos a graves crisis alimentarias.

Así es como llegamos a este esfuerzo de un buen número de científicos 
sociales que, a través de sus trabajos de investigación, han abordado en esta 
obra las múltiples problemáticas enunciadas en los párrafos anteriores, 
desde una perspectiva, obligada por lo complejo, de transdisciplinariedad. 
El contexto en el cual transcurrió este gran esfuerzo individual tiene como 
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referencia fundamental el reto que marca la Agenda 2030, con todo lo que 
implica en cuanto a los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods). 

Las distintas contribuciones intelectuales se orientan a la compren-
sión de los sistemas políticos y los elementos que se construyen a partir 
de la revisión de producciones socioculturales que invitan a verificar la 
operación de políticas públicas para reentender los espacios propios de lo 
público.

El presente libro es una sumatoria de esfuerzos que hacen un énfasis 
crítico a las obsolescencias en relación con la calidad, la pertinencia, el hu-
manismo, la equidad y la autonomía que limitan su conjunto a la función 
social y evidencia contradicciones con una postura crítica, bajo argumen-
tos que ponen de manifiesto los principales problemas que han hecho de 
los análisis del sistema político una práctica distante de la racionalidad 
internacional.

A partir de la evaluación de las distintas contribuciones de los ods 
que se llevan a cabo, se intenta llevar a la práctica un desplazamiento hacia 
la pertinencia de cómo las instituciones, y los agentes a ellas asociados, 
producen una comprensión objetiva del cómo y el por qué han surgido y 
se mantienen como postulados de una planeación racional que, según la 
coherencia epistemológica, apuesta a un objeto hecho y construido para 
convertirse en una contribución que busca hacerse tangible acotando ele-
mentos para una crítica fundamentada de los ods y el resultado de una 
reflexión institucional con acciones adjetivas, administrativas y políticas.

La propuesta de este libro se sustenta en un método derivado del aná-
lisis institucional que permite sistematizar la investigación documental y 
el resultado de reconstrucciones históricas, conceptuales, disciplinares y 
contextuales, que se hacen presente en aspectos nacionales e internaciona-
les desde tres ejes fundamentales: 1) el contexto de los ods, 2) los funda-
mentos teóricos y fenomenológicos que caracterizan la Agenda 2030, y 3) 
las implicaciones de las 169 metas en la resolución de conflictos.

De manera secuencial, los resultados de los trabajos de estos científi-
cos sociales representan planteamientos epistemológicos que plasman las 
respuestas que contribuyen a una reinterpretación del neocolonialismo, 
de los retos del desarrollo sostenible y del compromiso por contribuir a 
una comprensión y un entendimiento transdisciplinares, para que se for-
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malicen en una herramienta útil para la toma de decisiones racionales y 
efectivas en el campo de las ciencias sociales.

En el orden secuencial aparecen las vinculaciones a los ods y sus retos 
a la agenda 2030:

Regímenes neoliberales latinoamericanos  
y la participación ciudadana democratizadora: 
ods 16 paz, justicia e instituciones sólidas
Magdiel Gómez Muñiz

Los conflictos internacionales que dominan el espacio público son una 
amenaza directa para el desarrollo sostenible en América Latina, y en con-
secuencia dan origen a una descomposición social e la inestabilidad de 
un régimen. Este escenario obliga a repensar el pacto social y redefinir el 
rumbo de la agenda gubernamental bajo el contexto de los objetivos de 
desarrollo sostenible (ods). 

Los riesgos que se presentan en un Estado de Derecho fracturado se 
traducen en la ralentización de la consolidación democrática y la inci-
piente participación ciudadana en la toma de decisiones. Esto es debido 
a que la violencia estructural se sistematiza y erosiona el espacio político 
—narcotráfico, corrupción, impunidad, ingobernabilidad democrática y 
ausencia del imperio de la ley se posicionan y desplazan a las estructuras 
tradicionales que sustentan el poder gubernamental en este siglo xxi.

Paz, justicia e instituciones sólidas evolucionan a diferentes velocida-
des, lo que dificulta homogeneizar el discurso con la realidad que percibe 
el ciudadano; dicho de otra manera: las brechas de desigualdad que se 
padecen no empatizan con las narrativas gubernamentales, y la inclusión 
del ciudadano en la toma de decisiones se vuelve una utopía que se difu-
mina conforme transcurren los periodos gubernamentales. El reto es que 
la participación ciudadana incida en las agendas públicas para convertirse 
en canales de expresión tácitos y permitan armonizar la tradición de inclu-
sión y cocreación sobre la base de las necesidades básicas de la población.
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Bioeconomía, desarrollo sostenible y 
pandemias: reconstrucción histórica, 
descarbonización económica y 
crecimiento desigual
Giovanni Carlos Argel Fuentes
y Frank Brady Morales Romero

El objetivo principal de esta investigación es analizar el concepto de bioe-
conomía, su enfoque y sus tipologías e instrumentos, y las medidas de 
descarbonización de la economía europea como tránsito desde los com-
bustibles fósiles al aprovechamiento de la biomasa y los activos biológicos 
sustanciales, para luego revisar las medidas adelantadas en los países de la 
región Caribe frente a los programas de economías verdes, biocomercio y 
economía azul. El método que se ha utilizado es el comparativo, que per-
mitió rastrear diferentes escenarios en el ámbito internacional, así como 
sus distintos programas de acción sostenible comparados con los que se 
implementan en la actualidad en la región Caribe. Como resultado de la 
investigación, se entiende que el desarrollo sostenible está asociado indis-
cutiblemente al crecimiento económico de los países, y que sus activos 
ecológicos son fuentes de riqueza.

Algunas reflexiones sobre democracia deliberativa  
y gobernanza en Latinoamérica: ¿Estado de derecho 
débil o fetichismo legal?
Daniel Gustavo Gorra y Nino Angelo Rosanía 

El presente trabajo tiene como objetivo analizar el modelo de democracia 
deliberativa y su aplicación en el contexto latinoamericano con relación a 
la gobernanza, en particular el caso colombiano, a partir de las siguientes 
hipótesis: Estado débil de Derecho y fetichismo legal. Para ello se tomó 
como referencia el aporte teórico de Carlos Nino sobre democracia deli-
berativa.

En este sentido, el trabajo se presenta estructurado en cinco partes: 1) 
Análisis conceptual de democracia deliberativa y gobernanza, 2) Descrip-
ción del modelo dialógico de democracia deliberativa, 3) Críticas al modelo 
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de Carlos Nino, 4) Descripción de las categorías sobre Estado débil de 
Derecho y fetichismo legal, y 5) Conclusiones.

Herramientas tecnológicas e implementación  
de las ods en el ámbito académico en tiempos de 
pandemia
Elibí Godínez Cerda 

Los Estados, dentro de sus regímenes democráticos, exigen que uno de los 
ejes fundamentales para el desarrollo sea la educación. En ese sentido, y 
bajo un esquema poco previsto, el caso de la contingencia sanitaria obliga 
a replantear los procesos internos de las agendas públicas de los gobiernos. 

Desde esta óptica, muchos cambios han emergido provocados a raíz 
de la pandemia covid-19, y en ese sentido las tecnologías de la informa-
ción y la comunicación (tic) han permitido que muchas de las activida-
des cotidianas de los individuos continúen realizándose de una manera 
atípica. Por ello el ámbito de la educación ha dado el ejemplo más visible 
y afortunado donde el uso de las tic ha propiciado el desarrollo de habi-
lidades y también la generación de nuevos conocimientos. Falta entonces 
buscar estrategias que favorezcan el estudio y el compromiso por parte de 
profesores y alumnos en cuanto a llevar a la práctica las actividades que 
permitan alcanzar los objetivos de desarrollo sostenible (ods) que den lugar 
a una nueva generación de seres humanos para una nueva era.

Hacia un Haití emergente: Agenda 2030
Sahilí Cristiá Lara

En este trabajo se ofrece una aproximación a la situa-
ción de Haití en lo que respecta al cumplimiento de la 

Agenda 2030. Se exponen algunos de los problemas que caracterizan este 
contexto de estudio tan complejo (ubicación geográfica, características so-
ciodemográficas, pobreza, incidencia de desastres naturales). Con ello se 
intenta contribuir al debate del desarrollo territorial en pos de que Haití 
alcance el estatus de país emergente para el año 2030, a través del refuerzo 
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de la paz, la estabilidad y la resiliencia de las instituciones y de la pobla-
ción. Para ello se insiste en priorización de cinco áreas de intervención.

El estudio se sustenta en la metodología cualitativa, se emplea la ob-
servación (no estructurada, ajena, directa, participante y encubierta), así 
como el análisis de contenido de documentos. Se puntualiza en los térmi-
nos vulnerabilidad, emergente y socialización; así como en la incidencia 
de la pandemia.

El derecho humano fundamental al desarrollo 
sostenible: La agenda 2030 vista desde la dignidad 
humana y el enfoque basado en los derechos 
humanos
Jesús E. Caldera Ynfante

En este caso se trazan las líneas definitorias del derecho humano funda-
mental al desarrollo sostenible (dhfds), desde una visión normativa del de-
sarrollo y el constitucionalismo humanista, teniendo en cuenta la dignidad 
humana, la plena efectividad de los derechos humanos, el enfoque basado 
en los derechos humanos y la seguridad humana, como pilares normativos 
de la Agenda 2030 para el desarrollo sostenible; entendiendo que la plena 
efectividad de los derechos humanos da lugar al derecho humano fundamental 
al nuevo orden mundial (dhfnom) consagrado en el artículo 28 de la De-
claración Universal de los Derechos Humanos (dudh, 1948), aprobada por 
la Organización de las Naciones Unidas (onu).

Se analiza el entendimiento común para la práctica de las normas y 
los principios de derechos humanos en materia de programación del desa-
rrollo, concibiendo el desarrollo sostenible como un derecho humano funda-
mental cuyo núcleo esencial son los derechos fundamentales integrados en los 
diecisiete objetivos de desarrollo sostenible de la Agenda 2030.

Se enfatiza el deber del Estado de respetar y proteger los derechos 
humanos de que las personas y los pueblos son titulares para materiali-
zar tangiblemente sus derechos fundamentales inalienables y priorizar, en 
consecuencia, la atención y la participación de los grupos humanos en 
situación de debilidad manifiesta, expuestos a mayor vulnerabilidad, mar-
ginación, exclusión y discriminación; se destacan, en aras del florecimien-
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to humano, el bien común, el desarrollo sostenible y el desarrollo humano 
integral universal.

¿Por qué se justifica la rigidez constitucional?  
Un primer acercamiento
José de Jesús Chávez Cervantes

Uno de los aspectos de identidad de las constituciones 
del constitucionalismo moderno es precisamente la tensión que se deriva 
con respecto a mecanismos de rigidez constitucional con criterios demo-
cráticos. En este sentido, los argumentos que justifican un cierto grado de 
rigidez demandan la atención para quienes consideramos que no siempre 
todo mecanismo de rigidez constitucional debe colisionar con la demo-
cracia.

Balance sobre las estrategias de implementación de 
los objetivos de desarrollo sostenible en la Unión 
Europea: Una lectura desde los derechos humanos
Nuria Belloso Martín

El propósito de este trabajo es hacer un balance sobre cómo ha estado 
progresando la Unión Europea (ue) en la implementación de los ods, 
lo que a la vez permitirá poner de relieve el compromiso de la ue con los 
derechos humanos y las acciones que ha diseñado y está ejecutando para 
hacer realidad el principio inspirador de la Agenda 2030 y con ello el de-
sarrollo sostenible.

A partir del intento de justificar por qué en la Agenda 2030 apenas se 
hace referencia expresa a los derechos humanos, se subraya la inescindible 
interrelación entre los ods y los derechos humanos, nexo que se ha puesto 
claramente de manifiesto en las estrategias y acciones desplegadas por la 
ue con la finalidad de implementar los ods.

La protección de grupos vulnerables, el problema de la migración y 
la transición energética se configuran como tres desafíos pendientes que 
tiene ante sí la ue, y repercuten en los derechos humanos y en la imple-
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mentación de los ods. Se utiliza bibliografía de doctrina especializada, 
informes y documentos de la Unión Europea.

Desde la democracia deliberativa en Habermas hasta 
la propuesta de una gobernanza multinivel
José Francisco Guerrero Lobo, Rafael Rosell Aiquel y José 
Vicente Villalobos

El concepto de democracia deliberativa presentado por Jürgen Habermas 
en Facticidad y validez, donde es posible encontrar nuevos y valiosos ele-
mentos sobre derechos fundamentales desarrollados en el presente globa-
lizado sobre democracia y Estado de Derecho.

Fundamentalmente en concordancia con la tensión entre legalidad y 
legitimidad y sus posibilidades de abordaje y la propuesta de una gober-
nanza multinivel, sus sentidos e implicaciones son fundamentales para el 
desarrollo de la dinámica de la democracia; evolucionando y encontrando 
diversos caminos y múltiples niveles en su expansión en las reglas, insti-
tuciones y procesos donde interactúan gobiernos, ciudadanos y organiza-
ciones, hasta llegar a las implicaciones de los términos emergentes de la 
rendición de cuentas democrática y la legitimidad en las mediaciones de las 
decisiones y acuerdos, así como la interacción de los representantes polí-
ticos en esos niveles que integran a la ciudadanía según diversas lógicas de 
gobernanza multinivel y su contribución a la democracia.

La capacitación a servidores públicos: El papel que 
desempeñan en tareas de capacitación los órganos 
garantes de México en materia de derecho a la 
información y a la protección de datos personales 
(2020)
Rigoberto Silva Robles

Es una obligación normativa en México que los órganos garantes en ma-
teria de derecho a la información y a la protección de datos personales 
coadyuven en las labores de capacitación de los servidores públicos, consi-
derando además que dicha capacitación se encuentra desde luego asociada 
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al derecho humano de acceso a la información y a la protección de datos 
personales.

Ahora bien, podemos reconocer que uno de los grandes problemas de 
garantizar el derecho de acceso a la información está vinculado con distin-
tas deficiencias, entre las que podemos reconocer las siguientes: respuesta 
a las solicitudes de información, publicación de información y protección 
de datos personales. Aunque estos problemas tienen diferentes causas, po-
demos aceptar en principio que una de ellas es la profesionalización de 
los servidores públicos: a mayor profesionalización, mayor eficiencia en 
su desempeño. Dicho de otro modo: a mayor profesionalización de los 
servidores públicos, mejor cumplimiento de la norma.

El propósito de este trabajo es presentar un acercamiento a la forma 
en que los órganos garantes en las entidades federativas realizan tareas de 
capacitación en los temas que les competen. Partiendo de enfoques teóri-
cos donde se destaca la importancia de la capacitación y profesionalización 
de servidores públicos, se observan dos aspectos que dan luz sobre la forma 
en que esta actividad se realiza por los órganos garantes en materia de 
derecho a la información y a la protección de datos personales en México.

Esto lo fue particularmente durante el año 2020 en el contexto de 
contingencia sanitaria covid 19. La principal conclusión es que dicha acti-
vidad se realiza sin atender a enfoques pedagógicos que dificultan valorar 
su desempeño a partir de la evaluación de los capacitados.

Gobernanza democrática para la migración, la 
hospitalidad y el desarrollo sostenible en América 
Latina: ods 10 
Víctor Martín Fiorino y Flor Ávila Hernández

En el arco que va desde las Metas del Milenio a los objetivos de desarro-
llo sostenible y una Agenda que despliega y busca generar compromisos 
con las proyecciones para 2050, los grandes nudos problemáticos de las 
sociedades latinoamericanas se agrupan en la convergencia de tres desafíos 
principales: las dificultades para garantizar la supervivencia de las perso-
nas, el fortalecimiento de los mecanismos de convivencia y el avance y 
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consolidación de las estrategias de cuidado de los bienes comunes, bajo la 
orientación de los ods y en el marco de la sostenibilidad.

El enfoque territorial en las políticas públicas
Alberto Arellano Ríos

Este ensayo académico ofrece un ámbito de reflexión 
conceptual y contextual acerca de las políticas públicas 

con enfoque territorial. Se trata de una disertación para comprender el 
proceso de instauración del enfoque territorial en las políticas públicas.

Para ello se esboza la institucionalización de la administración públi-
ca, la forma cómo surge el enfoque de políticas públicas y, posteriormente, 
se devela la importancia de la dimensión territorial y su convergencia con 
la disciplina de las políticas públicas.

La democracia y sus avances políticos en México: la 
llegada de la primera alternancia de izquierda
Juan Pablo Navarrete Vela

La presente reflexión revisa el estatus de la democracia en 
México. El trabajo se divide en tres apartados: i) Elementos teóricos, donde 
se reflexiona sobre el significado de valores esenciales de la democracia; ii) 
La ruta de la democracia en México, en la cual se señala el estatus institu-
cional del proceso de transición, y iii) La calidad de la democracia a través 
de indicadores que miden la percepción de los ciudadanos sobre temas del 
circuito público.

Se abordan los procesos de alternancia; se identifican los logros, así 
como los temas pendientes, tanto en el diseño institucional como en el 
plano de la vinculación con la ciudadanía. Se retoman temas actuales 
como el Pacto por México y la creación de nuevos partidos, como morena, 
lo que permite analizar la cooperación política, por un lado, y el reacomo-
do del sistema de partidos, por otro.

Finalmente, se revisan algunos datos, alojados en índices como el La-
tinobarómetro y Freedom House, en torno a la calidad de la democracia, a 
fin de identificar la posición de México en América Latina.
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Un diagnóstico imprescindible: las problemáticas  
de las zonas metropolitanas de México
Javier Rosiles Salas

¿Cuáles son las principales problemáticas de las zonas 
metropolitanas de México?, ¿cuáles de ellas deben considerarse como 
prioritarias?, ¿en qué medida se presentan las mismas problemáticas en 
todas las zonas? Estas y otras preguntas resultan de suma importancia para 
quienes se encuentran interesados en resolver los problemas que aquejan 
a las zonas urbanas más importantes del país, una preocupación de los 
gobiernos y también de académicos y de amplios sectores de la sociedad.

Seguimiento y análisis de las recomendaciones  
de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
para instaurar políticas públicas y mejorar la 
atención médica
Alma Jéssica Velázquez Gallardo y Juan Antonio Sahágun 
Martínez

La existencia de las comisiones de derechos humanos, tanto la nacional 
como las de cada entidad federativa, obedece a la necesidad de poner a 
disposición de las personas la posibilidad de interponer una queja por 
violación a los derechos humanos, en particular para este estudio, por la 
conculcación del derecho a la protección de la salud; sin embargo hasta el 
momento el recuento de quejas, recomendaciones, conciliaciones, aseso-
rías, canalizaciones, etc., se ha quedado en los diversos informes que emi-
ten los titulares en turno de cada una de esas dependencias, sin que se haya 
hecho un análisis por las instancias de salud sobre las conductas recurren-
tes que se realizan en las diversas instancias o dependencias que otorgan 
atención médica y que pertenecen al Sistema Nacional de Salud, las que 
finalizan en ocasiones con una recomendación por violación de derechos 
humanos. En virtud de ello, se hace un análisis del número de recomen-
daciones que ha emitido la Comisión Nacional de Derechos Humanos en 
los años 2020 y el actual 2021, así como las dependencias señaladas y los 
derechos que se han vulnerado, para proponer la instauración de políticas 
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públicas relacionadas con la mejora de la atención médica, de la actividad 
profesional del personal de la salud y el respeto a los derechos humanos de 
las personas (pacientes).

El Acuerdo de Escazú, instrumento de defensa  
de los bienes comunes, para los pueblos originarios  
y comunidades campesinas
Juan Carlos Páez Vieyra

Los pueblos originarios han sufrido despojos territoriales históricamente. 
Los gobiernos de la región latinoamericana no han logrado proteger desde 
sus instrumentos jurídicos internos y sus programas y políticas de gobier-
no de manera eficiente contra el despojo a nuestros pueblos originarios. 
En una época los procesos de despojo se dieron por el sistema colonial y 
posteriormente por empresas privadas que han puesto todo su empeño 
para poseer legal y políticamente los recursos naturales de las comunidades 
indígenas.

El Acuerdo de Escazú representa una forma de protección jurídica 
para la protección de los bienes comunes de nuestros pueblos, y es a su 
vez un medio de protección al equilibrio del medio ambiente sano; es el 
primer tratado jurídicamente vinculante de América para la atención de 
casos donde falta información en la realización de megaproyectos o de 
procesos de despojo de bienes.

Por ello, este artículo pretende ofrecer una luz a las comunidades ori-
ginarias en el marco del sexto aniversario del inicio de la Agenda 2030 para 
el desarrollo sostenible, sobre un medio específico de ayuda para proteger a 
estas comunidades del extractivismo.

Acción pública y participación social en torno al 
manejo híbrido: democracia, libre mercado  
y gobernanza
José Juan Pablo Rojas Ramírez

El objetivo del presente trabajo es exponer un análisis descriptivo y de 
revisión sobre las categorías conceptuales que dan soporte a la acción pú-
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blica en torno a la gestión integral del agua en México. Se revisa a manera 
de retrospectiva histórica el contexto histórico en el cual se incorporó la 
visión de gestión del agua cimentada desde las perspectivas de democracia 
y libre mercado hasta las actuales concepciones de gobernanza del agua. Se 
proporciona una visión sobre una coyuntura de rediseño de instrumentos 
legales para la implementación de los criterios relativos a la gestión hídri-
ca; para tal fin, primero se realiza una reflexión teórica acerca de las per-
cepciones conceptuales implicadas en la gestión hídrica y la gobernanza 
del agua. Con el fin de que la presente reflexión no quede en un esfuerzo 
ensayístico se recurre a la revisión histórica de la adaptación institucional 
de la actuación pública ejecutada en la instauración de organismos de 
manejo de agua en México y de su articulación conforme a las coyunturas 
políticas y económicas, en las que sobresale como paradigmas el neolibe-
ralismo y la instauración de la democracia, y segundo desde la focaliza-
ción del análisis coyuntural de la propuesta de la Ley General de Aguas y 
las manifestaciones sociales, tanto las percibidas como movimiento social 
como las incorporada en la deliberación democrática de la gestión.

Garantías del derecho humano a la paz
Miguel Regalado Chávez, Susana Madrigal Guerrero  
y Enrique Viana Suberviola

Reflexionar sobre la paz es de por sí complicado para 
la gente ordinaria, con más razón para estudiosos de las humanidades, y 
más amplio aún para los intérpretes del derecho si se trata de objetivar la 
paz, cuantif﻿icar y analizarla para sus múltiples aplicaciones. Centenares de 
artículos, casi siempre parecidos entre sí y sin mayor compromiso que el 
de reconocerse en una área tan noble como lo es la cultura de la paz, han 
llevado a sobre citarse pensamientos kantianos, así como darles sentido li-
teral a frases de líderes mundiales que conquistaron movimientos sociales.
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Fiscalidad ambiental en México ante el cambio 
climático
Angelina Hernández Pérez

El objetivo 13 de los ods tiene como meta central des-
carbonizar las actividades productivas a través de la llamada transición 
energética, al modificar los sistemas tradicionales a energías limpias sin 
demeritar la eficiencia. La transformación económica de las actividades 
productivas involucra cambios en los procesos y la utilización de los insu-
mos a base de carbón por otros más sustentables, como la energía solar y 
eólica con ayuda de las nuevas tecnologías.

Nos encontramos en una sociedad global de organizaciones diferen-
ciadas basadas en la búsqueda del bienestar individual y colectivo.

En esta complejidad social el protagonista potencial es el ciudadano 
globalizado, que critica, transforma y politiza sin perder el estatus de ser 
un zoon politikon que busca mejores estadios para resolver los grandes pa-
radigmas y los retos del siglo xxi ante la posibilidad de una anhelada pre-
dicción del futuro y los reportes derivados para devolver el eros al espacio 
público en la contemplación de las agendas de lo cotidiano.

Así, con las presentaciones de todos estos trabajos concluyo este pró-
logo, con la mejor intención de que los lectores construyan una mejor 
imagen de la realidad que vive la humanidad en la actualidad. 
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REGÍMENES NEOLIBERALES 
LATINOAMERICANOS Y LA PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA DEMOCRATIZADORA: ODS 16 
PAZ, JUSTICIA E INSTITUCIONES SÓLIDAS

Magdiel Gómez Muñiz1

Universidad de Guadalajara

Resumen 
Los conflictos internacionales que dominan el espacio público son una amenaza 
directa para el desarrollo sostenible en América Latina, y en consecuencia dan 
origen a descomposición social e inestabilidad de un régimen. Este escenario 
obliga a repensar el pacto social y a redefinir el rumbo de la agenda gubernamen-
tal, con el contexto de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods). 

Los riesgos que se presentan en un Estado de Derecho fracturado se tradu-
cen en la ralentización de la consolidación democrática y la incipiente participa-
ción ciudadana en la toma de decisiones, debido a que la violencia estructural se 
sistematiza y erosiona el espacio político: narcotráfico, corrupción, impunidad, 
ingobernabilidad democrática y ausencia del imperio de la ley se posicionan y 
desplazan a las estructuras tradicionales que sustentan el poder gubernamental 
en este siglo xxi.

Paz, justicia e instituciones sólidas evolucionan a diferentes velocidades lo 
que dificulta homogeneizar el discurso con la realidad que percibe el ciudadano; 
dicho de otra manera: las brechas de desigualdad que se padecen no empatizan 

1.	 Profesor investigador de la Universidad de Guadalajara, adscrito al Departamento de 
Política y Sociedad en el Centro Universitario de la Ciénega (cuciénega). Coordinador 
del doctorado en Ciencia Política. Integrante del cuerpo académico udg-ca-562: 
Educación, Políticas Públicas y Desarrollo Regional. Presidente de la Academia 
de Ciencia Política – cuciénega. Miembro del Sistema Nacional de Investigadores 
(sni)-conacyt. Perfil prodep. orcid: https://orcid.org/0000-0002-0709-3460. Correo 
electrónico: magdiel.gomez@redudg.udg.mx.
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con las narrativas gubernamentales, y la inclusión del ciudadano en la toma de 
decisiones se vuelve una utopía que se difumina conforme transcurren los pe-
riodos gubernamentales. El reto es que la participación ciudadana incida en las 
agendas públicas para convertirse en canales de expresión tácitos y que permitan 
armonizar la tradición de inclusión y cocreación sobre la base de las necesidades 
básicas de la población.
Palabras clave: conflicto, democracia, participación ciudadana, resistencia, vio-
lencia.

NEOLIBERAL LATIN AMERICAN REGIMES AND 
DEMOCRATIZING CITIZEN PARTICIPATION: SDG 16 PEACE, 

JUSTICE AND STRONG INSTITUTIONS

Abstract
The international conflicts that dominate the public space are a direct threat to 
sustainable development in Latin America, and consequently give rise to a social 
decomposition and instability of a regime. Scenario that forces us to rethink 
the social pact and redefine the direction of the government agenda under the 
context of the Sustainable Development Goals.

The risks that arise in a fractured rule of law translate into a slowdown in 
democratic consolidation and incipient citizen participation in decision-ma-
king. This is due to the fact that structural violence is systematized and erodes 
the political space. -drug trafficking; corruption; impunity; democratic ungo-
vernability and the absence of the rule of law - position and displace the tradi-
tional structures that sustain government power in this 21st century.

Peace, justice and solid institutions evolve at different speeds that make it 
difficult to homogenize the discourse with the reality that the citizen perceives, 
in other words, the inequality gaps that are suffered do not empathize with the 
government narratives and the inclusion of the citizen in the decision-making 
process. Decisions become a utopia that fades as government terms go by. The 
challenge is for citizen participation to influence public agendas to become a 
tacit expression channel and allow harmonizing the tradition of inclusion and 
co-creation based on the basic needs of the population.
Key words: conflict, democracy, citizen participation, resistance, violence

INTRODUCCIÓN

Los regímenes democráticos en América Latina han rediseñado, en las 
últimas dos décadas, sus andamiajes epistemológicos, y han incorporado 
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a la esfera de lo público el elemento de la participación ciudadana como 
eje central en la colaboración conjunta en la toma de decisiones, pero 
aun así existen asignaturas pendientes que distancian este binomio gobier-
no-gobernado —el responsiveness— para construir una narrativa del bien-
estar social y la maximización de oportunidades para lograr una seguridad 
ontológica en las esferas de lo público. En este sentido, se explorará las 
principales falencias de la democracia en la región para analizar el contexto 
actual y proponer algunas acciones tendientes a fortalecer y generar una 
democracia incluyente, que no sea producto de las élites en el poder sino 
de la puesta en marcha de mesas de discusión colectiva donde todos y 
cada uno de los ciudadanos perciban una vinculación con un régimen que 
sienten lejano y poco eficiente, y errático en la capacidad de respuesta a las 
demandas más acuciantes de la sociedad.

Se sostiene que solo a través del estudio y el análisis de estas parti-
cularidades los sistemas democráticos se pueden convertir en esquemas 
que repliquen auténtica participación ciudadana e inclusión social. En 
este sentido, el enfoque de las dinámicas y sugerencias de participación 
ciudadana que se explicitan en el presente texto están articuladas con la re-
flexión que realizó Marcos Roitman (2007) en torno a las ideas económicas 
de John M. Keynes, que han sido muy influyentes en la configuración de un 
esquema de ciudadanía integral que visibiliza la íntima relación que guarda 
la democracia con la economía y su inercia político-neoliberalizadora. 

I. LA DEMOCRACIA: ¿EL ELIXIR DE LA LIBERTAD?

Para todos aquellos nacidos en el mundo occidental, hay dos conceptos 
esenciales en nuestro ideario político: la democracia y la libertad. Sin estas 
dos características —según se argumenta— ninguna sociedad puede lla-
marse civilizada, y menos hacerse acreedora del respeto de la comunidad 
internacional. Por ello, todos los esfuerzos de las naciones modernas van 
encaminados en dicho sentido, con la premisa fundamental de que la de-
mocracia por antonomasia genera libertad; es decir, las naciones libres son 
naciones democráticas, y viceversa.



30

Magdiel Gómez Muñiz

De manera paradójica, la libertad y el Estado poseen de origen un 
contrasentido cuando se impone al individuo un conjunto de preceptos y 
reglas que lo acotan o limitan al accionar en la interacción con la otredad, 
así como de los derechos y obligaciones que componen el ecosistema de 
lo público. Norberto Bobbio acertaba cuando afirmaba que se debe tener 
cuidado con los peligros que se corren con “algunas corrientes culturales 
y algunos movimientos políticos que se autodefinen como liberales, o que 
son llamados neoliberales, ya que son fautores del “libre mercado”. 

En realidad, la ideología (neo) liberal conlleva una distorsión y una 
desnaturalización de los principios que desde siempre inspiraron al cons-
titucionalismo liberal, pues concibe el mercado como una suerte de insti-
tución suprema y soberana; así promueve a la categoría de valor absoluto 
una idea de libertad que se confunde con la simple ausencia de reglas o, en 
otras palabras, con lo que Kant llamó “libertad salvaje” (Bobbio, 2010, p. 
15). Por tanto, se entendería que, bajo un esquema de fortalecimiento de 
vínculos normativos, todos los países latinoamericanos con regímenes de-
mocráticos deberían conceptualizar la democracia como un conjunto de 
libertades que hacen que los ciudadanos obtengan un conjunto de dere-
chos civiles, políticos y sociales que les garanticen ser elementos activos del 
cambio social (Aziz y Alonso, 2009, p. 99), para de este modo generar un 
cambio duradero y sobre todo impulsado desde las bases a la cúspide, es 
decir, la democracia vista desde la perspectiva marshaliana o maximalista.2

No obstante, la visión dominante en el mundo —y de la cual Mé-
xico no es ajeno— es aquella que aprecia al proceso democrático como 
un simple proceso por medio del cual se consiguen decisiones aplicables 
administrativamente; es decir, la masa de votantes solamente define cuál 
de las élites en contienda ha de gobernar: estamos ante una visión schum-
peteriana o minimalista3 (Aziz y Alonso, 2009, p. 108).

2.	 Esta corriente de pensamiento fue propuesta por Thomas Marshall y desarrollada por 
Guillermo O’Donnell; sostiene que, más allá del ámbito electoral (procedimental), la 
democracia debe apoyar los derechos civiles, económicos, políticos y sociales, además 
de permear todas las esferas de la vida social. 

3.	 Esta corriente, propuesta por Joseph Alois Schumpeter, destaca lo procedimental: 
la democracia solo es un método de arreglo institucional para conseguir decisiones 
políticas aplicables administrativamente.
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En este orden de ideas surgen algunas preguntas de índole fundamen-
tal: ¿Qué es realmente la libertad para los demócratas?, ¿la libertad sola-
mente se ciñe a escoger entre una limitada opción de élites gobernantes?, 
¿la libertad solo se ejerce cada tres o seis años, o es un ejercicio constante 
mediante el cual se debe obtener más y mejores derechos, así como con-
diciones de desarrollo integral colectivo?, ¿la libertad de mercado entra en 
los rangos constitucionales?, ¿se puede reducir la brecha de desigualdad 
para alcanzar niveles dignos sin lesionar las economías domésticas?, ¿se 
puede hablar de gobernabilidad en una rampante disolución del Estado 
de Derecho?

Desde la perspectiva procedimental de la democracia y el modelo de 
vida occidental, se debe entender como el proceso “legitimador” a través 
del cual los ciudadanos pueden expresar su aprobación al statu quo, sin 
obtener un beneficio más tangible o de gran arraigo social; es decir: las 
grandes reformas de Estado y de nación se dejan fuera de la órbita del 
procedimiento democrático.

Estas dinámicas de democracia procedimental dejan de lado la esencia 
del concepto de ciudadanía, que tiene como base mínima la igualdad en 
la posesión y el ejercicio de los derechos, que está asociada a la pertenencia 
a una comunidad (en resumen: se habla de derechos y obligaciones de los 
que todos los individuos están dotados en virtud de su pertenencia a un 
Estado). Más aún, la ciudadanía como elemento político está compuesta 
por tres dimensiones: 1. dimensión política, que aglutina todos los dere-
chos políticos del individuo (votar y ser votado, participar en las decisio-
nes políticas, etcétera); esta esfera es quizás la más vinculada a lo procedi-
mental; 2. dimensión civil, que implica la libertad de tránsito, derecho a la 
individualidad, a la justicia y a la propiedad; 3. dimensión social, que tiene 
como premisa fundamental la garantía de que toda persona tiene derecho 
al empleo, la educación, la vivienda y todo tipo de derechos que requieren 
ayuda estatal.

Como se puede apreciar, las democracias (tipificadas según diferentes 
enfoques politológicos) de baja intensidad, y por tanto de ciudadanía dé-
bil, se han concentrado más bien en garantizar la esfera política, dejando 
de lado en la ecuación a los aspectos fundamentales que legitiman a cual-
quier forma de gobierno. 
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Sin ir más lejos, las complejas relaciones entre democracia, gobierno, 
mercado y ciudadanía abrevan pautas rituales que fragmentan los terri-
torios y se sumergen en postulados que intentan cobijar una retórica de 
bienestar con principios de identidad mal entendidos, debido a que en los 
lenguajes neoliberalizadores la participación del Estado, en su búsqueda 
de homogenizar a los desprotegidos, provoca una latente premisa de rabia 
social, que produce colectivos pretorianos que tarde o temprano buscarán 
la ruptura con los contratos sociales occidentalizados. 

Por ello, en tanto la democracia no deje de plantearse como un simple 
método, jamás se conseguirá que realmente sea el elixir de la libertad, ya 
que como dice Marcos Roitman (2007), cuanto más se predica vivir en so-
ciedades democráticas (bajo el orden minimalista) más se degrada la condición 
humana (Roitman, 2007)

ii. LAS DEMOCRACIAS LATINOAMERICANAS,  
BALANCE Y PERSPECTIVAS

El siglo xx latinoamericano se caracterizó por ser una época convulsa y 
llena de cambios políticos de largo alcance y gran implicación social. Por un 
lado, existieron democracias de gran aliento, como la chilena, que por más 
de 70 años vivió estabilidad en todos los sentidos, a la par que regímenes de-
mocráticos que cayeron estrepitosamente o, como el caso de Venezuela con 
Hugo Chávez y la asunción al poder de Nicolás Maduro y lo que se vivió 
como la “pelea democratizadora por la silla presidencial” de Juan Guaidó.

Los contrastes entre las democracias del continente que perduraron 
y aquellas que fueron víctimas de su propia arquitectura parecen ser un 
tema propio de un análisis más exhaustivo; sin embargo, lo que sí es ne-
cesario establecer es que todo régimen legal está imbricado en una tesis 
más ligada a la forma como se entiende la democracia y a cómo se percibe 
desde las personas mismas.

Por consiguiente, la democracia como forma de gobierno exitosa no 
solo pasa por el aspecto de cubrir procedimientos o trámites, sino también 
lleva dentro de su misma genética la necesidad de poseer el reconocimien-
to y fomentar la más amplia participación social, incluida aquella en la 
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cual se considere la hechura de las políticas económicas que, hoy por hoy, 
se privilegian solo para los órganos legislativos de Estado.

En este sentido, es fundamental destacar que la democracia mantiene 
una legitimidad dividida en dos pilares: por un lado, la legitimidad de ori-
gen, que se sustenta más en el sentido de que el gobierno democrático sea 
el producto de un proceso electoral, basado en reglas claras y equitativas, 
en tanto que, por otro lado, se habla de una legitimidad de ejercicio, que 
se origina a partir del ejercicio gubernamental de toma decisiones; esto es, 
de cómo se vincula con la sociedad, si lo hace o no dentro del marco del 
Estado de Derecho, o si las decisiones son lo suficientemente socializadas 
y aceptadas por la población. 

Por consiguiente, una democracia incluyente requiere por fuerza ciu-
dadanos activos que participen y visualicen en la democracia una forma de 
trascender y transformar su realidad; no obstante, los resultados en nuestra 
región distan de dar claridad del rumbo hacia donde se dirige la maquina-
ria gubernamental, partiendo de la cosmovisión de que cada ciudadano es 
titular de una fracción de poder.

De acuerdo con el informe del Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo (pnud) denominado Nuestra Democracia (2010), el haber deja-
do atrás desde hace tres décadas el militarismo no implica la consolidación 
de la democracia, ya que, superada la transición, se abre una nueva etapa: 
la “postransición”, que plantea interrogantes acerca de la capacidad de la 
democracia para ampliarse y sobrevivir, para ser sostenible.

En consecuencia, América Latina está a la búsqueda de su personali-
dad democrática, ya que, a pesar de que se repudian las dictaduras milita-
res, ya no existe el enamoramiento con la democracia tan típica y arraiga-
da, dada su escasa presentación de resultados; es decir, la democracia no ha 
dado los resultados que se esperaban, sino ha sido un sistema político que 
ha tenido altos costos en materia económica y poco impacto en la toma 
de decisiones.

Sin embargo, la democracia en América Latina se ha transformado 
en una retórica donde casi todo el discurso político acerca de ella gira en 
torno a los valores aceptados, a su axiología más que a sus resultados. Esta 
circunstancia genera, ante todo, conflictos de índole real y formula una 
pregunta toral: ¿Cuáles son los retos de la democracia en este siglo xxi? 
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De modo que resulta altamente revelador el diagnóstico que realiza 
el pnud, cuando afirma que los problemas de las democracias latinoame-
ricanas son básicamente cinco: 1) debilidad estatal, derivada de la escasa 
influencia que tienen los gobiernos nacionales para aplicar el control legal 
en sus territorios; 2) crisis de representación, que tiene su máxima expresión 
en la poca confianza de los ciudadanos en sus representantes, y sobre todo 
en la lejanía que sienten hacia ellos; 3) desigualdad en la riqueza, que se 
traduce en inequidades en el desarrollo de las ciudades y de las personas; 
4) pobreza multidimensional, que limita la movilidad social y el desarrollo 
personal de los ciudadanos, y 5) cesarismo, que habla de la proclividad de 
los sistemas políticos latinoamericanos a impulsar figuras ejecutivas con 
un alto control específico del proceso político (hace referencia al César en 
la Antigua Roma). 

III. HERRAMIENTAS PARA DINAMIZAR LA DEMOCRACIA 
LATINOAMERICANA 

Ya que la mayoría de las democracias latinoamericanas presenta obstácu-
los para el adecuado desarrollo de su potencial, es significativo pensar en 
herramientas que dinamicen estas democracias y las haga incluyentes, a 
través de nuevas formas de inclusión social en la toma de decisiones.

De acuerdo con el documento Nuestra democracia (2010), publicado 
por el pnud, los regímenes democráticos de América Latina: 

Deben hacer frente a tres desafíos para el ejercicio democrático del poder: articular 
nuevas formas de participación política para contrarrestar la crisis de representación; 
fortalecer la organización republicana del Estado, es decir, la independencia de los 
poderes, su control mutuo y las instancias de rendición de cuentas, e incrementar 
en el marco de dichos controles republicanos, el poder político real del Estado, mo-
dernizando sus organizaciones y proveyéndolas de recursos humanos eficaces (pnud, 
2010).

Con lo anterior señalado, se han dado los primeros pasos para la genera-
ción de democracias más incluyentes, por medio de la apertura a la toma 
de decisiones del gobierno, a la fiscalización de procesos y, sobre todo, a la 
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generación de legitimidad, no solo electoral sino también de ejercicio de 
gobierno y cocreación de agendas públicas.

III.1. Inclusión en la toma de decisiones de gobierno

De acuerdo con el pnud, el principal obstáculo para una verdadera demo-
cracia incluyente es el hecho de que actualmente la mayoría de los sistemas 
políticos no cuentan con mecanismos por medio de los cuales los ciudada-
nos participen en la toma de decisiones, más allá del proceso electoral en 
el cual se nombran autoridades.

Bajo este arreglo institucional, las elecciones se convierten en la única 
forma de contención social, lo que hace que el proceso caiga en una espe-
cie de descrédito y desánimo de la colectividad.

Por ello, el primer paso para dinamizar las democracias de la región es 
pasar de la democracia electoral a la democracia participativa, por medio 
de la inclusión en la legislación de los países y la puesta en práctica de 
algunas figuras legales y de participación ciudadana tales como:
a)	 Consulta popular: diseñada como un mecanismo de participación, 

mediante el cual los ciudadanos pueden intervenir en la discusión 
pública de asuntos de trascendencia nacional, de manera que su vo-
luntad, vinculante conforme dicte la ley, pueda incidir en el debate 
y las decisiones que adoptan los órganos representativos del Estado. 
En el caso de México tenemos que esta posibilidad está sujeta a que 
lo solicite el 33% de los integrantes de cualquiera de las cámaras del 
Congreso, o el 2% de la lista nominal de electores. Además, para que 
la decisión sea vinculante se requiere la participación del 40% de los 
ciudadanos inscritos en la lista nominal, lo que es materialmente im-
posible.

b)	 Plebiscito: de acuerdo con el Sistema de Información Legislativa (sil), 
este es un mecanismo de democracia semidirecta que permite la parti-
cipación de los ciudadanos en los asuntos públicos. El plebiscito es un 
vínculo de comunicación entre la sociedad y el gobierno por medio 
del cual este convoca a los ciudadanos a ejercer el sufragio, para ma-
nifestarse a favor o en contra de una propuesta o medida pública. Si 
bien esta figura es relativamente parecida a la consulta popular, lo 
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cierto es que en esta se debate una legislación en particular y tiene 
implicaciones más vinculatorias.

c)	 Referéndum: es el mecanismo de participación directa mediante el 
cual la ciudadanía manifiesta su aprobación o rechazo a la creación, 
modificación, derogación o abrogación de leyes que son competencia del 
congreso. La convocatoria al referéndum regularmente se realiza antes de 
que las comisiones correspondientes emitan un dictamen sobre el asunto 
que se somete a consulta. Se considera un mecanismo para complemen-
tar y legitimar las acciones de gobierno, como un termómetro social para 
conocer el respaldo de que goza un gobierno entre la ciudadanía (sil, 
2019).

d)	 Presupuesto participativo: de acuerdo con Ubiratán de Souza, un reco-
nocido economista que tuvo la oportunidad de encabezar la primera 
experiencia de presupuesto participativo (pp) en Brasil, el pp es:

un proceso de democracia directa, voluntaria y universal, donde el pueblo puede 
discutir y decidir sobre el presupuesto y las políticas públicas. El ciudadano no limita 
su participación al acto de votar para elegir al Ejecutivo o al Parlamento, sino que 
también decide las prioridades de gastos y controla la gestión del gobierno. Deja de 
ser un coadyuvante de la política tradicional para ser protagonista permanente de la 
gestión pública (Briseño, 2011, p. ).

III.2. Fiscalización de procesos

En este apartado se considera que la fiscalización de procesos tiene que ver 
con la vigilancia que los ciudadanos mantienen del ejercicio gubernamen-
tal; en este sentido, resulta más que novedosa la figura de la veeduría ciu-
dadana, que en México ha sido adoptada bajo el nombre de contralorías 
sociales (aunque contienen elementos característicos cada uno de ellos). 

Dado el diagnóstico poco favorable que realiza el pnud en torno a los retos de las 
democracias en el continente, que van desde la reactivación de esquemas de partici-
pación ciudadana hasta modernización institucional es que en América del Sur nacen 
las veedurías ciudadanas como organismos intermedios entre el gobierno y la socie-
dad civil destinadas a vigilar el adecuado ejercicio gubernamental.
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Estas novedosas figuras —que están plasmadas en la legislación venezolana, 
colombiana, ecuatoriana y brasileña— mantienen pertinencia en el sentido de que 
representan una ventana de oportunidad para la generación de capital social en las 
comunidades dada la alta implicación de los ciudadanos en la vigilancia del gobier-
no. Las veedurías —al contrario de los esquemas de contraloría gubernamental o 
de auditoría— implican un proceso dinámico donde la fiscalización de los recursos 
económicos y de la actuación de los entes gubernamentales o proveedores del aparato 
administrativo es evaluada no en una etapa posterior a la ejecución de los procesos 
sino en el momento justo en que la acción está sucediendo (Mora, Gómez, Macedo-
nio, 2013, p. 23).

Al mismo tiempo, estas contralorías o veedurías garantizan el tamizaje de 
una cultura de la transparencia y rendición de cuentas que, de 2010 a la 
fecha, sigue marcando agenda en los institutos políticos y 

III.3. Legitimidad de ejercicio de gobierno

En el tema de la legitimidad se puede hablar de que dentro de una demo-
cracia existen cuando menos dos tipos de legitimidad, una que proviene 
de origen y que tiene vinculación con el proceso electoral. En este sentido, 
la legitimidad de origen se genera en el proceso electoral por medio de la 
elección libre de las autoridades.

Con esta premisa, todas las democracias mantienen legitimidad de 
origen; sin embargo, la legitimidad de ejercicio de gobierno es aquella que 
se obtiene por medio de la vinculación con la sociedad dentro del marco 
del Estado de Derecho.

Los gobiernos latinoamericanos han obtenido legitimidad de origen, 
dadas las condiciones de los procesos electorales; sin embargo, son ca-
rentes de sustento formal de ejercicio de gobierno, dado que no tienen 
elementos que les generen arraigo social.

Una evidencia del grave estado de la democracia en nuestra región 
lo presenta el Informe sobre Gobernabilidad en Latinoamérica 2017, que 
afirmaba que el 56% de los ciudadanos latinoamericanos estaría dispuesto 
a aceptar un régimen totalitario si se resolvieran sus problemas económicos. 

De lo anterior se puede presentar un conjunto de elementos míni-
mos indispensables que sumen las dimensiones necesarias para sostener 
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que las democracias, sus asignaturas pendientes, así como la participación 
ciudadana, van de la mano de un ecosistema político-económico que a 
continuación se presenta en la tabla 1, propuesta por Marroquín Pineda 
(2015), especialista en democracias latinoamericanas: 

Tabla 1 
Dimensiones e indicadores de la calidad democrática 

según la propuesta de Levine y Molina

Dimensiones Indicadores

Decisión electoral

1. Sufragio universal: ampliación o no del derecho al voto a los 
nacionales que habitan en exterior, y a los extranjeros que han 
residido por un tiempo considerable en el país.

2. Frecuencia: mientras más corto el mandato, mayor será 
el control ciudadano (tiempo promedio entre las elecciones 
legislativas). 

3. Elecciones libres: existencia o no de candidaturas 
independientes.

4. Elecciones imparciales: encuestas de actitudes políticas 
respecto de la limpieza de las elecciones, acceso de los partidos 
a los fondos públicos, utilización del gobierno de fondos 
públicos para su campaña. 

5. Libertad de prensa y múltiples fuentes de información 
(índice de fh de libertad de prensa); igualdad de la población 
en recursos cognitivos (nivel de acceso a la educación de nivel 
medio o superior), nivel de tolerancia (la actitud hacia minorías 
políticamente activas).

Participación

1. Participación electoral: porcentaje de la población en edad 
de votar que acude a las urnas, amplitud de los cargos y temas 
sujetos a votación (oportunidades de votación que la población 
ha tenido en un período determinado). 

2. Participación en partidos y organizaciones sociales: encuestas 
de actitudes políticas respecto de membresía de partidos u otras 
organizaciones sociales.

Representatividad

1. Representación de los diferentes sectores de la población 
en los cuerpos deliberantes en proporción con su peso en 
la población (representatividad de la legislatura respecto de 
grupos étnicos, clases y género).
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Dimensiones Indicadores

Responsabilidad

1. Responsabilidad horizontal: equilibrio entre ramas del 
gobierno, poderes legislativo y judicial independientes y 
honestos (nivel de corrupción en el país).

2. Responsabilidad vertical: calidad de los procesos electorales; 
posibilidad de reelección que permita premiar o sancionar, y 
nivel de institucionalización del sistema de partidos (a mayor 
estabilidad del sistema de partidos más fácil será responsabilizar 
a estos por sus políticas).

3. Responsabilidad social: ejercicio efectivo de las libertades de 
asamblea, asociación y petición (encuestas de actitudes políticas 
relativas al porcentaje de ciudadanos que realiza actividad para 
resolver problemas de la comunidad).

Respuesta a la 
voluntad popular

1. Nivel de armonía entre la opinión pública, la acción de 
los líderes y las políticas públicas: disponibilidad e intensidad 
del uso de las iniciativas populares de ley, la revocación del 
mandato, los referendos y los presupuestos participativos; 
apoyo del público hacia aspectos específicos de las políticas 
públicas; nivel en que la población considera que sus acciones 
influyen en la orientación de las políticas públicas. 

Soberanía

1. Las políticas públicas están bajo el control efectivo de los 
funcionarios elegidos: autonomía en política económica basada 
en el peso de la deuda externa sobre la economía del país, y 
control del poder civil sobre el militar. 

Fuente: Elaboración propia sobre la base de Marroquín Pineda, basado Levine y Molina 
(2007, 2011).

Las dimensiones anteriormente citadas sitúan el debate de la democracia 
como uno de los más grandes ausentes que, hoy por hoy, se hacen indis-
pensables para acortar la brecha de desigualdad entre los que más tienen y 
los que nada poseen. 

Quizá para sostener que una democracia está consolidada, o se en-
cuentra en vías de solidez institucional, ella deberá tener la capacidad de 
contar con una cantidad de recursos que le permita responder a las de-
mandas ciudadanas de origen minoritario; dicho sea de paso, en las de-
mocracias, la voz de los excluidos debe tener prioridad al integrar agendas 
públicas y cocreación de gobiernos resilientes y eficaces. 
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iv. EL FUTURO DE LA DEMOCRACIA  
Y EL ESTADO EN AMÉRICA LATINA

Ante este panorama, el futuro de la democracia debe ser el retorno a su 
verdadero propósito: hacer valer la voz de los ciudadanos y dotarlos de 
mayores derechos, prerrogativas y responsabilidades.

Los ciudadanos modernos no temen a las responsabilidades, temen a 
ser ignorados, a no ser considerados y, sobre todo, al paternalismo estatal. 
Los nuevos ciudadanos del mundo no consideran que sea una obligación 
del Estado proveer todo, pero sí ven como una obligación estatal garanti-
zar las condiciones para que cada cual, en igualdad de condiciones y con 
plena vigencia del Estado de Derecho, consiga lo que desea. 

Un gobierno que garantiza libertad no es solamente aquel que defien-
de la libre empresa: es aquel que defiende el derecho soberano de sus go-
bernados a estar inconformes, a manifestarse y a actuar en consecuencia. 
Por su parte, un gobierno democrático no surge de las elecciones, es aquel 
que día a día se esfuerza por entender las necesidades de sus gobernados, 
por darles la mejor respuesta y, sobre todo, por brindarles las herramientas 
para su mejoramiento constante: servicios de calidad educativos, médicos, 
públicos y de esparcimiento.

En efecto, la democracia debe ser entendida desde una concepción 
integral donde el ciudadano y los derechos de ciudadanía logren afianzarse 
como el fiel de la balanza; es decir, una visión maximalista de la democra-
cia que incluya, lógicamente, los procedimientos de la actual democracia, 
pero que innove y los lleve más allá.

El nuevo Estado y los ods deben pugnar por transitar de la supedita-
ción al mandato de los organismos internacionales al del nacionalismo y la 
protección del mercado interno; se debe impulsar una agenda que permita 
que la sociedad decida cuál debe ser el modelo de desarrollo económico 
que se desea.

Se considera que dos de los grandes objetivos de la nueva economía 
mundial deben ser los que señala Marcos Roitman como fundamentos de 
las tesis keynesianas:
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•	 Industrializar y transformar las estructuras oligárquicas por medio de 
una intervención del Estado es el camino para superar las relaciones 
centro-periferia.

•	 La etapa de despegue económico debe ser acompañada de un proceso 
de ahorro con altas tasas de inversión y una tecnología de elevado 
rendimiento y bajo costo.

De igual forma, se debe impulsar la participación del Estado en las deci-
siones más trascendentes de cualquier nación: es inconcebible que existan 
materias tan prioritarias como la defensa nacional en manos de particula-
res, mercenarios que bajo cualquier motivo pueden aniquilar a un Estado 
y su población, la historia lo demuestra: El Estado Romano del siglo v 
de nuestra era fue destruido por los mercenarios que en algún momento 
defendieron las fronteras del Imperio Latino.

V. CONCLUSIONES

Como ciudadanos, como latinoamericanos y, más aún, como mexicanos, 
se tiene la misión de evitar que la sociedad colapse víctima del miedo, la 
inseguridad y los poderes facciosos que buscan la consecución de sus fines 
particulares. Se deben buscar los medios a través de los cuales se aspire a la 
autodeterminación, la justicia y el desarrollo.

La misión del Estado mexicano y la democracia mexicana del siglo xxi 
debe ser asegurar las condiciones para que los mexicanos, sea cual sea su 
condición, puedan mejorar, salir de su postración y avanzar con paso firme 
rumbo al desarrollo integral de sus potencialidades.

La democracia como afianzamiento de la ciudadanía es posible; lo que 
falta es decisión y acción desde la bilateralidad (desde el gobierno, y más 
aún desde la sociedad).

El capitalismo y la democracia no son, por definición, sistemas necesariamente com-
plementarios: el primero se sustenta en el derecho de propiedad y parte de una situa-
ción de desigualdad para reproducirla a escala ampliada; la segunda, en cambio, da 
prioridad a los derechos de ciudadanía para todos y reconoce la libertad y la igualdad 
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como sus dos piedras angulares. Por eso, la dominación capitalista afronta una ten-
sión inevitable cuando debe articularse con un régimen político democrático, y no 
logra hacerlo si no se establece un compromiso (Nun, 2002, p. 63).

Por lo anteriormente señalado, se puede apostar a que no es un constructo 
de Estado de Bienestar, sino una lógica de reducción de corpus marginales 
o residuales que nada abonan al discurso de la inclusión y la estabilidad 
normativa de la gobernanza en las economías neoliberales. 

Es imposible sostener que las democracias son regímenes políticos con 
los cuales se consolida y fortalece el Estado de Derecho; para que esto 
suceda, al menos en los sistemas de gobierno presidencialistas, debería 
contener la figura de revocación de mandato efectivo a mitad de los pe-
riodos constitucionales para lograr la participación ciudadana efectiva, la 
aplicación presupuestal y económica de cara a las demandas sociales y, lo 
más importante, la apuesta de retar al sistema de los grandes capitales para 
entrar en una lógica racional liberal de economía de Estado. 
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Bioeconomy, sustainable development  
and pandemics: Historical reconstruction, economic 

decarbonization and uneven growth

INTRODUCCIÓN

La búsqueda efectiva de escenarios de competitividad, limpios y ecológi-
camente sostenibles, se potencia a partir del uso de enfoques articulados 
al desarrollo endógeno con políticas públicas, pluralistas, participativas y 
democráticas en el campo de la ingeniería y la modelación de los sistemas 
productivos con enfoques ambientales y conservacionistas. Usaremos el 
término bioeconomía para referirnos a uno de esos escenarios de cambio, 
que permiten transitar de una economía lineal y productivista, depreda-
dora de los recursos naturales y biofísicos, hacia economías colaborativas, 
remanufacturadas biológicamente y reciclables en la producción de bienes 
tangibles e intangibles para la sociedad.

La situación pre y pospandemia en los países en el mundo demanda 
acciones intervinientes con el fin de garantizar desarrollo sostenible; en 
ese sentido, y atendiendo a la urgencia de las regiones y a las necesidades 
de establecer cambios en el modelo de desarrollo y en las estrategias de 
consumo, es pertinente enfrentar retos y nuevos desafíos de orden am-
biental, económico, social, político-institucional, y esencialmente en el 
campo tecnológico, con el fin de afrontar los desafíos del deterioro y la 
degradación producida por la explotación agresiva y comercial de los siste-
mas productivos, y por la urgente necesidad de construir un futuro bioe-
conómico equilibrado, en paz con el medio ambiente y articulado con la 
reducción de los impactos que garanticen biodiversidad, seguridad ali-
mentaria y una estructural sostenibilidad entre lo económico y el entorno 
ambiental. Es necesario un nuevo modelo socioeconómico que elimine la 
pobreza generada, en gran parte, por el debilitamiento de la economía, el 
alto desempleo, el fuerte gasto público de los Estados para contrarrestar el 
agotamiento producido por la explotación originada de los combustibles 
fósiles, y el alto desorden social, que también impacta negativamente en la 
producción sostenible de bienes y servicios.
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 En ese sentido, la bioeconomía y la descarbonización de los sistemas 
productivos basados en combustibles fósiles se asocian con una alternativa 
de futuro para salvar en gran parte el consumo depredador de materias 
primas y de contaminación con residuos sólidos como líquidos. Es allí 
donde se debe concentrar la agenda de políticas públicas en los países de 
América Latina y el Caribe, con el fin sustancial de reducir las brechas 
y desigualdades sociales que están asociadas, hoy más que nunca, a una 
depredación constante y progresiva de los recursos naturales y biofísicos 
en el territorio.

América Latina y el Caribe presentan serios y estructurales problemas 
en su desarrollo, una existencia de limitaciones profundas, aun, que con-
trastan con los vectores estratégicos planteados en los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible (ods) y en la implementación de las acciones definidas 
en la Agenda 2030. Es necesario optar por un nuevo modelo de desarrollo 
sostenido específicamente en economías verdes, biocomercio, economías 
azules, megaciudades biodiversas, que articulen lo urbano con lo rural; 
nuevas formas de reimaginar, reciclar, reparar o reinstrumentalizar proce-
sos industriales que nos ayuden a construir bioproductos y biodiverciuda-
des articuladas a la definición de un cambio sustancial transformacional 
en la vida económica lineal actual.

De manera un tanto paradójica, la pandemia y la crisis generada por 
el nuevo virus sars-CoV-2 (causante de la covid-19) han detonado voces 
importantes que demandan profundizar el desarrollo sostenible y “regresar 
mejor” a una nueva era post covid-19. Muchas de estas voces distintas 
provienen de América Latina. De hecho, este artículo se concentra en ex-
plicar esas voces y recomendar, a partir de la investigación de experiencias 
y comparación de casos, la evolución dinámica de un modelo permeado 
por la economía biológica global, por la circularidad de la producción y 
el análisis de las transiciones de una economía lineal a economía de la re-
utilización. Es decir, conciencia diferente, que requiere ser más resiliente 
productivamente hablando, por lo menos a partir de esta pandemia; con 
mayor visión de cambio y transformación, fundamentalmente elevando 
los niveles de productividad, sin dañar el entorno.
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LA BIOECONOMÍA: CONCEPTOS Y TIPOLOGÍAS

Las desigualdades sociales, económicas y ambientales han circunscrito un 
campo de acción interviniente, que requiere una urgente intervención y 
un cambio en los países del mundo. El crecimiento económico y la ines-
tabilidad del desarrollo sostenible son cada día más preocupantes y se han 
profundizado con el surgimiento de la pandemia (sars-Cov2) de manera 
imprevista, progresiva y mortal.

En la dinámica de estos factores clave de deterioro y atraso surge el 
estudio de la bioeconomía como base sustentable para afrontar y pro-
fundizar en la producción de recursos biológicos y naturales que, con la 
utilización de su reciclaje como aprovechamiento del valor agregado ya 
utilizado, pero no enajenado y perdido, se postule como un escenario pro-
bable de éxito futuro.

La bioeconomía es la utilización de sistemas productivos sostenibles 
a partir de una  economía derivada de la producción de recursos biológicos 
renovables y de la transformación de estos productos en un material con 
alto valor agregado. El fondo sustancial es transitar hacia un sistema de 
conocimiento e información integral que permita a las comunidades y los 
diferentes actores económicos instruirse en el uso sostenible de los recur-
sos biológicos y físicos, facilitando así la biodegradabilidad, la bioprospec-
ción, la bioética y la reducción o mitigación de impactos de destrucción 
del ambiente, por desechos, contaminación, residuos, gases y demás. Es 
decir, la “descarbonización” u “oxigenación” natural de la economía.

Dificultades como la garantía en el suministro de alimentos y la miti-
gación del cambio climático son algunos de los problemas a los que se hace 
frente por medio del desarrollo tecnológico y científico propuesto desde la 
bioeconomía. Al respecto, Hodson (2018) manifiesta que:  

Desde finales del siglo xx fue surgiendo y tomando cada vez más fuerza en el mundo 
el concepto de la bioeconomía, también conocida como economía de base biológica, 
o economía bio-basada, que es la transformación del conocimiento de las ciencias 
de la vida en productos nuevos, sostenibles, ecoeficientes y competitivos, por lo que 
constituye una alternativa importante para la sostenibilidad del planeta. Se trata de 
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un proceso disruptivo de transformación social altamente dinámico y complejo, con 
perspectivas de políticas a largo plazo y de cambios sociales (p. 189). 

En ese sentido, el desafío es inminente y oportuno en este momento y 
en el futuro. Se estima que los miles de millones de habitantes requeri-
rán nuevos alimentos, los funcionales, por ejemplo, igualmente menos 
desertificación de la tierra, más aire limpio, menos degradación del suelo 
y mejores garantías para evitar la consolidación de mayor pobreza multi-
dimensional como monetaria en el territorio. 

En el marco de las experiencias en este ámbito, muchos países han em-
prendido acciones con alto contenido en la generación de remanufacturas, 
reciclaje y recirculación. La Comisión Europea, por ejemplo, diseñó una 
estrategia en materia de bioeconomía que consiste en orientar el desarrollo 
económico hacia un uso sostenible de los recursos existentes, asociada a la 
reducción de emisiones contaminantes, y dirigida a la economía circular 
empresarial. La estrategia es conocida como: “La innovación al servicio del 
crecimiento sostenible: una bioeconomía para Europa”. 

De hecho, la Unión Europea está comprometida y articulada con la 
aplicación de la Agenda 2030, en el marco de los ods para el planeta. En 
sí, el desarrollo sostenible y la bioeconomía son vectores estratégicos de 
transformación e impacto en el medio ambiente. Por ejemplo, la agenda 
europea de bioeconomía sostiene los siguientes objetivos: a) producción 
de alimento viable, b) gestión adecuada de recursos naturales, c) medidas 
preventivas frente al clima, d) desarrollo territorial ordenado y equilibra-
do, y e) contribución al suministro continuado de alimentos o seguridad 
alimentaria en el territorio. Como se evidencia, son objetivos articulados 
con los ods y derivaron en el Plan de Acción para Economía Circular, 
actualmente vigente.

Conforme a la experiencia europea, se puede deducir que los benefi-
cios potenciales de la transición hacia escenarios de bioeconomía sostienen 
procesos de intervención como la reducción de las emisiones de gases de 
efecto invernadero, la reducción de la dependencia de los combustibles 
fósiles, un proceso de transformación en materia de la gestión de recur-
sos, y la mejoría de la seguridad alimentaria. De hecho, para sostener un 
escenario de este orden es importante la generación y la sostenibilidad de 
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empleos en zonas rurales y urbanas, y la creación de mercados agrícolas, 
diferentes a los de los alimentos, que se basen en bioenergía y la valoriza-
ción de productos, subproductos y residuos agrícolas y agroindustriales, 
lo que representaría una fuente de actividades y de ingresos alternativos 
propicios para las áreas rurales. Los retos estarían concentrados en aprove-
char los ods paralelamente con las disposiciones de las cumbres de cambio 
climático, con el fin de enfrentar retos sociales y económicos, tales como 
el cambio climático, la escasez de recursos naturales y la contaminación 
ambiental (Mc Cormik y Kautto, 2013). 

Es evidente, con los avances mortales de las distintas pandemias, que 
los países del mundo han tenido un fuerte golpe en sus economías. Por 
ello, lo ganado en términos de crecimiento, empleo, destrucción de la in-
formalidad, reducción de la pobreza multidimensional y reducción del dé-
ficit fiscal (provocado por el control al alto gasto público en los países), en 
estos últimos veinte años se verá deteriorado y se generarán aumentos ne-
gativos en distintas variables a lo largo del próximo decenio. Ello derivará 
en impactos ambientales o emergencias ecológicas, ante lo cual es urgente 
el uso del enfoque de la bioeconomía y el biocomercio. Un ejemplo funda-
mental, frente a lo anterior, ha sido la propuesta de la Comisión Europea 
(ce) que presentó para el año 2020, ante las dificultades generadas por la 
pandemia de la covid, el paquete Pacto Verde Europeo (Green Deal) es el 
nuevo Plan de Acción para la Economía Circular, a favor del crecimiento 
sostenible; sabemos que hay tendencias fuertes a la conciencia colectiva 
sobre la protección al planeta y el deterioro de la biosfera. Lo manifestado 
hasta hora promueve un nuevo modelo de desarrollo económico sosteni-
do en una economía de biomasa que produzca bioproductos, reciclables, 
reparables y reutilizables, con menor costo y con menor impacto en el 
entorno ambiental.

En general, la estructura de la bioeconomía se sostiene en eliminar 
el uso de combustibles fósiles, aprovechar el entono productivo sin ir en 
detrimento de los recursos naturales, y fomentar el biocomercio sin gene-
rar acción con daño al sistema ambiental. En ese sentido, Hodson (2018) 
afirma que: 



50

Giovanni Carlos Argel Fuentes y Frank Brady Morales Romero

El enfoque de la bioeconomía aspira a copiar los fundamentos de la inteligencia bio-
lógica, en la cual un ser vivo constituye una maquinaria capaz de procesar una serie 
de compuestos (principalmente de origen orgánico) para transformarlos en energía, 
biomasa y otros subproductos (p. 189).

Es decir, el Pacto Verde, anteriormente citado, y el objetivo de la Comisión 
es garantizar bienes (no alimentarios) que se fabriquen con la consigna de 
mayor duración (veto a la obsolescencia programada), con el fin de que 
sean más fáciles de reutilizar, reparar y reciclar (las tres R). En ese sentido, 
el próximo milenio estará asociado a la reutilización o la circularidad de 
productos en la electrónica de consumo y las tecnologías de información 
y comunicación, electrodomésticos, baterías y vehículos, envases, plásti-
cos, textiles, construcción y alimentación, con la perspectiva de garanti-
zar sostenibilidad y equilibrio climático como socioeconómico y diverso, 
prospectivamente para los próximos treinta años.

La bioeconomía exige la descarbonización, la desaparición o reduc-
ción sustancial de la huella de carbono, y concebir bienes y servicios que 
garanticen una economía verde y sustentable en el tiempo. En ese sentido, 
el vicepresidente ejecutivo responsable del Pacto Verde Europeo,  Frans 
Timmermans, 2020 declaró que para alcanzar la neutralidad climática en 
2050, preservar nuestro medioambiente natural y reforzar nuestra com-
petitividad económica, es necesaria una economía completamente circu-
lar.  Actualmente nuestra economía sigue siendo enteramente lineal, ya 
que solo el 12% de los materiales y recursos secundarios vuelve a entrar en 
la economía. Existe un enorme potencial que pueden aprovechar tanto las 
empresas como los consumidores (2020, p. 1).

Es inminente la transición ecológica y el salto a la reutilización de 
materiales en las empresas y en las comunidades. La sociedad requiere rei-
maginar y reutilizar lo que se está desperdiciando y está generando huellas 
de contaminación. Por ello es necesario trabajar por alianzas de interven-
ción para desplazar la huella de carbono y reconocer medidas que generen 
oportunidades de negocio sostenidos en la economía ambiental, la econo-
mía naranja y las economías sostenibles circulares. 
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2. BIOECONOMÍA Y PANDEMIAS

Las historias que registran las pandemias, fuera de las atrofias y los impac-
tos sanitarios, los alarmantes golpes a la economía, y fundamentalmente a 
los activos ambientales, definen afectaciones consumistas y depredadoras 
sobre los sistemas productivos. Si alguna dimensión se deteriora con una 
pandemia o con una guerra es el medio ambiente, y de hecho la sostenibi-
lidad del patrimonio construido o biofísico. La infraestructura ambiental 
y ecológica es intervenida y a la vez se recrudece la fuerza de la contamina-
ción por emisiones. Todo ello es producto de la explotación de la tierra y 
de los recursos naturales por parte de los actores económicos, que desean 
a toda costa sobrevivir.

En ese sentido, la bioeconomía, en el marco de sus componentes, 
se consolida en tres pilares, a partir del aprovechamiento sostenible de 
los recursos biológicos renovables; a saber: la producción de alimentos y 
piensos, la obtención de bioproductos (preferencialmente con valor agre-
gado) y la producción de bioenergía, e incluye varias industrias y sectores: 
agrícolas, forestales, pesqueros, de alimentos humanos y animales, de pro-
ducción de pulpa y papel, así como parte de las industrias química, bio-
tecnológica y de energía. Su estrategia resalta la oportunidad de lograr el 
crecimiento económico, y al mismo tiempo garantizar la seguridad de los 
recursos biológicos y su uso eficaz y sostenible (Cristóbal, 2018, p.160).

Como puede entenderse y evidenciarse, el centro y el enfoque de este 
modelo se dirigen a sustentar la salud del individuo en el futuro. Por ello 
los impactos de las pandemias no solo serán de trascendencia en la salud 
colectiva (es per se), sino también se dirigen a su vez a la destrucción de 
activos ambientales, como ha ocurrido en la historia de las mismas.

Veamos brevemente la experiencia adquirida, frente al tratamiento de 
la sostenibilidad y la tipología de medidas emitidas durante las emergen-
cias ecológicas vs. la situación sanitaria, como la decretada en Colombia a 
partir de marzo de 2020.
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2.1 Evolución e impacto de las pandemias: inicios del siglo xx

El afán por la competitividad desenfrenada, en el marco de la globalización 
emergente de mercados, ha generado aislamientos y rupturas del tejido 
humano como socioeconómico en las relaciones sociales de producción. 
Ello ha transformado los sistemas productivos, y será más impactante en 
el futuro, fundamentalmente en el marco del logro de la armonía entre la 
población y su entorno. En ese sentido, es pertinente revisar la evolución 
de las distintas pandemias en el marco de estas relaciones de mercado, 
en especial las de fuerte impacto en la dinámica económica mundial, en 
especial para los países de América Latina y el Caribe. Estudiemos breve-
mente, en el marco de esta evolución histórica, desde la gripe de España 
(1918) hasta la sars-CoV-2 (2020), teniendo en cuenta sus efectos en 
la desestabilización económica, principalmente en el pib, el empleo y las 
movilidades demográficas y en el impacto ambiental (en términos de la 
articulación proveniente entre los recursos naturales y la explotación de 
estos en el tiempo: bioeconomía y sostenibilidad de los bienes y servicios.

Para iniciar, hay que aclarar que se denomina pandemia a la propa-
gación mundial de una nueva enfermedad. Se produce una pandemia de 
gripe cuando surge un nuevo virus gripal que se propaga por el mundo y 
la mayoría de las personas no tiene inmunidad contra él. Por lo común, 
los virus que han causado pandemias con anterioridad han provenido de 
virus gripales que infectan a los animales (oms, 2010). 

A continuación se evidencian las cifras históricas del impacto de la 
tasa de contagio Ro y la tasa de letalidad de las diferentes pandemias en la 
historia (véase tabla 1).

 Nótese que las enfermedades más contagiosas en su Ro, a lo largo de 
la historia han sido sarampión, varicela, polio, vih, peste bubónica y la 
covid 19. Los efectos sobre la letalidad son igualmente correlacionales; la 
peste bubónica, la polio, el vih, el Ébola y la covid 19 son las de mayor 
incidencia en la correlación y su impacto en los fallecimientos a escala 
mundial. En ese sentido, al afectar sensiblemente la salud humana, las 
consecuencias de recuperación rebotan sobre la sostenibilidad de los re-
cursos; es decir, se define un mayor compromiso de las materias primas en 
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materia de seguridad alimentaria y se inician periodos de depredación de 
los recursos naturales.

Ahora bien, estas enfermedades infectocontagiosas se reproducen en 
la medida que se deforesta el planeta, que se explotan los recursos natura-
les y se carboniza día a día los sistemas de producción generadores de bie-
nes y servicios. Por ello, las desertificaciones, las quemas constantes en los 
bosques, la escasez de agua, la contaminación de fuentes hídricas, el creci-
miento progresivo de inservibles y basura contaminante, y la urbanización 
y humanización de los animales, están evitando la interacción de las espe-
cies entre ellas y generan focos masivos de infección que se transmiten de 
animales a humanos (enfermedades zoonóticas) a corto y mediano plazos. 

En esa vía de análisis, los problemas de intervención negativa y de alto 
impacto en el medio ambiente han provocado reacciones naturales que se 
reflejan en desequilibrios de los ecosistemas, y derivado en la infecciones 
citadas y enfermedades virales o bacterianas de alta letalidad en el plane-

Tabla 1
Rangos de la tasa de contagio (infección) y letalidad (muertes)

	 Fuente: http://agendapublica.elpais.com/ (2020).
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ta. Si bien este aspecto no es central en este capítulo, y no se desarrolla 
con profundidad, ya que el énfasis será sobre su relación con el deterioro 
ambiental y el surgimiento de la bioeconomía y el biocomercio, es im-
portante resaltar que, desde esta perspectiva, la salud humana es la más 
afectada sustancialmente, por la debacle del clima y la incorporación de 
la vida animal silvestre a la urbanización territorial, sin las precauciones 
pertinentes y tal vez violando códigos ambientales definidos.

Sobre los efectos ambientales, los factores más determinantes desde 
la gripe española hasta la fecha se pueden definir con cifras y argumentos 
sólidos, y son los siguientes: cambio climático, calentamiento global, ma-
yor consumo de combustibles fósiles, a pérdida sistemática de la biodiver-
sidad que resulta de la “trasformación de los diferentes tipos de hábitat, 
la sobreexplotación de los recursos naturales y el comercio ilegal de las 
especies” (Bedoya, 2003, p. 99) y el efecto invernadero, que se redefine en 
un sistema de gases compuestos de químicos, como el dióxido de carbono 
(CO2), el metano (CH4) y el óxido nitroso (N2O); estos se acumulan en la 
atmósfera de la tierra y producen cambios climáticos e impulsan al calen-
tamiento global (Rodríguez y Castañeda, 2020).

Por otro lado, los costos sanitarios que ocasionan estas enfermedades 
afectan aún más el deterioro ambiental, teniendo en cuenta el destino del 
gasto público que realizan los países para satisfacer plenamente las necesi-
dades de salud pública en primera instancia. Las inversiones, por ejemplo, 
se concentran en compra de ventiladores mecánicos, camas tecnológicas 
para cuidados intensivos, vacunas, reactivos químicos, estudios epidemio-
lógicos, construcciones hospitalarias y mejoramiento de redes de salud pú-
blica; posteriormente vienen las medidas económicas para la reactivación 
sectorial productiva y la atención a las distintas emergencias ecológicas, 
como el deterioro de los activos ambientales en el entorno. Informes de 
Marsh y McLennan (2020) indican que:

Los costos de las pandemias han afectado significativamente el pib de las naciones, 
especialmente en su gasto público, lo que las ha llevado en promedio a desmejorar 
su crecimiento en un 17%. La gripe española de 1918, causó una caída en el pib del 
11% en Estados Unidos, 17% en el Reino Unido, 15% en Canadá, y 3% en Australia 
(2020, p. 1). 
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Esta enfermedad infectocontagiosa ha sido la pandemia más costosa, 
junto al sars-CoV-2, y una de las más fuertes en materia de letalidad en 
dos años. Según los datos históricos, en un año hubo un total de muertes 
cercana a 40 millones de personas, en diferentes países. De igual manera, 
el desempleo en Europa fue del 12%, y la alta migración a países sin guerra 
y con estabilidad económica durante la pandemia se profundizó en ese pe-
riodo pospandemia. Durante el contagio, la propagación y la contención 
de la gripe, se produjeron huelgas obreras en Estados Unidos de América, 
migraciones urbanas al campo, fuerte inequidad en la distribución de la 
riqueza, hiperinflación en el caso europeo, que llegó al 30%, entre otros 
aspectos, y adicionalmente se generaron despidos masivos y caída del co-
mercio, asociados a la escasez de productos agrícolas. De la misma forma, 
como finalizaba la Primera Guerra Mundial (11 de noviembre de 1918), 
la posguerra, el deterioro de la infraestructura, la urgente necesidad de 
reconstruir y sobrevivir a la pobreza y las migraciones, la recesión econó-
mica y al inicio de una enfermedad como esta, fue necesario explotar los 
recursos naturales y afectar los bienes esenciales, además de las contamina-
ciones químicas de la guerra, que generaron un efecto cíclico destructivo 
asociado a la no protección del medio ambiente. Estas consecuencias hoy 
se redefinen en una cultura a la excesiva productividad de las nuevas gene-
raciones y a su vez frente a la progresiva y consecuente industrialización, 
que emergió desde entonces frente a la reactivación económica necesaria 
para la época, que aún continúa.

Durante los años 1957 a 1958 se propagó la llamada Gripe Asiática, 
conocida también como virus pandémico H2N2,  o gripe de 1957, de 
origen zoonótico, derivada de patos silvestres y animales porcinos, y muy 
semejante al actual coronavirus por su nivel de letalidad y velocidad en el 
contagio. Al respecto, Cervera (2020) afirma:

Esta epidemia se reportó por primera vez en la provincia de Yunán, en el sureste de 
China, producto de la mutación de un virus común en patos silvestres que se cruzó 
con una cepa que afecta a los humanos, en febrero del año de inicio. Alcanzó a Hong 
Kong en abril de ese mismo año y se expandió rápidamente hacia Singapur, Taiwán 
y Japón en dos meses. Las ciudades costeras de los Estados Unidos sufrieron sus con-
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secuencias en verano. De Asia se extendió a la India y a Australia... En España entró 
por el norte del país, infectando a un tercio de sus habitantes (p. 2).

De la misma forma, el estudio de Marsh y McLennan (2020) anota que 
“Llegó a disminuir los pbi de Estados Unidos, Canadá, Reino Unido y 
Japón en 3%” (2020, p. 3). Esta pandemia dejó entre uno y dos millones 
de muertos, disminuyó el pib real mundial a 0.9% (muy bajo), generó 
una perdida relativa y absoluta de mano de obra y, como toda pandemia, 
generó alto desempleo. No se registran cifras claras sobre esta variable en 
la época. De la misma forma, se calculó que la pobreza se ubicó por en-
cima del 40% en muchos países. Se experimentaron caídas de los precios 
de las acciones en las bolsas de valores, la producción agrícola descendió 
en el 109%, se experimentó una disminución en el 10% del índice del 
valor comercial exportable del pib, cuando el promedio europeo era del 
5.6%. Marsh y McLennan (2020) señalan que “La ‘Gripe de Hong Kong’ 
de 1968 causó entre us$2.300 - us$2.600 millones de costos directos e 
indirectos en Estados Unidos” (2020, p. 3).

En la lista elaborada por Marsh y McLennan también se encuentra 
el vih, el cual llevó a que el pib de África haya caído alrededor del 3%, 
mientras que el síndrome respiratorio agudo severo (sras) de 2003, y que 
llegó a 37 países, con especial impacto en China, Taiwán, Singapur y Ca-
nadá, registró pérdidas de us$4.000 millones en Hong Kong, us$6.000 
millones en Canadá, y us$5.000 millones en Singapur. De igual manera, 
en esta breve historia, otra de las pandemias que han puesto en jaque 
al mundo es la “gripe porcina”. Surgió en 2009 y provocó alrededor de 
us$1.000 millones de pérdidas en Corea del Sur; igualmente el síndrome 
respiratorio de oriente medio (mers), de 2012, que generó pérdidas en 
Corea por us$2.000 millones de us$14.000 millones de gasto.

Otra de las más recientes pandemias fue la que desató el virus Ébola, 
de 2013-2014, “Esta epidemia se expandió por 22 países, siendo Liberia, 
Sierra Leona y Guinea los más afectados. Con un total de 28.646 casos 
y 11.323 muertes, las pérdidas ocasionadas llegaron a ser de us$2.000 
millones en esos tres países. Estas pandemias afectaron de igual forma la 
dinámica de los activos ambientales por más de 30 años y la sostenibilidad 
de los recursos. Al igual que la gripe de España, los niveles de depredación 
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y los procesos de reactivación comprometieron las funciones ambientales 
para colocarlas al servicio de la supervivencia productiva de la población.

Finalmente, Marsh y McLennan (2020) indican otra pandemia que 
afectó la base sanitaria mundial, “el zika de 2015, la cual generó pérdidas 
que varían entre us$7.000- us$18.000 millones en América Latina y el 
Caribe” (Marsh y McLennan, 2020, p. 3).

Como datos adicionales en la presente revisión, la Organización In-
ternacional del Trabajo, oit, afirma en complemento a lo anterior (2020), 
mediante cálculos y estimativos, que:

La pandemia covid 19 costará alrededor de 195 millones de puestos de trabajo a nivel 
global. En Colombia, de acuerdo con las proyecciones del Banco Mundial, se espera 
que la caída del pib sea de -7%, mientras que América Latina sufriría una pérdida de 
4.6% (oit, 2020, p. 2).

2.2 Bioeconomía, desarrollo sostenible y resiliencia ante la pandemia: 
oportunidad de disrupción y cambios hacia una nueva economía 

Las guerras, el hambre y las pandemias o pestes son las aristas del atraso y 
la generación de pobreza, informalidad y deterioro del medio ambiente. 
Son precisamente las epidemias y las pandemias las generadoras de altos 
riesgos. De hecho, a partir de los confinamientos, estrictos o radicales, la 
inestabilidad de la demanda y el cierre empresarial, los índices de confian-
za industrial y al consumidor, en los distintos países, tienden a disminuir 
y afectan la tipología de ingresos y el nivel de productividad y de compe-
titividad empresarial. 

La crisis socioeconómica, ambiental y sanitaria en el mundo, y en es-
pecial en América Latina y el Caribe, ha sido fuerte y nos ha invisibilizado. 
La situación sanitaria, como explicábamos en la historia de las pandemias, 
ha sido más cruel con la covid, si se tiene presente que América Latina y el 
Caribe presentan promedios en las tasas de contagio superiores a 3.67, y 
tasas de letalidad por encima del 11% en octubre de 2020. En ese sentido, 
Ruiz Muller (2020) indica que:
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Como resultado directo de una crisis sanitaria, América Latina cuenta con más de 5 
millones de contagiados por covid-19 y por encima de 200,000 fallecidos. La región 
se ha convertido en el foco de la pandemia global y sus sistemas de salud pública 
están colapsados, sus poblaciones a la deriva sin liderazgos efectivos y se presenta una 
tendencia de mortalidad preocupante. Repentinamente (literalmente) se pasó de caso 
de éxito inicial a una catástrofe sanitaria y socio-económica (Muller, 2020, p. 6).

En términos macroeconómicos, América Latina y el Caribe tendrá tasas de 
decrecimiento que, en promedio, estarán cercanas al -7.5%; la destrucción 
del empleo será de 27 millones de trabajadores; la tasa de informalidad 
será superior al 36% de la población en edad de trabajar y económicamen-
te activa que estaba ocupada. De la misma forma, los niveles de pobreza 
ascenderán cerca del 36%, y regresarán a las cifras de 2012, aproxima-
damente. La miseria subirá al 14% aproximadamente, y se presentarán 
inestabilidades de orden institucional que cuestionarán la confianza y la 
gobernabilidad del Estado en plena crisis y en la pospandemia.

Sin embargo, desde el punto de vista ambiental, el futuro es incierto 
e impredecible: los países han perdido dominio de los estados naturales 
actualmente, las dificultades ecológicas y las políticas de orden ambiental 
son reducidas o eliminadas, con la finalidad de sostener la dinámica eco-
nómica y el aumento del gasto para atender la crisis sanitaria.

La emergencia ha generado acciones de disminución del control y 
apertura de mecanismos institucionales y fiscales que pueden facilitar la 
explotación masiva de recursos naturales; por ejemplo:

Algunos países han disminuido eventualmente o desmantelado sus salvaguardas am-
bientales para lograr una recuperación económica más acelerada ante las presiones y 
demandas internas. Esto está ya ocurriendo en los Estados Unidos de Norteamérica 
como ejemplo más notable y en Brasil desde incluso antes de la crisis. El debilita-
miento institucional de la Agencia de Protección Ambiental (epa) de los Estados 
Unidos y la pasividad ante los incendios forestales en la Amazonía de finales de 2019 
y parte de 2020 por parte del gobierno brasilero, son tal vez los ejemplos más nota-
bles. La ciencia ambiental está siendo peligrosamente erosionada desde los altos esca-
lafones de la política, aunque, afortunadamente con faroles de fuerte resistencia en la 
Unión Europea, muchos países en todos los continentes y la sociedad civil en general. 
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Darle la espalda a la ciencia y la data fría, simplemente exacerbará los problemas y 
continuará el circulo vicioso de degradación, pérdida de biodiversidad y afectación al 
clima (ipbes, 2019). Volver al business as usual, donde el pbi sea el indicador único o 
preferido para medir avance, progreso y desarrollo, acelerará la degradación ambien-
tal y aumentará el riesgo sistémico. Por eso la necesidad de cambio en la perspectiva 
(Muller, 2020, p. 6).

Las fragilidades ocasionadas por la improductividad en los sistemas tra-
dicionales (economía lineal) que no respondieron a los retos de cambio 
rápido y oportuno exigidos por la pandemia, y para lo que no estábamos 
preparados, determinan lograr un modelo y unos enfoques disruptivos 
que mezclen equilibradamente lo natural con la condición humana

Como indicamos al inicio, los acuerdos sobre cambio climático y eco-
nomía verde, y los impactos sociales por el desarrollo bioenergético, son 
hoy agenda urgente de diferentes países, entre ellos la Unión Europea. 
Ellos están liderando la visión de “regresar mejor que antes” posvacuna y 
pospandemia. Por ejemplo, el “European Green Deal” (2020) es parte de 
esta visión de futuro. Esta se inspira en principios de la economía verde. 
Muller (2020) anota:

Durante la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible 
(Rio+20), la economía verde fue reconocida como una herramienta para lograr un 
desarrollo sostenible social, económico y ambiental, especialmente en cuanto a su 
carácter inclusivo y apuesta por sistemas de producción bajos en carbón. El pnuma 
ha definido “economía verde” como “aquella economía que resulta en un mejor bien-
estar humano y equidad social, reduciendo significativamente los riesgos ambientales 
y las escaseces ecológicas (Muller, 2020, p. 7).

Es necesario transitar a una bioeconomía sostenible de orden global; sobre 
esto Hodson (2018) indica:

Actualmente, más de 40 países promueven activamente la bioeconomía, con el fin de 
responder a los retos del desarrollo sostenible. Los gobiernos deben reflexionar sobre 
el amplio potencial de los recursos biológicos y del alcance de sus múltiples aplica-
ciones. Para que el enfoque bioeconómico se convierta en el motor de la transforma-
ción hacia la sostenibilidad en un contexto de economía circular, es indispensable un 
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enfoque más sistemático, intersectorial e internacional. Las políticas bioeconómicas 
no pueden estar fragmentadas en esferas tecnológicas separadas, sino que las estrate-
gias de investigación, desarrollo e innovación deben articular en forma integrada los 
sectores de la agricultura forestal y marina, de la salud y los alimentos, de las biotec-
nologías y las tecnologías convergentes, las energías renovables y la conservación y 
manejo ambientales, todo ello combinado con la sistematización de la información y 
la digitalización (Hodson, 2018, p. 195).

La resiliencia pandémica o pospandémica debe estar sujeta a nuevos esce-
narios transformacionales o disruptivos, como se indicaba anteriormente. 
En ese sentido, los países de los cinco continentes, unos más que otros, 
trabajan por los siguientes modelos para afrontar la crisis: la economía 
verde, la economía circular, la bioeconomía, el biocomercio y la economía 
azul; estos aparecen como modelos de enclave que invitan a transitar de la 
economía fordista, lineal y posindustrializada, llena de carbono y reduc-
tora de riqueza social, a una economía colaborativa, reutilizable o cíclica. 
Es una nueva forma de desarrollo y bienestar colectivo de apoyo al planeta y 
de protección sustancial de los recursos naturales. Muller (2020) afirma que:

Los principios financieros para la economía azul (2018) ofrecen lineamientos para 
orientar inversiones en el ámbito marino que aseguren la resiliencia social de comu-
nidades costeras y la resiliencia ambiental de los océanos y mares. Los océanos y ma-
res han adquirido especial importancia en las agendas internacionales en las últimas 
décadas por los servicios ambientales que prestan y sus inconmensurables aportes 
al bienestar de comunidades costeras e industrias. Igualmente, alrededor del bioco-
mercio se ha construido una arquitectura institucional y regulatoria que promueve 
negocios a partir de la biodiversidad y cadenas de valor sostenibles, acompañados 
por la Unión para el Biocomercio Ético y guiados por los Principios y Criterios del 
Biocomercio (unctad, 1996). Países como Perú, Ecuador, Colombia, México, entre 
otros de la región, han desarrollado planes y estrategias específicas para alentar el bio-
comercio y generar negocios virtuosos entre comunidades rurales, especialmente. Las 
ventas de productos del biocomercio superan los cinco mil millones de dólares anua-
les y benefician, especialmente, a pequeños productores, recolectores, comunidades 
campesinas, y pequeños emprendimientos basados en la biodiversidad que encuen-
tran una ruta exitosa en los mercados locales e internacionales (Muller, 2020, p. 7).
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Los enfoques y conceptos que se institucionalizan hoy y en el futuro inme-
diato para enfrentar las distorsiones territoriales son: a) Economía verde o 
“ecológica”: Es la ciencia de la gestión sostenible o el estudio y la valoración 
de la sostenibilidad. La forma un conjunto de modelos de producción 
integral e incluyente que toma en consideración variables ambientales y 
sociales. b) Economía circular: Es una estrategia que tiene por objetivo 
valorar los productos, materiales y recursos, a fin de que se mantengan 
en el proceso económico durante el mayor tiempo posible y generando 
la menor cantidad de residuos. Se trata de cerrar el “ciclo de vida” de 
productos, servicios, residuos, materiales, agua y energía. c) Bioeconomía: 
Es la administración y la gestión eficientes de los recursos biológicos en 
general. d) Biocomercio o bionegocios: Es el conjunto de actividades de re-
colección, producción, transformación y comercialización de bienes y ser-
vicios derivados de la biodiversidad nativa (recursos genéticos, especies y 
ecosistemas), desarrolladas de conformidad con criterios de sostenibilidad 
ambiental, social y económica. e) Economía azul: El uso del mar y sus 
recursos de manera sostenible y rentable.

Conscientes de lo anterior, es evidente que, en el escenario geográfico 
los países trabajan sustancialmente para incorporar en sus procesos de pla-
nificación estrategias y proyectos de bioeconomía, asociados a programas 
de economía verde y economía azul. La Unión Europea y Estados Unidos 
han sido pioneros en la implementación de este nuevo modelo de desa-
rrollo económico; sin embargo, falta mucha cultura en el territorio para 
abordar programas a plenitud de este orden. En la formulación de los 
planes de desarrollo prospectivo con enfoque territorial diferencial es per-
tinente consolidar estrategias que impriman cambios sustanciales frente a 
esta concepción no solo productiva sino también de vida.

CONCLUSIONES Y REFLEXIONES FINALES 

Bioeconomía y pospandemia serán las dimensiones de mayor análisis en 
los próximos años, sujetas a la evolución de los sistemas productivos y al 
comportamiento de las variables macroeconómicas y sociales, que deberán 
ser de óptima articulación, si la cooperación internacional y la goberna-
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bilidad, como el liderazgo estatal y empresarial, surten en beneficio de 
los cambios sustanciales y transformaciones de conciencias y territorios 
que exige este tipo de modelos. Se requiere, en ese sentido, una relación 
integral entre la conciencia humana responsable productivamente y la di-
námica de la naturaleza.
•	 Es importante destacar el tránsito y los avances desde una economía 

con perspectiva lineal y productivista, sostenida en la explotación de 
combustibles fósiles hasta una economía biológica, sostenida en la 
circularidad y el aprovechamiento sano y ecológico de las fuentes bio-
físicas, sumado al valor agregado de la explotación equilibrada de lo 
natural y lo humano. No perder ningún bien después del consumo.

•	 La fragmentación y la fragilidad de los gobiernos frente a la pandemia 
dejan notar la urgente necesidad de realizar pactos o contratos socia-
les, agendados en el marco de los ods, para consolidar estrategias de 
orden internacional que reúnan acciones de liderazgo que impulsen 
los programas de economía verde y azul y del bioecomercio. Por ello, 
en el marco de la cuarta revolución industrial, nos apropiamos de una 
nueva globalización, donde el surgimiento innovador debe ser los em-
prendimientos sostenibles asociados a disminuir la huella de carbono, 
el aprovechamiento de nuevos productos en bioenergía, como biogás 
y biodiesel, el aprovechamiento de maderables y nuevas tipologías de 
empaques y envases. De la misma manera, aprovechar la vida escosis-
témica, los mares y las fuentes hídricas en su estricta medida.

•	 Queda definido que, si bien los análisis de las estructuras macroeco-
nómicas son esenciales, es evidente que circunscribir el desarrollo más 
allá de la medición del pib y el crecimiento sostenido, de tal forma 
que se logre avances en sostener el desarrollo humano y la ética por lo 
natural, es una tarea fundamental para los próximos treinta años. Es 
urgente concebir la resiliencia después de esta pandemia con criterios 
de transformación y previa creatividad en el territorio.

•	 Es urgente redefinir la agenda 2030, y saltar o realizar transición entre 
la base común de los problemas que aquejan a la región (por ejem-
plo, pobreza, corrupción, desigualdad, deterioro ambiental y ahora la 
covid), y concurrir, en trabajar desde ya, por mejor medio ambiente, 
cambio climático, crisis fiscales y salud pública (cepal 2020).
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•	 Finalmente, es pertinente tomar algunas recomendaciones que realiza 
el estudio de Ruiz Muller “Preparando el camino a la sostenibilidad: 
una nueva economía post covid-19 para América Latina y el Caribe”, 
muy pertinentes y asociadas a los requerimientos que nos permitirán 
no solo afrontar la fase de pospandemia sino también sostener la es-
tructura del enfoque futuro. Las economías azul, verde, circular, etc., 
invitan desde sus principios a los gobiernos, las instituciones financie-
ras y el sector privado a una actitud positiva, proactiva y que no mine 
políticamente los esfuerzos de proteger la naturaleza e implementar la 
acción climática. 

•	 La meta para América Latina y el Caribe debe ser una acelerada tran-
sición hacia perdida de “cero” de naturaleza y un futuro carbono neutral, 
aprovechando las oportunidades tecnológicas y financieras y las ten-
dencias existentes para ello. 

•	 Las “soluciones basadas en la naturaleza” constituyen una alternativa 
muy potente para los países de la región para canalizar sus propios 
desarrollos a partir de programas más ambiciosos de conservación, 
restauración de ecosistemas y gestión y gobernanza sostenible. 

•	 El “enverdecimiento” de las instituciones financieras y banca mul-
tilateral (greening the financial system) debe profundizarse, a fin que 
las instituciones se conviertan en actores activos de una recuperación 
económica diferente y con incidencia positiva en el mantenimiento 
del capital natural y el bienestar de las poblaciones. 

•	 Las facultades de Economía de las universidades tienen una responsa-
bilidad central en integrar nuevas aproximaciones y perspectivas mul-
tidisciplinarias a la economía tradicional o clásica. Generar espacios 
académicos de reflexión (por ejemplo seminarios, cursos o maestrías) 
y entusiasmar a estudiantes en líneas de estudio y exploración profe-
sional que integren elementos de la economía verde, circular, azul, 
etc., es una manera eficiente de promover cuadros de personas con esa 
mirada de cambio en la visión del desarrollo. 
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Resumen
El presente trabajo tiene como objetivo analizar el modelo de democracia de-
liberativa y su aplicación en el contexto latinoamericano con relación a la go-
bernanza, en particular el caso colombiano, a partir de las siguientes hipótesis: 
Estado débil de Derecho y fetichismo legal. Para ello, tomaremos como refe-
rencia el aporte teórico de Carlos Nino sobre democracia deliberativa. En este 
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sentido, el trabajo estará estructurado en cinco partes: 1) Un análisis conceptual 
de democracia deliberativa y gobernanza. 2) Una descripción del modelo dialó-
gico de democracia deliberativa. 3) Críticas al modelo de Carlos Nino. 4) La 
descripción de las categorías sobre Estado débil de Derecho y fetichismo legal y 5) 
las conclusiones. 
Palabras clave: democracia deliberativa, gobernanza, Carlos Nino, Estado débil 
de Derecho, fetichismo legal

Some reflections on deliberative democracy and governance 
in Latin America: weak rule of law or legal fetishism?

Abstract
The purpose of this paper is to analyze the deliberative democracy model and 
its application in the Latin American context in relation to governance, parti-
cularly the Colombian case, based on the following hypotheses: weak rule of 
law and legal fetishism. To this end, we will take as a reference the theoretical 
contribution of Carlos Nino on deliberative democracy. In this sense, the paper 
will consist of five parts: 1) A conceptual analysis of deliberative democracy and 
governance. 2) A description of the dialogic model of deliberative democracy. 
3) Criticisms of Carlos Nino’s model of deliberative democracy 4) A description 
of the categories of weak rule of law and legal fetishism, and 5) conclusions.
Key words: deliberative democracy, governance, Carlos Nino, weak rule of law, 
legal fetishim 

INTRODUCCIÓN 

Abordar la noción de democracia resulta siempre un reto no solo teórico 
sino también práctico. Desde el punto de vista teórico, independientemen-
te de los modelos que se adopten, su contenido conceptual no es unívoco 
ni está bien delimitado. Pero, más allá de la indeterminación semántica del 
concepto de democracia, lo cierto es que, como señalan Tomasini (2018) 
y (Marulanda et al., 2021), la mayoría de los grandes pensadores que se 
han ocupado de temas de política la ha rechazado. Desde el lado práctico, 
nos encontramos con las encrucijadas propias de la que podríamos llamar 
la crisis de la democracia representativa (por ejemplo, confiabilidad de los 
órganos de representación, corrupción de las instituciones, etcétera). Sin 
embargo, con los defectos o virtudes que este sistema de gobierno posea, 
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una inmensa mayoría de sociedades lo prefiere frente a otras posibilidades. 
Incluso, como señalaremos más adelante, no estar del lado de la democra-
cia puede ser motivo de sanción moral – social y, en el caso extremo, de 
exclusión sistemática por parte de la comunidad. Esto implica que, desde 
un punto de vista emocional, la democracia tiene ad initio una ventaja en 
nuestros tiempos. Sin embargo, dado el descrédito de que ha sido presa la 
democracia en algunos países —en particular en Latinoamérica— se re-
quiere una justificación más allá de los sentimientos morales y políticos de 
la necesidad y la vigencia de su efectividad en el plano de la gobernabilidad 
de una sociedad.

En el presente trabajo nos proponemos analizar el modelo de demo-
cracia deliberativa (dialógico) de Carlos S. Nino, como propuesta de una 
práctica social para la búsqueda de razones epistémicas, como punto de 
partida para discutir la justificación de implementación de modelos de-
mocráticos en las sociedades latinoamericanas. Posteriormente, presenta-
remos nuestras objeciones o críticas al modelo de Nino, a la luz de casos 
concretos de Colombia, en particular con el análisis de dos categorías 
propuestas: Estado débil de Derecho y fetichismo legal. Concluimos que en 
Colombia se aplica ambas supuestos. Es un Estado débil por sus proble-
mas de gobernanza, y está inserto en un fetichismo legal por una inflación 
legislativa. 

METODOLOGÍA 

El enfoque metodológico del presente trabajo está enmarcado en de la tra-
dición filosófica de corte estrictamente analítico.4 Con ello queremos indi-

4.	 Con la finalidad de no rebasar los objetivos del presente trabajo, dedicando una 
sección a los controvertidos debates en torno a las preguntas ¿Qué se entiende por 
análisis en la “filosofía analítica”? ¿Qué es filosofía analítica? ¿Quiénes son o no filósofos 
genuinamente analíticos? ¿Practican todos los denominados, o autodenominados, 
analíticos el método del análisis en filosofía? ¿Cuáles son las variedades de análisis 
filosóficos que se tienen en la tradición analítica?, queremos dejar explícito que 
adoptamos aquí la etiqueta más bien amplia, donde, por lo general, quienes suscriben 
esta tendencia entienden la filosofía como una actividad aclaratoria (para algunos 
terapéutica), y que el método del análisis tiene como finalidad esclarecer los conceptos 
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car que nuestro análisis no pretende presentar, como resultado de nuestras 
reflexiones, una teoría empírica de carácter social sobre lo que debiera ser 
la democracia deliberativa y la gobernanza en Latinoamérica. Por el contra-
rio, adoptar la perspectiva analítica implica abordar y determinar, desde 
una perspectiva teórica, no lo que es empíricamente verdadero o falso, 
sino más bien lo que tiene sentido o no desde un punto de vista concep-
tual. Desde este horizonte teórico, el análisis tiene que ver centralmente 
con aspectos de significado que anteceden a los aspectos de verdad fáctica 
planteados por la ciencia natural o, en este caso particular, por las ciencias 
sociales. Desde luego, esto no imposibilita la estrategia de recurrir a datos 
empíricos que proveen disciplinas empíricas, pues ellos nos sirven para 
contextualizar los ejemplos que serán de utilidad para describir e ilustrar 
un análisis concreto de una situación concreta. Sin embargo, lo que que-
remos recalcar es que el uso de un torrente de datos (estadísticos, causales, 
etcétera) no equivale a una genuina aclaración conceptual. 

Ahora bien, independientemente de las concepciones generales de 
análisis que se tenga: descomposicional, 2) regresiva, 3) transformadora 
o interpretativa (Beaney, 2021, 2007), así como de las diferentes versio-
nes en donde se han practicado (como el lógico o el gramatical: Tomasi-
ni, 1992, Glock, 2008), es preciso señalar que nosotros nos decantamos, 
desde el punto de vista metodológico, por el análisis conceptual. Hacer un 
análisis de este tipo implica rastrear y sacar a la luz conexiones concep-
tuales (por ejemplo, entre democracia y libertad), establecer distinciones 
graduales, reconocer cuándo y en qué contextos de aplicación carecen de 
sentido los entramados conceptuales construidos en los castillos teóricos 
que producen, para el caso particular de este trabajo, teóricos de la filoso-
fía política y del derecho. 

o el significado de las expresiones. Para que el lector pueda tener un cuadro general de 
lo intrincado del asunto, le sugerimos remitirse a: Dummett (1983), Hacker (1996), 
Tomasini (1992), Muguerza (1974), Mosterín (1996), Rabossi (2008), Nino (1993), 
Urmson (1956), Soames (2003), Glock (2008) y Beaney (2007). Desde luego, la 
bibliografía que ha resultado del debate es mucho más extensa que los trabajos aquí 
referenciados; sin embargo, nos parecen suficientes para que el lector se forje un 
panorama con las principales líneas argumentativas de la discusión. 
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 Como señaló C. S. Nino (2003, p. 36), desde esta perspectiva, el aná-
lisis conceptual constituye más que todo un instrumento que pretende ser 
lo más neutral posible y erigir la base sobre la cual es posible transitar hacia 
lo descriptivo y, posteriormente, lo normativo. En este sentido, la primera 
fase metodológica por la cual toda investigación debería pasar indefecti-
blemente es el esclarecimiento de los conceptos medulares de su esquema 
teórico; es decir, debe pasar por el tamiz del análisis del lenguaje. Por ende, 
reiteramos que, metodológicamente, la tarea principal consiste en lograr 
una visión clara de nuestros conceptos y del lugar que ocupan en nuestras 
vidas. Este análisis sistemático busca la descripción y la ordenación de una 
cierta región conceptual o, para utilizar una muy útil metáfora de Gilbert 
Ryle, establecer la “geografía lógica” o “cartografía” de los conceptos. De 
allí que haya que responder a la pregunta por los conceptos “más generales 
en términos de los cuales organizamos nuestro pensamiento, nuestra expe-
riencia del mundo” y “cómo se relacionan unos con otros en el interior de 
la estructura total de nuestro pensamiento” (Strawson, 1997, pp. 79–80), 
pero sin incurrir en la prescripción de usos lingüísticos.

Es menester aclarar que el propósito no consiste solo en el análisis del 
lenguaje. Visto de esa manera, sería una visión demasiado estrecha. Se trata 
de lograr una comprensión más profunda que nos oriente a ver los proble-
mas abordados desde un punto de vista más amplio y nos sitúe, gracias a 
la claridad ganada, en un horizonte de trabajo diferente. En síntesis, dado 
que suscribimos la tesis que sostiene que el uso de conceptos científicos 
supone la posesión de conceptos ordinarios, procederemos metodológica-
mente en un primer momento al análisis de los conceptos de democracia y 
gobernanza, para posteriormente examinar usos más refinados o extendi-
dos (como el de democracia deliberativa) dentro de las ciencias políticas y 
jurídicas. Luego, nos enfocaremos en analizar la propuesta de C. S. Nino, 
con la finalidad de evaluar la plausibilidad de los argumentos esgrimidos, 
para, posteriormente, ponderar si tiene alguna utilidad para entender el 
ejercicio de la democracia. Por último, presentaremos algunas reflexiones 
derivadas de ejemplos concretos de la política colombiana, para ilustrar las 
limitaciones conceptuales y, por consiguiente prácticas, de la propuesta de 
C. S. Nino.
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SOBRE LA NOCIÓN DE DEMOCRACIA Y GOBERNANZA/ 
GOBERNABILIDAD: UN BREVE ANÁLISIS CONCEPTUAL

Como es ampliamente conocido, no solo en la teoría política sino también 
en el ejercicio lingüístico de cualquier hablante que ha interiorizado el 
concepto de democracia, literalmente la definición etimológica es: gobierno 
del pueblo. Sin embargo, como señala Tomasini (2018), la mera etimología 
no proporciona muchísima información, precisamente porque la noción 
de pueblo ha comportado diferentes cambios históricos y, por consiguien-
te, también semánticos – pragmáticos. Es evidente que la democracia, tal 
como era comprendida y practicada en la Grecia antigua —para ser más 
exactos, en Atenas—, no tiene las mismas conexiones conceptuales que, 
por ejemplo, las que se dan en la democracia partidista reinante en la ac-
tualidad en el continente americano. 

Sin entrar, por razones de espacio, en los detalles históricos que nos 
permitan forjarnos un cuadro general de las diferencias entre una y otra 
forma como se ha concebido y practicado la democracia, es de enorme 
relevancia tener en cuenta que dichas divergencias nos permiten observar 
que este concepto, lejos de ser unívoco y fijo, es un asunto de semejanzas de 
familias (Tomasini, 2018, p. 223). Ello implica que no hay algo así como la 
esencia de la democracia, no hay un rasgo común definitorio o esencialista 
de “¿qué es democracia?”. Más bien, lo que estamos dispuestos a llamar 
“democracia” es un conjunto heterogéneo de actividades (prácticas) en las 
cuales participamos, pero de las cuales no disponemos de una serie finita 
de condiciones necesarias y suficientes para decidir en todos los casos qué 
es democracia (o democrático) y qué no. En ese sentido, coincidimos con 
Tomasini (2018, p. 223) en que el concepto de democracia no se aplica 
exclusivamente a la arena política sino también a una variedad de contex-
tos donde se emplea el adjetivo “democrático” (escolares, empresariales, 
etcétera), y con criterios disímiles. Son estas semejanzas de familia las que 
no permiten valernos de una misma palabra para referirnos a todas ellas. 
Por consiguiente, una de las primeras consecuencias que podemos extraer 
de nuestro análisis es que, semánticamente, el concepto de democracia lo 
podríamos caracterizar extensionalmente, pero no intensionalmente.
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Ahora bien, uno de los rasgos conceptuales de democracia, tal como 
se entiende en nuestros tiempos, es que tiene una carga (o valencia) se-
mántica positiva. Es decir, en una inmensa mayoría de los países se exalta 
la democracia, sobre todo la constitucional, como la mejor forma de go-
bierno frente, por ejemplo, a una dictadura. En este sentido, se establece, 
desde lo conceptual, una preeminencia en cualquier discusión sobre cuál 
debería ser la forma de gobierno preferible. En la actualidad, parece ser 
que defender una forma de organización política que no esté emparentada 
con características que reconocemos como democráticas es, de entrada, 
censurable. ¿Pero por qué ello debe ser así? Acaso en algunos casos no ob-
servamos que, aunque se desarrollen procesos políticos dentro del marco 
de lo que podríamos llamar democracia —por ejemplo, el hecho de que 
las personas sea elegidas, a través del sufragio, por elecciones populares— 
no necesariamente coincide con la idea de un “gobierno del y para el pue-
blo”, donde se defiendan los intereses de los ciudadanos en general. 

Podríamos relacionar un sinnúmero de observaciones críticas en torno 
a las deficiencias de la democracia donde la censura, pensaría uno, ya no 
tendría cabida. Sin embargo, en este punto es menester recordar, a manera 
de ejemplo ilustrativo, la famosa expresión de Winston Churchill, que 
recoge de manera contundente la justificación que suministraría cualquier 
creyente en este sistema. Para Churchill, la democracia es el peor sistema 
de gobierno diseñado por el hombre, con excepción de todos los demás.5 
Como podemos observar, con todos los defectos propios que pueda tener 
la implementación de la democracia, sobre todo para quienes han experi-
mentado regímenes totalitarios, ella resulta preferible a cualquier gobierno 
dictatorial. En este sentido, la idea subyacente es que es más deseable una 

5.	 Como ha señalado Felipe Parecedes (2021, p. 115), algunos estudios realizados a escala 
internacional van en sintonía con lo afirmado por Churchill. Ellos revelan que lo que 
se ha denominado la crisis de la democracia parece ser una paradoja. Las conclusiones 
que se pueden extraer de las investigaciones es que la ciudadanía sigue considerando 
la democracia como una forma de gobierno preferible frente a cualquier otra, pero, 
al mismo tiempo, esos mismos ciudadanos son los que sitúan a las instituciones de la 
democracia representativa entre las que reciben un nivel más alto de desaprobación. 
Para una ampliación de esto, sugerimos al lector revisar: International Institute for 
Democracy and Electoral Assistance. Measuring Public Support for Democracy. A 
Resource Guide, Estocolmo, International Idea, 2017. 
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democracia imperfecta que cualquier otro sistema que ataque las supuestas 
o reales libertades.6 Por ende, otra consecuencia extraída de nuestro aná-
lisis es que la noción de democracia, para una inmensa mayoría, contiene 
una carga semántica positiva. 

Lo anterior revela que también el concepto de democracia está vin-
culado a emociones positivas, como la alegría. La idea de fondo es que en 
una democracia hay un profundo interés por salvaguardar las libertades 
de los ciudadanos. En este sentido, al parecer se plantea una relación di-
rectamente proporcional entre libertad y felicidad, puesto que hablar de 
democracia sin libertad es una contradicción en los términos. Por lo tanto, 
objetar la democracia como la mejor forma de gobierno implica amenazar 
lo que sea que se entienda por libertad y, por consiguiente, la búsqueda y 
realización de la felicidad —sea lo que fuere—. Esta libertad, claro está, es 
concebida de manera individual y bajo la forma de autonomía moral. De 
allí que el fundamento de la concepción moderna de la democracia está 
imbricado con el valor de la dignidad humana. Por lo tanto, es perfecta-
mente comprensible que, unido a este carácter emotivo y a la persuasión 
social, no se quiera correr el riesgo de proferir algún comentario crítico 
en contra de ella y luego ser acusado de intolerante, totalitario, etc… En 
este sentido, dada las crisis generadas en las democracias contemporáneas, 
han proliferado diferentes concepciones (democracia representativa, de-
mocracia delegativa, democracia deliberativa) que intentan proveer de los 
elementos que permitan resolver las paradojas engendradas dentro de la 
misma democracia. 

6.	 Para el profesor Alejandro Tomasini (2018, p. 222), la democracia resulta, en última 
instancia, un mecanismo para la toma de decisiones, y no una forma genuina de sistema 
político. En ese sentido, la democracia toma cuerpo como un mecanismo de selección 
de gobernantes. Por razones de espacio no podremos desarrollar aquí la sugestiva 
crítica de Tomasini a la noción de democracia. Sin embargo, no queremos dejar de 
compartir con los lectores una pregunta polémica que él ofrece para estimular el 
debate crítico: ¿por qué el poder judicial es inmune a los procesos democráticos de 
elección popular? La ausencia de democracia en el poder judicial, señala Tomasini 
((2018, p. 227), no parece preocuparles a los defensores de la democracia. Para una 
ampliación de la crítica, así como un interesante análisis conceptual, sugerimos 
remitirse a su libro: Filosofía de la política: un acercamiento.
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Si el análisis hasta ahora presentado no es equívoco, la pregunta “¿qué 
es la democracia?” es de entrada desorientadora. El hecho de que tanto 
filósofos como politólogos recurran a utilizar la noción con un adjetivo 
(deliberativa, por ejemplo) muestra que no hay una concepción única que 
pueda aclararnos lo esencial del concepto abordado. Esto es así porque, 
como hemos visto aunque sea velozmente, lo que nosotros denominamos 
democracia no es un concepto monolítico, sino de semejanzas de familias 
No hay algo común que nos permita captar la esencia, sino rasgos que 
comparten prácticas tan heterogéneas que incluso terminan convirtién-
dola, como ha sostenido Tomasini (2018), en un mecanismo de toma de 
decisiones para elección de gobernantes.

Ahora dediquemos un breve espacio a la noción gobernanza. Es me-
nester empezar por señalar que el concepto gobernanza es el resultado del 
intenso debate académico, generado en los últimos años, en torno a las 
transformaciones del Estado. En este sentido, ha constituido para la teoría 
y la práctica política contemporánea un marco conceptual de profundas 
implicaciones en cuanto a políticas públicas se refiere. Ahora bien, en los 
debates sobre la semántica del concepto de gobernanza no hay unanimi-
dad.7 En lo que hay concordancia es en que, aunque hacen referencia 
a distintos interrogantes y realidades, esta noción presenta una estrecha 
conexión conceptual con el de gobernabilidad. Por lo tanto, empezaremos 
con una anotación gramatical trivial sobre gobernabilidad para, posterior-
mente, aclarar la noción que nos atañe. La semántica de gobernabilidad 
implica su opuesto, a saber, ingobernabilidad. Allí es precisamente donde 
encontramos el detonante o el fundamento de la discusión, puesto que lo 
que se pone en juego es analizar hasta dónde un gobierno resulta capaz o 

7.	 Los términos gobernabilidad y gobernanza han sido trasladados a los Estados 
latinoamericanos por diversas instituciones y agencias de cooperación internacionales 
(Launay y Bolívar, 2010). Según Aguilar (2006), fue con el informe de 1989 del 
Banco Mundial sobre gobierno y desarrollo en África: El África subsahariana: de la 
crisis al desarrollo sustentable. Una perspectiva a largo plazo (Landell-Mills, Agarwala 
Ramgopal, Please Stanley, 1989), que estos conceptos hacen su aparición en el 
escenario internacional. Más tarde, en 1992, el término es usado por esta organización 
en el estudio de la vinculación de la gobernanza con el desarrollo (governance and 
development).
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suficiente para solucionar los problemas de gobernabilidad que requiere 
una sociedad en particular. Desde esta perspectiva, se parte del supuesto 
de que la sociedad es una realidad ingobernable por sí misma; luego en-
tonces, la sociedad es vista como un problema. 

La gobernabilidad tiene como fundamento un carácter pluridimen-
sional en el cual se identifican tres niveles de acción: 1) los político – ins-
titucionales, 2) los económico-sociales, 3) los relacionados con seguridad. 
Según la Organización de los Estados Americanos (2003), la gobernabili-
dad lo que se traza, como propósito general, es consolidar la democracia 
representativa, fortalecer la capacidad de los actores democráticos (espe-
cialmente partidos políticos y sociedad civil para tramitar las demandas 
y construir acuerdos), fortalecer el Estado de Derecho y la protección de 
los derechos humanos, así como el manejo democrático de los conflictos.

Como podemos observar, desde la perspectiva de la gobernabilidad, 
como bien señala Aguilar (2008, p. 71), la problemática y su resolución 
son circunscritos al ámbito gubernamental. Es decir, no se necesita acudir 
a capacidades o recursos extragubernamentales para gobernar a una socie-
dad. Sin embargo, dado que las sociedades avanzadas e industrializadas 
comenzaron a presentar problemas:

…Se descubrió que no todas las capacidades requeridas para la gobernación del país 
—particularmente en el campo del crecimiento económico y el desarrollo social— se 
encuentran en el ámbito del gobierno y las que posee el gobierno, aun si extraordi-
narias (legislación, coacción, imposición fiscal, servicios sociales universales…), son 
insuficientes frente a la magnitud de los nuevos y viejos problemas de la sociedad 
(Aguilar, 2006, pp. 72 – 73).

Precisamente, al evidenciarse que los gobiernos de las sociedades altamen-
te industrializadas —las cuales se suponía fiscal y administrativamente 
sólidas— se mostraban débiles o incompetentes, se pensó, por decirlo de 
alguna manera, más allá de lo gubernamental. Aquí es precisamente don-
de hace su aparición el concepto de gobernanza. Algo en lo que queremos 
hacer énfasis es en que no se trata de un asunto de elección estética de tér-
minos o de un fútil juego palabras; por el contrario, lo que esto representa 
es un cambio de enfoque o perspectiva en la concepción de las relaciones 
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entre el Estado y la sociedad. Mientras que la noción de gobernabilidad 
identifica, como señalamos anteriormente, la problemática de las demo-
cracias de países altamente industrializados y desarrollados tecnológica-
mente, como un asunto focalizado en el gobierno, esta nueva perspectiva 
denominada gobernanza entiende el problema como un asunto de respon-
sabilidades compartidas entre gobierno y sociedad. 

Ahora bien, es menester tener presente que, desde el debate concep-
tual, la noción de gobernanza se puede esquematizar, según Claire Launay 
(2005), en tres categorías:

La primera categoría que llamaremos los defensores del concepto de gobernanza en 
su acepción neoliberal, está compuesta esencialmente por los dirigentes del Banco 
Mundial, de las instituciones de Bretton Wood y en cierta medida de algunas ins-
tituciones internacionales, como por ejemplo la Unión Europea, la que, como lo 
hemos subrayado, a pesar de su propósito más amplio, parece seguir el camino del 
neoliberalismo. La segunda categoría reúne algunos politólogos, sociólogos, una parte 
de la izquierda europea y latinoamericana, y los altermundialistas, quienes defienden 
una posición anti-neoliberal y que, en consecuencia, se encuentran en contra de la 
noción de gobernanza por considerarla derivada de la ideología neoliberal. La tercera 
categoría, más matizada y pragmática, pero a la vez más heterogénea, ve en la gober-
nanza una herramienta útil para la reformulación de lo político, cuyos fundamentos 
deben adaptarse obligatoriamente hoy en día a un contexto globalizado (2020, p. 96).

Independientemente de los matices adoptados en el debate conceptual, 
así como de la falta de criterios definitorios unívocos, lo cierto es que en 
general la gobernanza supondría la transformación del Estado, la asunción 
de funciones diferentes o su desaparición. El concepto de gobernanza im-
plica entender y defender la siguiente tesis sustancial: reconocer la posible 
transformación y evolución de la función del Estado, debido al contexto 
globalizado, y reconocer el papel fundamental que la sociedad civil desem-
peña. Es menester señalar que no en todos los países latinoamericanos se 
ha adoptado la noción de gobernanza. El caso de Colombia, por ejemplo, 
siguiendo a Launay (2005):
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...Cuando se trata de analizar el funcionamiento de las instituciones estatales, la 
cuestión de la participación ciudadana o la reforma del Estado se hacen únicamen-
te referencia al concepto de gobernabilidad. Podemos señalar dos razones para esta 
elección semántica. Por un lado, el Estado colombiano en su desarrollo está sometido 
a las reglas impuestas por instituciones internacionales como el Banco Mundial y el 
pnud, por lo cual el concepto de gobernabilidad se reduce entonces a unas normas 
puramente técnicas relativas a la eficiencia del Estado. Por otro lado, parece que en 
América Latina el lenguaje de las ciencias políticas todavía no ha introducido la pa-
labra gobernanza o bien por falta de definición común para este nuevo término o 
bien porque el término gobernabilidad basta para referirse a las distintas formas de 
concebir la acción de gobernar (p. 99).

Como podemos observar, en Colombia, aunque semánticamente es mu-
cho más frecuente recurrir al concepto de gobernabilidad, lo cierto es que 
este no es un término fijo, sino en constante evolución, que apunta a la 
acción de gobernar. Sea como fuere, lo que se intenta con dicha concep-
ción —que, como señalamos anteriormente, proviene de una connotación 
semántica y pragmática negativa de (in) gobernabilidad— es privilegiar 
la consolidación democrática y la redefinición de la función del Estado. 
En este sentido, la noción de gobernabilidad (o de gobernanza) está estre-
chamente vinculada a la gestión o administración pública. Visto así, de 
lo que se trata, según Launay (2005, p. 100), es de considerar no solo la 
calidad de la gestión pública: eficiencia, eficacia y transparencia pública, 
sino también de evaluar la capacidad de los gobiernos para actuar según 
los principios democráticos. De allí que sea una tarea urgente revisar las 
teorías políticas en torno a la democracia, tenga el adjetivo o apellido que 
tenga, a la luz de las nociones de gobernanza / gobernabilidad, sin que 
solo se privilegie la tesis “a mayor nivel de gobernabilidad (por parte del 
Estado) más democracia”, sino también se tome en cuenta el ciudadano 
como actor.8 Por consiguiente, hemos optado por revisar la propuesta de 
C. S. Nino y ponderar las virtudes y limitaciones de sus tesis sustanciales 
en relación con los conceptos aquí tratados.

8.	 Esta concepción también es sostenida por la Fundación Buen Gobierno (2002), que 
considera como primordial la relación gobernantes / gobernados.
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DESCRIPCIONES SOBRE EL MODELO DIALÓGICO  
DE DEMOCRACIA DELIBERATIVA DE CARLOS NINO 

La literatura especializada ofrece diferentes teorías sobre democracia delibe-
rativa. Se trata de modelos normativos acerca de cómo debería organizarse 
una sociedad en lo que podríamos identificar como un sistema demo-
crático. Estos modelos prescriben formas de deliberación sobre aspectos 
básicos de convivencia para vivir en una sociedad organizada donde ten-
gan vigencia, entre otros elementos, la libertad, la igualdad, los derechos 
humanos, el respeto por las minorías, la participación política ciudadana, 
etc. En el apartado anterior se analizó el concepto de “democracia” y se 
dejó en evidencia su vaguedad y los diferentes significados que pueden 
atribuírsele según la concepción o la ideología desde donde se pretenda 
definir el término. Asimismo, el uso del lenguaje, independientemente de 
la concepción ideológica, incide en el significado. Así, uno puede decir 
que “la verdadera democracia es el gobierno de la mayoría con la más es-
tricta libertad de mercado”, o “la verdadera democracia es el gobierno de 
la mayoría con respeto por la justicia social” (Obiols, 1993 p. 9). Frente a 
estas propuestas de definiciones, alguien podría argumentar que depende 
de la posición ideológica de quien otorgue la definición, y estará en lo 
cierto. Pero un lector con un buen ojo analítico podrá advertir que hay 
una pequeña trampa en los enunciados. Ambas definiciones esconden un 
uso emotivo y persuasivo del lenguaje. En parte nos brinda información, 
pero, por otro lado, intenta persuadir. En este sentido, cuando se propone 
un modelo de democracia deliberativa, mínimamente debemos preguntar 
qué concepto de democracia se toma.

En este apartado no pretendemos abarcar todos los desarrollos teóri-
cos de democracia deliberativa. Ello excedería nuestros objetivos y la ex-
tensión del trabajo. Nuestro propósito es hacer un abordaje desde la teoría 
de democracia deliberativa desarrollada por Carlos Nino desde su con-
cepción filosófica, pues es uno de los académicos en nuestra geografía con 
mayor experticia en la materia. Además, Carlos Nino fue uno de los inte-
lectuales más comprometidos con la transición democrática en los años 80 
en Latinoamérica, en particular en Argentina durante el juicio a las juntas 
militares, y un férreo defensor de los derechos humanos. Para comenzar 
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podemos decir que el desarrollo teórico de los modelos de democracia 
deliberativa nace en un contexto de críticas hacia las llamadas democracias 
liberales. Por ejemplo, en la década del 70 la obra de John Rawls, Teoría de 
la justicia (1971), constituyó una crítica desde su modelo consensualista 
hacia enfoques de corte utilitaristas y racionalistas. Posteriormente, en los 
años 80, Rawls realizó algunas matizaciones de su posición con su obra 
Liberalismo político (2006), aunque luego su teoría fue objeto de críticas 
desde el comunitarismo (Sandel, 1982; Charles Taylor, 1989; Alasdair 
MacIntyre, 1981). Así, Rubén Benedicto Rodríguez sostiene: 

...el comunitarismo manifiesta el renacimiento, en los años ochenta, de las críticas de 
raíz aristotélico-hegelianas al liberalismo kantiano, aunque sobre todo emerge como 
respuesta, matización o rechazo al trabajo de Rawls, Teoría de la justicia. La base com-
partida por los autores comunitarios es su reacción frente a lo que juzgan una teoría 
fundamentalmente kantiana (2009, p. 200).

Uno de los críticos más férreos —hacia lo que se ha denominado “neocon-
tractualismo” de Rawls— ha sido Enrique Dussel, quien acusa a Rawls de 
“arrogancia universalista”, por considerar universal lo válido en los Esta-
dos Unidos y extenderlo hacia otras latitudes con realidades diferentes. Al 
respecto, señala que uno de los problemas de la teoría de Rawls es haber 
negado el aspecto material de la ética como punto de partida, y “esto 
le exige construir escenas públicas hipotéticas irresolubles, que deberían 
corregirse siempre para intentar recuperar paso a paso, pero nunca ade-
cuadamente, la materialidad negada en el origen” (2014, pp. 55-56). Otro 
punto de ataque es el denominado “velo de la ignorancia”. Dussel (2014) 
pone un ejemplo muy ilustrativo haciendo referencia al lenguaje. Si, como 
sostiene Rawls, argumenta Dussel (2014), los participantes deben olvidar 
su posición en la sociedad, ¿qué pasa con el lenguaje?, ¿también deberían 
olvidarlo? Dussel responde: 

No parece, porque entonces nadie podría hacer propuestas en el “juego de regateo”. 
Si cada uno viene al “juego” con su lengua, el obrero tendrá un lenguaje propio de 
la clase obrera, de los barrios populares; el aristócrata una lengua culta. ¿Habrá que 
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olvidar entonces todos los matices diferenciales de los diversos niveles de cultura de 
la lengua? (2014, p. 56).

Por último, Dussel (2014) sostiene que: 

el formalismo no puede exponer (desde sus ideas y principios), y menos criticar o po-
ner en cuestión materialmente, el sistema económico-capitalista que siempre presu-
pone (como una condición de posibilidad desconocida) por lo que inadecuadamente 
le sirve de justificación en el nivel moral-formal (2014, p. 64). 

Con una menor intensidad que Dussel, Carlos Nino también efectuó al-
gunas críticas al modelo rawlsiano, pero lo utilizó de base para su propues-
ta de democracia dialógica. En efecto, el modelo de democracia delibe-
rativa podríamos ubicarlo en la convergencia de dos modelos: el modelo 
consensual rawlsiano y el modelo discursivo habermasiano. Al respecto, 
Oscar Mejía Quintana afirma que de 

estos modelos de Rawls y Habermas se inferirá lo que el estado del arte denominará 
democracia deliberativa, que progresivamente irá sitiando teóricamente a la democra-
cia liberal, y que enseguida se multifurca en varias interpretaciones desde los diferen-
tes paradigmas políticos contemporáneos (2010, p. 43).

Cabe destacar que Carlos Nino (1997) elaboró su teoría de democracia 
deliberativa a partir del análisis y la crítica de las propuestas de John Rawls 
y de Jürgen Habermas. Nino (1997) pretende elaborar y superar ambos 
modelos a través lo que denominará democracia deliberativa dialógica. La 
propuesta de Nino (1997) intenta superar los modelos de Rawls y Haber-
mas, a los cuales acusa de conducir a un “elitismo moral” y a un “populis-
mo moral”, respectivamente. Al mismo tiempo destaca las propuestas de 
deliberación y el punto de contacto de las tesis epistemológicas y ontoló-
gicas que identifica en el análisis de ambas propuestas. Para comprender 
la teoría de Carlos Nino es importante identificar su tradición filosófica y 
su posición metaética. Nino es un filósofo analítico y su obra se extiende 
a las esferas del derecho, la moral y la política. Además, es un defensor del 
objetivismo moral, tesis metaética clave en el desarrollo de su modelo de 
democracia. En Nino (1993) la moral cumple una función de interme-
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diación con el derecho y la política. Así, Nino (1997) considera que la 
democracia representa la moralización de las preferencias personales que 
intervienen en el proceso deliberativo, todo ello a partir de lo que Nino 
(1997) llama constructivismo epistemológico. 

Para Nino (1997), el constructivismo epistemológico constituye una 
categoría como punto de partida para el proceso de deliberación. En tal 
sentido, expone (1997) que la democracia es el procedimiento más con-
fiable para acceder al conocimiento de los principios morales, aunque al 
mismo tiempo reconoce límites epistemológicos a valores de naturaleza 
intersubjetiva. Nino (1997) considera que tanto Rawls como Habermas 
parten de la posición correcta, pero ambos yerran en diferentes sentidos. 
Para empezar, Rawls y Habermas coinciden en la categoría de imparcia-
lidad como presupuesto formal para otorgar validez a los presupuestos 
morales. La diferencia, señala Nino (1997), es que, mientras en Rawls 
el presupuesto formal consiste en un razonamiento moral monológico; 
en cambio, en Habermas se parte de una práctica social del discurso in-
tersubjetivo, es decir, requiere un consenso de facto. En conclusión, para 
Rawls al principio moral se arriba mediante la reflexión individual, y, para 
Habermas, mediante una discusión colectiva. Sin embargo, Nino (1997) 
considera que ambas posturas derivan en un “elitismo moral”, en el caso de 
Rawls, y en un “populismo moral” con relación a la posición de Habermas.

Nino (1997) realiza un análisis mediante la diferenciación tesis on-
tológicas y epistemológicas para encontrar un punto de encuentro entre 
Rawls y Habermas. Nino sostiene que “es posible distinguir al menos tres 
principios ontológicos acerca de la constitución de la verdad moral y al 
menos tres principios epistemológicos acerca de su conocimiento” (1997, 
p. 160). Esto permitirá a Nino fijar su posición metaética, la cual de-
nomina constructivismo epistemológico. Así, las tesis ontológicas están 
dirigidas a la constitución de la verdad moral, y las tesis epistemológicas al 
conocimiento de ella. En la tesis ontológica de Rawls, 

la verdad moral se constituye por la satisfacción de presupuestos formales inheren-
tes al razonamiento práctico de cualquier individuo, en particular el presupuesto de 
acuerdo al cual un principio moral es válido si es aceptable para todas las personas que 
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se encuentren bajo condiciones ideales de imparcialidad, racionalidad y conocimien-
to de los hechos relevantes (Nino, 1997, pp. 160-161). 

Y en su tesis epistemológica “el conocimiento de la verdad moral se al-
canza por medio de la reflexión individual. La discusión con otros es un 
elemento auxiliar útil de la reflexión individual pero, en definitiva, debe-
mos actuar ineludiblemente, de acuerdo con los resultados finales de esta 
última (Nino 1997, p. 161). En cambio, Habermas, desde su perspectiva 
ontológica, sostiene que “la verdad moral se constituye por el consenso 
que resulta de la práctica real de la discusión moral cuando se lleva a cabo 
de acuerdo con algunas restricciones procesales acerca de los argumentos 
que se esgriman” (Nino 1997, p. 161). Respecto de su tesis epistemoló-
gica, “el método de la discusión y decisión colectiva es la única forma de 
acceder a la verdad moral, ya que la reflexión monológica es siempre dis-
torsionada por el sesgo del individuo a favor de su propio interés” (Nino 
1997, p. 161). 

En el análisis y la combinación de tesis, Nino considera que hay dos 
puntos de encuentro entre lo que identifica como la tesis O2 y la tesis E2, 
que constituye una posición intermedia entre Rawls y Habermas, y para 
Nino es la teoría metaética más plausible. “Esta es la posición que llamó 
‘constructivismo epistemológico’” (1997, p. 166). La tesis O2 establece 
que “la verdad moral se constituye por la satisfacción de presupuestos for-
males o procesales de una práctica discursiva dirigida a lograr cooperación 
y evitar conflictos” (Nino, 1997, p. 161). Y la tesis E2: 

La discusión y la decisión intersubjetivas constituyen el procedimiento más confiable 
para tener acceso a la verdad moral, pues el intercambio de ideas y la necesidad de 
ofrecer justificaciones frente a los otros no solo incrementa el conocimiento que uno 
posee y detecta defectos en el razonamiento, sino que ayuda a satisfacer el requeri-
miento de atención imparcial a los intereses de todos los afectados. Sin embargo, esto 
no excluye la posibilidad de que a través de la reflexión individual alguien pueda tener 
acceso al conocimiento de soluciones correctas, aunque debe admitirse que este méto-
do es mucho menos confiable que el colectivo, debido a la dificultad de permanecer 
fiel a la representación de los intereses de otros y ser imparcial (Nino, 1997, p. 161).
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Nino (1997) argumenta que la tesis O2 “se beneficia de la base empírica 
inherente al hecho de que es una práctica social. La circularidad del equi-
librio reflexivo se quiebra sin estar atada a los resultados contingentes del 
consenso real” (1997, p. 163). Y en relación con la tesis E2:

...el procedimiento de la discusión y decisión colectivas constituido por el discurso 
moral (incluso por su sucedáneo imperfecto, el sistema democrático de toma de de-
cisiones) es el método más confiable de aproximación a la verdad moral. Sin embar-
go, no es el único. Es posible, aunque generalmente improbable, que a través de la 
reflexión individual una persona pueda representarse a sí misma adecuadamente los 
conflictos de intereses y pueda llegar a una conclusión correcta e imparcial…

Lo desarrollado en los párrafos precedentes deriva en el “valor epistémico 
de la democracia”, el cual Nino considera clave en su modelo dialógico en 
la identificación de los valores y principios entre los participantes de la de-
liberación. Este es un requisito para la “imparcialidad”, concepto presente 
en los modelos rawlsianos y habermasianos. Sin embargo, no es lo mismo 
hablar de unanimidad y de decisión de las mayorías. Solo en el primer 
caso Nino (1997) sostiene que la imparcialidad ha sido garantizada, ya 
que todos los individuos han participado con las mismas oportunidades. 
En cambio, en una la regla de la mayoría no implica garantía de impar-
cialidad. “Claramente, una solución al conflicto apoyada por una mayoría 
y no por todos los involucrados en el conflicto puede ser muy parcial. Es 
probable que la mayoría ignore completamente los intereses de la minoría” 
(Nino, 1997, p. 166). Es muy ilustrativo el ejemplo de Nino (1997) sobre 
el condominio en un edificio y la rotura del ascensor. Probablemente los 
integrantes del consorcio que habiten los pisos de abajo, al no utilizar el 
ascensor, no estarán interesados en aumentar las expensas para arreglarlo. 
En cambio, los consorcistas de los pisos superiores son los más interesados 
y afectados en el arreglo del ascensor. Si no hay acuerdo, y dado el límite 
de tiempo, votarán y se decidirá lo que haya elegido la mayoría. En ese 
caso se aplicó la regla de la mayoría, y probablemente con resultados par-
ciales para la minoría que perdió la votación. 

Del ejemplo expuesto anteriormente, Nino (1997) considera que el 
tránsito de la posibilidad de una decisión unánime a la regla de la mayo-
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ría es una característica del consenso democrático, pero no por no poder 
llegar a una unanimidad, sino por la necesidad de tener que tomar una 
decisión en tiempo limitado. Por ende, “la democracia puede definirse 
como un proceso de discusión moral sujeto a un límite de tiempo” (Nino, 
1997, p. 167). Si bien Nino (1997) no considera que la diferencia entre 
consenso unánime y regla de la mayoría sea cuantitativa en aproximación 
a la imparcialidad, la regla de la mayoría preserva la idea de imparcialidad 
respecto de otras formas de alcanzar el consenso unánime. Por tal motivo, 
para Nino (1997):

...un proceso de discusión moral con cierto límite de tiempo dentro del cual una 
decisión mayoritaria debe ser tomada —el centro del concepto de democracia de la 
visión normativa que estoy articulando— tiene mayor poder epistémico para ganar 
acceso a decisiones moralmente correctas que cualquier otro procedimiento de toma 
de decisiones colectivas (1997, p. 168). 

En consecuencia, podemos afirmar que la corrección moral para la toma 
de decisiones puede alcanzarse, aun cuando no haya un consenso unáni-
me. De ahí que el proceso democrático, por su limitación temporal, tiene 
valor epistémico. Tal vez así podamos entender algunas de las decisiones 
que en límite de tiempo debieron tomar los gobiernos desde el inicio de la 
pandemia. Incluso, muchas de ellas a riesgo de ser consideradas de corte 
autoritario en lo que respecta a las restricciones de las libertades individua-
les. Por ejemplo, en materia económica probablemente los pequeños co-
merciantes y las pequeñas y medianas empresas no hubieran votado por la 
restricción de la actividad económica. Sin embargo, había otra necesidad 
apremiante, la propagación de la pandemia y la saturación de los sistemas 
de salud. En la mayoría de los países, la regla de la mayoría determinó 
el plan de acción. Otra discusión es la efectividad que pudieron tener o 
no las medidas adoptadas por cada gobierno en nombre de la regla de la 
mayoría, o los excesos de legislar mediante decretos por parte de los po-
deres ejecutivos, característica tan propia de los sistemas presidencialistas 
latinoamericanos. 

Ahora bien, Nino (1997, p. 168) señala que en muchos casos la falta 
de imparcialidad “puede darse no a inclinaciones egoístas sino al descono-
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cimiento del contenido de los intereses de los demás”. De ahí la diferencia 
de Nino entre un proceso judicial donde un juez toma una decisión en 
un sistema de reglas, razón por la cual la garantía de imparcialidad solo 
se aplica a las partes del proceso. En cambio, en un proceso democrático 
afecta a todos. Como señala Leopoldo Gama Leyva: 

Resulta necesario aclarar que cuando Nino sostiene que el diálogo colectivo es más 
confiable, acepta también que es posible, mediante la reflexión individual, conocer 
proposiciones moralmente correctas que sirvan de base para guiar la acción, pero con 
la diferencia de que es más difícil representarse todos los intereses en juego, es decir, 
satisfacer el requisito de imparcialidad (2011, p. 231).

En el modelo dialógico de Nino (1997) hay reglas que se deben tener 
presentes para la deliberación y la imposición de ideas o preferencias per-
sonales. En primer lugar, cada participante debe justificar su argumento 
en el juego de la negociación. Este argumento suele partir de emociones, 
pasiones, preferencias personales o de autointerés, etcétera, pero a través 
de un debate racional que garantice un genuino proceso de discusión mo-
ral. Frente a esto, debemos demandar si todos los participantes tienen el 
espacio para justificar su posición. En cambio, si el discurso solo proviene 
de las élites o las clases dominantes, será difícil progresar en la búsqueda 
de decisiones imparciales. Para Nino (1997) la justificación frente a los de-
más es clave en la argumentación y constituye un límite para el criterio de 
imparcialidad. Nino aclara que no pretende defender una teoría consen-
sual de la democracia, sino una teoría consensual o mayoritaria del cono-
cimiento de ciertos tipos de asuntos morales. En este modelo dialógico la 
discusión permitirá el descubrimiento de “errores fácticos y lógicos”. Esto 
es posible, sostiene Nino (1997), ya que las reglas de inferencia, como la 
observación fáctica, son productos de facultades que todos tienen y no es 
común que la mayoría de la gente cometa el mismo error. De todas ma-
neras, advierte Nino (1997, p. 175), en el proceso dialógico intervienen 
factores emocionales y “pueden operar en contra del descubrimiento de 
la verdad moral”. Da como ejemplo el fenómeno de la psicología de las 
masas, donde el carisma o la retórica influyen sobre las conductas indivi-
duales de un grupo de personas, incluso las que puedan estar en una po-
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sición imparcial. Al respecto, nada más ilustrativo en Latinoamérica que 
los discursos populistas en plazas públicas frente a muchedumbres, donde 
se exaltan los valores del pueblo, el sentimiento nacional o patriótico. Un 
discurso falaz, pero muy persuasivo con un efecto psicológico efectivo so-
bre algunos sectores, por lo general en situaciones desventajosas desde lo 
socioeconómico. Sin embargo, Nino (1997) considera que las emociones 
muchas veces son disparadores de la discusión moral y ayudan a tratar de 
convencer a otros de la verdad de las posiciones propias. Asimismo, pue-
den ayudar a evaluar los intereses de los demás y “contribuyen al proceso 
de argumentación a través de las sanciones informales de asignación de 
culpa y aislamiento social que recae sobre aquellos que cometen errores 
evidentes o faltas, que redundan en su propia conveniencia, en el proceso 
de argumentación” (Nino, 1997, p. 176). De ahí que Nino (1997) sosten-
ga que por debajo del proceso de argumentación subyace una negociación, 
razón por la cual es fundamental conocer los intereses de los demás, a 
riesgo de no perder la mayoría. Por último, Nino (1997) sostiene que la 
capacidad epistémica de la discusión colectiva y de la decisión mayoritaria 
en la búsqueda de soluciones moralmente correctas depende de ciertas 
condiciones que subyacen al proceso: 

que todas las partes interesadas participen en la discusión y decisión; que participen 
de una base razonable de igualdad y sin ninguna coerción; que puedan expresar sus 
intereses y justificarlos con argumentos genuinos; que el grupo tenga una dimensión 
apropiada que maximice la probabilidad de un resultado correcto; que no haya nin-
guna minoría aislada, pero que la composición de las mayorías y minorías cambie 
con las diferentes materias; que los individuos no se encuentren sujetos a emociones 
extraordinarias (p. 180).

Para Nino (1997) el valor epistémico constituye un procedimiento alter-
nativo para las decisiones colectivas, y lo equipara con la reflexión indi-
vidual sobre asuntos de moral intersubjetiva, lo que permitiría conocer 
y representar la situación en la cual se encuentran los demás. Claro que 
no puede alcanzarse un conocimiento pleno, pero contribuye a no tomar 
decisiones en forma aislada, sino más plausibles para la imparcialidad. En 
conclusión, el valor epistémico provee una razón para obedecer la decisión 
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democrática. En este modelo dialógico puede ocurrir que la reflexión in-
dividual demuestre que la decisión es equivocada. Sin embargo, si se da 
prioridad a la reflexión individual por encima de la decisión colectiva, solo 
obedeceremos cuando coincida con nuestro pensamiento. En pocas pala-
bras, solo será “válido” aquello que yo apruebo. Por ello, en la medida en 
que estén dadas las condiciones del valor epistémico que ofrezca razones 
de por qué debemos acatar la decisión de la mayoría, la decisión está mo-
ralmente justificada. De todas maneras, podemos estar en desacuerdo con 
la decisión de la mayoría. Cuando Nino critica el “colectivismo epistémi-
co” de Habermas, destaca que se puede alcanzar la verdad moral mediante 
la reflexión individual, y ser más imparcial que la decisión mayoritaria, 
pero, como también señala Nino (1997), rara vez se vuelve a abrir el de-
bate en una situación de este tipo y, al contrario, sería muy desventajoso 
desde el punto de vista práctico. 

En consecuencia, para Nino (1997) el valor epistémico de la demo-
cracia no es una “situación de discusión ideal”, sino realista. De ahí que 
la representación política la considere un mal necesario. En el modelo 
dialógico, los intermediarios y partidos políticos cumplen una función 
importante, práctica, en un sistema democrático, al ofrecer alternativas 
ideológicas y programas de gobierno para el electorado. Por supuesto, mu-
chas veces se anteponen intereses personales sobre los del pueblo, pero 
para ello existen mecanismos para remover a los representantes. Claro que 
dependerá del modelo constitucional, tema al cual Nino dedicó parte de 
su trabajo. 

Nino (1997) concluye que la concepción epistémica de la democracia 
deliberativa ofrece ventajas frente a otros modelos respecto de la paradoja 
de la superfluidad del derecho, la generación de dilemas de acción colectiva y 
el reconocimiento de la existencia de los contrapesos opuestos por las dos otras 
dimensiones del constitucionalismo. En primer lugar, sobre la paradoja de 
superfluidad del derecho, Nino intenta explicar por qué son necesarias las 
leyes sancionadas en un proceso democrático, si en última instancia son 
razones morales las que dictan la toma de decisión. Para ello, explica que 
las leyes por sí mismas no tienen fuerza justificatoria, pero tienen un valor 
epistémico. En tal sentido, las leyes ofrecerían razones epistémicas para 
creer actuar y decidir, pero no son en sí mismas razones para actuar. Esto 
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permite diferenciar las leyes dictadas por un gobierno no democrático, 
donde las leyes sancionadas no ofrecerían razones para actuar, es decir, no 
tienen valor epistémico. En segundo lugar, aquellos modelos que se basan 
en la toma de decisiones dominantes, pero desde el autointerés, donde lu-
chan facciones entre sí, desembocan en problemas de acción colectiva. La 
ventaja del modelo dialógico radicaría en que la discusión reduce que haya 
problemas de acción colectiva, como podría ser el caso de la inflación, 
donde algunos sectores presionan por el aumento de salarios y precios. Por 
último, la democracia basada sobre su valor epistémico resolvería la ten-
sión entre el reconocimiento de derechos y el funcionamiento del proceso 
democrático, por su capacidad de decidir los asuntos morales en lo que 
respecta al contenido, el alcance y la jerarquía de los derechos. Y, si bien 
la visión epistémica de la democracia, a priori, implica una tensión entre 
derechos como precondiciones del proceso democrático y de resultados, 
la tensión es diferente respecto de aquellas teorías, donde el valor de los 
derechos es lo que confiere valor a la democracia. 

En conclusión, el modelo dialógico de Nino se apoya en un valor epis-
témico para la búsqueda de preferencias morales aceptables para el proceso 
democrático. Y trata de hacer un equilibrio entre la reflexión individual 
y la discusión colectiva para la confiabilidad de los resultados alcanzados 
en un contexto y un tiempo determinados. Por ello, para comprender 
el modelo dialógico de democracia deliberativa es necesario identificar el 
trasfondo metaético, el cual Nino llama constructivo epistemológico. 

ALGUNAS REFLEXIONES Y CRÍTICAS AL MODELO  
DE DEMOCRACIA DELIBERATIVA DE CARLOS NINO

Luego de haber desarrollado una descripción del modelo dialógico de 
democracia deliberativa de Carlos Nino, procederemos a elaborar argu-
mentos sobre algunas debilidades de la teoría a partir de la tensión que 
puede haber entre los modelos normativos y los particulares patrones de 
gobernanza que predominan en América Latina. Dentro de los cuestio-
namientos a los modelos de democracia deliberativa, Oscar Mejía Quinta 
(2010, 44-45) sostiene que: “...la democracia deliberativa sufre a su vez 
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cuestionamientos por una serie de reacciones críticas que en sus proyeccio-
nes alternativas radicalizan la propuesta rawlsiano/habermasiana lo que se 
calificó como la eclosión de las teoría democráticas…” (2010, pp. 44-45).

La gobernanza y, en particular, la gobernanza internacional remite a 
diversos problemas: organización democrática de la arena internacional, 
cosmopolitismo (Thomas Pogge) versus orden internacional, como en el 
caso de Rawls (Law of people), discusión sobre si hay un derecho universal 
a la democracia o no (Thomas Christiano), etc. En función de este amplio 
marco de temas, la discusión sobre gobernanza y democracia nos inter-
pela a diferentes interrogantes: ¿podemos hablar de los mismos temas en 
sociedades diferentes?, ¿qué tipo de Estado de Derecho queremos?, o ¿qué 
modelo de democracia?, ¿qué modelo constitucional requiere un sistema 
democrático? ¿Está agotado el modelo unipersonal presidencialista? ¿Qué 
función cumple la globalización en la deliberación democrática?

Un punto de partida para una reflexión desde una perspectiva filo-
sófica sobre el ámbito social, político y jurídico, es no dejar de lado los 
datos empíricos, tal como explica Cristina Zurbriggen (2011, 43) cuan-
do afirma que “para entender la gobernanza de un país, se requiere un 
conocimiento previo de su contexto político-institucional y cómo se ha 
desarrollado en su proceso histórico”. En efecto, cada país presenta sus 
particularidades y matices. Así, Latinoamérica es una región muy extensa 
con un pasado en común pero con vicisitudes en el desarrollo político y 
social. En particular, la desigualdad en América Latina representa una de 
las variables que mayor afecta la gobernanza. En efecto, Latinoamérica 
es la región con mayor concentración de riqueza y desigualdad. En este 
sentido, “el punto clave en América Latina es el ámbito distributivo, su 
regresividad conspira —entre otros ítems— contra el desarrollo de la re-
gión…” (Farinati, 2018, p. 25). 

Según la Comisión Económica para América Latina y el Caribe: 

la pobreza y la pobreza extrema alcanzaron en 2020 en América Latina niveles que no 
se han observado en los últimos doce y veinte años, respectivamente, así como un em-
peoramiento de los índices de desigualdad en la región y en las tasas de ocupación y 
participación laboral, sobre todo en las mujeres, debido a la pandemia de la covid-19 
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y pese a las medidas de protección social de emergencia que los países han adoptado 
para frenarla (cepal, 2021).

Probablemente, la desigualdad y la pobreza sean dos de las variables que 
pongan en jaque a un sistema democrático. Además, hay otra variable que 
puede afectar la deliberación democrática de una región: la globalización. 
Hoy las decisiones de los gobernantes están atravesadas por la política 
internacional. Organismos como el Banco Mundial, el Fondo Monetario 
Internacional, el Club de París, etc., tienen injerencia directa sobre el desa-
rrollo económico, político y social en Latinoamérica. En materia jurídica, 
estos organismos presionan con reformas fiscales y laborales en sintonía 
con las políticas del mercado. Esto deja un escaso margen de maniobra 
para la gobernanza y la deliberación interna de un país. En consecuen-
cia, podemos afirmar que nuestras democracias son débiles y no podemos 
analizarlas fuera del mundo globalizado. Ahora bien, el modelo de demo-
cracia deliberativa de Carlos Nino es un sistema que apunta a respetar la 
individualidad y el consenso a través del diálogo. Tanto el diálogo como la 
reflexión individual pueden ofrecer “buenas razones morales” para la toma 
de decisiones. Para ello Nino expone su tesis metaética, constructivismo 
epistemológico, para dar cuenta de los valores epistémicos que se extraen de 
la deliberación y se materializan en la democracia. Ahora bien, ¿cómo jue-
gan en calidad de variables la desigualdad, la pobreza y la globalización en 
la deliberación? Como señalamos al principio, hay peculiaridades propias 
de América Latina y, en particular, de cada país de la región. En primer 
lugar, no se puede desconocer la pluralidad de valores e intereses de las 
democracias latinoamericanas dentro de un mundo globalizado. Por tal 
motivo, hay un exceso de confianza por parte de Nino sobre su punto de 
vista epistemológico sobre “objetivar valores morales”. En efecto, Nino se 
enrola en el objetivismo moral y, como toda tesis metaética, está expuesto 
a críticas. Sin desconocer que lo que llamamos objetivismo moral está re-
presentado por diferentes tesis, en general, las tesis descriptivistas metaéti-
cas, ya sea por la vía de la percepción empírica (descriptivismo naturalista) 
o por la vía de la intuición (descriptivismo no naturalista). Ambas son 
tesis cognitivistas, razón por la cual los juicios morales son susceptibles de 
ser verdaderos o falsos, de modo que los participantes pueden acceder por 
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medio de la deliberación al conocimiento moral y justificar las decisiones. 
Ahora bien, ¿cómo hacen los participantes de una discusión, práctica so-
cial, para identificar los mismos valores? Si un observador intuye A, y otro 
intuye B, ¿cuál de los dos tiene razón? Alguien podría decir que quien 
ofrezca el mejor argumento tendrá las mejores razones. Sin embargo, tener 
el mejor argumento no es equivalente a que sus razones son de naturaleza 
moral objetiva. 

Nino argumenta que se deben dar las condiciones adecuadas para ga-
rantizar la participación de todos. Pero de ahí a inferir que las decisiones 
de la mayoría son correctas es otro tema. Probablemente, el Brexit en Rei-
no Unido en 2018, y la consulta popular por la paz en Colombia en 2016, 
sean ejemplos ilustrativos para discutir tal afirmación. 

Siguiendo el argumento de Nino, en un resultado de proceso elec-
toral, aunque la minoría o un individuo considerarán que se llegó a una 
conclusión moralmente más aceptable que la mayoría, obedecerá a esta, 
porque debe de haber tenido razones epistémicas para adoptar determi-
nada decisión. Sin embargo, cada grupo mayoritario y minoritario puede 
sostener que las razones morales de uno u otro son inaceptables y la suya 
es la correcta. La única diferencia ha sido en la votación, no en la acepta-
ción de las razones. En tal sentido, compartimos la reflexión de Mariano 
Garreta Leclercq (2015):

Si no disponemos de tal acceso independiente a la verdad —relativo a las cuestiones 
fácticas, morales, etc. que están en juego— no podremos saber con qué frecuencia un 
individuo o un grupo acierta o se equivoca en sus juicios. Por lo tanto, no podemos 
sacar ninguna conclusión acerca de la competencia epistémica del agente o agentes 
involucrados (p. 51).

En el mes de agosto de 2021 se llevó a cabo en México un plebiscito con el 
objetivo de enjuiciar a cinco presidentes por corrupción. El padrón tiene 
93.6 millones de electores, y solo participó el 7% del padrón electoral, 
cuando se requiere el 40% para tener efectos legales. De acuerdo con datos 
del Instituto Nacional Electoral (ine), el resultado fue el triunfó del “sí”, 
con una porcentaje que osciló entre el 89.36% y el 96.28% (del 7%); el 
“no” registró un apoyo que oscila entre el 1.38% y el 1.58%. Además de 
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la escasa participación, el dato de color fue que, quien promovió el ple-
biscito, el presidente López Obrador, no fue a votar, argumentado que su 
“fuerte no es la venganza” (Gana el Sí en México con pobre participación en 
referéndum, 2021).

El plebiscito es uno de los mecanismos por excelencia de participa-
ción ciudadana en democracia. Si seguimos la teoría de Nino, ¿podríamos 
afirmar que ese 7% de un padrón de 96 millones de electores tiene razones 
epistémicas para convencer al resto de la población? Dejando de lado que 
el plebiscito no aclara desde cuándo habría que juzgar y por qué delitos, lo 
cual da cuenta de la tensión con el principio de legalidad, creo que estaría-
mos lejos de sostener que esto es un ejemplo de democracia deliberativa, 
al menos en el sentido que propone Nino. 

Por otro lado, podemos mencionar ejemplos donde la “voluntad del 
pueblo” no fue tenida en cuenta para aceptar sus “razones epistémicas”. En 
Argentina, en las elecciones legislativas de 2005, Luis Patti, excomisario 
involucrado en causas judiciales por delitos de lesa humanidad durante la 
última dictadura militar argentina (1976-1983), se postuló como candi-
dato a diputado nacional. Patti obtuvo 400,000, lo cual le permitió acce-
der a la Cámara de Senadores. Además, debemos agregar que su candida-
tura no fue impugnada y la Justicia Electoral le hizo entrega del diploma 
que acreditaba su condición de diputado electo. Sin embargo, su asunción 
fue impugnada por la Cámara de Diputados, razón por la cual no pudo 
asumir. Con posterioridad, en abril de 2008, la Corte Suprema de Justicia 
de Argentina habilitó a Luis Patti para asumir su cargo, pero ocho días 
después, a instancias de la Justicia Federal Argentina, la Cámara de Dipu-
tados sacó los fueros de protección por, lo que fue juzgado y condenado. 

Podemos afirmar que el resultado de una votación en un proceso elec-
toral, equivale a otorgar legitimidad y legalidad a la decisión de una ma-
yoría, pero no a dar cuenta de las razones morales. De manera que es más 
perceptible conocer los factores empíricos que las razones morales, por 
los problemas metodológicos de una tesis metaética descriptivista. Claro 
que no estamos en desacuerdo con analizar un argumento y sostener que 
es preferible a otro, pero ello no da cuenta de que derive de una realidad 
objetiva captada por los integrantes de una deliberación. 
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En conclusión, la concepción epistémica de Carlos Nino es insufi-
ciente metodológicamente para dar cuenta de la moralidad de las deci-
siones adoptadas por la mayoría. Tal vez porque cualquier tesis metaética 
que intente dar cuenta de hechos morales tropieza con esta dificultad me-
todológica. 

EL CASO DE COLOMBIA: ¿ESTADO DE DERECHO DÉBIL  
O CASO DE FETICHISMO LEGAL? 

En este apartado nos proponemos analizar dos conceptos, Estado débil de 
Derecho y fetichismo legal, para describir parte de la compleja realidad de 
Colombia. Claro que esto podría haber sido respecto de otros países de la 
región. “El índice ‘Freedom of the World’ de 2018 reportó retrocesos en 
la consolidación de la democracia en 71 países, frente a 35 que registraron 
avances. Esto constituye un declive en el fortalecimiento de la democracia 
en el mundo...” (Wike, Richard y Fetterolf, Janell, como se citó en Héctor 
Wiesner León, p. 28). En particular, nuestra decisión de abordar el caso de 
Colombia responde a las particularidades propias de este país. Por tal mo-
tivo, trataremos de argumentar por qué Colombia aplica ambas nociones. 

En una mirada retrospectiva, los países latinoamericanos se han ca-
racterizado por la inestabilidad política, económica y social. Los errores 
han sido —y son— propios y ajenos. Por un lado, desde las guerras de 
independencia hasta la entrada del siglo xx, la injerencia externa y los 
resabios del colonialismo siempre han constituido obstáculo y lastre para 
el desarrollo y la gobernanza de esta región. Por ejemplo, en materia de 
gobernanza, en una lectura entre líneas de las recomendaciones de los or-
ganismos internacionales para Latinoamérica, “se encuentra implícito un 
modelo de Estado (neoliberal) y, en consecuencia, de fortalecimiento para 
que funcionen las fuerzas del mercado” (Zurbriggen, 2011, p. 44). Por 
otro lado, las clases políticas muchas veces han antepuesto sus intereses y 
preferencias personales sobre las del pueblo. Todos los países de la región 
han sufrido golpes de Estado —cívico-militares—, crisis económicas, in-
jerencias externas, etc. Por otra parte, nuestras instituciones y parlamentos 
han sido refugio del conservadurismo en detrimento de las transformacio-
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nes y los cambios sociales, imponiendo un sistema de valores que dificulta 
el modelo de diálogo de democracia deliberativa, como hemos señalado 
en los apartados precedentes. Finalmente, a todo ello podríamos sumar 
el auge y la consolidación de los populismos de izquierda o de derecha, 
mediante discursos carismáticos y parloteo retórico, para representar al 
“verdadero pueblo” frente a los “enemigos de la nación”. Todo ello en 
detrimento del sistema democrático. En este sentido, Boffit (2016) señala 
que se ha producido una aceleración en las últimas décadas de regímenes 
populistas que buscan perpetuarse en el poder, siempre con el argumento 
de una crisis permanente que solo ellos pueden afrontar. En el mismo or-
den de ideas, Héctor Wiesner León (2021, p. 28) señala que “el alzamien-
to de gobiernos populistas tanto en países desarrollados como en países en 
desarrollo también constituye un indicador de la erosión de la democracia 
liberal”. Probablemente, el caso testigo que sintetice las consecuencias del 
populismo sea Venezuela, un país que, bajo el pretexto de estar en una 
“revolución permanente”, se encuentra sumergido en un contexto de vio-
lencia, inseguridad, amenazas, persecuciones políticas, falta de alimentos, 
medicinas y servicios esenciales. En consecuencia, cinco millones de vene-
zolanos han tenido que emigrar a diferentes partes del mundo. Cabe des-
tacar que, después de Siria y Afganistán, Venezuela se ha convertido en el 
tercer país con más cantidad de refugiados. De acuerdo con cifras oficiales 
de la Agencia de las Naciones Unidas para los Refugiados (acnur, 2021), 
para el 31 de diciembre de 2020, 858,818 venezolanos habían solicitado 
pedido de asilo político; para agosto de 2021, 2,693,813 venezolanos ha-
bían tramitado permisos de residencia. La mayoría de los refugiados son 
familias con hijos, mujeres embarazadas, adultos mayores y personas con 
discapacidad que, obligados a tomar rutas irregulares, son víctimas de tra-
ta y narcotraficantes.

Colombia no ha sido ajena a estos problemas. Para 2019, según datos 
de la oficina de la Comisión Española de Apoyo al Refugiado (bbc, 2020), 
los colombianos estaban en segundo lugar, detrás de Venezuela. Por ejem-
plo, “presentaron más del triple de solicitudes que en 2018, pasando del 
decimoséptimo al quinto puesto”, conforme a datos de la Oficina Europea 
de Apoyo al Asilo (bbc, 2020). 
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Colombia tiene particularidades que la constituyen como un labo-
ratorio permanente. Durante gran parte del siglo xx hasta nuestros días 
la violencia ha estado presente en la sociedad colombiana: narcotráfico, 
guerrillas, paramilitares, terrorismo de Estado, secuestros, sicariatos, aten-
tados, violencia policial, desplazamientos de comunidades, etc. La variable 
violencia no puede ser dejada de lado para quien intente hacer un estudio 
de la realidad sociopolítica colombiana. Al respecto, Guillermo Lariguet 
considera que “esta parte es imprescindible pues, si no entendemos, al me-
nos mínimamente, el problema de la violencia en Colombia, no podremos 
pensar en cuáles son las mejores recetas pacificadoras” (2019, p. 58). 

Colombia parecía haber dejado atrás las etapas de violencia con la 
firma del acuerdo de paz en 2016 y los antecedentes de desarme de los 
paramilitares en 2006 y de la guerrilla de las farc en 2017. Sin embargo, 
la violencia volvió a entrar en escena. 

En particular, 2019 fue un año muy violento para la sociedad colom-
biana. De acuerdo con un informe de la Oficina de la Alta Comisionada 
de la onu (onu, 2020) para los Derechos Humanos en Colombia, la tasa 
nacional de homicidios en 2019 fue de 25 por cada 100,000 habitantes, 
lo que indica la existencia de un nivel de violencia endémica. Se registra-
ron 36 masacres, con la muerte de 133 personas, que es la cifra más alta 
desde 2014. Entre los temas que puntualizó el informe se identificaron 
los siguientes: falta de protección del Estado, asesinatos de defensores de 
derechos humanos, falta de acceso a la justicia y uso desmedido de la 
fuerza por parte de las fuerzas de seguridad durante las protestas sociales. 
Además, se subrayó el incremento de asesinatos sobre comunidades indí-
genas (se incrementó en un 52% en comparación con 2018), y la violencia 
sexual y de género tuvo la tasa más alta de los últimos diez años.

Durante décadas Colombia intentó llevar a cabo procesos de pacifi-
cación con resultados infructuosos. Tratar de explicar las causas de la vio-
lencia excedería los objetivos de este trabajo. Sin embargo, en concordan-
cia con Lariguet (2019), hay dos variables que pueden identificarse como 
propulsoras de violencia: la desigualdad y un Estado de Derecho débil. 
Respecto de la primera, Lariguet (2019) refiere a la problemática de la dis-
tribución de la tierra, en particular entre los campesinos. Esto genera una 
crisis sobre la gobernanza. Al respecto, Alicia Farinati (2018) señala que:
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...las diferencias sociales y económicas que tal sociedad engendra portan en sí los gérme-
nes de antagonismos profundos y acentuación de diferentes intereses lo que posibilita 
reivindicaciones divergentes, que pueden llegar a la fractura social y política si dichas 
luchas de reivindicación son de gran amplitud y no se ven satisfechas (2020, p. 9).

Además, al problema de la distribución de tierras se suma el de los des-
plazados. Todo ello como consecuencia de la guerrilla y los grupos crimi-
nales. Solo en el primer semestre de 2021 hubo un 177% de desplazados 
(27,435) más que en 2020. De acuerdo con datos aportados por la De-
fensoría del Pueblo hubo “65 eventos de desplazamientos masivos” que 
afectaron a 27,435 personas de 8,982 familias, de las cuales el 53,2% 
son población étnica. En el 2020 entre enero y marzo se presentaron 33 
eventos de desplazamiento masivo, lo que significa que en el 2021 hay un 
aumento del 96%” (Más de 27.000 desplazados en Colombia en el primer 
trimestre, s/f ).

Con relación a la segunda causa, Estado de Derecho débil, Lariguet 
(2019) lo atribuye, por ejemplo, a la cantidad de facciones (guerrilla, nar-
cotráfico, etcétera) que históricamente han competido con las autoridades 
legales en la toma de decisiones. Y aporta en tal sentido un ejemplo ilus-
trativo con respecto a la importancia de Pablo Escobar durante décadas 
en la vida política colombiana, cuando ofreció pagar la deuda externa o 
exigió introducir una ley que impidiera las extradiciones. De ahí, que: 

en términos de una teoría jurídica como la de Herbert Hart, podríamos decir que, 
en aquellos momentos de mayor turbulencia en cuanto a la disputa del territorio 
entre grupos facciosos, es problemático de hablar de una “regla de reconocimiento” 
conforme la cual se identifique a un estado soberano ad intra (Garzón Valdés, 1995, 
pp. 25-37, como se citó en Lariguet, 2019).

En el análisis de este concepto, “Estado de Derecho débil”, es pertinente 
diferenciar, como propone Carlos Jiménez Piernas (2013), entre lo que 
podemos llamar “Estado débil” y “Estado fracasado”. Así: 

se entiende por “Estado fracasado” frente al estándar del Estado sostenible, aquel 
que no ejerce un control efectivo y que ha perdido el monopolio del uso legítimo de 
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la fuerza sobre parte de su territorio, porque se desafía o suplanta su autoridad por 
medios violentos (p. 19). 

Y por un Estado débil “aquel que padece un proceso de deterioro político 
y socioeconómico que merma la gobernabilidad y le impide proporcionar 
un estándar mínimo de servicios públicos básicos” (Jiménez Piernas 2013, 
p. 21).

Una de las diferencias entre ambas clases de Estado, sostiene Jiménez 
Piernas (2013), está relacionado con la funcionalidad. Un Estado débil 
puede seguir funcionando pero con graves problemas de gobernanza. Al 
respecto, el autor sostiene que:

La gobernabilidad de un Estado depende de su capacidad para gestionar conflictos 
sin que padezca su estabilidad, y exige un estándar mínimo de funcionamiento de las 
instituciones y de la economía además de una cohesión social suficiente. La debilidad 
la determina, ante todo, una situación de permanente subdesarrollo, que lo hace muy 
vulnerable frente a crisis y conflictos endógenos o exógenos… (2013, p. 22).

Si analizamos las definiciones propuestas, Colombia presenta característi-
cas para aplicar en ambas categorías. Por un lado, presenta claros proble-
mas de gobernabilidad (Estado débil) y, por otro lado, ha perdido parte 
del control de su territorio (Estado fracasado). Cualquiera sea la categoría 
que utilicemos, entendemos que hay una variable en común en la debili-
dad o el fracaso de un Estado, su sistema legal. Esto nos lleva a la siguiente 
noción propuesta al comenzar este apartado como hipótesis de la situa-
ción colombiana, el “fetichismo legal”. Ahora bien, antes de abordar este 
concepto, pasaremos a hacer una breve descripción de la situación jurídica 
en Latinoamérica y, en particular, en Colombia.

Con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial, en la cultura jurídi-
ca centroeuropea (Alemania, Italia, España) surgió un fenómeno denomi-
nado “neoconstitucionalismo”. A diferencia del constitucionalismo que, 
como movimiento social, político y jurídico, puede identificarse entre el 
siglo xviii y comienzos del siglo xix, y sobre la base de la filosofía de la 
Ilustración, con el neoconstitucionalismo no sucede lo mismo. Ello, por 
ser una corriente bastante heterogénea, pero con un alcance limitado a 
la Europa continental y a Latinoamérica (Argentina, Brasil, Colombia, 
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México). Por ejemplo, no se ha dado en el common law, aunque haya 
temas de estudio en común, como la relación entre derecho y moral. En 
lo que respecta al prefijo “neo”, indica que se refiere a los nuevos textos 
constitucionales de posguerra. Este movimiento se ha nutrido de teorías 
filosóficas, en particular Carlos Nino, Ronald Dworkin, Robert Alexy, en-
tre otros, en lo que se refiere al uso de principios como parte integrante 
del ordenamiento jurídico. Por otro lado, los tribunales superiores y cons-
titucionales latinoamericanos se han caracterizado por dictar sentencias 
en sintonía con esta perspectiva “principialista”, “creando derechos fun-
damentales”. Por ejemplo, en Colombia, la “Constitución se interpreta 
sistemáticamente y los derechos se interpretan extensivamente; a partir de 
lo cual se han creado derechos fundamentales vía jurisprudencial” (García 
Jaramillo, 2012, p. 111). 

Probablemente, como sostiene Leonardo García Jaramillo (2012), 
Colombia sea uno de los países de la región con mayor influencia de las 
doctrinas neoconstitucionalistas. Esto ha provocado un proceso interno 
de internacionalización del derecho constitucional colombiano que puede 
reflejarse en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Colombiano.

A partir del neoconstitucionalismo, los gobiernos comenzaron a di-
señar sus constituciones y sistemas legales incorporando a los textos le-
gales principios generales, en detrimento de la claridad lingüística por la 
característica vaga e indeterminada de estos, y otorgando derechos sin la 
mínima reserva técnica de pensar si cuentan con los recursos necesarios 
para hacer efectivos todos los derechos. A todo ello se sumó, el “activismo 
judicial” que convierte a los jueces en pequeños legisladores y compite 
con los demás organismos del Estado en la satisfacción de las demandas 
de derechos.

Como resultado, frente a la incapacidad de los gobiernos de hacer 
efectivos los derechos otorgados, los jueces comenzaron a crear derechos 
y obligaciones, lo que genera tensiones en la funcionalidad de un sistema 
basado en la división de poderes. El Poder Judicial se convirtió en un órga-
no político más. A modo de ejemplo, a partir de 1992, la Corte Constitu-
cional Colombiana comenzó a sentar doctrina (T-426/92), donde los de-
rechos sociales pasaron a ser considerados derechos fundamentales. García 
Jaramillo (2012) afirma que a partir de esta doctrina:
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el mínimo de condiciones materiales necesarias debe proveer el Estado en casos de-
terminados y a partir del cumplimiento de ciertas condiciones. Tomó así partido la 
jurisprudencia constitucional colombiana en la discusión doctrinaria contemporánea 
sobre el carácter de los derechos sociales: son normas dirigidas al Estado para su cum-
plimiento progresivo... (p. 113).

El gran interrogante frente a esto es saber si los Estados tienen los recursos 
necesarios para garantizar el mínimo contenido de los derechos sociales, 
devenidos ahora derechos fundamentales. Por ejemplo, en el año 2008 la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina9 ordenó al Gobierno 
Nacional la limpieza de la cuenca Matanza-Riachuelo,10 la más contami-
nada de la Argentina. Han pasado trece años y la situación no ha variado, 
en parte por la ineptitud de los gobernantes de turno, y por la falta de 
recursos para una obra de semejante envergadura. En conclusión, hay un 
grupo de familias que hace más de una década esperan el cumplimiento 
del fallo. 

Este análisis nos permite afirmar que la expansión de leyes que crean 
derechos o la creación de derechos por parte de los jueces no se ven refleja-
das en la compleja realidad social latinoamericana. Así, hay gente viviendo 
debajo de un puente en Buenos Aires, a pesar de que el artículo 14 de la 
Constitución argentina garantiza el derecho a una “vivienda digna”. De 
igual manera podemos señalar graves problemas de desnutrición infantil, 
en contraposición con el artículo 4 de la Constitución de México, que 
prevé el derecho a una “alimentación nutritiva”, o la incipiente violencia 
en Colombia durante 2021, a pesar de que la paz es un derecho de “cum-
plimiento obligatorio”, según establece el artículo 19 de la Constitución 
colombiana. En conclusión, la incorporación de derechos no garantiza su 
efectividad. Por tal motivo, frente a este panorama, probablemente el error 
sea pensar que todos los problemas de índole político, social y moral de 
un país se resuelven legislando. Por ejemplo, en la Argentina, que en junio 
de 2021 ocupaba el último lugar entre los países en materia de gestión de 

9.	 Causa: Mendoza, Beatriz Silvia y otros el Estado nacional y otros s/ Daños y perjuicios - 
Daños derivados de la contaminación ambiental del río Matanza-Riachuelo.

10.	 Es la cuenca fluvial más contaminada de la Argentina.
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pandemia, el presidente Alberto Fernández decretó, por la emergencia de 
la enfermedad, la prohibición de despidos (dnu 413/2021), medida que 
ha sido prorrogada hasta el 31 de diciembre de 2021. Sin embargo, para 
mayo de 2021 se perdieron 155,000 puestos de trabajo registrados. La 
explicación no puede ser otra que la imposibilidad de legislar una realidad 
económica dinámica. Si un pequeño comerciante o empresario no pudo 
abrir su negocio por las restricciones y se arruinó, no tuvo más remedio 
que bajar la persiana y dejar sin trabajos a sus empleados, por más decre-
to y prórroga que existan. Si con la simple legislación fuera suficiente, 
bastaría con un decreto que prescriba que todos debemos ser felices y se 
terminarían los problemas. Lamentablemente, no funciona así. Y esto es 
lo que nos lleva a referirnos a la noción de “fetichismo legal”. 

El término “fetichismo legal” ha sido analizado en la literatura de las 
ciencias sociales desde perspectivas marxistas y psicoanalistas. Sin embar-
go, como Julieta Lemaitre (2007) explica la idea de fetichismo legal es 
anterior al marxismo: “Su primer uso lo hace François Gény, para referirse 
a la escuela de la exégesis por su apego a la letra del Código por encima 
de consideraciones de justicia, conveniencia e incluso de lógica” (2007, 
p. 84). La posición de Gény es la de un antiformalista. Este estaría en 
punto de convergencia con el marxismo, al considerar al sistema jurídico 
cómplice de las injusticias de la superestructura. Por otro lado, Lemaitre 
(2007) describe otro de los vínculos del fetichismo legal con las corrientes 
freudianas en lo que respecta a las emociones básicas. La idea del fetiche 
vinculada al placer o al dolor estaría presente en el deseo de crear leyes a 
pesar de que estas no serán satisfactorias o causarán el efecto contrario 
(más dolor). Desde esta perspectiva, a pesar de que podemos saber que 
el derecho no cambiará nada, “el deseo, el disfrute o el dolor, existen en 
un plano que excede el límite del cálculo de la utilidad que resultara de la 
victoria o derrota” (Lemaitre, 2007, p. 87). 

Nuestra propuesta es analizar este concepto fuera de la matriz de las 
corrientes críticas del derecho y vincularlo a la idea de ineficacia. 

En función de lo expuesto, trataremos de responder la siguiente pre-
gunta: ¿Puede ser socavada la eficacia del derecho por el fetichismo legal, 
en el afán de resolver cualquier conflicto del sistema jurídico con la incor-
poración de nuevas normas?
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Colombia es un país que se caracteriza por una cantidad importante 
de leyes y una vasta jurisprudencia en materia de derechos sociales y cons-
titucionales. Sin embargo, el acatamiento o efectividad de su cumplimien-
to va en dirección contraria. Al respecto, Angarita (2018) concluye que: 

La abundancia de normas que se emiten para regular comportamientos en ocasiones 
ajenos al derecho, así como el populismo punitivo y el uso en ocasiones de la facultad 
reglamentaria que bloquea la ejecución del derecho, genera una invalidez e ineficacia 
que convierte el ordenamiento en normas en desuso y se presta para expedir normas 
propuestas en el proceso electoral (p. 215).

En igual sentido, Andrés Botero (2003), en un excelente texto titulado, 
Diagnóstico de la eficacia del Derecho en Colombia y otros ensayos, plantea, 
entre otros asuntos, el caso de Colombia como un ejemplo de la tesis de la 
ineficacia de las normas jurídicas de Hans Kelsen. Así, señala que Colom-
bia adolece de un síndrome normativo. Cualquier problema se resuelve 
creando una ley nueva. Desde 1991, la Constitución de Colombia fue 
modificada 56 veces. De 380 artículos, se reformaron 110. En 30 años 
se modificó una tercera parte de la Constitución. “Debido a la explosión 
normativa, se aprecia que en Colombia, desde el año 2010 hasta el 2015, 
únicamente en normas de carácter general emanadas del Congreso de la 
República se alcanzaron 353” (Angarita, 2018, p. 200). En otras palabras 
“el legalismo, la hipertrofia normativa y el afán de legislar sin conocer la 
realidad sociolegal se han proyectado desde los siglos coloniales a los re-
publicanos” (Guevara Gil y Ramos Arce, 2020). Al respecto, el profesor 
Hernán Olano (citado en El Tiempo, 2020) señala “que el 30% de las 
normas tramitadas cada año por el Congreso son ‘inútiles’, entre estas las 
leyes de honores. Entre 2010 y 2017 se aprobaron más de 100 leyes de 
este tipo, que buscan, por lo general, exaltar a ciertas personalidades”. No 
obstante, este fenómeno de ineficacia jurídica también podemos advertir-
lo en la jurisprudencia. Por ejemplo, sobre el control de seguimiento por 
parte de la Sala Especial del Tribunal Constitucional de Colombia sobre 
sentencias que no materializan lo que dicen. Tal es el caso, respecto de la 
sentencia T-760 de 2008. La Corte impartió un conjunto de directivas al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, con el fin de que tomaran 
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las medidas necesarias para corregir los problemas estructurales y las fallas 
en la regulación del sistema de salud colombiano. Lo que se buscaba evitar 
era tener que recurrir a la acción de tutela por parte de los usuarios. La Sala 
Especial de la Corte Constitucional 

consideró que aunque existieron avances formales con la medida adoptada por el 
Ministerio de Salud y Protección Social (Resolución 1328 de 2016), estos no son 
suficientes para superar la problemática, de un lado, porque la nueva normativa no 
incluyó el régimen subsidiado donde aún persiste el trámite del ctc para la autori-
zación de servicios no incluidos o excluidos del pos. De otro lado, porque si bien las 
medidas adoptadas para el régimen contributivo son conducentes para el acatamiento 
de la orden, el Ministerio no acreditó los resultados y avances reales en su implemen-
tación (Sala Especial de seguimiento del Tribunal Constitucional, 2008).

Hay que advertir que el fallo de la Corte es de 2008 y, el control de segui-
miento por parte de la Sala Especial del 2017. Transcurrieron nueve años 
sin haberse llevado a efecto el decisorio de la Corte Constitucional.

De modo similar, la Sala Especial realizó en 2019 el control sobre la 
sentencia T-025 de 2004. En este fallo, la Corte Constitucional declaró la 
existencia de un estado de cosas inconstitucional en materia de desplaza-
miento forzado, como consecuencia de la vulneración grave, masiva y sis-
temática de los derechos fundamentales de la población desplazada, debido 
principalmente a la precaria capacidad institucional del Estado para atender 
a las personas en situación de desplazamiento y a la insuficiente apropiación 
de recursos para tales efectos. Sin embargo, la Sala Especial evidenció una 
dificultad en la implementación de las medidas, por la falta de recursos e 
instrumentos de las autoridades locales donde se encuentran las comunida-
des desplazadas. En el análisis del auto de seguimiento de control se advierte 
que la Sala atribuye el problema al desconocimiento de los recursos para 
hacer viable las medidas, al afirmar que “...los jueces no pueden descono-
cer el contexto real en que se enmarcan las vulneraciones de los derechos 
fundamentales para evitar que las órdenes sean inocuas o inviables…” (Sala 
Especial de seguimiento del Tribunal Constitucional de Colombia, 2019).

De acuerdo con lo expuesto en los párrafos precedentes, el fetichismo 
legal en su versión colombiana puede dividirse en dos niveles: legislativo 
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y judicial. En el nivel legislativo, con la política de expansión de leyes. En 
efecto, forma parte del discurso político colombiano la cuestión jurídica 
de resolver todo a través de ley. No se sabe si las leyes van a ser ejecutadas o 
cumplidas, pero resulta atractivo el mensaje de nuevas leyes. Y en el nivel 
judicial con fallos, en particular, de la Corte Constitucional, que quedan 
en meras expresiones de deseo o con un significado simbólico, sin llegar 
a materializarse. Ambos poderes, legislativo y judicial, en forma legal o 
pretoriana, siguen creando derechos y resistiendo un sistema jurídico que 
termina deviniendo desuetudo o ineficacia de las normas jurídicas. 

El fetichismo legal puede ser utilizado en un discurso populista, sea 
de izquierda o de derecha, y en sectores conservadores o progresistas. Por 
ejemplo, en materia de justicia penal, los sectores conservadores suelen 
utilizar un discurso de corte punitivista. Suelen poner en discusión el au-
mento de escalas penales o de bajar la edad de imputabilidad. Todo ello sin 
hacer una mínima consideración al estado de las cárceles y sus programas 
de reinserción social. De igual manera, con la edad de imputabilidad, sin 
una mera deferencia a los problemas de acceso a la educación y de margi-
nalidad. Por otro lado, los sectores progresistas, en defensa de las minorías, 
reclaman leyes, libertades, derechos, etc. Los movimientos sociales son un 
ejemplo ilustrativo y contradictoria del fetichismo legal. Por un lado, des-
de un discurso progre socialista, el sistema jurídico es un instrumento de 
opresión, pero, por otro lado, ese mismo sistema aparece como el instru-
mento de oportunidad para la conquista de nuevos derechos. Así, según la 
perspectiva, el derecho es un instrumento “bueno” o “malo”.

En el afán de legislar sin un previo estudio del contexto socioeconó-
mico, las consecuencias pueden ser contraproducentes. Por ejemplo, la 
Ley 100 de Colombia en materia de salud da cuenta de la ineficacia nor-
mativa. Las consecuencias fueron hospitales públicos cerrados, despidos 
de trabajadores, clausura de institutos de investigación y bajas campañas 
de vacunación. De modo similar, podemos señalar la Ley 1257, de 2008, 
sobre la prevención y la sanción de violencia contra la mujer. Luego de 
una década de sanción de la ley han sido asesinadas 12,226 mujeres. Otro 
ejemplo podría es Ley 1335, de 2009, sobre la prohibición de vender 
cigarrillos al menudeo, basta con ir a cualquier esquina para conseguir 
uno. Por otro lado, hay casos insólitos, como la ordenanza del municipio 
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Baranoa, que, debido al problema de espacio en el cementerio municipal, 
creó una multa para quienes no se mudaran si estaban próximos a morir, 
o la ordenanza del municipio de Montería en 2014, que prohibió del cir-
culación de burros durante el Mundial de 2014 para evitar los accidentes 
de tránsito. 

De acuerdo con lo expuesto en los párrafos anteriores, podemos afir-
mar que uno de los motivos que hacen ineficaz un sistema normativo es la 
falta de eficacia normativa, a pesar de la gran cantidad de leyes. En efecto, 
cada cinco días se aprueba una ley nueva en Colombia. 

Esta falta de eficacia deriva en parte, del bajo grado de acatamiento de 
la norma jurídica, la cual la torna en desacuerdo. El bajo grado de acata-
miento puede derivar de una especia de costumbre implícita de no cum-
plimiento de la ley, que termina haciéndola ineficaz. Así, “...una norma 
cae en desuso en el mismo momento en que es aplicada por última vez” 
(Guibourg, 1986, p.).

Cabe aclarar que hablamos de problemas de eficacia, no de validez. En 
este sentido, conviene diferenciar ambos términos. Para ello tomaremos 
como referencia la distinción formulada por Hans Kelsen. Para Kelsen 
(1966), la validez de orden jurídico no fundamenta su eficacia, como la 
eficacia no fundamenta su validez. Las normas de un orden jurídico son 
válidas porque han sido puestas —creadas—, bajo el presupuesto de vali-
dez de la norma básica, pero esto no significa que sean eficaces. La eficacia 
hace referencia a la aplicación y el acatamiento de la norma. “La eficacia es 
una condición de la validez, pero no se identifica con ella” (Kelsen, 1966, 
p. 224). Por ello “...la validez deóntica de una norma jurídica, no es idén-
tica a su eficacia real” (Kelsen, 1996 p. 223). Kelsen (1966) sostiene que la 
relación validez-eficacia tiene un paragón con la relación poder-derecho. 
En este sentido, el derecho nace de un acto de poder, pero luego que es 
creado no se identifica con el poder. Probablemente, el poder influya en la 
eficacia de la aplicación de la normas jurídica. Si retomamos la categoría 
de Estado débil de Derecho, podamos comprender mejor la ineficacia de 
muchas leyes en Colombia. Un poder político con instituciones debilita-
das difícilmente pueda hacer eficaces sus leyes. 

En conclusión, tal vez la revisión de la base jurídica ayude a compren-
der el trasfondo político que hace ineficaz el derecho. La paradoja de todo 
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esto es que teniendo tantas leyes, Colombia termina siendo, recordando 
una de las obras de Carlos Nino, un país al margen de la ley. 

CONCLUSIONES 

En la presentación del trabajo sostuvimos que parte de los problemas de 
Colombia, en particular, se debía a la configuración de un Estado débil de 
Derecho y al fetichismo legal. Para fundamentar esta hipótesis partimos del 
análisis conceptual de dos términos claves para comprender las compleji-
dades de nuestra región: democracia y gobernanza´. Este análisis permitió 
ilustrar cómo la noción de democracia no es semánticamente fija y uní-
voca, sino un asunto de semejanzas de familias (Tomasini, 2018, p. 223). 
Por otro lado, mostramos que la noción de gobernanza está vinculada a la 
noción de gobernabilidad. Las implicaciones del concepto de gobernanza, 
para decirlo de manera sucinta, gravitan en torno a la descentralización de 
lo gubernamental como forma única de Estado eficiente y equilibrarlo con 
la ponderación de una sociedad civil estructurada, activa y vigilante que 
coadyuve a la (in) gobernabilidad de una sociedad.

Luego desarrollamos un análisis del modelo de democracia deliberati-
va, en particular el modelo dialógico de Carlos Nino, como propuesta de 
una práctica social para la búsqueda de razones epistémica. Justificamos 
la elección de este autor por su aporte teórico en esta materia, su compro-
miso con los derechos humanos y los procesos democráticos de la región 
a partir de la década de los 80. La descripción del modelo nos permitió 
identificar la tesis metaética, constructivismo epistemológico, utilizada por 
el autor para la búsqueda y la construcción de valores democráticos en 
común. Luego efectuamos algunas críticas al modelo. En particular, hici-
mos hincapié en la tensión que puede haber entre un modelo normativo 
con particularidades propias de la región que tornan complejo este tipo 
de propuestas teóricas. Para ello argumentos la dificultad metodológica 
de su tesis metaética en la búsqueda de razones epistémicas. En efecto, 
estas críticas dan cuentan del carácter falible de las decisiones en materia 
moral para guiar nuestras acciones. Esto requiere discusión y flexión per-
manentes, porque las prácticas sociales o las deliberaciones se insertan en 
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una experiencia. En tal sentido, siempre la experiencia es más vasta que la 
generalidad de los casos. Dimos algunos ejemplos al respecto. 

Con posterioridad, focalizamos nuestro análisis en las dos categorías 
propuestas Estado débil de Derecho y fetichismo legal. Concluimos, que Co-
lombia cabe en ambas supuestos. Es un Estado débil por sus problemas 
de gobernanza, y está inserto en un fetichismo legal por una inflación le-
gislativa. Ofrecimos algunos ejemplos legislativos y jurisprudenciales que 
dan cuenta del excesivo incremento de leyes y sentencias que no pueden 
materializarse por la falta de recursos. El fetichismo legal ha hecho ineficaz 
el ordenamiento jurídico, al querer resolver todo con leyes, sin una míni-
ma reserva técnica de si están dadas las condiciones para poder aplicar y 
acatar las leyes. No parecería haber una preocupación por parte del sector 
político, que redobla la apuesta con más leyes. De modo tal, sostenemos 
que Colombia está siendo víctima desde hace décadas de un populismo 
legislativo que, como todo populismo, toma decisiones sin importar el 
alto costo que ello tiene para los ciudadanos. Además, la ineficacia de 
las leyes ha configurado una situación de anomia en varios sectores de la 
población.

Probablemente, las críticas durante el desarrollo de este trabajo nos 
motiven a reflexiones sobre los modelos constitucionales de nuestra región. 
En definitiva, las decisiones políticas, los procesos electorales, la creación 
de leyes, se ajustan, o deberían ajustarse, a las constituciones. Pero estas 
constituciones, que son muy importante, tienen una ingeniería normativa 
que permite mantener algunas prácticas políticas que tanto daño han he-
cho a nuestra región. Las reelecciones indefinidas, la concentración de po-
der, la falta de representación política o la dependencia del poder judicial 
frente a los gobiernos de turno dan cuenta de esta problemática regional. 
Así, el poder político, económico, las élites, el conservadurismo, encuen-
tran refugio en este diseño. No importa que las leyes sean ineficaces, lo 
importante es mantener el statu quo. 

Que el derecho tiene una naturaleza política, eso no lo discutimos. El 
problema es cuando el derecho se vuelve político. Al respecto, finalizamos 
citando un fragmento del libro de Roberto Gargarella (2020), La derrota 
del Derecho en América Latina, que sintetiza parte de lo que hemos querido 
expresar en este trabajo: 
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El derecho puede y debe ser otra cosa. Quienes lo pensamos desde un punto de 
vista igualitario, y por tanto democrático, tenemos que reconocer que puede y debe 
trabajar en la dirección opuesta, esto es, a favor del empoderamiento legal de los más 
débiles y en contra de la impunidad de los más poderosos (p. 88).
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Resumen
Los Estados, dentro de sus regímenes democráticos, exigen que uno de los ejes 
fundamentales para el desarrollo sea el de la educación; en ese sentido y bajo un 
esquema poco previsto, el caso de la contingencia sanitaria obliga a replantear 
los procesos internos de las agendas públicas de los gobiernos. Con esta óptica, 
muchos cambios surgieron a raíz de la pandemia provocada por la covid-19, y 
las tecnologías de la información y la comunicación (tic) han permitido que 
muchas de las actividades cotidianas de los individuos siguieran realizándose de 
una manera atípica, cuyo caso más visible es el campo de la educación, donde 
el uso de las tic propicia el desarrollo de habilidades y la generación de cono-
cimientos, al mismo tiempo que se deben buscar estrategias que favorezcan el 
estudio y el compromiso de los alumnos con la aplicación de los objetivos de 
desarrollo sostenible (ods) para su formación. 
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Technological tools and implementation of the sdgs  
in the academic field, in times of pandemic

Abstract
The States, within their democratic regimes, demand that one of the funda-
mental axes for development be that of education, in that sense and under an 
unforeseen scheme, in the event of the health contingency it forces to rethink 
the internal processes of the public agendas of the governments. From this pers-
pective, many changes arose as a result of the pandemic caused by covid-19, 
being information and communication technologies (ict), which have allowed 
many of the daily activities of individuals to continue to be carried out in a 
way atypical, being the most visible case in the field of education, where the 
use of ict favors the development of skills and the generation of knowledge, at 
the same time that strategies should be sought that favor the study and com-
mitment of students with the application of the sustainable development goals 
(sdg) for their training.
Key words: higher education, information technology, educational practices, sdg

INTRODUCCIÓN

A raíz de los hechos suscitados en la actualidad, provocados por la co-
vid-19, muchas de las actividades quedaron paralizadas (García-Peñalvo 
et al., 2020). Asimismo, en el trascurso de la historia, el hombre, en su 
afán de trasmitir, conservar y difundir la información y los conocimientos 
adquiridos, ha creado y utilizado diferentes métodos, estrategias, formas y 
herramientas para lograr sus objetivos, realizando con esto un desarrollo 
asombroso, con el cual ha conseguido establecer nuevas formas de comu-
nicación e interacción con otros individuos, desde la utilización de las 
pinturas rupestres, la escritura, la música, el papel, el papiro, la imprenta, 
el telégrafo, etc., hasta llegar a nuestros días con el uso de Internet y la 
amplia gama de servicios y herramientas que nos proporciona, para lograr 
un sinfín de actividades, y uno muy especial e indispensable en la huma-
nidad, que es mantener una comunicación más directa, en tiempo real, sin 
importar el tiempo ni la distancia, facilitando así en muchos sentidos la 
vida cotidiana de los individuos que conforman una sociedad, por lo cual, 
en estos tiempos de la covid-19, ha quedado de manifiesto la importancia 
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del uso y el aprovechamiento de las tic para diversas actividades, específi-
camente en la educación. 

Por ello, en el sistema educativo, en especial en el nivel superior, ha 
sido más evidente la utilización de las tic, para lograr un avance y el mejor 
aprovechamiento de los recursos con que se cuenta, con lo que se propicia 
que el conocimiento se genere y se transmita de manera más rápida y efec-
tiva, aprovechando las bondades que dichas tic ofrecen en estos tiempos.

Los avances tecnológicos han propiciado que algunos autores hayan 
denominado estos tiempos como la nueva “revolución social”, dado que 
el término “la sociedad de la información” hace referencia a que la materia 
prima, que es “la información”, es el motor de esta nueva sociedad, y en 
torno a ella seguirán surgiendo nuevos profesionales, y por ende nuevos 
trabajos, así como la adaptación de las profesiones ya existentes (Zedadra 
et al., 2019).

Siendo así, la dimensión social de las tic se vislumbra atendiendo a la 
fuerza y la influencia que estas tienen en los diferentes ámbitos y a las nue-
vas estructuras sociales que están emergiendo y producen una interacción 
constante y bidireccional entre la tecnología y la sociedad. La influencia 
que ejerce la tecnología sobre la sociedad ha sido claramente explicitada 
por Kranzberg (1985), en su ley sobre la relación entre tecnología y socie-
dad: “La tecnología no es buena ni mala, ni tampoco neutral” (1985, p. 
50) en palabras de (Belloch Ortí, 1985), esta relación no debe entenderse 
como una fatalista y determinista, sino nos conduce a nuevas situaciones y 
planteamientos que deben llevarnos a través de la investigación y el análi-
sis de sus efectos a tomar posiciones que marquen el camino y la dirección 
a seguir atendiendo a la sociedad que deseamos construir. 

En este sentido, y pese a las alteraciones que la covid-19 ha provocado 
en la educación, la importancia de las instituciones de educación superior 
en la promoción y aplicación de los ods en la actualidad toma mayor rele-
vancia. Entre los diecisiete ods aprobados en 2015, el ods 4 se refiere a la 
educación, y en él la meta 4.3 señala que tiene como objetivo: “Para 2030, 
asegurar el acceso en condiciones de igualdad para todos los hombres y 
las mujeres a una formación técnica, profesional y superior de calidad, 
incluida la enseñanza universitaria” (iesalc y unesco, 2020), para lo cual 
aún queda mucho por hacer para alcanzar esta meta.
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En este sentido, la educación superior es también un elemento fun-
damental para alcanzar otros objetivos, como: fin de la pobreza (ods 1), 
salud y bienestar (ods 3), igualdad de género (ods 5), trabajo decente 
y crecimiento económico (ods 8), producción y consumo responsables 
(ods 12), acción por el clima (ods 13), y paz, justicia e instituciones só-
lidas (ods 16). 

En esta misma línea, la unesco traza una hoja de ruta para la im-
plementación del ods 4, constituida por el Marco de Acción Educación 
2030; se basa esencialmente en dos pilares políticos fundamentales rela-
tivos al seguimiento y la promoción de las oportunidades de aprendizaje, 
así como a las personas excluidas, para lo cual es indispensable identifi-
car las herramientas tecnológicas que utilizan los estudiantes y las que la 
institución pone al alcance de ellos para lograr sus objetivos académicos 
y personales, por lo cual es indispensable la identificación de sistemas o 
programas existentes en materia de educación superior con los cuales se 
reconozca un sistema educativo de enseñanza superior correctamente es-
tablecido y reglamentado que permita ampliar el acceso, la igualdad, la 
calidad y la pertinencia y, a la vez, pueda reducir la disparidad entre el 
contenido de la enseñanza y lo que el alumnado debe y puede aprender, 
a fin de garantizar el desarrollo sostenible y de aprovechar plenamente las 
tecnologías, los recursos educativos abiertos y la enseñanza a distancia.

INTEGRACIÓN DE LAS tic EN LA EDUCACIÓN  
EN TIEMPOS DE LA COVID-19

A la par de lo anteriormente descrito, es evidente que en la actualidad a 
raíz de la pandemia, se deben considerar nuevas opciones para el uso y el 
aprovechamiento de las tecnologías de la información y la comunicación 
(tic), así como para el desarrollo de habilidades y actitudes con las cuales 
puedan utilizar efectivamente las tic. Se trata de adquirir las habilidades 
y los conocimientos para evaluar críticamente, elegir éticamente y tomar 
decisiones más acertadas en cuanto a la información a la cual se accede y 
se utiliza (Hernández-Pérez y García-Moreno, 2011).



113

Herramientas tecnológicas e implementación de los ods  
en el ámbito académico en tiempos de pandemia

El uso y el consumo de herramientas y servicios digitales han aumen-
tado, y se espera que esta tendencia siga en aumento en los próximos años, 
como plantea el informe del iesalc y de la unesco (2020). No podemos 
definir el consumo de tic como un problema, dado que los avances tec-
nológicos propician este consumo y la actualización de los servicios ofre-
cidos, lo que favorece que los usuarios adquieran nuevos conocimientos 
y habilidades con los cuales hacer uso óptimo de los recursos tic, para lo 
cual deberán estar preparados para afrontar un aprendizaje que les será de 
utilidad a lo largo de la vida, con el fin de hacer frente a los desafíos y evi-
tar los peligros de la exclusión social (Pinto y Guerrero-Quesada, 2017).

Por otro lado, la unesco ha emitido un conjunto de recomendaciones 
y acciones para propiciar que las personas adquieran los conocimientos 
y habilidades necesarios para el manejo de las tic, alineados con los re-
querimientos y propuestas de las ods, especialmente en estos tiempos de 
contingencia, y más específicamente en el ámbito de la educación. En este 
sentido, en la región de América Latina y el Caribe varios gobiernos se han 
abocado a la tarea de definir sucesivos planes de acción y marcos de polí-
tica dirigidos al uso de las tic, para promover el desarrollo y contrarrestar 
las desigualdades sociales. Estas iniciativas requieren que las instituciones 
de educación superior asuman una posición de liderazgo en materia de 
capacitación, uso y acceso a las nuevas tecnologías. 

El Plan de Acción —elac2015— para la Sociedad de la Información 
en América Latina y el Caribe (cepal et al., 2010) establece que las tic 
son herramientas diseñadas para promover el desarrollo económico y la 
inclusión social. Adicionalmente, el elac2015 considera que la incorpora-
ción de las tic a la educación, particularmente en materia de proporcio-
nar acceso universal e inclusivo a la educación, constituye una prioridad 
(unesco Institute for Statistics, 2013).

Siguiendo esta línea, a escala nacional en el ámbito de la educación, 
el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 (pnd) (Hernández, Salazar, 
2012) hace suya la prioridad de la educación de calidad al incluirla como 
una de sus cinco metas nacionales, tomando en cuenta que una educa-
ción de calidad mejorará la capacidad de la población para comunicarse, 
trabajar en grupos, resolver problemas, usar efectivamente las tecnologías 
de la información, así como para una mejor comprensión del entorno en 



114

Elibí Godínez Cerda

que vivimos. Como se señala en el pnd, el enfoque consiste en promover 
políticas que acerquen lo que se enseña en las escuelas y las habilidades 
que el mundo de hoy demanda desarrollar para una sana convivencia y el 
aprendizaje a lo largo de la vida. 

En el Programa Sectorial de Educación 2013-2018 se prevén seis ob-
jetivos para articular el esfuerzo educativo, cada uno acompañado de sus 
respectivas estrategias y líneas de acción, pero en nuestro caso nos enfoca-
remos en dos de ellos, por estar relacionados con la educación superior y 
la investigación:
•	 Objetivo 2: Fortalecer la calidad y la pertinencia de la educación me-

dia superior, superior y de formación para el trabajo, a fin de que 
contribuyan al desarrollo de México. 

•	 Objetivo 6: Impulsar la educación científica y tecnológica como ele-
mento indispensable para la transformación de México en una socie-
dad del conocimiento.

En el caso que nos ocupa, y como podemos observar en el informe endu-
tih 20017, podemos resaltar que el mayor uso o consumo de Internet se 
da en la educación superior. Es evidente el desarrollo que han tenido las 
tic en los últimos años, y ahora con la necesidad de trabajar desde casa 
es más evidente el uso de estos recursos y herramientas. Así, pues, este 
desarrollo queda de manifiesto en el informe del inegi en la Encuesta 
Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información 
en los Hogares 2017 (endutih, 2018), donde se observa la tendencia al 
aumento de uso y consumo de los recursos tic en distintas áreas, sobre 
todo en el área de educación.

En México existen 71.3 millones de usuarios de Internet, que repre-
sentan el 63.9% de la población de seis años o más. El aumento total de 
usuarios respecto de 2016, con un incremento de 4.4 puntos porcentua-
les. El grupo de población con mayor proporción de usuarios de Internet 
es el de los hombres de 18 a 34 años de edad, casi el 85% de la población 
de este grupo usa este servicio, mientras que el grupo de edad con menor 
uso es el de las mujeres de 55 años y más. Sea mediante conexión fija o 
móvil, 17.4 millones de hogares disponen de Internet (50.9% del total na-
cional), lo que significa un incremento del 3.9% respecto del año anterior. 
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En comparación con 2019, y de acuerdo con la endutih/inegi, 2020, 
80.6 millones de las personas de seis años o más en el país hacen uso de 
Internet (70.1% de la población), proporción superior a la registrada en 
2018 (65.8%). La relación de acceso a Internet por zona urbano-rural pre-
senta una diferencia de 28.9 puntos porcentuales, ya que los resultados re-
flejan 76.6% en las zonas urbanas y 47.7% en las rurales. De la población 
con estudios universitarios, el 96.4% se conecta a la red, mientras que del 
grupo de personas con estudios de educación básica se conecta el 59.1%. 

Las principales actividades realizadas en Internet durante 2019 son: 
para entretenimiento (91.5%), para obtener información (90.7%) y para 
comunicarse (90.6%). Las transacciones electrónicas, las compras o pagos 
realizados a través de la red, siguen siendo una actividad poco común entre 
los usuarios de Internet, pues registra en 2019 el 27.2%, proporción que 
continúa en aumento debido a que en 2018 la participación fue del 23.7 %. 

Asimismo en 2019 el teléfono celular representa la tecnología con 
mayor penetración nacional, con 86.5 millones de personas usuarias en el 
país. Las mujeres (44.7 millones) lo usan más que los hombres (41.8 mi-
llones). El 88.1% cuenta con al menos un celular de los llamados teléfonos 
inteligentes o Smartphone. Entre la población que dispone de este tipo de 
celular, el 94.7% usa la funcionalidad de conexión a la red.

En comparación con 2017, el 72.2% de la población de seis años o 
más utilizó el teléfono celular. Ocho de cada diez disponen de celular in-
teligente, con lo cual tienen la posibilidad de conectarse a Internet. El nú-
mero total de usuarios que solo disponen de un celular inteligente creció 
de 60.6 millones de personas a 64.7 millones de 2016 a 2017. También se 
incrementó de 89.0% en 2016 a 92.0 % en 2017 el número de usuarios 
que se conectan a Internet desde un celular inteligente.

En el uso de la computadora, en 2019 el 43.0% de la población de 
seis años o más es usuaria de esta herramienta (49.4 millones). La propor-
ción es menor en 8.3% comparada con los usuarios que había en 2015 y 
menor en 2.0 puntos porcentuales respecto de los registrados en 2018. En 
relación con la proporción de hogares que disponen de computadora se re-
gistró un descenso marginal, al pasar del 44.9% en 2015 y 2018 al 44.3% 
en 2019, lo que significa una reducción de 0.6 puntos porcentuales.
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Los usuarios de computadora de seis años o más alcanzan en 2017 los 
50.6 millones, equivalentes al 45.3% del total de la población en este ran-
go de edad. Este universo es menor en 1.7 puntos porcentuales respecto 
del registrado en 2016, el cual alcanzó el 47.0 %. La proporción de ho-
gares que disponen de computadora registró un descenso de -0.2 puntos 
porcentuales, al pasar del 45.6% en 2016 a 45.4% en 2017.

Los datos de la figura 1 muestran que a mayor nivel de escolaridad, 
mayor uso de Internet, lo que hace suponer que los estudiantes de nivel 
superior tienen un mayor consumo de recurso digitales.

Figura 1 
Porcentaje de Internet

Fuente: inegi, endutih 2019.

En la figura 2 podemos observar que las principales actividades realizadas 
en Internet durante 2020 son: “para obtener información” (96.7 %), “para 
entretenimiento” (91.5 %) y “para comunicarse” (90.6 %). Otras como 
“acceder a contenidos audiovisuales” y “acceder a redes sociales” muestran 
porcentajes del 80.5 y el 87.8 %, respectivamente, mientras que para leer 
periódicos, revistas o libros tenemos solo el 47.3%.
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Figura 2 
Usuarios de Internet

Fuente: inegi, endutih 2019.

Asimismo, en la figura 2 podemos observar que, efectivamente, el uso de 
los recursos electrónicos va en aumento, donde se contempla únicamente 
a las personas mayores de quince años y en el caso que nos ocupa el uso, 
aplicación y aprovechamiento de las tic, así como todo lo que implica y 
genera en los estudiantes y docentes en la educación a nivel superior.

Como se ha visualizado, el aumento en cuanto al uso de las tic, es-
pecíficamente Internet y la computadora, ha ido en aumento, pero, sobre 
todo en estos tiempos de pandemia, las restricciones causadas por inter-
venciones no farmacéuticas, y más como acciones que han emprendido los 
gobiernos, tanto locales como nacionales, como el distanciamiento social, 
han impactado de manera directa en los servicios de educación en todos 
los niveles, específicamente en el nivel superior, ya que los estudiantes 
y los maestros no pueden reunirse físicamente en los espacios destinado 
para la impartición de las clases. Dichas limitaciones han propiciado que 
se apliquen estrategias y acciones con las cuales se dé la oportunidad para 
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que los estudiantes aprendan durante el período de distanciamiento social 
(Reimers y Schleicher, 2020). 

De esta forma, podemos señalar que el tiempo dedicado al aprendiza-
je, o tiempo de aprendizaje, es uno de los predictores más confiables de la 
oportunidad de aprender. En los Estados Unidos, los investigadores han 
documentado los efectos de la “pérdida de aprendizaje durante el verano”, 
y han demostrado que la interrupción prolongada de los estudios provoca 
no solo una suspensión del tiempo de aprendizaje, sino también pérdida 
de conocimiento y habilidades adquiridas. Cooper, H. et al. (1996). Una 
revisión de la investigación sobre la pérdida de aprendizaje en verano en 
los Estados Unidos demuestra que durante las vacaciones de verano los 
estudiantes pierden el equivalente a un mes de aprendizaje en el año aca-
démico, la pérdida es mayor en matemáticas que en lectura, y la pérdida 
aumenta con el grado escolar. La pérdida también es mayor para los estu-
diantes de bajos ingresos (Reimers y Schleicher, 2020). 

Además, las diferencias entre estudiantes con relación al apoyo que 
pueden recibir de los padres pueden ser proporcionarles para lograr acce-
der a oportunidades educativas, esto es, directamente en casa o de forma 
privada, las diferencias en la capacidad de los distintos tipos de escuelas 
para apoyar el aprendizaje de sus estudiantes de forma remota y las dife-
rencias entre los estudiantes en su capacidad de resiliencia, motivación y 
habilidades para aprender de forma independiente y en línea, dificultan el 
transitar académico del estudiante y agrandan las brechas de oportunida-
des ya existentes. 

Las diferencias entre los distintos sistemas escolares, en cuanto a su 
capacidad para diseñar e implementar acciones educativas en beneficio de 
sus comunidades educativas durante esta contingencia, amplían las bre-
chas de oportunidades en todas las autoridades competentes como resul-
tado, en ausencia de una respuesta educativa intencional y efectiva. Esta 
disrupción afecta los medios de vida de las personas y la prospectiva de sus 
comunidades y actividades, por lo que es imprescindible que los líderes 
educativos implementen estrategias con las cuales mitiguen el impacto 
educativo de la pandemia. Con la cooperación entre diversos actores se 
puede ayudar a los sectores educativos, en el diseño de respuestas y accio-
nes educativas efectivas; la primera y más simple forma de cooperación 
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es intercambiar conocimiento sobre qué están haciendo actualmente las 
instituciones, comunidades y regiones para proteger las oportunidades 
educativas durante la pandemia. 

En este sentido, en el campo de la educación se han tomar accio-
nes desde las Instituciones de Educación Superior (ies), acciones de vi-
tal importancia para el desarrollo social, económico, político y cultural 
de cualquier nación o región. En el documento, “La educación superior 
en el siglo xxi”, presentado por la Asociación Nacional de Instituciones 
de Educación Superior (anuies), se establece que la educación superior 
contribuye de manera fundamental a que los mexicanos disfruten de paz 
y prosperidad en un marco de libertad, democracia, justicia y solidari-
dad, pero, a pesar de las diversas acciones emprendidas, Castro-Villagrán 
y Cosgaya-Barrera (2016) señalan que, a lo largo del camino recorrido, así 
como de las grandes inversiones que han realizado las ies en materia de 
tecnología educativa con la finalidad de propiciar un aprendizaje significa-
tivo en los estudiantes, solo en las últimas décadas se comenzó a evaluar el 
impacto de todas las iniciativas tic implementadas en educación superior. 

Rodríguez y Nussbaum (2010) se refieren al poco conocimiento que 
aún se tiene sobre el impacto de las tic en la educación. Actualmente no 
existe un modelo sistemático para medir los efectos del uso de las tic en 
la educación, ni se conoce el impacto sobre el desempeño laboral de los 
alumnos una vez egresados. 

Diversos estudios muestran que el uso de las tic en la educación de-
pende de múltiples factores (infraestructuras, formación, actitudes, apoyo 
del equipo directivo, etcétera), entre los cuales el más relevante es el interés 
y la formación por parte del profesorado, tanto en lo instrumental como 
en pedagógico (Castro-Villagrán y Cosgaya-Barrera, 2016). El estudio 
realizado por Apple Classrooms of Tomorrow (1985), en el cual se analiza 
cómo integran los docentes los recursos tecnológicos (tic), indica un pro-
ceso de evolución que sigue cinco etapas:
•	 Acceso: Aprende el uso básico de la tecnología.
•	 Adopción: Utiliza la tecnología como apoyo a la forma tradicional de 

enseñar.
•	 Adaptación: Integra la tecnología en prácticas tradicionales de clase, 

apoyando una mayor productividad de los estudiantes.
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•	 Apropiación: Realiza actividades interdisciplinares, colaborativas, ba-
sadas en proyectos de aprendizaje. Utiliza la tecnología cuando es ne-
cesaria.

•	 Invención: Descubre nuevos usos para la tecnología o combinan varias 
tecnologías de forma creativa.

Asimismo, otros estudios realizados sobre la utilización de tic (Herrera 
Batista, 2009) indican que en su primer año de licenciatura en la unam 
los estudiantes universitarios utilizan Google (93%), Yahoo (6%), y otros 
(1%) como principales herramientas para la búsqueda de información 
general; para la búsqueda de información específica prefieren Wikipedia 
(87%) y monografías.com (8%), el resto utiliza otros sitios (5%). El 85% 
declaró nunca haber utilizado una plataforma educativa en sus activida-
des académicas, y solo el 15% contestó haber utilizado plataformas como 
Moodle, ATutor y Blackboard. Con respecto a los teléfonos móviles, el 
41% indicó usar el teléfono en sus actividades educativas. 

En esta misma línea, M., Dávalos, H., Soto, J. (2009), en artículo 
de Castro-Villagrán y Cosgaya-Barrera (2016), confirman el interés por 
los jóvenes en el uso de las tic como herramienta de aprendizaje; en un 
estudio realizado con estudiantes de ingeniería química del Instituto Poli-
técnico Nacional aseguran que la mayoría de los alumnos de una muestra 
representativa usa los medios electrónicos como fuentes de información y 
confía en ellos; la tendencia es más notoria en alumnos del área fisicoma-
temáticas, cuya mayor parte ha consultado libros digitales, visitado foros y 
buscado información a través de algún buscador web, con Google (85%) 
como el más utilizado, y Science Direct (1.66%) como el de menos uso. 

Dávalos et al. (2009) describen los resultados de su estudio en pala-
bras de los estudiantes: la principal dificultad fue encontrar artículos en el 
idioma inglés, no entendía algunos conceptos, no se pueden copiar para 
modificar, algunas publicaciones requieren pago para poder descargarlas y 
analizarlas, es aburrida la búsqueda, lleva mucho tiempo el uso de busca-
dores es complicado.

En ambos estudios podemos percatarnos de que los estudiantes, a pe-
sar de usar las tic para acceder y obtener información, la utilización de 
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recursos confiables, como son las bases de datos, repositorios institucio-
nales, bibliotecas digitales, etc., se hace evidente el desconocimiento de 
uso y manejo de estos recursos, o por lo menos en estos estudios no se 
mencionan. Por tanto, para propiciar un aprendizaje significativo en los 
estudiantes, con la finalidad de formar ciudadanos comprometidos y com-
petitivos, para enfrentar con éxito su desarrollo profesional, es necesario 
conocer el aprovechamiento de esta tendencia propiciada por el aumento 
de consumo y utilización de herramientas tecnológicas, así como los re-
cursos electrónicos para la consulta de información confiable. 

LAS ODS EN LA EDUCACIÓN SUPERIOR

Las ies, vistas como principales difusoras del conocimiento, son una pieza 
clave para lograr el progreso de las metas u objetivos que los ods propo-
nen. Desde la incorporación a los planes de estudios, la academia ha teni-
do que establecer nuevas medidas educativas que se acoplen a la formación 
de ciudadanos y comunidades de aprendizaje, empleando una conciencia 
humanística para el bienestar común.

En este sentido, el 11 de febrero de 2020, en La Habana, Cuba, den-
tro del marco de la xxvii Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de 
Gobierno, ministros y altas autoridades de gobierno respaldaron la im-
plementación de los convenios regional y global sobre educación superior 
adoptados por Conferencia General de la unesco en su 40a reunión, en el 
cual se establece lo siguiente: apoyando la labor que en este sentido realiza 
el Instituto Internacional de la unesco para la Educación Superior en 
América Latina y el Caribe (iesalc), a través de los instrumentos perti-
nentes del Espacio Iberoamericano del Conocimiento (iesalc y unesco, 
2020).

Por lo anterior, se estableció que los Estados miembros presentes, en 
representación de diecinueve países de Iberoamérica, se comprometieran 
a promover la ratificación de instrumentos que logren facilitar el reconoci-
miento de los títulos, la movilidad académica y profesional de los titulados 
en el Espacio Iberoamericano del Conocimiento, dentro del marco de 
la internacionalización de la educación superior. En dicho documento se 
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hace mención en particular a la educación superior digital como aporte a la 
actividad universitaria. Ello ha propiciado que las autoridades educativas re-
comienden impulsar acciones estratégicas y presupuestarias para el fomento 
de la innovación en las instituciones de educación superior, favoreciendo 
así la implementación de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible; por 
ejemplo, a través de su divulgación en los currículos universitarios.

En este contexto se considera que la educación superior tiene una 
importancia crucial para el logro de los ods, dada su labor de generación 
y difusión del conocimiento y su preeminente situación dentro de la so-
ciedad. Además, hay una mención explícita de este nivel, respaldado por 
la Declaración de Incheon y el Marco de Acción ods 4- Educación 2030 
(unesco, 2016), lo que permite inferir que es probable que ninguno de 
los ods pueda cumplirse sin la implicación de este sector. Tanto es así que 
han sido identificadas tres formas en que la educación superior se mani-
fiesta en los ods:
•	 Como un objetivo en sí mismo.
•	 Como parte del sistema educativo en su conjunto. 
•	 Como un motor para el desarrollo.

Por tanto, este marco de acción pretende avanzar en la consecución de 
los acuerdos internacionales existentes en materia de educación superior, 
con el cual se reconozca que un sistema educativo de enseñanza superior 
correctamente establecido y reglamentado logra permitir ampliar el acce-
so, la igualdad, la calidad y la pertinencia, así como reducir la disparidad 
entre el contenido de la enseñanza y lo que el alumnado debe aprender, 
a fin de garantizar el desarrollo sostenible y de aprovechar plenamente las 
tecnologías, los recursos educativos abiertos y la enseñanza a distancia.

EL CENTRO UNIVERSITARIO DE LA CIÉNEGA

El presente trabajo de investigación se realizó en el Centro Universitario 
de la Ciénega de la Universidad de Guadalajara, campus Ocotlán, toman-
do en cuenta el período del ciclo 2020 A, el cual comprende de febrero a 
julio del 2020, considerando los tres programas educativos (pe) con mayor 
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número de alumnos (Administración, Abogado y Contaduría); asimismo 
se considera que de los dieciséis pe de licenciatura, se consideró una po-
blación encuestada de 2,008 estudiantes de un total de 6,500 alumnos y 
una planta docente de 500 profesores y 150 elementos del personal ad-
ministrativo. 

Para la elaboración del instrumento se realizó, como primera etapa, la 
conformación de dos grupos de trabajo donde se desarrolló un formulario 
a modo de encuesta que se aplicó durante el mes de marzo-abril; dada 
la situación de la pandemia de la covid-19, se optó por el formulario de 
Google, ya que es una herramienta accesible y la UdeG cuenta con un 
acuerdo para el uso de Google for Education.

En dicha encuesta se evaluó principalmente: El impacto de las tic 
en el desarrollo académico de los estudiantes y qué tipo de capacitación 
se ofrece para la comunidad universitaria para el uso adecuado de las tic, 
tomando en cuenta que esto último permite identificar la pertinencia de 
su aplicación que es el eje central de nuestra investigación.

Se optó por los tres pe (Administración, Abogado y Contaduría) que 
cuentan con un número mayor de alumnos, en relación con los otros pe, 
y se obtuvo respuesta de 2,008 encuestados, distribuidos de la siguiente 
manera:
•	 Administración 488
•	 Derecho 724
•	 Contaduría 796 

El un promedio de encuestados fue del 95% de la población total de las 
tres carreras. En cuanto al análisis estadístico y el manejo de los resultados, 
se utilizó el programa de Excel de la paquetería de Office, ya que permite 
una mejor interpretación de los datos.

La investigación nos aportó los siguientes resultados:
Con respecto al proceso de enseñanza aprendizaje, se debe considerar 

que las herramientas tecnológicas se utilizan en la mejora de dicho proceso 
a través de su aplicación en clase o en línea con cursos semipresenciales o 
en actividades complementarias, como exámenes departamentales, cues-
tionarios y encuestas; por ello se puede señalar que se muestra un avance 
a la actualidad que se cuenta con un promedio de 150 cursos registrados 
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en la plataforma Moodle3.5, los cuales han sido creados por los profesores 
de los diferentes departamentos, así como otros que han sido creados para 
la formación docente, los cuales apoyan el desarrollo de las actividades 
académicas de los diferentes pe. 

En cuanto a las necesidades emprendidas por parte de la Administra-
ción del Centro Universitario de la Ciénega, con relación al apoyo para 
que los alumnos lograran una conexión a Internet, con la finalidad de que 
tengan un contacto sincrónico con sus profesores y demás compañeros, 
se emprendieron acciones, como el reparto de tarjetas chip con 3 gigas de 
acceso a Internet, para lo cual se hizo un sondeo de los alumnos con mayor 
vulnerabilidad para la conexión a Internet. 

Otra de las acciones que se emprendieron en el cuciénega fue el 
préstamo de equipos de cómputo, tableta y ChromeBook, con la finalidad 
de que los alumnos tuvieran la oportunidad de estar conectados y conti-
nuaran su trayecto académico en este confinamiento.

Estos resultados permiten identificar que el uso de las tic impacta 
de manera más significativa si se considera necesaria para los diferentes 
procesos que se llevan a cabo en la instituciones educativas, y no solo 
considerar que se puede hacer uso en la enseñanza aprendizaje. Se observó 
que existe una gran cantidad de alumnos que no cuentan con este servicio, 
y es necesario un estudio más a fondo para afrontar con mayor ímpetu e 
implementar otras acciones que puedan solventar esta brecha digital iden-
tificada en la comunidad universitaria del cuciénega.

En cuanto a la conectividad, un 80% de los encuestados manifestó 
contar con un servicio de Internet, pero, a la vez, manifestó que el servicio 
a raíz de la pandemia se hizo muy lento y que presenta fallas muy seguido, 
en comparación con antes de que se iniciara el confinamiento.

Asimismo, un 70% de los encuestados respondió contar con una 
computadora de escritorio para realizar sus trabajos académicos, y un 80% 
cuenta con laptop, lo que quiere decir que la mayoría de los alumnos 
posee equipo de cómputo para realizar sus trabajos académicos; el otro 
20% manifestó que acude a cibercafés, a la Coordinación de Tecnologías 
para el Aprendizaje para solicitar un equipo de cómputo (tableta, laptop, 
ChromeBook) o acuden a algún familiar para poder realizar sus activida-
des académicas. 
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A MODO DE CONCLUSIÓN

Es evidente que en tiempos de pandemia se ha propiciado un aumento ex-
ponencial del uso de las tic en todos los ámbitos, en especial el educativo; 
por tanto, de acuerdo con Moguel Marín y Alonzo Rivera (2012), el uso 
inteligente de las tic deberá abarcar tres dimensiones formativas: la cogni-
tiva o conceptudinal, que se relaciona con el aprendizaje de conocimientos, 
procedimientos y habilidades específicas que permitan buscar, seleccionar, 
analizar, comprender y recrear información a la que se acceda a través de 
las tic; la procedimental, que se refiere al dominio técnico o código sim-
bólico de cada tecnología, y la actitudinal, que está vinculada al replanteo 
y el desarrollo de valores y actitudes hacia la tecnología de modo que sean 
críticas y superen predisposiciones y sesgos tecnofóbicos o tecnofílicos. 

En la sociedad de la información en que estamos inmersos, y con 
mayor énfasis en tiempos de covid-19, se requiere nuevas demandas de los 
ciudadanos y nuevos retos a lograr en lo educativo. Entre ellos:
•	 Disponer de criterios y estrategias de búsqueda y selección de la in-

formación efectivos, que permitan acceder a la información relevante 
y de calidad.

•	 Incursionar en el conocimiento de nuevos códigos comunicativos uti-
lizados en los nuevos medios.

•	 Potenciar que los nuevos medios contribuyan a difundir los valores 
universales, sin discriminación a ningún colectivo.

•	 Formar a ciudadanos críticos, autónomos y responsables que tengan 
una visión clara sobre las transformaciones sociales que se van produ-
ciendo y puedan participar activamente en ellas.

•	 Adaptar la educación y la formación a los cambios continuos que se 
van produciendo en lo social, lo cultural y lo profesional.

Las tecnologías de la información y comunicación han ido integrándose 
en los centros educativos de forma paulatina. Las primeras reflexiones teó-
ricas que los profesionales de la educación realizaban sobre la adecuación 
o no de estas tecnológicas para el aprendizaje se han continuado con el 
análisis sobre el uso de estas tecnologías y su vinculación con las teorías de 
aprendizaje, junto a propuestas metodológicas para su implementación.
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El uso de las tic no conduce necesariamente a la implementación 
de determinada metodología de enseñanza/aprendizaje. Se producen en 
múltiples ocasiones procesos educativos que integran las tic siguiendo 
una metodología tradicional en la cual se enfatiza el proceso de enseñanza 
donde el alumno recibe la información que le trasmite el profesor y en la 
cual se valoran fundamentalmente la atención y memoria de los estudian-
tes. No obstante, los profesores que deseen guiar los aprendizajes de sus 
alumnos fomentando la interacción y el aprendizaje colaborativo siguien-
do los postulados del constructivismo social de Vigotsky, o el aprendizaje 
por descubrimiento de Bruner, tienen en las tic un fuerte aliado, funda-
mentalmente en los diferentes recursos y servicios que ofrece Internet.

El impacto de las tecnologías de la información y comunicación so-
bre la educación propicia posiblemente uno de los mayores cambios en 
el ámbito de la educación. A través de Internet y de las informaciones 
y los recursos que ofrece, en el aula se abre una nueva ventana que nos 
permite acceder a múltiples recursos, informaciones y comunicarnos con 
otros, lo que nos ofrece la posibilidad de acceder con facilidad a conocer 
personalidades de opiniones diversas. Por otro lado, las nuevas teorías de 
aprendizaje, que centran su atención no tanto en el profesor y el proceso 
de enseñanza como en el alumno y el proceso de aprendizaje, tienen un 
buen aliado en estos medios, si se utilizan atendiendo a los postulados del 
aprendizaje socioconstructivo y bajo los principios del aprendizaje signi-
ficativo.
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Abordar Haití significa experimentar, al mismo tiempo, fuer-
tes y múltiples sensaciones contradictorias. Se trata de un país 
extravagante, maximalista, irritante, excepcional, intrigante, 
valiente, emocionante, devastador, frágil, precioso, digno, 
orgulloso, injusto. La larga adjetivación es para decir que se 
trata de un país para ser sentido, más que para ser pensado.

Ricardo A. S. Seitenfus 

Resumen 
Se ofrece una aproximación al panorama de Haití en lo que respecta al cum-
plimiento de la Agenda 2030. Se exponen algunos de los problemas que carac-
terizan este contexto de estudio tan complejo (ubicación geográfica, caracterís-
ticas sociodemográficas, pobreza, incidencia de desastres naturales). Se intenta 
contribuir con el debate del desarrollo territorial en pos de que Haití alcance el 
estatus de país emergente en 2030, a través del refuerzo de la paz, la estabilidad y 
la resiliencia de las instituciones y de la población, priorizando sus cinco áreas de 
intervención. El estudio se sustenta en la metodología cualitativa; se emplea la 
observación (no estructurada, ajena, directa, participante, encubierta), así como 
el análisis de contenido de documentos. Se puntualiza en los términos vulne-
rabilidad, emergente y socialización, así como en la incidencia de la pandemia. 
Palabras clave: Haití, Agenda 2030, desarrollo, vulnerabilidad
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Towards a rising Haiti: agenda 2030

Abstract
It’s offers an approach to the panorama of Haiti in what concerns to the exe-
cution of the Agenda 2030. Several problems that show the complexity of the 
studied context are exposed (geography, demographics, poverty and natural 
hazards). It aims to contribute to the development of strategies to reinforce 
peace, stability and resilience of institutions and its population in order to bring 
Haiti closer to an emergent country status for 2030. Its focuses in the 5 high 
priority areas of the Agenda 2030. This study uses a qualitative methodology 
based in several types of not structured observation (direct and cover witness, 
third party), as well as, the analysis of documents. Its remarks in terms such 
as: vulnerability, emerge t economy and socialization together with the current 
Covid-19 incidence.
Key words: Haiti, Agenda 2030, I develop, vulnerability

INTRODUCCIÓN 

La Agenda 20302 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) proponen 
un camino alternativo: una agenda basada en la democracia en lo interno, 
y en un nuevo multilateralismo en lo internacional, por medio de un sen-
dero de desarrollo con sostenibilidad ambiental e igualdad.

Los ods son el corazón de la Agenda 2030, y muestran una mirada 
integral, indivisible y una colaboración internacional renovada. En con-
junto, construyen una visión del futuro que se desea tanto a escala in-
ternacional como en el interior de cada país. Los Estados miembros de 
Naciones Unidas, a través, de los 17 ods,3 con sus 169 metas y 231 indi-
cadores únicos, han expresado firmemente que esta agenda es universal y 
profundamente transformadora.

Con la adopción de la Agenda 2030 se dejan atrás viejos paradigmas 
donde unos países donan, mientras otros reciben ayuda condicionada. 

2.	 La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada en septiembre de 2015 por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas, establece una visión transformadora 
hacia la sostenibilidad económica, social y ambiental (cepal, 2016). 

3.	 Ver tabla 2 en anexos.
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Asimismo, se expresa el principio de responsabilidades comunes pero di-
ferenciadas y de construir una verdadera alianza para el desarrollo donde 
todos los países participan. La Agenda 2030 es, por tanto, una agenda ci-
vilizatoria, que pone la dignidad y la igualdad de las personas en el centro 
al requerir la participación de todos los sectores de la sociedad y del Estado 
para su implementación.

Los ods, se caracterizan por ser:
•	 Universales: constituyen un marco de referencia verdaderamente uni-

versal y se aplican a cada país. En el camino del desarrollo sostenible, 
todos los países tienen tareas pendientes y todos se enfrentan a retos 
comunes, así como individuales, en la consecución de las múltiples 
dimensiones del desarrollo sostenible resumidas en los ods.

•	 Transformadores: En su condición de programa para “la gente, el pla-
neta, la prosperidad, la paz y las alianzas”, la Agenda 2030 ofrece un 
cambio de paradigma en relación con el modelo tradicional de de-
sarrollo hacia un desarrollo sostenible que integra la dimensión eco-
nómica, la social y la medioambiental. La Agenda 2030 proporciona 
una visión transformadora para un desarrollo sostenible centrado en 
las personas y el planeta, y basado en los derechos humanos y en la 
dignidad de las personas.

•	 Civilizatorios: La Agenda 2030 trata de que nadie quede rezagado y 
procura “un mundo de respeto universal hacia la igualdad y la no 
discriminación” entre los países y en dentro de estos, incluso en lo 
tocante a la igualdad, mediante la confirmación de la responsabilidad 
de todos los Estados de “respetar, proteger y promover los derechos 
humanos, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de otro tipo, origen nacional o social, propiedad, 
nacimiento, discapacidad o cualquier otra condición”.

Según la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal, 
2016) los ods constituyen una herramienta de planificación a escalas tan-
to nacional como local. Gracias a su visión a largo plazo, se configuran 
como un apoyo en aras de un desarrollo sostenido, inclusivo y en armonía 
con el medio ambiente, a través de políticas públicas e instrumentos de 
presupuesto, monitoreo y evaluación. 
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Ahora bien, ¿cómo convertir a Haití en un país emergente en 2030, 
si las crisis provocadas (sociales, económicas, ambientales, etcétera) por la 
pandemia han sido devastadoras a corto plazo?, ¿qué se desea a escala na-
cional?, ¿cómo los programas nacionales se vinculan al cumplimiento de 
los ods?, ¿cuáles son las responsabilidades de las instituciones/ministerios/
ciudadanía?, ¿cómo diseñar e implementar políticas públicas basadas en 
evidencias que no dan cuenta de una realidad actual haitiana? Esas son 
algunas de las preguntas que surgen a tenor con el título planteado. 

El presente documento describe la complejidad de los fenómenos que 
tienen lugar en un contexto tan confuso como es el caso de Haití; a la par, 
ofrece puntos de análisis en aras de contribuir a la optimización de las in-
tenciones que como país se posee cuando del cumplimiento de la Agenda 
2030 se trata. 

Si bien los problemas en el cumplimiento de la agenda ya eran evi-
dentes, la pandemia ha venido a exacerbarlos. Frente a esta realidad es 
imprescindible la adopción de nuevos modelos de desarrollo, fortalecien-
do la institucionalidad y el apoyo necesario para trabajar en colaboración 
directa y corresponsable con los actores políticos y sociales, pues de otro 
modo no será posible atender ninguna problemática de escala nacional 
con efectividad, justicia y responsabilidad social. 

Alguno de los elementos que en términos generales caracterizan a 
Haití, son: prevalencia de féminas, residentes rurales, estructura por gru-
pos de edades joven, elevados valores en la tgf y en la tbm; en tanto, se 
identifica por ser país emisor de población. Por otro lado, las perspectivas 
de la economía haitiana son sombrías. A este panorama se le suman las 
afectaciones desproporcionadas que sufre la población debido a la alta 
incidencia de desastres naturales. Sectores claves, como salud, educación 
y seguridad social son temas casi ausentes en las agendas gubernamenta-
les, de ahí el limitado gasto que realizan en ellos, y las inexistentes —o al 
menos no visibles— oportunidades de igualdad de la población haitiana. 
Baste puntualizar que en el desarrollo del escrito se profundiza en cada 
uno de los elementos expuestos.

Hacia un Haití emergente: Agenda 2030 ofrece una aproximación al 
panorama de Haití en lo que respecta al cumplimiento de la Agenda 2030. 
Se exponen algunos de los problemas que caracterizan este contexto de 
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estudio tan complejo. Se intenta contribuir al debate del desarrollo te-
rritorial y el cierre de la brecha de desigualdad, desde la construcción de 
políticas públicas y la participación ciudadana; aun cuando la consecución 
de resultados ipso facto en este país es cada vez menos probable, es válido 
apostar por ello. 

Este documento pudiera ser considerado como el reinicio y el debate 
propositivo acerca de lo acordado en el ¨Marco de Asistencia de las Na-
ciones Unidas para el Desarrollo 2017-2021 (manud) para avanzar en 
los ods¨,4 firmado entre el gobierno de Haití y el equipo de país de las 
Naciones Unidas para que Haití alcance el estatus de país emergente en 
2030, a través del refuerzo de la paz, la estabilidad y la resiliencia de las 
instituciones y de la población. 

Asimismo, pudiera contribuir al rediseño y la implementación de los 
programas nacionales estratégicos, o políticas públicas desde enfoques 
integrativos y sistémicos que aprovechen el conocimiento existente y la 
generación de nuevos conocimientos. Es imperante abordar los problemas 
en su complejidad estructural y dinámica, no solo para comprender sus 
determinaciones múltiples y heterogéneas, sino también para proponer, 
generar o acompañar la realización de acciones concretas y bien estructu-
radas que incidan lo más profunda y ampliamente posible en las causas de 
los problemas y en sus dinámicas de reproducción. 

La sección que sigue, al término de esta introducción, describe el 
contexto cada vez más incierto de Haití. En dicha sesión se consideran 
elementos referidos a ubicación geográfica, características sociodemográfi-
cas y pobreza, así como la continua incidencia de desastres naturales, ele-
mentos que matizan y hacen cada vez más evidente la vulnerabilidad del 
país haitiano. Posteriormente, se exponen los elementos metodológicos 
que guían la investigación, así como el marco conceptual. Los siguen los 
epígrafes “Institucionalidad, normatividad, Plan Estratégico de Desarrollo 

4.	 Este documento fue firmado en Puerto Príncipe, el 30 de junio de 2017. Los objetivos 
de desarrollo de Haití respaldados por este marco necesitan una movilización de 
1,085.57 millones de dólares americanos para poder poner en práctica acciones 
específicas y medibles en cinco áreas prioritarias de intervención: reducción de la 
pobreza, servicios sociales, resiliencia, igualdad de género/protección y gobernanza. 
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de Haití” y “Algunos ods e indicadores a tener en cuenta”, los cuales con-
forman el desarrollo del artículo. Finalmente, se exponen las conclusiones. 

HAITÍ: UN CONTEXTO CADA VEZ MÁS INCIERTO

Haití es un país caribeño ubicado en la zona central de las Antillas, en el 
tercio occidental de la isla La Española,5 y limita al norte con el océano 
Atlántico, al este con la República Dominicana, al sur con el mar Caribe, 
y al oeste con el paso de los Vientos. Con 27,750 km², es el tercer país 
más extenso de las Antillas, por detrás de Cuba y República Dominicana 
(cia, s/f ) (figura 1). 

Figura 1 
Ubicación geográfica de Haití

Fuente: Elaborada por Cristiá, S. (Cristiá y Rapahel, 2021). 

El país se desglosa en los siguientes diez departamentos: Grand´ Anse, 
Nippes, Sud, Sud-Est, Nird, Nord´ Est, Centre, Artibonite, Nort´ Ouest 

5.	 La isla La Española, situada entre Cuba y Jamaica, al oeste, y Puerto Rico, al este, se 
localiza a 19º Norte y 17º Oeste, con una superficie de 76,480 km2. Políticamente, 
está dividida en dos Estados: Haití (27,500 km2) y República Dominicana (48,440 
km2).
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y Ouest, su capital es Port-au-Prince. La agricultura y la pesca son las 
primordiales actividades económicas en el país, las cuales aportan al pro-
ducto interno bruto (pib) aproximadamente un 25%, según organismos 
especializados (fao, fida, unicef, pma y oms, 2018).

En 2019, Haití contó con una población aproximada de 11,123,176 
habitantes, para una densidad poblacional de 401,0 hab/km. En tanto, del 
total de la población el 49,4% está compuesto por hombres y el 50,6% 
por mujeres. El 61% reside en zonas rurales y el 39% en zonas urbanas.6

Una distribución por grupos de edades a partir de datos del año 2018 
permite plantear que el 33,24% de sus habitantes se ubica en el rango de 
0 a q4 años; el 61,81% en el de 15 a 64 años, y el 4,95% en el de 64 años 
o más. La esperanza de vida es de 63,29 años, una de las más bajas del 
mundo (expansión, 2020). 

El comportamiento de la variable fecundidad, muestra una tasa glo-
bal de fecundidad (tgf)7 con valor de 2.99 hijos por mujer (expansión, 
2020), por lo que se ubica en valores por encima del nivel de reemplazo 
(2.1 hijos por mujer). Se identifica el embarazo adolescente (15-19 años) 
como un tema ineludible, que demanda indagaciones científicas a diferen-
tes escalas (familia, escuela, comunidad), con especial atención en niñas 
menores de quince años. Se calcula que el 32% de las mujeres haitianas 
tiene un hijo antes de cumplir los veinte años; mientras que un 2% lo 
tiene antes de los quince años (unfpa, 2016). 

En lo que respecta a la mortalidad, se tiene una tasa bruta de mortali-
dad (tbm)8 que ascendió a 8,64 muertes por cada mil habitantes en 2017, 
mientras que la tasa de mortalidad materna (tmm)9 osciló entre las 529 y 

6.	 Disponible en: http://www.haiti.unfpa.org.
7.	 La interpretación de la tgf es evaluar el número de hijos que en promedio tendría 

una mujer de una cohorte hipotética de mujeres no expuestas al riesgo de muerte 
desde el inicio hasta el fin del período fértil y que, a partir del momento en que 
se inicia la reproducción, están expuestas a las tasas de fecundidad por edad de la 
población en estudio (Camisa, 1975, citado por Cristiá, 2019, p. 175).

8.	 Se calcula como el cociente entre el número de defunciones ocurridas en un periodo 
determinado (normalmente un año calendario) sobre la población expuesta al riesgo 
de morir durante ese lapso. Normalmente, se presenta multiplicada por cada mil 
(Welti, 1997, p. 75).

9.	 Es el número anual de muertes femeninas por cada mil nacidos vivos por cualquier 
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las 630 fallecidas por cada cien mil nacidos vivos en el periodo 2005-2017 
(unfpa, 2016). 

Desde el punto de vista migratorio, Haití puede ser considerado un 
país emisor de población (1,585,681 emigrantes y 18,756 inmigrantes 
para el año 2019) (expansión, 2020). Según datos del Diagnóstico Re-
gional sobre Migración Haitiana (mercosur/oim, 2017), la migración 
haitiana se define como diaspórica e histórica. El estudio se enfocó en la 
movilidad haitiana hacia Suramérica (Argentina, Brasil y Chile), iniciada 
en el 2010 tras el terremoto ocurrido el 12 de enero del mismo año, lo cual 
condujo al desplazamiento de miles de haitianos. 

Las causas de la migración en Haití pueden estar marcadas por moti-
vos económicos, familiares, profesionales o de trabajo,10 de estudio,11 de 
búsqueda de mejores condiciones de vida, o por el simple hecho de la gran 
afluencia de peligros hidrometeorológicos12 y de emergencias sanitarias, 
entre otras causas. La migración, en contextos como el haitiano, se da de 
manera precipitada y en graves condiciones de vulnerabilidad, lo cual su-
pone de por sí un desafío en dos grandes niveles: el ingreso y las políticas 
de visado, y los mecanismos de integración a la sociedad receptora. 

Por su parte, el perfil de pobreza de Haití difiere de la mayoría de los 
indicadores de América Latina y el Caribe. La economía haitiana ocupa el 
número 183, por volumen de pib. Alrededor de dos tercios de la población 
haitiana vive por debajo del umbral de la pobreza, y un cuarto por debajo 
del umbral de pobreza extrema (expansión, 2020). Si bien las principales 
fuentes de ingresos en el país son las remesas que provienen esencialmente 
de los Estados Unidos, Canadá, Europa y América Latina, las perspectivas 
de la economía haitiana son sombrías. 

causa relacionada con, o agravada por, el embarazo o su manejo (excluyendo causas 
accidentales o incidentales). 

10.	 Según el Diagnóstico Regional sobre Migración Haitiana (mercosur/oim, 2017), 
Brasil y Chile fueron los países de mayor relevancia respecto de esta causa.

11.	 Según el Diagnóstico Regional sobre Migración Haitiana (mercosur/oim, 2017), 
Argentina fue el país de mayor relevancia respecto de esta causa.

12.	 Ciclones, tornados, tormentas y depresiones que generan fuertes vientos, lluvias de 
larga duración o de alta intensidad e inundaciones costeras.
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A diferencia del resto de la región, el crecimiento económico continúa 
desacelerándose (de 2,8% en el año fiscal 2014 a 1,2% en 2015), debi-
do a los bajos niveles de inversión y a un entorno político inestable. En 
este aspecto, es válido aclarar que el orden político el país vive en plena 
incertidumbre, la Constitución de Haití data de 1996, y aun cuando fue 
emendada en 2012, el clima político haitiano sigue deteriorándose. Desde 
2019 se carece de un poder legislativo y, junto a ello las elecciones para 
la legislatura 51 se han retrasado. La prolongada crisis política que se vive 
incide gravemente en la economía nacional, y el pib se contrajo un 0,9% 
durante el ejercicio económico 2018/19. Esta tasa negativa se debió a los 
pobres resultados de los sectores agrícolas y de servicios. La moneda del 
país —el gourde— se depreció en 22% con respecto al usd en 2019, y la 
inflación alcanzó el 20% al final del ejercicio económico. 

A lo anterior se une el asesinato del presidente Jovenel Moïsé el 7 de 
julio de 2021, situación que complica aún más el panorama, debido al 
incrementado de la violencia (secuestros, manifestaciones y bloqueos de 
las principales rutas nacionales). 

En lo que respecta a los desastres naturales, la población de Haití es 
una de las más expuestas del mundo.13 Estos desastres tienden a afectar de 
forma desproporcionada a las poblaciones ubicadas en las zonas propensas 
a inundaciones y las costeras —principalmente el sur del país—. En este 
sentido, la vulnerabilidad social ante fenómenos hidrometeorológicos es 
compensada por la asistencia social/humanitaria que se proporciona a tra-
vés de remesas o por el apoyo de iglesias, otros sectores no gubernamenta-
les y proyectos financiados por donantes. La poca capacidad de implemen-
tación —característica de un país frágil como Haití— se ve exacerbada por 
la multiplicidad de actores que actúan en la protección social.

El gasto público en sectores clave, como salud, educación y protec-
ción social sigue siendo limitado, lo que repercute de manera negativa 
en la capacidad del gobierno para prestar servicios y ofrecer igualdad de 
oportunidades a la población. La disponibilidad limitada de estos servicios 
públicos básicos genera una carga financiera alta para los hogares, que 

13.	 Huracanes Allen (1980), Gilberto (1988), Gordon (1994), Gustav (2008), Ike 
(2008), Sandy (2012), Matthew (2016), y terremotos de 2010 y 2021.
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a menudo tienen que gastar sus escasos recursos en servicios privados. 
Como consecuencia, los logros en el desarrollo del capital humano están 
estrechamente vinculados con los ingresos de los hogares, apoyados por 
acciones de organismos no gubernamentales, que cada vez asumen más 
funciones tradicionalmente desempeñadas por el Estado, incluso la pres-
tación de servicios básicos, como salud y educación. En este contexto, los 
analistas también señalan la ausencia de un contrato social entre el Estado 
y los ciudadanos (Lamaute-Brisson, 2013). 

Las vulnerabilidades presentes y futuras de Haití se deben examinar 
desde un prisma multidisciplinario y con la participación activa de todos 
los actores sociales e instituciones que tienen incidencia en este territorio. 
Se precisa poner en balance las necesidades del desarrollo a corto plazo, 
con la sustentabilidad a largo plazo de los ecosistemas, hábitats y recursos, 
de forma tal que el rango de alternativas y oportunidades disponibles para 
las futuras generaciones no se vea disminuido por las consecuencias de las 
decisiones de desarrollo actuales. Emerger como un nuevo o renovado país 
parte de la idea de un examen minucioso de lo que se es hoy en día, y hacia 
dónde se desea llegar; a partir de ahí, trazar el camino e ir trabajando en 
ese objetivo, paulatinamente.

ELEMENTOS METODOLÓGICOS

El estudio se sustenta en la metodología cualitativa. El enfoque cualitativo 
en una investigación parte de un proceso inductivo (explorar y describir), 
y va de lo particular a lo general analizando informaciones, revisando re-
sultados y emitiendo conclusiones. Se ofrece una perspectiva general. Se 
recaba información a través del lenguaje escrito, verbal y no verbal, así 
como visual, los cuales describen, analizan y la convierte en temas (Sam-
pieri et al., 2006). Esa es la lógica de investigación implementada en el 
presente escrito.

Ahora bien, en cuanto a las técnicas empleadas se destaca la observa-
ción (no estructurada, ajena, directa, participante, encubierta) para obte-
ner de la realidad los datos suficientes que den cuenta de lo que se investi-
ga, a la vez que se convierten en fuente de datos para estudios posteriores. 
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Desde el uso de esta técnica, la autora observó la cotidianidad de los hai-
tianos en el periodo que abarca de abril de 2020 a agosto de 2021. Estas 
observaciones fueron realizadas sin irrumpir, alterar o imponer un punto 
de vista externo, sino tal como son percibidos, de ahí la importancia de 
haber definido con anterioridad el lugar de la autora como observadora en 
dicho contexto (ver imágenes en anexos). Téngase en cuenta que la obser-
vación es un procedimiento universal que está en el origen de la ciencia. 

En las investigaciones cualitativas la reflexión es el puente que vincula 
al investigador y a los participantes (Mertens, 2005; citado por Sampieri 
et al., 2006, p.11).

Asimismo, se empleó el análisis de contenido de documentos (Sautu 
et al., 2005, 47), como la técnica que permitió identificar y examinar los 
antecedentes investigativos; así se comprobó la escasez de investigaciones 
referentes a la temática y la ausencia de trabajos que profundicen desde 
una perspectiva integral y actualizada —en cuanto a cifras— en los indi-
cadores expuestos en la caracterización del contexto. 

Dentro de los métodos del nivel teórico se utilizaron los siguientes:
•	 Histórico-lógico: En este caso la aplicación del método consistió en 

analizar los elementos que han caracterizado a Haití, así como los 
documentos que avalan las acciones/metas dispuestas.

•	 Análisis-síntesis: Este método permitió hacer una valoración y crear 
una concepción del fenómeno a partir de concepciones dadas desde 
diferentes documentos consultados, así como de las escasas investiga-
ciones.

MARCO CONCEPTUAL

En este acápite se ofrece un breve acercamiento a los elementos concep-
tuales que guían la indagación científica. En este sentido, se puntualizarán 
los términos, vulnerabilidad, emergente, y socialización. 

Entonces, ¿qué se entiende por vulnerabilidad? La Real Academia Es-
pañola relaciona claramente vulnerabilidad con riesgo de ser dañado o he-
rido (drae, 1992). Una persona es vulnerable porque puede ser lesionada. 
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La invulnerabilidad está en la protección total de fuerzas externas dañinas; 
mientras mayor sea la protección, menor es la vulnerabilidad. 

Desde la ciencia geográfica, la vulnerabilidad se atañe directamente a 
las probabilidades de ser afectado negativamente por un fenómeno geo-
gráfico o climático. Las zonas y poblaciones vulnerables son aquellas que 
pueden ser golpeadas por eventos geográficos, como terremotos, inunda-
ciones, sequías, aluviones. Por su estructura geomorfológica o por simple 
localización geográfica, determinadas áreas son más vulnerables que otras 
—tal es el caso de la región Sur de Haití.

La vulnerabilidad surge como un concepto analítico en las ciencias 
ambientales para el estudio de la población afectada por los riesgos natu-
rales (Prowse, 2003). Posteriormente, se acepta una perspectiva social al 
reconocer que muchos de los efectos que tienen los fenómenos naturales 
sobre la población pueden ser mitigados si se actúa con medidas preven-
tivas (Gómez, 2001). 

La vulnerabilidad ambiental es un concepto asociado tradicionalmen-
te a la comprensión de la susceptibilidad o predisposición intrínseca de 
una determinada región geográfica a sufrir un daño (desastres), cuya ca-
pacidad de amortiguamiento está en función del conjunto de recursos y 
servicios ambientales, como bosques y cuencas hidrológicas, entre otros.

Consecuentemente, la vulnerabilidad social es el conjunto de carac-
terísticas que tiene una persona, grupo o comunidad y que determina su 
capacidad para anticipar, sobrevivir, resistir y recuperarse del impacto de 
esos acontecimientos imprevistos (Blaikie, 1996). Sin embargo, se debe 
puntualizar que no todas las personas están expuestas de la misma forma 
a dichos riesgos, y no todas emplean el mismo tiempo para superar sus 
consecuencias.

Las investigaciones geográficas y demográficas (Cutter; Mitchell y 
Scott, 2000; Deboudt y Houillon, 2008) analizan la vulnerabilidad des-
de una perspectiva socioambiental, asociada a riesgos naturales y sociales, 
justicia y desigualdad ecológica, medioambiental y social, desde enfoques 
que privilegian, no podría ser de otro modo, las interacciones entre los 
aspectos medioambientales y los sociodemográficas, abarcando ámbitos 
diversos. 
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La vulnerabilidad se consolida como un enfoque, el de la vulnerabi-
lidad social, que a veces se identifica como vulnerabilidad demográfica y 
vulnerabilidad sociodemográfica. Tanto en un caso como en el otro, el 
estudio de las variables demográficas (fecundidad, mortalidad y migración) 
permite identificar grupos vulnerables, así como riesgos sociodemográficos.

Según la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (ce-
pal) y el Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía (celade) 
(cepal/celade, 2001, p. 19), la vulnerabilidad demográfica se refiere a los 
riesgos, debilidades o desventajas que enfrentan comunidades, hogares y 
personas a raíz de la intervención de factores (tendencias, características, 
conductas) de origen demográfico, que serían riesgos de carácter sociode-
mográfico. 

La vulnerabilidad es un enfoque y una oportunidad investigativa para 
avanzar en el conocimiento geográfico y demográfico de Haití, desde una 
perspectiva ambiental y social, que privilegie en el territorio haitiano el ac-
tuar entre ambas dimensiones. Obvio es que, para implementar acciones 
que favorezcan la vida de sus pobladores, se deben conocer las fortalezas 
y debilidades que, como país, departamento y comuna, se presentan. El 
abordaje de lo que se caracteriza de modo general, pero a su vez particular, 
permite el diseño y la implementación de programas y acciones dirigidos 
a lo que realmente existe. No se conciben diseños de desarrollo sin lo antes 
expuesto; sería como diseñar sobre la base de un país que no es, y esa no es 
la idea. Haití, como país emergente, debe ser capaz de garantizar el empo-
deramiento de la ciudadanía como objeto y sujeto del desarrollo.

¿Qué significa emergente? La Real Academia Española (drae, 1992) 
describe emergente como que nace, sale y tiene principio de otra cosa. En 
este sentido, si se habla de país emergente, este término se refiere a que 
surge desde las características propias del país, en el caso que nos ocupa 
Haití. Asimismo, se experimentan cambios internos —económicos, so-
ciales, políticos y demás— acompañados de una gran predisposición a 
los intercambios internacionales. Un país emergente es aquel que desde 
sus fortalezas, debilidades y oportunidades se autoexamina, y desde este 
análisis se proyecta hacia el mundo.

Un país emergente es aquel que está evolucionando a partir de ser una 
economía de bajos ingresos para convertirse en un país desarrollado. En-
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tonces, no solo está mejorando el nivel de ingresos de sus habitantes, sino 
también su calidad de vida. Un país emergente se encuentra en camino 
de alcanzar el progreso económico y social. Esto no solo depende del cre-
cimiento del pib, sino también de otros aspectos clave, como educación, 
salud y seguridad.14

Ser un país emergente implica el hecho de abrirse a propuestas de ne-
gocios al mundo a partir de una variedad de la cartera de negocios, y con 
ello ampliar las fuentes de ingresos. Un país que se esfuerza por mejorar la 
calidad de sus instituciones. Sin embargo, para la consecución de esta ca-
racterística que definiría a Haití en el año 2030, dicho país debe enfrentar 
diversos riesgos, como inestabilidad política, deficiencias en infraestruc-
tura, volatilidad del tipo de cambio (goudas por usd), entre otros. Haití 
debe dejar de apuntar a su economía basada en la agricultura y pesca como 
primordiales actividades económicas, pues, aunque entre las dos aportan 
aproximadamente un 25% al pib —según (fao, fida, unicef, pma y oms, 
2018)—, ello no es suficiente para una vida equitativa y enfocada en el 
ser humano.

¿Por qué particularizar en la socialización? A criterio de la autora, es 
oportuno el abordaje de dicho concepto, dado que una forma de comuni-
car lo que en el presente documento se expone en aras de que se configure 
como el reinicio y debate propositivo acerca de las intenciones acorda-
das en el ¨Marco de Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
2017-2021 (manud) para avanzar en los ods¨, marco firmado entre el 
Gobierno de Haití y el Equipo de país de las Naciones Unidas para que 
Haití alcance el estatus de país emergente en 2030, a través del refuerzo de 
la paz, la estabilidad y la resiliencia de las instituciones y de la población. 

Siendo así, ¿qué entender por socialización? Socialización es el proceso 
por el cual el individuo se adapta a los requerimientos de la sociedad en que 
vive. Está estrechamente ligada al aprendizaje y a la formación de la perso-
nalidad, y se realiza durante todo el proceso evolutivo. Los agentes de socia-
lización son las personas con quienes el individuo se relaciona y de las cuales 

14.	 Disponible en: https://economipedia.com/definiciones/pais-emergente.
html#:~:text=Un%20pa%C3%ADs%20emergente%20es%20aquel,el%20
progreso%20econ%C3%B3mico%20y%20social. 
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aprende normas de conducta y valores (agentes personales), y también las 
instituciones y los medios de comunicación (agentes impersonales). Este 
proceso dura toda la vida, pero se puede hablar de tres tipos: socialización 
primaria,15 secundaria16 y terciaria17 (Giner et al., 2001, p. 695). 

La socialización de la información que acá se expone es una vía de 
concientizar acerca de la importancia de la articulación que se debe con-
cretar o perfeccionar entre cada uno de los actores sociales, así como los 
organismos del Estado, el sector privado y la sociedad civil que se ven im-
plicados en el proceso de desarrollo de Haití, en pos de que para el 2030 
emerja como un nuevo país. 

Nótese, pues, la importancia de la socialización terciaria en los mo-
mentos actuales de Haití ante un tema vigente, y los deseos de transferir 
el conocimiento para la sustentación de la toma de decisiones y la elabo-
ración de políticas públicas —de ser este último, el caso—. No obstante, 
se apuesta por fomentar y consolidar los demás niveles de socialización en 
las comunas haitianas como marco propositivo de un desarrollo integral y 
sustentable para todos.

15.	 La socialización primaria se efectúa en la infancia, y es cuando se interiorizan los 
más importantes elementos de la sociedad, el lenguaje, la identidad de género, de 
clase, el propio nombre, etc. Es la más duradera, y los agentes de socialización más 
importantes de este proceso son los padres. 

16.	 La socialización secundaria consiste en la interiorización de valores y normas más 
específicos y concretos, correspondientes a funciones que se van a ejercer en la 
vida adulta. Se habla de la socialización profesional o de la socialización política, 
entendiendo por tal la interiorización de valores ideológicos-políticos. Los agentes 
más importantes en este proceso son los iguales en edad y las instituciones. 

17.	 La socialización terciaria se relaciona con la transculturación y la integración 
en sociedades o sistemas de referencia totalmente distintos a los anteriormente 
aprendidos. Los medios de comunicación social, así como las ideologías, la religión 
y otros productos simbólicos de la cultura son muy relevantes como agentes 
socializadores.
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DESARROLLO

...el conjunto indivisible de los diecisiete ods, es el compro-
miso de Haití con sus hijos y con sus nietos por un futuro 
mejor, y la onu seguirá apoyando y acompañando a Haití 
en este camino.

El-Mostafa Benlamlih18 

Institucionalidad, normatividad, plan estratégico  
de desarrollo de Haití 

Ciertamente, la implementación de los ods exige la participación de todos 
los actores interesados. El Estado haitiano, como principal responsable de 
cumplir los compromisos que resultan de la Agenda 2030, debe impulsar 
esa participación mediante incentivos normativos, políticos, económicos 
y sociales que creen ambientes habilitantes del trabajo multiactores, donde 
las diferencias queden a un lado, y sean los deseos de crear lo que aglutine 
a cada uno de los factores implicados.

Haití —teniendo en cuenta el compromiso adoptado en la Agenda 
2030— debería contar con una institucionalidad y un mandato de traba-
jo propios para implementar a sus progresos nacionales hacia el cumpli-
miento de los ods y darles seguimiento; sin embargo, en Haití no se ha 
establecido una institución responsable para la implementación de los ods 
a escala nacional.

La institución que asume el papel principal en la promoción del de-
sarrollo a escala nacional es el Ministerio de Planificación y Cooperación 
Externa (mpce),19 el cual posee dos sectores: a) Sector Gubernamental 
(Institución de Gobierno) —quien es también la institución que hace de 
punto focal para el trabajo con el Sistema de Naciones Unidas para el 
Desarrollo en Haití, b) Sector no Gubernamental —en el cual no hay 
participación de actores no gubernamentales.

18.	 Representante especial adjunto del Secretario General de Naciones Unidas, 
coordinador residente y coordinador humanitario en Haití.

19.	 Su sigla en francés.
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Una breve aproximación al Plan Estratégico de Desarrollo de Hai-
tí —adoptado en 2012— en aras de que Haití se convierta en un país 
emergente en el 2030 destaca que esta refundación se materializará en una 
sociedad justa, solidaria, que viva en armonía con su entorno y su cultura; 
una sociedad moderna donde se establezca el Estado de Derecho, la liber-
tad de asociación y expresión y la planificación regional; una sociedad con 
una economía territorial moderna, diversificada, fuerte, dinámica, com-
petitiva, abierta, inclusiva y amplia; una sociedad donde las necesidades 
básicas de la población se satisfacen cuantitativamente y cualitativamente; 
una sociedad de aprendizaje, con acceso universal a la educación básica, 
dominio de habilidades derivado de un sistema de formación profesional 
relevante y capacidad de innovación científica y técnica alimentada por un 
sistema universitario moderno y eficiente, y un nuevo tipo de ciudadano 
que el país necesita para su refundación. 

Lo expuesto anteriormente debe contar con el apoyo y la supervisión 
de un Estado unitario, fuerte, responsable, garante de la aplicación de 
las leyes y del interés de los ciudadanos, fuertemente desconcentrado y 
descentralizado.

Dentro de este programa se identifican cuatro áreas de interés nacio-
nal, y a él responden cuatro proyectos principales (pp), ellos son:
•	 pp 1 Refundación territorial: Trabajar en planificación espacial, pla-

nificación urbana, desarrollo local, protección ambiental, corrección 
de cuencas hidrográficas y renovación urbana, creando una red de 
transporte nacional, electrificando el país, expandiendo las comuni-
caciones y la red digital del territorio, así como aumentando las ca-
pacidades de suministro de agua potable y saneamiento, incluida la 
gestión de residuos sólidos.

•	 pp 2 Refundación económica: Establecer un marco macroeconómico 
propicio para el desarrollo, el apoyo a la inversión privada externa 
e interna, la modernización y la revitalización de la agricultura, la 
ganadería y la pesca, desarrollando sectores competitivos de la eco-
nomía haitiana, y en particular, de la industria manufacturera y el 
turismo; crear una industria de la construcción, y desarrollar el sector 
de servicios, la explotación sostenible de los recursos geológicos y la 
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implementación de proyectos destinados a crear empleos y mejorar la 
productividad y la empleabilidad.

•	 pp 3 Refundación social: Crear redes modernas de salud y educación en 
todo el país, incluida la educación superior y la formación profesional 
y técnica, la protección de los bienes culturales y el apoyo a la creati-
vidad cultural; garantizar un mejor acceso a la vivienda, el desarrollo 
de la acción ciudadana y la provisión de espacios para el deporte y 
la recreación; establecer un sistema de seguro social para todos los 
trabajadores; organizar la solidaridad social y poner en marcha un 
programa que promueva la igualdad de género.

•	 pp 4 Refundación institucional: Revisar el marco legal, fortalecer la 
legislatura, el poder judicial y las instituciones independientes; mo-
dernizar la administración pública y particular, la administración de 
justicia y de seguridad; aumentar la cantidad de personal desconcen-
trado del servicio civil, y fortalecer las comunidades territoriales y la 
sociedad civil.

A través de la implementación a escalas nacional y local, el fortalecimiento 
de las instituciones, la resolución de problemas mediante la cooperación 
internacional, el aprovechamiento de la ciencia, la innovación y la tec-
nología, así como la movilización de recursos, se podrá financiar todo el 
quehacer de un país con la intención de no dejar a nadie atrás y cumplir 
con los ods.

Dando continuidad a la lógica del análisis, se puede decir, además, 
que todo indica que, llegado el 2017 quedaban muchos caminos por an-
dar y retos a los cuales enfrentarse —como ocurre hoy en día—, pues al 
30 de junio de dicho año el gobierno de Haití y el Equipo de país de las 
Naciones Unidas firmaron el Marco de Asistencia de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo 2017-2021 (manud) en la ciudad de Puerto Príncipe. 

El manud guiaría durante los próximos cinco años el partenariado 
para avanzar en el cumplimiento de los ods y alcanzar el estatus de país 
emergente en 2030, a través del refuerzo de la paz, la estabilidad y la resi-
liencia de las instituciones y de la población. Asimismo, se identificaron 
cinco áreas prioritarias de intervención: reducción de la pobreza, servicios 
sociales, resiliencia, igualdad de género/protección y gobernanza. 
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Nótese que continúan siendo los mismos indicadores de los cuatro 
proyectos principales del Plan Estratégico de Desarrollo de Haití —adop-
tado en 2012— los que se puntualizan en el manud 2017-2021. Destá-
quese la incorporación de la variable resiliencia, y alguna que otra pers-
pectiva desde lo social; el Plan Estratégico de Desarrollo de Haití pareciera 
más dirigido al desarrollo de infraestructura y al fortalecimiento de la eco-
nomía, y no es que no se entretejan con aspectos sociales, sino que no se 
consideran explícitamente.

Es menester subrayar que las acciones previstas a implementarse en 
cada una de las áreas declaradas en el manud 2017-2021 deben poten-
ciar el liderazgo y la responsabilidad de las instituciones y de la población 
haitiana como actores claves en el desarrollo sostenible a que se aspira. 
Potenciar la participación activa de las instituciones públicas y la sociedad 
civil, así como de especialistas de diferentes ministerios y universidades, 
prestando especial atención a las voces de los grupos vulnerables, es un 
principio a manifestar si se pretende no dejar a nadie de lado o a alguien 
detrás. Desde esta perspectiva, toda opinión y reflexión acerca de la situa-
ción actual, así como de la futura que se desea, cuenta. ¿Qué se desea a 
escala nacional? ¿Cómo los programas nacionales se vinculan con el cum-
plimiento de los ods? ¿Cuáles son las responsabilidades de las institucio-
nes/ministerios/ciudadanía?

Ahora bien, ¿cómo convertir Haití en un país emergente en 2030 si 
las crisis provocadas (sociales, económicas, ambientales, etcétera) por la 
pandemia han sido devastadoras a corto plazo? Esto representa un llamado 
de atención a la comunidad internacional sobre el riesgo de no lograr las me-
tas de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible a mediano y largo plazos 
—según Base de Datos Mundial de Indicadores de los ods de las Naciones 
Unidas— accesibles a través de la Plataforma Regional de Conocimiento 
sobre la Agenda 2030 en América Latina y el Caribe (cepal, 2021). 

Es eminente la redacción de un informe de avances que dé cuenta del 
estado actual de cada uno de los indicadores que se abarcan en la Agenda 
2030 y que se examine desde un marco analítico integrado, lo cual favore-
cería una mejor visualización del panorama haitiano y aceleraría la acción 
en todos los niveles para hacer realidad las acciones y resultados en favor 
del desarrollo sostenible.
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¿Cómo vamos se pretenden alcanzar las promesas de la Agenda 2030 
y sus ods, si no se poseen las capacidades de generar los datos necesarios? 
¿Cómo diseñar e implementar políticas públicas basadas en evidencias que 
no dan cuenta de una realidad actual haitiana? ¿Cómo dar seguimiento 
basado en información oportuna, desagregada y fiable, si esta no se le-
vanta con sistematicidad? La carencia de datos impide ver dónde estoy 
como país, y qué debo realizar para lograr el cumplimiento de los ods. 
No es ilógico, entonces, que el ods 17 se refiera al fortalecimiento de los 
medios de implementación y la revitalización de la Alianza Mundial para 
el Desarrollo Sostenible. 

Algunos ods e indicadores a tener en cuenta 

En este epígrafe se exponen algunos indicadores a tener en cuenta al exa-
minar el cumplimiento de los ods en Haití, prestando especial atención 
a la incidencia de la pandemia y sus afectaciones a corto plazo. Hay que 
puntualizar que la selección de estos viene en coherencia con las cinco 
áreas prioritarias de intervención (reducción de la pobreza, servicios so-
ciales, resiliencia, igualdad de género/protección y gobernanza), según el 
manud 2017-2021.

Si bien la pandemia ha elevado los índices de mortalidad, se debe des-
tacar además que el control de las enfermedades crónicas no transmisibles, 
como la diabetes y la hipertensión, ha resultado especialmente afectado, 
dado que muchas personas eligen no acudir a los servicios médicos por 
temor a infectarse en los centros de salud (cepal/ops, 2020), a la vez que 
se identifican limitaciones en el acceso a los servicios de salud sexual y 
reproductiva, materno-infantil y mental. 

Los efectos que la pandemia tiene en la salud sexual y reproductiva de 
las mujeres, un factor clave para la autonomía de estas, pueden perjudicar 
de forma particularmente grave el ejercicio de los derechos sexuales y re-
productivos. Tanto los hospitales como los centros de atención primaria 
han debido priorizar la prevención de la propagación del virus o la aten-
ción directa a las personas contagiadas que se enferman con distintos ni-
veles de gravedad, en un contexto en que se sabe que los sistemas de salud 
son débiles a la hora de responder adecuadamente a las necesidades de la 
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población (cepal/ops, 2020). Se ven afectados los programas y las accio-
nes preventivas, así como los escasos recursos que se destinan a ello —ya 
de por sí, son escasos—. Por consiguiente, existen repercusiones indirectas 
de la pandemia, cuyos efectos pueden perdurar en la salud de la población 
y en la consecución del ods 3, referido a garantizar una vida sana y a pro-
mover el bienestar de todos a todas las edades.

En lo que respecta a la economía, en el mundo se ha evidenciado una 
contracción de la actividad económica, acompañada de un aumento sig-
nificativo de la tasa de desocupación (10,7%) (cepal, 2020), todo lo cual 
ha generado una fuerte caída de la participación laboral y un incremen-
to considerable de la pobreza y la desigualdad, escenario del cual Haití 
no escapa, incluso empeora. Son señales que indican la imposibilidad de 
avanzar hacia el logro de los ods 1, 8 y 10. 

Durante la pandemia, las medidas de confinamiento y de distancia-
miento físico adoptadas para contenerla han hecho que el empleo informal 
se deteriore más que el formal, lo que se ha traducido en una disminución 
de los indicadores de informalidad. Las medidas de contención de la pan-
demia restringieron las posibilidades de realizar trabajos informales por 
cuenta propia y, por ende, el ingreso económico a los hogares. Entonces, si 
en condiciones antes de la pandemia un cuarto de la población se encon-
traba por debajo del umbral de pobreza extrema (expansión, 2020), ¿cuál 
puede ser el panorama actual en Haití en cuanto a este indicador? Saque 
usted sus propias conclusiones. 

La creación de empleo decente para sacar a las personas de la pobreza 
y ofrecer opciones significativas a los jóvenes y otros grupos vulnerables si-
gue siendo un reto fundamental en Haití. Unos 4,6 millones de haitianos 
—alrededor del 40% de la población— necesitan asistencia humanitaria 
urgente (pma, 2020). 

Asimismo, lo expuesto en el párrafo anterior incrementa las dificul-
tades para lograr los ods 1 y 2, pues el incremento de la pobreza extre-
ma tiene efectos negativos en la situación alimentaria. Según datos de la 
Unidad de Monitoreo del Hambre del Programa Mundial de Alimentos 
(pma), basados en el índice de consumo de alimentos, se evidencian graves 
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situaciones de insuficiencia alimentaria.20 Algunas de las alternativas im-
plementadas en los hogares han sido: cambiar la dieta para incluir alimen-
tos menos costosos, limitar el tamaño de las porciones, reducir el número 
de comidas, pedir alimentos a otros hogares, o limitar la alimentación de 
los adultos en favor de los menores.

A escala mundial, los desequilibrios macroeconómicos han favorecido 
la desigualdad, panorama al que Haití no escapa. Asimismo, se ha puesto 
en riesgo la supervivencia del sistema ecológico. En este aspecto nótese 
la emergencia climática y ambiental cada vez más evidente y con efectos 
negativos, independientemente de la mayor o menor incidencia de deter-
minados fenómenos hidrometeorológicos21 en unas regiones más que en 
otras. La preocupación por la amenaza de un desastre ambiental ya ocupa 
un lugar privilegiado en la agenda internacional.

Los cambios observados suponen un riesgo para la lucha contra la 
pobreza y la desigualdad. Los efectos que el cambio climático conlleva 
inciden sobre el rendimiento de los cultivos y la disponibilidad de recur-
sos hídricos, y someten a la sociedad a extremos climáticos, tales como 
ondas de calor, sequías, tormentas extremas o inundaciones. Por otro lado, 
tienen consecuencias sustanciales en los ecosistemas marinos y terrestres. 

Es imperante aumentar la resiliencia de las comunidades, reducir las 
emisiones de gases de efecto invernadero a través del uso de energías re-
novables, proteger los bosques y modificar los patrones de producción y 
de consumo. Baste subrayar que, aun cuando en la mayoría de los casos 
se asocia el término resiliencia a la afectación de peligros hidrometeoroló-
gicos y a la vulnerabilidad que se vive en este contexto, también se debe 

20.	 Véase Programa Mundial de Alimentos (pma), HungerMap. Disponible en: https://
hungermap.wfp.org/. 

21.	 Los peligros: inundaciones por intensas lluvias, inundaciones por inundaciones 
costeras y afectaciones por fuertes vientos, todos de origen natural, pueden causar un 
desastre y generar afectaciones graves a la sociedad y al medio ambiente. Estos tres 
peligros se pueden englobar en distintos términos que pueden ser utilizados de forma 
continua, como peligros hidrometeorológicos o eventos meteorológicos extremos. 
Los peligros hidrometeorológicos como ciclones, tornados, tormentas y depresiones 
pueden generar fuertes vientos y lluvias de larga duración o de alta intensidad, e 
inundaciones costeras (Serrano, H. et al., 2014, citado por Cristiá y Godefoy, 2020, 
p. 32).
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comenzar a abordar dicho término desde las connotaciones en el plano 
individual, centrar los procesos en el desarrollo pleno de los ciudadanos 
paralelamente al desarrollo de la infraestructura y la economía haitianas. 

Dentro de los grupos sociales vulnerables,22 se destacan en este con-
texto pandémico las mujeres y las niñas, a quienes se les ha incrementado 
significativamente la carga de trabajo doméstico no remunerado, por la 
situación de confinamiento, el cierre de escuelas y la necesidad de cuida-
dos ante la posible presencia de uno o más contagiados en el hogar (cepal/
onu Mujeres, 2020). Por ende, se ha intensificado la violencia por razón 
del género, en tanto ha aumentado el aislamiento de las mujeres de sus 
redes de apoyo y se han generado barreras adicionales al acceso a servicios 
esenciales. La violencia hacia las mujeres y niñas haitianas impide el goce 
efectivo de los derechos humanos. Paralelamente, se tienen repercusiones 
físicas, psicológicas, sociales y económicas, y se ve afectado directamente 
el cumplimiento del ods 5, cuya finalidad es lograr la igualdad de género 
y empoderar a mujeres y niñas, en este caso las haitianas. 

La pandemia también ha agravado la consecución del ods 4 en Haití. 
Desde el cumplimiento del ods 4 se pretende garantizar una educación 
inclusiva y equitativa de calidad y promover oportunidades de aprendizaje 
permanente para todos. La tasa de alfabetización de Haití, según publica 
la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (unesco), es del 61,69%.23 En 2018, Haití dedicó el 14,44% de 
su gasto público total a educación, mientras que en 2017 había dedicado 
el 15,37% —nótese que la cifra es cada vez menor—. En igual año, Haití 
se situó en el puesto 129 en el ranking de países por importe invertido en 
educación al año, y 129 en el de gasto en educación respecto del pib.

22.	 Según Jorge Rodríguez (Rodríguez, 2001, citado por Cristiá y Godefoy, 2020, p. 
34), las poblaciones vulnerables han sido típicamente desglosadas en los siguientes 
segmentos: niños, jóvenes, ancianos, mujeres, indígenas y jefas de hogar que, por 
diversas razones, se consideran en condiciones de indefensión particularmente agudas 
y, por lo tanto, requieren un trato especial en las políticas públicas, lo que origina 
programas sectoriales y multisectoriales de apoyo y promoción. 

23.	 Disponible en: https://datosmacro.expansion.com/demografia/tasa-alfabetizacion/
haiti. 
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Por otro lado, la crisis ambiental no se detiene. La destrucción y de-
gradación ambiental es cada vez más evidente. Los ecosistemas —sean 
terrestres o marinos— sufren como consecuencia de las actividades econó-
micas y sociales que llevan a la reducción de la biodiversidad, debido a la 
generación de emisiones de gases de efecto invernadero y la disminución 
en la capacidad de absorción de dióxido de carbono. 

Según la Plataforma Intergubernamental Científico-normativa sobre 
Diversidad Biológica y Servicios de los Ecosistemas  (ipbes) (2019), los 
ecosistemas y la biodiversidad se están reduciendo a velocidades alarman-
tes, y ya hay más de un millón de especies en proceso de extinción. En ese 
contexto, los progresos llevados a cabo en lo que respecta a la protección de 
los ecosistemas han sido insuficientes para mantener un medio ambiente 
sano y avanzar en la Acción para el Clima, como exige el ods 13: “Adoptar 
medidas urgentes para combatir el cambio climático y sus efectos” —en 
particular en lo referente al financiamiento, que es el indicador 13.a.1 del 
marco de indicadores mundiales de los ods—, lo que es responsabilidad 
de los países desarrollados.

Los fenómenos hidrometeorológicos extremos tienen efectos perdu-
rables en las economías y las sociedades de la región, principalmente en 
Centroamérica y el Caribe. Entre otros fenómenos, provocan aumento de 
la desocupación y la pobreza, gastos fiscales extraordinarios y un mayor 
endeudamiento, lo que traba el logro de los ods a escalas local y nacional. 
En estas subregiones se muestra con más dureza la doble asimetría que 
caracteriza la situación de la región ante el cambio climático: los países y 
los grupos sociales que generan menos emisiones son los que más sufren 
los efectos de la emergencia ambiental (Bárcena et al., 2020). 

Aunque en Haití se cuenta con una Política Nacional de Lucha contra 
el Cambio Climático (pncc) (2019), cada vez se es más vulnerable a fenó-
menos extremos y desastres, como es el caso de los fenómenos hidrome-
teorológicos y los terremotos. Téngase en cuenta que los efectos de estos 
fenómenos tienen un carácter multidimensional, y que los mecanismos de 
retroalimentación afectan simultáneamente a diferentes ámbitos, debido a 
un contexto socioeconómico altamente desigual, limitaciones de recursos, 
problemas institucionales y altas tasas de población que vive en condicio-
nes de pobreza extrema y vulnerabilidad.
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Ya es tiempo de que Haití logre identificar sus problemas públicos 
más urgentes, a la vez que los priorice y proponga estrategias de solución. 
Es indispensable un cambio en el estilo de desarrollo, alentando una alian-
za mundial reforzada y definiendo los medios de implementación necesa-
rios para que la Agenda 2030, de la cual Haití es signatario, se cumpla en 
sus mejores términos; diez años tal vez no sean suficientes para hacer de 
Haití un país emergente, más allá de las velocidades de los procesos o las 
posibilidades políticas y técnicas. Es muy dudoso el panorama anhelado 
para 2030, pues Haití no ha presentado el Informe Nacional Voluntario24 
que dé cuenta de ello. 

Ahora bien, si se considera la igualdad como el centro de origen del 
desarrollo sostenible, la política pública es el medio y el cambio estructu-
ral que se precisa. Únasele el hecho de que para resolver este conjunto de 
circunstancias complejas no se puede actuar de forma solitaria; de ahí la 
importancia de las alianzas, específicamente entre el sector público y sus 
diferentes niveles de Estado, entre el sector público y el privado, y entre 
privados. 

Las políticas públicas son las acciones de la política y, como tales, as-
piran a transformar intencionalmente la realidad. Su principal vocación es 
modelar una realidad imperfecta, intentando que se acerque a una visión 
idealizada. Las políticas públicas son, en definitiva, las armas con que la 
política pretende hacer efectivas sus promesas (Brugué-Torruela, 2014). 
¿Se debe crear una nueva forma de hacer política pública para conseguir 
las metas propuestas en el contexto haitiano?, la respuesta es: sí.

La formación de este tipo de alianzas representa un proceso social 
gradual y pleno de aprendizajes institucionales en que cada país y sus di-
versos territorios deberían encontrar las fórmulas precisas más adecuadas 
a su realidad cultural, histórica, política y económica. Hay que destacar 
que tanto el Estado como el sector privado tienen responsabilidades en la 
construcción de la gobernanza como modalidad de resolución de proble-

24.	 Incluyendo los países que han realizado sus informes voluntarios en el Foro 
Político de Alto Nivel en Nueva York, en julio del 2019. Son veintidós: Argentina, 
Bahamas, Belize, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, 
Guatemala, Guyana, Honduras, Jamaica, México, Panamá, Paraguay, Perú, República 
Dominicana, Santa Lucía, Uruguay y Venezuela.
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mas complejos (cepal, 2010; citado en Morales et al., 2020, p. 15). En la 
tabla 1 se enumeran algunas de esas responsabilidades:

Tabla 1
Responsabilidades públicas y privadas  
en la resolución de problemas complejos

Responsabilidades del Estado Responsabilidades del sector privado  
y la sociedad civil

Ser un socio creíble del sector privado: 
profesionalismo, honestidad y conoci-
mientos técnicos, junto con solidez fiscal 
para financiar programas e incentivos. 
Los objetivos de los programas guberna-
mentales deberán ayudar a las empresas 
en la búsqueda de nuevos mercados y el 
escalonamiento de sus productos, proceso 
y tecnologías y, por otra parte, ayudar a los 
trabajadores en sus requerimientos de me-
jor calidad del empleo y remuneraciones 
más elevadas.

Es necesario que este sector adopte una vi-
sión de corto, pero también de mediano y 
de largo plazos, aspirando a un continuo 
escalamiento de sus actividades mediante 
la inversión en el conocimiento y la inno-
vación.

El Estado necesita encontrar fórmulas de 
interacción estratégica con el sector priva-
do entendido en el sentido amplio; esto es, 
empresas, sector académico, trabajadores 
y organizaciones no gubernamentales, para 
asegurar que no esté siendo capturado por 
intereses especiales y que la alianza conserve 
su carácter de bien público (y no sea en be-
neficio solo de un sector de la comunidad). 

El sector privado deberá estar dispuesto 
a apoyar proactivamente la formación de 
una alianza con el sector público que tenga 
carácter de bien público.

El Estado tiene que mejorar su capacidad 
de gestionar y coordinar los programas de 
incentivos y cooperación con el sector pri-
vado, implementándolos con transparen-
cia y con una rendición de cuentas perma-
nente sobre la base del desempleo.

Las organizaciones de la sociedad civil de-
berán empoderarse a partir de los conoci-
mientos adquiridos y las prácticas efectua-
das, de forma tal de enfrentar con inteli-
gencia las posibles capturas del aparato del 
Estado y de las grandes empresas.
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Responsabilidades del Estado Responsabilidades del sector privado  
y la sociedad civil

El Estado deberá realizar el ejercicio de 
establecer confianzas con el sector priva-
do y la sociedad civil, transparentando y 
comunicando sus acciones, en paralelo a 
crear políticas públicas que desde su diseño 
tengan el componente de participación de 
la ciudadanía.

El sector privado y las organizaciones de 
la sociedad civil deberán resolver sus des-
confianzas entre sí y con el propio Estado, 
de forma tal de acercar posiciones en un 
marco de intereses comunes.

Empresas grandes, medianas y pequeñas 
deberán promover un diálogo intensivo 
para generar alianzas que beneficien a todos.

Fuente: Elaboración propia basada en cepal, 2010; citado en Morales et al., 2020, p. 15).

CONCLUSIONES 

Los ods constituyen una herramienta de planificación tanto en lo na-
cional como en lo local. Gracias a su visión a largo plazo, se configuran 
como un apoyo en aras de un desarrollo sostenido, inclusivo y en armonía 
con el medio ambiente, a través de políticas públicas e instrumentos de 
presupuesto, monitoreo y evaluación. Haití debe apostar por ellos, con-
siderando la diversidad y complejidad nacional. A partir de ahí, evaluar 
los resultados de las investigaciones previas y de las acciones propuestas, y 
reorientar, donde sea necesario, las estrategias y metas en aras de alcanzar 
el estatus de país emergente en 2030, a través del refuerzo de la paz, la 
estabilidad y la resiliencia de las instituciones y de la población. 

Es preciso identificar especialistas que han probado tener una trayec-
toria sobresaliente en cada una de las áreas prioritarias de intervención (re-
ducción de la pobreza, servicios sociales, resiliencia, igualdad de género/
protección y gobernanza) y vincularlos a las iniciativas que se propongan 
en aras de mejorar los indicadores y ofrecerle a la población haitiana nue-
vas oportunidades y esperanzas en un mundo cada vez más incierto. 

Se debe apostar por la articulación de capacidades científico-técnicas y 
de colaboración para establecer metas a corto, mediano y largo plazos que 
conduzcan a las soluciones de las problemáticas identificadas, así como 
de otras que quedan en el vacío, dada la compleja realidad y acceso a 
información que muestra cada empeño científico en dicho país. Conste 
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que estas problemáticas exigen una atención urgente y una solución inte-
gral, profunda y amplia, así como un abordaje multidimensional y multi 
o interdisciplinario, tomando en consideración los conocimientos teóri-
co-prácticos más avanzados.

Se sugiere potenciar el registro de informaciones, en pos de que sean 
datos veraces y desagregados acordes con diferenciales como género, edad, 
nivel de escolaridad, zona de residencia, entre otros, los cuales se designa-
rían en función de la acción a implementar. Las estadísticas en Haití no 
son fiables, y la carencia de datos impide ver dónde estoy como país, y 
qué debo realizar para lograr el cumplimiento de los ods. No es ilógico, 
entonces, que el ods 17 se refiera al fortalecimiento de los medios de im-
plementación y la revitalización de la Alianza Mundial para el Desarrollo 
Sostenible. 
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ANEXO

Tabla 2
Relación de ods-Agenda 2030

Relación de ods-Agenda 2030

1 Terminar con la pobreza en todas sus formas posibles en todas partes.

2 Terminar con el hambre, lograr la seguridad alimentaria y nutricional y 
promover la agricultura sostenible.
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Relación de ods-Agenda 2030

3 Asegurar vidas saludables y promover el bienestar para todos/as en todos los 
momentos de la vida.

4 Asegurar la calidad y la pertinencia educativa y promover oportunidades de 
aprendizaje para todos/as.

5 Lograr la equidad entre los géneros y el empoderamiento de las mujeres y las 
niñas.

6 Garantizar la disponibilidad y la gestión sostenible del agua y el saneamiento 
para todos.

7 Garantizar el acceso a una energía asequible, fiable, sostenible y moderna para 
todos.

8 Promover el crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo 
pleno y productivo y el trabajo decente para todos.

9 Construir infraestructuras resilientes, promover la industrialización inclusiva y 
sostenible y fomentar la innovación.

10 Reducir la desigualdad en los países y entre ellos.

11 Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, 
residentes y sostenibles.

12 Garantizar modalidades de consumo y producción sostenibles.

13 Adoptar medidas urgentes para combatir el cambio climático y sus efectos.

14 Conservar y utilizar sosteniblemente los océanos, los mares y los recursos 
marinos para el desarrollo sostenible.

15 Proteger, restablecer y promover el uso sostenible de los ecosistemas terrestres, 
gestionar sosteniblemente los bosques, luchar contra la desertificación, detener 
e invertir la degradación de las tierras y detener la pérdida de la biodiversidad.

16 Promover sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar 
el acceso a la justicia para todos y construir a todos los niveles instituciones 
eficaces e inclusivas que rindan cuentas.

17 Fortalecer los medios de implementación y revitalizar la Alianza Mundial para 
el Desarrollo Sostenible.

Fuente: Elaborado por la autora a partir de http://femp.femp.es/files/566-2657-
archivo/3.2.1.a%20objetivos%20desarrollo%20sostenible.pdf.
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Imágenes 

Fuente: Imágenes facilitadas por la autora en el trabajo de observación.

Leyenda

1.	 Viviendas de Jèremie-Grand´Anse, Departamento Sud.
2.	 Hospital de Okay para atender a personas con covid-19.
3.	 Medio de transporte de la comuna Gran Cayemite (Departamento 

Sud).
4.	 Vivienda de Jèremie-Grand´Anse, Departamento Sud.
5.	 Mercado ubicado entre Jacmel y Marigot, Departamento Sud.
6.	 Taller de sensibilización acerca de la covid-19, Les Cayes, Departa-

mento Sud.
7.	 Comuna pesquera de Marigot.
8.	 Reunión con directivos de Les Cayes y Okay.
9.	 Taller con comunitarios y directivos de Anse-d´Hainault, Departa-

mento Grand´Anse.
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Resumen
Se trazan las líneas definitorias del derecho humano fundamental al desarrollo sos-
tenible (dhfds), desde una visión normativa del desarrollo y el constitucionalismo 
humanista, teniendo en cuenta la dignidad humana, la plena efectividad de los 
derechos humanos, el enfoque basado en los derechos humanos y la seguridad 
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humana como pilares normativos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible, entendiendo que la plena efectividad de los derechos humanos da lugar al 
derecho humano fundamental al nuevo orden mundial (dhfnom) consagrado en 
el artículo 28 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (dudh, 
1948), aprobada por la Organización de las Naciones Unidas (onu). Se analiza 
el entendimiento común para la práctica de las normas y los principios de dere-
chos humanos en materia de programación del desarrollo, concibiendo el desa-
rrollo sostenible como un derecho humano fundamental cuyo núcleo esencial son los 
derechos fundamentales integrados en los diecisiete objetivos de desarrollo sostenible 
de la Agenda 2030. Se resalta el deber del Estado de respetar y proteger los dere-
chos humanos de que las personas y los pueblos son titulares, para materializar 
tangiblemente sus derechos fundamentales inalienables y priorizar, en conse-
cuencia, la atención y la participación de los grupos humanos en situación de 
debilidad manifiesta, expuestos a mayor vulnerabilidad, marginación, exclusión 
y discriminación, destacando, en aras del florecimiento humano, el bien común, 
el desarrollo sostenible y el desarrollo humano integral de todos.
Palabras clave: dignidad humana, desarrollo sostenible, seguridad humana, 
Agenda 2030, derechos humanos, derechos fundamentales

The fundamental right to sustainable development:  
The 2030 agenda seen from human dignity and the approach 

based on human rights

Abstract
The defining lines of the fundamental human right to sustainable development 
(fhrsd) are drawn, from a normative vision of development and humanist 
constitutionalism, taking into account human dignity, the full effectiveness of 
human rights, the Approach Based on Human Rights and human security as 
normative pillars of the 2030 Agenda for Sustainable Development, understan-
ding that the full effectiveness of human rights gives rise to the Fundamental 
Human Right to the New World Order (fhrnwo) enshrined in article 28 of 
the Universal Declaration of Rights. Human (udhr, 1948), approved by the 
United Nations (un). The common understanding for the practice of human ri-
ghts norms and principles in development programming is analyzed, conceiving 
sustainable development as a fundamental human right whose essential core is 
the fundamental rights integrated in the 17 Sustainable Development Goals of 
the Agenda 2030. The duty of the State to respect and protect the human rights 
of which individuals and peoples are entitled to tangibly materialize their inalie-
nable fundamental rights is highlighted, consequently prioritizing the attention 
and participation of human groups in situations of manifest weakness, exposed 
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to greater vulnerability, marginalization, exclusion and discrimination highli-
ghting in the interests of human flourishing, the common good, sustainable 
development and the integral human development of all.
Key words: human dignity, sustainable development, human security, 2030 
Agenda, human rights, fundamental rights

I. PÓRTICO

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (Agenda 2030)2, propo-
ne 17 Objetivos y 169 metas de forma holística, integrada e indivisible, 
contemplando los ámbitos económicos, sociales y ambientales. Desde la 
posición del autor, la Agenda 2030 está enfocada la consecución del de-
sarrollo (sostenible) para un mundo en el que falta mucho por hacer para 
que los Estados y demás sujetos obligados hagan plenamente efectivos los 
derechos reconocidos en la dudh (1948), como lo pauta su artículo 28 
ibidem que le sirve de sustrato jurídico y normativo al que Caldera Yn-
fante (2020) denomina como el derecho humano fundamental a un Nuevo 
Orden Mundial (dhfnom) habida consideración que es deber de los Es-
tados el respetar y garantizar la plena efectividad de los derechos de todos 
los miembros de la familia humana, y los pueblos, integrada por personas 
iguales en derechos y dignidad. 

2.	 Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) —antes Objetivos de Desarrollo del 
Milenio— fueron aprobados por 193 Estados miembros de la Asamblea General de 
la Organización de las Naciones Unidas (onu) el 25 de septiembre de 2015, y estaban 
llamados a regir la nueva estrategia de aplicación de los programas de desarrollo 
mundial hasta el año 2030 y los posteriores “hacia la erradicación de la pobreza y el 
desarrollo sostenible en sus dimensiones social, económica y ambiental”. Textualmente 
indica: “El 2015 ofrece una oportunidad sin precedentes para orientar al mundo en la 
senda del desarrollo sostenible. El proceso de la agenda para el desarrollo y el proceso 
sobre el cambio climático después de 2015, con sus objetivos finales de erradicar la 
pobreza, mejorar las condiciones de vida de la población y lograr la rápida transición 
a una economía baja en emisiones de carbono y resiliente al cambio climático, se 
refuerzan mutuamente; si se implementan conjuntamente, pueden promover la 
prosperidad y la seguridad de las generaciones presentes y futuras” (onu, 2015, p. 
8). Memoria del Secretario General sobre la labor de la organización. Documentos 
oficiales, Septuagésimo período de sesiones. Suplemento núm. 1. Disponible en: 
https://undocs.org/es/A/70/1. Consultado: 26 de agosto de 2021.
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Para el autor, las disposiciones de la Agenda 2030, si bien representan 
un significativo avance para la toma de conciencia sobre el desarrollo con 
sentido humano y la responsabilidad ecológica e intergeneracional, sus 
enunciados lucen tímidos en cuanto a la exigencia de cumplimiento del 
deber de respeto, garantía, protección y efectiva satisfacción de los dere-
chos humanos de todas las personas humanas, por parte de los Estados y 
la comunidad de naciones, como principales sujetos de derecho obligados 
a materializarlos efectivamente en el marco de la convencionalidad y la 
constitucionalidad de carácter humanista que regula la sociedad política.

No obstante, pese a los esfuerzos, la promesa del desarrollo humano 
integral no se ha logrado y el florecimiento pleno de la población mundial 
sigue siendo materia pendiente porque, como sociedad global, no ha podi-
do i) liberarse de la miseria, por la desigualdad, la pobreza y la exclusión de 
millones de personas, muchas de ellas sumidas en condiciones de trágica 
supervivencia; ii) liberarse del miedo, por la reproducción destructiva de 
las guerras y la violencia armada en diversas latitudes del planeta, matando 
y desolando pueblos y comunidades enteras, con millones de desplazados 
forzados, crisis migratorias, hambrunas y destrucción dañina (perversa) 
del proyecto de vida valioso de las víctimas; iii) lograr el buen vivir para to-
das las personas, en armonía con la naturaleza, por la pérdida de calidad y 
de condiciones de vida de las poblaciones, el deterioro del ideal normativo 
de la democracia, la falta de respuesta de las instituciones a los crecientes 
reclamos de los asociados y la ausencia de una ética ecológica vigorosa cuya 
expresión material se traduce en las diversas manifestaciones recurrentes 
y catastróficas del cambio climático, que degrada la existencia de las per-
sonas a niveles aberrantes, por la mentada indigencia ética y la terquedad 
del liderazgo mundial que, destruyendo el multilateralismo, da respuestas 
espasmódicas frente a las causas del fenómeno, insistiendo en matizarlo 
atacando sus efectos, dada la continuidad de modelos de producción que, 
sin incurrir en generalizaciones, conculcan la dignidad humana, afectan 
la naturaleza, agreden los ecosistemas, destrozan acuíferos, contaminan las 
aguas y el aire, presa del afán egoísta de riqueza, socavando la posibilidad 
de vida buena de las actuales y las futuras generaciones. 

El dhfds es sinónimo de florecimiento humano. El artículo esboza 
una visión normativa del desarrollo y analiza, desde tal perspectiva, que las 
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conductas antes descritas se oponen al “contenido normativo” ético, axio-
lógico, jurídico y teleológico del aquí llamado dhfds, orientado a la plena 
realización de la persona humana, de los pueblos del orbe y la familia 
humana, haciendo habitable, a este paso, el planeta, en el presente y hacia 
el futuro, que ha de ser asumido como nuestra Casa Común, demandante 
de cuidado y atención, como lo señala el papa Francisco (2015) en la 
Encíclica Laudato Sí y que ya goza de especial protección jurídica taxativa 
las constituciones nacionales, verbigracia, de Ecuador (2008) y Bolivia 
(2009) y ha sido objeto de protección dogmática en la jurisprudencia de 
altos tribunales, como es el caso de Colombia3. 

La visión normativa del desarrollo, está alineada a las premisas de a) 
la plena efectividad de los derechos humanos, como soporte del derecho 
fundamental a un nuevo orden mundial del que habla Caldera Ynfante 
(2020) y b) la sostenibilidad, porque lo supedita al respeto y reconoci-
miento de la naturaleza como sujeto de derecho y como condición de 
posibilidad de vida digna para las actuales y venideras generaciones po-
niendo el acento en la inclusión y protección equitativa y efectiva de los 
más frágiles, vulnerables, empobrecidos, rezagados o marginados.

II. LA DIGNIDAD HUMANA: PARADIGMA NORMATIVO 
REHUMANIZADOR DEL DERECHO. LA TRANSFORMACIÓN  
DEL ESTADO DE DERECHO AL ESTADO DE DERECHOS

La dignidad humana es un derecho directriz, que influye y determina el 
contenido normativo y los parámetros de validez jurídica de las disposicio-
nes legales configuradoras de los demás derechos humanos fundamentales. 
Viene a ser un eje transversal que nutre el contenido esencial de todos los 

3.	 Véase, por ejemplo, la sentencia T-622 de 2016 de la Corte Constitucional colombiana. 
En ella, desde el concepto normativo de biodiversidad y bioculturalidad, frente a la 
minería ilegal que lo afecta gravemente, reconoció el río Atrato (departamento del 
Chocó), su cuenca y sus afluentes, como una “entidad sujeto de derecho”, con el fin 
de proteger tanto la “entidad natural” como a las presentes y futuras generaciones de 
colombianos, cuya existencia física, cultural y espiritual también depende del buen estado 
del río y de los recursos naturales en general.
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derechos humanos fundamentales. Nada que afecte el contenido norma-
tivo de la dignidad humana podrá ser reconocido como derecho válido en 
tanto expresión de justicia material. La influencia de la dignidad humana 
en la irrupción del convencionalismo humanista supranacional contenido 
en los tratados, pactos y convenios internacionales sobre derechos huma-
nos que permea las constituciones nacionales, luego de la segunda posgue-
rra mundial del siglo pasado, da lugar al aquí llamado constitucionalismo 
humanista, cuyo propósito consiste en dejar atrás el formalismo legalista 
para materializar efectivamente, en la esfera de la vida de las personas, 
el contenido esencial de los derechos fundamentales de los que ellas son 
titulares. La centralidad en la persona desde del derecho, la política, la 
economía y la programación del desarrollo hace posible hablar del inicio 
de un proceso de transformación del Estado de Derecho clásico, pasando 
por el Estado social de Derecho, hasta llegar a consolidar, en el presente y 
hacia el futuro, un Estado de derechos (o Estado de derechos humanos). Este 
es una manifestación tangible del humanismo constitucionalizado en el cual 
la plena efectividad de los derechos humanos es la tarea ineludible que de-
ben cumplir, para todas las personas, el Estado, sus órganos y sus agentes 
como expresión tangible del denominado dhfnom. 

En este punto, cabe indicar que la Iglesia Católica, a partir de la en-
cíclica Rerum Novarum de León XIII (1891), acicateada en la defensa de 
la dignidad humana y el desarrollo humano integral, ha contribuido a la 
definición del desarrollo como parte del derecho humano que todos los 
hombres tenemos de contar con iguales condiciones y libertad de acceso 
al disfrute de los bienes terrenales derivados de la actividad productiva 
para la obtención de la felicidad individual y la convivencia pacífica. Dice 
la encíclica:

Por consiguiente, siendo absurdo en grado sumo atender a una parte de los ciudada-
nos y abandonar a la otra, se sigue que los desvelos públicos han de prestar los debidos 
cuidados a la salvación y al bienestar de la clase proletaria; y si tal no hace, violará la 
justicia, que manda dar a cada uno lo que es suyo. Sobre lo cual escribe sabiamente 
Santo Tomás: “Así como la parte y el todo son, en cierto modo, la misma cosa, así lo 
que es del todo, en cierto modo, lo es de la parte”. De ahí que entre los deberes, ni 
pocos ni leves, de los gobernantes que velan por el bien del pueblo, se destaca entre 
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los primeros el de defender por igual a todas las clases sociales, observando inviolable-
mente la justicia llamada distributiva.

La doctrina social de la Iglesia Católica cuenta con documentos relevantes 
sobre el tema del desarrollo con sentido humano: El beatificado Paulo 
VII publicó en 1967 la encíclica Populorum Progressio, donde definió que 
“el desarrollo es el nuevo nombre de la paz”; santo Juan Pablo II dejó 
para la posteridad su visión sobre la economía de la solidaridad y el orden 
económico mundial justo en las encíclicas Sollicitudo Rei Socialis (1987) 
y Centesimus Annus (1991) conmemorativa la segunda del centenario del 
texto precursor de León XIII. Benedicto XVI produjo la encíclica Caritas 
in Veritate (2009) sobre el desarrollo, la globalización, el bienestar social 
y “una solución adecuada de los graves problemas socioeconómicos que 
afligen a la humanidad”, en función del “desarrollo humano integral”, y el 
papa Francisco, en Laudato Si (2015) y Fratelli Tutti (2020) y en diversas 
iniciativas de su pontificado ha invitado a la promoción del desarrollo 
humano integral y “el deber de todos de promover los objetivos de desa-
rrollo sostenible”, y que sea respetado y reconocido “el derecho de todos 
los pueblos al desarrollo”. 

El reconocimiento de la dignidad humana constituye el presupuesto 
etiológico y teleológico de la Comunidad de Naciones (onu, 1945), que 
marcó un giro radical en la comprensión y la praxis jurídica internacional, 
caracterizada por irrupción del paradigma ético, moral y axiológico que 
apunta a la realización de la justicia material como categoría normativa su-
peradora del positivismo legalista-formalista. Este tránsito hacia la reivin-
dicación de la centralidad de la persona sobre el Estado marca el inicio del 
proceso de rehumanización del derecho, en curso, a partir de la aseveración 
normativa (reconocida luego en el ámbito dogmático mediante acciones 
constitucionales y garantías judiciales) de que todas las personas merecen 
ser respetadas, valoradas y reconocidas en tanto seres humanos iguales en 
derecho y dignidad, sin exclusiones ni discriminaciones. Igual predominio 
de la centralidad de la persona se predica frente a la política, la programa-
ción del desarrollo y la economía, aunque en materia de democratización 
económica aún son tenues los avances. 
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Con tal reconocimiento, la búsqueda de la justicia material hace que 
el Estado se vea exigido de respetar y garantizar los derechos humanos, y 
sometido a la constitucionalidad interna y la convencionalidad suprana-
cional dejando atrás el Estado de arbitrariedad y opresión que caracterizó a 
los autoritarismos y totalitarismos de inicios y mediados del siglo pasado, 
para dar lugar al Estado social de Derecho de la segunda posguerra mun-
dial y, en tiempos actuales, al llamado Estado democrático constitucional. 
Con el deber estatal de respetar y garantizar los derechos inalienables de 
la persona se observa, en efecto, una transición hacia el aquí denominado 
Estado de derechos (o Estado de derechos humanos), en el cual la dignidad 
humana es el paradigma campante que preconiza el respeto por la persona 
humana, como centro de la comunidad política, donde el Estado debe 
cumplir con la obligación de satisfacer efectivamente todos los derechos 
fundamentales de todas las personas (y de los pueblos). De manera simul-
tánea, los derechos humanos fundamentales y sus garantías son el fuero 
de protección de la persona que la dota de una herramienta de contención 
frente a los abusos del poder, y representa una barrera normativa operativa 
y vinculante —ius cogens— frente a la discrecionalidad, los daños o las 
humillaciones derivadas del ejercicio del poder que ejecute el Estado, que 
debe indemnizar, restituir y reparar el daño causado. 

Esta resignificación humanizadora del derecho ha dejado sentir su in-
fluencia en la configuración de los derechos humanos emergentes, entre 
los que se destacan el derecho al desarrollo, el derecho a la paz, el derecho 
(fundamental) a la democracia, etc., edificados sobre la que normatividad 
internacional que aquí llamamos la convencionalidad humanista suprana-
cional,4 que bien puede denominarse corpus iuris pro personae, y está sus-
tentada en:

4.	 O, si se prefiere, convencionalismo humanista supranacional, dándole significación 
a los tratados, pactos, acuerdos o convenciones internacionales sobre ddhh que 
compendian el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (didh), el Derecho 
Internacional Humanitario (dih) y el constitucionalismo humanista que integra las 
constituciones nacionales de los Estados o que aplica, en igual o prevalente jerarquía, 
que la constitución por recepción expresa o remisión directa a dicho corpus iuris pro 
personae a través de la figura del bloque de constitucionalidad. Para el autor, podría 
hablarse del Estado convencional de Derecho, basado en la positividad del derecho 
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•	 La Carta Fundacional de la Organización de Naciones Unidas (1945), 
cuyo preámbulo indica que los pueblos que la conforman están re-
sueltos “…a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en 
la dignidad y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de 
hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas…”.

•	 La Declaración Universal de Derechos Humanos (dudh), adoptada 
por la Asamblea General de la onu (1948), que enfatiza que todas las 
personas son iguales en derechos y dignidad y gozan y que todos los 
seres humanos están dotados de derechos iguales e inalienables como 
sustento para la libertad, la justicia, la tolerancia, el progreso, la paz y 
la seguridad humana en el mundo.

•	 El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (pidcp, 1966) y 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(pidesc, 1966), que en su preámbulo común indican que estos dere-
chos derivan de la dignidad inherente a todas las personas miembros 
de la familia humana y de sus derechos iguales e inalienables y que 
“con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos, no 
puede realizarse el ideal del ser humano libre en el disfrute de las liber-
tades civiles y políticas y liberado del temor y de la miseria, a menos 
que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus 
derechos civiles y políticos, tanto como de sus derechos económicos, 
sociales y culturales”.

•	 La Convención Americana de Derechos Humanos (cadh, 1969, que 
estatuye que los derechos esenciales del hombre tienen como fun-
damento los atributos de la persona humana, y en el artículo 11.1 
preceptúa que “toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al 
reconocimiento de su dignidad”. 

•	 En diversas constituciones nacionales de varios Estados se recono-
ce la dignidad humana como principio fundante del modelo polí-
tico democrático, como, por ejemplo, la Constitución alemana de 
1949 (artículo 1º), la Constitución española de 1978 (artículo 1º), la 

vigente, con el artículo 28 de la dudh como arquetipo imperativo con fuerza jurídica 
vinculante —normas ius cogens—, por su relación con la dignidad humana y los 
derechos humanos inalienables, inviolables e inmarcesibles de toda persona.
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Constitución colombiana de 1991 (artículo 1º), la Constitución de 
la República Bolivariana de Venezuela (artículo 3º y otros), la Cons-
titución del Estado Plurinacional de Bolivia de 2008 (artículos 8 y 9, 
inter alia), la Constitución de Ecuador de 2008 (Preámbulo y artículo 
11.7) y la Constitución de México (artículos 1º y 25).

III. ELEMENTOS TEÓRICOS QUE DENOTAN LA 
TRANSFORMACIÓN DEL ESTADO DE DERECHO EN EL ESTADO 
DE DERECHOS (O ESTADO DE DERECHOS HUMANOS)

La dignidad humana es un derecho directriz, que determina la sustancia 
material y las condiciones de validez jurídica de las cuales derivan los de-
más derechos humanos fundamentales. Nada que afecte el contenido nor-
mativo de la dignidad humana será reconocido como derecho. En este 
segmento se toma en cuenta el proceso rehumanizador de la política y de 
la rehumanización del derecho, que abarca la gestión pública y de lo públi-
co, asociada contemporáneamente a los fines del Estado, que destacan la 
faceta misional que el constitucionalismo humanista y el convencionalismo 
humanista supranacional le asignan al hacerlo el principal responsable y 
obligado sobre el cumplimiento del deber de respeto, garantía y protec-
ción de los derechos humanos de sus pobladores, nacionales o extranjeros, 
siguiendo para ello el concepto de Biocracia (Caldera Ynfante, 2020a), 
que entiende que la razón de ser del ejercicio del poder político es garantizar 
el cuidado de la vida, la protección de la persona humana y de la naturaleza,5 
y tiene como líneas sustantivas las siguientes: 

5.	 Para el autor, la naturaleza es un bien colectivo que conforma el patrimonio común de 
la humanidad y, por ende, un bien público sometido a especial y reforzada protección 
convencional, constitucional y legal. Aseverado lo anterior, el cuidado y la protección 
de la naturaleza guardan relación con la consideración normativa de la naturaleza 
como sujeto de derechos (constituciones de Bolivia y Ecuador), como sujeto de 
protección (constituciones de Paraguay y Venezuela), o como sujeto de protección 
constitucional equiparada a sujeto de derechos de la mano de la biodiversidad y la 
bioculturalidad (jurisprudencia de Corte Constitucional y Corte Suprema de Justicia 
de Colombia). Incorpora la protección de los animales como seres vivos sintientes 
supeditados a especial protección legal, y la defensa y el cuidado del agua como un 
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a) 	 Se considera la dignidad humana desde una visión dogmática norma-
tiva a partir de la enunciación de los derechos humanos fundamenta-
les desde: i) su triple connotación normativa reconocida como valor, 
principio y regla iusfundamental, de una parte, y de la otra, ii) su 
carácter práctico o pragmático a favor de la persona humana para la 
realización de los aludidos derechos fundamentales en su esfera vital, 
que comprende, a su vez, que pueda elegir libremente y de manera 
autónoma un proyecto de vida valioso, que pueda vivir en libertad, 
vivir bien, vivir sin humillaciones, vivir sin miedo ni temores, vivir sin 
miseria ni pobreza, vivir una vida plena y con sentido, y cuente con 
oportunidades para el despliegue de sus capacidades, con bienes mate-
riales y espirituales adecuados para vivir dignamente, para así lograr la 
felicidad individual que le permita plena realización personal, llamada 
a contribuir a la construcción del bien común mediante conductas y 
sentimientos de solidaridad, fraternidad, amor, caridad y compasión.

b) 	 El significado creciente y la influencia notoria de la dignidad humana 
como derecho directriz y fundamento del Estado democrático consti-
tucional contemporáneo, y como elemento normativo, teleológico, 
ontológico y axiológico del derecho humano fundamental al desarrollo 
sostenible, vista la dignidad humana, desde lo dogmático, como valor, 
principio y regla constitucional y, desde lo funcional, asociada a la 
libre elección del proyecto de vida valioso de la persona humana para 
vivir sin daños ni humillaciones, vivir una vida con sentido, con con-
diciones materiales e inmateriales y oportunidades para el pleno pro-
greso de las capacidades que lleven a la persona a lograr florecimiento 
humano, alcanzar felicidad personal y, con ello, desde la fraternidad y 
la solidaridad, contribuir al bien común.

c) 	 La consagración jurídica, como exigencia legal y compromiso ético 
que incumbe a los Estados y sus órganos sobre el cumplimiento del 
deber de respeto, promoción, protección y garantía de los derechos 
humanos, como nuevo paradigma contemporáneo, asumido como 
obligación por los Estados parte de la comunidad internacional, a 

derecho humano fundamental y un bien público sometida a protección constitucional 
y legal reforzada. 
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partir de la promulgación de la dudh (1948), que implica un cam-
bio trascendental cuyo punto de partida radica en la colocación de la 
dignidad humana como fundamento normativo, antropológico, axio-
lógico y teleológico de la comunidad política y de la estatalidad que 
gestiona el poder político.

d) 	 El principio convencional (que se traduce en regla convencional y 
constitucional) de la plena efectividad de los derechos humanos, ex-
presado en la garantía del derecho de la persona humana a ver honra-
dos y cumplidos efectivamente todos sus derechos, que se le satisfagan 
de manera plenamente material y tangible como elemento configu-
rador del núcleo esencial del que Caldera Ynfante (2020) denomina 
como dhfnom, social e internacional, previsto en el artículo 28 de la 
dudh, que el autor define, en sentido estricto, así: Es el derecho de toda 
persona humana de gozar efectivamente de todos sus derechos y libertades 
iguales e inalienables.

e) 	 La configuración del desarrollo sostenible como un derecho humano 
fundamental y la visión normativa del desarrollo que cumple con los 
elementos regulatorios que la teoría constitucional y la dogmática 
jurisprudencial6 definen (relación con el logro del contenido norma-
tivo de la dignidad humana; forma triangular de derecho subjetivo 
—titulares, obligado y contenido de la relación jurídica—; consenso 
nacional e internacional sobre su importancia convencional y consti-
tucional) sobre los derechos fundamentales que, en tal sentido, debe 
ser garantizado por los Estados obligados a favor de los titulares be-
neficiarios (personas y pueblos), en tanto el desarrollo sostenible, con 
su goce material, es un medio y un fin para que la persona humana 
satisfaga todos los derechos humanos estatuidos a su favor, centrados 
en la interrelación, la interdependencia, la universalidad y la indivisi-
bilidad que enuncia la Declaración y el Plan de Acción de Viena sobre 
Derechos Humanos de 1993, en particular, para favorecer de manera 
prevalente a los vulnerables y excluidos, a las personas en situación de 
debilidad manifiesta, y a los pobres en condiciones de precariedad o 

6.	 Adoptada, en este caso, por la Corte Constitucional de Colombia, como se verá ut infra.
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miseria, mediante acciones afirmativas o de discriminación positiva 
en lo administrativo, legal o presupuestal.

f ) 	 Con relación al punto anterior, los principios de interpretatio pro ho-
mine, de progresividad y de prohibición de regresividad, las acciones 
afirmativas para proteger a los débiles y vulnerables, en lo legal, ad-
ministrativo y presupuestal, para evitar la persistencia del estado de 
cosas inconstitucional en el cual viven aún millones de personas en el 
mundo, lo que da lugar al Estado de Cosas Inconvencional, por acción 
o por omisión, que priva del derecho a la realización de su proyecto de 
vida valioso e impide la realización humana de infinidad de personas 
en el orbe, con Estados cuyos gobiernos incumplen sus deberes de 
respeto y garantía de la dignidad humana y del contenido esencial de 
los derechos humanos, pues obran sine lege o contra lege, al punto que 
es factible hacer una analogía entre dicha situación fáctica (negadora de 
los derechos humanos) y los supuestos de hecho que dan cabida al reco-
nocimiento judicial del denominado Estado de cosas inconstitucional.7 

g) 	 El desarrollo humano integral, como traducción de la plena realiza-
ción de la persona, en todas las dimensiones de su ser, orientado a la 
procura de una existencia digna y una vida con sentido, que merezca 
ser vivida, que sobresale como pilar ético y teológico de la Doctrina 
Social de la Iglesia Católica, que viene a ser la síntesis de la implemen-

7.	 La Corte Constitucional de Colombia ha creado la citada figura dogmática en 
las sentencias su-559 de 1997, T-153 de 1998, T-606 y T-607 de 1998, T-590 
de 1998, T-525 de 1999, su-090 de 2000 y la T-025 de 2004. A grandes rasgos, 
puede considerarse que existe un estado de cosas inconstitucional cuando: i) ocurre 
una vulneración masiva y generalizada de múltiples derechos constitucionales que 
producen la afectación a un número significativo de personas; ii) hay una prolongada 
omisión de las autoridades en el cumplir de sus obligaciones para respetar, proteger 
y garantizar los derechos; iii) se aplican prácticas judiciales inconstitucionales, 
como el que la población afectada tenga que acudir a la acción de tutela (amparo) 
constitucional para remediar la situación de violación o pedir que le sea garantizado 
el derecho violado o menoscabado; iv) existe la negligencia o la omisión en cuanto a 
la expedición de medidas legislativas, administrativas o presupuestales necesarias para 
evitar la conculcación de los derechos, y v se produce “la existencia de un problema 
social cuya solución compromete la intervención de varias entidades, que requiere 
la adopción de un conjunto complejo y coordinado de acciones y exige un nivel de 
recursos que demanda un esfuerzo presupuestal adicional importante”.
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tación de la Agenda 2030, entendida como política pública tributaria 
de la dignidad humana y medio adecuado para la efectiva materiali-
zación de los ddhh, y da prevalencia al cuidado y la protección de 
los vulnerables, como suma virtuosa de progreso económico, cuidado 
ambiental-ecológico, cuidado de la vida humana y de protección a la 
persona humana, desde el poder político, que lleva al florecimiento 
humano. 

IV. EL CONVENCIONALISMO HUMANISTA SUPRANACIONAL8 
COMO PUNTO DE PARTIDA DE LA REHUMANIZACIÓN DEL 
DERECHO Y EL CONSTITUCIONALISMO HUMANISTA

La dignidad humana ha permitido la conformación de un Corpus Iuris Pro 
Personae, basado en el respeto que merece toda persona humana por el he-
cho mismo de serlo. Su trascendencia regulatoria transversal ha sido pues-
ta de relieve como elemento normativo medular del denominado didh 
y surca su preceptiva toda, cuyas prescripciones legales supranacionales 
tienen rango ius cogens por sus efectos vinculantes para los miembros de 
la comunidad internacional, al establecer obligaciones erga omnes para los 
Estados asociados, sus órganos y agentes y para los organismos creados en 
función de la garantía y la defensa de los derechos humanos, a partir de la 
premisa de que todas las personas, sin distinciones ni exclusiones, somos 
iguales en dignidad y en derechos. Este proceso de codificación interna-
cional humanista se acentuó luego de la tragedia humanitaria que significó 
la Segunda Guerra Mundial, donde el Derecho fue instrumentalizado para 
producir devastación humana, justificando formalmente, con leyes opro-
biosas y sentencias tan infames como injustas, delitos atroces y crímenes 
aberrantes contra la familia humana que laceraron la conciencia jurídica 
universal y que, por un imperativo de humanidad y de profilaxis frente a la 
perversidad del poder, la memoria histórica jamás nos dejará olvidar. 

Dicha evolución viene a ser fiel reflejo de la rehumanización del Dere-
cho, contenido en la regulación que obliga a los Estados y demás instancias 

8.	 Véase ut supra la nota al pie de página 5.



175

El derecho humano fundamental al desarrollo sostenible: La agenda 2030 vista 
desde la dignidad humana y el enfoque basado en los derechos humanos

de la comunidad de naciones a promover, proteger, asegurar y garantizar 
la plena efectividad de los ddhh, como consecuencia directa de la regula-
ción ius cogens que sirve de estatuto jurídico, axiológico, ético, ontológico 
y antropológico del que llamamos humanismo convencional supranacional.9 

Así lo demuestran las disposiciones de la Carta de la Organización 
de las Naciones Unidas (1945), la dudh (1948), la Convención para la 
Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio (1948), la Convención 
Internacional sobre el Estatuto de Refugiados (1951) y sus modificacio-
nes, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (pidcp, 1966), 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (pi-
desc, 1966), entre otras, que marcan la pauta de la humanización del de-
recho internacional y da cabida al didh como un corpus iuris pro personae, 
basado en el respeto que merece toda persona humana por el hecho mis-
mo de serlo, por su inalienable condición humana, y tiene como asidero la 
prevalencia de la dignidad humana como plexo normativo integrador del 
humanismo convencional supranacional. Puede sostenerse, entonces, que 
la plena efectividad de los ddhh es el presupuesto teleológico del Estado 
democrático constitucional, ya que sus fines, objetivos y cometidos están 
vinculados a la obligatoriedad de promoverlos, protegerlos, garantizarlos y 
satisfacerlos de manera material y tangible a favor de la persona humana y 
de los pueblos, sin exclusiones ni discriminaciones odiosas. 

El constitucionalismo humanista. Como derivación de lo anterior, sur-
ge con vigor, luego de la segunda posguerra mundial. Basta leer el artículo 
1º de la Constitución alemana de 1949 para comprobar que la dignidad 
humana ha sido integrada a los principios fundamentales del Estado de-
mocrático constitucional como una cláusula pétrea a favor de la persona 
humana, y la plena satisfacción de sus derechos humanos es el presupuesto 
teleológico de los fines y cometidos estatales como condición de posibilidad 
para su realización humana. Este proceso de humanización del constitucio-
nalismo en los Estados (mayoritariamente en Occidente) se vio influencia-

9.	 Es factible hablar, igualmente, de un convencionalismo humanista. En la doctrina 
se suele denominar también como Estado constitucional de Derecho, aunque, por la 
evolución de la normatividad internacional sobre ddhh, podría hablarse del Estado 
convencional de Derecho, basado en la positividad del derecho vigente, con el artículo 
28 de la dudh como arquetipo imperativo.
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do por, y es parte de, el desarrollo normativo del humanismo convencional 
supranacional —o convencionalismo humanista supranacional— antes cita-
do, que pasa, de esta forma, a tener eficacia y jerarquía normativa similar 
o, en ciertos casos, prevalente, al ordenamiento constitucional interno, ya 
por recepción directa, ya por remisión expresa de las constituciones nacio-
nales, y da lugar a la figura del bloque de constitucionalidad, erigido sobre 
la normatividad convencional humanista supranacional para la definición 
y la protección de los derechos fundamentales de la persona humana y 
los pueblos como límite a la arbitrariedad y a los abusos del poder estatal. 

El derecho constitucional humanista. El humanismo jurídico conven-
cional supranacional a que se ha hecho referencia, en el plano nacional, 
viene a integrar el derecho constitucional humanista centrado en la afirma-
ción de la dignidad humana, cuando exige del Estado cumplir cabalmente 
con la promoción, el respeto, la garantía y la plena satisfacción de los de-
rechos de cada persona, sin discriminaciones de ninguna categoría, en pos 
de la plena efectividad de los derechos humanos para la materialización de 
la realización humana en tanto cada persona logre concretar su proyecto 
de vida valioso, elegido en libertad y sin padecer daños arbitrarios desde 
el Estado; tal es el presupuesto para que la sociedad política democrática 
propicie oportunidades y condiciones materiales e inmateriales adecuadas 
para una vida decente, que permitan alcanzar florecimiento humano, vivir 
una vida con sentido y obtener felicidad personal como condición de po-
sibilidad para contribuir al bien común.

Hacia el Estado de derechos. Esta visión, donde el Estado, la economía 
y la política están al servicio de la realización de la persona humana, nos 
lleva a afirmar que viene operando una transformación de la concepción 
clásica del Estado de Derecho (que somete el poder político a la legalidad 
y estructura orgánicamente el Poder Público), que gravita hacia el Estado 
de derechos (o si se prefiere, Estado de derecho humanos), donde la dignidad 
humana, asumida como valor constitucional directivo, como principio 
constitucional vinculante y como regla constitucional imperativa, en tan-
to derecho directriz, determina que la voluntad estatal está compelida a 
cumplir cabalmente con el deber de promover, garantizar, proteger y satis-
facer los ddhh de toda persona que habite el Estado, sin exclusiones arbi-
trarias ni discriminaciones negativas, por lo que la autoridad estatal queda 
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subordinada a la estricta realización de las actuaciones que determinan 
su competencia para materializar, en la esfera de la vida de toda persona, 
la plena vigencia de sus derechos fundamentales, honrando las garantías 
previstas para su goce y dando cabal satisfacción al contenido esencial de 
tales derechos a favor del titular de ellos: la persona humana. 

Hacia el Estado cuidador. El Estado se debe a la persona humana y 
debe estar a su servicio. El cuidado de la vida y la protección de la persona 
humana —y de la naturaleza— son el elemento antropológico y ecológico 
articulador del Estado, como representación de la comunidad política y 
detentador del poder político. Que el Estado sirva a la persona es el deber 
ser, y no a la inversa, como en diversos regímenes políticos en la actua-
lidad, donde la persona es sirviente del Estado, está sometida a formas 
ultrajantes de control social, biológico y político, y es tratada como cosas 
por quienes ejercen el poder de modo abusivo, represivo o hegemónico. 
En esta concepción se aprecia, pues, una ruptura con el enfoque teórico de 
la supremacía de la estatalidad sobre la persona, y se resignifica la naturale-
za del poder político no como un fin per se, y recoloca a la persona humana 
como sujeto titular de derechos y protagonista del desarrollo, en lugar de 
un mero “administrado”. El Estado debe concebirse como la persona ju-
rídica abstracta que detenta el poder público para ponerlo al servicio y el 
cuidado de la persona humana. Se ha dicho, al definir la biocracia (Caldera 
Ynfante, 2020a), que el poder político debe estar destinado al cuidado de 
la vida, la protección de la persona humana y de la naturaleza.10 Así las co-
sas, el Estado, como manifestación por excelencia del poder público, tiene 

10.	 Para el autor, la naturaleza es un bien colectivo que conforma el patrimonio común de 
la humanidad y, por ende, un bien público sometido a especial y reforzada protección 
convencional, constitucional y legal. Aseverado lo anterior, el cuidado y la protección 
de la naturaleza guardan relación con la consideración normativa de la naturaleza 
como sujeto de derechos (constituciones de Bolivia y Ecuador), como sujeto de 
protección (constituciones de Paraguay y Venezuela), o como sujeto de protección 
constitucional equiparada a sujeto de derechos de la mano de la biodiversidad y la 
bioculturalidad (jurisprudencia de Corte Constitucional y Corte Suprema de Justicia 
de Colombia). Incorpora la protección de los animales como seres vivos sintientes 
supeditados a especial protección legal, y la defensa y el cuidado del agua como un 
derecho humano fundamental y un bien público sometido a protección constitucional 
y legal reforzada. 
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el deber de cuidar de la vida, de la persona humana y de la naturaleza, con 
lo que pasa a ser un Estado cuidador, en tanto cumple con el deber de pro-
motor, garante y protector de la plena efectividad de los ddhh, en lugar 
del Estado “mandamás” u omnipotente que hemos conocido.

El derecho humano al proyecto de vida valioso (para algunos, derecho 
al libre desarrollo de la personalidad) como derecho superior relacionado 
con la seguridad humana, lo definimos así: Es la facultad o atribución de la 
persona, inherente a su dignidad humana, de visionar y elegir libremente su 
futuro con el fin de lograr su efectiva realización personal, como ser individual 
y social, sin daños arbitrarios, sin miseria ni temores. Villalobos Antúnez 
(2019) lo denomina derecho a la autobiografía. 

El estado de cosas inconvencional internacional equivalente al estado de 
cosas inconstitucional.11 Este último concepto ha sido incorporado por la 
dogmática de la Corte Constitucional colombiana. Tomando como re-
ferencia el derecho al desarrollo, mediante un ejercicio conceptual de 
analogia iuris, se pueden observar déficits, omisiones e incumplimientos 
reiterados por parte de los Estados obligados a concretar tangiblemente 
el derecho al desarrollo y, con él, la satisfacción de los demás derechos 
humanos como condición de posibilidad conducente al bienestar de to-
das las personas miembros de la familia humana. Dicho incumplimiento 
bien puede definirse como una especie de estado de cosas sine iure inter-
nacional por la violación directa de la convencionalidad internacional de 
derechos humanos vigente por parte de los Estados obligados, y evidencia 
una conducta transgresora de la legalidad supranacional y nacional y de 
la conciencia jurídica universal, que menoscaba la condición de preca-
riedad y vulnerabilidad de los sectores más desfavorecidos de la sociedad 
(niños, adultos mayores, enfermos, personas con discapacidad, migrantes, 
personas pobres o en situación de miseria, etcétera), como personas que 
merecen ser respetadas en su dignidad humana, lo que da lugar a una cho-
cante situación de non iure e contra ius global; es decir, genera un patético 
estado de cosas inconvencional internacional que obstruye o impide la plena 
efectividad de los derechos humanos consagrados como base del derecho 

11.	 Véase ut supra la nota al pie de página 7.
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humano fundamental para un nuevo orden mundial en el artículo 28 de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos. 

V. SOBRE EL DERECHO AL DESARROLLO 

Desde la perspectiva del autor, el desarrollo —visto como derecho funda-
mental— hay que asumirlo desde las personas, con las personas y por las 
personas merecedoras todas de invariable respeto y cuidado por su inhe-
rente dignidad. Por razones de espacio se aborda la conceptualización del 
derecho al desarrollo, a secas, sin entrar a detallar su evolución histórica. 
El derecho al desarrollo, en su positivización, ha sido vinculado al dere-
cho de los pueblos a la libre determinación, consagrado inicialmente en 
la Carta Fundacional de la onu y luego en el Preámbulo y el artículo 1, 
común, de los pactos sobre derechos civiles y políticos y sobre derechos 
económicos, sociales y culturales de 1966,12 vinculado a la soberanía polí-
tica y la gestión del desarrollo económico, social y cultural. 

Es de destacar que la onu emitió la llamada Carta Magna de la Desco-
lonización, contenida en la Resolución 1514 de 14 de diciembre de 1960, 
que, a juicio de Cassese (1995), estatuyó que “todos los pueblos tienen 
el derecho de libre determinación; en virtud de este derecho, determi-
nan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo 
económico, social y cultural”, sin que en ningún caso pueda privarse a un 
pueblo de sus propios medios de subsistencia, ni ser sometido a medidas 
unilaterales ilegales impuestas por otros Estados que incrementen la po-
breza, la penuria o la miseria de sus pobladores.

12.	 El artículo 1 común de los precitados pactos señala: 1. Todos los pueblos tienen el 
derecho de libre determinación. En virtud de este derecho establecen libremente su 
condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. 
2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus 
riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la 
cooperación económica internacional basada en el principio de beneficio recíproco, 
así como del derecho internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus 
propios medios de subsistencia.
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La onu, desde las décadas de los años 60 y 70, asumió que el desarro-
llo es un proceso que involucra, a escala mundial, lo económico, lo social, 
lo cultural y lo político (y últimamente lo medioambiental ligado a la sos-
tenibilidad intergeneracional) que propende a la consecución del bienestar 
de la población y de los pueblos mediante la participación en el proceso 
mismo y el acceso equitativo a la distribución justa de sus beneficios, por 
lo que es menester atribuirle el rango de supra derecho humano que, con 
su garantía, sirve de impulsor para el goce efectivo de los demás derechos 
humanos. El derecho al desarrollo, desde sus inicios, con su goce efectivo, 
está destinado a asegurar la protección de los demás derechos humanos 
personales y la protección de los derechos inherentes a los pueblos y la 
familia humana. 

Hilvanado con lo anterior, cabe resaltar que la Asamblea General de la 
onu, el 4 de diciembre de 1986, emitió la Declaración 41/128, en la cual 
reconoció el derecho al desarrollo para promover el desarrollo humano y de 
los pueblos,13 luego de una intensa deliberación diplomática, y siguiendo 
las recomendaciones del grupo de expertos nombrado por la Comisión de 
Derechos Humanos de la onu, que lo reconoce como un derecho autóno-
mo que funge como condición de posibilidad para el disfrute de los demás 
derechos humanos, relacionado con la dignidad humana y la garantía que 
se le reconoce a la persona humana de vivir dignamente; la onu, para 
mayor reforzamiento de su carácter vinculante, adoptó luego la Declara-
ción y el Plan de Acción en ddhh de Viena de 1993, que estableció los 
criterios de universalidad, indivisibilidad, interrelación e interdependencia 
en relación con la plena efectividad de los derechos humanos y el deber de 
respeto y garantía de los ddhh que incumbe a los Estados y demás sujetos 
obligados a su satisfacción material. La Declaración 41/128 de 1986, en 
cita, como instrumento jurídico pionero sobre el derecho al desarrollo, 
emitido por la onu, lo define como un derecho que posibilita la reali-

13.	 La Resolución 41/128 de 1986 fue avalada por ciento cuarenta y seis (146) votos 
a favor, uno (1) en contra (Estados Unidos) y ocho (8) abstenciones (Dinamarca, 
Finlandia, Islandia, Israel, Japón, El Reino Unido, República Federal de Alemania 
y Suecia). Antes, con relación al desarrollo como derecho humano, la Asamblea 
General de la onu había aprobado la Resolución 34/146, del 23 de noviembre de 
1979. 
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zación de los demás derechos y propende a garantizar la vida digna a los 
seres humanos: 

El derecho al desarrollo es un derecho humano inalienable en virtud del cual todo 
ser humano y todos los pueblos están facultados para participar en un desarrollo 
económico, social, cultural y político en el que puedan realizarse plenamente todos 
los derechos humanos y libertades fundamentales, a contribuir a ese desarrollo y a 
disfrutar de él.

VI. DEFINICIONES PROPIAS DE DERECHOS  
FUNDAMENTALES Y EL DHFDS 

A juicio del autor, los derechos fundamentales pueden ser definidos así: 

Son el conjunto de facultades y posiciones jurídicas reconocidas a favor de la persona, 
inherentes a su dignidad humana, establecidas expresamente o de manera innomina-
da la Constitución y/o en la normatividad contenida en el convencionalismo huma-
nista supranacional sobre derechos humanos, que el Estado debe promover, respetar, 
proteger y garantizar efectivamente para que la persona obtenga florecimiento huma-
no mediante la materialización de su proyecto de vida valioso, liberada de la miseria 
y el temor, en democracia, libertad y justicia. 

Ahora bien, con el ánimo de alimentar el debate sobre este aspecto, se rei-
tera que el derecho superior al desarrollo sostenible es sinónimo de floreci-
miento humano y se aportan las siguientes definiciones propias de dhfds, 
desde la óptica de considerarlo como una facultad de la persona humana 
y de los pueblos de vivir dignamente, de contar con progreso material y 
espiritual que permita el cultivo de las virtudes y la plena exteriorización 
de sus capacidades para vivir bien, ser feliz y contribuir al bien común. Las 
definiciones son las siguientes:

dhfds lato sensu: 

Es el conjunto de normas que obliga al Estado a promover y proteger la realización 
del proyecto de vida valioso de la persona humana, fomentando oportunidades para el 
máximo despliegue de sus capacidades, garantizándole a todos, en especial a los más 
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frágiles y vulnerables, las condiciones materiales e inmateriales para que viva digna-
mente, sin daños ni humillaciones, liberada del temor y la miseria. 

Este concepto está ligado a la categoría seguridad humana (sh),14 en co-
nexión con el concepto propio de biocracia (Caldera Ynfante, 2020a), que 
proclama que el poder político ha de estar destinado al cuidado de la vida, la 
protección de la persona humana y la naturaleza.

dhfds stricto sensu: 

Es el derecho que garantiza la vida digna y el desarrollo humano integral de la persona 
humana asegurando el progreso material y espiritual requerido para la efectiva satis-
facción de sus derechos humanos en libertad, justicia y equidad.

La tercera definición indica que el dhfds sería, entonces, 

El conjunto de disposiciones jurídicas que obliga al Estado a asegurar y proteger la 
realización del derecho al proyecto de vida valioso de la persona humana, para su efectiva 
realización, dando prevalencia a los más frágiles y vulnerables, en tanto materialmente 
satisfaga sus derechos humanos, sin daños ni humillaciones, liberándola del temor y 
la miseria. 

Llegados a este punto, téngase en cuenta que la Agenda 2030 y los dieci-
siete ods establecidos por la Asamblea General de la onu en la Resolución 
a/res/70/1 del 21 de octubre de 2015, intitulada transformar nuestro mun-
do: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible,15 afinca en los derechos 
humanos el compromiso de la nueva agenda para el desarrollo: 

14.	 Kofi Annan (2005), como secretario general de la onu, al proponer la reforma 
del organismo internacional, señaló que los tres elementos que integran la sh son: 
Libertad para vivir sin temor, libertad para vivir sin miseria y libertad para vivir en 
dignidad. Estos pilares los consideró en su informe, contenido en la Resolución 
A/59/2005 del 21 de marzo de 2005, denominado “Una noción más amplia de la 
libertad: desarrollo, seguridad y derechos humanos para todos”. 

15.	 Resolución correspondiente al septuagésimo período de sesiones, temas 15 y 116 del 
programa. Disponible en: https://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=a/
res/70/1&Lang=S. Consultado: 10 de septiembre de 2021.
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19. Reafirmamos la importancia de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
así como de otros instrumentos internacionales relativos a los derechos humanos y el 
derecho internacional. Ponemos de relieve que, de conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas, todos los Estados tienen la responsabilidad de respetar, proteger y 
promover los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las personas, 
sin hacer distinción alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento, discapacidad o cualquier otra condición.

VII. OMISIONES NORMATIVAS INEXCUSABLES  
DE QUE ADOLECE LA RESOLUCIÓN A/RES/70/1  
DEL 21/10/2015 SOBRE LA AGENDA 2030

La Agenda 2030, sin duda, es un paso trascendente para la vida digna de 
la familia humana y la protección del planeta Tierra que habitamos. Mi-
rada con sentido crítico, puede considerarse que en su contenido se echa 
de menos la ratificación normativa de un conjunto de derechos adquiridos 
universales de la persona y la familia humana y, concomitantemente, si-
lencia derechos adquiridos de los pueblos, y hace mutis frente a los derechos 
adquiridos emergentes de la naturaleza, destinados a su cuidado y protec-
ción, como espacio existencial imprescindible para la vida humana. Entre 
las omisiones inexcusables están las siguientes: 

a) Posición endeble frente a la dignidad humana como valor, principio y regla 
jurídica convencional y constitucional. La dignidad humana es asumida, en 
la Resolución, como parte de la narrativa que nutre el discurso que des-
cribe el desarrollo como mera aspiración bienintencionada, pero no como 
un derecho humano superior con carácter de norma vinculante. Mira la 
dignidad humana como un concepto genérico y no como un presupuesto 
axiológico, jurídico y normativo, dotado de eficacia legal vinculante como 
norma con fuerza ius cogens universal, fundante del Estado democrático 
constitucional y piedra angular de los derechos humanos. Desconoce su 
función de eje transversal que nutre el contenido esencial de los derechos 
humanos fundamentales como derecho directriz que marca y determina 
la validez y la eficacia del ordenamiento convencional y constitucional. 
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Garantizar el contenido normativo de la dignidad humana propende a la 
traducción material del derecho al desarrollo de las personas y los pueblos. 
Sobre la tibieza de la Resolución, basta ver que menciona someramente 
a la dignidad humana (Preámbulo, numerales 4 y 8), cuando ha debido 
establecer que los Estados se comprometen a cumplir, sin vacilaciones, la 
obligación de respetarla y garantizarla como el derecho humano superior 
que es en tanto sirve de sustrato medular y síntesis de los demás derechos 
humanos, interrelacionados e interdependientes, en cabeza de las personas 
y los pueblos. La dignidad humana, desde la perspectiva del autor, califica, 
pues, como un derecho adquirido universal de la familia humana, elemento 
normativo medular del didh, que la Resolución ha debido reconocer y 
hacer prevalecer con el propósito de ratificar el deber de respeto y garantía 
que sobre su contenido normativo incumbe a los Estados como obliga-
ción de cumplir y asegurar de manera vinculante a tenor de lo pautado 
en la normatividad contenida en los tratados y convenios internacionales 
sobre derechos humanos; es decir, en las disposiciones obligatorias para los 
Estados, previstas en el convencionalismo humanista supranacional, y desa-
rrolladas en el ordenamiento constitucional y legal interno de los Estados. 

b) Desconoce la categoría conceptual y normativa de la seguridad humana 
(sh).16 Para el autor, la sh es también un derecho adquirido universal de 
la familia humana y, por ende, parte del didh, que está contenido en el 
Documento Final de la Cumbre Mundial 2005 sobre sh, Resolución a/
res/60/1 del 24 de octubre de ese año. La omisión se produce muy a 
pesar de que la sh es parte sustantiva de la visión normativa del desarrollo, 
asociada a la dignidad humana y el derecho al buen vivir de las personas 
y de los pueblos, liberados de la pobreza, la miseria, las humillaciones y el 
miedo, con el mayor de los énfasis en los integrantes más frágiles y vulne-
rables de la familia humana en cada sociedad. Para los fines del desarrollo 
sostenible resulta inadmisible dejar de lado toda consideración sobre la sh, 
puesto que su configuración normativa, frente a los Estados, representa un 
elemento axiológico, teleológico y antropológico de la comprensión del 
desarrollo con sentido humano —visto como derecho fundamental— que 

16.	 Véase nota al pie de página 14.
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la onu ha ido consolidando como parte estructural del entendimiento y 
de las políticas públicas sobre desarrollo que los Estados deben ejecutar a 
favor de la efectividad de los derechos humanos, el cuidado de la vida, la 
protección de la persona y el cuidado de la naturaleza.

c) Desconoce el carácter jurídico-normativo del derecho al desarrollo y omite 
fundamentar los 17 ods en sus preceptos vinculantes inherentes a la efecti-
va satisfacción de todos los derechos humanos de todas las personas y todos 
los pueblos de la tierra. Los diecisiete ods y la Agenda 2030 debieron ser 
el resultado de una profundización del alcance normativo del derecho al 
desarrollo. La tímida y tangencial mención al derecho al desarrollo está 
referida en el segmento “Nuestros principios y compromisos comunes”, 
numerales 10 y 35 de la Resolución. En este aspecto, la Resolución a/
res/70/1 del 21/10/2015 sobre la Agenda 2030 incurre en una falta de 
motivación normativa que desconoce el didh vigente al ignorar el carácter 
jurídico internacional del derecho al desarrollo establecido en la Declara-
ción 41/128 de 1986 de la onu, ya citada, lo cual contraviene el conteni-
do esencial de un derecho humano universal adquirido por las personas y los 
pueblos que forma parte del didh. 

El derecho al desarrollo no es una proclama cualquiera, sino un con-
junto de normas jurídicas vinculantes17 que conforman su núcleo esencial, 
referidas a los derechos humanos fundamentales de la persona humana y 
de los pueblos. Tal desconocimiento genera espacios de laxitud y discre-
cionalidad interpretativa frente al deber que atañe a los Estados de respetar 
y garantizar los derechos humanos conexos al goce efectivo del mismo y 
abre un enorme campo para que los gobiernos de los Estados actúen a su 
leal saber y entender, según lo imponga el libre albedrío o la orientación 
ideológica del gobernante de turno, soslayando, postergando o incum-
pliendo el cumplimiento de la efectiva satisfacción de los derechos de las 

17.	 La Carta Africana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos (1981) indica: Artículo 
22 1. Todos los pueblos tendrán derecho a su desarrollo económico, social y cultural, 
con la debida consideración a su libertad e identidad y disfrutando por igual de 
la herencia común de la humanidad. 2. Los Estados tendrán el deber, individual o 
colectivamente, de garantizar el ejercicio del derecho al desarrollo.
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personas y los pueblos que forman parte del núcleo esencial del dhfds y 
que están interrelacionados e interdependientes con su plena satisfacción. 

d) Desconoce la categoría conceptual y normativa de la programación del 
derecho al desarrollo bajo enfoque basado en derechos humanos (ebdh). El 
ebdh18 representa una herramienta conceptual normativa vigente y una 
metodología interpretativa para el entendimiento del contenido y para la 
aplicación de los derechos humanos, así como para la programación, la 
evaluación, la implementación y la financiación del derecho al desarrollo 
por parte de los organismos especializados para la protección de derechos 
humanos y de los Estados parte de la comunidad de naciones. El docu-
mento paradigmático de la onu sobre ebdh se denomina Entendimiento 
común de las Naciones Unidas sobre un enfoque basado en los derechos huma-
nos para la cooperación para el desarrollo, y fue asumido el año 2003 por el 
Fondo de Población, como fruto del taller para todos los organismos de 
la onu sobre el Enfoque basado en los derechos humanos en el contexto de la 
reforma de las Naciones Unidas, celebrado del 3 al 5 de mayo de 2003, re-
plicado luego por el Grupo de Desarrollo Sostenible. El pnud, en cuanto 
a su aplicación para la superación de la pobreza, sostiene que:

18.	 El ebdh se enmarca “Dentro del programa de reforma de las Naciones Unidas puesto 
en marcha en 1997, el Secretario General de las Naciones Unidas instó a todas las 
entidades del sistema de las Naciones Unidas a incorporar sistemáticamente los 
derechos humanos en sus actividades y programas, como consecuencia de lo cual tuvo 
lugar un proceso interinstitucional de negociaciones, cuyo resultado fue la adopción 
de una Declaración de Comprensión Colectiva formulada por las Naciones Unidas, 
que ha aceptado el Grupo de las Naciones Unidas para el Desarrollo (véase el apéndice 
i, p. 113). La declaración aporta un marco conceptual, analítico y metodológico 
apropiado para determinar, planear, concebir y supervisar actividades de desarrollo 
basadas en las normas internacionales de derechos humanos. En lo esencial, integra 
las normas y los principios de los derechos humanos internacionales en todo el 
proceso de la programación del desarrollo, comprendidos los planes, las estrategias 
y las políticas. Trata de suscitar una mayor conciencia entre los gobiernos y otras 
instituciones pertinentes de la obligación que tienen de cumplir, respetar y proteger 
los derechos humanos y de apoyar y habilitar a las personas y las comunidades para que 
reclamen sus derechos”. Véase el Informe pnud “Operacionalización de los enfoques 
basados en los derechos humanos para la reducción de la pobreza. Disponible en: 
http://www.undp.org/content/undp/es/home/librarypage/poverty-reduction/los-
enfoques-basados-en-los-derechos- humanos-para-la-reduccin-de-la-pobreza.html.
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El enfoque basado en los Derechos Humanos (Human Rights Based Approach, 
hrba) es la aplicación de las normas y los estándares establecidos en la legislación 
internacional de los derechos humanos para las políticas y prácticas relacionadas con 
el desarrollo. Se basa en la observación de que el desarrollo humano sostenible de-
pende y contribuye al ejercicio conjunto de los derechos sociales, económicos, civiles, 
políticos y culturales. Los principios fundamentales del enfoque son la universalidad, 
la rendición de cuentas y la participación.19

El ebdh abarca a la onu, sus oficinas especializadas, los sistemas regionales 
de protección de derechos humanos, los órganos estatales nacionales, re-
gionales y locales, etc., y  ensancha su horizonte de aplicación a campos 
como educación y la cultura (unesco, unicef), pobreza, desarrollo 
humano y sh (pnud) y, más recientemente, mutatis mutandis, al ámbito 
de la democracia, como confirma el Consejo de Derechos Humanos de la 
onu y lo indica el estudio especializado de la oacdh–onu sobre democra-
cia como se verá ut infra. El ebdh representa un derecho humano universal 
adquirido de la familia humana, de naturaleza consuetudinaria, en tanto 
elemento normativo medular de la programación y la aplicación del desa-
rrollo sostenible como parte regulatoria del didh.20 

19.	 Véase el Informe pnud Operacionalización de los enfoques basados en los derechos 
humanos para la reducción de la pobreza. Disponible en: http://www.undp.org/
content/undp/es/home/librarypage/poverty- reduction/los-enfoques-basados-en-los-
derechos-humanos-para-la-reduccin-de-la-pobreza.html.

20.	 Véase: onu (s/f ). Un enfoque de la cooperación para el desarrollo basado en los derechos 
humanos hacia un entendimiento común entre las agencias de las Naciones Unidas: “1. 
Todos los programas, las políticas y la asistencia técnica al servicio de la cooperación 
para el desarrollo deberían promover la realización de los derechos humanos, en 
la forma establecida en la Declaración Universal de Derechos Humanos y otros 
instrumentos internacionales de derechos humanos. 2. Los estándares y principios de 
derechos humanos contenidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
así como en otros instrumentos internacionales de derechos humanos, y los principios 
derivados de los mismos, guían la cooperación y programación para el desarrollo, en 
todos los sectores y en todas las fases del proceso de programación. 3. La cooperación 
para el desarrollo contribuye al desarrollo de las capacidades de los ‘detentores de 
deberes’ para cumplir con sus obligaciones y/o las capacidades de los ‘titulares de 
derechos’ para reclamar sus derechos”. Disponible en: https://www.civilisac.org/
civilis/wp-content/uploads/enfoque-de-cooperacic3b3n-basado-en-el-desarrollo-
onu-1.pdf. Consultado: 11 de septiembre de 2021.
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La Resolución sobre la Agenda 2030, en comento, sin justificación 
valedera, se pone de espalda a los pobres, marginados, excluidos, perse-
guidos y oprimidos de la tierra, que son la mayoría de sus pobladores. 
Sin justificación, deja de hacer mención al ebdh, que desarrolla la nor-
matividad del didh, y se aparta de la búsqueda de la equidad y la justicia 
material que debe caracterizar el derecho al desarrollo, visto como derecho 
fundamental para la persona humana, la familia humana y los pueblos 
de la tierra, en especial, los que luchan aún por alcanzar su autodetermi-
nación y desarrollo sin las limitaciones de la pobreza. Con ello, se aparta 
de los precedentes normativos emitidos por la propia onu en materia de 
entendimiento e implementación del derecho al desarrollo bajo el ebdh 
y que, para la Agenda 2030, debe acometer el Grupo de Trabajo para el 
Desarrollo Sostenible de la onu.21 La Resolución hace catorce menciones 
a los derechos humanos sin llegar a comprometer a los Estados, de manera 
obligatoria, para que prioricen la formulación de políticas y presupuestos 
a favor de los derechos humanos asociados al dhfds de las personas y los 
pueblos rezagados, olvidados y marginados, y que cumplan con el deber 
de “apoyar y habilitar a las personas y las comunidades para que reclamen 
sus derechos”. 

Lo anterior ocurre porque al ignorar el precedente normativo del 
ebdh ha “liberado” arbitrariamente a los Estados de cumplir con el de-
ber de realizar la programación de los planes, las políticas públicas y la 
ejecución de los presupuestos para el desarrollo teniendo como prioridad 
la efectiva satisfacción de los derechos humanos, la participación tangible 
y la inclusión eficaz de los más vulnerables, pobres, desfavorecidos de la 
sociedad, y cumpliendo con el deber de respetar y garantizar el dhfds 
que traduce los derechos humanos incorporados en su núcleo esencial. 
Tal postura “negacionista” del carácter normativo del ebdh parece alinea-
da con los intereses de los países altamente desarrollados que han venido 
asumiendo, a regañadientes, la adopción de cambios en sus sistemas de 

21.	 Véase: onu (s/f ). Agenda 2030 / Grupo de Trabajo para el Desarrollo Sostenible. 
Enfoque para la programación basado en los derechos humanos. Disponible en: https://
unsdg.un.org/es/2030-agenda/universal-values/human-rights-based-approach. 
Consultado: 19 de septiembre de 2021.
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producción en función de atender fenómenos como el cambio climáti-
co, la transición energética, la efectividad de los derechos humanos, etc., 
como parte del compromiso intergeneracional para hacer viable la vida de 
las personas y la vida en el planeta. 

e) Desconoce el carácter normativo de la democracia como derecho humano. 
La democracia, a juicio del autor, es el derecho fundamental de los dere-
chos humanos fundamentales (Caldera Ynfante, 2018a, 2018b, 2018c, 
2020a, 2020b), que define así: 

Es un derecho fundamental cuyo goce es funcional al logro del contenido normati-
vo de la dignidad humana mediante la realización de todos los derechos humanos, 
por todas las personas, mediante el desarrollo del proyecto de vida valiosa sin daños 
que, en condiciones de igualdad, cada cual decida libremente elegir en el marco del 
Estado social de derecho, dotado de mecanismos jurídicos e institucionales para su 
protección.

La democracia, en tanto derecho humano, es una conquista jurídica de 
la humanidad que integra el plexo de derechos políticos y que deviene, 
asumida como derecho fundamental, medio o condición de posibilidad 
para que los demás derechos humanos fundamentales sean realizados efec-
tivamente a favor de la persona humana y de los pueblos, por lo cual repre-
senta per se un derecho humano universal adquirido de la familia humana, 
reconocido en el ordenamiento jurídico convencional y regional, como se 
describe sucintamente ut infra, y es parte normativa medular del didh. 
Llama la atención que la Resolución sobre la Agenda 2030, bajo análisis, 
hace una sola mención a la democracia en el numeral 9º del segmento 
“Nuestra visión de futuro”,22 y desconoce la relevancia que la onu le ha 

22.	 Dice: “9. Aspiramos a un mundo en el que cada país disfrute de un crecimiento 
económico sostenido, inclusivo y sostenible y de trabajo decente para todos; un mundo 
donde sean sostenibles las modalidades de consumo y producción y la utilización de 
todos los recursos naturales, desde el aire hasta las tierras, desde los ríos, los lagos y 
los acuíferos hasta los océanos y los mares; un mundo en que la democracia, la buena 
gobernanza y el estado de derecho, junto con un entorno nacional e internacional 
propicio, sean los elementos esenciales del desarrollo sostenible...”. Subrayas fuera de 
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asignado a la interrelación e interdependencia entre Estado de derecho, 
derechos humanos, derecho a la democracia y derecho al desarrollo. Con 
tal postura, desconoce la regulación emitida por la onu en la cual se reco-
noce la democracia como un derecho humano, donde se destacan, a decir 
de Caldera Ynfante (2018a, 2018b): 

La resolución 19/36 del 19 de abril de 2012 del Consejo de Derechos 
Humanos (onu) sobre Derechos humanos, democracia y Estado de derecho. 
Allí se define el núcleo esencial del derecho fundamental a la democracia, 
edificado sobre: La reconocida interdependencia, mediante refuerzos mu-
tuos, entre democracia, derechos humanos y Estado (social y democráti-
co) de Derecho, cimentadora de la naciente definición de la democracia 
desde la perspectiva de la integralidad y el enfoque basado en derechos 
humanos, definida como democracia integral u holística que, en tanto 
derecho fundamental autónomo, con su goce redunda en condición de 
posibilidad, como medio y fin, para el goce efectivo, interdependiente y 
simbiótico de los derechos humanos en relación de funcionalidad al logro 
del contenido de la dignidad humana, siguiendo la precitada resolución 
19/36 del Consejo de Derechos Humanos (onu). 

La primigenia y paradigmática Resolución 1999/57 del 27 de abril de 
1999 del Consejo de Derechos Humanos sobre la Promoción del derecho a 
la democracia, la cual fue aprobada por cincuenta y un votos a favor, nin-
guno en contra y dos abstenciones en su 55º período de sesiones, que con-
fiere el rango de derecho a la democracia, que ratifica la interdependencia 
entre el goce del derecho a la democracia y la realización de los derechos 
humanos y el derecho al desarrollo.
•	 La Resolución 2000/47 del 25 de abril de 2000 sobre la Promoción y 

Consolidación de la Democracia.
•	 La 2001/41 del 23 de abril de 2001 sobre Continuación del Diálogo 

sobre las Medidas para Promover y Consolidar la Democracia.

Texto. onu (2015). Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible. a/res/70/1 del 21 de octubre de 2015. Disponible en: https://www.
un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/1&Lang=S. Consultado: 18 de 
septiembre de 2021.
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•	 La Resolución 2001/65 sobre Promoción de un Orden Internacional 
Democrático y Equitativo de 25 de abril de 2001.

•	 La Resolución 2002/46 del 23 de abril de 2002, relacionada con las 
Nuevas Medidas para Promover y Consolidar la Democracia.23

•	 La Resolución 2003/36 del 23 de abril de 2003 sobre la Interdepen-
dencia entre la Democracia y los Derechos Humanos.

•	 La 2004/30, del 19 de abril de 2004, titulada “Incremento de la fun-
ción de las organizaciones e iniciativas regionales, subregionales y de 
otro tipo al promover y consolidar la democracia”.

•	 La 2005/32 del 19 de abril de 2005 sobre “La democracia y el Estado 
de Derecho”. 

•	 La Carta Democrática Interamericana, la Carta Andina para la Pro-
moción y Protección de los Derechos Humanos y demás instrumen-
tos internacionales contenidos en las Cláusulas Democráticas de los 
Sistemas Regionales de Integración (ue, can, mercosur, etcétera), 
o en decisiones judiciales vinculantes de los órganos regionales para 
la protección de los derechos humanos (Tribunal Europeo, Corte y 
Comisión Interamericana y Corte Africana de Derechos Humanos).

La Resolución sobre la Agenda 2030 resulta igualmente endeble en la fi-
jación de compromisos estatales en materia de derechos políticos y sobre 
las garantías estatales para su goce efectivo, como lo son el fortalecimiento 
de la democracia, vista como derecho fundamental; a juicio de Caldera 

23.	 Para Caldera Ynfante (2018a, 2018b, 2018c), la Resolución establece como elementos 
esenciales constitutivos (núcleo esencial) de la democracia: el respeto a los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, la libertad de asociación, de expresión y de 
opinión, el acceso al poder y su ejercicio de conformidad con el Estado de Derecho, la 
celebración de elecciones periódicas libres, justas e imparciales y basadas en el sufragio 
universal y mediante voto secreto como expresión de la voluntad de la población, 
un sistema pluralista de organizaciones y partidos políticos, la participación 
permanente, ética y responsable de la ciudadanía en la vida política de sus países, la 
separación e independencia de poderes, la transparencia y la rendición de cuentas en 
la administración pública, y unos medios de comunicación libres, independientes y 
pluralistas. Su valor dogmático ha sido reconocido y establecido, para el área andina, 
por el artículo 14 de la Carta Andina para la Promoción y Protección de los Derechos 
Humanos – cappdh (2002). 
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Ynfante (2018a, 2018b, 2018c, 2020a, 2020b), excluye la importancia de 
los partidos políticos y luce inane sobre la participación ciudadana en la 
formación, la gestión y el control del poder público.

f ) Omite los avances normativos, regulatorios y dogmáticos que reconocen a la 
naturaleza como sujeto de derecho. La Resolución contentiva de la Agenda 
2030 hace tres menciones al desarrollo sostenible en armonía con la natu-
raleza,24 resulta limitada a la hora de reconocer los derechos y el deber de 
cuidado y de protección de la naturaleza y del medio ambiente, y deja de 
lado avances regulatorios relevantes como los alcanzados en las constitu-
ciones de Paraguay (1992), Ecuador (2008) y Bolivia (2009),25 y los apor-
tes dogmáticos de la jurisprudencia de Colombia26 en tal sentido, por citar 
ciertos progresos ya alcanzados. Tiene que señalarse que articular el desa-
rrollo en armonía con la naturaleza es ontológicamente distinto al deber 
de cuidado de la naturaleza y el deber de protección de la biodiversidad (y 
de la bioculturalidad) que nos incumbe a todos, como lo ha señalado el 
papa Francisco en Laudato Si (2015). Sin dejar de considerar que, para un 
sector, la naturaleza es un ser vivo que carece de razón, motivo por el cual 
no podría ser calificada como sujeto de derecho, en el plano jurídico y po-
lítico, no está demás puntualizar que, en todo caso, el poder político tiene 
que reconocer —sin cálculos que oculten intereses económicos velados— 
que la naturaleza es un ser vivo y un bien jurídico colectivo relevante 
beneficiario de especial protección convencional y constitucional, habida 
cuenta de que su cuidado y preservación está indisolublemente interrela-
cionado con la vida humana, con las distintas especies de los ecosistemas 
de la tierra y con el desarrollo humano integral. Sin una naturaleza y un 
medio ambiente cuidados y protegidos no hay vida posible.

24.	 En la introducción, en el inciso sobre “La prosperidad” y en los numerales 9º y 12.8. 
25.	 En el caso de Ecuador y Bolivia la naturaleza ha sido reconocida constitucionalmente 

como sujeto político y jurídico y el medio ambiente sano como derecho colectivo o 
de los pueblos. Véase pie de página 10. 

26.	 Verbigracia, la sentencia T-622 de 2016 de la Corte Constitucional colombiana sobre 
el río Atrato, como “entidad sujeto de derecho”, citada en el pie de página 3.
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VIII. EL DESARROLLO SOSTENIBLE COMO DERECHO 
FUNDAMENTAL: ELEMENTOS NORMATIVOS Y DOGMÁTICOS 
PARA SU CARACTERIZACIÓN

La visión normativa del desarrollo, apuntalada en el deber ser, permite efec-
tuar un cotejo de los presupuestos previstos para los derechos fundamen-
tales en la dogmática constitucional con la finalidad de examinar sí el 
derecho al desarrollo cumple con los requisitos fijados por esta última, 
a manos de la Corte Constitucional de Colombia, para ser considerado 
como derecho fundamental y poder llegar a denominarse, entonces, como 
dhfds. Dicha instancia judicial pauta los requisitos que deben reunir, e 
indica que:

Los derechos fundamentales son aquellos que (i) se relacionan funcionalmente con la 
realización de la dignidad humana, (ii) pueden traducirse o concretarse en derechos 
subjetivos y (iii) encuentran consensos dogmáticos, jurisprudenciales o de derecho 
internacional, legal y reglamentario sobre su fundamentalidad. 

Adicionalmente, acota que están dotados de exigibilidad en sentido am-
plio para que la persona, como titular, reclame y exija su plena y efectiva 
satisfacción, lo que, a su vez, también les confiere la posibilidad de promo-
ver su justiciabilidad como mecanismo de protección judicial específico; 
es decir, la cualidad de ser reclamados judicialmente sin que tal requisito 
determine, per se, la fundamentalidad del derecho.27 Este existe normati-
vamente de manera independiente de las acciones judiciales que puedan 
impetrarse para hacer efectiva su satisfacción. 

Seguidamente se explica la manera en que el dhfds cumple con cada 
uno de tales requisitos normativos y dogmáticos, para concluir que dog-
máticamente puede ser calificado como derecho fundamental: 

Primer requisito: El dhfds tiene relación funcional con la dignidad hu-
mana. Como regla convencional y constitucional, como principio y como 
valor, como derecho directriz, la dignidad humana ha sido reconocida por 
el ordenamiento internacional y nacional sobre derechos humanos como 

27.	 Véase sentencia T-428 de 2012, Corte Constitucional de Colombia. 
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la garantía y el mecanismo normativo que propende a asegurar el respeto 
por la persona humana como titular del derecho. El dhfds se concibe, 
desde un plexo normativo y axiológico, para habilitar al titular del dere-
cho (persona humana – pueblos) para exigir que el obligado de la relación 
jurídica —esto es, el Estado— realice las actuaciones (abstenciones y pres-
taciones) que hagan plenamente efectivos los derechos humanos de toda 
persona, con lo cual asegura que dicho titular logre realizar su proyecto 
de vida valioso, elegido desde su autonomía, a ser realizado libremente, 
sin daños ni humillaciones arbitrarias, contando la persona con medios 
materiales e inmateriales adecuados para una vida buena, gozando de 
oportunidades para desarrollar su capacidad de manera tangible, alcan-
zar florecimiento humano, funcionar efectivamente en la sociedad y ser 
feliz, y contribuya, de manera activa, solidaria y fraterna, al logro del bien 
común; es decir, de la felicidad social. La dignidad humana es un derecho 
directriz, que determina la sustancia material y las condiciones de validez 
jurídica de las que derivan los demás derechos humanos fundamentales, 
visto que el dhfds, en consonancia con el plexo normativo de la dignidad 
humana, está previsto para promover y asegurar la protección de la perso-
na, para el cuidado de su vida, mediante la plena y efectiva realización de 
todos sus derechos y libertades inalienables.28 

La dudh (1948), en su preámbulo, considera que la libertad, la jus-
ticia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad 
intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la 

28.	 La Corte Constitucional de Colombia, en la sentencia T-227 de 2003, define la 
dignidad humana así: “El concepto de dignidad humana que ha recogido la Corte 
Constitucional únicamente se explica dentro del sistema axiológico de la Constitución 
y en función del mismo sistema. Así las cosas, la elevación a rango constitucional de 
la ‘libertad de elección de un plan de vida concreto en el marco de las condiciones 
sociales en las que el individuo se desarrolle’ y de ‘la posibilidad real y efectiva de 
gozar de ciertos bienes y de ciertos servicios que le permiten a todo ser humano 
funcionar en la sociedad según sus especiales condiciones y calidades, bajo la lógica de 
la inclusión y de la posibilidad de desarrollar un papel activo en la sociedad’, definen 
los contornos de lo que se considera esencial, inherente y, por lo mismo inalienable 
para la persona, razón por la cual se traduce en derechos subjetivos (entendidos como 
expectativas positivas (prestaciones) o negativas) cuyos contenidos esenciales están 
sustraídos de las mayorías transitorias”.
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familia humana. En la Conferencia Mundial de Derechos Humanos que 
aprobó la Declaración y el Plan de Acción de Viena de Naciones Unidas 
(1993) se reconoció y reafirmó que todos los derechos humanos tienen su 
origen en la dignidad y el valor de la persona humana, y que esta es el sujeto 
central de los derechos humanos y las libertades fundamentales, por lo que 
debe ser el principal beneficiario de esos derechos y libertades y debe participar 
activamente en su realización. La Declaración y el Plan de Acción de Viena, 
en cita, inicia el momentum de la integralidad de los derechos humanos, 
equiparados en peso e importancia; por ende, todos son fundamentales, 
en tanto son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados 
entre sí.29 

Lo anterior se suma a la doctrina del enfoque basado en derechos hu-
manos (ebdh) implementado por la onu y sus organismos de protección 
de ddhh en defensa de la igualdad e intangibilidad del goce efectivo de 
estos por toda persona iguales en derechos y dignidad. La influencia de la 
dignidad humana ha sido notoria, como antes se dijo, en la irrupción del 
convencionalismo humanista supranacional y su epígono: el constitucionalis-
mo humanista. 

El autor es de la tesis que la rehumanización del Derecho está en mar-
cha y abarca las teorías y los enfoques sobre el desarrollo, visto aquí como 
derecho fundamental. En la presente reflexión, desde la perspectiva de 
la pedagogía de los derechos humanos, la propedéutica sobre la relación 
entre dignidad humana y desarrollo sostenible y la educación para la ciu-
dadanía democrática se conceptualiza sobre al convencionalismo humanista 
supranacional, contenido en los tratados, pactos y convenios internacio-
nales sobre derechos humanos que permea las constituciones nacionales, 
luego de la segunda posguerra mundial del siglo pasado, y da lugar al 

29.	 Numeral 5. Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e 
interdependientes y están relacionados entre sí. La comunidad internacional debe 
tratar los derechos humanos en forma global y de manera justa y equitativa, en pie de 
igualdad y dándoles a todos el mismo peso. Debe tenerse en cuenta la importancia de las 
particularidades nacionales y regionales, así como de los diversos patrimonios históricos, 
culturales y religiosos, pero los Estados tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas 
políticos, económicos y culturales, de promover y proteger todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales.
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constitucionalismo humanista, cuyo propósito consiste en dejar atrás el for-
malismo legalista para materializar en la esfera de la vida de las personas 
el contenido de los derechos fundamentales de los que son titulares, y es 
posible hablar del inicio de una proceso de transformación del Estado de 
derecho clásico al Estado de derechos (o Estado de derechos humanos), como 
manifestación tangible del humanismo constitucionalizado.

El contenido normativo de la dignidad humana, y su respeto y garan-
tía por los Estados obligados, representa el elemento teleológico medular 
del Estado democrático constitucional y del desarrollo sostenible, descrito 
como derecho fundamental. El aseguramiento y la protección del conte-
nido esencial de la dignidad humana, vista desde lo normativo-dogmático 
(como valor, principio y regla constitucional) y desde lo funcional (asocia-
da a la libre elección del proyecto de vida valioso de la persona humana, 
a vivir sin daños ni humillaciones y vivir una vida con sentido teniendo 
condiciones materiales e inmateriales y oportunidades para lograr floreci-
miento humano, alcanzar felicidad personal y contribuir al bien común) 
concurre y conduce a la consecución del desarrollo material de los pueblos 
en sinergia con el desarrollo humano integral, con la premisa del cuidado 
de la vida, la protección de la persona humana y de la naturaleza. 

Segundo requisito: Traducción del dhfds en un derecho subjetivo. El 
dhfds cumple con la cualidad de triple conformación como derecho sub-
jetivo porque tiene: i) titular (toda persona humana, es patrimonio innato 
de toda persona humana, iguales en libertad y dignidad); ii) obligado (el 
Estado, sus órganos y agentes y organismos internacionales) y iii) relación 
jurídica basada en la satisfacción de su contenido esencial (actuaciones 
tangibles que implican prestaciones o abstenciones que debe efectuar el 
Estado como entidad obligada a respetar, garantizar, proteger, asegurar y 
hacer plenamente efectivos los ddhh mediante actos que implican presta-
ciones o abstenciones) a favor de la persona humana.

Viene bien describir el contenido esencial del dhfds, representado por 
los diversos derechos humanos, también fundamentales, cuyo goce efectivo 
permite materializar a favor de la persona humana y de los pueblos, conte-
nidos dentro de los diecisiete objetivos y metas de desarrollo sostenible (ods),30 

30.	 Los diecisiete ods que, a su vez, a juicio del autor, integran el núcleo esencial del dhfds 
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sean estos derechos civiles, políticos, sociales, económicos, culturales, am-
bientales, derechos emergentes, derechos intergeneracionales, derechos 
de género o derechos nueva generación, establecidos en el ordenamiento 
convencional o constitucional taxativamente o de forma innominada, lla-
mados a ser plenamente satisfechos por el Estado, como sujeto obligado, 
de manera indivisible, interrelacionada e interdependiente. 

Así las cosas, los diecisiete ods tienen una doble faceta: a) son parte de 
la estrategia de programación mundial para alcanzar el desarrollo sosteni-
ble trazado en la Agenda 2030 y b) constituyen el núcleo esencial del dhfds, 
integrado por una multiplicidad de derechos fundamentales alojados en 
cada uno de los diecisiete ods que integran el referido contenido esencial 
del dhfds, llamados a concretarse de manera indivisible, interrelacionada 
e interdependiente y a crear un círculo virtuoso de múltiples satisfacciones 
recíprocas, entrecruzadas o entrelazadas en aras de la justicia material a la 
cual se debe el Estado democrático constitucional en una sociedad donde 
la democracia, asumida como derecho fundamental, y los derechos huma-
nos sean respetados y garantizados. 

Toda vez que los derechos fundamentales situados normativamente 
en los diecisiete ods se realicen efectivamente, el Estado cumplirá con el 
deber de respeto y protección del núcleo esencial del dhfds. Y cada vez 
que se haga efectivo el cumplimiento material del dhfds, mediante actos 
de programación e implementación, directamente tributará a la realiza-
ción tangible de los fines de los diecisiete ods, lo que redunda, a su turno, 
en el goce plenamente efectivo de los derechos fundamentales inherentes 
a cada uno de tales ods, a través de la del respeto, la garantía, el asegura-
miento y la protección estatal de los derechos fundamentales sitos en ellos, 
en tanto expresión normativa del núcleo esencial del dhfds. Entonces, 
habrá respeto y garantía del dhfds en tanto se realicen los derechos funda-
mentales inherentes a los diecisiete ods de la Agenda 2030, y se cumplirá 

son: Fin de la pobreza; hambre cero; salud y bienestar; educación de calidad; igualdad 
de género; agua limpia y saneamiento; energía asequible y no contaminante; trabajo 
decente y crecimiento económico; agua, industria, innovación e infraestructura; 
reducción de las desigualdades; ciudades y comunidades sostenibles; producción 
y consumo responsables; vida submarina; acción por el clima; vida de ecosistemas 
terrestres; paz, justicia e instituciones sólidas y alianza para lograr los objetivos. 
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con los diecisiete ods, siempre que el Estado respete y proteja el contenido 
esencial del dhfds cuando se satisfaga efectivamente todos los derechos 
fundamentales de su núcleo esencial, y viceversa. 

Tercer requisito: Consenso dogmático y jurídico constitucional y conven-
cional sobre la relevancia iusfundamental del dhfds. Los derechos huma-
nos y las libertades son patrimonio inalienable de la familia humana. Para 
lograr que el dhfds se concrete, se deben respetar y proteger y hacer efec-
tivos todos los derechos humanos fundamentales de todas las personas y 
los pueblos radicados en los diecisiete ods que integran su núcleo esencial. 
De allí la importancia de la responsabilidad de los Estados de cumplir con 
el deber de hacer plenamente efectivos los derechos humanos y las liberta-
des de la persona humana que está contenido en el artículo 28 de la dudh 
(1948) concordada, entre otras normas jurídicas, las cuales convergen en 
el imperativo de que se ejecute su plena satisfacción como elemento ca-
racterizador del goce efectivo del dhfds, como son las siguientes normas: 
•	 La Carta Fundacional de la Organización de Naciones Unidas (1945), 

cuyo preámbulo indica que los pueblos que la conforman están re-
sueltos “…a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en 
la dignidad y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de 
hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas…”.

•	 La dudh, adoptada por la Asamblea General de la onu (1948), que 
enfatiza que todas las personas son iguales en derechos y dignidad y 
gozan y que todos los seres humanos están dotados de derechos igua-
les e inalienables como sustento para la libertad, la justicia, la toleran-
cia, el progreso, la paz y la seguridad humana en el mundo. 

•	 El pidcp y el pidesc (1966). 
•	 Las Convención Americana (1969), la Convención Europea (1950) 

y la Convención Africana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos 
(1981), que expresamente lo contiene en el artículo 22.2. 

•	 La Resolución 41/128 del 4 de diciembre de 1986 que consagra el de-
recho humano al desarrollo, adoptado la Asamblea General de la onu.

•	 La Declaración y el Plan de Acción de Viena de Naciones Unidas 
(1993), que reiteró la interrelación, la interdependencia, la indivisi-
bilidad y la universalidad de los derechos humanos, y reafirmó que 
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todos los derechos humanos tienen su origen en la dignidad y el valor de 
la persona humana.

•	 La Resolución a/res/70/1 del 21/10/2015 de la onu sobre la Agenda 
2030 sobre el Desarrollo Sostenible, aprobada por la Asamblea Ge-
neral de la onu.

•	 La Declaración del Milenio de la onu (2000), que estatuyó: “No esca-
timaremos esfuerzo alguno por promover la democracia y fortalecer el 
imperio del derecho y el respeto de todos los derechos humanos y las 
libertades fundamentales internacionalmente reconocidos, incluido el 
derecho al desarrollo” (párr. 24) y los 17 ods; para lograrlo, fijaron el 
reto global de acabar con la pobreza extrema, fomentar la educación 
universal y la igualdad de género, entre otros fines, ratificados en el 
Acuerdo de París sobre Cambio Climático – cop 21 (2015). 

•	 El documento de la onu sobre “Entendimiento común de las Nacio-
nes Unidas sobre un enfoque basado en los derechos humanos para la 
cooperación para el desarrollo”, asumido en el año 2003 por el Fondo 
de Población y replicado por el Grupo de Desarrollo Sostenible y de-
más agencias de la organización mundial, que define y hace claridad 
acerca de la manera en que deben llevarse a la práctica las normas y 
los principios de derechos humanos en la llamada programación del 
desarrollo.

•	 La Resolución 72/279 del 31 de mayo de 2018 de la Asamblea Ge-
neral de la onu, sobre “Nuevo posicionamiento del sistema de las 
Naciones Unidas para el desarrollo en el contexto de la revisión cua-
drienal amplia de la política relativa a las actividades operacionales del 
sistema de las Naciones Unidas para el Desarrollo”, que considera el 
Marco de Asistencia de las Naciones Unidas para el Desarrollo (hoy 
Marco de Cooperación de las Naciones Unidas para el Desarrollo Sos-
tenible) como “el instrumento más importante para la planificación y 
ejecución de las actividades de las Naciones Unidas para el desarrollo 
en cada país, en apoyo de la implementación de la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible (Agenda 2030)”.

•	 La Carta Social Andina y la Carta Andina para la Promoción y Pro-
tección de los Derechos Humanos. 
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•	 Dogmática judicial convencional contenida en las decisiones de tri-
bunales y cortes internacionales de los sistemas de protección glo-
bal o continental de derechos humanos y las contenidas en diversas 
resoluciones de organismos de la onu y de los sistemas regionales, 
convencionales o extraconvencionales, para la protección universal de 
derechos humanos sobre la relación entre dignidad humana, Estado 
social de Derecho, derechos humanos, democracia y desarrollo.

•	 La supremacía jerárquica constitucional que le otorgan al desarrollo 
sostenible la Constitución de la Ciudad de México (aprobada por el 
Congreso de la Capital mexicana en 2017) y la Estrategia Legislativa 
para la Agenda 2030 de la Cámara de Diputados del H. Congreso de 
la Unión en dicho país, así como la Constitución nacional ecuatoria-
na (2008) que concibe el ser humano como el centro del desarrollo 
y su finalidad orientada al logro del buen vivir, aprobando el Plan 
Nacional de Desarrollo 2017-2021, alineado con el cumplimiento de 
los ods de la Agenda 2030. 

•	 En el plano nacional, la dignidad humana, como derecho directriz, 
determina el deber del Estado de respetar y proteger los derechos hu-
manos, vinculados todos al dhfds; se destacan las constituciones ale-
mana (1949), art. 1º; española (1978), art. 1º; colombiana (1991), 
art. 1º; paraguaya (1992), art. 1º, y la de la República Bolivariana de 
Venezuela, art. 3º, entre otras. 

•	 La Corte idh, en diversos fallos, resalta la dignidad humana que, en 
criterio del autor, es el elemento teleológico del Estado democrático 
constitucional compelido a materializar el dhfds; es meritorio desta-
car la relación entre dignidad humana y el derecho al proyecto de vida 
valioso que cada persona elige y merece vivir sin humillaciones ni da-
ños. Sobre el daño al proyecto de vida, por actuaciones arbitrarias del 
Estado, la Corte idh sostiene que este “atiende a la realización integral 
de la persona afectada considerando su vocación, aptitudes, circuns-
tancia y potencialidades y aspiraciones que le permiten (a la persona) 
fijarse razonablemente determinadas expectativas y acceder a ellas”. 
Corte idh, Caso Loayza Tamayo vs. Perú, fondo, sentencia del 17 de 
septiembre de 1997, Serie C No. 33. En sentido similar, Caso de los 
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“Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala, fondo, 
sentencia del 19 de noviembre de 1999, Serie C No. 63.

•	 La jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana, en las sen-
tencias T-881 de 2002, T-227 de 2003 y T-428 de 2012, inter alia, 
sobre dignidad humana y derechos fundamentales. 

Cuarto elemento a considerar: La exigibilidad, más que la propia justicia-
bilidad, como característica de los derechos fundamentales. Este no es un 
requisito constitutivo de los derechos fundamentales, sino un elemento 
caracterizador de estos, con la finalidad de que la exigibilidad, en general, 
contribuya a la plena concreción de los derechos humanos, como una 
obligación del Estado, atado normativamente a respetar y garantizar su 
satisfacción efectiva. El dhfds existe en el ámbito normativo, regulatorio 
y jurídico, independientemente de su nivel de cumplimiento o incum-
plimiento, de manera autónoma frente a las acciones judiciales o las ac-
tuaciones que las personas o los pueblos impetren para reclamar su goce 
efectivo. Este es un atributo que distingue a los derechos fundamentales, 
y la persona humana titular de estos puede solicitar y procurar su satisfac-
ción —sin limitarse a las acciones judiciales de garantía— por parte del 
destinatario obligado, y queda facultada para, en caso de incumplimiento, 
interponer mecanismos internacionales de protección convencional o ex-
traconvencional y, en el plano interno, diversas acciones constitucionales 
para impedir la ilusoriedad de su goce efectivo, conforme a la característica 
que equipara a los derechos fundamentales con los derechos subjetivos, 
donde la persona humana y los pueblos son los titulares y el Estado el 
sujeto obligado de la relación jurídica, y entra en juego el ebhd que ha-
bilita a la persona para reclamar, en calidad de titular del derecho, frente 
al Estado como detentador garante del deber de su efectiva satisfacción, 
con protección constitucional diferencial cuando se trata de personas en 
situación de debilidad manifiesta.
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IX. LA PLENA EFECTIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS:  
EL PUNTO DE COINCIDENCIA ENTRE EL DHFNOM Y EL DHFDS

Para el autor, el reto que tiene la familia humana es que los gobernantes 
que dirigen los Estados cumplan con el respeto y la garantía de los dere-
chos humanos y hagan del poder político un instrumento para el fomento 
de la felicidad personal de los asociados y el bien común del pueblo, des-
tinando sus esfuerzos al cuidado de la vida, la protección de la persona y 
de la naturaleza. Es un imperativo inaplazable que los Estados promuevan 
la aplicación plenamente efectiva de los derechos humanos a que refiere 
el artículo 28 de la dudh. Los destinatarios de dicha obligación —los 
Estados y la comunidad internacional—deben actuar en consecuencia, 
proveyendo los recursos técnicos, económicos, monetarios, fiscales, presu-
puestales, científicos, educativos, culturales o de cualquier índole que sean 
pertinentes, con actos de voluntad política relevantes destinados al logro 
de tal objetivo asociado, en últimas, a propiciar la garantía de la dignidad 
humana y la realización del proyecto de vida valioso de las personas. 

Para Caldera Ynfante (2020), el dhfnom es el derecho humano que 
garantiza que todos los derechos estatuidos a favor de la persona humana 
se satisfagan de manera plenamente efectiva; el elemento configurador de 
su núcleo esencial es la multiplicidad de derechos humanos, todos funda-
mentales, configurados, de manera expresa o innominada, por el didh y 
el constitucionalismo humanista interno en la constitución de los Estados. 
El autor lo conceptualiza así:
•	 Definición de nom en sentido estricto: El derecho de toda persona hu-

mana de gozar efectivamente de todos sus derechos y libertades igua-
les e inalienables.

•	 Definición de nom en sentido intermedio: El derecho humano de toda 
persona a que se hagan plenamente efectivos los derechos y libertades, 
iguales e inalienables, previstos a su favor en los tratados sobre dere-
chos humanos y el derecho internacional humanitario.

•	 Definición de nom en sentido amplio: El conjunto de atribuciones o 
facultades de toda persona humana previstas en los tratados sobre de-
rechos humanos y derecho internacional humanitario que obliga a 
los Estados y la comunidad de naciones a que se hagan plenamente 
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efectivos sus derechos y libertades, iguales e inalienables, respetando 
y garantizando su satisfacción, en el plano social e internacional, por 
ser inherentes a su dignidad humana y al logro de su proyecto de vida 
valioso como parte de la familia humana.

El cumplimiento efectivo del dhfnom pasa inexorablemente por el cum-
plimiento del deber de respeto, protección y garantía del contenido nor-
mativo de la dignidad humana31 y de todos los derechos humanos fun-
damentales, para todas las personas, toda la vida, en tanto los Estados 
obligados realicen de manera plenamente efectiva el núcleo esencial de los 
derechos humanos que integran el núcleo esencial del dhfnom sin exclu-
siones ni discriminaciones. 

Aplicando el dhfnom de forma material, con sentido teleológico, se 
podrá consolidar el paso del Estado de derecho clásico (signado por el for-
malismo, la estatalidad y su carácter estructural organicista) a la consolida-
ción de un Estado de derechos o si se prefiere, al Estado de derechos humanos 
(dentro de la concepción del que podría llamarse el Estado Convencional 
de Derecho) garante de la plena efectividad de los derechos humanos en 
cuanto a la satisfacción material de estos como parte del cumplimiento 
de sus fines ineludibles por parte del Estado democrático constitucional.

31.	 Véase, sentencia T-881 de 2002, Corte Constitucional colombiana (M.P. Montealegre 
Lynnet): “Una síntesis de la configuración jurisprudencial del referente o del contenido 
de la expresión “dignidad humana” como entidad normativa, puede presentarse de dos 
maneras: a partir de su objeto concreto de protección y a partir de su funcionalidad 
normativa. Al tener como punto de vista el objeto de protección del enunciado normativo 
“dignidad humana”, la Sala ha identificado a lo largo de la jurisprudencia de la Corte, tres 
lineamientos claros y diferenciables: (i) La dignidad humana entendida como autonomía 
o como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características 
(vivir como quiera). (ii) La dignidad humana entendida como ciertas condiciones 
materiales concretas de existencia (vivir bien). Y (iii) la dignidad humana entendida 
como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral 
(vivir sin humillaciones). De otro lado al tener como punto de vista la funcionalidad, 
del enunciado normativo “dignidad humana”, la Sala ha identificado tres lineamientos: 
(i) la dignidad humana entendida como principio fundante del ordenamiento jurídico y 
por tanto del Estado, y en este sentido la dignidad como valor. (ii) La dignidad humana 
entendida como principio constitucional. Y (iii) la dignidad humana entendida como 
derecho fundamental autónomo.” (Cursivas y subrayados añadidos). 
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Tanto el dhfnom como el dhfds demandan del Estado obligado ac-
tuaciones administrativas e institucionales que hagan plenamente efecti-
vos los derechos humanos fundamentales de todas las personas, lo que, 
para Caldera Ynfante (2020), podría encaminarse bajo el paradigma de 
la biocracia, entendida como aquella concepción política donde toda ma-
nifestación del poder político esté encaminada al cuidado de la vida, la 
protección de la persona humana y de la naturaleza para el logro de la 
felicidad de la persona, que pasa por alcanzar su plena realización humana, 
con una vida con sentido, con oportunidades que potencien su talentos y 
capacidades, con medios materiales e inmateriales acordes para vivir una 
vida con sentido, libres de miseria y humillaciones, encaminando su exis-
tencia hacia la meta que la persona eligió con autonomía y sin daños, con-
tribuyendo al bien común, gozando efectivamente del contenido norma-
tivo de la democracia, asumida como derecho fundamental esencial para 
que la persona logre su proyecto de vida valioso y, de esta manera, alcance 
florecimiento humano, sinónimo de felicidad personal que redunda en la 
paz social, la seguridad humana y la felicidad social.

La biocracia como cambio de era: del tiempo de los derechos a “el tiempo 
de la ‘realización efectiva’ de los derechos”. La “realización efectiva” es una 
obligación imperativa de los Estados para realizar el dhfds, como parte 
del nuevo momentum de la humanidad en materia de derechos humanos. 
Esta etapa naciente de la historia será la superación favorable del para-
digma del “tiempo de los derechos” acuñado por Bobbio (1991). Supone 
un cambio socio-político-cultural para que el poder político del Estado 
cumpla dicha obligación. La educación para la ciudadanía democrática, 
la pedagogía sobre los derechos humanos y la toma de conciencia ciuda-
dana serán la clave, junto a la cultura política, para que los titulares de los 
derechos —personas y pueblos— exijan al Estado que acate dicho deber 
de respeto y garantía de los derechos humanos y la programación del de-
sarrollo con ebdh como tarea inmediata. La realización efectiva impone el 
deber de planeación y ejecución de programas, proyectos o planes parti-
cipativos del desarrollo basados en la integralidad —interrelación, inter-
dependencia, indivisibilidad, universalidad— de los ddhh como medio 
para llegar a la meta: desarrollo humano integral sustentable. 
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La biocracia y la seguridad humana (sh). El pidcp y el pidesc, sustrato 
imperativo del dhfnom y del dhfds, indican que “con arreglo a la dudh, 
no puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del temor y de 
la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona 
gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus 
derechos civiles y políticos”. Igual enunciación normológica contienen las 
convenciones continentales sobre ddhh. La onu, en el párrafo 143 del 
Documento Final de la Cumbre Mundial 2005 sobre sh (a/res/60/1), 
reconoce que “todas las personas, en particular las que son vulnerables, 
tienen derecho a vivir libres del temor y la miseria, a disponer de iguales 
oportunidades para disfrutar de todos sus derechos y a desarrollar plena-
mente su potencial humano”. 

Estos parámetros éticos, axiológicos y normativos sobre la sh deter-
minaron las bases para su aceptación, reconocimiento y promoción en 
la onu, y tienen que ser retomados por la Comunidad de Naciones en 
cuanto a la programación e implementación de los diecisiete ods de la 
Agenda 2023, puesto que, para el autor, representan el núcleo esencial 
del dhfds, integrado por todos los derechos humanos fundamentales de 
todas las personas, y cumplen con el deber de cuidado de la naturaleza, 
que los Estados están obligados a respetar y garantizar, máxime cuando se 
trata de los más vulnerables y frágiles de la sociedad.

Finalmente, el autor postula que la “triple corona” de los derechos fun-
damentales en etapa de evolución, asociados al cuidado de la vida, la pro-
tección de la persona humana y de la naturaleza y el medio ambiente, 
guardan relación con la plena efectividad de los derechos humanos, en 
consonancia con el artículo 28 de la dudh y otras normas complementa-
rias; la “triple corona” está integrada por i) el derecho humano fundamental 
a la democracia, ii) el derecho humano fundamental al nuevo orden mundial 
y iii) el derecho humano fundamental al desarrollo sostenible, aquí expuesto. 
Desde el presente, con la vista puesta en la sociedad que les dejaremos a las 
generaciones venideras, es enorme el desafío que su configuración definiti-
va y su aplicación efectiva representan cuando irrumpen insoslayables para 
cuidar la vida, proteger las personas y cuidar la naturaleza como remedio 
que signifique corregir la inequidad, la pobreza y la exclusión de millones 
de desfavorecidos y vulnerables de nuestra familia humana, que tienen 
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derecho a la esperanza de ser felices y de vivir dignamente, valorados, reco-
nocidos y respetados como personas. 

X. CONCLUSIÓN 

Desde el humanismo constitucional se esboza una visión normativa del de-
sarrollo. El derecho al desarrollo, descrito ut supra, cumple con los requi-
sitos dogmáticos para ser considerado como un derecho fundamental, y 
puede abreviarse como dhfds. Se considera un macroderecho fundamental, 
o derecho fundamental omnicomprensivo, con eficacia de norma ius cogens, 
vinculante, exigible aquí y ahora, vinculado y funcional al logro de la dig-
nidad humana como derecho directriz que determina la validez y la eficacia 
del convencionalismo humanista supranacional (bloque de constitucionali-
dad) y su epígono, el constitucionalismo humanista interno (constitución 
nacional) dentro de cada Estado. 

Se presenta como un supraderecho (continente) cuyo núcleo esencial 
son los diecisiete ods de la Agenda 2030, integrado por los derechos hu-
manos fundamentales, los cuales se realizan de manera indivisible, inter-
dependiente e interrelacionada con el goce efectivo mismo del dhfds. Si 
lo derechos humanos fundamentales se realizan en alguno de los ámbitos 
normativos de los diecisiete ods, allí se estará materializando el dhfds. 
Cuando el dhfds se materializa, el efecto directo será la plena efectividad 
de los demás derechos humanos —vinculados a la dignidad humana— 
contenidos en su núcleo esencial (los diecisiete ods), los cuales siempre 
deberán ser respetados, garantizados y protegidos por el Estado, que tiene 
la obligación institucional de honrados plenamente y satisfacerlos cabal-
mente, para que la persona humana y los pueblos titulares de los derechos 
los disfruten y los vean efectivamente cumplidos, en función de la realiza-
ción de la persona humana en la comunidad política sometida al imperio 
de la convencionalidad y la constitucionalidad de los derechos humanos. 
El dhfds guarda relación con el dhfnom en cuanto a la exigencia de ple-
na efectividad de los derechos humanos fundamentales reconocidos para 
las personas y los pueblos, que deben concretarse en sus esferas de vida por 
mandato del artículo 28 de la dudh, para que los Estados obligados, al 
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honrarlos materialmente, contribuyan al florecimiento de todos los seres 
humanos y al progreso material de los pueblos, liberados de la pobreza y 
la miseria, sin daños ni humillaciones, con el desarrollo humano integral 
como el fin de los fines de la política y del poder político al cuidado de la 
vida, la protección de la persona humana y de la naturaleza. 
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Resumen
Una de las señas de identidad de las constituciones del constitucionalismo mo-
derno es precisamente la tensión que se deriva con respecto a mecanismos de 
rigidez constitucional con criterios democráticos. En este sentido, los argumen-
tos que justifican un cierto grado de rigidez demandan la atención para quienes 
consideramos que no siempre todo mecanismo de rigidez constitucional debe 
colisionar con la democracia. 
Palabras clave: constitución, derechos humanos, rigidez constitucional

¿Why is constitutional rigidity justified? A first approach

Abstract
One of the identity signs of modern constitutions that belong to the modern 
constitutionalism, is precisely the tension derived from the coexistence of cons-
titutional rigidity and democratic criteria. In this case, the arguments that justi-
fy some kind of rigidity demand the attention for those who consider that it is 
not a requirement that the mechanisms of constitutional rigidity should always 
collide with democracy.
Key words: constitution, human rights, constitutional rigidity
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I. INTRODUCCIÓN

Para dar respuesta a la pregunta del título de nuestro artículo, nos dispo-
nemos a estudiar algunos de los argumentos más representativos que jus-
tifican el que la constitución contenga mecanismos de rigidez que ayuden 
a garantizar su carácter de ley suprema dentro de un determinado orde-
namiento jurídico. En un principio, es importante señalar que todos los 
mecanismos tienen un propósito, que es: la perdurabilidad de la consti-
tución y, por consiguiente, de su contenido. Para lograr dicho fin, se dise-
ñan herramientas e instituciones que permiten cierto grado de rigidez. Sin 
embargo, lo que pareciera ser la mejor apuesta para proteger determinada 
constitución, termina siendo una agresión a los derechos, y pondría en en-
tredicho el objeto y el fin del propio constitucionalismo, que es la función 
de garantía de los derechos, a través del control y la limitación del poder 
(Ansuátegui, 2014, p.159). En efecto, la rigidez en su máxima expresión, 
o en su sentido más fuerte, viene a colisionar con derechos importantísi-
mos para la vida democrática de un Estado, pues en todo caso se pretende 
el resguardo de los derechos a través del sacrificio de los propios derechos.

Ahora bien, los tipos de justificaciones que aquí veremos tienen un 
común denominador, pues se plantean objeciones en torno al máximo 
ordenamiento jurídico de un Estado; esto es, la constitución. En este sen-
tido, observaremos que, según las distintas versiones del constituciona-
lismo, se defiende (entre otros muchos elementos) determinado tipo de 
constitución, con un contenido específico, donde los derechos son prác-
ticamente su piedra angular. Desde este punto de vista, pareciera que con 
el hecho de cuestionar la rigidez hacemos juicios a la propia constitución. 
Sin embargo, consideramos que no deberá entenderse de esa forma. Lo 
que se está cuestionando son los diseños institucionales que, de una u 
otra forma, atrincheran del debate democrático dos cosas: los derechos y 
algunas instituciones que, en justificación, garantizan a los derechos. Por 
tanto, habrá que analizar los argumentos que se dan a favor de la rigidez 
constitucional (de aquella que tiene por objeto que determinado conte-
nido sea intangible) y ver si, efectivamente, las razones tienen la fuerza, e 
incluso la coherencia, que han pretendido sus defensores.
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II. PRIMEROS ARGUMENTOS Y TENSIONES

Algunos de los valores que se han defendido sin mayor cuestionamiento a 
efectos de justificar la rigidez constitucional podrían ser tanto la estabili-
dad y la perdurabilidad, como también que el documento constitucional 
garantice seguridad jurídica y certeza.2 Por otro lado, existen argumen-
tos en asuntos que pueden denominarse triviales, que no repercuten en 
la dinámica de la sociedad al estar en alguna cláusula de rigidez, ya que 
tienen que ver con circunstancias de la “elaboración de la Constitución o 
con los avatares históricos de un país en concreto”.3 Un ejemplo trivial 
lo tenemos en la Constitución Española de 1978, que en su artículo 4.1 
habla sobre la anchura de la franja amarilla de la bandera, y dicho precepto 
se encuentra protegido por el procedimiento de reforma más rígido que 
prevé el ordenamiento jurídico español.4 

Sin embargo, existe otro tipo de justificaciones más complejas, pues 
determinan que ciertos contenidos de la constitución, como los derechos, 
o inclusive el funcionamiento del propio Estado en su parte orgánica, sean 
en extremo rígidos.5 En este sentido, las razones que se presentan en el 
caso de los derechos fundamentales suelen ser complejas y se atribuyen 

2.	 De Vergottini, G. (2004). Derecho constitucional comparado, trad. Herrera, C., ed. 
Universidad Nacional Autónoma de México, México, pp. 187 y ss.; De Cabo Martín, 
C., La reforma constitucional en la perspectiva de las fuentes del derecho, cit., p. 24. 

3.	 Por citar más ejemplos que puede resultar triviales. Siguiendo a Laporta, se destacan 
los siguientes: “En la Constitución francesa (art. 2) se impone ‘La Marsellesa’. En la 
Constitución finlandesa (art. 72) se establecía el marco como una unidad monetaria. 
En la Constitución alemana se eleva a rango constitucional la competencia de los 
Länder sobre el impuesto que grava la cerveza. En la Constitución austriaca se atribuye 
a la federación plenamente lo relativo a escuelas forestales. Y en la Constitución griega 
(3.3) se dice que ‘el texto de las Sagradas Escrituras es inalterable, su traducción 
oficial en otra forma de lenguaje, sin el consentimiento previo de la iglesia autocéfala 
de Constantinopla, está prohibida’, por no mencionar que en el artículo 59 se 
constitucionaliza la fórmula del juramento de los cargos públicos ‘en nombre de la 
Santa Trinidad Consustancial e Indivisible’. Laporta, F. J. (2007), El imperio de la ley. 
Una visión actual, cit., p. 229. 

4.	 Nos referimos al procedimiento previsto en el artículo 168 de la Constitución 
española. 

5.	 Lo anterior es posible si aceptamos que existe una parte dogmática y una orgánica en 
las constituciones. 
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distintas formas de argumentar al respecto. Sin embargo, un sentir común 
consiste en atrincherar los derechos, por lo que se reclama una rigidez de 
más intensidad, arguyendo entre otras, una amenaza que es representada 
por el temor que suele ser ocasionado por las mayorías. Como afirma 
Bayon: “El temor de la tiranía de la mayoría es uno de los filones verdade-
ramente clásicos de la reflexión sobre el constitucionalismo”.6 

Es, pues, en la doctrina del constitucionalismo en su sentido más fuer-
te donde se esgrimen varios de los argumentos que defienden una absoluta 
rigidez en el área de los derechos en las constituciones.7 Por consiguiente, 
al asegurar el área de los derechos, se tiene a la propia Constitución.8

En efecto, dentro del marco del constitucionalismo moderno, la cons-
titución cumple una función básica, que es controlar y limitar al poder a 

6.	 Además, agrega: “La idea no es polémica si todo lo que pretende recordarnos es 
que la mayoría, como cualquier otro poder, también puede conculcar los derechos 
y que la opresión resultante no dejará de ser tal porque provenga de esa fuente”. 
Bayón, J. C. (2004), Democracia y derechos: problemas de fundamentación del 
constitucionalismo, VV.AA., Constitución y derechos fundamentales, ed. Centro de 
Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, pp. 317-318. Además, se protegen 
las propias instituciones democráticas de las propias mayorías. Así lo ha apuntado 
Boaventura, quien enfatiza que la teoría política de corte liberal ha sido desarrollada 
con el presupuesto de que las instituciones democráticas deben ser resguardadas de la 
rebelión de las masas y de la movilización extrainstitucional de las clases populares. 
Además, agrega, “Posteriormente, diferentes teorías elitistas de democracia glosaron 
este presupuesto de múltiples formas. A los ciudadanos no les interesa involucrarse en 
la política; la democracia se estabiliza en la medida en que se garantiza una alternancia 
del gobierno entre las élites, las cuales, para gobernar, deben estar protegidas contra 
la agitación popular; la dirección política se volvió demasiado compleja como para 
poder estar al alcance de los ciudadanos comunes”. Santos, Boaventura de Sousa 
(2014). Democracia al borde del caos. Ensayo contra la autoflagelación, trad. A. Jesús 
Aguiló, ed. Siglo XXI Editores, Bogotá, p. 127. 

7.	 Sobre este punto en particular volveremos más adelante cuando revisemos las posturas 
de Garzón Valdés y Luigi Ferrajoli. 

8.	 Como se ha dicho más arriba, al cuestionar la justificación sobre los argumentos que 
el constitucionalismo ha defendido, lo que realmente estamos haciendo es cuestionar 
la propia constitución. Al respecto, Laporta señala que “Y hacemos bien, porque 
las constituciones no siempre son tan esenciales, escrupulosas y concisas como se 
supone”. Laporta, F. J. (2007).El imperio de la ley una visión actual, cit., p. 223. Del 
mismo autor véase (2001), El ámbito de la constitución, Doxa. Cuadernos de filosofía 
del derecho, núm. 24, pp. 459-484, en específico p. 463. 
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través de diversos mecanismos institucionales, y en especial el blindaje de 
los derechos.9 Y son los derechos ese núcleo básico vinculante que limi-
ta al poder, asumiendo un papel protagonista en el momento en que su 
posición de privilegio dentro del ordenamiento jurídico impone límites 
y obligaciones al poder, incluso al poder de las mayorías.10 Por tanto, “su 
efectividad y consecuencias de su positivación constituyen una de las cla-
ves de comprensión del constitucionalismo contemporáneo”.11 Claves que 
serán importantes, pero no menos problemáticas a la hora de abordar la 
tensión entre el constitucionalismo y la democracia. La tensión es evidente 

9.	 Hay que señalar que no es la única función que desempeña la constitución. Peces-
Barba agrega las funciones de seguridad, de legitimidad y de justicia. En efecto, para el 
autor, con la función de seguridad, el constituyente responde a las preguntas: ¿quién 
manda? y ¿cómo se manda?; con la función de justicia se responde la pregunta ¿qué 
se manda?; así, en torno a la función de legitimidad de la constitución se responde 
con la pregunta de ¿por qué se manda? Además, se agrega una quinta pregunta que 
explica las funciones de la constitución, ¿por qué se obedece? La respuesta a dicho 
cuestionamiento determinará el “acertado desarrollo de las funciones de seguridad y 
justicia, que legitiman al poder y a sus miembros y facilitan el consenso y la adhesión 
a la ética pública política que está detrás de esas funciones y también la obediencia 
que trae causa de ese poder como hecho fundante básico”. Peces-Barba, G. (2010). 
Diez lecciones sobre Ética, Poder y Derecho, ed. Dykinson. Madrid, pp. 103-116. 

10.	 Prieto Sanchís ha referido que una de las consecuencias de la constitucionalización 
de los derechos es, precisamente, “concebir a los derechos como obligaciones supone 
elevar de modo considerable el nivel de su resistencia jurídica, pues significa que 
todos los poderes del Estado, incluido el legislativo, se hallan limitados y sometidos 
al imperio de los derechos y significa también, al menos en línea teórica, que los 
derechos, pese a su carácter resueltamente positivo y no natural, no tienen su origen 
en el Estado”. Más adelante el autor agrega: “Que los derechos fundamentales 
vinculan a todos los poderes públicos sin excepción, precisamente porque aparecen 
reconocidos en verdaderas normas jurídicas, no es una decisión caprichosa del 
legislador constituyente, sino que representan la culminación de una larga y costosa 
evolución de la idea constitucional que refleja el tortuoso desarrollo político de 
Europa desde el siglo xviii”. Vid. Prieto Sanchís, L. (1990). Estudios sobre derechos 
fundamentales. Debate. Madrid, pp. 111, 115. De Asís Roig, R. (2000). Las paradojas 
de los derechos fundamentales como límites al poder. Instituto Bartolomé de las Casas, 
Universidad Carlos III de Madrid. Dykinson. 

11.	 Ansuátegui Roig, F. J. (2013). Razón y voluntad en el Estado de Derecho. Un enfoque 
filosófico-jurídico. Dykinson. Madrid, p. 306. Del mismo autor, “Sobre la tensión 
entre constitucionalismo y democracia”, cit., p. 159. 
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en el momento en que se trazan límites sobre las decisiones mayoritarias o 
mecanismos de participación democrática, como señala Jon Elster: 

El vocablo constitucionalismo alude a aquellos límites sobre las decisiones mayori-
tarias; de modo más específico, a los límites impuestos que en cierto sentido son au-
toimpuestos. Tales límites pueden adoptar variedad de formas y ser de procedimiento 
o sustantivos, así como obstruir o tan solo hacer más lento el proceso del cambio 
legislativo.12

Siguiendo con nuestro propósito, existen mecanismos que pueden ser 
definidos como autocensura estratégica, también conocidos como reglas 
de mordaza. Estos se introducen al texto constitucional con el objeto de 
evitar algún tipo de discusión en la política ordinaria de aquellos asun-
tos que suelen ser tan controversiales que pueden generar una ruptura 
social y, por tanto, hacer peligrar la propia constitución. La autocensura 
(siguiendo a Holmes) tiene buenas razones para que se puedan mantener 
los labios cerrados, y esta se hace más pertinente desde las coordenadas 
de una teoría democrática; en efecto “a veces, una cuestión resulta ‘intra-
table’ porque ventilarla abiertamente y ofendería de muerte a personas o 
subgrupos y lastimaría de manera permanente el espíritu cooperativo de la 
organización”. Y añade el autor más adelante: “En la vida política, resultan 
familiares las técnicas semejantes de evasión. Como la autolimitación en 
general, mantener la boca cerrada puede ser uno de los principales obse-
quios por parte del constitucionalismo a la democracia (Holmes, 1999, 
pp. 49-51).13 

12.	 Elster, J. (1999). Introducción. En Elster, J., Slagstad, R. Constitucionalismo y 
democracia. Fondo de Cultura Económica de México. México, p. 34.

13.	 Es interesante el siguiente dato. En Francia, el 20 de agosto de 1789, un comité 
de 40 diputados discutía 24 artículos redactados para su discusión. Tras seis días 
de discusiones e innumerables modificaciones, se había llegado solamente a aprobar 
diecisiete artículos. Frente a la posibilidad de no llegar a más acuerdos, y por la 
necesidad de ocuparse en otros asuntos, el 27 de agosto de 1789 se votó a favor de 
suspender el debate y aprobar los diecisiete artículos ya aprobados, todos ellos con el 
título de Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. Curiosamente, 
en los artículos no se mencionaba al rey, la nobleza y, por supuesto a la Iglesia. Lo 
anterior es una prueba muy sencilla de lo complicado que ha sido, hasta nuestros 
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Al respecto, uno de los ejemplos clásicos, que se considera digno de 
evitarse, es precisamente el tema de la religión. Efectivamente, la relación 
entre la Iglesia y el Estado es considerada uno de esos temas que enfrentan 
y polarizan a la comunidad política, al grado de calificarse como un asunto 
irreconciliable. Se dice que este tipo de disputas o discusiones no se puede 
resolver por medios políticos, ni mucho menos por mecanismos raciona-
les. Por tanto, bajo este esquema, Holmes señala que: “muchas comunida-
des han decidido trazar una línea entre lo público y lo privado: consignar 
un sentimiento religioso a la esfera no política, más allá de la jurisdicción 
de mayorías y funcionarios”.14 De este modo, pareciera que excluir ciertos 
temas tiende a reforzar la cohesión social, e inclusive al surgimiento y la es-
tabilidad de las democracias. Por ejemplo, Joseph Schumpeter manifiesta 
que, para procurar la prosperidad de la democracia, se debe limitar el radio 
de acción; esto es, que la decisión política no debe extenderse demasiado 
lejos, y así evitar aquellos temas que incluso dilatarían el dominio efectivo 
de la decisión política. Es decir, de la esfera dentro de la cual deciden los 
políticos tanto sobre el fondo como sobre la forma (Schumpeter, 1984, p. 
371). En cambio, Robert Dahl sostiene que el conflicto moral no necesa-
riamente entra en tensión con la democracia; para ello, se debe procurar 
una amplia autonomía para que los grupos no sean molestados y puedan 
así alcanzar sus metas. De tal forma, sería compatible entonces la idea de 
autogobierno frente a la libertad religiosa.15

Ahora bien, consideramos que es importante evaluar el momento his-
tórico de la comunidad que pretende callar un tema en la agenda pública. 
Dicho de otro modo, habrá que ser prudente a la hora de sugerir la apli-
cación de semejante herramienta, ya que podemos estar en el momento 
de una transición democrática o, si es posible, en la conformación de una 
nueva comunidad política. Lo anterior ha sido matizado por Laporta, 
quien señala que es indispensable ser conscientes de la distinción entre 
momentos y temas. Así, existirán temas (como la exclusión de la religión 

días, la relación entre Iglesia y Estado. Hunt, L. (2009). La invención de los derechos 
humanos. Tusquets. Barcelona, p. 14. 

14.	 Idem, p. 53.
15.	 Dahl, R. (1956). A Preface to Democratic Theory. University of Chicago Press, p. 80. 
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del Estado) que pueden ser ampliamente justificados que se extraigan de 
la discusión pública y como resultado se silencie en alguna disposición 
constitucional a pesar de que la circunstancia política o el momento no sea 
el más aconsejable. Por otro lado, habrá temas que no se considere justifi-
cado silenciarlos; sin embargo, se presentan como condiciones necesarias 
para establecer algún tipo de proceso democrático. En este sentido: 

Ello quiere decir que las razones aceptables para constitucionalizar o atrincherar al-
gunos extremos han de ser razones sustantivas anterior a cualesquiera circunstancias 
contingente de la comunidad política. Y si son razones de suficiente calado, entonces 
podrán incluso imponerse a la decisión democrática, pero, si no lo son, no debemos 
aceptar que sean protegidas por ninguna rigidez constitucional (Laporta, 2007, p. 230). 

Desde nuestro punto de vista, los mecanismos de autocensura solamente 
prolongan la agonía de temas que polarizan a la sociedad. Es verdad que 
se puede llegar a afirmar que la discusión puede ser irresoluble; no obs-
tante, la solución que se ofrece es simplemente congelar un debate sin 
resolverlo. El dejar en el olvido, o apelando a que se quede simplemente 
en la memoria, puede ocasionar que se quiera dirimir los temas especial-
mente controvertidos al margen del sistema jurídico; lo que en todo caso 
consideramos pertinente es adentrarse en el debate con el ánimo de llegar 
a un punto de acuerdo, en términos de armonía y paz. Lo anterior puede 
lograrse “cuando las facciones negocian, dejan de lado sus diferencias y 
edifican sobre un terreno común”.16 Llegar a este punto nos da pie para la 
siguiente reflexión.

Existen profundos desacuerdos que han marcado incluso la propia 
historia mundial. Uno de ellos es, sin duda, la intolerancia religiosa, que 
ha sido bandera de fuertes disputas con resultados desastrosos. Hoy en día, 
pareciera que la solución a los temas especialmente controvertidos sigue 
siendo el desarrollo de mecanismos institucionales que amordazan o ca-
llan; esto es, dejan fuera de la agenda política aquellos temas que pueden o 
pudieran suscitar algún tipo de enfrentamiento que afecten a la estabilidad 
social y, a su vez, tratar de evitar los horrores del pasado. Pero dicha solu-

16.	 Holmes, S., op. cit., p. 67. 
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ción puede acarrear problemas posteriores. Al no sanar correctamente las 
heridas que han ocasionado los grandes desacuerdos o, en otras palabras, 
al no dialogar de forma pacífica sobre aquellos asuntos que convierten al 
ser humano en un ser no racional, no se beneficia nada a largo plazo.

Muy seguramente, una de las justificaciones para amordazar ciertos 
temas obedeció precisamente q un momento histórico cúspide (y político) 
de determinada comunidad política. Pensemos, por ejemplo, en la aboli-
ción de la esclavitud de la Constitución norteamericana y su lento desa-
rrollo. En aquel momento, la regla mordaza de 1836, antes de la Guerra 
de Secesión en los Estados Unidos de América se respiraba una sociedad 
profundamente dividida, por lo que sus dirigentes optaron por amordazar 
ciertos asuntos que no era propicio tratar en aquel entonces, por el perío-
do histórico en el que se encontraban, y el 18 de mayo de 1836 la Cámara 
de Representantes optó por establecer un conjunto de reglas mordaza, con 
el objeto de no estropear los intentos de reconciliación entre el Norte y el 
Sur de los Estados Unidos: 

Hemos resuelto que todas las peticiones, memoriales, resoluciones, proposiciones o 
documentos relacionados de alguna manera o en cualquier grado con el tema de 
esclavitud, o la abolición de la esclavitud, sin ser impresas ni mencionadas, deberán 
sobrentenderse, y no emprender ninguna acción al respecto.17 

Lo anterior es, sin duda, un claro ejemplo de una medida de autocensura 
legislativa que ayudó a afianzar las relaciones de una comunidad política; 
sin embargo, es evidente que el tema que se trataba, hoy en día pareciera 
absurdo cuestionar la negación de su práctica, sin embargo, hace casi dos-
cientos años, no lo tenían tan claro, por lo que se optó silenciar el asunto.

Por otra parte, las leyes mordaza en ocasiones pueden servir para be-
neficiar a determinados grupos sociales o políticos que imponen algún 
tipo de amordazamiento en la constitución para no poner en riesgo la 
posición de privilegio en determinado Estado. En relación con este punto, 
Laporta ejemplifica el caso de la Constitución Española, donde se sometió 

17.	 Register of Debates, vol. xii, 24° Congreso, 1ª sesión (18 de mayo de 1836), en 
Holmes, S., op. cit., p. 61, nota 27. 
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a una especie de autocensura la forma de gobierno y la unidad de Espa-
ña. Siguiendo al autor español, otro caso de abuso de otro tipo de regla 
mordaza se nos presenta frente a la inverosímil impunidad de dictadores 
y presuntos genocidas que se obtiene a cambio de no detener procesos de 
transición en ciernes.18 Un último ejemplo de reglas mordaza son las famo-
sas amnistías, que permiten mantener en el pasado los crímenes cometidos 
por determinada élite política.19

Ahora bien, existe una teoría de los mecanismos de autocensura, estra-
tegia que conviene revisar, pues ahí se encuentran varios de los argumen-
tos utilizados en el seno del constitucionalismo moderno con el objeto de 
establecer límites a la democracia. Se entiende esta última, de manera muy 
general, como el principio de las mayorías, aunque cabe apuntar, desde ya, 
que no debe ser confundida únicamente como el imperio de las mayorías 
(Kelsen, 1977, p. 85).20 No obstante, se ha defendido que un sistema 
mayoritario puede ser especialmente peligroso, ya que puede vulnerar de-
rechos. Uno de los defensores de dicha postura es Jon Elster, quien alude 
a que, al menos pueden existir tres formas en las que puede ser afectado el 
ejercicio de los derechos; a saber: en primer término, un gobierno de ma-
yorías tendrá siempre la tentación de reglamentar los derechos políticos de 
determinada comunidad, al grado de cambiar favorablemente la ley para 
lograr que la mayoría que se encuentra en el gobierno pueda seguir en el 
poder. En segundo lugar, la mayoría podría en todo caso suprimir el Es-

18.	 Laporta, F. J., op. cit., p. 230.
19.	 Holmes se ha referido a las amnistías como medios para estabilizar las democracias. 

Sin embargo, el autor es consciente de que: “no obstante, sin un predominante 
deseo de unidad nacional, podemos considerar improbable que grupos opuestos se 
enmudezcan a sí mismos acerca de las cuestiones que más radicalmente los divide”. 
Holmes, S., op. cit., p. 57. No estamos de acuerdo, ya que argumentar que una 
medida de tal calado deje impune a ciertas élites políticas lo único que pasaría sería 
disfrazar una democracia en dictadura. 

20.	 Esto ha sido apuntado por Kelsen: “El hecho de que en la práctica del principio de la 
mayoría no tenga suma importancia la mayoría numérica, consiste en que la realidad 
social no conoce ningún imperio absoluto de la mayoría sobre la minoría, porque la 
voluntad colectiva creada con arreglo al llamado principio de la mayoría no constituye 
una dictadura de la mayoría sobre la minoría, sino un resultado de las influencias 
recíprocas entre ambos grupos, como consecuencias del choque de sus intenciones 
políticas”. 
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tado de Derecho, influida por intereses creados o pasiones momentáneas. 
Por último, el riesgo que se tiene con un gobierno de tales características se 
da en el momento en que puede vulnerar los derechos de las minorías, sea 
de índole étnica y religiosa, sea de cualquier otro grupo considerado anta-
gónico para la mayoría. Lo anterior, según Elster, es influido por un tipo 
de pasión permanente. En definitiva, la manipulación, los intereses crea-
dos o las pasiones momentáneas, así como las pasiones permanentes, son 
los peligros a que se enfrentan los derechos en un régimen de mayorías.21

En efecto, en el gobierno de las mayorías podría darse el supuesto 
de transgredir el propio sistema democrático,22 ya que (como nos explica 
Ansuátegui) la tentación que puede tener un régimen de dichas caracte-
rísticas será de tal magnitud que querrá mantenerse siempre en el poder 
mediante la reelección. Así, el propio gobierno mayoritario podrá manejar 
a su antojo los procedimientos democráticos, hasta incluso eliminarlos, 
con el objeto de nunca ver en peligro su posición de privilegio dentro de la 
comunidad política. De hecho, Elster analiza las ventajas que tiene la exis-
tencia de elecciones aleatorias, para evitar que el gobierno político pueda 
verse beneficiado por la fecha de la elección por una probable coyuntura 
económica favorable.23 Por otro lado, se debe tener en cuenta que las ma-
yorías pueden verse influidas por pasiones e intereses ajenos a los derechos, 
lo que podría desencadenar, en todo caso, la violación de los derechos de 
sectores minoritarios.24

21.	 Elster, J. (1998). Régimen de mayorías y derechos individuales, trad. Valencia 
Villa, H., De los derechos humanos. Trotta, Madrid, pp. 170-171. En referencia a los 
efectos de las pasiones: Elster, J. (2002). Ulises desatado. Estudios sobre racionalidad, 
precompromiso y restricciones, cit., pp. 22-25.

22.	 Prieto Sanchís lo ha referido como “suicidio colectivo”. Vid. Prieto Sanchís, L. 
(2003). Justicia constitucional y derechos fundamentales, cit., p. 149.

23.	 En referencia a los beneficios que representa que las elecciones sean aleatorias: Elster, 
J. (1991). Juicios salomónicos. Las limitaciones de la racionalidad como principio de 
decisión, trad. C. Gardini. Gedisa. Barcelona, pp. 40-92. De hecho, la propuesta de 
las elecciones al azar es mérito de Lindbeck, A., Stabilization Policy in Open Economies 
with Endogenous Politicians, American Economic Review: Papers and Proceedings, 
núm. 66, 1976, pp. 1-19. 

24.	 Ansuátegui Roig, F. J., op. cit., p. 307.



223

¿Por qué se justifica la rigidez constitucional? Un primer acercamiento

Frente a estos posibles peligros, el constitucionalismo busca frenar los 
excesos de las mayorías a través de mecanismos e instituciones del Dere-
cho, y se ve en la obligación de arrinconar a todo poder (incluso el de las 
mayorías) a actuar bajo un marco de límites con el objeto de garantizar 
los derechos. En otras palabras, “hoy en día el mundo entero parece estar 
diseñando máquinas constitucionales con pesos y contrapesos al poder en 
nombre de los derechos”.25 

Empero, no todo es muy sencillo, pues los límites de los que se hace el 
constitucionalismo, comportan un serio inconveniente, ya que los obstá-
culos que impone van en detrimento en términos democráticos; es decir, 
limitan derechos a costa de derechos, lo que significa un problema que el 
constitucionalismo no ha podido solventar. Incluso, hay quien señala que 
podría ser un último desafío; o sea, cuando el constitucionalismo sea capaz 
de incorporar la democracia dentro de sus postulados sin anularla, será 
entonces su “última metamorfosis”.26

Sin embargo, lo anterior no quiere decir que los derechos no tengan 
límites, y que ello sea un inconveniente. Lo que queremos destacar en 
todo caso es que el tipo de justificaciones que se han venido ofreciendo 
para petrificar alguna parte de la constitución, desde nuestro punto de 
vista, no es lo suficientemente fuerte para difuminar mecanismos demo-
cráticos. Estamos de acuerdo en que la constitución deberá ostentar lími-
tes, lo que cuestionamos y ponemos sobre la mesa son aquellos diseños 
institucionales que consideramos en extremo radicales. En este sentido, 
surgen mecanismos de autocensura que tratan de ser justificados por una 
teoría de las restricciones que veremos a continuación.

25.	 Ackerman, B. (2011). La constitución viviente, trad. E. Carlos, Marcial Pons. Madrid, 
p. 98. 

26.	 El argumento completo es el siguiente: “El constitucionalismo ha tenido una historia. 
La cuestión es si tendrá una historia. La tendrá en tanto consiga incorporar en la 
democracia, sin anularla o humillarla, la dimensión científica de las decisiones 
políticas. Este, me parece, es el último desafío del constitucionalismo, su última 
metamorfosis”. Zagrebelsky, G. “Constitucionalismo”, trad., Ansuátegui Roig, F. J., 
Derechos y libertades, núm. 29, 2013, pp. 19-38, p. 38. 
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III. JON ELSTER Y LA TEORÍA DE LAS RESTRICCIONES 

Una de las justificaciones clásicas de la rigidez constitucional que viene a 
reforzar de modo de garantía los posibles excesos de las mayorías son los 
mecanismos de autocensura. Uno de los teóricos más populares que de-
fiende dicha teoría es Jon Elster. El autor noruego, apoyado en la Odisea, 
de Homero, utiliza el relato de Ulises, atado al mástil para oír los cantos 
de las sirenas y no ser cautivado por ellos, por lo que pide a sus acompa-
ñantes que lo aten y, en caso de súplica, no atiendan a su llamado.27 En 
este sentido, la rigidez constitucional actuaría como una especie de auto-
limitación de racionalidad imperfecta del ser humano frente a aquellas 
pasiones o momentos de debilidad de la voluntad, también denominada 
akrasia. Así, la tesis que defiende el autor es que atarse a sí mismo es un 
modo privilegiado de resolver el problema de la flaqueza de voluntad, la 
principal técnica para logar la racionalidad por medios indirectos (Elster, 
2014, p. 67). Por tanto, se habla de una especie de precompromiso o 
autorrestricción racional que determinada comunidad lleva a cabo con el 
objeto de protegerse de actos futuros.

Bajo este prisma, Elster edifica una teoría de las restricciones en la que 
analiza por qué las personas pueden desear restringirse o atar su libertad de 

27.	 “Lo primero exhortome a evitar a las magas sirenas, su canción hechicera, sus prados 
floridos: yo solo escucharlas podré, pero antes habéis de trabarme con cruel atadura 
que quede sujeto en mi puesto. Bien erguido del mástil al pie me ataréis con maromas 
y, si acaso os imploro u os mando aflojar esas cuerdas, me echaréis sin piedad nuevos 
nudos”. Homero (2015), Odisea, trad. Pavón, J. M. Gredos. España, Canto xii, p. 
196. Al respecto, Holmes, tratando de esclarecer la concepción de precompromiso, 
se refiere a que la constitución representa a Pedro sobrio, mientras que el electorado 
es Pedro borracho. Es decir, los ciudadanos necesitan una constitución como Ulises 
necesitaba ser atado al mástil. De lo contrario, los ciudadanos, al tener total libertad, 
terminarían por hundir su propio barco. De ahí que las ataduras permitirán que 
los ciudadanos, a través de mecanismos de rigidez constitucional, consigan mejor 
sus objetivos. El párrafo textual dice así: “A constitution is Peter sober while the 
electorate is Peter drunk. Citizens need a constitution, just as Ulysses needed to 
be bound to his mast. If voters were allowed to get what they wanted, they would 
inevitably shipwreck themselves. By binding themselves to rigid rules, they can better 
achieve their solid and long-term collective aims”. Holmes, S. (1995). Passions and 
Constraint: On the Theroy of Liberal Democracy. The University Chicago Press, p. 135. 
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elección y de qué modo lo consiguen. A partir de las siguientes preguntas, 
se desarrolla un conjunto de alternativas, y considera que la pasión es razón 
suficientemente fuerte para autorrestringirse. De ahí se derivan múltiples 
efectos que justifican por qué un agente deberá atarse. En efecto, la pasión 
en un sentido amplio no solo se refiere a emociones como la ira, el mie-
do, el amor, la vergüenza y demás, sino también abarca también estados 
como los de ebriedad, deseo sexual, deseo compulsivo de drogas adictivas, 
dolor, y otras sensaciones viscerales (Elster, 2002, p. 21). Inclusive, según 
Elster, desde Aristóteles hasta algún momento del siglo xx, el antónimo 
más frecuente de pasión fue razón, entendida como cualquier motivación 
imparcial y también desinteresada. Ahora bien, como fruto de los efectos 
de las pasiones, el autor distingue al menos cuatro posibilidades: 

(i) las pasiones pueden distorsionar lo que pensamos sobre las consecuencias del com-
portamiento; (ii) las pasiones pueden ser tan fuertes como para desplazar cualquier 
otra consideración; (iii) puedo saber, incluso en el momento de hacer algo, que actúo 
en contra de mi mejor juicio y, por último, (iv) una persona que se halla en un estado 
apasionado puede valorar las consecuencias de sus acciones de forma distinta de como 
lo haría en un estado más sosegado.28 

Desde estas coordenadas, las personas consideran que pueden protegerse 
de los efectos de las pasiones, por lo que llevan a cabo restricciones o 
un precompromiso a sabiendas de lo que podría suceder. Por lo tanto, 
al eliminar algunas opciones de las posibles, o, dicho de otro modo, par-
tiendo de que menos es más, lo que supone un provecho a futuro. Así, las 
restricciones de ese cumulo de posibilidades pueden ser de dos grandes 
tipos: accidentales o esenciales. Las de primer tipo responden a aquellas 
que no son elegidas por el agente para beneficiarse del provecho de la res-
tricción. En segundo lugar, existen las llamadas restricciones esenciales; en 
este caso, el agente es completamente consciente y se las autoimpone con 
el objeto de buscar un beneficio particular, por lo que se llama también 
autorrestricción o precompromiso. En suma, “Las restricciones esenciales 

28.	 Idem, pp. 23-35. 
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se definen en términos de beneficios esperados; las restricciones accidenta-
les se explican por los beneficios efectivos que proporcionan al agente”.29

Es importante apuntar que la tesis que propone Elster tiene varios 
matices y no podemos detenernos por completo en ellos, por las caracte-
rísticas propias de este capítulo.30 Pero podemos señalar que, si son diver-
sos los efectos de las pasiones (como los cuatro ya mencionados), también 
lo son los mecanismos de restricción de los cuales el sujeto puede hacerse 
para la superación de las pasiones; por ejemplo, creación de demoras, cam-
bio de preferencias, fijación de recompensas, entre otras. Parte de la teoría 
de Elster recae en justificar por qué es necesario restringirse como seres 
humanos, ya que diversos factores (como la pasión, principalmente) hacen 
de las personas sujetos irracionales. Por tal razón, a través de ciertos me-
canismos, puede un ser humano actuar de manera racional. En todo caso, 
lo que queremos destacar de la teoría del noruego es: atarse a sí mismo es 
llevar a cabo cierta decisión en el tiempo para aumentar la probabilidad de 
llevar a cabo otra decisión en el tiempo (Elster, 2014, p. 71). 

Aquí nos encontramos en un punto en que la racionalidad puede 
trasladarse a través del tiempo. Dicha racionalidad la veremos, enton-
ces, transcrita en restricciones de índole constitucional entre dos tipos de 
constituciones que el propio autor ha distinguido: constituciones como 
restricciones esenciales de conducta, y constituciones como restricciones 
accidentales de conducta (Elster, 2002, p. 112). De hecho, será más enten-

29.	 Idem, pp. 18-19. 
30.	 Es muy importante señalar que la teoría de la racionalidad que Elster propone tiene 

un espacio de diez años que separa la publicación del primer libro y el tercero de una 
trilogía que el autor noruego dedicó a estudiar los problemas filosóficos de la elección 
racional. Aquí citamos los textos en castellano, aunque el lustro mencionado data 
evidentemente de las obras en su lengua original. Véase: Elster, J., Ulises y las sirenas. 
Estudios sobre racionalidad e irracionalidad, cit., ID, Uvas amargas. Sobre la subversión 
de la racionalidad, trad. E. Lynch, Península, Barcelona, 1988. No obstante, se puede 
percibir un cambio en las concepciones sobre las constituciones como mecanismos 
de precompromiso. De hecho, el propio Elster ha manifestado la fuerte influencia 
de su amigo y mentor, el historiador noruego Jens Arup Seip, quien ha criticado 
severamente al autor, y ha aseverado que: “En política, la gente nunca trata de atarse 
a sí misma; solo de atar a los demás”. Véase el apartado denominado “Prefacio y 
reconocimiento”, en Elster, J. (2002). Ulises desatado. Estudios sobre racionalidad 
precompromiso y restricciones, cit., p. 11. 
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dible la teoría de Elster desde el propio concepto de constitución de que 
él parte, considerando que: “las constituciones políticas son mecanismos 
de precompromiso o autorrestricción, elaboradas por el cuerpo político 
con el fin de protegerse a sí mismo contra su previsible tendencia a tomar 
decisiones imprudentes (Elster, 2002, p. 111).31 De esta forma, lo que 
sugiere Elster, con las llamadas estrategias Ulises, es justificar que estas se 
dan porque determinada comunidad necesitaría una constitución por las 
mismas razones que Ulises necesitaba sus ligaduras (Bayón, 2009, p. 224).

Sin embargo, la teoría de las restricciones se complica cuando se tras-
lada a sede constitucional. Es decir, las justificaciones que se argumentan 
en favor de atar a Ulises, se vuelven problemáticas en el momento en que 
se quiere atar a una comunidad a través de la constitución. Lo anterior ha 
sido blanco de críticas, e incluso el propio Elster ha aceptado dicha situa-

31.	 Se alude a que ya existía un antecedente doctrinario entre el precompromiso 
individual y el político. Podemos encontrar la discusión en el siguiente pasaje de 
Spinoza: “que no contradice de ningún modo a la práctica el que se establezcan 
derechos tan firmes que ni el mismo rey los pueda abolir. Los persas, por ejemplo, 
solían rendir culto a sus reyes no tenían potestad de revocar los derechos una vez 
establecidos como consta por Daniel. Y nunca, que yo sepa, se elige un monarca sin 
condición alguna. Aún más, eso no contradice ni a la razón ni a la obediencia absoluta 
que se debe al rey. Efectivamente, los fundamentos del Estado han de ser tenidos por 
decretos eternos del rey, hasta el punto de que sus ministros le obedezcan plenamente, 
aun cuando se nieguen a cumplir sus órdenes, en caso que les mande hacer algo 
que repugne a los fundamentos del Estado. Podemos explicarlo claramente con el 
ejemplo de Ulises. Los compañeros de Ulises cumplían el mandato de este, cuando 
se negaron a desatarlo, mientras estaba atado al mástil de la nave y arrobado por el 
canto de las sirenas, pese a que él se lo mandaba en medio de múltiples amenazas. Y 
se atribuye a su prudencia que, después, haya dado las gracias a sus compañeros por 
haberse atenido a su primera intención. Siguiendo este ejemplo de Ulises, también los 
reyes suelen amonestar a los jueces de que hagan justicia sin miramientos a nadie, ni 
siquiera al mismo rey, si en algún caso especial les ordenara algo que les consta ir en 
contra del derecho establecido. Los reyes, en efecto, no son dioses, sino hombres que 
se dejan a menudo engañar por el canto de las sirenas. De ahí que, si todo dependiera 
de la inconstante voluntad de uno, no habría nada fijo. Por eso, para que el Estado 
monárquico sea estable, hay que establecer que todo se haga, sin duda, según el 
decreto del solo rey, es decir, que todo derecho sea la voluntad del rey explicada; pero 
no que toda voluntad del rey sea derecho”. Spinoza, B. (1986). Tratado político, trad., 
Atilano Domínguez. Alianza., Madrid, pp. 140-141, cap. vi. La cita es extensa, pero 
consideramos que se hace justica por sí sola. 
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ción, pues trasladar la metáfora de Ulises para la actividad constituyente 
puede ser válida de forma parcial, así como la idea de que una comunidad 
política quiera atarse a sí misma es en principio controvertido. Algunos 
de los críticos de Elster se empeñan en desmontar la teoría de las restric-
ciones, o también llamadas “estrategias Ulises”, a partir de desmontar la 
fábula de Ulises en los siguientes términos:

Siguiendo a Bayón, la teoría de las restricciones en el plano consti-
tucional no parece convincente. En primer lugar, el ejemplo que propor-
ciona Elster se basa en una analogía entre el plano individual y el plano 
colectivo que es bastante engañoso. Efectivamente, la sociedad no es la 
misma a lo largo del tiempo, con lo que hablar de autolimitación no pasa 
de ser un abuso de lenguaje (Bayón, 2009, p. 224). De esta forma, si con-
sideramos la estrategia Ulises como justificación con respecto al desarrollo 
constitucional, nos encontraríamos con un problema que bien podría ser 
denominado de identidad. En efecto, el ejemplo Ulises busca dar buenas 
razones para justificar que una generación limite o cree ataduras consti-
tucionales a generaciones posteriores, lo que distorsionaría por completo 
la metáfora de Homero, pues en este caso, se da un autopaternalismo, a 
diferencia del paternalismo que se pretende justificar entre generaciones. 
De ahí, como señala Gargarella: El caso de una sociedad que se decide a 
dictar una constitución destinada a gobernar a las generaciones futuras no 
representa un ejemplo de autopaternalismo, como el que aparecía en el 
caso de Ulises (Gargarella, 2000, pp. 55-56).32

32.	 Además, agrega: “Más allá de que la limitación constitucional pueda ser teóricamente 
aceptable o no, lo cierto es que la violación de tal requisito de identidad (un requisito 
que es dejado de lado, a menos que se asuma, implausiblemente, que siempre 
hablamos de una misma y única sociedad, aunque hayan cambiado la totalidad de 
sus miembros) distorsiona completamente el sentido del ejemplo de Ulises, y la 
justificabilidad que, en aquel caso, acompañaba el ejercicio del paternalismo. Aunque 
tenemos razones para pensar que cada uno de nosotros puede limitar legítimamente 
sus propias acciones futuras, resulta mucho más difícil sostener que una generación 
puede limitar a las que la siguen”. No obstante, en defensa a lo postulado por 
Elster, Moreso señala que: “La fortuna del mecanismo del precompromiso como 
un instrumento de alcanzar decisiones racionales depende de su capacidad, tanto en 
las decisiones individuales como en las colectivas, de mediar de manera consistente 
y razonable con la pluralidad y el conflicto”. Moreso, J. J. “Sobre el alcance del 
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Por otra parte, siguiendo a Gargarella, habrá que ser conscientes de 
que, cuando hablamos de una constitución, nos encontramos frente a una 
realidad que no puede ser respondida con las estrategias Ulises, pues nos 
referimos a un problema que podría ser denominado como de pluralidad 
de miembros.33 Consideramos que es precisamente la interrogante que 
tanto ha buscado responder Rawls; es decir, cómo es posible que haya una 
sociedad estable y justa cuyos ciudadanos libres e iguales están profunda-
mente divididos por doctrinas religiosas, filosóficas y morales, conflictivas 
y hasta inconmensurables (Rawls, 2011, p. 137). Sin embargo, la plura-
lidad de miembros es un problema que está ausente en el caso Ulises, y 
que dificulta aún más la comparación, pues, en el caso de una sociedad, 
ya no únicamente nos encontramos con una multitud de personas, sino, 
además, existe un mundo de diferencias en cuanto a la cosmovisión de la 
vida de las personas que la conforman, de ahí que trasladar el caso Ulises, 
cuando este es solamente una persona, agrega una mayor dificultad para 
justificar que una generación pueda atar a las generaciones del futuro en 
una constitución.

Además, un punto trascendental se da cuando se hace mención a que 
una sociedad ha dictado su constitución. De ahí que, en el mejor de los 
casos, cierta parte de la sociedad ha elaborado una constitución, mediante 
la conformación de una asamblea o convención constituyente que dará 
forma al documento constitucional, y que, en su defecto, ha sido rati-
ficada por todos o por una gran mayoría de las personas. No obstante, 
existe la posibilidad de que la minoría que elaboró la constitución, “ate 
las manos” a toda la sociedad dejando evidentemente libre las propias, lo 
que en el criterio de Gargarella, es justamente lo que se ha concretado en 
el curso de la historia constitucional real de muchos países occidentales, y 
que el mismo Elster ha comenzado a admitir, en algunos trabajos recientes 
(Gargarella, 2000, p.56).34

precompromiso”. Discusiones, Derechos y justicia constitucional, núm. 1, 2000, p. 97. 
33.	 Gargarella, op. cit., p. 56. 
34.	 Un estudio, por lo demás extenso, que gravita, entre otros temas, sobre la falta de 

legitimidad democrática de origen de diversas constituciones de América Latina, véase: 
Gargarella, R., La sala de máquinas de la constitución. Dos siglos de constitucionalismo 
en América Latina (1810-2010). Katz. Argentina, 2014. Con respecto al cambio 
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Ahora bien, se pudiera entonces alegar en contra del argumento Uli-
ses que, en el caso del ejemplo griego, estamos hablando de una misma 
persona en momentos distintos. En cambio, el precompromiso constitu-
cional impone restricciones a toda una sociedad y a distintas generaciones, 
tanto presentes como venideras. En este caso, pareciera que la generación 
que podríamos denominar Ulises es un cúmulo de personas que, con una 
lucidez gigantesca, han tenido la racionalidad y la perspicacia de visualizar 
lo que es mejor para las generaciones del futuro. De forma que la gene-
ración Ulises impone restricciones constitucionales para las generaciones 
del futuro, pensando que estas generaciones de nuevos Ulises son personas 
irracionales sin lucidez, sometidas en todo caso a las pasiones propias del 
ser humano. De ser así, tal como señala Ansuátegui: 

Si trasladáramos esa diferencia al caso del precompromiso constitucional, nos en-
contraríamos con un constituyente, o con una generación constituyente, lúcida y 
racional, y con unas generaciones posteriores entregadas a las pasiones y sin capacidad 
de discernir.35

Aquí también se hace presente el cambio de opinión de Elster, aludiendo 
entonces que es común partir en los trabajos que se llevan a cabo sobre 
precompromiso constitucional en el que se parte de una dicotomía entre 
constituyentes y políticos. En efecto, se supone que los constituyentes no 
se encuentran atrapados por los vicios de los políticos. No obstante, a 
criterio de Elster, la idea de que los constituyentes son semidioses legislando 
para bestias es una ficción.36 Por ello no podemos esperar que “constitu-

de opinión de Elster, véase: Elster, J., Ulises desatado. Estudios sobre racionalidad, 
precompromiso y restricciones, cit., pp. 186 y ss. 

35.	 Ansuátegui Roig, F. J., op. cit., p. 317.
36.	 Sobre este aspecto, A. O. Lovejoy comenta respecto de la Convención Federal de 

Filadelfia, y abunda aún más en al argumento de Elster: “Este supuesto del desinterés 
de los hacedores de la Constitución —el estar por encima de las motivaciones que 
guían el comportamiento político del resto de la humanidad— fue psicológicamente 
indispensable durante la Convención; ciertamente, unos pocos estaban inclinados 
a admitir sin tapujos que sus argumentos no eran más que simples expresiones del 
espíritu de facción. Pero que esto muchas veces era así, es una realidad reconocida 
por todos los historiadores competentes; en efecto, hay algunos ejemplos mejores 
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yentes imperfectos creen constituciones perfectas que lleguen a controlar 
las imperfecciones de los políticos futuros (Elster, 2002, p. 191).

El punto que tratamos es importante, pues, utilizando la terminología 
de Ackerman, nos encontramos precisamente en un estadio que ocurre ra-
ramente y que pudiera ser denominado como “momento constitucional”, 
a diferencia de los “momentos corrientes”. El autor, desde las coordenadas 
del llamado dualismo democrático, distingue entre dos clases de dedicio-
nes políticas, pues, al fin y al cabo, la creación de una constitución, o su 
modificación, es una decisión política. La diferencia estriba, por las llama-
das “circunstancias de la política”,37 en si una decisión es tomada por el 
pueblo y la otra por el gobierno. La que es tomada por el pueblo se da en 
un “momento constitucional” que, además de ser el pueblo el principal 
protagonista de la decisión, tiene la característica de que un extraordinario 
número de ciudadanos está conforme y le otorga seriedad al asunto que 
se va a tratar, con mayor razón si se trata de la elaboración de una cons-
titución o la reforma de esta; asimismo, se debe garantizar que todos los 
ciudadanos tengan la oportunidad de organizarse para que puedan expre-
sarse en torno al tema que se discute; por último, debe existir una mayoría 
partidaria para que pueda solucionar el problema en discusión. Para Ac-
kerman, el cumplimiento de estos tres requisitos, apegado a visión dualista 
de la democracia, otorgará la más alta legitimidad, que es precisamente la 
que únicamente puede brindar el pueblo. Ahora bien, a diferencia de los 

de la tesis de Madison —la configuración de las opiniones políticas por desintereses 
privados, de clase o sectoriales— que deben buscarse en los debates de la Convención”. 
Véase: Lovejoy, A. O. (1961). Reflections on Human Nature. Johns Hopkins Press. 
Baltimore, p. 52, nota 16. Ver Elster, J., Ulises desatado, cit., p. 191. 

37.	 La frase es de Waldron, y no es otra cosa que la necesidad de tomar una decisión 
común, así como la existencia de desacuerdos importantes en torno al contenido y el 
alcance que hay de tener. Véase: Waldron, J. (2005), Derecho y desacuerdos. Marcial 
Pons. Madrid, p. 123. Es de notar que la idea de Waldron ha sido adaptada por lo 
que Rawls denominaba como “circunstancias de la justicia”, que son los aspectos de 
la condición humana, como podrían ser la escasez moderada y el altruismo limitado 
de los individuos, que hacen, pues, de la justicia un asunto de virtud y práctica. En 
resumen: “Las circunstancias de la justicia pueden describirse como las condiciones 
normales en las cuales la cooperación humana es tanto posible como necesaria”. 
Véase: Rawls, J. (2010), Teoría de la justicia, trad. M. Dolores González. Fondo de 
Cultura Económica de México. México, p. 126. 
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“momentos constitucionales”, existen los “momentos corrientes”, que se 
caracterizan principalmente porque en ellos no existe debate, ni mucho 
menos la movilización popular.38

A pesar de que Ackerman se refiere precisamente a reformas consti-
tucionales de alta relevancia para determinado Estado, los llamados “mo-
mentos constitucionales” se verán atrincherados frente a posturas que bus-
can a toda costa someter a la democracia. Es decir, a través de estrategias 
Ulises se ha acorazado determinado contenido de la constitución a efectos 
de que este no sea puesto a consideraciones democráticas y, por tanto, 
para prever el riesgo de que pueda ser relegado mediante una decisión 
democrática. De esta forma, el mecanismo de precompromiso puede ser 
visto como un mecanismo de evitación; esto es, se pretende en todo caso 
evitar los peligros de un exceso de deliberación y, en su defecto, de una 
deliberación que pueda suscitarse como conflictiva.39

IV. REFLEXIONES FINALES 

En definitiva, no estamos excluyendo que en una constitución no se pre-
vean mecanismos de rigidez, sino que los mecanismos que se consideren 
para salvaguardar el contenido de la constitución, así como el procedi-
miento mismo de toma de decisiones, no difuminen diseños democráti-
cos que permitan a la población participar activamente en las decisiones 
del Estado, decisiones que, precisamente, tienen que ver con los llamados 

38.	 Ackerman, B. (2014), We The People i. Fundamentos de la historia constitucional 
estadounidense, trad. Sarret Grau, J. Traficante de Sueños. Instituto de Altos 
Estudios Nacionales. La Universidad de Posgrado del Estado. España, pp. 24-25. 
Véase también: Ackerman, B., Rosenkrantz, C. F. (1991), “Tres concepciones de la 
democracia constitucional”. Cuadernos y debates, núm. 29, ed. Centro de Estudios 
Constitucionales. Madrid, pp. 16-19. 

39.	 Esta es una de las advertencias de Moreso, argumentando a favor del precompromiso 
constitucional. Moreso, J. J., “Sobre el alcance del precompromiso”, cit., p. 99. De 
ahí que Moreso defienda la posibilidad de que “la primacía de la constitución sobre el 
resto de la legislación que justifique trazar un coto vedado para proteger los derechos 
constitucionales de la actividad legislativa ordinaria”. Del mismo autor: “Derechos y 
justicia procesal imperfecta”. Discusiones, núm. 1, 2000, p. 35. 
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“momentos constitucionales”.40 De ahí que podría ser el primer paso para 
que la constitución pueda convivir pacíficamente en términos democrá-
ticos.41

En este sentido, cabrían entonces dos posibilidades: que las consti-
tuciones, más que ser actos de autorrestricción, atan a los demás; es de-
cir, tienen un impacto de restricción colectiva; por otro lado, habrá que 
pensar en la posibilidad de que las constituciones no tengan el suficiente 
poder para restringir.42 Al respecto, cabe resolver aún varios aspectos. En 
primer lugar, hay que preguntarse las consecuencias de dichas restriccio-
nes, así como si, en realidad, los argumentos que se ofrecen son suficien-
temente poderosos para justificar que se ate las manos a la colectividad. 
Por lo anterior, el debate se traslada al nivel constitucional en torno a los 
problemas que generarían las restricciones en un documento constitucio-
nal, suponiendo que este último es la norma jurídica más importante de 
determinado sistema jurídico. Por otro lado, habrá que distinguir enton-
ces entre autorrestricción y heterorrestricción, donde determinada comu-
nidad política decide atarse a sí misma; sin embargo, existe la posibilidad 
de que dicha restricción tenga repercusiones futuras; esto es, que con la 
apuesta por determinadas restricciones se verán afectadas o beneficiadas 
las generaciones futuras. La afectación o el beneficio serán el punto de 
quiebra entre unos y otros autores, ya que para algunos será justificable 
que las generaciones presentes aten las manos a las generaciones futuras 
con el objeto de cuidar su interés, en el que se asiste a un caso de paterna-
lismo de una generación o varias generaciones futuras; para otros, es in-

40.	 Ackerman, B., op. cit., p. 24.
41.	 Esta es, por ejemplo, la postura de Laporta, quien señala: “Si las reformas a la 

constitución se articulan institucionalmente en forma de procedimientos democráticos 
de decisión, entonces la primacía de la constitución puede convivir perfectamente con 
el carácter democrático del ordenamiento. Rigidez constitucional y mayoritarismo no 
serían incompatibles”. Laporta, F. J., “El ámbito de la constitución”, cit., p. 482. 
Bayón es un crítico del llamado dualismo democrático, y pone en duda que exista 
una mayor calidad deliberativa entre los llamados momentos constitucionales y los 
momentos ordinarios que Ackerman defiende. Sobre este punto véase: Bayón, J. C., 
“Derechos, democracia y constitución”, cit., pp. 223-225. 

42.	 Elster, J., Ulises desatado. Estudios sobre racionalidad, precompromiso y restricciones, cit., 
p. 115. ID., Ulises y las sirenas. Estudios sobre racionalidad e irracionalidad, cit., p. 159. 
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aceptable que existan restricciones constitucionales que aten las manos de 
las generaciones futuras. Cada generación, en cada época, tiene el derecho 
de deliberar lo relativo al contenido de la constitución. 

Defender lo anterior será entonces harina de otro costal. 
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Resumen
El propósito de este trabajo es hacer un balance sobre cómo va progresando la 
Unión Europea (ue) en la implementación de los objetivos de desarrollo soste-
nible (ods), lo que a la vez permitirá poner de relieve el compromiso de la ue 
con los derechos humanos y las acciones que ha diseñado y está ejecutando para 
hacer realidad el principio inspirador de la Agenda 2030, el desarrollo sosteni-
ble. A partir de intentar justificar por qué en la Agenda 2030 apenas se hace 
referencia expresa a los derechos humanos, subrayaré la inescindible interrela-
ción entre los ods y los derechos humanos, nexo que se ha puesto claramente de 
manifiesto en las estrategias y acciones desplegadas por la ue con la finalidad de 
implementar los ods. Protección de grupos vulnerables, migración y transición 
energética se configuran como tres desafíos pendientes que tiene ante sí la ue 
que repercuten en los derechos humanos y, por ende, en la implementación de 
los ods. Utilizaré bibliografía de doctrina especializada, informes y documentos 
de la Unión Europea.
Palabras clave: globalización, cooperación, objetivos de desarrollo sostenible, 
derechos humanos, Unión Europea 
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Balance on strategies and actions implementation  
of sustainable development objectives in the European Union:  

A reading from human rights

Abstract
The purpose of this work is to take stock of how the European Union is pro-
gressing (eu) in the implementation of the sdgs, which at the same time will 
highlight the eu’s commitment to human rights and the actions it has designed 
and it is running to realize the inspiring principle of the 2030 Agenda, sustai-
nable development. From trying to justify why in the agenda 2030, it is barely 
expressly reference to human rights, I will underline the unquestionable interre-
lation between sdgs and Human Rights, a nexus that has been clearly evident in 
strategies and actions deployed by the eu In order to implement the sdgs. The 
protection of vulnerable groups, migration and energy transition are configured 
as three pending challenges before the eu, and that impact on human rights 
and, therefore, in the implementation of the sdgs. I will use bibliography of 
specialized doctrine, reports and documents of the European Union.
Key words: globalization, cooperation, sustainable development objectives, hu-
man rights, European Union

INTRODUCCIÓN

La nueva arquitectura que presenta el mundo en el siglo xxi contiene fór-
mulas distintas de gobernanza y cambios políticos, económicos y sociales 
en el orden mundial: la globalización, la sociedad de la informática, la 
configuración de un nuevo orden mundial, la redefinición del concepto 
de soberanía, la ciudadanía cosmopolita, el constitucionalismo multini-
vel, los diálogos judiciales entre tribunales internacionales, y tantos otros. 
Una de esas novedades es la tendencia acentuada hacia el regionalismo de 
nuestro planeta. Un conjunto de grupos de países, apoyados en unas ca-
racterísticas culturales y político-económicas similares, organizados según 
la voluntad de sus miembros, dotados de competencias y de estructuras 
necesarias y suficientes para representarlos, para negociar y para asumir las 
obligaciones y responsabilidades que deriven de los compromisos adopta-
dos, se agrupan para perseguir un desarrollo económico, político y social 
impulsado por la creación de espacios más amplios que los de sus propias 
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fronteras nacionales, con lo cual amplían las nociones de libertad y favore-
cen el desarrollo de las economías. Se trata de agrupaciones que toman su 
raíz de los principios democráticos y de los derechos del hombre, elemen-
tos esenciales para sus relaciones recíprocas que contribuyen —más allá de 
las relaciones puramente económicas— a la búsqueda de lazos entre sus 
pueblos y al refuerzo de la estabilidad internacional.

Estas uniones de carácter regional han adquirido paulatino protago-
nismo en la compleja geoestrategia mundial: Unión Europea, Mercosur, 
los denominados brics (Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica), a los 
que habría que sumar otras instituciones y organizaciones internacionales, 
fruto de alianzas económico-financieras y políticas. Este regionalismo se 
ha relacionado con la política de desarrollo económico, como es la de las 
Naciones Unidas para el siglo xxi, primero con respecto a los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio y, ahora, la que se articula en torno a los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ods), desde septiembre de 2015. La propia de-
nominación de la Agenda 2030, “Transformar nuestro mundo”, diseña un 
horizonte de actuación para la consecución de los diecisiete ods y sus 169 
metas. Por primera vez, los objetivos de desarrollo sostenible resultaban 
universalmente aplicables a todos los países, lo que refuerza las alianzas 
geoestratégicas en aras de su consecución.

El desarrollo sostenible se ha erigido en un poderoso paradigma que, 
hasta el año 2030, está llamado a orientar políticas económicas, socia-
les y medioambientales. “Se trata de garantizar que nuestro crecimiento 
económico nos permita mantener un modelo que produzca resultados 
equitativos para toda la humanidad, y garantizar que no se consuman 
más recursos de los que la tierra puede ofrecer” (Documento de reflexión. 
Para una Europa sostenible, 2019, p. 3). Esto implica la  búsqueda del 
progreso económico, mientras se salvaguarda el medio ambiente natural 
y se promueve la justicia social. Bajo la apariencia de un simple lema de 
“satisfacer las necesidades de las generaciones actuales sin poner en peligro 
la capacidad de las generaciones futuras de satisfacer las suyas propias”, 
acuñada por la Comisión Brutland en los años ochenta, reside toda una 
estructura de cambios, para algunos autores, de prometedoras metas, y, 
para otros, de simples slogans de mercadotecnia, con el consiguiente peli-
gro de desembocar en un “sostenible bla-bla”. El escepticismo y las críticas 
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derivan de recordar que la Declaración Universal de Derechos humanos, 
de 1948, que, aunque fue y sigue siendo un hito en el sistema internacio-
nal de los derechos humanos, por ser tan ambiciosa resultaba poco con-
creta y, faltando un mecanismo que obligara a su cumplimiento y respeto 
efectivo, se quedaba en un significado programático. Este mismo riesgo se 
pretende evitar con respecto a la Agenda 2030, de manera que no quede 
solo como un compendio de diecisiete bienintencionados objetivos, de los 
que se haga mucha propaganda y se concreten poco en acciones reales y 
fructíferas.

La Unión Europea (ue) se ha destacado por su interés en afianzar la 
gobernanza, tanto global como entre las regiones europeas —como puso 
de manifiesto ya desde 2001 con la publicación del Libro blanco sobre la 
gobernanza—. A lo largo de su periplo de gestación, formación y conso-
lidación, ha atravesado por diversas etapas. La pandemia de la covid-19, 
que ha sacudido con fuerza a algunos países europeos (Italia, España), 
dejó traslucir —al menos en las primeras semanas— cierta falta de co-
herencia política, y reveló comportamientos aislacionistas de los Estados 
miembros. Se desató una crisis transfronteriza inédita, y cada uno de los 
Estados adoptó medidas en el ámbito de su soberanía estatal, lo que puso 
de manifiesto que el sector de la salud de la ue era fragmentario, dadas las 
leyes desiguales e inconsistentes sobre la planificación pandémica en los 
Estados miembros. Ello provocó que, en un contexto de incertidumbre, 
especialmente necesitado de una acción rápida, cada Estado miembro eli-
giera hacer frente al virus por su cuenta. Si bien esta situación se encauzó 
—finalmente se formalizaron contratos de compra de vacunas contra la 
covid desde la ue, con dotación de fondos para la recuperación de los paí-
ses europeos más golpeados por la pandemia—. En cualquier caso, se ha 
puesto de manifiesto que en la ue aún queda mucho por hacer en temas 
de gobernanza.

El propósito de este estudio es analizar las estrategias que una de esas en-
tidades suprarregionales, como es la Unión Europea, está desarrollando para 
implementar los ods, tarea para la que reivindico y subrayo su ineludible 
lectura en clave de derechos humanos. La construcción de la Unión Euro-
pea ha exigido la configuración de un Derecho específico y de la creación 
de unas instituciones comunitarias, conformando la disciplina del Derecho 
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Comunitario —de la cual no voy a ocuparme—. Por otro lado, sobre los 
ods se han publicado numerosos estudios relativos a cómo se están imple-
mentando, sea a escala nacional sea a escalas regional y municipal (Belloso 
Martín, 2020; Belloso Martín y Suárez Malexecheverría, 2021). La consecu-
ción de la dignidad humana, la estabilidad regional y mundial, un plane-
ta sano, unas sociedades justas y resilientes, unas economías prósperas y, 
en definitiva, la promoción de sociedades más igualitarias y justas se nos 
antojan harto difíciles. Ello no debe ser óbice para que los ods sean pode-
rosos motores de impulso de enfoques sobre la consecución del desarrollo 
sostenible. Pero tales estrategias de la ue para implementar el desarrollo 
sostenible resultarían huecas, huérfanas de sentido, si no se plantearan y 
ejecutaran desde un enfoque de derechos humanos y de justicia, como 
aquí pretendo sostener.

Para trabajar en el desarrollo sostenible, Europa no partía de cero: ha 
desarrollado algunas de las normativas medioambientales más avanzadas 
del mundo; ha puesto en marcha políticas climáticas y ha impulsado el 
Acuerdo de París sobre el Cambio Climático; su política exterior y de co-
mercio, respetuosa con las normas, ha hecho posible compartir soluciones 
sostenibles con terceros países; la premisa de la paz mundial, que iluminó 
la propia gestación de la Unión Europea, se cohonesta con el bienestar de 
la población. 

En esta línea, la Unión Europea manifestó desde un principio su firme 
compromiso de ser, junto con sus países miembros, una de las pioneras en 
la aplicación de la Agenda 2030 de las Naciones Unidas. Los ods figuran 
en cada una de las “Diez prioridades de la Comisión Europea”; en noviem-
bre de 2016, la Comisión Europea expuso su enfoque estratégico para la 
aplicación de la Agenda 2030, incluidos los ods, en el informe titulado 
“Próximos pasos para un futuro europeo sostenible”. Puso en marcha una 
“plataforma multilateral de alto nivel” para que apoyara el intercambio de 
las mejores prácticas. A partir de ahí, en diversos documentos (Documen-
to de reflexión para una Europa sostenible de aquí a 2030, anexos i y ii, 
2019) se han ido plasmando los avances y retos pendientes en cuanto a la 
consecución de los ods para 2030 (anexo ii). En todos ellos, el desarrollo 
sostenible se erige como eje vertebrador. El interés de la ue no se ha limi-
tado a impulsar la consecución de estos ods entre los Estados miembros, 
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articulando un marco en las políticas europeas, sino ha utilizado todos los 
instrumentos disponibles en el marco de sus políticas exteriores para apo-
yar, en particular, los esfuerzos en los países en desarrollo (cooperación al 
desarrollo, asociación renovada con los países de África, Caribe y Pacífico 
para después de 2020, y otros muchos acuerdos y acciones específicas).

El propósito de este trabajo es hacer un balance sobre cómo va pro-
gresando la Unión Europea en la implementación de los ods, lo que a la 
vez permitirá poner de relieve el compromiso de la ue con los derechos 
humanos y las acciones que ha diseñado y está ejecutando a tal efecto. Para 
ello, tomaré como punto de partida el contexto de gobernanza en una co-
munidad internacional globalizada como tendencia favorecedora de una 
cooperación para la consecución de los ods. Globalización, mundializa-
ción y otros conceptos vienen a poner de manifiesto que, en la sociedad 
del riesgo global, son necesarias respuestas globales y, por ello, de coope-
ración internacional y de desarrollo, línea que ha constituido el contexto 
de gestación de la propia Agenda 2030. A pesar de la distancia que sigue 
existiendo entre el Norte y el Sur globales, cada vez hay un mayor impulso 
a la cooperación entre países.

En segundo lugar, me detendré en justificar que, si bien hay una esca-
sa referencia expresa a los derechos humanos en la Agenda 2030, se tras-
luce una inescindible interrelación entre derechos humanos y ods, nexo 
que se ha puesto claramente de manifiesto en las estrategias y acciones 
desplegadas por la ue con la finalidad de implementar los ods. Revisaré la 
proyección de los derechos humanos, tanto en los objetivos y metas que 
persigue la Unión Europea, como en cuanto a la relación que guardan 
con la Agenda 2030, intentado poner de relieve el hilo umbilical que los 
derechos humanos suponen para ambos, y concitar un trabajo que, tanto 
desde la ue como desde la Agenda 2030, desemboca en defensa y garantía 
de los derechos humanos. La ue y sus Estados miembros han desarrollado 
unas acciones que reflejan los cinco temas claves de la Agenda, como las 
personas, el planeta y la prosperidad, la paz, y la asociación, íntimamente 
relacionados con los derechos humanos. Para analizar este punto, se uti-
lizará como apoyo la “Declaración Conjunta del Consejo y los Represen-
tantes de los Gobiernos de los Estados miembros”, de 2017.



242

Nuria Belloso Martín

Por último, revisaré el seguimiento sobre el progreso que ha llevado a 
cabo la ue con respecto a la implementación de los diecisiete ods, señalan-
do logros y metas pendientes. Para ello, utilizaré como referencia los dos 
últimos informes de seguimiento sobre tal progreso —correspondientes 
a los años 2020 y 2021— en los que, mediante la aplicación de diversos 
indicadores, se puede registrar en qué ods se ha avanzado y, en cuáles hay 
que reforzar la implementación removiendo obstáculos. El escenario pan-
démico ha supuesto una paralización e, incluso, un retroceso en algunos 
de tales ods. Protección de grupos vulnerables, migración y transición 
energética se configuran como tres desafíos pendientes que tiene ante sí la 
ue, y que repercuten en los derechos humanos y, por ende, en la imple-
mentación de los ods. 

1. PUNTO DE PARTIDA: CONTEXTO DE GOBERNANZA EN 
UNA COMUNIDAD INTERNACIONAL GLOBALIZADA COMO 
TENDENCIA FAVORECEDORA DE UNA COOPERACIÓN PARA 
LA CONSECUCIÓN DE LOS ODS

En los años setenta se venía hablando de la “aldea global” y, actualmente, 
nos encontramos ante una nueva fase de cambio que podría denominarse 
“mundialización” o “globalización” (Capella Hernández, 2000, pp. 86-87; 
Fernández, 2001). Esto ha provocado que el poder político haya modificado 
su estructura, y ya no puede ser descrito en términos de soberanía y legitimi-
dad simple. Un soberano difuso es el que señala el tipo y las condiciones de 
la política económica, del sistema monetario, de la política militar y tantos 
otros aspectos, aceptables para él en cada área del globo, lo que exige de los 
Estados la puesta en práctica de las decisiones públicas que sean necesarias 
para la consecución de los objetivos deseados (Capella Hernández, 2000, 
pp. 106-109). 

Sobre la globalización hay tres enfoques principales: hiperglobaliza-
ción, escepticismo y transformacionalismo (Tassara, 2018, pp. 306-308). 
Los hiperglobalistas (Fukuyama, Omahe y otros) se identifican con una 
línea neoliberal y sostienen que, dada la expansión del modelo capitalista 
a escala global —que se consolidó una vez que colapsó la Unión Soviética 



243

Balance sobre las estrategias de implementación de los objetivos de desarrollo sostenible  
en la Unión Europea: Una lectura desde los derechos humanos

y cayó el muro de Berlín—, el Estado nacional está condenado a desapa-
recer. La movilidad de capitales, el peso de las empresas transnacionales 
y multinacionales, y la interdependencia entre distintos países y regiones 
han acabado desplazando a las economías nacionales a un papel marginal, 
y el mercado se ha erigido en la piedra angular de todo sistema y de las 
políticas públicas, como si implicara el “fin de la historia”. Por su parte, 
los escépticos (Borón, Held, Wade y otros) no consideran que se trate 
de un capitalismo global sino internacional. La diferencia estriba en que 
este último no supone la desaparición de las fronteras en pos de un único 
mercado, sino que son los países industrializados quienes guían el sistema 
económico. Por último, la escuela transformacionalista (Beck, Castells, 
Giddens y otros) sostiene que “la globalización no es un proceso unívoco 
sino una pluralidad de procesos que se entrecruzan y se contradicen...”. 
Además, es un fenómeno que desborda el ámbito económico y se extiende 
a lo político, lo cultural, lo tecnológico, lo ecológico y otros, y que genera 
cambios (Tassara, 2018, p. 308; Pastrana, 2015, p. 206). Sea como fuere, 
el Estado se ha visto afectado por estos procesos, y de un escenario inter-
nacional ha pasado a verse inmerso en un escenario global, que necesita y 
exige respuestas globales y que no pueden ser manejadas de forma aislada 
por un solo país —aunque sea muy poderoso. 

Tal respuesta global exige una gobernanza global, la cual no solo no 
conlleva la extinción de los Estados nacionales, sino además reclama y 
refuerza la cooperación entre ellos. Recursos naturales, paz, seguridad, 
estabilidad económica y financiera, salud, conocimiento y tantos otros, 
“suponen oportunidades que requieren ser abordadas mediante un trabajo 
coordinador más allá de las fronteras nacionales” (Tassara, 2018, p. 30). 
Para evitar incurrir en una nueva versión global del “dilema del prisione-
ro”, según el cual “ningún país puede tener éxito por sí solo, pero ninguno 
confía lo suficiente en los otros para procurar una cooperación y coor-
dinación eficaces” (Ocampo, 2015, p. 17), la cooperación internacional 
en general, y en particular los proyectos de ámbito mundial, inclusivos 
de todos los países, como es el caso de la Agenda 2030, responden a este 
nuevo orden global. 

La evolución que puede apreciarse entre los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio hacia los objetivos de desarrollo sostenible refleja la propia evolución 
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del planteamiento relativo al desarrollo mundial y con un carácter univer-
salista. Tal planteamiento, basado en los ods y en los derechos humanos, es 
perfectamente coherente con los valores y principios de la ue. 

 La Unión Europea, tras no pocas dificultades —basta recordar el re-
ciente Brexit—, parece estar logrando encontrar un equilibrio justo entre 
la Europa “devoradora de naciones” y la Europa integrada por un territorio 
compartido para la seguridad interior o la aplicación de la justicia. La jus-
tificación de la “Unión de Pueblos” ha sido consecuencia de un ideario 
que movía a tal unión, en el cual se contenía paz y seguridad tanto entre 
los propios Estados miembros como con el resto del mundo; defender 
un equilibrio nuevo en las relaciones internacionales, tras el equilibrio 
del terror que provocaron las guerras; el deseo de perfeccionar nuestro 
modelo de civilización europeo con sociedades integradas, uniéndose para 
garantizarlo, aprovechando y no temiendo, los retos de la “globalización”; 
el diseño de una ciudadanía europea, sin restar ni disminuir un ápice la di-
versidad cultural; la contribución al progreso global, como complemento 
de la economía global, fuera y dentro del ámbito europeo, y, finalmente, 
un modelo de desarrollo sostenible humano y ecológico, objetivo que, 
sumado a los esfuerzos de todos los Estados miembros, se perfilaba como 
de más fácil consecución (González, 1998, pp. 22-23). 

2. EL IMPRESCINDIBLE ENFOQUE DE DERECHOS HUMANOS  
EN LA CONSTRUCCIÓN DE LA AGENDA 2030

El respeto de la dignidad humana, los principios de igualdad y solidaridad, 
y el respeto de los principios de la Carta de Naciones Unidas y el Derecho 
internacional, se erigen como valores universales y de buena gobernanza 
que constituyen el núcleo de la Agenda 2030. Como es suficientemente 
conocido, los diecisiete ods constituyen «un plan de acción a favor de las 
personas, el planeta y la prosperidad» (Naciones Unidas) (Mesa: 2017, 
p. 17). Entre esos objetivos se pueden citar: el fin de la pobreza (objetivo 
1), el hambre cero (objetivo 2), la salud y el bienestar (objetivo 3), la 
educación de calidad (objetivo 4), la igualdad de género (objetivo 5), la 
reducción de las desigualdades (objetivo 10) y paz, justicia e instituciones 



245

Balance sobre las estrategias de implementación de los objetivos de desarrollo sostenible  
en la Unión Europea: Una lectura desde los derechos humanos

sólidas (objetivo 16). De tales ods podría deducirse que no dejan de ser 
una plasmación de muchos de los derechos humanos. Además de que la 
Agenda reafirme la importancia de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, así como de otros instrumentos internacionales, lo deseable 
hubiera sido un reconocimiento expreso de tal conjunción entre derechos 
humanos y ods en la propia Agenda 2030. Tal vez el propósito de que la 
Agenda fuera de alcance universal haya llevado a considerar a sus redac-
tores la conveniencia de no expresar tal vínculo derechos humanos-ods 
expresa y detalladamente, con la finalidad de evitar las reticencias y críticas 
que derivan de algunos sectores doctrinales, que acusan a los derechos 
humanos de ser un constructo occidental (eurocéntrico) y carecer de vo-
cación de universalidad. 

Sea como fuere, tal interrelación entre ods y derechos humanos se 
pone claramente de manifiesto en la relación que puede establecerse entre 
algunos ods y los derechos civiles y políticos, por un lado, con los dere-
chos económicos, sociales y culturales, por otro, y con los derechos de 
tercera generación y de solidaridad, por otro más. Es decir, cabe clasificar 
los ods en función de su relación con alguna de las denominadas tres 
generaciones de derechos humanos (Derechos humanos y Agenda 2030, 
p.14 y ss). 

Junto a los derechos humanos, los principios también desempeñan 
una función relevante, como orientadores de tales ods. Los principios de 
igualdad, no discriminación y acceso para todas las personas sustentan 
buena parte de los diecisiete ods. A estos hay que añadir el ya citado “No 
dejar a nadie atrás” (ods 5 -igualdad de género; ods 10-reducción de las 
desigualdades), universalidad (implican tanto a países desarrollados como 
a países en vías de desarrollo), e integralidad e indivisibilidad (los derechos 
humanos son interdependientes y están interconectados; el derecho al de-
sarrollo permea muchos de ellos, combinado con la exigencia del desarro-
llo sostenible. Pero también puede suceder que haya avances descoordina-
dos en un ods que repercuta negativamente en otros, como sería el caso de 
una política de lucha contra el hambre (ods 2) mediante una agricultura 
no sostenible que conlleve la destrucción de los ecosistemas (ods 14, 15), 
y que acabe provocando más pobreza a poblaciones más vulnerables (ods 
1) (Derechos humanos y Agenda 2030, p. 16).
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Se ha estimado que más del 90% de las metas de los ods está incluido 
en los tratados de derechos humanos. De cada uno de los ods se puede 
hacer una lectura en clave de derechos humanos, aunque en unos casos 
es más fácil que en otros: ods 3 “Garantizar una vida sana y promover el 
bienestar para todos en todas las edades’’ / derecho a la salud, o el derecho 
a un nivel de vida adecuado; ods 4 “Garantizar una educación inclusiva, 
equitativa y de calidad y promover oportunidades de aprendizaje durante 
toda la vida para todos’’/ derecho a la educación; ods 5 “Lograr la igualdad 
entre los géneros y empoderar a todas las mujeres y las niñas” / derechos 
de la mujer o los derechos del niño; ods 6 “ Garantizar la disponibilidad 
de agua y su gestión sostenible y el saneamiento para todos‘’ / el derecho 
al agua y el derecho al saneamiento; ods 16 “Promover sociedades pacífi-
cas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia 
para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos 
los niveles”/ derechos civiles y políticos, como el derecho a la seguridad 
personal, el acceso a la justicia y las libertades fundamentales. Hay otros 
ods más difíciles de encajar con los derechos humanos, tales como los 
relacionados con el medioambiente, como el ods 7 “Garantizar el acceso 
a una energía asequible, segura, sostenible y moderna para todos’’, o el 
ods 13 “Adoptar medidas urgentes para combatir el cambio climático y 
sus efectos”. Sin embargo, dichos ods están relacionados con derechos 
humanos emergentes, como el derecho al medioambiente, que se refiere 
al derecho de todos a disfrutar de un entorno seguro y saludable para el 
desarrollo de la persona.

Todo ello permite intuir cierta debilidad intrínseca en los ods, de-
rivada de la falta de relevancia que se da de forma expresa a los derechos 
humanos en ellos, sin que se haya establecido una específica y expresa 
correlación entre cada uno de los ods y los respectivos derechos humanos 
con que se vincula o en los que se podría plasmar —reitero que la razón 
puede estribar en intentar diferenciar los ods de los derechos humanos 
para reafirmar esa universalidad—. La única referencia expresa en los ods 
a un derecho humano es el de la meta 16.3, cuando menciona el derecho a 
la justicia. Las escasas alusiones que se hace a los derechos humanos se en-
cuentran en el preámbulo de la Agenda 2030, y en alguna otra referencia a 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados internacio-



247

Balance sobre las estrategias de implementación de los objetivos de desarrollo sostenible  
en la Unión Europea: Una lectura desde los derechos humanos

nales de derechos humanos. Para situar la efectiva relación entre los ods y 
los derechos humanos, hay algunas herramientas útiles que han trabajado 
la relación. Así, en primer lugar, la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones unidas para los Derechos Humanos (acnudh) ha desarrollado 
un breve documento ilustrativo sobre la relación entre ods y los prin-
cipales instrumentos internacionales de derechos humanos; en segundo 
lugar, la “Guía de los derechos humanos a los ods”, que ha desarrollado 
el Instituto Danés de Derechos Humanos, la que analiza la relación de los 
diecisiete ods y sus respectivas metas con instrumentos internacionales y 
regionales de derechos humanos, normas internacionales y otros instru-
mentos claves. 

Ello permite interpretar y corroborar que, sin duda, los derechos hu-
manos permean base de todos los ods y son su base. Tanto esta falta de 
mención expresa a tal correlación, como el hecho de que la Agenda 2030 
no sea un instrumento jurídicamente vinculante, sino que se sitúa en el 
ámbito del soft law, contribuyen a abrir unos flancos de debilidad a tal 
Agenda. De nuevo, habrá que recurrir a los sistemas internacionales de 
derechos humanos para que aporten a los ods su carácter vinculante y sus 
mecanismos de garantías. 

3. DERECHOS HUMANOS Y ods EN LAS ESTRATEGIAS  
Y ACCIONES DE LA UE

Tras la Segunda Guerra Mundial (1939-1945) surge una nueva Europa. 
La Unión Europea se gestó con una dimensión esencialmente económica. 
Los tratados de la Unión, firmados por primera vez en 1957, y que han 
permitido disfrutar a la ue de más de sesenta años de paz, democracia y 
solidaridad, guardaron, sin embargo, silencio sobre los derechos humanos. 
Ni se consideraba un catálogo de tales derechos, ni la ue se había adheri-
do a ningún convenio específico de derechos humanos. Sin embargo, los 
derechos humanos poco a poco se han ido convirtiendo en inspiradores 
de este proyecto, como pone de manifiesto el que, en 2012, la ue recibiera 
el Premio Nobel de la Paz por promover las causas de la paz, la reconci-
liación, la democracia y los derechos humanos en Europa. La promoción 
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y la defensa del Estado de Derecho y de los valores fundamentales de la 
ue constituyen una de las prioridades de la ue, y ello tanto en lo interno 
— no se admite el ingreso en la ue a países que no sean democráticos y 
vulneren los derechos humanos— como en sus relaciones exteriores. 

El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas — con sede en 
La Haya, Bruselas — no tiene como misión la protección de los derechos 
humanos en sí mismos, sino solo cuando se produce una conexión co-
munitaria; es decir, cuando en el proceso de interpretación o aplicación 
de una norma comunitaria se suscita un asunto que afecta al ejercicio de 
tales derechos humanos. Era en el seno del Consejo de Europa donde, 
mediante la Convención Europea para la Salvaguardia de los Derechos del 
hombre, del 4 de noviembre de 1950, se tutelaban los derechos a través 
del Tribunal Europeo de Derechos humanos (con sede en Estrasburgo). 
La protección de los derechos sociales, que no quedaban amparados por 
la Convención, se llevó a cabo a través de Carta Social Europea, del 18 
de octubre de 1961, y de su Protocolo Adicional, del 5 de mayo de 1988. 

A partir de 1986 (Acta Única Europea de 1986, Tratado de Maastri-
cht de 1992, Conferencia intergubernamental de Amsterdam de 1997) la 
ue se compromete con la defensa y la garantía de los derechos humanos. 
Aunque el proyecto de diseñar y aprobar una Constitución Europea, con 
su correspondiente Carta de Derechos Fundamentales, resultó fallido, el 7 
de diciembre de 2000, en Niza, el Parlamento Europeo, el Consejo de la 
Unión y la Comisión Europea la proclamaron. Una versión revisada de la 
Carta se proclamó el 12 de diciembre de 2007, en Estrasburgo, antes de 
la firma del Tratado de Lisboa. Una vez que se ratificó este Tratado, por el 
cual se modifican el Tratado de la Unión Europea y el Tratado Constitu-
tivo de la Comunidad Europea (do C 306 de 17.12.2007), y que entró 
en vigor el 1 de diciembre de 2009, la Carta de Derechos Fundamentales 
se hizo un documento jurídicamente vinculante para todos los Estados 
miembros (excepto para Polonia y el Reino Unido). La Carta reúne todos 
los derechos personales, cívicos, políticos, económicos y sociales de que 
disfrutan las personas de la ue; desarrolla el concepto de ciudadanía de la 
Unión, y crea un espacio de libertad, seguridad y justicia. La Agencia de 
los Derechos Fundamentales de la Unión Europea es el órgano indepen-
diente de la ue especializado en este sector. Su mandato abarca todo el 
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ámbito de los derechos considerados en la Carta. Además del Tratado de 
Lisboa, la estrategia global de la ue para la política exterior y de seguridad 
permite ofrecer un compromiso creíble.

La ue es consciente de su responsabilidad en cuanto a que debe desa-
rrollar una acción fuerte y eficaz en un mundo cambiante. Aquí se incar-
dina su respuesta en materia de desarrollo que, como establece el artículo 
208 del Tratado de Funcionamiento de la ue, es la reducción y, final-
mente, la erradicación de la pobreza. Tal política, además, contribuye a 
reforzar la democracia, el Estado de Derecho y los derechos humanos en 
su conjunto, mantener la paz y prevenir los conflictos, así como mejorar la 
calidad del medio ambiente. 

En aras de implementar la Agenda 2030, la ue y sus Estados miem-
bros han abordado un conjunto de elementos transversales para alcanzar 
un desarrollo sostenible, tales como los jóvenes, la igualdad de género, la 
movilidad y la migración, la energía sostenible y el cambio climático, las 
inversiones y el comercio, la consolidación de la democracia y el Estado 
de Derecho, y también los derechos humanos, para lo cual han diseñado 
un conjunto de acciones que reflejan los cinco temas claves de la Agenda 
ya citadosión y, que de forma sinterizada y, tal y como ha establecido la 
Declaración Conjunta del Consejo y los representantes de los Gobiernos 
de los Estados miembros reunidos en el seno del Consejo, del Parlamento 
Europeo y de la Comisión, en 2019, se podrían resumir en los siguientes 
planes de acción:

i) Las personas- desarrollo humano y dignidad (Declaraciones 
Comunes, 21-42)

La ue y sus Estados miembros se proponen erradicar la pobreza y comba-
tir las discriminaciones y las desigualdades sin dejar a nadie atrás, lo cual 
es un elemento esencial en la política de cooperación para el desarrollo que 
lleva a cabo la ue: La atención a las personas más vulnerables, como los ni-
ños menores de cinco años, adolescentes, mujeres, especialmente durante 
el embarazo y la lactancia, se insertan en la lucha contra la desnutrición 
y con el propósito de garantizar la seguridad alimentaria. Asimismo, se 
pretende ayudar a las comunidades más pobres a mejorar el acceso de to-



250

Nuria Belloso Martín

dos a la tierra, a los alimentos, al agua y a una energía limpia y sostenible. 
Seguirán ayudando a los países socios en sus esfuerzos por crear sistemas 
de salud de calidad, que ofrezcan acceso equitativo a los servicios y una 
cobertura sanitaria universal. También, garantizar el acceso a todos a una 
educación de calidad es un objetivo que se considera esencial para que 
todos puedan acceder a una vida digna.

En consonancia con el principio de la Agenda de “no dejar a nadie 
atrás”, se prestará especial atención a las personas desfavorecidas, vulnera-
bles o marginadas, en particular a los niños, ancianos, personas con dis-
capacidad, personas lgtb y a los pueblos indígenas. Para luchar contra 
la desigualdad se apoyarán unos sistemas de protección social eficientes, 
sostenibles y equitativos que permitan garantizar una renta básica.

La migración es uno de los grandes desafíos que la ue, y sus Estados 
miembros tienen ante sí. El artículo 79, apartado 5, del Tratado Fundacio-
nal de la ue (tfue), determina los volúmenes de admisión de nacionales 
de terceros países que vienen de terceros países a sus territorios para buscar 
trabajo. Unas migraciones y una movilidad bien administradas pueden 
aportar una contribución positiva a un crecimiento integrador y un de-
sarrollo sostenible. La polaridad migración regular / migración irregular 
sigue siendo objeto de encontradas polémicas en el seno de la ue, y enfren-
ta a los denominados países del Sur (España, Italia y Grecia, como países 
principalmente receptores de inmigrantes irregulares) con los países del 
Norte de Europa, que se desentienden de tal problemática. Ni la grave cri-
sis de refugiados del año 2008, ni otras crisis humanitarias — refugiados 
sirios—, con numerosos fallecidos en el Mediterráneo al intentar cruzarlo 
y llegar a las costas de los países del Sur de Europa, han hecho posible 
llegar a un acuerdo en las instituciones europeas para consensuar una po-
lítica unitaria de migración. Esta es una de las asignaturas pendientes de la 
ue y, tampoco mediante los ods tiene visos de que se vaya a avanzar. No es 
una asunto baladí, porque la migración afecta a muchos ámbitos políticos, 
como el desarrollo, el buen gobierno, la seguridad, los derechos humanos, 
el empleo, la salud, la educación, la agricultura, la seguridad alimentaria, 
la protección social y el medio ambiente —incluido el cambio climático. 
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ii) El planeta Tierra - Proteger el medio ambiente, gestionar  
los recursos naturales y luchar contra el cambio climático 
(Declaraciones Comunes, 43-46)

Sin entrar en la polémica entre antropocentrismo y biocentrismo, lo cierto 
es que el bienestar humano depende de un medio ambiente saludable y de 
unos ecosistemas que funcionen. La ue y sus Estados miembros se propo-
nen respaldar una mejor gobernanza y la creación de capacidades para la 
gestión sostenible de los recursos naturales. También se proponen promover 
la participación de las partes interesadas locales y el respeto a los derechos de 
todos, incluidos los pueblos indígenas y las comunidades locales.

Se perseguirán tres objetivos fundamentales interrelacionados, como 
resolver la falta de energía, aumentar la eficiencia energética y la gene-
ración de energía renovable para alcanzar un equilibrio sostenible entre 
producción y consumo de energía, así como contribuir a la lucha mundial 
contra el cambio climático, como se establece en el Acuerdo de París. 
La transición energética es otro de los grandes retos a los que la ue y sus 
Estados miembros están dando respuesta a través del fomento de la reti-
rada progresiva de subvenciones a los combustibles fósiles nocivos para 
el medio ambiente, unos mercados de la energía estables y transparentes, 
impulsando redes energéticas sostenibles y utilizando tecnologías digitales 
para una gestión sostenible de la energía.

iii) Prosperidad - Un crecimiento sostenible e integrador  
y creación de empleo (Declaraciones Comunes, 47-60)

La ue y sus Estados miembros contribuirán a crear un entorno más favo-
rable a las empresas en los países en desarrollo, que respete las normas y 
principios internacionales en materia de derechos humanos. Los sectores 
implicados son varios: son necesarias una agricultura y unos sistemas ali-
mentarios sostenibles; se apoyarán las tecnologías de la información y de 
la comunicación en los países en desarrollo, ya que la falta de conectividad 
sigue siendo un obstáculo importante en el desarrollo de muchos países; 
las ciudades, por su potencial de núcleo de crecimiento desde territorios 
rurales, deberán promover un desarrollo urbano sostenible e inclusivo. El 



252

Nuria Belloso Martín

diseño de las ciudades formales —frente a la ciudad informal—, como 
territorio inteligente en el que transporte, residuos, iluminación y conec-
tividad de espacios se gestionarán mediante una IA, debe guiarse por una 
política territorial urbana sostenible e inclusiva. 

Con respecto al empleo, la Agenda 2030 no se ha librado de críticas, 
tales como que no refleja la responsabilidad de las empresas de respetar los 
derechos humanos en sus operaciones y cadenas de suministro, así como de 
prevenir y mitigar los daños que pudieran causar. 

iv) Paz - Sociedades pacíficas e integradoras, democracia, instituciones 
eficaces y responsables, Estado de Derecho y derechos humanos para 
todos (Declaraciones Comunes, 67-71).

La promoción de los valores universales de la democracia, la buena go-
bernanza, el Estado de Derecho y los derechos humanos para todos, es 
necesaria como condiciones previas para el desarrollo sostenible y la esta-
bilidad. Los sistemas e instituciones de gobernanza eficaces serán aquellos 
que respondan a las necesidades de los ciudadanos, que presten servicios 
esenciales y promuevan un crecimiento inclusivo, mientras que los proce-
sos políticos integradores garantizarán que los ciudadanos puedan exigir 
cuentas en todos los niveles a los cargos públicos. La ue y sus Estados 
miembros se proponen conseguir instituciones transparentes y que rindan 
cuentas, el fomento de toma de decisiones participativa, el acceso público 
a la información, los tribunales independientes e imparciales que impar-
tan una justicia equitativa, y permitirán garantizar el disfrute de libertades 
fundamentales. 

v) Asociación - La ue como fuerza de aplicación de la Agenda 2030 
(Declaraciones Comunes, 72-97)

Si bien se reconoce que cada país es el responsable de su propio desarrollo 
económico y social, la Agenda 2030 debe ser aplicada por todos los países 
y partes interesadas (sociedad civil, empresas, instituciones) en el marco de 
una asociación. Trabajar mejor juntos y adaptar las asociaciones de desarro-
llo para reflejar las capacidades y necesidades son vías para su consecución. 
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Una vez expuestos sucintamente los objetivos de la ue y sus Estados 
miembros para la consecución del desarrollo sostenible, se hace necesario 
valorar si tales propósitos se quedan solo en meras declaraciones programá-
ticas escasamente efectivas y realistas. Para ello, he recurrido al “Análisis N.º 
07/2019: Divulgación de información sobre la sostenibilidad - situación en 
las instituciones y en los organismos de la ue”, elaborado por el Tribunal 
de Cuentas de la ue, en ese mismo año de 2019, con el objeto de repasar 
la situación de la divulgación de información sobre el cumplimiento de los 
ods y la sostenibilidad en la ue y la divulgación de información por las 
instituciones y los organismos de la ue. Este análisis revela que la Comisión 
no informa sobre la contribución del presupuesto o la política de la ue a la 
consecución de los ods, con la excepción del ámbito de la acción exterior, 
donde la Comisión ha comenzado a adaptar su sistema de divulgación de 
información sobre resultados con respecto a los ods y la sostenibilidad. Ac-
tualmente, solo una institución de la ue, el Banco Europeo de Inversiones, 
y una agencia, la Oficina de Propiedad Intelectual de la Unión Europea, pu-
blican informes de sostenibilidad. Por tanto, ya se encuentra que la transpa-
rencia, la rendición de cuentas, el acceso a la información (que exige el ods 
16), escasamente son tenidos en consideración por las propias instituciones 
europeas. Eurostat va informando sobre los avances en la consecución de los 
ods en el contexto de la ue —en el siguiente ítem se hará referencia a dos 
de los cinco informes elaborados hasta ahora—, pero es necesario superar 
las dificultades —tales como la integración de la sostenibilidad y los ods en 
el presupuesto de la ue, y el aumento de la credibilidad de los informes de 
sostenibilidad a través de la auditoría— para la divulgación de información 
sobre la sostenibilidad por parte de las instituciones y de los organismos de 
la ue. No existe una obligación jurídica específica para que la Comisión u 
otras instituciones de la ue elaboren informes de sostenibilidad, pero ha-
cerlo reflejaría el compromiso serio adquirido en cuanto a los ods y con la 
consecución del desarrollo sostenible.



254

Nuria Belloso Martín

4. BALANCE SOBRE EL PROGRESO DE LA UNIÓN EUROPEA  
EN LA CONSECUCIÓN DE LOS ODS

La finalidad de lograr una Europa sostenible en 2030 se ha forjado a par-
tir de establecer los fundamentos políticos de un futuro sostenible (de la 
economía lineal a la economía circular; energía, edificios y movilidad del 
futuro; transición energética justa; sostenibilidad de la huerta a la mesa), y 
se ha articulado a través de unos instrumentos horizontales para la transi-
ción hacia la sostenibilidad (educación, ciencia, tecnología, investigación, 
innovación y digitalización; financiación, fijación de precios, fiscalidad y 
competencia; conducta empresarial responsable y nuevos modelos de ne-
gocio; comercio abierto y basado en normas; gobernanza y garantía de 
coherencia de las políticas en todos los niveles) (Documento de reflexión. 
Para una Europa sostenible, 2019). Hasta ahora, vengo haciendo referen-
cia a los loables propósitos de la ue con respecto a la implementación de 
los ods. Ya han transcurrido seis años desde que se inició tal proceso, y 
conviene llevar a cabo un balance de los resultados habidos hasta el mo-
mento, realizando una revisión a partir de documentos y comunicaciones 
emanados desde la ue.

Una vez aprobada la Agenda 2030, el 22 de noviembre de 2016, la 
Comisión Europea puso de relieve en su “Comunicación sobre los próxi-
mos pasos en pos de un futuro sostenible para Europa” cómo sus prio-
ridades políticas participan en la consecución de los ods. En el enfoque 
estratégico de la Comisión se destacaron algunos de los pasos que se iban 
a seguir, tales como: i) Se concibieron dos líneas de trabajo para contribuir 
a la Agenda 2030: por una parte integrar los ods en las prioridades ya 
definidas por la Comisión y, por otra, reflexionar sobre las políticas sec-
toriales para después de 2020. ii) La Comisión se comprometió a utilizar 
todos los instrumentos a su disposición para asegurar la toma en cuenta 
del desarrollo sostenible en todos sus aspectos (social, medioambiental y 
económico) en las políticas actuales y futuras. iii) Se previó la creación de 
una plataforma multilateral — con actores públicos y privados— para se-
guir la aplicación de los ods y compartir buenas prácticas. iv) Se establece 
el compromiso de realizar periódicamente, a partir de 2017, un informe 
de los avances de la ue en este ámbito, y así se ha hecho.
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Todos los ods figuran en una o más de las seis ambiciones principales 
para Europa, anunciadas en las “Directrices políticas”, lo que hace que to-
das las líneas de trabajo, políticas y estrategias de la Comisión conduzcan 
al logro de los ods. 

Desde 2016 se ha venido trabajando en la Agenda 2030 desde una 
perspectiva orientada hacia la persona y basada en los derechos humanos, 
para lo cual, sin ser en absoluto exhaustiva en la enumeración de todo lo 
que se ha hecho a lo largo de estos seis años, se pueden enumerar diversos 
órganos e instrumentos que están aunando esfuerzos para la progresiva im-
plementación de los ods tales, como documentos de trabajo y publicación 
de informes, y el impulso dado por el Observatorio Europeo de los ods. 

De los cinco informes que se han publicado hasta ahora (2017-2021), 
haré referencia a los de los dos últimos años, el cuarto y el quinto. El 
cuarto de los informes periódicos de Eurostat que supervisan los avances 
hacia los sdg en el contexto de la ue se denomina “Desarrollo sostenible 
en la Unión Europea - Informe de seguimiento sobre el progreso hacia los 
ods en un contexto de la ue - edición 2020”. El análisis del este se basa 
en el conjunto de indicadores de los sdg de la ue, elaborado en coope-
ración con un gran número de interesados. El conjunto de indicadores 
comprende alrededor de cien aspectos y está estructurado a lo largo de los 
diecisiete ods. 

Los principales resultados del cuarto informe muestran un progreso 
significativo hacia la mayoría de los objetivos. La ue avanzó significativa-
mente en los últimos cinco años hacia el logro general del ods 16 «Paz, 
justicia e instituciones fuertes», y también un buen progreso, aunque con-
siderablemente más lento, para el ods 1 «Sin pobreza» y el ods 3 «Buena 
salud y bienestar», seguido del ods 2 «Hambre cero» y el ods 8 «Trabajo 
decente y crecimiento económico». 

En ocho de los objetivos la ue logró un progreso moderado en general 
en ese mismo periodo. Estas tendencias moderadas son visibles para el ods 
11 “Ciudades y comunidades sostenibles”, ods 4 “Educación de calidad”, 
ods 17 “Asociación para los objetivos”, ods 12 “Consumo y producción 
responsables”, ods 7 “Energía limpia y asequible”, ods 10 “Reducción de 
las desigualdades”, ods 15 “Vida en la tierra”, y ods 9 “Industria, inno-
vación e infraestructura”. Por su parte, para el ods 13 “Acción climática” 
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no hubo progreso en los últimos cinco años, mientras que para el ods 5 
“Igualdad de género” la ue se ha alejado, lo cual es sumamente alarmante. 
En el caso de dos objetivos, ods 6 “Agua limpia y saneamiento” y ods 14 
“Vida bajo el agua”, las tendencias generales no pueden calcularse, debido 
a que los datos son insuficientes en los últimos cinco años. La falta de 
información también es un aspecto para preocuparse, ya que es necesario 
contar con información actualizada.

En junio de 2021 se ha publicado el quinto de los informes periódicos 
de Eurostat que supervisan el progreso hacia los ods en el contexto de la 
ue, “El desarrollo sostenible en la Unión Europea – Informe de segui-
miento del progreso hacia los ods en el contexto de la ue – edición 2021”. 
Tal edición de 2021 muestra algunos de los primeros impactos de la pan-
demia covid-19 visibles en las estadísticas oficiales de Eurostat. Según este 
quinto informe, la ue ha logrado los mayores avances en los últimos cinco 
años con el ods 16 “Paz, justicia e instituciones sólidas”, aunque también 
se han observado avances significativos en la reducción de la pobreza y la 
exclusión social (ods 1) y en la mejora de la situación sanitaria de los paí-
ses europeos (ods 3). Sin embargo, debido al desfase temporal de algunos 
indicadores, que aún no cuentan con datos completos del año pasado, 
la evaluación de estas dos metas sobre pobreza y salud aún se refiere al 
período hasta 2019 y, por lo tanto, aún no refleja los impactos de la crisis 
sanitaria. Lo mismo ocurre con el progreso moderado que ofrecen metas 
como las ciudades sostenibles (ods 11), el consumo y la producción (ods 
12), la agricultura sostenible (ods 2), y la innovación (ods 9), ya que sus 
mejoras no tienen en cuenta los datos de 2020. 

Sin embargo, en otras áreas ya se ha podido observar cómo la covid-19 
ha ralentizado notablemente el progreso promedio. Es sobre todo el caso 
de la economía y el mercado laboral (ods 8), donde la crisis sanitaria ha 
interrumpido la mejora continua observada desde 2013, pero también 
se pueden observar impactos similares en las áreas de educación (ods 4), 
igualdad de género (ods 5) y otras desigualdades (ods 10), así como alian-
zas y medios de implementación globales (ods 17), pues los datos de 2020 
muestran un claro deterioro para los indicadores individuales.

La evaluación general de metas especialmente importantes como el 
ods 13 “Acción por el clima” arroja un resultado más o menos neutral. 
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Si las tendencias positivas son visibles gracias a la proporción creciente de 
energía renovable en Europa o el apoyo a la acción climática, que ha teni-
do un fuerte empujón gracias al lanzamiento de diferentes leyes climáticas 
o el creciente apoyo financiero a los países en desarrollo, la evaluación de 
este mismo ods se ve afectada negativamente por el deterioro de otros 
indicadores, como la intensificación de los impactos climáticos, el aumen-
to de las temperaturas medias o la subida general de las emisiones en el 
último lustro en varios países de la ue. Eurostat indica que, con el reciente 
acuerdo sobre la “Ley Europea del Clima”, que obligará a revisar la legis-
lación actual de la ue sobre clima y energía, se esperan “progresos más sig-
nificativos” en los próximos años. En este sentido, en diciembre de 2019, 
la Comisión presentó “The European Green Deal”, la nueva estrategia 
de crecimiento de la ue, con el objetivo de transformar la Unión en una 
economía moderna, eficiente en recursos y competitiva, donde los desafíos 
climáticos y ambientales se aborden y se conviertan en oportunidades, al 
tiempo que transición justa e inclusiva para todos. En cuanto al ods 6 
“Agua limpia y saneamiento” y el ods 14 “Vida submarina”, Eurostat no 
ha podido calcular las tendencias generales de la ue, debido a la falta de 
datos suficientes durante los últimos cinco años. El informe apunta que 
se han observado algunos progresos en los últimos años, como el acceso 
al saneamiento.

Para paliar el retroceso sufrido en la implementación de algunos ods, 
a raíz de la pandemia, el Consejo Europeo ha adoptado unas “Conclusio-
nes - Un enfoque integral para acelerar la aplicación de la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas: reconstruir mejor 
tras la crisis de la covid-19”. Entre esas conclusiones se subrayan los estra-
gos que la pandemia ha supuesto para el empleo, por la continua y aguda 
disminución de las horas de trabajo y las pérdidas sustanciales de ingresos 
laborales, y la incertidumbre en la continuidad de millones de empleos, 
por lo que la Comisión exhorta a los Estados miembros para que pro-
muevan los derechos humanos en las cadenas de suministro mundiales y 
el trabajo digno en todo el mundo, incluyendo obligaciones de diligencia 
debida de las empresas en los distintos sectores que conforman las cadenas 
de suministro mundiales. 
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5. CONCLUSIONES

El camino recorrido hasta ahora por la Unión Europea no ha sido fácil. Ha 
tenido que lidiar con etapas de aumento del populismo, otras de fuertes 
crisis económicas, de episodios dramáticos ante el reto de la inmigración 
y de la llegada de refugiados, de vigilancia de los principios democráticos 
entre los países de la ue, de duros episodios de terrorismo, y tantos otros 
retos. Su firme apoyo en los derechos humanos y en los valores democrá-
ticos ha facilitado ir superando obstáculos. El desarrollo sostenible y los 
ods se han configurado como un valioso plan de acción conjunto, a escala 
mundial, que facilita una acción — aunque inevitablemente sea a distinto 
ritmo— hacia unas metas comunes. De lo expuesto en este trabajo voy a 
destacar tres reflexiones.

Primera. Cuando el 9 de mayo de 1950 Robert Schuman y Jean Mon-
net gestaron la Unión Europea en la “Declaración Schuman”, una vez que 
había acabado la Segunda Guerra Mundial, lo hicieron con el ideario de 
una civilización bajo una autoridad supraestatal unida por la colaboración 
económica, política y social, superadora de guerras y de fronteras. Pero tal 
ideario no se limitaba a una mera unión de países guiados por exclusivos 
criterios económicos. Subyacía como cordón umbilical la identidad y el 
hermanamiento de sus naciones por el humanismo cristiano, la filosofía 
griega y el derecho romano. Es lo que representa el propio espíritu e iden-
tidad europea. Adenauer, De Gasperi y otros grandes inspiradores de tal 
proyecto postularon que solo con los valores propios de la tradición hele-
nista, latina y cristiana —el humanismo cristiano que tanto debate suscitó 
en si se introducía o no en la fallida Constitución europea— podría Eu-
ropa superar los egoísmos nacionales y mercantiles para llegar a forjar una 
unión real y librar la humanidad de tragedias tan terribles como las dos 
guerras mundiales. Europa es más que un proyecto mercantil, y la defensa 
y la articulación de mecanismos —jurisdiccionales y políticos— para la 
tutela y la protección de los derechos humanos así lo ponen de manifiesto.

Segunda. Una de las críticas que se pueden formular a los ods —ade-
más de esa falta de mención y referencia expresa a los derechos huma-
nos— ha sido que mantienen una ideología excesivamente moderna y 
eurocéntrica que pretende legitimar su posición privilegiada mediante una 
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concepción desarrollista de la sostenibilidad, imposible de mantener desde 
un punto de vista sistémico. La presuposición a priori de que no existe 
contradicción alguna entre la sostenibilidad y el desarrollo se considera 
aceptada y aceptable en todos los ámbitos. Ahora bien, esto no significa 
que haya que seguir realizando una única lectura en clave de “la Europa 
colonial que nos sigue sometiendo”. Considero que desarrollo y civiliza-
ción no son conceptos contradictorios. Es cierto que sostenible aplicado a 
desarrollo encierra cierta paradoja. Pero la ética y el Derecho deben actuar 
para establecer los condicionantes, las limitaciones, los procedimientos 
que hagan posible ese crecimiento actual que no impida a las generaciones 
futuras su propia existencia y desarrollo. La paradoja del desarrollismo 
consiste, pues, en que un rasgo que es ventajoso, o incluso indispensable 
para la supervivencia a corto plazo de una sociedad, puede conducir a 
largo plazo a su desaparición. Pero solo sucederá si ese desarrollismos se 
realiza de forma descontrolada. Articular las fórmulas para hacer posible 
ese desarrollo sostenible, esa “sostenibilidad sostenida” a escala global es 
uno de los grandes retos que tienen ante sí los ods. De nuevo, los derechos 
humanos se erigen como los cauces idóneos para hacer posible ese tránsito 
de un desarrollo que no sea depredador, ni se guíe por criterios puramente 
mercantilistas, sino que la cooperación para el desarrollo permita un desa-
rrollo sostenible inclusivo de todos los países. 

Hay que fomentar el diálogo para hallar fórmulas consensuales que 
admitan, desde todas las culturas y posiciones, los derechos humanos. Los 
derechos humanos no son meros constructos de un sistema de poder y 
de una cultura, ya que son previos al proceso de positivación —del cual 
claramente necesitan— y expresan unos valores connaturales a la propia 
naturaleza humana y a su dignidad. El humanismo preconizado por tan-
tos insignes pensadores, escuelas, culturas y iusfilósofos a lo largo de la his-
toria proporciona los instrumentos imprescindibles para hacer una lectura 
adecuada de los ods.

Tercera. Como subrayó el Secretario General de la onu, tras la cum-
bre del G20 del 31 de marzo de 2020, los retos urgentes debidos a la 
pandemia son diferentes de los que se afrontan con la Agenda 2030. Por 
ello, no ha lugar a escudarse en el escenario creado por la covid-19 para 
justificar exclusión, desigualdad y pobreza. Es urgente, ahora aún más, 
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afrontar cambios sociales y económicos importantes de manera sostenida 
en el tiempo, para su consecución a medio-largo plazo, con vistas al año 
2030. El poder judicial está llamado a tener una participación fundamen-
tal en la consecución de los diecisiete ods y sus 169 metas, en cuanto es 
garante de la vigencia de los derechos humanos y de la constitución de sus 
respectivos países. El ods 16 es una clara muestra de tal compromiso, y 
su incorporación a las políticas públicas impulsará también los derechos 
humanos, lo que ha llevado a incorporar en los planes estratégicos de la 
política pública acciones con un horizonte de Justicia 2030. Esta justicia 
está llamada a seguir avanzando en un cosmopolitismo judicial, mediante 
una justicia transnacional y supranacional (Ordóñez Solís, 2018, p. 1). 
Altos tribunales —como el tedh y la cidh— comprometidos con la de-
fensa de los derechos humanos, a través de los diálogos judiciales (Belloso 
Martín, 2019), se erigen como uno de los ejes principales para ese desarro-
llo sostenible. La adecuada colaboración entre el Tribunal de Estrasburgo 
(tedh) y el Tribunal de Luxemburgo (tjue) —aunque con algún momen-
to crítico— así como el catálogo de derechos fundamentales de la ue —
plasmado en la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión, adoptada 
en 2001 y en vigor desde 2009— han permitido renovar y reforzar esa 
protección judicial de los derechos fundamentales. 

 En definitiva, los logros habidos hasta ahora son muchos, pero queda 
mucho por hacer, y se requiere esfuerzo de todos, incluidas las universida-
des, para la consecución de la Agenda 2030.
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Resumen
Democracia deliberativa presentada por Jürgen Habermas en Facticidad y vali-
dez, donde es posible encontrar nuevos y valiosos elementos sobre derechos fun-
damentales, desarrollados en el presente globalizado sobre democracia y Estado 
de derecho, fundamentalmente en concordancia con la tensión entre legalidad 
y legitimidad y sus posibilidades de abordaje, y la propuesta de una gobernanza 
multinivel, sus sentidos e implicaciones son fundamentales para el desarrollo de 
la dinámica de la democracia evolucionando y encontrando diversos caminos y 
múltiples niveles en su expansión en las reglas, instituciones y procesos donde 
interactúan gobiernos, ciudadanos y organizaciones hasta llegar a las implica-
ciones de los patrones emergentes de la rendición de cuentas democrática y la 
legitimidad en las mediaciones de las decisiones y acuerdos, y la interacción de 
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los representantes políticos en esos niveles que integren a la ciudadanía según 
diversas lógicas de gobernanza multinivel y su contribución a la democracia.
Palabras clave: Habermas, democracia deliberativa, legitimidad, corrupción, 
gobernanza multinivel

From deliberative democracy in Habermas  
to the proposal of a multilevel governance

Abstract
Deliberative democracy presented by Jürgen Habermas in Facticity and validity, 
where it is possible to find new and valuable elements on fundamental rights, 
developed in the globalized present on democracy and the rule of law, funda-
mentally in accordance with the tension between legality and legitimacy and 
their possibilities of approach , and the proposal of a multilevel governance, its 
meanings and implications are fundamental for the development of the dyna-
mics of democracy evolving and finding various paths and multiple levels in its 
expansion in the rules, institutions and processes where governments, citizens 
and organizations interact until reach the implications of the emerging patterns 
of democratic accountability and legitimacy in the mediations of decisions and 
agreements, and the interaction of political representatives at those levels that 
integrate citizens according to various logics of multilevel governance and their 
contribution to democracy.
Key words: Habermas, deliberative democracy, legitimacy, corruption, mul-
ti-level governance

INTRODUCCIÓN

El presente trabajo se propone esbozar la gobernanza y su importancia 
en la democracia, un debate que ha signado profundamente el siglo xxi. 
¿Depredación o producción? El impacto de las políticas, legales e insti-
tuciones sociales sobre la calidad de los servicios prestados y corrupción 
con sus efectos, por el gobierno y la previsibilidad de las leyes y políticas 
en el escenario actual. El término gobernanza, en sus distintas acepcio-
nes, interviene y se estructura a lo largo del debate, en el cual el mismo 
término asume significados diversos según quién lo emplee ante el déficit 
de legitimidad democrática; asimismo, se ha buscado desde el comienzo 
aclarar conceptos que interesan en el debate democrático; ya en Facticidad 
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y validez es posible encontrar nuevos y valiosos elementos sobre derechos 
fundamentales, desarrollados en el presente globalizado sobre democracia 
y Estado de Derecho, fundamentalmente en concordancia con la tensión 
entre legalidad y legitimidad y sus posibilidades de abordaje. 

En nuestro caso particular, nos acercaremos a la democracia delibera-
tiva desde la perspectiva de Jürgen Habermas. El objetivo que perseguimos 
con esta lectura crítica de los trazados del tema es presentar una propuesta 
de una nueva gobernanza multinivel, sus sentidos e implicaciones. 

Para este propósito, esta investigación esboza las razones que condu-
cen a sostener que la gobernanza multinivel es fundamental para el de-
sarrollo de la dinámica de la democracia deliberativa que orienta Jürgen 
Habermas.

DEMOCRACIA Y GOBERNANZA

El método adoptado, que constituye la trama de fondo donde sondeare-
mos, exploraremos y analizaremos, se basará en el pensamiento de Haber-
mas y su discusión sobre la esfera pública (Habermas, 1985), destacando 
así el aspecto comunicativo de su teoría, para elaborar y transformar un 
horizonte donde la relación democracia y gobernanza destaca las relacio-
nes exiguas y contradictorias dentro de la estructura social entre el sistema 
y el mundo de la vida, y entre dos formas de racionalidad que acentúen un 
buen gobierno. También se basa en investigaciones en curso realizadas como 
parte de una gobernanza más amplia llamada la gobernanza multinivel. 

Así como la gobernanza se refiere a las relaciones entre el Estado y la 
sociedad representadas en las reglas, las instituciones y los procesos donde 
el gobierno y los ciudadanos interactúan, este dominio combina la admi-
nistración pública y las estructuras estatales, la política y el ejercicio del 
poder y la autoridad, la formulación y la ejecución de políticas. El Estado 
unitario centralizado fue el sello distintivo de la modernidad. Requerimos 
la calidad de la gobernanza para que el desempeño de funciones económi-
cas, sociales y basadas en los derechos genere paz y estabilidad regulando 
los conflictos. Otro referente será cómo el Banco Mundial define la go-
bernanza: 
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Las tradiciones e instituciones por las que se ejerce la autoridad en un país. Esto 
incluye el proceso por el cual los gobiernos son seleccionados, monitoreados y reem-
plazados; la capacidad del gobierno para formular e implementar políticas acertadas 
de manera eficaz; y el respeto de los ciudadanos y del Estado por las instituciones que 
gobiernan las interacciones económicas y sociales entre ellos (http://infor.worldbank.
org/governance).

Uno de los desafíos más apremiantes de la gobernanza es un nuevo modo 
de gobernar basado en una estrategia de descentralización, ya que el Es-
tado unitario centralizado fue el sello distintivo de la modernidad, pero 
ahora se debe ir más allá, sin imposición, sin subordinación, sin exclusión, 
sin unilateralismo, organizando una sociedad democrática avanzada que 
aproveche al máximo las tomas de decisiones autoadministradas ya exis-
tentes en la comunidad, respetando las diferencias como articulación de la 
homogeneidad y a su vez con pluralidad y destacando la diversidad. Esto 
circunda la tolerancia de la multiplicidad de representantes, perspectivas 
e tendencias efectivas en la sociedad civil y las múltiples formas de orga-
nizarse que existen en ella. El impedimento encierra, igualmente, que de-
bemos honrar la pluralidad, y el respeto a las diferencias y el ascenso en la 
dinámica social. Evolucionando la gobernanza se ha encontrado diversos 
caminos y niveles en su expansión en las reglas, instituciones y procesos 
donde interactúan gobiernos, ciudadanos y organizaciones hasta llegar a 
la gobernanza multinivel.

Cuando se examina la gobernanza actual y hasta dónde se adapta a las 
necesidades actuales de nuestras sociedades, existe un déficit en el marco 
democrático en su relación con la legitimidad, la sociedad civil que nos 
lleva a delimitar nuevos elementos rectores para la consumación de una 
interpretación perfeccionada de gobernanza. En este hilo conductor que-
remos tematizar algunos aspectos con el pensamiento de Habermas, en 
especial su democracia deliberativa, y en particular sus orientaciones sobre 
la legitimidad que representa el derecho del reconocimiento por parte de 
un orden público; esta idea se planteaba en los países occidentales desa-
rrollados que enfrentaban una crisis de legitimidad (Habermas, 1975, pp. 
68-75). A partir de entonces, la concepción habermasiana ha sido uno de 
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los temas centrales de la ciencia política, y el problema de las dificultades 
de legitimidad ha preocupado a los políticos: 

Legitimidad significa el hecho del merecimiento del re-conocimiento por parte de un 
orden político. Lo que con esta de-finición se destaca es que la legitimidad constituye 
una pretensión de validez discutible de cuyo reconocimiento fáctico depende la esta-
bilidad de un orden de dominación (Habermas, 1981, pp. 243-244). 

Las crisis de legitimidad acontecen en ciclos, florecen y luego se solventan: 
estos son signos de progreso político. Aunque en sus orígenes la legitimi-
dad y de la política tradicional se conquistaba bajo la violencia, los lazos 
de sangre, las creencias religiosas, las viejas supersticiones y otros factores. 
En este sentido Adela Cortina nos aclara: “Una vez desaparecida la legiti-
mación divina del poder político, la única legitimidad racional de las leyes 
es la de una forma de gobierno que identifica a los autores de las leyes con 
sus destinatarios” (Cortina, 2010, pp. 10-11). Mientras tanto, en la mo-
dernidad, el Estado de bienestar y el buen gobierno se han convertido en 
las principales fuentes de legitimidad política y, en particular, el estableci-
miento de la democracia y el Estado de Derecho es clave para la creación 
de legitimidad política. Como expresa García-Marzá:

dentro del marco de nuestros Estados democráticos de derecho tenemos todo un 
conjunto de prácticas más o menos institucionalizadas, de organizaciones y de aso-
ciaciones de todo tipo que también reclaman validez en sus actuaciones y legitimidad 
como instituciones (García-Marzá, 2003, p. 168). 
 

la validez se reclama más bien, en muchas acciones que, aun estando recogidas por la 
legislación, no pueden encontrar justificación bajo el punto de vista moral y llevan 
rápidamente a la pérdida de legitimidad y al descrédito social (García-Marzá, 2003, 
p. 168).

Habermas es uno de los estudiosos con más aportes hechos sobre la na-
turaleza de la sociedad, la política y las comunicaciones modernas, la 
actuación de la sociedad civil y la acción comunicativa, así como en las 
capacidades participativas e ideales democráticos deliberativos presentán-



271

Desde la democracia deliberativa en Habermas hasta la propuesta de una gobernanza multinivel

dose estos como fuentes normativas de inspiración, donde se discuten sus 
fortalezas y debilidades para cumplir desafíos teóricos y prácticos. 

Ya en 2006 Pierre Calame, en su obra Reinventar la democracia, subti-
tulada Hacia una revolución de la gobernanza, afirmaba que 

Para Jurgen Habermas, la ética no se refiere a “lo que está bien” sino “a lo que es 
justo”. La discusión sobre la ética se desplaza entonces hacia las condiciones sociopo-
líticas que permitan hacer lo que es “justo”. Se crea así una “ética de la discusión”, 
basada en la problemática del espacio público, proceso de deliberación colectiva (Ca-
lame, 2006, p. 89).

La política deliberativa, según Adela Cortina, “pretende ser un método 
racional para transformar públicamente las diferencias, más que para agre-
garlas” (Cortina, 2008, p. 169); es mediación del proceso de formación 
democrática de la opinión y la voluntad en el espacio público que habilita 
y posibilita la comunicación entre los ciudadanos en relación directa con 
la democracia deliberativa; o sea, su comprensión acerca de la democracia 
desde lo procedimental y normativo, que se debate entre las perspectivas 
liberal y republicana se refiere; es todo en un acuerdo con categorías como 
diálogo, comunicación, consenso; esto es la esfera pública, aunque ahora 
la era digital juega en contra de esto, ya que se incita al final del diálogo y 
la comunicación, quizás semejando una nueva in-sociabilidad, como lo ha 
expresado Byung-Chul Han, lo cual nos llevaría el establecimiento de una 
forma de nihilismo digital sin “espacio público” y sin “acción comunica-
tiva”, sino con una nueva racionalidad digital. Y, desde otra perspectiva, 
se debe analizar el capitalismo de la vigilancia, que acecha el lugar del 
discurso, así como la desaparición del sujeto político y el desvanecimiento 
del nosotros; esto es, la audiencia, la cual se destruye en el espacio virtual 
porque es una comunicación más comprimida y acelerada. Byung-Chul 
Han, en su obra Razionalità digitale La fine dell’agire comunicativo.epub, 
goWera, 2014. Tomado de la edición italiana nos dice que: 

La web es centrífuga. Hay una fuerza inherente de escape que complica el discurso. 
En realidad, carece de la interioridad del discurso comunicativo o dialógico. El es-
pacio público, que para serlo no necesita ser una multitud (Ansammlung) sino una 
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asamblea (Versammlung), se manifiesta a través de una fuerza centrípeta. Al contra-
rio, las fuerzas descentralizadoras de la web la destruyen.

Ante esta arremetida debemos reinterpretar a Habermas; aunque anun-
ciamos esta temática, la tocaremos con más profundidad en otra oportu-
nidad.

Anteriormente analizábamos que la democracia deliberativa es aquella 
que basa su régimen en la discusión y la promulgación de normas para el 
ejercicio democrático del poder, de manera de conformar lo que el filósofo 
denomina la voluntad política, aquella que contribuye a la formación tan-
to de la opinión pública como de la misma voluntad. El filósofo alemán 
nos indica que: “su núcleo institucional lo constituye esa trama asociativa 
no-estatal y no-económica, de base voluntaria, que ancla las estructuras 
comunicativas del espacio de la opinión pública en la componente del 
mundo de la vida” (Habermas, 2008, p. 447); esto es, la sociedad. Ahora, 
según él, debe aparecer el ámbito de 

La sociedad civil (que) se compone de esas asociaciones, organizaciones y movimien-
tos surgidos de forma más o menos espontánea que recogen la resonancia que las 
constelaciones de problemas de la sociedad encuentran en los ámbitos de la vida 
privada, la condensan y (...) la transmiten al espacio de la opinión pública-política 
(Habermas, 2008, p. 447). 

Y reitera en la explicación, pues “El núcleo de la sociedad civil lo consti-
tuye una trama asociativa que institucionaliza los discursos solucionadores 
de problemas, concernientes a cuestiones de interés general, en el mar-
co de espacios públicos más o menos organizados” (Habermas, 2008, p. 
447). Conduciendo hacia la conformación del Estado de derecho como 
forma de vida, pues la política expresada de esta manera deliberativa esta-
blece una relación, según Habermas: 

…entre el aspecto formal y el aspecto informal de la formación de la opinión y la 
voluntad, es decir, entre las deliberaciones orientadas a la decisión que vienen regu-
ladas por procedimientos democráticos, y los procesos informales de formación de la 
opinión en el espacio público-político (Habermas, 1998, 374). 
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En esta obra Facticidad y validez, su tesis sobre la política deliberativa 
(sitúa la deliberación y la justificación de las decisiones entre ciudadanos 
libres e iguales donde la política se vuelve vinculante para todos, como la 
comprensión de la democracia y su espacio de legitimidad) y la teoría del 
derecho (el derecho es mediador en la capacidad subjetiva de la acción 
individual como razón práctica para determinar la sociedad normativa-
mente, teniendo como medio la razón comunicativa en tanto proceso para 
la racionalización del mundo de la vida; vale decir, como procedimiento 
deliberativo en torno de la voluntad legitimadora). Así, Habermas afir-
ma que, “la positividad del derecho significa que con el plexo de normas 
conscientemente estatuidas surge todo un fragmento de realidad social 
artificialmente generada, cuya existencia es solo discrecional, pues cada 
uno de sus componentes puede derogarse y cambiarse” (Habermas, 1998, 
p. 101). Y reitera que “el derecho como sistema de acción entrelaza entre sí 
motivos y orientaciones valorativas, las proposiciones jurídicas tienen una 
inmediata eficacia práctica, de la que carecen los juicios morales” (Haber-
mas, 1998, p. 145).

Según la orientación habermasiana sobre el argumento trazado desde 
sus planteamientos en relación con la gobernanza como acercamiento a 
la gestión social, dialógica e integradora dentro de las diversas perspec-
tivas y representaciones de estar, coexistir y desentrañar el mundo actual 
de puede dar un bosquejo de una nueva sociedad del diálogo, consenso 
y participación más profunda en su integración con los nuevos cambios 
tecnológicos y transhumanos. 

En sus reflexiones, Daniel Innerarity subraya en su obra Una teoría de 
la democracia. Gobernar en el siglo xx que 

El problema del gobierno podría formularse en la siguiente pregunta: ¿se puede go-
bernar la autoorganización? Por un lado, no ser dirigible desde fuera es una propiedad 
inherente de la autoorganización: las estructuras autogobernadas son emergentes. Por 
otro lado, también es cierto que pequeñas modificaciones de las condiciones exterio-
res bastan para provocar un cambio significativo en los sistemas autoorganizados. Ahí 
reside toda la clave del gobierno de las sociedades complejas (Innerarity, 2020, p. 62). 
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Reiterando que las formas de gobernanza deberían intensificarse en los 
múltiples niveles de gobierno, donde los programas, los mandatos y las 
rendiciones de cuentas son más frecuentes y más transparentes, guiadas 
por las experiencias y los expertos y no bajo el refugio de la soberanía 
del poder autocrático del Estado, donde se gestiona con precariedad a los 
cuales le llueven las críticas por su inoperancia a la aspiración de la ciuda-
danía, Innerarity aconseja que:

Nuestro gran desafío es pensar la arquitectura policéntrica de las sociedades a todos 
los niveles, desde el multilateralismo global hasta las comunidades locales, configu-
rando una gobernanza multinivel que integre a la ciudadanía según diversas lógicas 
y sin que se impida así el gobierno efectivo de las sociedades (Innerarity 2020, 69). 

Y va más allá en su propuesta, al afirmar: 

Imagino la solución a nuestras tensiones políticas en un espacio que sustituya al mun-
do de las jerarquías y las subordinaciones, nuevos ámbitos en los que la relación ver-
tical entre un centro y una periferia sea corregida por la emergencia de una multitud 
de centros que compiten y se complementan (Innerarity, 2020, p. 69). 

Debemos armonizar los multiniveles nacionales, internacionales, y multi-
laterales relativizando el monopolio de la soberanía y el Estado, así como 
el personalismo ejecutivo, para hacer un poder más compartido y más 
democrático; por eso es necesario que el catalizador clave en el desarrollo 
de enfoques multinivel, y el uso de la gobernanza multinivel, a escala tanto 
nacional como regional, también se considera en detalle antes de centrarse 
se desplaza hacia los ámbitos de políticas e instrumentos afectados por la 
gobernanza, que contengan política social, medioambiental, económica, 
fiscalidad bajo diversos niveles desde lo local hasta lo global.

Por supuesto, estas tareas complejas de gobernanza, como su admi-
nistración en algunos países con problemas de desarrollo, como es el caso 
de América Latina, una región que tiene muchas deficiencias de participa-
ción de la sociedad civil, en lo institucional y de legitimidad de la capaci-
dad del Estado en democracia en las dimensiones de la gobernanza para el 
desarrollo de la economía, es complejo aplicar una gobernanza clara con 
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respeto a las normas jurídicas. Porque un buen Estado es aquel que atien-
de de manera transparente y eficiente las necesidades de sus ciudadanos y 
permite el consenso y la cooperación de sus ciudadanos.

CRISIS DE DEMOCRACIA Y DE GOBERNANZA: EL CASO 
VENEZUELA. GOBERNANZA DÉBIL O MALA GOBERNANZA

En América Latina, Venezuela es un caso emblemático del deterioro de la 
democracia y de sus instituciones, por crear un gobierno con una falsa go-
bernanza. Anne Applebaum, ganadora del premio Pulitzer 2004, observa 
lo excepcional del caso Venezuela, partiendo de que un Estado uniparti-
dista antiliberal surgido en Rusia en 1917 por Vladímir Lenin, ella afirma 
que: “Es el modelo que utilizan hoy muchos de los autócratas del mundo”. 
Esto es que 

el Estado unipartidista antiliberal no es una filosófica política. Es un mecanismo para 
mantener el poder que funciona a las mil maravillas en compañía de múltiples ideo-
logías. Y lo hace porque define con nitidez quién constituye la élite, ya sea política, 
cultural o financiera (Applebaum, 2021, p. 25). 
 
En las democracias occidentales modernas, el derecho a gobernar se otorga, al menos 
en teoría, mediante diferentes formas de competencia: las campañas electorales y las 
votaciones, las pruebas meritocráticas que determinan el acceso a la enseñanza supe-
rior y la administración pública, y los mercados libres. 

Igualmente expresa que “la competencia democrática era la forma más 
justa y eficiente de distribuir el poder. Deberían gobernar los políticos más 
convincentes y capaces” (Applebaum, 2021, p. 25). Pero en Venezuela 

Las instituciones del Estado —la judicatura, la administración pública— deberían estar 
en manos de personas cualificadas. Las disputas entre ellos deberían dirimirse en igual-
dad de condiciones a fin de garantizar un resultado justo (Applebaum, 2021, p. 25).

Precisamente en atención de una de las aptitudes más lúcidas y vigorosas 
del pensamiento como es Hannah Arendt expresa en Los orígenes del tota-
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litarismo: “El totalitarismo en el poder sustituye invariablemente a todos 
los talentos de primera fila, sean cuales fueren sus simpatías, por aquellos 
fanáticos y chiflados cuya falta de inteligencia y de creatividad sigue sien-
do la mejor garantía de su lealtad” (Arendt, 1974, 278). De estas lealtades 
es interesante ver los estudios de Francine Jácome: Venezuela: defensa y se-
guridad. Bolivarianismo y socialismo del siglo xxi (Perspectivas 5/2014, pp. 
286-312); El papel de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana en el nuevo 
contexto político venezolano: implicaciones para la seguridad regional (2013), 
y Venezuela, país cuartel entrega especial, La Gran Aldea, de varios autores.

Es cierto que en la Venezuela de Hugo Chávez genera según Apple-
baum un Estado unipartidista de facto, y ella testifica: “que controlaban 
las instituciones estatales y limitaban la libertad de asociación y expresión, 
pero en cambio permitían que existiera una oposición simbólica, siempre 
que dicha oposición no supusiera una amenaza real para el partido gober-
nante” (Applebaum; 2021, p. 28).

Veamos los componentes de una gobernanza débil que anteriormente 
hemos descrito, como el caso Venezuela: los estudiosos sobre la gobernan-
za y la corrupción, como Richard Rose y Caryn Peiffe, en sus obras Bad 
Governance y Corruption, 2018, sobre corrupción política y gobernabili-
dad, definen varios aspectos, en primer lugar: “La mala gobernanza es la 
consecuencia de que los funcionarios públicos infrinjan las leyes mediante 
acciones como exigir un soborno para prestar un servicio que una persona 
tiene derecho a recibir gratuitamente” (Rose y Caryn, 2018, p. vii); en 
segundo lugar “Las normas informales sobre cómo deben comportarse los 
políticos se mantienen en la mente de los votantes, por ejemplo, que los 
políticos no deben usar su cargo público para acumular riqueza privada 
o hacer promesas engañosas en pos de ganar elecciones” (Rose y Caryn; 
2018, p. vii). Y en último nivel es que “Mientras que los estándares forma-
les se hacen cumplir en los tribunales de justicia, los estándares informales 
se hacen cumplir en el tribunal de la opinión pública (Rose y Peiffe, 2018, 
p. vii).

En el caso de Venezuela, un país sin contraloría y sin mecanismos 
para ejercerla coherentemente contra la corrupción, el Estado es presa de 
una gestión gansteril (falta de seguridad, fragilidad en justicia y en la mala 
gobernanza agitada por los conflictos) que ha llevado a la depauperación 
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de los salarios hasta el punto de la pobreza extrema en muchos sectores de 
la sociedad, así como también la destrucción de los servicios básicos (agua, 
electricidad, gas, gasolina, diésel y desabastecimiento de alimentos), auspi-
ciando la expansión para la hambruna y el sometimiento de la población 
que no solo lo desplaza, sino que ante ninguna salida a su precaria vida 
huye, una emigración que bajo este panorama debilita al Estado y la sobe-
ranía se convierte, entonces, en un escudo donde se guarda la impunidad. 
Bajo la presidencia de Hugo Chávez Frías entramos en el deterioro de las 
instituciones, la sociedad civil es acorralada con políticas de exclusión, 
la prensa libre es acosada, los salarios se empiezan a deteriorar; en esta 
circunstancia, es bueno traer la entrevista que la bbc de Londres hace a 
Applebaum el 2 de septiembre 2021: 

Sobre todo esa creación de una idea de que bajo Chávez están los verdaderos ve-
nezolanos y sus oponentes son de alguna manera falsos, traidores, élites o ajenos, 
y entonces hay permiso para violar la ley, socavar el Estado de derecho y destruir 
instituciones porque tienen el apoyo de la verdadera Venezuela en vez de la falsa Ve-
nezuela, este tipo de retórica populista es la misma que se puede escuchar en Turquía, 
Rusia o Hungría.

El modelo de la mala gobernanza y la corrupción política y gobernabilidad 
de Richard Rose y Caryn Peiffe sus objetivos es analizar la naturaleza y el 
alcance, así como los posibles remedios para la corrupción política, sugie-
ren un contexto donde establecen los estándares de una mala gobernanza, 
pues un componente de la mala gobernanza es la corrupción como factor 
evidente de desviación y de mala salud del cuerpo político de la buena 
gobernanza para eso sugiere un conjunto de características como son: ex-
plotación del gobierno nacional a través de mecanismos que midan la 
corrupción en la cúspide de los gobiernos, estrategias para la medición de 
la corrupción nacional, luego esclarecimiento de los niveles en las materia 
de corrupción nacionales, e investigar a las personas en bases sobre cómo 
ve la gente las instituciones públicas, en qué se diferencian la eficacia de 
los servicios públicos, la experiencia del soborno y sus variantes (teorías de 
quién paga sobornos, sus niveles y diferencias). El comportamiento de los 
políticos en el enfrentamiento a la corrupción (comportamiento tolerado 
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y vergonzoso y sus alcances, el castigo por las leyes, instituciones y conde-
na de opinión pública). Luego explorar el impacto de la corrupción en los 
ciudadanos, cuánto de impacto tiene la corrupción en la votación, hasta 
dónde la corrupción proporciona un gran impulso a la desconfianza. To-
mar medidas para hacer que el gobierno sea transparente; esto es, condi-
ciones de transparencia, interesarse en datos abiertos para medir la corrup-
ción en las diversas varias que se presentan en todos los niveles, para poder 
reducirla (instituciones cambiantes, orientación a servicios vulnerables, 
cambio de servicios en las bases), y cuánto tiene de implicaciones para una 
mejor gobernanza. Siguiendo en este camino nos encontramos con un 
estudio editado por la Universidad de Cambridge, del profesor Michael 
Johnston, Síndromes de corrupción: riqueza, poder y democracia (Syndromes 
of Corruption: Wealth, Power, and Democracy, 2005); en resumen para él: 

La corrupción es una amenaza para la democracia y el desarrollo económico en mu-
chas sociedades. Surge en las formas en que las personas buscan, usan e intercambian 
riqueza y poder, y en la fuerza o debilidad de las instituciones estatales, políticas y 
sociales que sostienen y refrenan esos procesos (Michael Johnston; 2005, p. iii). 

Además que las diferencias en estos factores, discute que dan lugar a cua-
tro síndromes principales de corrupción: “mercados de influencia, cárteles 
de élite, oligarcas y clanes, y magnates oficiales” (p. iii). Sus ejemplos son 
de acuerdo con los cuatro síndromes principales de corrupción: 1) Mer-
cados de influencia (Estados Unidos, Japón y Alemania). 2) Cárteles de 
élite (Italia, Corea y Botswana). 3) Oligarcas y clanes (Rusia, Filipinas 
y México). 4) Magnates oficiales (China, Kenia e Indonesia). Llega a la 
conclusión de que se hace necesario explorar la reforma, y enfatiza en las 
formas deben aplicarse, o retenerse, con énfasis en el valor de la “democra-
tización profunda”.

El recorrido de Anne Applebaum es ejemplar. Parte del hecho de la 
suposición como artimaña establecido sobre el fondo que corroe la demo-
cracia en Venezuela a la cual se le defrauda, y sirve para propiciar falacias; 
para explicar esta trampa, nos dice que: 
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Esta forma de dictadura blanda no requiere una violencia masiva para mantener el 
poder. Lejos de ello, opera apoyándose en un cuadro de élites que dirigen la buro-
cracia, los medios de comunicación públicos, los tribunales y, en algunos lugares, las 
empresas de titularidad pública (Applebaum, 2021, p. 27). 

Así describe cómo asumen su tarea destructora y reitera que: 

Esos modernos clercs entienden muy bien su papel, que consiste en defender a los 
líderes por más deshonestas que sean sus declaraciones, por más extendida que sea su 
corrupción y por más desastroso que resulte su impacto en las instituciones y en la 
gente corriente (Applebaum, 2021, p. 28). 

De ese modo conceden sus beneficios; reitera Anne: 

A cambio, saben que serán recompensados y promocionados. Los más estrechos cola-
boradores del líder del partido pueden llegar a hacerse muy ricos y obtener lucrativos 
contratos, o puestos en los consejos de administración de las empresas públicas, sin 
tener que competir por ellos (Applebaum, 2021, 28). 

La escala de corrupción llega al extremo de que: “Otros pueden contar con 
un salario público, además de protección frente a potenciales acusaciones 
de corrupción o incompetencia: por muy mal que lo hagan, no perderán 
su trabajo” (Applebaum; 2021, 28). Ella testifica es su libro una descrip-
ción de lo que ocurre en Venezuela: 

Yo misma viajé a Venezuela a comienzos de 2020 y me sorprendió la infinidad de as-
pectos en los que el país se parecía no solo a los antiguos Estados marxista-leninistas, 
sino también a los nuevos regímenes nacionalistas. Por un lado, el desastre económico 
y una hambruna silenciada y encubierta; por otro, ataques al Estado de derecho, a 
la prensa, al ámbito académico y a las míticas “élites”. La televisión pública emitía 
propaganda repetitiva y descaradas mentiras; la polarización era tan marcada que se 
visibilizaba en la propia geografía de Caracas. En ese sentido, la ciudad me recordó 
tanto a la Europa del Este en el pasado como a algunas partes del mundo occidental 
en el presente (Applebaum, 2021, p. 62).
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En esta trama, los vacíos y la falta de legitimidad de poder generan las 
debilidades de las instituciones, lo que forma una crisis de gobernanza. 

Aunque siempre existe el anhelo de la esperanza, por fortalecer la res-
ponsabilidad de prevención, protección y reconstrucción de un país, es 
difícil sin el restablecimiento de una seguridad jurídica, de un tejido social 
que se reestructure a través de valores democráticos. El mismo ejemplo 
de Venezuela, al que nos hemos referido por nuestra vivencia directa, se 
repite en varios países del mundo, donde la construcción de la democracia 
demuestra solo intentos fallidos, porque están bajo sistemas despóticos, 
sin participación; por lo tanto, el reto de los organismos internacionales 
hacia el futuro es auspiciar, de acuerdo con los distintos valores culturales, 
mayores niveles democráticos para crear desarrollos sostenibles, que pue-
dan contener las exigencias normales de cualquier sociedad.

En esta misma vía se necesita de una buena gobernanza y de la resti-
tución de la democracia en medio de una multiplicación de actores, así 
como de intereses e instancias de gobernanza para poder restituir de los 
equilibrios de poderes: ejecutivo (presidencial), legislativo (Asamblea Na-
cional), judicial (Corte Suprema de Justicia y aparato judicial), y el Con-
sejo Nacional Electoral para el ejercicio del voto libre para el desarrollo del 
ejercicio del poder eliminando la imposición unilateral de uno de ellos, y 
también dejar que la democracia se dinamice a través de las capacidades de 
autotransformación las pluralidades para un mejor sistema de gobernanza. 
Partiendo desde la acción, el espacio público trabaja a fin de que “una 
tensa red de sensores que reaccionan a la presión de los problemas sociales 
y estimulan opiniones influyentes” (Habermas 1992, 364). Siguiente en 
esta vertientes el artículo Contextualizing Normative Standards for Legiti-
mate Governance beyond the State de Klaus Dieter Wolj en la obra Partici-
patory Governance. Political and Societal Implications; donde expresa que: 

Solo cuando el sentido de obligación que generalmente se atribuye a las relaciones 
afectivas dentro de las comunidades nacionales a nivel estatal se explica por algo 
diferente de la presencia de un sentido de ser prepolítico, anhelo, ¿se puede separar 
el concepto de democracia del estado-nación? El modelo de democracia deliberativa 
se aventura en esta dirección, alentado por la confianza de Jürgen Habermas en el 
surgimiento de una “solidaridad cosmopolítica inevitable” (Habermas 1997: 11 f ) 
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en la que los ciudadanos, vinculados en sus destinos colectivos, “se perciben cada 
vez más como miembros de una comunidad condenada a cooperar y en la que los 
cálculos individuales deben tener en cuenta los conceptos de los demás miembros de 
la comunidad” (Wolj; 2002, p. 46). 

Pero la gobernanza es una actividad sistémica, dirigida a lograr objetivos 
instrumentales; la democracia es un horizonte utópico que combina los 
componentes del sistema, como el parlamento, las elecciones otras insti-
tuciones en tomas de decisiones con los del mundo de la vida como los 
valores, los derechos humanos y las normas, y no puede ser fomentado, de 
la misma manera. Cuando la gobernanza es débil quebranta el principio 
de soberanía, esta debilidad está marcada por su fuerza en sus soluciones, 
en la incapacidad institucional para implementar y hacer cumplir las po-
líticas, a menudo impulsada por una falta subyacente de legitimidad del 
sistema político en su conjunto que va desde la falta de servicios básicos 
hasta violaciones de derechos humanos; por eso, generan para sí mismos 
críticas que van más allá de sus fronteras hasta crear estados de alarmas en 
la comunidad internacional, pues sus dirigencias asumen actitudes totali-
tarias. El problema al que se enfrenta la comunidad internacional es que 
una gobernanza fracasada puede crear amenazas de seguridad intolerables 
a sus vecinos; por ejemplo: desplazamientos masivos hasta emigraciones 
masivas por faltas de satisfacciones de sus necesidades básicas por su sa-
lario, hay pobreza en todos los sectores de la administración pública que 
crea obstáculos críticos para el desarrollo económico, un caso ejemplar 
es Venezuela. Para profundizar en esta perspectiva ver el estudio crítico 
Impacto de la corrupción en los derechos humanos, editores Carlos Tablante 
y Mariela Morales Antoniazzi, Instituto de Estudios Constitucionales del 
Estado de Querétaro, México, 2018.

Por eso los ecos en organizaciones que promueven los derechos hu-
manos, oit, claman por ayudas humanitarias, mientras un Estado sin so-
luciones se escuda en la soberanía para eludir sus responsabilidades, hasta 
convertirse en instrumento del despotismo contra sus pueblos. Acarrean-
do conflictos y problemas por sus prácticas de amenazas y abusos hasta 
cometer violaciones de derechos humanos produciéndose como un pro-
blema crítico a nivel del sistema internacional en su conjunto. 
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Ya el foco de atención en la soberanía y el Estado-nación tiende a 
erosionarse y ser atacado por su débil gobernanza; esto es, el derecho y la 
legitimidad en democracia es atacada sufre su estabilidad, por eso el alerta 
de organizaciones multilaterales para que se restituyan las instituciones 
democráticas; por eso también los estudiosos afirman que la democracia 
tiene un valor legitimador, y también tiene un papel funcional en la gober-
nanza. En el enfoque de Marks/Hooghe se afirma que “La dispersión de la 
gobernanza a través de múltiples jurisdicciones es más eficiente y normati-
vamente superior que el monopolio estatal central”; esto es: “puede reflejar 
mejor la heterogeneidad de las preferencias de sus ciudadanos” (Marks / 
Hooghe 2004, p. 16). En esta misma tónica nos dice Innerarity: “Una 
buena prueba de ello es el hecho de que el énfasis en el monopolio estatal 
de la violencia infravalora la efectividad de procedimientos no coercitivos 
de gobernanza” (Innerarity, 2020, p. 84), y reitera que: “Un mundo reti-
cular exige una gobernanza relacional. Las redes requieren instrumentos 
más complejos como la confianza, la reputación o la reciprocidad. Vamos 
hacia formas de gobernar en las que se supere la idea de una estricta sepa-
ración entre sujeto que dirige y objeto dirigido” (Innerarity, 2020, p. 85); 
también insiste en que “Ningún poder se mueve en un espacio vacío sin 
fuerzas capaces de actuar sobre él, de contradecirle y modificarle. Cuando 
el sistema que ha de controlar es también y al mismo tiempo el sistema 
controlado, la idea de un control unilateral resulta algo obsoleto”. Y con-
cluye que 

La forma de poder que mejor reduce la complejidad consiste en no necesitar imponer, 
configurando formas de condicionamiento mutuo que renuncian a la unilateralidad 
o la amenaza. ¿Y si, en el fondo, esta nueva constelación no hiciera otra cosa que 
aludir a la paradoja irresoluble de que en una sociedad democrática no terminamos 
de saber si es el gobierno quien gobierna sobre los gobernados o al revés? (Innerarity, 
2020, p. 85).

Se debe a Habermas la audaz decisión de pensamiento que consiste en 
atribuir a las implicaciones normativas de la deliberación y explorado los 
arreglos de toma de decisiones del mundo real que se aproximan a esos 
ideales, así como también fructíferamente la tensión en lo teórico, empí-
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rico y normativo explorado los resultados de diferentes arreglos institu-
cionales para la gobernanza de ciudades y regiones, las implicaciones de 
los patrones emergentes de la rendición de cuentas democrática y la legi-
timidad en las mediaciones de las decisiones y los acuerdos de gobernanza 
multinivel y su contribución a la democracia.

GOBERNANZA MULTINIVEL

El interés en la gobernanza multinivel está dado por falta de calidad de los 
gobiernos y como disponemos de nuevas representaciones de gobernanza 
bajo la exploración de nuevas reglas, y de nuevos elementos ciudadanos 
logren respuestas a sus demandas ante la caída del Estado como centro de 
soluciones, en los niveles interno tanto como supranacional. La tarea no 
es simple desde ningún punto de vista, pues, como indica Gary Marks:

En lugar del advenimiento de un nuevo orden político, por distante que sea, se en-
cuentra un desorden político emergente; en lugar de un proceso ordenado, de dos 
caras que involucra los Estados miembros e instituciones de la comunidad, se encuen-
tra un proceso de toma de decisiones complejas de varias capas, que se extiende por 
debajo del Estado, así como por encima de ella; en lugar de un patrón consistente de 
formulación de políticas en todas las áreas políticas, se encuentran variaciones extre-
madamente amplias y persistentes (Marks, 1992, p. 221).

Encontramos confirmación de los enfoques contrastantes antes citados 
de Marks y Hooghe (2004) en el Oxford Handbook of Governance, David 
Levi-Faur Edited (2012), en la página 275. El lector es llevado enseguida 
al centro del planteamiento: 

Las “visiones contrastantes de la gobernanza” de Marks y Hooghe (2004) constituyen 
un elemento central de los debates contemporáneos sobre el marco emergente de la 
gobernanza multinivel (mlg) (véase, por ejemplo, Piattoni, 2010). La gobernanza 
multinivel de tipo i se centra en un número relativamente pequeño de niveles o ni-
veles de gobierno de propósito general (y, por lo tanto, podría concebirse con mayor 
precisión como un gobierno multinivel). Por el contrario, la gobernanza multinivel 
de tipo ii centra la atención en la amplia gama de organismos cuasi autónomos, co-
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misiones independientes y asociaciones público-privadas que han surgido en torno a 
las estructuras de tipo i y son cada vez más responsables de la regulación y ejecución 
de las políticas públicas. Sin embargo, la teoría de la gobernanza multinivel rara vez se 
ha centrado en la naturaleza de los vínculos y las relaciones entre las organizaciones de 
tipo i y tipo ii y, por esta razón, podría decirse que sigue siendo más una proto-teoría 
que una lente analítica completa. Centrarse en las relaciones en lugar de las formas 
enfatiza el papel del patrocinio como el vínculo o vínculo entre el tipo i y el tipo ii, y 
la base de las conexiones formales e informales (Levi-Faur, 2012, p. 275).

En tal sentido, estamos en la sociedad del conocimiento y debemos gene-
rar una gobernanza que actúe en muchos niveles. Hasta ahora algunos in-
vestigadores (Liesbet Hooghe, Gary Marksse, 2001/2006; Jiirgen R. Gro-
te/Bernard Gbikpi, 2002; Ian Bache y Matthew Flinders, 2004; Henrik 
Enderlein y Simona Piattoni, 2010; Sonja Wälti y Michael Zürn, 2010) 
se dirigen hacia el horizonte de la gobernanza multinivel; esto es, existen 
múltiples jurisdicciones que en muchos aspectos se superponen ante la 
dificultad de gobernar con efectividad y legitimidad. La compleja interde-
pendencia del espacio político se puede interpretar y analizar de muchas 
formas diferentes. Los problemas de enmarcar las reglas para coordinar 
tal asociación requerirán formas cada vez más sofisticadas de gobernanza 
multinivel. En este punto es necesario acotar la afirmación de Innerarity: 
“La idea de gobernanza democrática surge precisamente como respuesta a 
la constatación del agotamiento de la jerarquía como principio ordenador 
de las sociedades”. Reitera que debemos mejorar la participación, la trans-
parencia, la rendición de cuentas, por esto nos dice:

Los sistemas complejos no pueden ser gobernados desde un vértice jerárquico, lo que 
supondría una simplificación que no se corresponde con la riqueza, iniciativa y peri-
cia de sus elementos. Constituye un interés reflexivo de toda gobernanza democrática 
evitar la sobrecarga que provocaría adoptar liderazgos no compartidos (Innerarity, 
2020, p. 86). 

La gobernanza multinivel explora los aspectos teóricos, la evidencia em-
pírica y los debates normativos suscitados por el concepto de democracia 
deliberativa en las posibilidades de toma de decisiones que comprenden 
las dinámicas combinadas de autoridades públicas en disímiles niveles ju-
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risdiccionales, simultáneamente de organizaciones no gubernamentales y 
movimientos sociales. Se hace necesario en el debilitamiento del poder 
y la eficacia del Estado territorial y el aumento de las interdependencias 
internacionales que sirven para socavar los procesos gubernamentales con-
vencionales. En este contexto, Gary Marks, Fritz W. Scharpf, Philippe 
C. Schmitter y Wolfgang Streeck, Governance in the European Union nos 
explica Gary Marks: “El punto de partida de este enfoque de gobernanza 
multinivel (mlg) es la existencia de competencias superpuestas entre múl-
tiples niveles de gobierno y la interacción de los actores políticos en esos 
niveles”. Reiteran que “En lugar de los supuestos del juego de dos niveles 
adoptados por los centristas estatales, los teóricos de mlg postulan un 
conjunto de redes de políticas globales de múltiples niveles”. Mientras en 
cuanto a que: “La estructura del control político es variable, no constante, 
en todas las áreas de política... Los teóricos de mlg argumentan que en 
un número creciente de casos ninguno de estos actores tiene competencia 
exclusiva sobre una política en particular” (Gary Marks, Fritz W. Scharpf, 
Philippe C. Schmitter y Wolfgang Streeck, 1996, pp. 41-42). Califican 
que: La presunción de la gobernanza multinivel es que estos actores par-
ticipan en diversas redes de políticas y esto puede involucrar a actores 
subnacionales —grupos de interés y gobiernos subnacionales— que tratan 
directamente con actores supranacionales (Marks, Scharpf, Schmitter y 
Streeck, 1996, p. 42). Aclaran: 

Sin embargo, los teóricos de mlg no han enmarcado expectativas claras sobre la di-
námica de esta política. Si, como afirman estos teóricos, las competencias se han es-
capado de los Estados centrales tanto hacia el nivel supranacional como hacia el nivel 
subnacional, entonces, caeteris paribus, uno esperaría una mayor interacción entre los 
actores en estos niveles (Marks, Scharpf, Schmitter and Streeck, 1996, p. 42).

CONCLUSIONES

En los últimos años la democracia y sus crisis, así como los aportes de la 
gobernanza, han contribuido a examinar la naturaleza de la sociedad, la 
política y las comunicaciones modernas, así como las capacidades partici-
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pativas e ideales democráticos con la orientación Habermas mostrándonos 
sus normativas, sus fortalezas y debilidades para cumplir desafíos teóricos 
y prácticos para una eficaz gobernanza en una democracia más dinámica, 
donde se puedan lograr los cometidos de los gobiernos y de los ciudadanos 
en sus transformaciones. 

Un paso más en ese horizonte es la gobernanza multinivel para maxi-
mizar sus ventajas de eficiencia y minimizar sus costos de responsabilidad 
como marco analítico que excluiría un enfoque simultáneo de eficiencia 
institucional y política medimos el impacto o los resultados de los pro-
cesos de la misma para evaluar su valor desde diferentes perspectivas y 
diversas tomas de decisiones una dinámica emergente en varios niveles de 
actores internos y externos en lo nacional e internacional, también en las 
relaciones internacionales, además indica la coordinación de las relaciones 
sociales en ausencia de un sistema unificador.
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Resumen
Es una obligación normativa en México que los órganos garantes en materia 
de derecho a la información y protección de datos personales coadyuven en las 
labores de capacitación de servidores públicos, considerando además que dicha 
capacitación se encuentra desde luego asociada al derecho humano de acceso a 
la información y la protección de datos personales.

Ahora bien, podemos reconocer que uno de los grandes problemas de 
garantizar el derecho de acceso a la información está vinculado con distintas 
deficiencias, entre las que podemos reconocer las siguientes: respuesta a las so-
licitudes de información, publicación de información y protección de datos 
personales. Aunque estos problemas tienen diferentes causas, podemos aceptar 
en principio que una de ellas es la profesionalización de los servidores públicos: 

1.	 Doctor en Ciencias Sociales por la Universidad de Guadalajara. Profesor de tiempo 
completo en la Universidad de Guadalajara. Perfil prodep y miembro del cuerpo 
académico udg-ca-1098 (Democracia: Gobierno abierto, participación ciudadana, 
rendición de cuentas y derecho a la privacidad e intimidad). Miembro del núcleo 
académico básico de la maestría en Transparencia y Protección de Datos Personales 
del Sistema de Universidad Virtual de la Universidad de Guadalajara.
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a mayor profesionalización, mayor eficiencia en su desempeño. Dicho de otro 
modo: a mayor profesionalización de los servidores públicos, será mejor el cum-
plimiento de la norma.

Es así que el propósito de este trabajo es presentar un acercamiento a la 
forma en que los órganos garantes en las entidades federativas realizan tareas 
de capacitación en los temas que les competen. Partiendo de enfoques teóricos 
donde se destaca la importancia de la capacitación y la profesionalización de 
servidores públicos, se observan dos aspectos que dan luz sobre la forma en que 
se realiza esta actividad por los órganos garantes en materia de derecho a la infor-
mación y la protección de datos personales en México, particularmente durante 
el año 2020, en un contexto de contingencia sanitaria covid-19. La principal 
conclusión es que dicha actividad se realiza sin atender enfoques pedagógicos 
que dificultan valorar su desempeño a partir de la evaluación de los capacitados. 
Palabras clave: capacitación, derecho a la información, objetivos de desarrollo 
sostenibles, protección de datos personales, servidores públicos

The training of public servants: The role played in training 
tasks by the guarantee bodies of Mexico regarding the right to 

information and protection of personal data (2020)

Abstract
It is a regulatory obligation in Mexico that the guarantor bodies in matters of 
the right to information and protection of personal data assist in the training of 
public servants, also considering that such training is of course associated with 
the human right of access to information and protection of personal data.

However, we can recognize that one of the great problems of guarantee-
ing the right of access to information is linked to different deficiencies, among 
which we can recognize the following: response to requests for information, 
publication of information and protection of personal data. Although these pro-
blems have different causes, we can accept in principle that one of them is the 
professionalization of public servants: the greater the professionalization, the 
greater the efficiency in their performance. In other words: the more professio-
nal the public servants are, the better the compliance with the norm.

Thus, the purpose of this work is to present an approach to the way in 
which the guarantor bodies in the federative entities carry out training tasks on 
the issues that concern them. Starting from theoretical approaches where the 
importance of the training and professionalization of public servants is highli-
ghted, two aspects are observed that shed light on the way in which this activity 
is carried out by the guarantor bodies in matters of the right to information and 
data protection personnel in Mexico, particularly during 2020 in a context of 
covid 19 health contingency. The main conclusion is that this activity is carried 
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out without attending to pedagogical approaches that make it difficult to assess 
their performance from the evaluation of those trained.
Key words: training, right to information, sustainable development goals, pro-
tection of personal data, public servants

INTRODUCCIÓN

El ods número 16, aprobado en 2015 por la Organización de las Nacio-
nes Unidas, titulado “Paz, Justicia e Instituciones Sólidas”, cuenta entre 
sus metas con las siguientes: 

16.5 Reducir considerablemente la corrupción y el soborno en todas sus formas; 16.6 
Crear a todos los niveles instituciones eficaces y transparentes que rindan cuentas; 
16.10 Garantizar el acceso público a la información y proteger las libertades fun-
damentales, de conformidad con las leyes nacionales y los acuerdos internacionales 
(Organización de las Naciones Unidas, 2015).

Es claro que el desempeño de las instituciones cuya responsabilidad es 
coadyuvar a garantizar el derecho a la información y a la protección de 
datos personales, a quienes llamaremos aquí órganos garantes locales (de 
aquí en adelante ogl), son un asunto de vital importancia para alcanzar 
las metas referidas anteriormente. Los og cuentan con múltiples respon-
sabilidades, entre las que se encuentran la obligación de capacitar a los 
servidores públicos. 

La preocupación por la capacitación de servidores públicos no es nue-
va. Podemos reconocer que antes de los años cincuenta, al menos en Es-
tados Unidos, la idea de capacitación, tanto en el sector público como en 
el sector privado, era muy poco utilizada, y que no es sino a partir de la 
década de 1960 cuando comienza a convertirse en un asunto importante: 
comienzan a surgir organizaciones que promueven la profesionalización, 
se comienza a discutir en las universidades de ese país, y comienzan a 
crearse instituciones públicas para atender el asunto (Rusa W. y Fischer, 
2017). Para el caso mexicano, tenemos como antecedente un proyecto de 
ley sobre el servicio civil de carrera en 1911, un posterior impulso del en-
tonces presidente de México, general Álvaro Obregón, entre 1921 y 1922, 
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y la inclusión del servicio civil de carrera en la Ley Federal del Trabajo pu-
blicada en 1931 (Lugo Dávila, 2013; Auditoría Superior de la Federación 
(Cámara de Diputados), 2014).

En todo caso, es claro que al día de hoy no se discute la importan-
cia de la capacitación (o profesionalización, e inclusive, educación) de los 
servidores públicos, ni en México ni en el mundo democrático. Lo que se 
pretende ahora aquí está relacionado con la forma en que la capacitación 
se realiza, particularmente por los órganos garantes locales en materia de 
transparencia, derecho a la información y protección de datos en México 
(en adelante ogl).

Es entonces importante animar algunas aproximaciones que permitan 
brindar un marco para lo que aquí se desarrolla y que permita caracterizar 
el objeto de estudio antes presentado. Para hacerlo, se destaca la obligación 
de capacitar en la norma, particularmente en la Ley General de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública en México. Si bien es cierto que 
la obligación de capacitar en la materia no es exclusiva de los ogl, sino es 
compartida con los sujetos obligados, también es cierto que en muchos 
sentidos tienen preponderancia en cuanto a que son los responsables ins-
titucionales en primer término de vigilar su cumplimiento actuando de 
oficio según mandata la ley: es allí donde se deciden los distintos recursos 
y procedimientos de responsabilidad para servidores públicos; se revisa 
el cumplimiento de los sujetos obligados en términos de publicación de 
información fundamental y de atención a solicitudes de información y, di-
cho sea de paso, además de la responsabilidad de capacitar, también tienen 
como responsabilidad promover la cultura de la transparencia, el acceso a 
la información y la protección de datos personales. 

En segundo término, se realizan algunas distinciones entre los térmi-
nos “educación” y “capacitación”. Dichas distinciones son sumamente im-
portantes para la revisión del estado del arte, tanto teórico como empírico. 
Mientras que en países anglosajones se utiliza el término “training”, que 
traducido al español será “capacitación”, en la literatura hispanohablante 
es posible encontrar otros términos que se usan en muchos casos de ma-
nera indistinta (tal es el caso del término “capacitación” o “profesionaliza-
ción”). En este punto se expresan también algunas ideas que sostienen el 



292

Rigoberto Silva Robles

supuesto que afirma a la capacitación como una actividad de suma impor-
tancia en el sector público.

En tercer término, se presenta la metodología utilizada para el desa-
rrollo de la investigación y los resultados obtenidos. A través de la reali-
zación de solicitudes de información a los 32 ogl en México, se analizan 
y categorizan las respuestas recibidas en dos aspectos, fundamentalmente: 
primero, sobre el modelo pedagógico que reconocen utilizar; segundo, 
sobre la evaluación de los servidores públicos capacitados. Finalmente y en 
cuarto término, se presentan las conclusiones respectivas.

LOS ÓRGANOS GARANTES LOCALES Y SU OBLIGACIÓN 
NORMATIVA DE CAPACITAR

Conviene comenzar rescatando la siguiente idea planteada por Luis F. 
Aguilar: “el objeto formal de la disciplina y profesión de la administración 
pública es la consideración del ciudadano en su carácter de usuario de 
los servicios públicos” (Aguilar, 2006, p. 355). El mismo autor destaca 
la gran importancia analítica de la idea ciudadano-cliente, y se comparte 
aquí la idea de la solución teórica reflexionada: “cliente es una caracte-
rística adjetiva del sustantivo ciudadano, no un sustantivo que remplace 
al ciudadano o ampute sus demás atributos esenciales” (Aguilar, 2006, 
p. 354). Y agrega: “ninguna ciencia ni profesión captura toda la riqueza 
de una realidad, lo cual es enteramente aplicable a las ciencias sociales y 
profesiones públicas” (Aguilar, 2006, p. 355). A partir de este punto de 
vista cobra especial importancia la idea de capacitación. Los servidores 
públicos deben ser capacitados para prestar servicios, en tanto miembros 
del aparato burocrático. Weber es un referente importante para esta pers-
pectiva: “en todos estos casos [las autoridades políticas] se habrán de en-
contrar frente al funcionario especializado en la empresa administrativa 
en la misma posición en que se encuentra el ‘diletante’” (Weber, 2002, p. 
744). Podemos distinguir, siguiendo a Weber, entre el diletante político y 
el diletante burócrata: en ambos casos, cada uno en sus espacios, sobresa-
len por su inexperiencia y comportamiento no profesional (Weber, 1920, 
2002). La capacitación, también llamada profesionalización, es la oportu-
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nidad de atender el problema de la diletancia, tan usada por Weber para la 
presentación de servicios de calidad al ciudadano-cliente, en los términos 
expresados anteriormente.

La idea de capacitación es considerada por muchos como una so-
lución que surge de la preocupación por mejorar el desempeño de un 
trabajador al servicio del Estado (donde quiera que se esté y con indepen-
dencia de la actividad que desarrolle), y es en ese sentido que trasciende a 
las instituciones educativas: es reconocida en las organizaciones públicas 
como una actividad importante.

Con respecto a las instituciones públicas mexicanas cuya responsabili-
dad es garantizar la transparencia, el derecho a la información y la protec-
ción de datos personales en México, ellas tienen, a través de la norma, la 
obligación de capacitar. En la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública en México (en adelante lgtaip) se señalan distintos 
actores que deben ejercer funciones en materia de capacitación: a) los su-
jetos obligados, b) órganos garantes, y c) el Sistema Nacional de Transpa-
rencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales.

En cuanto a los sujetos obligados, en el artículo 24, fracción iii de la 
lgaip (lgtyaip, 2015) tienen la obligación de: 1) Proporcionar capacita-
ción continua y especializada al personal que forma parte de los Comités 
y Unidades de Transparencia. 2) Capacitar a los servidores públicos en 
materia de protección de datos personales. 3) Cooperar con los organis-
mos garantes para capacitar y actualizar de forma permanente a todos sus 
servidores públicos en materia de derecho de acceso a la información. Los 
órganos garantes, por su parte, tienen la obligación de: 1) Capacitar a los 
servidores públicos en materia de transparencia y acceso a la información. 
Por último, el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Informa-
ción Pública y Protección de Datos Personales tiene la obligación de: 1) 
Establecer programas de profesionalización, actualización y capacitación 
de los servidores públicos e integrantes de los sujetos obligados en materia 
de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos 
personales (tabla 1).
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Tabla 1 
Obligaciones de capacitación contenidas en la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública

Actor Obligación normativa de capacitar

Sujetos obligados Artículo 24: (...)
iii. Proporcionar capacitación continua y especializada al perso-
nal que forme parte de los Comités y Unidades de Transparencia. 
Artículo 68. Los sujetos obligados serán responsables de los datos 
personales en su posesión y, en relación con estos, deberán: i. 
Adoptar los procedimientos adecuados para recibir y responder 
las solicitudes de acceso, rectificación, corrección y oposición al 
tratamiento de datos, en los casos que sea procedente, así como 
capacitar a los servidores públicos y dar a conocer información 
sobre sus políticas en relación con la protección de tales datos, de 
conformidad con la normatividad aplicable.

Sujetos obligados y 
organismos garantes

Artículo 53. Los sujetos obligados deberán cooperar con los or-
ganismos garantes competentes para capacitar y actualizar, de 
forma permanente, a todos sus servidores públicos en materia 
del derecho de acceso a la información, a través de los medios 
que se considere pertinente. Con el objeto de crear una cultura 
de la transparencia y acceso a la información entre los habitan-
tes de los Estados Unidos Mexicanos, los organismos garantes 
deberán promover, en colaboración con instituciones educativas 
y culturales del sector público o privado, actividades, mesas de 
trabajo, exposiciones y concursos relativos a la transparencia y 
acceso a la información.

Comité de 
Transparencia

Artículo 44: (...)
v. Promover la capacitación y actualización de los Servidores Pú-
blicos o integrantes adscritos a las Unidades de Transparencia.
vi. Establecer programas de capacitación en materia de trans-
parencia, acceso a la información, accesibilidad y protección de 
datos personales, para todos los Servidores Públicos o integrantes 
del sujeto obligado.

Organismos 
garantes

Artículo 42: (...)
vii. Capacitar a los servidores públicos y brindar apoyo técnico 
a los sujetos obligados en materia de transparencia y acceso a la 
información.
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Actor Obligación normativa de capacitar

Sistema Nacional 
de Transparencia, 
Acceso a la 
Información Pública 
y Protección de 
Datos Personales

Artículo 31: (...)
x. Establecer programas de profesionalización, actualización y 
capacitación de los Servidores Públicos e integrantes de los suje-
tos obligados en materia de transparencia, acceso a la informa-
ción pública, así como de protección de datos personales.

Fuente: Elaboración propia basada en la lgtaip (lgt y aip, 2015).

Dicho lo anterior, vale la pena observar la forma en que se cumple dicha 
obligación de capacitar, ante la gran relevancia de su buen ejercicio para la 
mejora del bien público (la oferta de información y la protección de datos 
personales). 

EDUCACIÓN Y CAPACITACIÓN

La idea de educación es de suma importancia para un Estado. Desde este 
punto de vista, es precisamente allí donde se socializan y difunden distin-
tos saberes (en el sentido más amplio del término) que permiten construir 
nación, particularmente nación democrática. 

En principio, se comparte la idea de Chen, Hsieh y Chen (2019) con 
respecto a que las investigaciones en torno a la capacitación en el sector 
público son todavía relativamente escasas (2019). Al momento se advierte 
poca literatura que centre la atención en la forma en que las institucio-
nes públicas realizan actividades de capacitación a los servidores públicos, 
incluyendo aquellos que se encuentran en modelos de servicio civil de 
carrera. Los mismos autores atribuyen a dos razones cierto desdén de la 
academia por estos temas: primero, que la capacitación es en muchas oca-
siones transferida a una responsabilidad personal; segundo, que el acceso 
a información la es complicada (Huque y Vyas, en Chen, Hsieh y Chen, 
2019). Sin embargo, es aceptado en principio que la capacitación permite 
mejorar sustancialmente las capacidades instrumentales y cognitivas, ade-
más de las actitudinales (incluidos desde luego aspectos como la vocación 
y el compromiso con el servicio en el sector público, así como los valores 
democráticos).
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En palabras de Wooldridge: “Si bien a menudo se sugiere la capacita-
ción como una estrategia para mejorar la productividad en las organizacio-
nes del sector público, no se ha prestado suficiente atención a la cuestión 
de cuán productiva es la capacitación” (1988, p. 205).2 

Desde una base normativa, la distinción entre la idea de educación y 
capacitación que existe en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y la que pueden entender en algunas instituciones públicas 
guarda una gran similitud que podría llevarnos a pensar que las institucio-
nes en México las consideran, inclusive, como sinónimos. En su artículo 
3, la Constitución señala lo siguiente:

Toda persona tiene derecho a la educación, el cual es un medio para adquirir, actuali-
zar, completar y ampliar sus conocimientos, capacidades, habilidades y aptitudes que 
le permitan alcanzar su desarrollo personal y profesional; como consecuencia de ello, 
contribuir a su bienestar, a la transformación y el mejoramiento de la sociedad de la 
que forma parte (Constitución Política de Los Estados Unidos Mexicanos, 2020). 

La capacitación, partiendo de esa base, permite también alcanzar el desa-
rrollo personal y profesional de los individuos. Consideremos ahora una 
definición de “capacitación” como la siguiente:

… es la adquisición de conocimientos teóricos y prácticos, que permiten que las per-
sonas actualicen sus conocimientos y adquieran nuevos, que fortalezcan su capacidad 
de respuesta ante los cambios del entorno o de sus requerimientos laborales, incre-
menten su desempeño dentro de la institución y estén más preparadas para el día a 
día, lo cual les dará mayor confianza personal al desarrollar otras aptitudes y actitudes 
[adquiridas por medio de] acciones de capacitación, en cualquiera de sus versiones 
(Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo, 2018).

La capacitación puede ser también entendida como 

2.	 Traducción propia de “Increasing the Productivity of Public-Sector Training”. En 
Wooldridge (1988). 
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un proceso de autodeterminación basado en el diálogo, a medida que se implanta un 
tipo de comprensión compartida por los participantes, sobre las tareas profesionales y 
los medios para mejorarlas y no como en otros enfoques que se capacita sobre roles y 
funciones que se mejoran a través de normas y reglas técnicas (Picardo, Escobar and 
Balmore, 2005, p. 71) 

o como un proceso planeado para modificar o mejorar conocimientos, ha-
bilidades, actitudes o comportamiento a través de experiencias de aprendi-
zaje, con el propósito de que los individuos tengan un mejor desempeño 
(Milhem, Abushamsieh y Pérez Aróstegui, 2014). En este mismo sentido, 
la capacitación se encuentra íntimamente vinculada a los procesos de pla-
neación (y desde luego evaluación), que es donde surgen en buena medida 
las necesidades para modificar o mejorar las habilidades de los servidores 
públicos (Bratton y Gold en Milhem, Abushamsieh and Pérez Aróstegui, 
2014). Puede ser vista además como medio para la reforma y moderniza-
ción del gobierno, o para que los servidores públicos mejoren sus habilida-
des y cualificación para mejorar el servicio público (ocde: Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos, 1997).

Sin embargo, podemos encontrar algunas otras definiciones (más 
operativas que teóricas), que pretenden distinguirla de “educación” a tra-
vés de su propósito. Mientras la educación se encontraría orientada a un 
fin mayor de construcción de sociedad (en el sentido más amplio del tér-
mino), la capacitación consiste en la resolución de problemas, y habría 
que agregar, en el trabajo. Veamos:

La educación significaba que estábamos lidiando con los valores y habilidades básicos 
de un individuo que se estaba convirtiendo en un profesional que podría obtener la 
certificación en su oficio profesional designado. (...). La formación se refería a res-
puestas escritas que no se basaban en la creatividad y la resolución de problemas: era 
más una rutina. Para nosotros, este atributo distingue la educación de la formación. 
(...) El énfasis en aplicar las habilidades aprendidas en las aulas a problemas en tiempo 
real llevó a una diferenciación entre educación y capacitación. (Rusa W. y Fischer, 
2017, pp. 229–230).3

3.	 Traducción propia de “Promoting Training and Professional Development in 
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Mientras que la educación, a partir de esta base normativa-institu-
cional, tiene como propósito que las personas se desarrollen personal y 
profesionalmente y derivado de ello, puedan contribuir tanto a su propio 
bienestar como al mejoramiento de la sociedad, la capacitación tiene un 
fin práctico circunscrito a lo laboral. La capacitación, definida por la Real 
Academia de la Lengua Española, significa lo siguiente: “hacer a alguien 
apto, habilitarlo para algo”. 

A partir de la concepción particular que se construye alrededor de la 
idea de educación o capacitación se construyen y elaboran las políticas 
desde las instituciones públicas. Podríamos, entonces, aceptar en principio 
que la distinción entre capacitación y educación radica en que la primera 
tiene un propósito específico relacionado con una actividad en particular 
(laboral para nuestro caso), mientras que la educación se refiere al sentido 
más amplio del término. Inclusive, desde un enfoque constructivista, es 
posible aceptar que la capacitación no se limita a tratar asuntos relaciona-
dos con la adquisición de habilidades instrumentales o procedimentales, 
sino también cognitivas y actitudinales (morales en el sentido más amplio 
del término).

Es posible ahora presentar la siguiente idea: la capacitación, en tanto 
hecho educativo, está orientada por un modelo que tiene entre sus com-
ponentes a la evaluación. Se considera aquí que un modelo pedagógico 

es la representación de las relaciones que predominan en una teoría pedagógica [don-
de dicha teoría] trata de responder de manera sistemática y coherente al menos estas 
preguntas: ¿qué tipo de ser humano se quiere formar?, ¿con qué experiencias crece y 
se desarrolla el ser humano?, ¿quién debe impulsar el proceso educativo?, ¿con qué 
métodos y técnicas puede alcanzarse mayor eficacia? (Flórez, 1994, p. 175). 

Siguiendo al mismo autor, los siguientes elementos nos permitirían distin-
guir a una teoría pedagógica de otras (Flórez, 1994, pp. 175–176):

Government: The Origins and Early Contributions of spod”. En Rusa y Fischer 
(2017).
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a. Definir el concepto de ser humano que se pretende formar, o la meta esencial de 
formación humana. b. Caracterizar el proceso de formación del ser humano, en el de-
sarrollo de las dimensiones constitutivas de la formación, en su dinámica y secuencia. 
c) Describir el tipo de experiencias educativas que se privilegian para afianzar e im-
pulsar el proceso de desarrollo, incluyendo los contenidos curriculares. d) Describir 
las regulaciones que permiten cualificar las interacciones entre el educado y el edu-
cador en la perspectiva del logro de las metas de formación. e) Describir y prescribir 
métodos y técnicas de enseñanza que pueden utilizarse en la práctica educativa como 
modelos de acción eficaces.

Haciendo una adaptación a lo que podríamos (y deberíamos) esperar de 
las capacitaciones a los servidores públicos, siguiendo lo planteado por 
Flórez, tendríamos lo siguiente:
a)	 Definir el concepto de servidor público que se desea capacitar y la 

meta esencial de capacitación.
b)	 Caracterizar el proceso de capacitación del servidor público, en el 

desarrollo de las dimensiones constitutivas de la capacitación, en su 
dinámica y secuencia.

c)	 Describir el tipo de experiencias educativas que se privilegian para 
afianzar e impulsar el proceso de capacitación, incluyendo los conte-
nidos curriculares.

d)	 Describir las regulaciones que permiten cualificar las interacciones en-
tre el servidor público capacitado y el capacitador en la perspectiva del 
logro de las metas de formación (evaluación).

e)	 Describir y prescribir métodos y técnicas de enseñanza que pueden 
utilizarse en la práctica educativa como modelos de acción eficaces.

Así, entonces, se presentan la oportunidad y la conveniencia de visibilizar 
las prácticas de capacitación en la administración pública en México, par-
ticularmente en lo que corresponde a los ogl. En el siguiente apartado se 
describe la metodología general utilizada para la aproximación al objeto 
de estudio que aquí se presenta.
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METODOLOGÍA Y RESULTADOS

Un diagnóstico del asunto demanda el estudio de distintos elementos, 
como se ha apreciado antes. Inclusive, siguiendo otras rutas, se deben 
abordar aspectos relacionados con el diagnóstico de necesidades de ca-
pacitación, los análisis de datos relacionados con los resultados de las ca-
pacitaciones, la planeación y evaluación de la capacitación, y el monito-
reo constante de indicadores, objetivos, métodos y técnicas pedagógicas, 
momentos para la capacitación, entre otros (ocde: Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económicos, 1997).

Sin embargo, se decidió aquí comenzar por el discurso que se genera 
en los ogl a través de respuestas a una solicitud de información realizada 
exprofeso para el caso, y que aborda dos puntos sustanciales: primero, el 
modelo pedagógico que reconocen seguir, y, segundo, la evaluación a los 
servidores públicos capacitados. Como también se ha advertido antes, el 
modelo pedagógico está íntimamente vinculado al tipo y la forma de eva-
luación o, dicho de otro modo, a las regulaciones y los criterios que per-
miten valorar tanto las interacciones entre capacitador y servidor público 
capacitado como el logro de metas de la capacitación.

Aunque no se abordarán aquí, conviene anticipar la gran relevancia 
que tendrán en el futuro para la línea de generación y aplicación del co-
nocimiento que quien escribe sigue, como las siguientes. Primero, se ad-
vierten elementos que justifican la inclusión en la agenda de estudio de 
aspectos relacionados con el contenido de las capacitaciones, particular-
mente con la dimensión actitudinal: podemos aceptar en principio que 
los servidores públicos tienen ciertas creencias que motivan prácticas, y es 
entonces cuando la vocación en el servicio público depende de ellas (Rusa 
W. y Fischer, 2017). Segundo, que la evaluación que se realiza de las activi-
dades relacionadas con la capacitación son deficientes: en todo caso, junto 
con Owens (2006), es posible aceptar que la capacitación es “una función 
vital para todas las organizaciones [aunque] determinar su contribución es 
a menudo una tarea difícil de alcanzar” (Owens, 2006, p. 163).4 Y, ter-

4.	 Traducción propia de “One more Reason not to cut your Training Budget: The 
Relationship between Training and Organizational Outcomes”, en Owens (2006).
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cero, que es de suma trascendencia la evaluación a los servidores públicos 
capacitados en momentos posteriores a la realización de la capacitación, 
en aspectos relacionados con el liderazgo y el contexto, aun a pesar de que 
en principio podríamos esperar que “el éxito limitado de la intervención 
de capacitación para habilidades de liderazgo más suaves puede explicarse 
en gran medida por no tener en cuenta el contexto operativo en el que se 
asumió que los gerentes aplicarán y transferirán su aprendizaje” (Orazi, 
Turrini y Valotti, 2013, p. 493).

Dicho lo anterior, y con el propósito de apreciar las variables relacio-
nadas con el discurso que se reconocen desde los ogl con respecto al mo-
delo pedagógico utilizado en las capacitaciones y el método de evaluación 
a los servidores públicos capacitados, se realizó lo siguiente: primero, se 
tramitaron 32 solicitudes de información en agosto de 2020 a través de la 
Plataforma Nacional de Transparencia, donde se incluyeron las siguientes 
dos preguntas: “¿Cuál es el modelo pedagógico bajo el cual se realizan las 
capacitaciones que ofrece el órgano garante?”, y “¿Cómo se evalúa a los 
participantes (función de estudiantes) en las capacitaciones realizadas?”. 
De las 32 solicitudes realizadas, se obtuvieron 29 respuestas entre el 25 de 
agosto de 2020 y el 22 de junio de 2021, de las cuales una contenía un ar-
chivo dañado.5 El resto de los ogl se encontró en alguno de los siguien-
tes supuestos: la información no fue entregada o se requirió algún tipo de 
aclaración a la solicitud, y por tal motivo no fue considerada en el análisis. 
Vale la pena considerar que en las fechas señaladas, dado la contingencia 
sanitaria por covid 19, existió una suspensión de términos para responder 
a las solicitudes de información. 

Posteriormente, se clasificaron las respuestas a ambas preguntas. Para 
la primera, “¿Cuál es el modelo pedagógico bajo el cual se realizan las 
capacitaciones que ofrece el órgano garante?”, se analizaron las respuestas 
identificando si existe un reconocimiento sobre el uso de algún modelo 
pedagógico (tablas 2 y 3). De las 28 respuestas consideradas, en trece no 
se reconoce utilizar modelo pedagógico alguno. Las quince restantes ma-
nifiestan utilizar algún modelo pedagógico; en cinco de estas se manifiesta 

5.	 Fue el caso del Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales, en Veracruz, México.
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utilizar más de un modelo pedagógico, y en uno de ellos se identifican 
como modelos pedagógicos las modalidades presencial y en línea. 

Por su parte, en cuanto a la pregunta “¿Cómo se evalúa a los par-
ticipantes (función de estudiantes) en las capacitaciones realizadas?”, te-
nemos que en once de las 28 respuestas se reconoce aplicar algún tipo 
de evaluación a los servidores públicos capacitados. Sobresalen tres casos: 
el Instituto de Transparencia del Estado de Aguascalientes, el Instituto 
de Transparencia, Acceso a la Información Pública, Protección de Datos 
Personales y Rendición de Cuentas de la Ciudad de México, y el Instituto 
de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales 
del Estado de Jalisco. En cuanto al primero, aunque en la respuesta a la 
solicitud se reconoce evaluar a los capacitados en su función de estudiantes 
y se presenta el instrumento respectivo, esta es más bien una evaluación 
de satisfacción con la capacitación orientada más bien a evaluar al capaci-
tador. Es evidente que este tipo de instrumentos, aunque importante, no 
evalúa los conocimientos, las habilidades o las actitudes de los capacitados. 
En cuanto al segundo, se destaca que en su respuesta ofrece material para 
poder advertir las competencias diseñadas para cada curso, y que utiliza un 
“campus virtual de aprendizaje”, donde se incluye la gestión de cursos en 
línea, tutoriales y cursos presenciales/virtuales en tiempo real. En cuanto 
al tercero, se destaca el propósito de profesionalizar la capacitación a través 
de la creación del Centro de Estudios Superiores de la Información Pú-
blica y Protección de Datos Personales (cesip), que es el área responsable 
en el tema, y cuenta en principio con un propósito organizacional que 
descansa en prácticas más bien reconocidas en las universidades, asunto 
que puede ser reconocido en principio como una práctica destacada, igual 
que en el caso del ogl de la Ciudad de México (tabla 4).
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 p
ed

ag
óg

ic
o 

de
 d

ic
ho

 p
ro

gr
am

a 
es

tá
 

en
fo

ca
do

 e
n 

ho
m

ol
og

ar
 la

 in
fo

rm
ac

ió
n 

qu
e 

se
 im

pa
rt

e 
en

 la
s c

ap
ac

ita
ci

on
es

, c
on

 la
 fi

na
li-

da
d 

de
 q

ue
 u

n 
te

m
a 

en
 e

sp
ec

ífi
co

 p
ue

da
 se

r d
iri

gi
do

 a
 d

ife
re

nt
es

 se
ct

or
es

.
03

Ba
ja

 C
al

ifo
rn

ia
 

Su
r

In
sti

tu
to

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a 
y 

Ac
ce

so
 

a 
la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

de
l E

sta
do

 d
e 

Ba
ja

 
C

al
ifo

rn
ia

 S
ur

N
o 

se
 c

ue
nt

a 
co

n 
ni

ng
ún

 m
od

el
o 

pe
da

gó
gi

co
.

04
C

am
pe

ch
e

C
om

isi
ón

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a 
y 

Ac
ce

so
 

a 
la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

de
l E

sta
do

 d
e 

C
am

pe
ch

e

Al
 r

es
pe

ct
o 

se
 in

fo
rm

a 
qu

e 
se

 u
til

iza
 e

l m
od

el
o 

pe
da

gó
gi

co
 t

ra
di

ci
on

al
, m

ed
ia

nt
e 

el
 c

ua
l 

el
 c

ap
ac

ita
do

r p
ro

po
ne

 q
ue

 e
l a

va
nc

e 
en

 e
l a

pr
en

di
za

je
 se

 m
id

e 
a 

tr
av

és
 d

e 
un

a 
ev

al
ua

ci
ón

 
di

ag
nó

sti
ca

 y
 u

na
 e

va
lu

ac
ió

n 
fin

al
.
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

05
C

hi
ap

as
In

sti
tu

to
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a,

 A
cc

es
o 

a 
la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

y 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 

Pe
rs

on
al

es
 d

el
 E

sta
do

 d
e 

C
hi

ap
as

EL
 it

ai
p 

C
hi

ap
as

 n
o 

cu
en

ta
 c

on
 u

n 
m

od
el

o 
pe

da
gó

gi
co

 c
om

o 
ta

l; 
sin

 e
m

ba
rg

o,
 se

 tr
ab

a-
ja

 b
aj

o 
la

 m
od

al
id

ad
 d

e 
ta

lle
r, 

fa
vo

re
ci

en
do

 e
n 

to
do

 m
om

en
to

 e
l m

od
el

o 
di

al
óg

ic
o 

qu
e 

fa
vo

re
zc

a 
la

 p
ar

tic
ip

ac
ió

n 
co

nj
un

ta
 y

 e
l p

ro
ce

so
 r

efl
ex

iv
o 

en
 r

el
ac

ió
n 

co
n 

la
 p

ar
tic

ip
ac

ió
n 

ci
ud

ad
an

a 
ac

tiv
a 

y 
pr

oa
ct

iv
a.

06
C

hi
hu

ah
ua

In
sti

tu
to

 C
hi

hu
ah

ue
ns

e 
pa

ra
 la

 T
ra

ns
pa

re
nc

ia
 y

 
Ac

ce
so

 a
 la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a

El
 m

od
el

o 
pe

da
gó

gi
co

 t
ra

di
ci

on
al

 (
co

n 
en

fo
qu

e 
de

 c
on

oc
im

ie
nt

o)
, e

l c
ua

l h
as

ta
 a

br
il 

de
 

20
20

 fu
e 

de
 m

an
er

a 
pr

es
en

ci
al

, a
 p

ar
tir

 d
e 

es
a 

fe
ch

a 
se

 m
ig

ró
 a

 m
od

el
o 

vi
rt

ua
l (

di
gi

ta
l),

 
de

riv
ad

o 
de

 la
 c

on
tin

ge
nc

ia
 d

e 
la

 p
an

de
m

ia
 C

ov
id

-1
9.

07
C

oa
hu

ila
In

sti
tu

to
 C

oa
hu

ile
ns

e 
de

 
Ac

ce
so

 a
 la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a

El
 ic

ai
 o

fre
ce

 c
ap

ac
ita

ci
on

es
 d

iri
gi

da
s a

 d
os

 se
ct

or
es

 e
n 

es
pe

cí
fic

o:
 a

 la
 so

ci
ed

ad
 c

iv
il 

y 
a 

lo
s 

se
rv

id
or

es
 p

úb
lic

os
 q

ue
 c

on
fo

rm
an

 lo
s 

su
je

to
s 

ob
lig

ad
os

 d
el

 E
sta

do
. D

en
tro

 d
e 

to
da

s 
la

s 
ca

pa
ci

ta
ci

on
es

 se
 u

til
iza

 u
n 

m
od

el
o 

ba
sa

do
 e

n 
el

 d
es

ar
ro

llo
 d

e 
co

m
pe

te
nc

ia
s y

 h
ab

ili
da

de
s, 

co
n 

el
 o

bj
et

iv
o 

de
 p

on
er

 e
n 

pr
ác

tic
a 

lo
s c

on
oc

im
ie

nt
os

 a
dq

ui
rid

os
, p

ar
a 

qu
e,

 e
n 

el
 c

as
o 

de
 

lo
s 

se
rv

id
or

es
 p

úb
lic

os
, s

e 
en

cu
en

tre
n 

ca
pa

ci
ta

do
s 

pa
ra

 d
ar

 c
or

re
ct

o 
cu

m
pl

im
ie

nt
o 

a 
la

s 
ob

lig
ac

io
ne

s 
en

 m
at

er
ia

 d
e 

tr
an

sp
ar

en
ci

a,
 a

cc
es

o 
a 

la
 in

fo
rm

ac
ió

n 
y 

pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
da

to
s 

pe
rs

on
al

es
, y

 e
n 

el
 c

as
o 

de
 la

 s
oc

ie
da

d 
ci

vi
l c

ue
nt

en
 c

on
 la

s 
he

rr
am

ie
nt

as
 n

ec
es

ar
ia

s 
pa

ra
 

ej
er

ce
r e

fe
ct

iv
am

en
te

 su
s d

er
ec

ho
s, 

en
 la

s m
ism

as
 m

at
er

ia
s.

08
C

ol
im

a
In

sti
tu

to
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a,

 A
cc

es
o 

a 
la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

y 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 d

el
 

Es
ta

do
 d

e 
C

ol
im

a

M
od

el
o 

co
ns

tr
uc

tiv
ist

a.
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

09
C

iu
da

d 
de

 
M

éx
ic

o
In

sti
tu

to
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a,

 A
cc

es
o 

a 
la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a,

 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 

Pe
rs

on
al

es
 y

 R
en

di
ci

ón
 

de
 C

ue
nt

as
 d

e 
la

 C
iu

da
d 

de
 M

éx
ic

o

…
 se

 se
ña

la
 q

ue
 e

l m
od

el
o 

pe
da

gó
gi

co
 u

til
iza

do
 e

n 
la

s a
cc

io
ne

s d
e 

ca
pa

ci
ta

ci
ón

 d
e 

la
 D

i-
re

cc
ió

n 
es

 u
n 

m
od

el
o 

co
ns

tr
uc

tiv
ist

a 
co

ns
id

er
an

do
 q

ue
 lo

s 
as

pe
ct

os
 d

el
 m

od
el

o 
de

 c
on

s-
tr

uc
tiv

ism
o 

en
 la

 p
ed

ag
og

ía
 n

os
 p

os
ib

ili
ta

n 
pl

an
te

ar
no

s 
el

 o
bj

et
iv

o 
de

 la
 e

ns
eñ

an
za

, u
na

 
po

stu
ra

 es
 q

ue
 lo

s p
ar

tic
ip

an
te

s d
e l

as
 a

cc
io

ne
s d

e c
ap

ac
ita

ci
ón

 c
on

str
uy

an
 u

n 
co

no
ci

m
ie

n-
to

 si
gn

ifi
ca

tiv
o 

y 
al

ca
nc

en
 la

 c
om

pr
en

sió
n 

co
gn

iti
va

 p
ar

a 
fa

vo
re

ce
r 

el
 c

am
bi

o 
co

nc
ep

tu
al

, 
co

ns
id

er
an

do
 la

s c
on

di
ci

on
es

 em
oc

io
na

le
s, 

ta
nt

o 
de

l i
ns

tr
uc

to
r c

om
o 

de
l p

ar
tic

ip
an

te
, p

ar
a 

lo
gr

ar
 n

iv
el

es
 sa

tis
fa

ct
or

io
s d

e 
ad

ap
ta

ci
ón

 a
l c

on
te

xt
o 

y 
un

 a
de

cu
ad

o 
bi

en
es

ta
r. 

D
efi

ni
m

os
 

lo
s o

bj
et

iv
os

 d
e 

ap
re

nd
iza

je
, y

 d
ec

im
os

 c
uá

le
s s

on
 lo

s c
on

te
ni

do
s q

ue
 re

vi
sa

rá
n 

du
ra

nt
e 

el
 

pr
oc

es
o 

fo
rm

at
iv

o.
Es

te
 m

od
el

o 
pe

da
gó

gi
co

 se
 ex

pr
es

a e
n 

la
s c

ar
ta

s d
es

cr
ip

tiv
as

 d
e l

os
 cu

rs
os

 p
re

se
nc

ia
le

s i
nt

ro
-

du
ct

or
io

s, 
la

s c
ue

le
s s

e 
an

ex
an

 a
 e

sta
 re

sp
ue

sta
 (a

ne
xo

 1
).

10
D

ur
an

go
In

sti
tu

to
 D

ur
an

gu
en

se
 

de
 A

cc
es

o 
a 

la
 

In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

y 
de

 P
ro

te
cc

ió
n 

de
 D

at
os

 
Pe

rs
on

al
es

D
e 

ac
ue

rd
o 

a 
la

s c
ap

ac
ita

ci
on

es
 q

ue
 o

fre
ce

 e
l ó

rg
an

o 
ga

ra
nt

e 
se

 re
al

iza
 p

or
 n

or
m

at
iv

id
ad

 e
l 

Pr
og

ra
m

a A
nu

al
 d

e C
ap

ac
ita

ci
ón

 p
or

 añ
o,

 se
 d

et
ec

ta
n 

la
s n

ec
es

id
ad

es
 d

e c
ap

ac
ita

ci
ón

 d
e l

os
 

su
je

to
s o

bl
ig

ad
os

 y
 d

e l
a s

oc
ie

da
d 

ci
vi

l, 
de

sp
ué

s d
e e

nc
on

tr
ar

 la
s n

ec
es

id
ad

es
 d

e c
ap

ac
ita

ci
ón

 
se

 h
ac

e 
la

 p
ro

gr
am

ac
ió

n 
po

r s
em

an
a 

de
 c

ad
a 

m
es

 d
el

 a
ño

.

11
G

ua
na

ju
at

o
In

sti
tu

to
 d

e 
Ac

ce
so

 a
 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
pa

ra
 e

l E
sta

do
 d

e 
G

ua
na

ju
at

o

C
on

 re
sp

ec
to

 a
l p

un
to

 4
, e

l m
od

el
o 

de
 la

s c
ap

ac
ita

ci
on

es
 e

s p
re

se
nc

ia
l y

 p
or

 m
ed

io
 d

e 
pl

a-
ta

fo
rm

as
 v

irt
ua

le
s c

on
 u

n 
es

qu
em

a 
tr

ad
ic

io
na

l.

12
G

ue
rr

er
o

In
sti

tu
to

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a,
 A

cc
es

o 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 
Pe

rs
on

al
es

 d
el

 E
sta

do
 d

e 
G

ue
rr

er
o

Si
n 

in
fo

rm
ac

ió
n.
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

13
H

id
al

go
In

sti
tu

to
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a,

 A
cc

es
o 

a 
la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

G
ub

er
na

m
en

ta
l y

 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 

Pe
rs

on
al

es
 d

el
 E

sta
do

 d
e 

H
id

al
go

Tr
ad

ic
io

na
l y

 se
 e

m
pi

ez
a 

a 
im

pl
em

en
ta

r e
l c

on
du

ct
ist

a.

14
Ja

lis
co

In
sti

tu
to

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a,
 

In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

y 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 

Pe
rs

on
al

es
 d

el
 E

sta
do

 d
e 

Ja
lis

co

Se
 in

fo
rm

a 
qu

e 
ta

nt
os

 (s
ic)

 la
s c

ap
ac

ita
ci

on
es

 c
om

o 
lo

s p
ro

gr
am

as
 e

du
ca

tiv
os

 se
 im

pa
rt

en
 

So
br

e 
la

 b
as

e 
de

l m
od

el
o 

tr
ad

ic
io

na
l d

e 
cá

te
dr

a,
 e

n 
m

od
al

id
ad

 p
re

se
nc

ia
l, 

se
m

ip
re

se
nc

ia
l o

 
vi

rt
ua

l, 
re

sp
ec

tiv
am

en
te

.

15
Es

ta
do

 d
e 

M
éx

ic
o

In
sti

tu
to

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a,
 A

cc
es

o 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 
Pe

rs
on

al
es

 d
el

 E
sta

do
 d

e 
M

éx
ic

o 
y 

M
un

ic
ip

io
s

Si
n 

in
fo

rm
ac

ió
n.

16
M

ic
ho

ac
án

In
sti

tu
to

 M
ic

ho
ac

an
o 

de
 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a,
 A

cc
es

o 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 
Pe

rs
on

al
es

…
se

 in
fo

rm
a 

qu
e 

la
s 

ca
pa

ci
ta

ci
on

es
 n

o 
se

 r
ea

liz
an

 b
aj

o 
un

 m
od

el
o 

pe
da

gó
gi

co
 d

efi
ni

do
; 

sin
 e

m
ba

rg
o,

 e
sta

s 
se

 ll
ev

an
 a

 c
ab

o 
to

m
an

do
 e

n 
co

ns
id

er
ac

ió
n 

lo
s 

es
til

os
 d

e 
ap

re
nd

iza
je

 
au

di
tiv

o 
y 

vi
su

al
, c

on
 la

 fi
na

lid
ad

 d
e 

lo
gr

ar
 u

na
 m

ay
or

 c
om

pr
en

sió
n 

de
 la

s p
ar

tic
ip

an
te

s y
 

lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s.
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

17
M

or
el

os
In

sti
tu

to
 M

or
el

en
se

 d
e 

In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

y 
Es

ta
dí

sti
ca

El
 ó

rg
an

o 
ga

ra
nt

e s
e h

a i
nt

er
es

ad
o 

en
 im

pl
em

en
ta

r c
on

te
ni

do
s d

e b
og

a q
ue

 p
ro

fe
sio

na
lic

en
 

a 
lo

s s
uj

et
os

 o
bl

ig
ad

os
, l

os
 se

rv
id

or
es

 p
úb

lic
os

 y
 la

 c
iu

da
da

ní
a 

in
te

re
sa

da
 e

n 
co

no
ce

r c
on

-
ce

pt
os

 y
 lo

s m
ét

od
os

 d
e 

so
lic

ita
r i

nf
or

m
ac

ió
n 

pa
ra

 e
llo

 se
 h

an
 d

es
ar

ro
lla

do
 te

m
as

 c
om

o:
-A

te
nc

ió
n 

a 
la

s s
ol

ic
itu

de
s d

e 
ac

ce
so

 a
 la

 in
fo

rm
ac

ió
n 

y 
de

re
ch

o 
ar

co
, m

ed
ia

nt
e 

el
 si

ste
m

a 
in

fo
m

ex
.

-G
ob

ie
rn

o 
ab

ie
rt

o 
y 

tr
an

sp
ar

en
ci

a 
pr

oa
ct

iv
a.

-E
la

bo
ra

ci
ón

 d
e 

Pr
og

ra
m

a 
An

ua
l d

e 
D

es
ar

ro
llo

 A
rc

hi
ví

sti
co

.
-I

nt
ro

du
cc

ió
n 

de
l D

er
ec

ho
 d

e 
Ac

ce
so

 a
 la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a

-I
nt

eg
ra

ci
ón

 d
el

 G
ru

po
 In

te
rd

isc
ip

lin
ar

io
 d

e 
Ar

ch
iv

os
.

-U
so

 d
e 

si
po

t.
-R

ep
os

ito
rio

 d
e T

ra
ns

pa
re

nc
ia

.
-D

en
un

ci
as

 p
or

 in
cu

m
pl

im
ie

nt
o 

a 
O

bl
ig

ac
io

ne
s d

e T
ra

ns
pa

re
nc

ia
. 

-A
te

nc
ió

n 
a 

re
cu

rs
os

 d
e 

re
vi

sió
n 

y 
C

om
ité

 d
e T

ra
ns

pa
re

nc
ia

.
-N

or
m

at
iv

id
ad

 d
e 

la
s O

bl
ig

ac
io

ne
s d

e T
ra

ns
pa

re
nc

ia
.

-P
ro

te
cc

ió
n 

de
 d

at
os

 p
er

so
na

le
s y

 d
er

ec
ho

 a
rc

o.
-L

a 
co

m
pe

te
nc

ia
 a

 d
es

ar
ro

lla
r d

e c
ad

a 
un

o 
y 

qu
ie

ne
s h

an
 d

ise
ña

do
 o

 re
di

se
ña

do
 el

 c
on

te
ni

-
do

 d
e 

la
 o

fe
rt

a 
ed

uc
at

iv
a 

o 
de

 c
ap

ac
ita

ci
ón

.
-L

a 
of

er
ta

 e
du

ca
tiv

a 
co

rr
es

po
nd

e 
a 

la
 u

til
id

ad
 d

e 
lo

s c
on

te
ni

do
s i

m
pa

rt
id

os
 (e

n 
cu

al
qu

ie
r 

m
od

al
id

ad
 o

 p
ro

gr
am

a)
, p

ar
a 

lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s, 

a 
fin

 d
e 

cu
m

pl
ir 

co
n 

un
a 

ne
ce

sid
ad

 e
n 

pa
r-

tic
ul

ar
; p

or
 e

llo
, e

sta
 a

ba
rc

a 
lo

s s
ig

ui
en

te
s c

on
ce

pt
os

: 
-C

on
oc

er
 lo

s 
co

nc
ep

to
s, 

pr
in

ci
pi

os
 y

 a
nt

ec
ed

en
te

s 
re

fe
re

nt
es

 a
 lo

s 
te

m
as

 d
e 

Ac
ce

so
 a

 la
 

In
fo

rm
ac

ió
n 

y 
re

nd
ic

ió
n 

de
 c

ue
nt

as
. 

-D
om

in
ar

 e
l m

ar
co

 ju
ríd

ic
o 

ac
tu

al
 y

 su
s r

ef
or

m
as

 e
n 

m
at

er
ia

 d
e 

tr
an

sp
ar

en
ci

a 
y 

ac
ce

so
 a

 la
 

in
fo

rm
ac

ió
n 

en
 e

l á
m

bi
to

 n
ac

io
na

l, 
as

í c
om

o 
la

s a
tr

ib
uc

io
ne

s d
e 

lo
s o

rg
an

ism
os

 g
ar

an
te

s, 
pa

ra
 su

 a
pl

ic
ac

ió
n 

en
 la

 a
dm

in
ist

ra
ci

ón
 p

úb
lic

a.
 

-I
de

nt
ifi

ca
r l

as
 o

bl
ig

ac
io

ne
s d

e t
ra

ns
pa

re
nc

ia
 a 

cu
m

pl
ir,

 en
 té

rm
in

os
 d

e l
a L

eg
isl

at
ur

a L
oc

al
.
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

M
or

el
os

In
sti

tu
to

 M
or

el
en

se
 d

e 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
y 

Es
ta

dí
sti

ca

-P
od

er
 re

al
iza

r e
je

rc
ic

io
s p

rá
ct

ic
os

 p
ar

a 
la

 d
ifu

sió
n 

de
 la

 in
fo

rm
ac

ió
n 

de
 p

ub
lic

ac
ió

n 
ob

li-
ga

to
ria

. 
-R

ec
on

oc
er

 lo
s 

di
sti

nt
os

 m
ed

io
s 

de
 a

cc
es

o 
a 

la
 in

fo
rm

ac
ió

n 
pa

ra
 e

l m
ej

or
 u

so
 y

 to
m

a 
de

 
de

ci
sio

ne
s r

es
pe

ct
o 

de
 la

 in
fo

rm
ac

ió
n.

-C
om

pr
en

de
r l

a f
un

ci
ón

 d
e l

os
 ar

ch
iv

os
 p

ar
a e

l c
um

pl
im

ie
nt

o 
de

 la
 tr

an
sp

ar
en

ci
a y

 el
 in

su
-

m
o 

pa
ra

 la
 e

fe
ct

iv
a 

re
nd

ic
ió

n 
de

 c
ue

nt
as

. 
-I

de
nt

ifi
ca

r 
y 

an
al

iza
r 

el
 m

od
el

o 
de

 G
ob

ie
rn

o 
Ab

ie
rt

o,
 R

en
di

ci
ón

 d
e 

C
ue

nt
as

 y
 T

ra
ns

pa
-

re
nc

ia
 P

ro
ac

tiv
a.

18
N

ay
ar

it
In

sti
tu

to
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a 

y 
Ac

ce
so

 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
de

l E
sta

do
 d

e 
N

ay
ar

it

El
 m

od
el

o 
pe

da
gó

gi
co

 b
aj

o 
el

 cu
al

 se
 re

al
iza

n 
la

s c
ap

ac
ita

ci
on

es
 q

ue
 o

fre
ce

 el
 ó

rg
an

o 
ga

ra
nt

e 
es

 e
l t

ra
di

ci
on

al
.

19
N

ue
vo

 L
eó

n
C

om
isi

ón
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a 

y 
Ac

ce
so

 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
de

l 
Es

ta
do

 d
e 

N
ue

vo
 L

eó
n

Es
 u

n 
m

od
el

o 
tr

ad
ic

io
na

l, 
ya

 q
ue

 e
l i

ns
tr

uc
to

r s
e 

pr
es

en
ta

 a
nt

e 
el

 g
ru

po
 d

e 
pa

rt
ic

ip
an

te
s, 

ap
oy

ad
o 

co
ns

ta
nt

em
en

te
 c

on
 m

at
er

ia
l v

isu
al

 y
 t

ra
ns

m
ite

 e
l c

on
oc

im
ie

nt
o 

a 
tr

av
és

 d
e 

la
 

ex
po

sic
ió

n 
de

l c
on

te
ni

do
 d

e 
lo

s t
em

as
.

20
O

ax
ac

a
In

sti
tu

to
 d

e 
Ac

ce
so

 a
 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 
Pe

rs
on

al
es

 d
el

 E
sta

do
 d

e 
O

ax
ac

a

D
eb

id
o 

a 
la

 n
at

ur
al

ez
a 

de
 la

s c
ap

ac
ita

ci
on

es
, n

o 
se

 p
ue

de
 h

ab
la

r d
e 

un
 m

od
el

o 
pe

da
gó

gi
co

 
em

pl
ea

do
 e

n 
pa

rt
ic

ul
ar

 p
ar

a 
to

da
s, 

de
 ta

l m
od

o 
qu

e,
 p

ar
a 

lo
s t

em
as

 b
ás

ic
os

, e
l u

til
iza

do
 e

s 
el

 m
od

el
o 

co
nd

uc
tis

ta
, p

ue
s s

u 
fin

al
id

ad
 e

s u
bi

ca
r a

 q
ui

en
es

 to
m

an
 la

 c
ap

ac
ita

ci
ón

 e
n 

lo
s 

co
nc

ep
to

s f
un

da
m

en
ta

le
s d

e t
ra

ns
pa

re
nc

ia
. P

or
 o

tr
a p

ar
te

, c
ua

nd
o 

se
 tr

at
a d

e a
bo

rd
ar

 te
m

as
 

co
m

o 
lo

 so
n 

la
s p

la
ta

fo
rm

as
 d

ig
ita

le
s, 

en
to

nc
es

 se
 em

pl
ea

 el
 m

od
el

o 
co

ns
tr

uc
tiv

ist
a,

 d
e e

ste
 

m
od

o,
 q

ui
en

es
 r

ec
ib

en
 la

 c
ap

ac
ita

ci
ón

 tr
ab

aj
an

 lo
s 

m
at

er
ia

le
s 

de
sd

e 
un

a 
pe

rs
pe

ct
iv

a 
re

al
, 

la
 c

ap
ac

ita
ci

ón
 se

 v
ue

lv
e 

co
m

pl
et

am
en

te
 p

rá
ct

ic
a,

 y
 lo

s c
ap

ac
ita

do
re

s f
un

ci
on

an
 m

ás
 b

ie
n 

co
m

o 
un

a 
gu

ía
.
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

21
Pu

eb
la

In
sti

tu
to

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a 
Ac

ce
so

 a
 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 
Pe

rs
on

al
es

 d
el

 E
sta

do
 d

e 
Pu

eb
la

El
 m

od
el

o 
tr

ad
ic

io
na

l c
on

 a
lg

un
as

 c
ue

sti
on

es
 d

el
 m

od
el

o 
ed

uc
ac

io
na

l c
on

str
uc

tiv
ist

a.

22
Q

ue
ré

ta
ro

C
om

isi
ón

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a 
y 

Ac
ce

so
 

a 
la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

de
l E

sta
do

 d
e 

Q
ue

ré
ta

ro

Le
 in

fo
rm

o 
qu

e 
la

s c
ap

ac
ita

ci
on

es
 se

 e
str

uc
tu

ra
n 

e 
im

pa
rt

en
 c

on
fo

rm
e 

el
em

en
to

s t
eó

ric
os

, 
no

rm
at

iv
os

 y
 p

rá
ct

ic
os

 re
la

tiv
os

 a
l D

er
ec

ho
 d

e 
Ac

ce
so

 a
 la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

y 
la

 P
ro

te
cc

ió
n 

de
 

D
at

os
 P

er
so

na
le

s. 
Al

 re
sp

ec
to

, l
as

 p
rin

ci
pa

le
s r

ef
er

en
ci

as
 p

ar
a 

la
 c

on
str

uc
ci

ón
 d

e 
co

nt
en

id
o 

de
 la

s c
ap

ac
ita

ci
on

es
 a

tie
nd

en
:

1)
 la

 n
or

m
at

iv
id

ad
 n

ac
io

na
l (

es
pe

ci
al

m
en

te
 lo

 s
eñ

al
ad

o 
a 

ni
ve

l c
on

sti
tu

ci
on

al
 y

 le
ga

l, 
as

í 
co

m
o 

lo
s 

di
ve

rs
os

 li
ne

am
ie

nt
os

 e
m

iti
do

s 
po

r 
el

 S
ist

em
a 

N
ac

io
na

l d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a)
 y

 lo
s 

in
str

um
en

to
s d

e 
de

re
ch

o 
in

te
rn

ac
io

na
l a

pl
ic

ab
le

s;
2)

 e
l P

ro
gr

am
a 

N
ac

io
na

l d
e T

ra
ns

pa
re

nc
ia

 y
 A

cc
es

o 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
20

17
-2

02
1,

 e
sp

ec
ia

l-
m

en
te

 c
on

te
m

pl
an

do
 e

l E
je

 T
ra

ns
ve

rs
al

 A
 P

ro
m

oc
ió

n,
 D

ifu
sió

n 
y 

Fo
m

en
to

 d
e 

la
 C

ul
tu

ra
 

de
 la

 T
ra

ns
pa

re
nc

ia
 y

 A
cc

es
o 

a 
la

 In
fo

rm
ac

ió
n:

 e
l E

je
 T

em
át

ic
o 

2 
D

er
ec

ho
 d

e 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
(o

bj
et

iv
os

 2
.1

, 2
.2

, 2
.3

 y
 2

.6
); 

el
 E

je
 T

em
át

ic
o 

3 
G

ob
ie

rn
o 

Ab
ie

rt
o,

 T
ra

ns
pa

-
re

nc
ia

 P
ro

ac
tiv

a 
y 

si
po

t 
(o

bj
et

iv
os

 3
.1

, 3
.2

, 3
.3

 y
 3

.6
), 

y 
el

 E
je

 T
em

át
ic

o 
4 

Re
nd

ic
ió

n 
de

 
C

ue
nt

as
 (o

bj
et

iv
o 

4.
3)

3)
 e

l P
ro

gr
am

a 
N

ac
io

na
l d

e 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 P

er
so

na
le

s 2
01

8-
20

22
, e

sp
ec

ia
lm

en
te

 e
l 

Ej
e 

Te
m

át
ic

o 
Tr

an
sv

er
sa

l 3
 C

ap
ac

ita
ci

ón
 a

 lo
s 

re
sp

on
sa

bl
es

 e
n 

m
at

er
ia

 d
e 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 P
er

so
na

le
s (

lín
ea

s e
str

at
ég

ic
as

 3
.1

 y
 3

.2
).
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

23
Q

ui
nt

an
a 

Ro
o

In
sti

tu
to

 d
e 

Ac
ce

so
 

a 
la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

y 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 

Pe
rs

on
al

es
 d

e 
Q

ui
nt

an
a 

Ro
o

El
 id

ai
pq

ro
o 

ha
 d

iv
id

id
o 

en
 tr

es
 se

ct
or

es
 se

gú
n 

a 
qu

ie
ne

s d
iri

ge
 la

s a
cc

io
ne

s d
e 

ca
pa

ci
ta

-
ci

ón
, m

ot
iv

o 
po

r e
l c

ua
l e

l m
od

el
o 

pe
da

gó
gi

co
 im

pl
em

en
ta

do
 v

ar
ía

 e
n 

cu
an

to
 a

 q
ui

en
es

 se
 

di
rig

e,
 c

om
o 

se
 p

ue
de

 m
en

ci
on

ar
:

a.
 S

ec
to

r E
du

ca
tiv

o.
1.

 N
iñ

as
 y

 n
iñ

os
. L

as
 a

cc
io

ne
s i

m
pl

em
en

ta
da

s e
n 

m
at

er
ia

 d
e 

ca
pa

ci
ta

ci
ón

 se
 b

as
an

 e
n 

un
 

ap
re

nd
iza

je
 e

n 
ba

se
 a

 su
s e

xp
er

ie
nc

ia
s e

 in
te

re
se

s, 
pe

rm
iti

én
do

le
s e

xp
re

sa
r s

us
 e

xp
er

ie
nc

ia
s 

re
la

ci
on

án
do

la
s c

on
 e

l t
em

a 
qu

e 
se

 le
s e

xp
on

e.
2.

 J
óv

en
es

. L
a 

ca
pa

ci
ta

ci
ón

 s
e 

ce
nt

ra
 e

n 
un

 a
pr

en
di

za
je

 b
as

ad
os

 e
n 

la
 e

xp
os

ic
ió

n 
de

 la
s 

ex
pe

rie
nc

ia
s 

co
n 

la
 fi

na
lid

ad
 q

ue
 la

s 
re

pi
ta

n,
 s

in
 e

m
ba

rg
o 

no
 s

e 
ut

ili
za

n 
ev

al
ua

ci
on

es
 d

el
 

co
no

ci
m

ie
nt

o 
ad

qu
iri

do
.

b.
 S

ec
to

r S
uj

et
os

 O
bl

ig
ad

os
. E

n 
es

te
 se

ct
or

 el
 m

od
el

o 
im

pl
em

en
ta

do
 se

 b
as

e p
rin

ci
pa

lm
en

te
 

en
 tr

as
m

iti
r e

l c
on

oc
im

ie
nt

o 
de

 lo
s t

em
as

 q
ue

 se
 tu

te
la

n 
y 

no
 m

ed
ia

 u
na

 e
va

lu
ac

ió
n 

de
 lo

s 
co

nt
en

id
os

.
c.

 S
ec

to
r S

oc
ie

da
d 

en
 G

en
er

al
. M

od
el

o 
im

pl
em

en
ta

do
 se

 b
as

e 
pr

in
ci

pa
lm

en
te

 e
n 

tr
as

m
iti

r 
el

 c
on

oc
im

ie
nt

o 
de

 lo
s t

em
as

 q
ue

 se
 tu

te
la

n 
y 

no
 m

ed
ia

 u
na

 e
va

lu
ac

ió
n 

de
 lo

s c
on

te
ni

do
s.

C
ab

e 
se

ña
la

r, 
qu

e 
ac

tu
al

m
en

te
 e

l 
id

ai
pq

ro
o 

se
 e

nc
ue

nt
ra

 t
ra

ba
ja

nd
o 

en
 u

na
 e

str
at

eg
ia

 
di

gi
ta

l q
ue

 in
te

gr
a 

la
 e

va
lu

ac
ió

n 
de

 lo
s c

on
te

ni
do

s t
ra

sm
iti

do
s, 

as
í c

om
o 

la
 e

va
lu

ac
ió

n 
de

 
lo

s e
xp

os
ito

re
s.

24
Sa

n 
Lu

is 
Po

to
sí

C
om

isi
ón

 E
sta

ta
l d

e 
G

ar
an

tía
 d

e 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
de

 
Sa

n 
Lu

is 
Po

to
sí

As
im

ism
o,

 le
 in

fo
rm

o 
qu

e s
e c

ap
ac

ita
 a 

lo
s s

er
vi

do
re

s p
úb

lic
os

 d
e l

os
 d

ife
re

nt
es

 su
je

to
s o

bl
i-

ga
do

s y
 c

iu
da

da
ní

a 
en

 g
en

er
al

 e
n 

te
m

as
 re

la
ci

on
ad

os
 c

on
 la

 c
eg

ai
p,

 ta
le

s c
om

o 
tr

an
sp

ar
en

-
ci

a,
 a

cc
es

o 
a 

la
 in

fo
rm

ac
ió

n 
pú

bl
ic

a,
 p

ro
te

cc
ió

n 
de

 d
at

os
 p

er
so

na
le

s, 
ge

sti
ón

 d
oc

um
en

ta
l, 

go
bi

er
no

 a
bi

er
to

, t
ra

ns
pa

re
nc

ia
 p

ro
ac

tiv
a 

y 
re

nd
ic

ió
n 

de
 c

ue
nt

as
, e

n 
lo

s c
ua

le
s, 

el
 p

er
so

na
l 

de
 la

 c
eg

ai
p,

 co
m

o 
je

fa
 d

e U
ni

da
d 

de
 V

er
ifi

ca
ci

on
es

, t
itu

la
r d

e l
a U

ni
da

d 
de

 T
ra

ns
pa

re
nc

ia
, 

di
re

ct
or

 d
e 

An
ál

isi
s, 

V
ig

ila
nc

ia
 y

 G
es

tió
n,

 d
ire

ct
or

a 
de

 D
at

os
 P

er
so

na
le

s, 
di

re
ct

or
 Ju

ríd
ic

o,
 

di
re

ct
or

 d
e 

Te
cn

ol
og

ía
s 

de
 la

 I
nf

or
m

ac
ió

n,
 s

ec
re

ta
ria

 T
éc

ni
ca

 y
 la

 s
ec

re
ta

ria
 d

e 
Pl

en
o,

 e
n 

al
gu

no
s c

as
os

 h
an

 te
ni

do
 in

te
rv

en
ci

ón
 en

 ca
pa

ci
ta

ci
on

es
 ex

po
ni

en
do

 su
 te

m
a e

n 
es

pe
cí

fic
o,

 
en

 lo
s a

ño
s 2

01
8,

 2
01

9 
y 

pa
rt

e d
el

 2
02

0 
se

 re
al

iza
ro

n 
de

 m
an

er
a p

re
se

nc
ia

l y
 d

eb
id

o 
a r

eg
u-

la
ci

on
es

 d
e 

sa
lu

d 
en

 re
sto

 d
el

 a
ño

 2
02

0 
se

 h
an

 re
al

iza
do

 c
ap

ac
ita

ci
on

es
, a

se
so

ría
s y

 p
la

tic
as

 
en

 lí
ne

a 
po

r 
m

ed
io

 d
e 

Zo
om

, G
oo

gl
e 

M
ee

t, 
W

ha
tsa

pp
, e

tc
., 

co
n 

la
 fi

na
lid

ad
 d

e 
cu

m
pl

ir 
co

n 
lo

 p
ro
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Tabla 3
Reconocimiento de modelo pedagógico utilizado 

en las capacitaciones de los ogl

# Estado Instituto P4r_cat1
01 Aguascalientes Instituto de Transparencia del Estado de 

Aguascalientes
No reconoce 
modelo pedagógico

02 Baja California Instituto de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Baja 
California

No reconoce 
modelo pedagógico

03 Baja California 
Sur

Instituto de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Baja 
California Sur

No reconoce 
modelo pedagógico

04 Campeche Comisión de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública del Estado de 
Campeche

Sí reconoce modelo 
pedagógico

05 Chiapas Instituto de Transparencia, Acceso a 
la Información y Protección de Datos 
Personales del Estado de Chiapas

No reconoce 
modelo pedagógico

06 Chihuahua Instituto Chihuahuense para la 
Transparencia y Acceso a la Información 
Pública

Sí reconoce modelo 
pedagógico

07 Coahuila Instituto Coahuilense de Acceso a la 
Información Pública

Sí reconoce modelo 
pedagógico

08 Colima Instituto de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Protección de 
Datos del Estado de Colima

Sí reconoce modelo 
pedagógico

09 Ciudad de 
México

Instituto de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública, Protección de Datos 
Personales y Rendición de Cuentas de la 
Ciudad de México

Sí reconoce modelo 
pedagógico

10 Durango Instituto Duranguense de Acceso a la 
Información Pública y de Protección de 
Datos Personales

No reconoce 
modelo pedagógico

11 Guanajuato Instituto de Acceso a la Información 
Pública para el Estado de Guanajuato

No reconoce 
modelo pedagógico

12 Guerrero Instituto de Transparencia, Acceso a 
la Información y Protección de Datos 
Personales del Estado de Guerrero

Sin información
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# Estado Instituto P4r_cat1
13 Hidalgo Instituto de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública Gubernamental y 
Protección de Datos Personales del Estado 
de Hidalgo

Sí reconoce modelo 
pedagógico

14 Jalisco Instituto de Transparencia, Información 
Pública y Protección de Datos Personales 
del Estado de Jalisco

Sí reconoce modelo 
pedagógico

15 Estado de 
México

Instituto de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Protección de 
Datos Personales del Estado de México y 
Municipios

Sin información

16 Michoacán Instituto Michoacano de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales

No reconoce 
modelo pedagógico

17 Morelos Instituto Morelense de Información 
Pública y Estadística

No reconoce 
modelo pedagógico

18 Nayarit Instituto de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Nayarit

Sí reconoce modelo 
pedagógico

19 Nuevo León Comisión de Transparencia y Acceso a la 
Información del Estado de Nuevo León

Sí reconoce modelo 
pedagógico

20 Oaxaca Instituto de Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales 
del Estado de Oaxaca

Sí reconoce modelo 
pedagógico

21 Puebla Instituto de Transparencia Acceso a la 
Información Pública y Protección de 
Datos Personales del Estado de Puebla

Sí reconoce modelo 
pedagógico

22 Querétaro Comisión de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública del Estado de 
Querétaro

No reconoce 
modelo pedagógico

23 Quintana Roo Instituto de Acceso a la Información 
y Protección de Datos Personales de 
Quintana Roo

No reconoce 
modelo pedagógico

24 San Luis Potosí Comisión Estatal de Garantía de Acceso a 
la Información Pública de San Luis Potosí

No reconoce 
modelo pedagógico

25 Sinaloa Comisión Estatal para el Acceso a la 
Información Pública de Sinaloa

No reconoce 
modelo pedagógico

26 Sonora Instituto Sonorense de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y 
Protección de Datos Personales

Sí reconoce modelo 
pedagógico

27 Tabasco Instituto Tabasqueño de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública

Sin información
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# Estado Instituto P4r_cat1
28 Tamaulipas Instituto de Transparencia y Acceso a la 

Información de Tamaulipas
No reconoce 
modelo pedagógico

29 Tlaxcala Instituto de Acceso a la Información 
Pública y Protección de Datos Personales 
del Estado de Tlaxcala

Sí reconoce modelo 
pedagógico

30 Veracruz Instituto Veracruzano de Acceso a la 
Información y Protección de Datos 
Personales

Sin información

31 Yucatán Instituto Estatal de Transparencia, Acceso 
a la Información Pública y Protección de 
Datos Personales

Sí reconoce modelo 
pedagógico

32 Zacatecas Instituto Zacatecano de Transparencia, 
Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales

Sí reconoce modelo 
pedagógico

Fuente: Elaboración propia basada en las respuestas obtenidas a través de solicitudes de 
información.
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n 
de

 id
en

tifi
ca

r l
a 

ca
nt

id
ad

 d
e 

pa
rt

ic
i-

pa
nt

es
 q

ue
 ti

en
en

 a
lg

ún
 c

on
oc

im
ie

nt
o 

pr
ev

io
 so

br
e 

la
 m

at
er

ia
.

- E
va

lu
ac

ió
n 

Fo
rm

at
iv

a:
 al

 co
nc

lu
ir 

el
 te

m
a,

 se
 p

re
gu

nt
a a

 ca
da

 p
ar

tic
ip

an
te

 
so

br
e l

os
 co

nc
ep

to
s e

xp
ue

sto
s p

ar
a r

ef
or

za
r l

a a
dq

ui
sic

ió
n 

de
 co

no
ci

m
ie

nt
o.

- E
va

lu
ac

ió
n 

Fi
na

l: 
se

 re
al

iza
 u

n 
cu

es
tio

na
rio

 a
l fi

na
liz

ar
 la

 se
sió

n.

Sí

03
Ba

ja
 C

al
ifo

rn
ia

 
Su

r
In

sti
tu

to
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a 

y 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
de

l E
sta

do
 d

e 
Ba

ja
 

C
al

ifo
rn

ia
 S

ur

N
o 

se
 re

al
iza

n 
ev

al
ua

ci
on

es
 e

n 
la

s c
ap

ac
ita

ci
on

es
.

N
o
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

Re
al

iz
a 

ev
al

ua
ció

n 
a 

ca
pa

cit
ad

os
04

C
am

pe
ch

e
C

om
isi

ón
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a 

y 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
de

l E
sta

do
 d

e 
C

am
pe

ch
e

Se
 h

ac
e 

su
 c

on
oc

im
ie

nt
o 

(si
c)

 q
ue

 d
ur

an
te

 e
l a

ño
 2

01
8 

la
 m

et
od

ol
og

ía
 c

on
 

la
 c

ua
l s

e 
ev

al
ua

ba
n 

a 
lo

s 
pa

rt
ic

ip
an

te
s 

en
 la

s 
ca

pa
ci

ta
ci

on
es

 r
ea

liz
ad

as
 s

e 
de

ta
lla

 a
 c

on
tin

ua
ci

ón
: 1

. A
l l

le
ga

r, 
el

 p
ar

tic
ip

an
te

 d
eb

er
á 

fir
m

ar
 la

 li
sta

 d
e 

as
ist

en
ci

a 
a 

la
 c

ap
ac

ita
ci

ón
; 2

. E
l p

ar
tic

ip
an

te
 d

eb
er

á 
pe

rm
an

ec
er

 to
do

 e
l 

tie
m

po
 e

n 
la

 c
ap

ac
ita

ci
ón

; 3
. E

l p
ar

tic
ip

an
te

 d
eb

er
á 

la
 e

va
lu

ac
ió

n 
(si

c)
 d

e 
ap

re
nd

iza
je

 d
ia

gn
ós

tic
o;

 4
. E

l p
ar

tic
ip

an
te

 d
eb

er
á 

lle
na

r l
a 

fic
ha

 d
e 

Ev
al

ua
-

ci
ón

 d
e C

al
id

ad
; 5

. E
l i

ns
tr

uc
to

r d
ar

á i
ns

tr
uc

ci
on

es
 p

ar
a q

ue
 el

 p
ar

tic
ip

an
te

 
re

al
ic

e l
a e

va
lu

ac
ió

n 
fin

al
 y

 en
 su

 ca
so

, l
a r

ea
liz

ac
ió

n 
de

 u
n 

tr
ab

aj
o 

fin
al

 en
 la

 
qu

e 
se

 a
pl

iq
ue

n 
lo

s c
on

oc
im

ie
nt

os
 a

dq
ui

rid
os

; 6
. E

l p
ar

tic
ip

an
te

 e
nt

re
ga

rá
 

en
 ti

em
po

 y
 fo

rm
a s

u 
ev

al
ua

ci
ón

 y
 en

 su
 ca

so
, s

u 
tr

ab
aj

o 
fin

al
 a 

la
 D

ire
cc

ió
n 

de
 C

ap
ac

ita
ci

ón
 y

 P
ro

m
oc

ió
n;

 7
. L

a 
D

ire
cc

ió
n 

de
 C

ap
ac

ita
ci

ón
 y

 P
ro

m
o-

ci
ón

 se
 c

oo
rd

in
a 

co
n 

el
 in

str
uc

to
r d

el
 c

ur
so

 p
ar

a 
ca

lifi
ca

r l
as

 e
va

lu
ac

io
ne

s y
 

lo
s t

ra
ba

jo
s fi

na
le

s; 
8.

 S
e 

le
 n

ot
ifi

ca
 a

l p
ar

tic
ip

an
te

 si
 d

es
ea

 re
al

iza
r l

as
 c

o-
rr

ec
ci

on
es

 p
er

tin
en

te
s, 

la
s c

ua
le

s d
eb

er
á 

en
tre

ga
r e

n 
el

 ti
em

po
 e

n 
qu

e 
se

 le
 

in
di

qu
e;

 9
. E

l i
ns

tr
uc

to
r e

nt
re

ga
 a

 la
 D

ire
cc

ió
n 

de
 C

ap
ac

ita
ci

ón
 y

 P
ro

m
o-

ci
ón

 e
l l

ist
ad

o 
de

 lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s a

cr
ed

ita
do

s; 
10

. L
a 

Se
cr

et
ar

ía
 E

je
cu

tiv
a 

au
to

riz
a 

la
 li

sta
 d

e 
ac

re
di

ta
do

s c
ot

ej
an

do
 la

 li
sta

 d
e 

as
ist

en
ci

a 
y 

ev
al

ua
ci

ón
 

de
 lo

s p
ar

tic
ip

an
te

s. 
A 

pa
rt

ir 
de

 e
ne

ro
 d

e 
20

19
, s

e 
ag

re
gó

 a
 la

 m
et

od
ol

og
ía

 
an

te
rio

r l
os

 si
gu

ie
nt

es
 p

un
to

s: 
1.

 E
l p

ar
tic

ip
an

te
 d

eb
er

á 
re

gi
str

ar
se

 p
re

vi
a-

m
en

te
 e

n 
el

 f
or

m
ul

ar
io

 e
n 

lín
ea

 q
ue

 s
e 

le
s 

en
ví

a 
ju

nt
o 

co
n 

el
 o

fic
io

 d
e 

in
vi

ta
ci

ón
 al

 cu
rs

o;
 2

. A
 p

ar
tir

 d
e e

llo
 se

 el
ab

or
a l

a l
ist

a d
e a

sis
te

nc
ia

, l
a c

ua
l 

el
 p

ar
tic

ip
an

te
 d

eb
er

á 
fir

m
ar

 a
l l

le
ga

r a
 la

 c
ap

ac
ita

ci
ón

.

Sí
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

Re
al

iz
a 

ev
al

ua
ció

n 
a 

ca
pa

cit
ad

os
05

C
hi

ap
as

In
sti

tu
to

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a,
 

Ac
ce

so
 a

 la
 

In
fo

rm
ac

ió
n 

y 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 

Pe
rs

on
al

es
 d

el
 E

sta
do

 
de

 C
hi

ap
as

D
ad

o 
qu

e 
el

 it
ai

p 
C

hi
ap

as
 n

o 
es

 u
na

 in
sti

tu
ci

ón
 e

du
ca

tiv
a 

fo
rm

al
, n

o 
ha

y 
m

ec
an

ism
os

 d
e 

ev
al

ua
ci

ón
, s

ol
am

en
te

 se
 a

cr
ed

ita
n 

lo
s c

ur
so

s y
 ta

lle
re

s c
on

 
la

 a
sis

te
nc

ia
, m

ed
ia

nt
e 

co
ns

ta
nc

ia
s d

e 
pa

rt
ic

ip
ac

ió
n.

N
o

06
C

hi
hu

ah
ua

In
sti

tu
to

 
C

hi
hu

ah
ue

ns
e 

pa
ra

 
la

 T
ra

ns
pa

re
nc

ia
 

y 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a

D
ad

as
 la

s c
on

di
ci

on
es

 a
ct

ua
le

s d
e 

la
 p

an
de

m
ia

, n
o 

se
 re

al
iza

n 
ev

al
ua

ci
on

es
 

a 
lo

s p
ar

tic
ip

an
te

s d
er

iv
ad

o 
qu

e 
to

da
s l

as
 c

ap
ac

ita
ci

on
es

 so
n 

vi
rt

ua
le

s, 
sin

 
em

ba
rg

o,
 se

 ti
en

e p
la

ne
ad

o 
ap

lic
ar

 u
na

 se
rie

 d
e e

xá
m

en
es

 v
irt

ua
le

s, 
a fi

n 
de

 
co

rr
ob

or
ar

 la
 a

dq
ui

sic
ió

n 
de

 c
on

oc
im

ie
nt

os
 p

or
 p

ar
te

 d
e 

lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s.

N
o

07
C

oa
hu

ila
In

sti
tu

to
 

C
oa

hu
ile

ns
e 

de
 A

cc
es

o 
a 

la
 

In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a

Pa
ra

 la
 e

va
lu

ac
ió

n 
de

 lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s a

sis
te

nt
es

 a
 la

s c
ap

ac
ita

ci
on

es
 e

m
iti

-
da

s, 
se

 re
al

iza
 la

 a
pl

ic
ac

ió
n 

de
 c

ue
sti

on
ar

io
s d

e 
ev

al
ua

ci
ón

, c
om

o 
m

ec
an

is-
m

o 
pa

ra
 m

ed
ir 

la
 re

te
nc

ió
n 

de
 la

 in
fo

rm
ac

ió
n 

tr
an

sm
iti

da
.

Po
r l

o 
qu

e 
ha

ce
 a

 la
s y

 lo
s s

er
vi

do
re

s p
úb

lic
os

 c
ap

ac
ita

do
s p

re
se

nc
ia

lm
en

te
 

po
r l

a D
ire

cc
ió

n 
de

 C
ap

ac
ita

ci
ón

 y
 C

ul
tu

ra
 d

e l
a T

ra
ns

pa
re

nc
ia

 n
o 

se
 ap

lic
a 

un
a 

ev
al

ua
ci

ón
; e

n 
el

 c
as

o 
de

 c
ap

ac
ita

ci
on

es
 q

ue
 s

e 
im

pa
rt

en
 a

 d
ist

an
ci

a,
 

co
m

o 
es

 e
l c

as
o 

de
l c

ur
so

 d
en

om
in

ad
o 

“O
pe

ra
ci

ón
 y

 fu
nc

io
na

lid
ad

es
 d

el
 

si
po

t:
 P

ro
ce

so
s d

e c
ar

ga
, a

ct
ua

liz
ac

ió
n 

y 
bo

rr
ad

o 
de

 re
gi

str
os

”,
 se

 ap
lic

ó 
un

 
cu

es
tio

na
rio

 v
ía

 e
le

ct
ró

ni
ca

 (a
 d

ist
an

ci
a)

, e
l c

ua
l c

on
sta

 d
e 

10
 re

ac
tiv

os
 d

e 
op

ci
ón

 m
úl

tip
le

.
...

la
 D

ire
cc

ió
n 

de
 G

es
tió

n 
D

oc
um

en
ta

l y
 P

ro
ce

di
m

ie
nt

os
 ap

lic
a u

n 
cu

es
tio

-
na

rio
 e

va
lu

an
do

 a
 lo

s p
ar

tic
ip

an
te

s a
l fi

na
l d

el
 c

ur
so

”.
La

 fo
rm

a 
de

 e
va

lu
ar

 a
 lo

s p
ar

tic
ip

an
te

s e
n 

la
s c

ap
ac

ita
ci

on
es

 re
al

iza
da

s, 
es

 
m

ed
ia

nt
e 

la
 a

pl
ic

ac
ió

n 
de

 u
na

 e
va

lu
ac

ió
n 

so
br

e 
el

 te
m

a 
im

pa
rt

id
o.

Sí
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

Re
al

iz
a 

ev
al

ua
ció

n 
a 

ca
pa

cit
ad

os
08

C
ol

im
a

In
sti

tu
to

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a,
 

Ac
ce

so
 a

 la
 

In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

y 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 d

el
 E

sta
do

 d
e 

C
ol

im
a

La
 e

va
lu

ac
ió

n 
co

ns
ist

e 
en

 la
 a

pl
ic

ac
ió

n 
de

 e
xá

m
en

es
 p

os
te

rio
re

s a
 la

 se
sió

n 
de

 c
ap

ac
ita

ci
ón

, d
e 

ac
ue

rd
o 

a 
la

 m
at

er
ia

, e
n 

la
 q

ue
 ta

m
bi

én
 se

 in
cl

uy
e 

un
 

fo
rm

at
o 

pa
ra

 e
va

lu
ac

ió
n 

de
l p

on
en

te
.

Sí

09
C

iu
da

d 
de

 
M

éx
ic

o
In

sti
tu

to
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a,

 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a,
 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 P
er

so
na

le
s 

y 
Re

nd
ic

ió
n 

de
 

C
ue

nt
as

 d
e 

la
 

C
iu

da
d 

de
 M

éx
ic

o

...
lo

s p
ar

tic
ip

an
te

s a
l fi

na
l d

e c
ad

a a
cc

ió
n 

de
 ca

pa
ci

ta
ci

ón
, s

ea
 en

 m
od

al
id

ad
 

a 
di

sta
nc

ia
 o

 p
re

se
nc

ia
l, 

de
 ig

ua
l m

an
er

a 
qu

e 
en

 lo
s t

ut
or

ia
le

s, 
se

 re
al

iza
 u

n 
cu

es
tio

na
rio

 d
e 

op
ci

ón
 m

úl
tip

le
, e

ste
 e

s c
al

ifi
ca

do
 y

 re
gi

str
ad

o 
en

 e
l C

am
-

pu
s V

irt
ua

l d
e 

Ap
re

nd
iza

je
.

D
isp

on
ib

le
 e

n:
 h

ttp
s:/

/c
av

a.
in

fo
cd

m
x.

or
g.

m
x/

Sí

10
D

ur
an

go
In

sti
tu

to
 

D
ur

an
gu

en
se

 
de

 A
cc

es
o 

a 
la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
y 

de
 P

ro
te

cc
ió

n 
de

 
D

at
os

 P
er

so
na

le
s

N
o 

se
 c

on
sid

er
a 

un
a 

ev
al

ua
ci

ón
 a

 lo
s s

er
vi

do
re

s p
úb

lic
os

 o
 a

 la
 so

ci
ed

ad
 c

i-
vi

l, 
se

 c
on

te
m

pl
a 

un
a 

ev
al

ua
ci

ón
 a

l p
on

en
te

 q
ue

 d
es

ar
ro

lla
 la

 c
ap

ac
ita

ci
ón

.
N

o

11
G

ua
na

ju
at

o
In

sti
tu

to
 d

e 
Ac

ce
so

 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
pa

ra
 

el
 E

sta
do

 d
e 

G
ua

na
ju

at
o

Re
sp

ec
to

 al
 p

un
to

 6
 se

 in
fo

rm
a q

ue
 n

o 
se

 re
al

iza
n 

ev
al

ua
ci

on
es

 a 
lo

s p
ar

tic
i-

pa
nt

es
 e

n 
la

s c
ap

ac
ita

ci
on

es
 q

ue
 se

 re
al

iza
n,

 ú
ni

ca
m

en
te

 se
 a

pl
ic

an
 e

nc
ue

s-
ta

s d
e 

sa
tis

fa
cc

ió
n 

y 
se

 e
va

lú
an

 a
 lo

s c
ap

ac
ita

do
re

s.

N
o
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

Re
al

iz
a 

ev
al

ua
ció

n 
a 

ca
pa

cit
ad

os
12

G
ue

rr
er

o
In

sti
tu

to
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a,

 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 
Pe

rs
on

al
es

 d
el

 E
sta

do
 

de
 G

ue
rr

er
o

Si
n 

in
fo

rm
ac

ió
n.

Si
n 

in
fo

rm
ac

ió
n

13
H

id
al

go
In

sti
tu

to
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a,

 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
G

ub
er

na
m

en
ta

l y
 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 
Pe

rs
on

al
es

 d
el

 E
sta

do
 

de
 H

id
al

go

N
o 

se
 e

va
lú

a 
co

n 
un

 m
od

el
o 

es
ta

bl
ec

id
o,

 h
as

ta
 e

ste
 m

om
en

to
. S

in
 e

m
ba

r-
go

, s
e v

e r
efl

ej
ad

o 
en

 la
s e

va
lu

ac
io

ne
s d

e p
or

ta
le

s y
 en

 el
 n

úm
er

o 
de

 re
cu

rs
os

 
qu

e 
se

 in
te

rp
on

en
.

N
o

14
Ja

lis
co

In
sti

tu
to

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a,
 

In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

y 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 P

er
so

na
le

s d
el

 
Es

ta
do

 d
e 

Ja
lis

co

En
 e

l c
as

o 
de

 lo
s p

ro
gr

am
as

 a
ca

dé
m

ic
os

 le
va

do
s (

sic
) a

 c
ab

o 
po

r l
a 

C
oo

rd
i-

na
ci

ón
 d

e 
In

ve
sti

ga
ci

ón
 y

 P
ro

gr
am

as
 E

du
ca

tiv
os

, s
e 

ev
al

úa
n 

co
nf

or
m

e 
a 

lo
 

es
ta

bl
ec

id
o 

en
 e

l R
eg

la
m

en
to

 G
en

er
al

 d
el

 C
en

tro
 d

e 
Es

tu
di

os
 S

up
er

io
re

s 
de

 la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 P
er

so
na

le
s, 

ta
m

bi
én

 p
or

 
se

ña
la

do
 (

sic
) 

po
r 

la
s 

au
to

rid
ad

es
 d

el
 i

te
i 

y 
de

l c
es

ip
, a

sí 
co

m
o 

po
r 

lo
s 

re
qu

isi
to

s d
e e

gr
es

o,
 es

ta
bl

ec
id

os
 d

es
de

 la
 co

nv
oc

at
or

ia
 d

e c
ad

a d
ip

lo
m

ad
o,

 
es

pe
ci

al
id

ad
, t

al
le

r o
 cu

rs
o 

of
er

ta
do

, p
or

 lo
 q

ue
 v

ar
ía

 la
 fo

rm
a d

e e
va

lu
ac

ió
n 

de
 lo

s e
stu

di
an

te
s, 

di
ch

os
 p

ro
gr

am
as

 e
du

ca
tiv

os
 p

ue
de

n 
co

no
ce

rlo
s e

n…

Sí
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

Re
al

iz
a 

ev
al

ua
ció

n 
a 

ca
pa

cit
ad

os
15

Es
ta

do
 d

e 
M

éx
ic

o
In

sti
tu

to
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a,

 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 P
er

so
na

le
s d

el
 

Es
ta

do
 d

e 
M

éx
ic

o 
y 

M
un

ic
ip

io
s

Si
n 

in
fo

rm
ac

ió
n.

Si
n 

in
fo

rm
ac

ió
n

16
M

ic
ho

ac
án

In
sti

tu
to

 
M

ic
ho

ac
an

o 
de

 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a,

 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 
Pe

rs
on

al
es

...
se

 in
fo

rm
a 

qu
e 

el
 D

ep
ar

ta
m

en
to

 d
e 

C
ap

ac
ita

ci
ón

 y
 V

in
cu

la
ci

ón
 C

iu
da

-
da

na
, a

ds
cr

ito
 a

 la
 C

oo
rd

in
ac

ió
n 

de
 I

nv
es

tig
ac

ió
n 

y 
C

ap
ac

ita
ci

ón
 d

e 
es

te
 

in
sti

tu
to

 n
o 

re
al

iza
 e

va
lu

ac
io

ne
s a

 lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s c

ap
ac

ita
do

s.

N
o

17
M

or
el

os
In

sti
tu

to
 M

or
el

en
se

 
de

 In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

y 
Es

ta
dí

sti
ca

Al
 fi

na
l d

el
 d

es
ar

ro
llo

 d
e 

cu
al

qu
ie

ra
 d

e 
lo

s p
ro

gr
am

as
 im

pa
rt

id
os

 (t
al

le
re

s, 
di

pl
om

ad
os

, c
ur

so
s, 

ca
pa

ci
ta

ci
on

es
, e

tc
ét

er
a)

, s
e p

rá
ct

ic
a a

 lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s 

un
a 

En
cu

es
ta

 d
e 

D
ia

gn
os

tic
o 

(si
c)

 d
e 

Ap
ro

ve
ch

am
ie

nt
o 

de
l A

pr
en

di
za

je
, 

ad
em

ás
, d

e 
qu

e 
se

 c
on

te
m

pl
a 

(d
e 

ac
ue

rd
o 

co
n 

la
 m

od
al

id
ad

), 
la

 e
nt

re
ga

 
de

 p
ro

ye
ct

os
 o

 tr
ab

aj
os

 p
ar

a 
ac

re
di

ta
r 

un
 re

co
no

ci
m

ie
nt

o 
o 

di
pl

om
a,

 q
ue

 
de

 fe
 d

e 
la

 p
ro

fe
sio

na
liz

ac
ió

n 
de

 u
n 

te
m

a 
en

 tr
an

sp
ar

en
ci

a.
 A

sim
ism

o,
 la

 
ev

al
ua

ci
ón

 a
 lo

s 
es

tu
di

an
te

s 
o 

pa
rt

ic
ip

an
te

s 
se

 r
ea

liz
a 

a 
tr

av
és

 d
e 

cu
es

tio
-

na
rio

s, 
ap

lic
ad

os
 p

or
 e

l r
es

po
ns

ab
le

 d
e 

ca
da

 p
ro

gr
am

a,
 a

l t
ér

m
in

o 
de

 c
ad

a 
pr

og
ra

m
a.

Sí
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

Re
al

iz
a 

ev
al

ua
ció

n 
a 

ca
pa

cit
ad

os
18

N
ay

ar
it

In
sti

tu
to

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a 
y 

Ac
ce

so
 a

 la
 

In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

de
l E

sta
do

 d
e 

N
ay

ar
it

La
 h

er
ra

m
ie

nt
a 

m
ed

ia
nt

e 
la

 c
ua

l s
e 

ev
al

úa
 a

 lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s e

n 
la

s c
ap

ac
i-

ta
ci

on
es

 re
al

iza
da

s e
s m

ed
ia

nt
e 

cu
es

tio
na

rio
s.

Sí

19
N

ue
vo

 L
eó

n
C

om
isi

ón
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a 

y 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
de

l 
Es

ta
do

 d
e 

N
ue

vo
 

Le
ón

Se
 r

ea
liz

a 
un

a 
ev

al
ua

ci
ón

 fi
na

l e
sc

rit
a,

 a
sí 

co
m

o 
un

a 
in

ic
ia

l e
 in

te
rm

ed
ia

. 
Es

ta
s ú

lti
m

as
 so

n 
de

 m
an

er
a 

ve
rb

al
 y

 se
 ll

ev
an

 a
 c

ab
o 

en
 e

l d
es

ar
ro

llo
 d

e 
la

 
se

sió
n,

 a
 tr

av
és

 d
e 

un
a 

in
te

ra
cc

ió
n 

en
tre

 e
l i

ns
tr

uc
to

r y
 lo

s p
ar

tic
ip

an
te

s.

Sí

20
O

ax
ac

a
In

sti
tu

to
 d

e 
Ac

ce
so

 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 

de
 D

at
os

 P
er

so
na

le
s 

de
l E

sta
do

 d
e 

O
ax

ac
a

H
as

ta
 el

 m
om

en
to

 en
 la

s c
ap

ac
ita

ci
on

es
 q

ue
 d

es
ar

ro
lla

 el
 ó

rg
an

o 
ga

ra
nt

e n
o 

se
 re

al
iza

n 
ev

al
ua

ci
on

es
 a

 lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s, 

ún
ic

am
en

te
 se

 d
es

ar
ro

lla
n 

ta
lle

-
re

s c
om

o 
ca

so
s p

rá
ct

ic
os

 p
ar

a 
te

ne
r u

na
 re

la
ci

ón
 e

str
ec

ha
 c

on
 lo

s d
er

ec
ho

s 
qu

e 
tu

te
la

 e
l ó

rg
an

o 
ga

ra
nt

e.

N
o

21
Pu

eb
la

In
sti

tu
to

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a 
Ac

ce
so

 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 

de
 D

at
os

 P
er

so
na

le
s 

de
l E

sta
do

 d
e 

Pu
eb

la

El
 it

ai
pu

e,
 en

 a
lg

un
as

 d
e s

us
 c

ap
ac

ita
ci

on
es

, p
id

e 
a 

lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s r

eq
ui

-
sit

ar
 u

na
 e

nc
ue

sta
 y

/o
 u

na
 e

va
lu

ac
ió

n,
 c

on
 la

 fi
na

lid
ad

 d
e 

ve
rifi

ca
r 

qu
e 

se
 

cu
m

pl
a 

co
n 

lo
s o

bj
et

iv
os

 d
e 

la
s m

ism
as

.

N
o



324

Rigoberto Silva Robles

#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

Re
al

iz
a 

ev
al

ua
ció

n 
a 

ca
pa

cit
ad

os
22

Q
ue

ré
ta

ro
C

om
isi

ón
 d

e 
Tr

an
sp

ar
en

ci
a 

y 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
de

l E
sta

do
 d

e 
Q

ue
ré

ta
ro

M
ed

ia
nt

e 
en

cu
es

ta
s d

e 
ca

lid
ad

.
N

o

23
Q

ui
nt

an
a 

Ro
o

In
sti

tu
to

 d
e 

Ac
ce

so
 

a 
la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

y 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 P

er
so

na
le

s d
e 

Q
ui

nt
an

a 
Ro

o

En
 lo

s 
ev

en
to

s 
de

 c
ap

ac
ita

ci
ón

 q
ue

 ll
ev

a 
a 

ca
bo

 e
ste

 I
ns

tit
ut

o 
po

r 
el

 m
o-

m
en

to
 n

o 
se

 re
al

iza
n 

ev
al

ua
ci

on
es

 c
om

o 
se

 se
ña

la
 e

n 
el

 p
un

to
 4

.
N

o

24
Sa

n 
Lu

is 
Po

to
sí

C
om

isi
ón

 E
sta

ta
l d

e 
G

ar
an

tía
 d

e 
Ac

ce
so

 
a 

la
 In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
de

 S
an

 L
ui

s 
Po

to
sí

Si
n 

in
fo

rm
ac

ió
n

Si
n 

in
fo

rm
ac

ió
n

25
Si

na
lo

a
C

om
isi

ón
 E

sta
ta

l 
pa

ra
 e

l A
cc

es
o 

a 
la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
de

 S
in

al
oa

…
 d

eb
e 

pr
ec

isá
rs

el
e 

al
 so

lic
ita

nt
e 

qu
e 

la
 c

ea
ip

 n
o 

ev
al

úa
 a

 lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s 

de
 su

s c
ap

ac
ita

ci
on

es
; s

in
 e

m
ba

rg
o,

 e
n 

m
uc

ho
s c

as
os

, s
e 

ot
or

ga
 u

na
 c

on
s-

ta
nc

ia
 p

or
 a

sis
tir

 a
 e

lla
s.

N
o

26
So

no
ra

In
sti

tu
to

 S
on

or
en

se
 

de
 T

ra
ns

pa
re

nc
ia

, 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 P
er

so
na

le
s

La
 e

va
lu

ac
ió

n 
se

 r
ea

liz
a 

en
 b

as
e 

a 
la

 c
or

re
ct

a 
ob

se
rv

ac
ió

n 
de

l D
er

ec
ho

 d
e 

Ac
ce

so
 a

 la
 I

nf
or

m
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

y 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 P

er
so

na
le

s, 
ta

nt
o 

pa
ra

 la
 C

iu
da

da
ní

a c
om

o 
pa

ra
 lo

s S
uj

et
os

 O
bl

ig
ad

os
, c

on
 in

de
pe

nd
en

ci
a d

e 
qu

e 
es

po
rá

di
ca

m
en

te
 se

 re
al

iza
n 

ex
ám

en
es

 d
e 

co
no

ci
m

ie
nt

o.

N
o
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

Re
al

iz
a 

ev
al

ua
ció

n 
a 

ca
pa

cit
ad

os
27

Ta
ba

sc
o

In
sti

tu
to

 T
ab

as
qu

eñ
o 

de
 T

ra
ns

pa
re

nc
ia

 
y 

Ac
ce

so
 a

 la
 

In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a

Si
n 

in
fo

rm
ac

ió
n

Si
n 

in
fo

rm
ac

ió
n

28
Ta

m
au

lip
as

In
sti

tu
to

 d
e 

Tr
an

sp
ar

en
ci

a 
y 

Ac
ce

so
 a

 la
 

In
fo

rm
ac

ió
n 

de
 

Ta
m

au
lip

as

A 
pa

rt
ir 

de
l p

re
se

nt
e 

añ
o 

se
 im

pl
em

en
ta

n 
m

ec
an

ism
os

 d
e 

ev
al

ua
ci

ón
 a

 lo
s 

pa
rt

ic
ip

an
te

s d
e 

lo
s t

al
le

re
s, 

ap
lic

an
do

 e
xá

m
en

es
 d

e 
co

no
ci

m
ie

nt
os

; p
or

 ra
-

zó
n 

de
 la

 c
on

tin
ge

nc
ia

 sa
ni

ta
ria

 so
lo

 se
 h

an
 a

pl
ic

ad
o 

do
s e

va
lu

ac
io

ne
s a

 lo
s 

pa
rt

ic
ip

an
te

s e
n 

lo
s c

ur
so

s r
ea

liz
ad

os
 p

or
 e

l I
ns

tit
ut

o 
y 

su
 p

re
pa

ra
ci

ón
 fu

e 
re

al
iza

da
 p

or
 la

 C
om

isi
ón

 d
e 

Te
cn

ol
og

ía
s d

e 
la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

y 
Pl

at
af

or
m

a 
N

ac
io

na
l d

e T
ra

ns
pa

re
nc

ia
, y

a 
qu

e 
el

 c
ur

so
 fu

e 
el

ab
or

ad
o 

po
r d

ic
ha

 in
sta

n-
ci

a.
 L

a 
ap

lic
ac

ió
n 

de
 e

va
lu

ac
io

ne
s s

e 
es

ta
bl

ec
ió

 c
om

o 
pa

rt
e 

de
 lo

s a
cu

er
do

s 
to

m
ad

os
 en

 el
 m

ar
co

 d
e l

a R
ed

 N
ac

io
na

l p
or

 u
na

 C
ul

tu
ra

 d
e l

a T
ra

ns
pa

re
n-

ci
a 

pa
ra

 id
en

tifi
ca

r e
l c

on
oc

im
ie

nt
o 

ad
qu

iri
do

 p
or

 lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s e

n 
la

s 
ac

ci
on

es
 d

e 
ca

pa
ci

ta
ci

ón
 q

ue
 re

al
iza

n 
to

do
s l

os
 in

sti
tu

to
s d

e 
tr

an
sp

ar
en

ci
a 

de
l p

aí
s.

Sí

29
T

la
xc

al
a

In
sti

tu
to

 d
e 

Ac
ce

so
 

a 
la

 In
fo

rm
ac

ió
n 

Pú
bl

ic
a 

y 
Pr

ot
ec

ci
ón

 
de

 D
at

os
 P

er
so

na
le

s 
de

l E
sta

do
 d

e 
T

la
xc

al
a

La
 e

va
lu

ac
ió

n 
a 

lo
s p

ar
tic

ip
an

te
s v

ar
ía

, d
ep

en
di

en
do

 d
e 

la
 a

ct
iv

id
ad

 a
 d

e-
sa

rr
ol

la
r.

Sí

30
Ve

ra
cr

uz
In

sti
tu

to
 

Ve
ra

cr
uz

an
o 

de
 A

cc
es

o 
a 

la
 

In
fo

rm
ac

ió
n 

y 
Pr

ot
ec

ci
ón

 d
e 

D
at

os
 

Pe
rs

on
al

es

Si
n 

in
fo

rm
ac

ió
n

Si
n 

in
fo

rm
ac

ió
n
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#
Es

ta
do

In
sti

tu
to

Re
sp

ue
sta

Re
al

iz
a 

ev
al

ua
ció

n 
a 

ca
pa

cit
ad

os
31

Yu
ca

tá
n

In
sti

tu
to

 E
sta

ta
l 

de
 T

ra
ns

pa
re

nc
ia

, 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
Pú

bl
ic

a 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 P
er

so
na

le
s

El
 p

er
so

na
l d

e 
la

 d
ire

cc
ió

n 
de

 C
ap

ac
ita

ci
ón

 C
ul

tu
ra

 d
e 

la
 T

ra
ns

pa
re

nc
ia

 
y 

Es
ta

dí
sti

ca
 e

s 
re

sp
on

sa
bl

e 
de

 d
ise

ña
r 

lo
s 

co
nt

en
id

os
 q

ue
 c

or
re

sp
on

de
n 

a 
la

 o
fe

rt
a 

ed
uc

at
iv

a 
de

 c
ap

ac
ita

ci
ón

, e
n 

re
la

ci
ón

 a
 la

s 
pl

át
ic

as
 im

pa
rt

id
as

 
a 

lo
s 

es
tu

di
an

te
s, 

la
 D

ire
cc

ió
n 

de
 V

in
cu

la
ci

ón
 y

 C
om

un
ic

ac
ió

n 
ha

 s
id

o 
re

sp
on

sa
bl

e 
de

 d
ise

ña
r l

os
 c

on
te

ni
do

s, 
co

m
o 

se
 d

es
cr

ib
e 

en
 e

l d
oc

um
en

to
 

an
te

s m
en

ci
on

ad
o.

N
o

32
Za

ca
te

ca
s

In
sti

tu
to

 Z
ac

at
ec

an
o 

de
 T

ra
ns

pa
re

nc
ia

, 
Ac

ce
so

 a
 la

 
In

fo
rm

ac
ió

n 
y 

Pr
ot

ec
ci

ón
 d

e 
D

at
os

 
Pe

rs
on

al
es

Se
 e

va
lú

a 
al

 c
ap

ac
ita

do
r-

in
str

uc
to

r, 
lo

s 
pr

oc
es

os
 d

e 
ut

ili
da

d,
 e

xp
ec

ta
tiv

as
 

cu
m

pl
id

as
 y

 la
 c

al
id

ad
 e

n 
at

en
ci

ón
, a

 t
ra

vé
s 

de
 u

na
 F

ic
ha

 d
e 

Ev
al

ua
ci

ón
 

de
 C

al
id

ad
.

La
 D

ire
cc

ió
n 

de
 C

ap
ac

ita
ci

ón
, P

ro
m

oc
ió

n 
y 

V
in

cu
la

ci
ón

 c
on

 la
 S

oc
ie

da
d 

no
 r

ea
liz

a 
ev

al
ua

ci
ón

 d
e 

co
no

ci
m

ie
nt

os
 a

dq
ui

rid
os

, s
e 

ha
 p

ue
sto

 a
 d

isp
o-

sic
ió

n 
de

 la
 so

ci
ed

ad
 y

 se
rv

id
or

es
 p

úb
lic

os
 u

n 
ch

at
 o

nl
in

e,
 c

or
re

os
 e

le
ct

ró
-

ni
co

s y
 lí

ne
as

 te
le

fó
ni

ca
s d

ire
ct

as
 p

ar
a 

cu
al

qu
ie

r r
et

ro
al

im
en
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CONCLUSIONES

Es posible encontrar evidencia de que la capacitación a los servidores pú-
blicos en México debe estar en la agenda académica. Particularmente en el 
caso de los órganos garantes en materia de transparencia, derecho a la in-
formación y protección de datos personales, se pueden observar elementos 
que confirman ciertos vacíos que sin duda deberían atenderse. 

En primer término, existe confusión en distintos órganos garantes 
con respecto a la idea de modelo pedagógico y la íntima relación que tie-
nen los modelos educativos con la evaluación de los participantes. La eva-
luación es entendida en términos generales como un asunto irrelevante, 
aun a pesar de reconocerse el uso de un modelo pedagógico. En la mayoría 
de las respuestas se advierte la ausencia de lineamientos o currículos que 
orienten la práctica en capacitación.

En segundo término y sobre la base de las respuestas, existen razones 
suficientes para sospechar que los indicadores relacionados con las acti-
vidades de capacitación se reducen al número de servidores públicos ca-
pacitados o al número de sujetos obligados atendidos, y no al propósito 
fundamental de aportar para la adquisición o la mejora de competencias 
para el trabajo que desempeñan. Se advierte un propósito para realizar la 
actividad, pero no para que sea efectiva. 

Sin duda alguna, tomar la capacitación como práctica en los órganos 
garantes es un campo fértil que permitirá en un primer momento caracte-
rizar con intensidad el objeto de estudio, para posteriormente comprender 
las relaciones causales entre las variables para la construcción de propues-
tas de solución. 
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INTRODUCCIÓN 

En el arco que va desde las Metas del Milenio a los Objetivos de Desarro-
llo Sostenible (ods) y una Agenda que despliega y busca generar compro-
misos con las proyecciones para el 2050, los grandes nudos problemáticos 
de las sociedades latinoamericanas se agrupan en la convergencia de tres 
desafíos principales: las dificultades para garantizar la supervivencia de las 
personas, el fortalecimiento de los mecanismos de convivencia, y el avance 
y consolidación de las estrategias de cuidado de los bienes comunes, bajo 
la orientación de los ods y en el marco de la sostenibilidad. Desde tales 
nudos se desprenden procesos en espiral abarcadores de un gran número 
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de retos sociales, económicos, educativos, políticos y tecnológicos para 
los cuales resulta necesario desarrollar la capacidad de generar opciones 
en escenarios de gran limitación, tomar decisiones inteligentes y hacerse 
corresponsables de los efectos de las estas a través de alianzas que permitan 
gestionar los problemas y alcanzar gradualmente los objetivos propuestos.

Como señala I. M. Doval, la política es, desde siempre, un saber de-
cisional (Doval, 2003). Abarcando niveles de decisión sobre la vida en 
común que afectan los planos de lo personal, lo organizacional y lo social, 
en el saber político convergen formas decisionales analíticas, deliberati-
vas y activas que ponen de manifiesto un conjunto de capacidades para: 
a) hacerse cargo de la dimensión política de facticidad, como plataforma 
descriptiva y analítica; b) manejar inteligentemente la dimensión de ac-
tualidad, como escenario deliberativo de valoración y priorización, y c) 
desplegar la dimensión de posibilidad, como elección prudente y compro-
miso ético con la sociedad y sus sectores más vulnerables (Martin-Fiorino, 
2017). En la intersección de tales dimensiones se encuentran el replan-
teamiento del tema de la gobernanza democrática en contextos globales y 
regionales y el abordaje crítico de sus principales desafíos, entre los cuales 
es necesario incluir la gestión de las migraciones masivas.

INTERDEPENDENCIA, GOBERNANZA Y COOPERACIÓN:  
BASES DE LA VIDA EN COMÚN

En un mundo y una Latinoamérica que, según la expresión del premio 
Nobel de Economía, M. Spence, marchan a “velocidades múltiples”, se 
sitúa uno de los temas centrales del tiempo presente: la gobernanza efec-
tiva, como espacio para buscar alternativas a la disfuncionalidad de las 
democracias tradicionales y a la inviabilidad de los sistemas autocráticos. 
El problema planteado por este autor se centra especialmente en la tensión 
entre la economía global y un nuevo enfoque para la toma de decisiones 
en la política mundial, que, sin embargo y desde su visión, se encaminan 
hacia una “convergencia inevitable” (Spence, 2012). Coincidentemente, y 
contextualizando la construcción de una buena gobernanza en el espacio 
de las relaciones entre Occidente y Oriente, N. Berggruen y N. Gardels 
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proponen un cambio de lógica para transformar las relaciones económicas 
y geopolíticas en el marco de la creciente interdependencia propia del 
tiempo presente (Berggruen y Gardels, 2012), como base de lo que deno-
minan “gobernanza inteligente para el siglo xxi”.

 La noción de interdependencia, que se sitúa en el núcleo del con-
cepto y la práctica de la gobernanza democrática, remite a la capacidad 
de aceptar, gestionar y aprender del encuentro con lo diverso, más allá de 
la relación de hegemonía; como interdependencia constructiva, permite 
hacer de ella una herramienta para la integración social y política y para la 
construcción del bien común y la gestión de los bienes comunes. La teoría 
de la interdependencia, surgida en el ámbito de las relaciones internacio-
nales en los años setenta del siglo xx, con autores como Robert Keohane y 
Joseh Nye (1977), se planteó en su momento como un modelo para expli-
car un conjunto de problemas de política internacional y darles respuesta. 
En su núcleo como modelo de interdependencia compleja, está siendo 
hoy replanteada para abordar, entre otros, el problema de las migraciones 
masivas y sus efectos sobre la política y la economía. 

De igual modo, como han mostrado M. Barajas Escamilla y L. Agui-
lar (2013), la interdependencia se halla estrechamente articulada a los 
conceptos de gobernanza y cooperación, y se constituye en una perspec-
tiva crítica para entender el desarrollo, abordar la solución de conflictos 
y formular esquemas de gestión política y económica. En la línea de este 
enfoque de la gobernanza, estudiada como gobernanza transfronteriza y 
estrechamente ligada a la problemática de las migraciones, cabe enfatizar 
en la necesidad de una visión sistémica capaz de dar cuenta de la comple-
jidad de los efectos humanos, sociales, políticos, económicos y culturales 
de los procesos de migración masiva que marcan hoy, entre otras regiones 
de mundo, a Latinoamérica.

Un enfoque integral y humano de la migración requiere hoy el re-
planteamiento del concepto de polis como unidad racional sistémica para 
la convivencia (Martin-Fiorino, 2019), abierta a los desafíos de la ciuda-
danía mundial y a la ciudadanía intercultural, como lo han planteado, 
entre otros, A. Cortina y M. Nussbaum. Para un cambio de paradigma 
en la gestión de las migraciones es necesario apuntar a un nuevo univer-
salismo humanitario, radicalmente diferente de las formas de hegemonía 
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representadas por los “universalismos” de la tecnópolis como gobierno de 
las máquinas al servicio de poder, o de la cosmópolis del mercado global, en 
sus pretensiones de homogeneidad productivo-consumista.

Los falsos universalismos de una tecnología o de un mercado sin lí-
mites requieren ser reemplazados por la universalidad de una ciudadanía 
abierta al respeto y la acogida de lo diferente, basada en la solidaridad, la 
cooperación y los derechos humanos, enriquecida por el uso responsable 
y humanizador de la tecnología y orientada a la re-energización ciudadana 
del ser humano migrante, como inteligencia y libertad llamadas a la aso-
ciatividad, más allá de toda forma reductiva basada en la desvalorización 
o la discriminación.

Las respuestas a este desafío necesitan el establecimiento de la vida 
como política, asumiendo la responsabilidad de su conocimiento, valora-
ción, protección, cuidado y proyección. Una gestión de la vida en común 
que toma en cuenta la diversidad y complejidad de sus problemáticas, 
pero también capaz de ver y activar las oportunidades implícitas en estas, 
para desarrollar herramientas comunicativas que posibiliten el desarrollo 
de nuevas formas de compatibilidad, complementación y cooperación y 
lo mejoren. 

MIGRACIÓN EXPERIENCIA DE LO HUMANO 

La convicción de que todo ser humano es un migrante ha estado presente 
con mucha fuerza en numerosos trabajos recientes de antropología, histo-
ria, ética, política, sociología y teología, entre otras, que han desarrollado 
espacios o perspectivas reflexivas y críticas sobre lo humano desde la ten-
sión conflictiva entre irrupción y rechazo, entre acogida y xenofobia, entre 
aprender a convivir en la diferencia o aferrarse a sobrevivir en la obsesión 
de la seguridad. La definición del humano como “migrante por naturale-
za” —propuesta por diversos autores en el marco de las exigencias actuales 
de acogida y hospitalidad— se enfrenta a la dura realidad contemporánea 
de las migraciones, plasmada, de manera muy elocuente, en los rostros 
de la humanidad migrante del grupo escultórico instalado en 2020 en la 
plaza San Pedro de Roma. El fenómeno actual de las migraciones, mirado 
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en su dureza pero también en su potencialidad rehumanizadora, pone de 
manifiesto el nexo que desde siempre —aunque nunca antes con las carac-
terísticas globales del presente— articula la experiencia de los humanos, la 
condición humana y la naturaleza de lo humano. 

La migración, especialmente en América Latina, está marcada hoy por 
la experiencia humana de la fragmentación social, la dispersión geográfica 
y la tensión entre la defensa de las frágiles bases económicas de la supervi-
vencia. Su gobernanza efectiva requiere la renovación de los mecanismos 
de acogida, que incluyen, entre otros y en su base, una educación para la 
hospitalidad, la formación de personal gubernamental en el manejo de 
la conflictividad asociada al fenómeno migratorio y la apertura de po-
sibilidades de inserción laboral y aporte a la economía de la sociedad de 
recepción. 

Esta puede transformarse en sociedad de acogida por medio de un 
trabajo sostenido (no solo espasmódico y puntual) que integre a su pobla-
ción, junto a los migrantes, en la construcción progresiva de unas bases 
más justas para la convivencia, mediante políticas para la transformación 
de los sistemas de distribución de la riqueza, la renovación de los acuerdos 
de gobernabilidad en alianza con universidades, empresas, asociaciones de 
la sociedad civil y organismos multilaterales, y el replanteamiento de la go-
bernanza democrática centrada en el desarrollo de la ciudadanía compleja 
e incluyente (Cortina, 2017). 

En el marco de un mundo globalizado e interconectado al cual La-
tinoamérica se encuentra articulada por nexos decididos desde relaciones 
asimétricas de poder e implementados de manera homogeneizadora en 
beneficio del mismo, surge como desafío reconocer y valorar la diversidad, 
para defender la propia y respetar la ajena, en una articulación que cons-
tituye la relación identitaria del ser con otros. Frente a la presión hacia la 
uniformidad representada principalmente por el poder los mercados y las 
hegemonías políticas, en las sociedades latinoamericanas contemporáneas 
una de las manifestaciones más fuertes de la diversidad, con sus insepa-
rables aspectos de complejidad y conflictividad, es la de las migraciones 
masivas, como irrupción del otro, emergencia de lo no esperado y puesta 
a prueba de las bases mismas de la convivencia y de los discursos que la 
fundamentan. 
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A través de las experiencias de hombres y mujeres concretos, históri-
cos, biográficos, en la conflictividad de las migraciones masivas va emer-
giendo la condición humana como espacio para realizar, desde la supervi-
vencia necesaria —en medio de tensiones, luchas, consensos y disensos— 
la construcción de condiciones para el vivir bien, como vivir-con: la con-
vivencia, como espacio progresivamente descubierto en el pensamiento, 
construido en la cultura, compartido en la educación, organizado en los 
sistemas políticos y favorecido u obstaculizado por estructuras económi-
cas. Para ello es necesario superar las ideas, discursos y prácticas hegemó-
nicas y monoculturales y dar paso a modos de pensar, relacionarse y actuar 
que muestren que el ser de lo humano “se dice de muchas maneras”, desde 
nuevas prácticas democráticas y multiculturales. 

BASES ÉTICAS Y POLÍTICAS DE LA HOSPITALIDAD 

La noción de hospitalidad, examinada como experiencia de una relación 
interpersonal y social y también como exigencia ética, evidencia una es-
trecha relación con la práctica, el concepto y la ob-ligación del cuidado, 
instancia esta última previa a todo pacto en la medida en que no responde 
solamente a un imperativo racional, sino también involucra a la perso-
na en todas sus dimensiones (Cortina, 2017). Las raíces latinas hospitalis, 
hospitalitas remiten a la consideración de una disposición —marcada por 
lo afectivo, lo racional y lo espiritual (lo que convoca una razón cordial)— 
hacia alguien, una o más personas, en situación de precariedad o vulnera-
ción. La naturaleza humana vulnerable, la condición de vulnerabilidad y 
las situaciones de vulneración están presentes en la experiencia de la rela-
ción interpersonal receptor-migrante, especialmente en tiempos de riesgo 
laboral generalizado, precariedad económica y afectación de la salud.

La persona vulnerada —en tanto pobre, enfermo, migrante, exclui-
do— es el referente de la hospitalidad, como exigencia de justicia en pri-
mer término, pero fundamentalmente como mandato ético de atención, 
cuidado y acompañamiento. Los modelos antropológicos y éticos presen-
tes en la base de la práctica de la hospitalidad remiten a características 
ausentes en las culturas marcadas por la indiferencia y el descarte, por 
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las manipulaciones objetivantes (la persona explotada) y por las nuevas 
expresiones de nacionalismo, xenofobia y disimulado (o abierto) racismo 
que se ensañan con el migrante, por ser diferente, y sobre todo con el mi-
grante como diferente pobre, según lo han mostrado los estudios sobre la 
aporofobia o rechazo al pobre (Cortina, 2017).

La figura de la hospitalidad se vincula, por una parte, a la acción de 
prestar asistencia y auxilio al necesitado (curar sus heridas, proveer a su 
necesidad de alimento o vestido), así como prestar consuelo a su pesa-
dumbre desde la compasión. Por otra parte, la hospitalidad como acto 
de acoger al otro —extranjero, migrante, refugiado—, y hacerlo desde 
el acercamiento a su condición de persona en condición de fragilidad y 
afectación, más allá de todo cálculo de beneficio o de cualquier obligación 
de contraprestación.

La exigencia moral de hospitalidad encuentra su fundamento en la 
ética de la acogida, propuesta por Emmanuel Levinas en la primera mitad 
del siglo xx, y que abarca, entre otras, a la bioética nacida en los años 
setenta, la ética del cuidado surgida en los años ochenta y con un auge 
importante en el comienzo del siglo xxi, las éticas de la compasión y, más 
explícitamente, la ética de la hospitalidad, propuesta por Daniel Innerari-
ty, como una ética de la solidaridad. A su vez, la práctica de la hospitalidad 
forma parte de las políticas de fomento y construcción de la convivencia 
ciudadana en el marco de la gobernanza democrática.

En sus fundamentos éticos, la hospitalidad es a) en primer término, 
una experiencia humana de encuentro, que excluye toda relación de ob-
jetivación, instrumentalización o aprovechamiento; b) en segundo tér-
mino, una categoría antropológica que permite interpretar al ser humano 
en su condición de socialidad y politicidad, como constructor de vida 
en común; c) en tercer término, una práctica social inteligente (racional 
y emocional) de construcción de “comunidad extendida”, que asume el 
riesgo de abordar positivamente la diferencia, aceptándola, respetándola, 
aprendiendo de ella y asociándose al diferente (migrante) para construir 
relaciones colaborativas en pluralismo y desde la solidaridad. 

Como experiencia, pone a prueba el modo de abrirse al diferente, no 
desde el temor sino a partir de la disposición afectiva (Arendt, 2001), que 
nos permite valorar al otro como fuente de aprendizajes posibles. En este 
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sentido, la construcción de convivencia consiste en ir ampliando, en una 
especie de movimiento rehumanizador en espiral ascendente, los niveles 
de comunidad que somos capaces de construir con el otro cercano, el otro 
conocido y el otro lejano —unidos todos ellos por el concepto de alteri-
dad, que los incluye—, lo cual es especialmente necesario en las situacio-
nes de recepción del extranjero, el migrante o el refugiado.

Como categoría, implica un esfuerzo hermenéutico que nos capacite 
para la reflexión, la escucha y el comprender lo que siente y experimenta 
el otro, como ser humano frágil y necesitado, aunque no siempre entenda-
mos o necesariamente compartamos sus ideas. Por otra parte, la hospitali-
dad como categoría mueve a construir un lenguaje de la convivencia para 
comprenderse mutuamente y, progresivamente, compartir unos significa-
dos básicos que permitan construir proyectos comunes. 

Finalmente, como práctica social, la hospitalidad está presente en las 
estrategias discursivas destinadas a analizar, a la luz de la razón y desde las 
exigencias humanitarias, las causas de las actitudes de rechazo, mediante la 
aclaración de los temores, la reafirmación de la dignidad de las personas y 
el convencimiento sobre las ventajas de las políticas de acogida inteligente 
(Innerarity, 2001). Ello permite impulsar un conjunto de áreas concretas 
de trabajo (ayudas inmediatas, empleo, educación, capacitación, inserción 
en la economía), que se constituyen progresivamente en estrategias de 
construcción de comunidad. 

HOSPITALIDAD, PERSONA Y COMUNIDAD

La gestión de la migración, como parte del desafío de construir “comuni-
dad extendida” en entornos inhóspitos y de supervivencia, es un desafío 
ético y racional que debe ser asumido en alianza de actores. Constituye 
una tarea que se cumple en condiciones difíciles, debido a la precarie-
dad de las economías de los países latinoamericanos, dificultades que se 
agudizan durante una pandemia y en el escenario de pospandemia. Para 
abordarla es necesario, en primer término, tomar como punto de partida 
inmediato las fortalezas que representan las iniciativas ya existentes que los 
diferentes actores (universidades, empresas, gobiernos, iglesias, fundacio-



338

Víctor Martín Fiorino y Flor Ávila Hernández

nes) han venido realizando con la sociedad, y apoyarlas mediante nuevas 
estrategias de difusión, participación y financiamiento. Los logros iniciales 
de esas iniciativas muestran que es posible abordar la emergencia migra-
toria con estrategias colaborativas creativas y eficaces que empoderen a las 
comunidades.

En segundo término, y dentro de las características de la gobernan-
za democrática, exige poner en marcha mecanismos deliberativos para la 
toma de decisiones conjuntas de una alianza operativa de actores frente 
a problemas concretos, superando una visión solo centrada en intereses 
sectoriales —aunque respetando las necesidades sectoriales legítimas, va-
lorándolas y enriqueciéndolas desde una mirada sistémica del valor de lo 
común y de la conveniencia de lo compartido—. Estas alianzas permiten 
a los actores concertados volverse más valiosos en su propio espacio, agre-
gar valor social y humano a sus actuaciones y convertirse en referentes de 
responsabilidad social en su territorio. 

En tercer término, hay que convertir tales iniciativas, alianzas y accio-
nes, con un sentido de sostenibilidad y rehumanización, en herramientas 
permanentes para la construcción de sociedades más justas, solidarias y 
prósperas, actuando desde la comprensión de la importancia de incluir a 
los diferentes (migrantes) en el tejido ético-social para que, dejando atrás 
las condiciones de des-ciudadanía (erosión de su papel en la sociedad), y 
abriendo el espacio al ejercicio de la ciudadanía compleja (Cortina, 2017), 
se les permita sumarse como agentes a la construcción de comunidad 
abierta, negociando las divergencias y ampliando las convergencias.

Reconstruir la capacidad de encuentro, de negociación de las diferen-
cias y de formulación de acuerdos, es reconstruir la capacidad de futuro. 
En tal sentido, y con particular referencia a la gestión inteligente de los 
procesos migratorios, la gobernanza democrática tiene, especialmente en 
América Latina, el reto de reconstruir la capacidad de futuro, en el marco 
del desarrollo de capacidades (Sen, 2001). 

Ante el reto, marcado al mismo tiempo por exigencias de eficacia y 
de solidaridad, de cómo hacer posible el encuentro entre personas, grupos 
y comunidades, la ética de la hospitalidad puede ayudar a la gobernanza 
democrática a ver las prioridades en el conflictivo espacio de sociedades 
marcadas por la confrontación de los ciudadanos entre sí (por la super-
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vivencia), de los grupos sociales (por intereses), de los ciudadanos con el 
Estado (por los derechos a la protección) y, frecuentemente, de los ciuda-
danos con los migrantes (por temor). 

Ser hospitalarios y acoger al otro en la propia vida como tejido de 
relaciones comunicativas (poner-en-común), y no solo en el territorio 
propio como dimensión material de la vida o en la propia jurisdicción 
como dimensión institucional, es expresión concreta de solidaridad como 
práctica de encuentro no condicionado. La irrupción de los migrantes 
pone a las sociedades (en sus gobiernos, instituciones y organizaciones), 
a los ciudadanos y a cada persona, en la disyuntiva de verse: a) desde la 
actitud de rechazo o indiferencia; b) desde la óptica de la recepción pasiva, 
defensiva, o c) desde la perspectiva de la acogida, activa y capaz de ver, 
valorar e integrar a los diferentes —migrantes, pobres, refugiados— en su 
condición de personas, familias y grupos que, al integrarse, desde su fragi-
lidad y mediante el cuidado mutuo, generan la oportunidad de construir 
comunidad extendida.

La irrupción del migrante, en relación con los retos de la gobernan-
za democrática para la toma de decisiones concertadas que refuercen los 
lazos comunitarios, lleva a distinguir y articular, mediante mecanismos 
deliberativos, los tres principales niveles de comunidad: a) la comunidad 
de origen (referencia a un pasado único), que, en un mundo globalizado 
e hiperconectado, pierde la importancia que poseía en formas anteriores 
de regulación de la convivencia; b) la comunidad de vida (referencia al 
presente compartido), espacio propiamente político en el que se sitúa el 
desafío de la acogida y de la integración del migrante; c) la comunidad de 
destino (referencia a un futuro común), lugar de la apuesta por el largo 
plazo, la rehumanización y la sostenibilidad (Martin-Fiorino, 2017). En 
esta perspectiva, la gobernanza democrática se encuentra ante el desafío 
de “gobernar el futuro” (Caputo, 2013), que, en relación con problemas 
como la violencia, el cambio climático o el crecimiento de la desigualdad, 
entre otros, se vuelve un reto acerca de la posibilidad misma del futuro.

La ética de la hospitalidad, como aporte a la gobernanza democrática 
en las sociedades latinoamericanas, se hace cargo de los procesos de emer-
gencia migratoria entendiéndolos como la aparición abrupta de condicio-
nes de seria —o aun extrema— afectación de las personas en su dignidad, 
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y lo hace como exigencia de una justicia específica, en el marco de las 
exigencias éticas siempre presente en la gestión de la diversidad, la com-
plejidad y la conflictividad de los procesos migratorios como territorios 
de confrontación (con prevalencia de reacciones de egoísmo, rechazo e 
insolidaridad), que pueden devenir espacios de concertación, solidaridad 
y cooperación entre países, etnias y culturas. Ligado a ello, apunta a con-
tribuir a la toma de decisiones políticas orientadas a la superación de los 
sistemas de opresión de personas, grupos o comunidades, con vistas a for-
talecer otra convivencia y otro desarrollo posibles. 

Las migraciones, en particular en las condiciones de pandemia, están 
rodeadas de situaciones de amenaza real para la vida de las personas más 
vulnerables y con menor acceso a los mecanismos de protección social. 
Ello conlleva la necesidad de ejecutar acciones urgentes de protección, a las 
cuales, sin embargo, deben sumarse políticas, estrategias y acciones que 
pongan en práctica acciones de cuidado, en el sentido de atención eficaz y 
acompañamiento permanente a los migrantes como población vulnerable. 
De la emergencia, y desde el imperativo ético de valorar, proteger y cuidar 
la vida, pueden surgir, en el sentido de emerger, nuevas posibilidades y po-
tencialidades que permitan mejorar la seguridad de la supervivencia, el en-
tramado legal de la coexistencia y el tejido ético-político de la convivencia.

EMERGENCIA, MIGRACIÓN Y GOBERNANZA DEMOCRÁTICA

Los últimos años han estado marcados por la pandemia de la covid-19, 
cuya veloz propagación a escala mundial ha cambiado la vida como la co-
nocemos y nos ha introducido en la denominada “nueva normalidad”. La 
realidad actual está marcada por las distintas medidas que han debido to-
marse para contrarrestar la pandemia, que van desde lo personal (cumpli-
miento estricto de medidas sanitarias, uso de mascarillas, distanciamiento 
social, confinamiento) hasta otras que han afectado a la sociedad entera 
(restricciones horarias para el funcionamiento de diversos sectores de la 
economía o su plena paralización, cierre de fronteras internas y externas, 
establecimiento de nuevos requisitos para la migración, prohibición de 
viajes hacia o desde los países más afectados).
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La pandemia ha representado un golpe muy duro para la humanidad, 
y nos ha dejado imágenes sumamente dolorosas que incluyen hospitales 
llenos, fallecidos en las calles, migraciones de miles de personas recorrien-
do largas distancias a pie, pobreza y desempleo con el colapso económico, 
entre otras. Pero, a su vez, no ha impedido la sucesión de diversas crisis, 
tanto relacionadas con conflictos humanos (la situación de Afganistán, 
Yemen y otros países que atraviesan conflictos armados, y las diversas cri-
sis migratorias que tiene lugar en diferentes regiones del mundo), o por 
catástrofes naturales asociadas al cambio climático (inundaciones, incen-
dios forestales, sequias, entre otras). Este conjunto de causas ha producido 
grandes movimientos migratorios, generalmente de población vulnerable. 
Como señala Martin Fiorino:

las situaciones de persecución, enfrentamiento armado, racismos e intolerancias ge-
neran desplazamientos y migraciones forzadas de carácter masivo que representan 
formas negadoras de la posibilidad de elegir la felicidad, como la desciudadanía (Kli-
ksberg, 2001) o la apatridia (Ávila Hernández et al., 2020) y sus consecuencias que 
provocan mayor desamparo en poblaciones especialmente vulnerables (Martin Fiori-
no et al., 2021, p. 141).

No obstante, existen lecciones importantes que aprender de esta pande-
mia. En primer lugar, nos ha permitido reconocer la interdependencia 
humana en áreas esenciales como la seguridad y la salud, donde las accio-
nes individuales tienen un efecto sobre nuestro entorno y la seguridad de 
cada uno repercute directamente en la seguridad de toda la comunidad. 
Por otro lado, el distanciamiento y el confinamiento han recordado la 
importancia de nuestra intersubjetividad cotidiana, evidenciando cómo 
el contacto con nuestros seres queridos, con nuestro entorno y nuestra 
comunidad constituye una de las experiencias fundamentales de la exis-
tencia humana.

Adicionalmente, la pandemia ha puesto en evidencia las masivas des-
igualdades económicas y sociales que existen en todo el mundo, lo que 
puede observarse en el hecho de que los individuos más vulnerables han 
sido los más afectados por el virus. El caso de los migrantes es de parti-
cular atención. El estatus de inmigrante ha significado para millones de 
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personas en todo el mundo la imposibilidad o la limitación para acceder 
a servicios médicos esenciales y a programas de asistencia económica y 
alimentaria. 

Al mismo tiempo, el confinamiento ha golpeado de forma severa el 
sector de los servicios y la economía informal, sectores de suma impor-
tancia para la población migrante. Además de todo ello, las restricciones 
al movimiento, y en particular al cruce de fronteras y a los vuelos inter-
nacionales, han impedido a muchos migrantes regresar a sus países de 
origen. Estas personas se convierten en una carga para sistemas de salud 
colapsados, y son los últimos en la lista de prioridades gubernamentales, 
lo que significa un aumento de la pobreza. Sin olvidar que la pandemia ha 
servido como excusa para reforzar prejuicios raciales o xenofóbicos, como 
se ha visto, entre otros casos, en los ataques a personas de origen asiático 
en varias partes del mundo.

Ante todo esto, existe la obligación de realizar cambios drásticos en la 
forma como el mundo funcionaba antes de la covid-19. Problemas agu-
dos como la pandemia, la emergencia climática y las crisis migratorias 
refuerzan la necesidad de impulsar cambios drásticos en la forma de ver 
el mundo, a partir de una revaloración de la ética de la hospitalidad y de 
la acogida, del reconocimiento de la fraternidad y el respeto a la dignidad 
humana, fundamento irrenunciable e imprescriptible. 

En el campo particular de la migración, adoptar un paradigma ins-
pirado en la ética de la hospitalidad constituye una obligación moral que 
parte del reconocimiento de la dignidad como característica universal del 
hombre y que permitirá evitar en gran medida el sufrimiento de millones 
de personas en todo el mundo. Como señala Innerarity: 

Frente a la ilusión de que resulta posible vivir orillando razonablemente el infortunio, 
la idea de hospitalidad nos recuerda algo peculiar de nuestra condición: nuestra exis-
tencia quebradiza y frágil, necesitada y dependiente de cosas que no están a nuestra 
absoluta disposición, expuesta a la fortuna. Por eso, sufrimos penalidades, necesita-
mos de los otros, buscamos su reconocimiento, aprobación o amistad (Innerarity, 
2008, p. 38).
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Pero también existen fundamentos prácticos para exigir esta transforma-
ción, en la medida en que un nuevo paradigma migratorio facilitará alcan-
zar un desarrollo sostenible y beneficiará tanto a los migrantes como a las 
sociedades que los reciben.

ÉTICA DE LA HOSPITALIDAD Y MIGRACIÓN

Durante siglos todos los aspectos relativos a la migración han estado suje-
tos a la voluntad estatal por el principio de soberanía. El Estado es el único 
que posee la autoridad de decidir quién puede o no ingresar a su territorio, 
aunque regularmente existen leyes que, en relación con los ciudadanos del 
país de que se trate, limitan esta autoridad a través de medidas que han 
reconocido derechos de los ciudadanos, como el derecho a abandonar el 
país de origen, el derecho a la libre circulación interna, la prohibición de 
deportación de nacionales, entre otros.

Pero estas medidas no se extienden a las personas que no poseen la 
nacionalidad del Estado en cuestión. Los extranjeros, por lo general no 
gozan de los mismos derechos de entrada y circulación, y deben cumplir 
los procedimientos establecidos por el Estado para poder entrar, circular 
y vivir en este. Estos procedimientos incluyen la tramitación de una visa, 
cuyo otorgamiento es una decisión soberana inapelable del Estado emisor 
y, aunque existen vías adicionales para obtener una permanencia legal en 
otro Estado, a través, por ejemplo, de la solicitud de asilo, se trata de una 
excepción para casos de emergencia y, nuevamente, sujeta a la libre deter-
minación del Estado anfitrión.

Esto se debe a que, pese a los avances en materia de derechos huma-
nos, nuestra concepción del derecho sigue atada a la noción de ciuda-
danía, y no a la dignidad inherente al ser humano. En la práctica, cada 
Estado vela por los derechos e intereses de sus ciudadanos, mientras los 
extranjeros solo reciben la asistencia indispensable o, en muchos casos, es-
pecialmente cuando se trata de inmigrantes indocumentados, no reciben 
ningún tipo de protección. 

El atar los derechos a la nacionalidad, que a su vez se fundamenta en 
la ascendencia familiar o en las circunstancias del nacimiento (ius sanguini 
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y ius solis), ha dado lugar a lo que Quadros llama el principio del tercero 
excluido del derecho internacional; con ello se alude a la separación de los 
individuos en dos categorías, ciudadanos y no ciudadanos, con claras di-
ferencias en los derechos de cada uno (Quadros, 2012, p. 23). Este hecho 
tiene como consecuencia el desconocimiento de los derechos fundamen-
tales de igualdad, de dignidad y del principio de universalidad de los dere-
chos humanos, debido a que “la condición ciudadana eleva en derechos a 
personas frente a otras” (Ávila Hernández et al., 2019, p. 88).

Este paradigma, que se ha mantenido durante siglos, no solo se en-
cuentra obsoleto, dados los importantes avances en materia de derechos 
humanos, sino además ha sido sumamente dañino y ha ocasionado la 
pérdida de miles de vidas en el caso de personas que se han visto imposi-
bilitadas de emigrar de lugares donde su vida peligra, por la negativa de 
los Estados vecinos a recibirlos. Además, los obstáculos para los migrantes, 
sumados a un bajo nivel de integración en la sociedad, pueden llevar al 
aumento de la pobreza y la marginación, lo que a su vez despierta mayores 
sentimientos de xenofobia entre la población y los gobernantes, que se re-
flejan en nuevas restricciones migratorias. Un interminable circulo vicioso 
de odio y sufrimiento, que no beneficia ni al Estado y sus ciudadanos, ni 
mucho menos a los migrantes.

La ética de la hospitalidad nos invita a realizar un cambio drástico 
que reconozca el derecho a emigrar de todas las personas, sin sacrificar la 
soberanía nacional. La idea no es nueva, y su primer pionero fue el ilustre 
filósofo alemán Immanuel Kant, en su célebre obra Sobre la paz perpetua, 
donde afirma:

Se trata en este artículo, como en los anteriores, de derecho y no de filantropía, y 
hospitalidad (Wirthbarkeit) significa aquí el derecho de un extranjero a no ser trata-
do hostilmente por el hecho de haber llegado al territorio de otro... No hay ningún 
derecho de huésped en el que pueda basarse esta exigencia (para esto sería preciso un 
contrato especialmente generoso, por el que se le hiciera huésped por cierto tiempo) 
sino un derecho de visita, derecho a presentarse a la sociedad, que tienen todos los 
hombres (Kant, 1998, p. 27).
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En esta obra el filósofo alemán propone una hospitalidad entendida como 
el derecho de cada persona a no ser objeto de tratos hostiles o discrimina-
torios en el territorio de otro Estado, sino a que se reconozca un derecho 
de visita, que no es otra cosa que el derecho a “presentarse ante la socie-
dad”, lo que para el autor derivaba de la condición humana y del hecho 
de que la superficie terrestre era una esfera, todos los territorios estaban 
conectados y todo individuo tiene el mismo derecho que cualquier otro a 
estar en determinado lugar y establecer relaciones, sean civiles o comercia-
les, con los locales (Ávila Hernández et al., 2019, p. 99).

Esta idea se ha visto compartida y respaldada no solo desde ámbitos 
filosóficos, sino igualmente desde los religiosos. Como señala Ferrari en su 
artículo sobre el pensamiento del papa Juan XXIII:

El Papa escribía que todos los seres humanos del mundo, en cuanto hijos del mismo 
padre celestial, gozaban de igual dignidad y por eso tenían el derecho a mudarse si 
las condiciones de sus países de origen no les permitían construirse una vida digna. 
En Pacem in Terris se encuentra así, la importante afirmación de que de la dignidad 
humana desciende el derecho a emigrar y Juan XXIII (1963d) recordaba que “es un 
deber de las autoridades públicas admitir a los extranjeros que llegan y, en cuanto 
lo permita el verdadero bien de su comunidad, favorecer los propósitos de quienes 
pretenden incorporarse a ella como nuevos miembros” (núm. 106) (Ferrari, 2021, 
p. 103).

La hospitalidad, en el sentido al cual nos referimos, constituye un concep-
to más amplio y profundo que otros conceptos cercanos, como el de tole-
rancia. Esta última se ha convertido en el “quid de la globalización”, prin-
cipio promovido como base para las interacciones interculturales, pero 
resulta insuficiente, en la medida en que se constituye como una forma 
de hospitalidad limitada, atada a la voluntad del más fuerte, de aquel que 
tolera, y no es una herramienta que permita a los otros más vulnerables 
(los tolerados) superar la marginación e integrarse a la sociedad, ya que su 
participación en ella está condicionada (Noguero, 2013, pp. 174-175).

 En el mismo sentido, el filósofo Jacques Derrida señala la diferencia 
entre ambos conceptos y sus prácticas en los siguientes términos:
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Si yo creo ser hospitalario porque soy tolerante, es que deseo limitar mi acogida, 
mantener el poder y controlar los límites de mi casa [chez moi], de mi soberanía, de 
mi yo puedo (mi territorio, mi casa, mi lengua, mi cultura, mi religión, etcétera). 
La tolerancia sigue siendo una hospitalidad escrutada, sometida a vigilancia, avara, 
celosa de su soberanía. Digamos que, en el mejor de los casos, forma parte de lo que 
yo llamo hospitalidad condicional, la que practican generalmente los individuos, las 
familias, las ciudades o los Estados (Derrida, citado por Borradori, 2003).

Para Derrida la tolerancia tiene implícita la subordinación del otro a las 
condiciones establecidas por el anfitrión; es concedida por este y está sujeta 
a su voluntad y soberanía. En este sentido, Derrida la cataloga como una 
“hospitalidad condicionada”, basada en un principio contractual (el otro se 
somete a la voluntad del que lo recibe a cambio de ser tolerado), que se di-
ferencia de la hospitalidad universal kantiana, cuyo origen es el derecho del 
individuo de visitar otro Estado y entablar relaciones con sus ciudadanos. 

Todo esto dentro del límite de lo posible, ya que el propio Derrida 
señala que una hospitalidad pura, que él denomina “hiperbólica”, una 
hospitalidad basada en la incondicionalidad y en la apertura plena, sería 
utópica. Sin embargo, la búsqueda de la hospitalidad plena debe llevar a la 
búsqueda de una utopía bajo riesgo de renunciar a una mejor coexistencia 
y convivencia entre los humanos (Noguero, 2013, pp. 176-177).

Lamentablemente, los sistemas jurídicos modernos, pese a predicar 
incansablemente la universalidad de los derechos humanos, permanecen 
aún estructurados y sistematizados sobre la base de un paradigma contrac-
tual, donde la soberanía estatal sirve de excusa para el no reconocimiento 
de derechos universales, debido a la ya señalada relación entre el estatus de 
ciudadano y los derechos subjetivos. Desde esta perspectiva, la categoría de 
“ciudadano” pasa a ser el verdadero centro del sistema político y jurídico, 
con la subsecuente exclusión de los no ciudadanos, pese a tratarse de per-
sonas, único requisito para ser titulares de derechos humanos universales.

MIGRACIÓN Y DESARROLLO SOSTENIBLE

La necesidad de cambiar los principios y paradigmas que por siglos han 
regulado la migración no solo se debe a argumentos éticos, morales, fi-
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losóficos o religiosos. Existe evidencia para demostrar que un cambio en 
la forma como se regula la migración puede ser beneficiosa para diversos 
sectores de la economía y ayudaría a la consecución de diversos fines del 
Estado, como la disminución de la pobreza, el aumento del trabajo y el in-
cremento de los ingresos medios. Igualmente, la migración y el desarrollo 
sostenible son temas que tienen muchos puntos de contacto que han sido 
señalados por diferentes autores y organizaciones internacionales.

Según estimaciones de 2018, los migrantes, pese a representar única-
mente el 3% de la población global, producen más del 9% del pib, además 
de aportar al país de origen de destino diversos beneficios que incluyen 
aumento de la fuerza de trabajo, transferencia de capacidades y recursos 
financieros. No obstante, “si la migración está mal administrada puede 
tener un impacto negativo en el desarrollo, poner en peligro a los migran-
tes, someter a tensiones a las comunidades y minimizar los beneficios en 
materia de desarrollo” (oim, 2018, p. 11).

Existen muchos efectos socioeconómicos positivos de la migración 
para los países de destino. En primer lugar, desde hace años se observa una 
tendencia hacia el envejecimiento poblacional en los países occidentales 
más desarrollados, generalmente los que reciben más migrantes. El flujo 
migratorio, principalmente formado por personas jóvenes, permite con-
trarrestar esta tendencia y evitar que el envejecimiento poblacional cree un 
desbalance potencialmente catastrófico en el sistema de seguridad social 
del Estado receptor (Albo y Ordaz Díaz, 2011, pp. 4-5).

Las poblaciones locales se ven igualmente favorecidas por la migra-
ción. Como señala la National Academy of Sciences de los ee.uu., citada 
por Altamirano:

De acuerdo con un modelo económico básico, con certeza podemos afirmar que la 
inmigración produce ganancias económicas netas para los residentes domésticos por 
muchas razones. Al nivel más básico los inmigrantes cubren la demanda laboral y 
contribuyen a la producción de nuevos productos y servicios. Sin embargo, a pesar 
que los inmigrantes tienen menores salarios, los grupos domésticos ganan más. Las 
ganancias de los grupos domésticos se deben a varias fuentes; por el lado de la pro-
ducción, la inmigración permite una mayor productividad de los grupos domésticos 
(Altamirano, 2004, p. 308).
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La migración tiene también efectos positivos en la política fiscal y mo-
netaria, pues aumentan los ingresos fiscales al haber más contribuyentes. 
Efectos más directos pueden observarse igualmente en el aumento del 
consumo, ya que los migrantes, como toda la población, necesitan pro-
ductos y servicios que adquieren con dinero, lo que contribuye a estimular 
la economía. Igualmente, los inmigrantes permiten aumentar la fuerza la-
boral y además la complementan, sea al tratarse de trabajadores calificados 
que llegan a un Estado donde existe una carencia de estos en determinados 
sectores laborales, sea al tratarse de trabajadores no calificados, quienes por 
lo general toman los trabajos menos deseados por los trabajadores locales, 
y llenan así este vacío (Albo y Ordaz Díaz, 2011, pp. 6-7).

Otro beneficio es el que proviene de las remesas. Generalmente, la 
discusión acerca de las remesas suele girar alrededor de su importancia 
para la economía del país de origen, por ser en algunos casos una fuente 
de ingreso significativa para el pib de dicho Estado. No obstante, también 
pueden tener efectos positivos para el país de acogida:

 Otro efecto beneficioso de las corrientes de remesas es su contribución al desarrollo 
del sector financiero del país receptor. Por una parte, las familias que las reciben 
por intermedio de una de estas entidades pueden convertirse en clientes y optar por 
otros productos tales como cuentas de ahorro y créditos; por la otra, aportan un 
ingreso relevante y estable a sectores financieros usualmente poco desarrollados, lo 
que promueve su expansión, y pueden destinarse a la inversión inmobiliaria. Es por 
ello que las instituciones financieras han empezado a mostrar un gran interés por las 
remesas. Es el caso de algunos bancos y cajas de ahorro de países occidentales que 
han establecido acuerdos con sus contrapartes de los países que tienen más población 
migrante, lo que se traduce en una mayor agilidad y seguridad de los envíos y en una 
reducción de los costos de transferencia. En parte, esta estrategia busca que el giro de 
remesas facilite la “bancarización” de los emigrantes en los países de destino (cepal, 
2019, p. 57).

Como se indicó previamente, estos beneficios solo pueden materializarse 
si la migración se produce de forma segura, estable y regular, y si el Estado 
adopta las medidas necesarias para facilitar e incentivar la inclusión de la 
población migrante en todas las áreas. Dicho lo anterior, no sorprende 
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que dentro de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible existan varías 
metas directamente relacionadas con la buena gobernanza migratoria:

•	 Meta 4.b. De aquí a 2020, aumentar considerablemente a nivel mundial el nú-
mero de becas disponibles para los países en desarrollo, en particular los países 
menos adelantados, los pequeños Estados insulares en desarrollo y los países 
africanos, a fin de que sus estudiantes puedan matricularse en programas de 
enseñanza superior, incluidos programas de formación profesional y programas 
técnicos, científicos, de ingeniería y de tecnología de la información y las comu-
nicaciones, de países desarrollados y otros países en desarrollo. 

•	 Meta 8.8. Proteger los derechos laborales y promover un entorno de trabajo se-
guro y sin riesgos para todos los trabajadores, incluidos los trabajadores migran-
tes, en particular las mujeres migrantes y las personas con empleos precarios. 

•	 Meta 10.7. Facilitar la migración y la movilidad ordenada, segura, regular y 
responsable de las personas, mediante la aplicación de políticas migratorias pla-
nificadas y bien gestionadas. 

•	 Meta 10.c. De aquí a 2030, reducir a menos de 3% los costos de transacción de 
las remesas de los migrantes y eliminar los corredores de remesas con un costo 
superior al 5%. 

•	 Meta 16.9. Proporcionar acceso a identidad jurídica, en particular mediante el 
registro de nacimientos. 

•	 Meta 17.18. Aumentar la disponibilidad de datos desglosados por condición 
migratoria.

A fin de determinar la aplicación de una adecuada política migratoria en 
cumplimiento con los objetivos del desarrollo sostenible, la oim ha desa-
rrollado los Indicadores de Gobernanza de la Migración (mgi, por su sigla 
en inglés), como una herramienta que consiste en un test para determinar 
la existencia y el avance de un Estado en la adopción de políticas migra-
torias bien administradas y en la gobernanza de la migración, atendiendo 
a seis ámbitos en especial, que son el cumplimiento de la normativa y los 
estándares internacionales relativos a la migración, el compromiso y la 
cooperación internacional, los avances en materia de bienestar socioeco-
nómico de los migrantes, la atención a la migración como un fenómeno 
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multidimensional y el garantizar una migración segura y ordenada que 
respete la dignidad humana (oim, 2018, p. 74).

Para Asako Okai, secretaria general Adjunta de la onu y directora 
de la Oficina de Crisis del pnud, existen tres aspectos clave para que la 
migración favorezca al desarrollo sostenible: a) en primer lugar, la decisión 
de migrar debe ser una elección voluntaria del migrante; b) para lo cual 
se debe hacer frente de forma radical a aquellos factores negativos que se 
han constituido como los grandes motores de la migración, como los con-
flictos armados, la pobreza y las catástrofes naturales asociadas al cambio 
climático; c) para abordar estos factores se necesita una acción coordinada 
global, lo que fue planteado como una meta en el marco de los Objetivos 
del Milenio. Como requisitos, Okai señala la defensa del Estado de Dere-
cho, mayor transparencia estatal, instituciones estatales más fuertes, pro-
moción de la educación y acciones específicas vinculadas a contrarrestar 
los efectos del cambio climático (Okai, 2020).

Por otro lado, reforzando lo señalado antes, la integración de los in-
migrantes de forma regular, ordenada y segura trae beneficios socioeco-
nómicos para el Estado receptor. Esta integración ha de ser plena y debe 
incluir la inclusión en las áreas educativas, laborales, de salud, transporte, 
servicios, agricultura, entre otras, lo que, según estimados de Okai, apor-
taría aproximadamente un billón de dólares anuales a la economía global 
(Okai, 2020).

Por último, otro factor importante es la educación de los jóvenes, que 
se oriente al desarrollo de capacidades para su integración en el mercado 
laboral, y que esto pueda serles útil tanto en el país de destino como en su 
país de origen. Este proceso se ve facilitado por la capacitación en las nue-
vas tecnologías digitales, que permiten a los jóvenes aumentar su compe-
titividad y estar globalmente conectados. Al mismo tiempo, el desarrollo 
de nuevas habilidades y la facilitación para conseguir empleos permitirá 
alejarlos de la economía informal, donde sufren el riesgo de ser explotados 
o carecen de oportunidades para desarrollarse (Okai, 2020).
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CONCLUSIONES

La migración es un fenómeno que ha existido a lo largo de toda la historia 
humana y que previsiblemente seguirá existiendo por muchos años en el 
futuro. Lamentablemente, en la actualidad la mayor parte de la migración 
está motivada por fenómenos negativos, como la pobreza, la desigualdad, 
la falta de oportunidades, la violencia, la guerra, la persecución y la discri-
minación, entre muchos otros.

La realidad para millones de migrantes es que en los países de destino 
deben enfrentar igualmente condiciones muy negativas, y son excluidos, 
no disfrutan de los mismos derechos de los nacionales, son víctimas de 
racismo y xenofobia y, en muchos casos, son señalados como responsables 
de los males de la sociedad que se niega a incluirlos.

Reconociendo la migración como una realidad que no puede dete-
nerse, cabe señalar que la forma en la que hoy en día es regulada y admi-
nistrada por los diversos Estados, tomando como prioridad la convenien-
cia nacional y no los derechos humanos, es directamente responsable del 
sufrimiento de millones de personas. Frente a ello, existe una obligación 
moral de replantear la forma como se ha regulado en una mayoría de paí-
ses el movimiento migratorio, que a todas luces es contraria a los derechos 
y a la dignidad humana.

Frente al paradigma tradicional se alza un paradigma inspirado en la 
ética de la hospitalidad, fundamentada en el reconocimiento del derecho 
del otro de entrar a un Estado y entablar relaciones de mutuo beneficio, 
afianzadas en la coexistencia pacífica y en la construcción de convivencia. 
Desde esta perspectiva, el Estado pasa a ser el responsable de facilitar la 
inclusión de los migrantes respetando y garantizando sus derechos.

Pero este análisis no se agota dentro del ámbito filosófico o de los 
derechos humanos. La migración tiene un impacto socioeconómico alta-
mente significativo, con un alto número de beneficios para la economía en 
áreas tales como la fuerza laboral, la productividad, el consumo de bienes 
y servicios, entre otros, beneficios que solo pueden materializarse si existe 
una buena gobernanza migratoria; es decir, políticas que faciliten y garan-
ticen un proceso migratorio seguro y digno, y que favorezcan la inclusión 
de los migrantes en el país de destino.
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No obstante, dentro del paradigma actual esa buena gobernanza (go-
bernanza efectiva, inteligente como se ha señalado en párrafos anteriores) 
es dejada de lado y en su lugar persiste, como patrón frecuente y genera-
lizado, una actitud de hostilidad hacia los migrantes. Como consecuencia 
de esto, no solo no se alcanzan los beneficios potenciales, sino además se 
crean o agudizan serios problemas sociales, como el aumento de la pobreza 
y de la dependencia de los servicios del Estado, el desempleo y la explota-
ción de personas, entre otros.

Sobre la base de lo expuesto, es posible concluir que existe una apre-
miante necesidad de adoptar un modelo de gobernanza migratoria fun-
damentado en la ética de la hospitalidad, no solo para disminuir el sufri-
miento humano asociado a las malas prácticas en la administración de la 
migración, sino también para disfrutar de los beneficios que esta es capaz 
de aportar tanto para el país de origen como el país de destino.
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The territorial approach in public policies

Alberto Arellano Ríos1
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INTRODUCCIÓN

Este ensayo académico se da un ámbito de la reflexión conceptual y con-
textual acerca de las políticas públicas con enfoque territorial. Se trata de 
una disertación para comprender el proceso de instauración del enfoque 
territorial en las políticas públicas. Para ello se esboza la institucionali-
zación de la administración pública, la forma cómo surge el enfoque de 
políticas públicas y, posteriormente, se intenta descubrir la importancia de 
la dimensión territorial y su convergencia con la disciplina de las políticas 
públicas.

En las líneas escritas se detallan ideas y la experiencia en la docencia 
y la investigación en estas temáticas. Son ideas que invitan a actualizar 
la travesía disciplinar y a cavilar en los que en las políticas públicas una 
veta se está construyendo en México. Las que imperan son perspectivas 
funcionales y espaciales de tipo geográfico y económico, principalmente; 
en ellas queda la impresión de que los territorios son homogéneos en su 
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Correo electrónico: aarellano@coljal.edu.mx.
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interior y la relación entre territorios, si bien dan cuenta de las asimetrías, 
no resaltan las situaciones conflictivas y de poder.

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y POLÍTICAS PÚBLICAS

El enfoque de las políticas públicas forma parte de la disciplina de la Ad-
ministración Pública. La ciencia social más tardía en institucionalizarse; 
cuya rémora en sus debates internos y cómo se relaciona con el entorno 
profesional de la educación universitaria, es en la idea de formar en una 
disciplina o una profesión. Al ser una ciencia aplicada, debido a su inten-
ción de resolver problemas políticos, sociales, sociales y culturales que se 
catalogan como “problemas públicos”, sus debates tienen que ver con sus 
límites disciplinares y la forma como dialoga con otras ciencias, así como de 
transmitir saberes prácticos que ayuden en el servicio público. No obstante, 
quizá sea una disciplina que difícilmente se pueda delimitar, mejor se com-
prende la Administración Pública “como una caja de herramientas”.

De este modo, el desarrollo teórico de la Administración Pública 
como práctica y disciplina, y dentro de ella los enfoques imperantes, están 
correlacionados con las transformaciones que ha sufrido el Estado mo-
derno occidental. En un primer momento, y relacionado con el Estado 
liberal, el desarrollo teórico de la administración pública estaba circuns-
crito al derecho público administrativo, y ello conformó la vieja o clásica 
escuela de la Administración Pública. Luego, en una segunda fase, y en el 
Estado de bienestar, emergen las políticas públicas, ciencia, disciplina o 
enfoque ese es un debate. En una tercera etapa —en lo que fue una crítica 
al Estado benefactor— de disciplinas como la filosofía, la economía y la 
ciencia política, en la administración pública gana terreno la teoría de 
las organizaciones. Para finales de la década de 1980 y toda la década de 
1990, en la administración pública —y ya en Estados neoliberales y adel-
gazados— la gestión pública y la nueva gestión pública son los enfoques 
imperantes y se hacen políticas y prácticas (Arellano, 2010). Ya adentrados 
en la primera y la segunda décadas del siglo xxi, la gobernanza (la vieja 
y la nueva) es el lente con que se quiere analizar los asuntos públicos y la 
acción gubernamental. 
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El devenir de la disciplina de la Administración Pública como ciencia 
social se da a finales del siglo xix, y está relacionado con las transformacio-
nes del Estado y la forma como se erigen las corrientes de análisis y estudio 
del Leviatán y sus estructuras institucionales y organizativas. De tal mane-
ra que en la existencia del Estado liberal clásico se erige la vieja escuela de 
Administración Pública. En esta etapa hay un Estado que se encarga de la 
paz pública, así como de ser el garante de las relaciones entre los particu-
lares por medio del orden legal. No es casualidad que haya sido el derecho 
que se encargará de cimentar las primeras reflexiones sobre la naturaleza 
y características del Estado moderno. Y haya sido el derecho administra-
tivo el soporte teórico y los abogados los profesionales para incrustarse 
en sus estructuras. Así, la importancia de ciertos principios jurídicos en 
el ejercicio y servicio público, la distinción entre organismos centrales y 
descentralizados, considerar la línea de mando y las leyes que se expedían 
y regulaban el poder público, eran lo central en su estudio. 

Luego, con la crisis del capitalismo (1929), hubo también una crisis 
del Estado liberal clásico. Y para su rescate del capitalismo y la democracia 
frente al fascismo y el socialismo soviético, el Estado transita hacia un Es-
tado social (Welfare State). El Estado es “social y de derecho” en la medida 
en que la acción estatal, si bien reconoce la libertad individual y reconoce 
derechos, ahora está obligada a generar las condiciones materiales para que 
estos se puedan ejercer. En dicho entorno surge el enfoque de políticas 
públicas, el cual será descrito más adelante.

Los cuestionamientos hacia el Estado de bienestar provinieron de la 
Filosofía (Friedrich August von Hayek), la Economía (Milton Friedman), 
la Ciencia Política (Samuel Huntington, Michel Crozier y Joji Watanu-
ki) y la teoría de las organizaciones. Se criticó el tamaño del Estado, sus 
problemas de déficits, la sobrecarga de la democracia y/o que hasta ese 
momento las ciencias sociales no podían estudiar las rutinas y prácticas 
de las organizaciones públicas y las estructuras institucionales. El Estado 
sufre una etapa de transición y redefinición. El auge de la teoría estructural 
funcionalista, y concretamente el de la caja negra del sistema político de 
David Easton, fue cuestionado por el enfoque organizacional para obser-
var los procesos administrativos y relaciones entre los miembros por la 
búsqueda del fin compartido. En esta etapa son importantes el fordismo, 
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el taylorismo, el toyotismo y concentrarse en el comportamiento adminis-
trativo (H. Simon). 

Se llega así a la instauración del Estado neoliberal. Dicho Estado se 
concibe como garante del orden jurídico, pero en un plano meramente 
instrumental. Se desempeña de la mejor manera cuando se ocupa de ma-
nera óptima de las funciones de seguridad y la administración de justicia, 
dejando lo demás al mercado. En la Administración Pública, en tanto dis-
ciplina, es la gestión pública el enfoque dominante encargado de estudiar 
y analizar las estructuras administrativas y organizaciones del Estado. Su 
adelgazamiento y su retiro de asuntos sociales hacen que impere el principio 
de ver al ciudadano como cliente. El mercado y algunos postulados de la 
administración privada se trasladan al ámbito de la administración pública. 
Luego, la nueva gestión pública retoma la idea democrática para reinventar-
se y tratar de corregir los viejos problemas burocráticos que persistían. 

En esa etapa viene otra de transición del Estado. Se conoció como 
la globalización económica y tecnológica. En ella se dieron la apertura 
económica y la democratización que terminaron por no solucionar los 
problemas sociales y económicos de las sociedades. Surgen movimientos 
de crítica al capitalismo global, se da la instauración regímenes híbridos 
y movimientos populistas de izquierda y derecha que cuestionan la insti-
tucionalidad de los regímenes democráticos. Los estudios gubernamenta-
les respondieron con la gobernanza como una nueva forma de gobierno, 
coordinación y cooperación entre el gobierno, la sociedad y el mercado. 

Y, pese a que los enfoques nacen y predominaron en ciertas fases his-
tóricas, no significa que desaparecieron o no sean útiles, sino que se in-
crustan en un debate teórico mayor, y que al menos abordan o ensalzan 
una parte de esa amplia “cebolla con diversas capas” que es la administra-
ción pública. Y uno de ellos es el enfoque de políticas públicas, perspectiva 
que en los siguientes párrafos será delineada.

EL ABC DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

Las políticas públicas, entendidas como enfoque, no dejan de ser útiles y 
con mucho potencial en México. Desde que se introdujo la disciplina, allá 
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por la década de 1980, el potencial de sus corrientes y metáforas es nodal. 
Un pupilo de política y gobierno se adentra en las políticas públicas al 
distinguir reflexivamente entre las diferencias entre polity, politics y policy. 
Si bien en español el sentido es el que hace la distinción, para esta lengua 
romance el término “política” abarca alguno de los anteriores al momento 
hacer referencia a una de las tres dimensiones que intenta distinguir la len-
gua anglosajona. En español la palabra “política” se enuncia en el sentido 
normativo de la búsqueda del bien común, o para referirnos a la temática 
democrática, republicana o pública de los asuntos comunes (polity). Es el 
ámbito de la teoría y la filosofía política. También se dice “política” en su 
sentido de conflicto, cooperación, negociación o relaciones entre las fuer-
zas políticas por obtener o ejercer el poder. En este nivel le corresponde el 
término politics, muy de las ciencias sociales preocupadas y ocupadas en la 
política y lo político. Y el término “política” se aplica asimismo a la acción 
gubernamental, operativa e instrumental (policy) del campo administrati-
vo y económico (Arellano, 2010).

De modo que en el estudio de las políticas públicas están sus forja-
dores, como Harold Lasswell, con la racionalidad exhaustiva (ir a la raíz 
de los problemas); Charles E. Lindblom, con el incrementalismo (andarse 
por las ramas), y la exploración combinada de Amitai Etzioni. De ellos se 
desprenden intensos debates y se conforman una jerga y unos conceptos 
básicos que más o menos tienen un significado generalizado básico. Uno 
de ellos es el ciclo de las políticas públicas como modelo para pensar lógi-
camente la acción gubernamental. Ya sea que esté compuesto por tres fases 
(diseño, implementación y evaluación: es decir el policy puesto que es en 
el nivel instrumental), o cinco fases (agenda, formulación del problema, 
diseño, implementación y evaluación: politiy-politic-policy), el cual al de-
finir qué es lo público se da en el ámbito prescriptivo, la formulación de 
problema y el tema de la agenda en el plano del conflicto y los intereses de 
actores e instituciones en una arena, y en las demás partes el aspecto ins-
trumental en que se diseña e implementa la acción gubernamental. Esto 
es el abc de los estudiosos y la jerga de los analistas y formuladores de las 
políticas (Arellano, 2010).

Pese al uso común de las políticas y su jerga. La usan los políticos, lí-
deres de opinión, grupos políticos, sociales y económicos. Pero estas como 
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tales no existen; lo que existe jurídica y burocráticamente en México son 
programas, planes y proyectos. De ahí que se pueda decir que no todos 
los programas son políticas públicas, pero todas las políticas públicas se 
materializan en programas; la mayoría de estos están sectorializados. Estos 
instrumentos de los que se vale la administración pública son observables 
y medibles por contar con un marco normativo (desde una disposición 
constitucional hasta reglas de operación), recursos humanos (personal que 
se encarga de diseñarlos, decidir e implementar), y recursos financieros 
(dinero público). En este sentido, las políticas públicas son un lenguaje es-
pecializado que erige una disciplina con debates teóricos-metodológicos.

Desde entonces el debate no deja de renovarse. Hay manuales, trata-
dos u obras introductorias a la disciplina o el enfoque de políticas públi-
cas. Hay un corpus básico ligado a una perspectiva epistemológica e ins-
trumental de la misma, lo que ha condicionado que en la segunda década 
del siglo xxi aparezcan otras teorías, perspectivas y la urgente necesidad de 
transitar de una visión nacional a una más local. 

En el campo de los especialistas se habla, construye y delinea las polí-
ticas públicas y el territorio; la transferencia de políticas públicas; las polí-
ticas basadas en evidencia; las políticas públicas y complejidad; el enfoque 
estratégico de políticas públicas; las políticas de proximidad; el Policy Lear-
ning y el nudges en políticas públicas. 

Al respecto, cabe precisar que la perspectiva imperante y que se intro-
dujo como mayoritaria en México, y quizá hegemónica, fue la anglosajo-
na, y en centros de investigación como el cide (Centro de Investigación 
y Docencia Económicas) y flacso-México (Facultad Latinoamericana de 
Ciencias Sociales-sede México). Aunque las políticas públicas, como otros 
enfoques, tienen nominación de origen, los Estados Unidos, su arsenal 
categorial es de uso común, quizá habiendo diferencias en las bases his-
tóricas del Estado, el derecho y la perspectiva epistemológica. Así, están 
escuelas de políticas públicas como la francesa y la catalana, por ejemplo. 

La escuela francesa, por tener al Estado francés y su centralismo como 
problema, así como el derecho continental germano-romano, el peso de 
la burocracia sea mayor, por lo que en la década de 1970 se inician pro-
cesos de descentralización y se ensalza la importancia del territorio. Es 
Peter Muller (2000) quien la delinea, y Colombia la que trabaja con ella. 
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También está la escuela catalana, que tiene en Joan Subirats, Ricard Gomá 
y Quim Brugué sus representantes. Esta escuela tiene en su oposición al 
centralismo del Estado español rescatar la cuestión territorial derivado de 
las relaciones entre barrios, comarcas, municipios, regiones y otros entes 
nacionales y supranacionales mecanismos de coordinación inter e intra 
red multinivel de territorios con actores e instituciones concretas. Esto 
explica que en la escuela anglosajona, por venir de un Estado descentrali-
zado, con un fuerte federalismo y peso de los gobiernos locales, un dere-
cho consuetudinario, el territorio estaba como algo dado (bottom up), en 
tanto que la escuela francesa de las políticas públicas reflexiona más sobre 
la dimensión territorial, como se verá más adelante, y la catalana resalta 
la dimensión local y las políticas de proximidad (Arellano, 2017). Y la 
importancia del territorio debe considerar este elemento transversal, de 
existencia real y concreta.

TERRITORIO Y TERRITORIALIDAD EN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 

En estas dos primeras décadas del siglo xxi en la comunidad académica 
mexicana se está aplicando una dimensión territorial en las políticas pú-
blicas. Dicha perspectiva es el punto de convergencia de una disciplina 
(las políticas públicas) y la categoría-dimensión (el territorio) presente y 
sustantiva en la geografía, la historia, la antropología y la economía (Are-
llano, 2017 y 2013). 

Tal concordancia es resultado de una observación que hizo Pierre Mu-
ller en la década de 1990: la dimensión territorial es importante para el 
enfoque de políticas públicas en la medida en que se cuestiona la secto-
rización de los problemas públicos (Muller, 2000), y que poco a poco de 
manera empírica, o porque la realidad se impone, es cómo se considera el 
territorio. Si bien los procesos de descentralización de la década de 1980 
resultaron en la conformación de enclaves autoritarios regionales y locales, 
en los que la mayoría de los gobiernos estatales y municipales se endeuda-
ron, aumentaron la burocracia y los salarios en puestos de primer nivel, así 
como una abierta corrupción e irregularidades en el manejo de recursos y 
programas, no se debe hacer a un lado esta aspiración. 
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Desde el punto de vista teórico, la tendencia es hacer coincidir que 
en el estudio de los asuntos públicos estos adquieren mayor complejidad 
y riqueza analítica considerando la dimensión territorial. Pero antes de 
evidenciarlo, es necesario dar cuenta de la travesía del territorio y de cómo 
llega a ser parte sustantiva de este enfoque. El territorio cobró importancia 
en el análisis de los asuntos públicos desde la década de 1980, en un marco 
de descentralización, la cual se intensificó en la década de 1990.

El territorio es una categoría central de amplia discusión en la geo-
grafía, la historia y la antropología, con miras a determinar el contexto y 
la manera como se construye y representa: del mismo modo, la forma en 
que moldea las diferentes relaciones sociales. Estas disciplinas reflexionan 
y contrastan con otras la preocupación teórica y la forma como se construye 
socialmente el espacio. Por ejemplo, hay unos conceptos más tangibles que 
otros, tales como región (plan, históricas, de frontera, económicas, virtuales, 
etcétera), regionalización, articulación regional, estructura del poder local, el 
lugar, los enclaves, los clusters, lo glocal, las Smart city, comunidades imagi-
nadas, polos de desarrollo, entre otras categorías (Arellano 2017).

Así, se han instituido estas disciplinas en teorías con una base en la 
dimensión territorial de tipo económico para analizar las relaciones fun-
cionales entre los espacios: la de centro-periferia, la causación circular y 
acumulativa, los polos de crecimiento, las teorías del crecimiento endóge-
no y local, la acumulación flexible, la llamada nueva geografía económica, 
la geografía socioeconómica e industrial, el crecimiento y la convergencia 
económica, la geografía física, la teoría de la competitividad, la construc-
ción social del territorio, el ecodesarrollo y el desarrollo sostenible (Álvarez 
y Rendón, 2010).

La importancia del territorio lleva a reflexionar y considerar el situarse 
en él. Pensar que la realidad es fragmentaria, heterogénea y multiescalar 
(Calvo, 2005, pp. 5-7). De ahí que la dimensión territorial sea importante 
para el enfoque de políticas públicas, por cuanto cuestiona una sectoriza-
ción uniforme (Muller, 2000). Bajo las premisas anteriores, el territorio es 
importante por: a) la multidimensionalidad; b) la multisectorialidad; c) la 
capitalización humana, social y natural; d) la articulación urbano-rural; e) 
el valor agregado de tipo territorial; f ) la diferenciación territorial y g) la 
articulación territorial (Calvo, 2005, p. 3).
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De este modo, las políticas públicas están más atentas a las dimensio-
nes, los procesos y los actores que se desenvuelven e inciden en el territo-
rio. También porque hay un marco jurídico institucional para las políti-
cas públicas en general, y por cuanto la dimensión territorial implica un 
asunto de escala. Surge así una formulación y una evaluación de “políticas 
territoriales” donde hay estrategias de planificación y gestión, así como 
metodologías de evaluación territorial. Consecuentemente, las políticas 
públicas están más atentas a lógicas territoriales y lógicas ambientales: una 
distinción básica donde las políticas regionales o de regionalización, así 
como las políticas territoriales urbanas y metropolitanas con sus proble-
mas comunes y particulares, son importantes. Finalmente, se considera 
de mejor manera el papel del Estado y el mercado en el ordenamiento del 
territorio (Massiris, 2008). 

De ahí que una política territorial aspira a tener mayor integralidad 
y transversalidad. En el caso de México, esta política se ha presentado en 
dos vertientes: una orientada hacia la planeación urbana y el ordenamien-
to territorial. La primera sustentada en la Ley General de Asentamientos 
Humanos, y la segunda dirigida hacia la aplicación de una política am-
biental a partir de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente (Sosa, 2020).

Si en su momento la política territorial en México —al igual que 
otras— se supeditó al modelo económico o se llevó a cabo en detrimento 
de lo social; la pregunta que surge es: ¿existe o no una política territorial 
en el país? Al formular esta pregunta, por política territorial entendemos 
el conjunto de acciones (o programas específicos) que tienen como objeto 
el territorio, sus transformaciones y problemas, lo que involucra diversos 
componentes. Al respecto, Mónica Sosa (2020) afirma que hay un entra-
mado poco coherente y escasamente articulado de normatividad, institu-
ciones, programas e instrumentos de planeación, entramado que en con-
junto dificulta la gestión eficiente de los múltiples problemas territoriales 
(Sosa, 2020).

Por todo ello, pensar y considerar la dimensión territorial no solo 
como algo dado, o no solo como la manifestación de la riqueza histórica 
y cultural, desde las políticas públicas implica tener en cuenta la dimen-
sión sociopolítica e institucional que valora y aspira a procesos de mayor 



363

El enfoque territorial en las políticas públicas

descentralización y federalismo: a la coordinación, la cooperación, el aso-
ciacionismo y, recientemente, a procesos de gobernanza multiactorales e 
institucionales. 

Pero, en lo que toca a la relación concreta entre “políticas públicas y 
territorio”, se debe meditar que la perspectiva que establece tal unión es 
el llamado “enfoque territorial en las políticas públicas”. Esta perspectiva 
considera el territorio como algo fundamental en el diseño y la implemen-
tación de programas gubernamentales, debido a las ventajas que ofrece 
considerar las particularidades de los mismos territorios. 

El territorio tiene un lugar clave en la construcción de capacidades 
en la sociedad civil y las instituciones a mediano y largo plazos. Los ac-
tores son el fundamento del territorio, los constructores del pensamiento 
territorial, al ser capaces de lograr la cohesión. El territorio constituye un 
elemento integrador para la definición de políticas públicas, y permite 
desarrollar las estrategias de creación dinámicas (Mazurek, 2009, p. 72).

En el territorio hay segregación física, segregación social y una segre-
gación subjetiva (Grandinetti y Nari, 2016, p. 55). Hay, por lo tanto, una 
territorialidad, o, más bien dicho, el ejercicio del poder en el territorio, 
el cual es una forma de clasificación por área, ya que delimita lo que es 
“propio” de lo que es ajeno. También contiene una forma de comunica-
ción, la cual identifica un límite de posesión y de exclusión. Involucra la 
implementación de un control sobre el acceso al área y a las cosas dentro 
de ella, y revela situaciones concretas entre el territorio y el poder (Manza-
nal, 2016, p. 169). No obstante, en el territorio, y su convergencia con el 
enfoque de las políticas públicas, permite desarrollar nuevas capacidades 
se alcanzan con la participación de los actores e instituciones que resultan 
más “efectivas”. Se construye así una cohesión institucional de diseños más 
abiertos e inclusivos que apuntan hacia políticas de cohesión territorial 
más efectivas (Grandinetti y Nari, 2016, p. 68).

En este contexto, la noción “políticas públicas y territorio” aspira a 
contar con un marco analítico para tener en cuenta la relación y los prin-
cipales conflictos e intereses en juego que permitieran identificar los al-
cances de las diferentes alternativas metodológicas para la formulación, 
la implementación y la evaluación de las políticas públicas en espacios 
concretos. En consecuencia, al tomar en cuenta el territorio, sea como 
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algo a intervenir para su transformación o simplemente como algo dado, 
la acción gubernamental parte de considerar las particularidades o la com-
plejidad de la realidad. 

EN SUMA

Los puntos anteriores atraviesan directa o indirectamente, o bien enmar-
can, las problemáticas que los capítulos de manera individual o en su con-
junto abordan. Se asienta en este sentido que el enfoque territorial de las 
políticas públicas, sea de manera real o discursiva, directa o indirectamen-
te, remite a una idea no solo de construcción y delimitación del espacio, 
un asunto geográfico o simplemente una división político-administrativa, 
sino también de construcción social del espacio y las relaciones entre actores 
e instituciones concretas asentadas, en los que la política, lo social, la econo-
mía, la historia, el contexto y la cultura importan y muchas veces explican 
lo que está en juego. Además de que en la dimensión territorial actores e 
instituciones locales, regionales, nacionales y globales del Estado, mercado y 
la sociedad dejan la abstracción para ser observados empíricamente.

El territorio es elemento tangible que es transversal. Es el elemento 
que constituye la puesta en escena donde actores e instituciones se in-
terrelacionan e inciden en el espacio: hacen territorialidad y las políticas 
públicas constituyen ese ámbito prescriptivo (polity) de la búsqueda del 
bien común; interactúan asumiendo roles y estrategias de confrontación 
para llegar a acuerdo dadas sus asimetrías en el ejercicio de poder (poli-
tics), y se diseñan e implementan acciones, planes, proyectos y programas 
concretos para buscar el fin común (policy). El aspecto de la escala y las 
representaciones en las que en tiempo real y efectivo actúan las institucio-
nes y actores permite observar e intervenir de la mejor manera y reducir 
las brechas de implementación de las políticas públicas. No obstante, en 
término teóricos aún falta por precisar si el enfoque territorial en las políti-
cas públicas, el enfoque de políticas públicas en el territorio, políticas públicas 
y territorialidad, territorialidad en las políticas públicas, por ejemplo, no es 
un asunto de denominaciones sino un reto de gran aliento por precisar 
conceptualmente esta relación.
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Resumen
La presente reflexión revisa el estatus de la democracia en México. Se divide en 
tres apartados: i. Elementos teóricos, donde se reflexiona sobre el significado de 
valores esenciales de la democracia. ii. La ruta de la democracia en México, en el 
cual se señala el estatus institucional del proceso de transición. iii. La calidad de 
la democracia, a través de indicadores que miden la percepción de los ciudada-
nos sobre temas del circuito público. Se abordan los procesos de alternancia, se 
identifican los logros, así como los pendientes, tanto en el diseño institucional 
como en el plano de la vinculación con la ciudadanía. Se retoman temas actua-
les, como el Pacto por México y la creación de nuevos partidos, como morena, 
lo cual permite analizar la cooperación política, por un lado, y el reacomodo 
del sistema de partidos, por otro. Finalmente, se revisan algunos datos, alojados 
en índices como el Latinobarómetro y Freedom House, sobre la calidad de la 
democracia, a fin de identificar la posición de México en América Latina.
Palabras clave: democracia, calidad de la democracia, sistema de partidos, elec-
ciones
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Democracy and its political advances in Mexico:  
The arrival of the first alternation of the left

Abstract
The present reflection reviews the status of democracy in Mexico. It is divided 
into three sections: i. Theoretical elements, where the meaning of essential values 
of democracy is reflected. ii. The route of democracy in Mexico, in which the 
institutional status of the transition process is mentioned and, iii. The quality of 
democracy, through indicators that measure the perception of citizens on issues 
of the public circuit. The alternance processes are addressed, the achievements 
are identified, as well as the pending ones, both in the institutional design and 
in the level of the link with the citizens. Current issues such as the Pact for Mexi-
co and the creation of new parties such as morena are taken up, which allows 
analyzing political cooperation, on the one hand, and the rearrangement of the 
party system, on the other. Finally, we review some data, housed in indexes such 
as Latinobarometro and Freedom House, on the quality of democracy in order 
to identify Mexico’s position in Latin America.
Key words: democracy, quality of democracy, party system, elections

INTRODUCCIÓN

Esta reflexión revisa los avances, retos institucionales y calidad de la demo-
cracia en México de una forma panorámica. Para realizarlo, se realiza un 
breve recorrido sobre el significado, los valores y las reglas. Como ejercicio 
de comparación, se integran indicadores que evalúan su calidad y cómo 
los ciudadanos podrían idealmente integrarse en la toma decisiones. 

El supuesto que guía este trabajo es que la democracia mexicana cum-
ple con los requisitos institucionales (instrumentales), como producto de 
diversas reformas constitucionales y legales en varias décadas, aunque, al 
evaluar su funcionamiento posterior a los procesos de alternancia política 
en el ámbito presidencial, se observa que ha tenido lugar una guerra sucia 
electoral, alto gasto en las campañas políticas, ausencia de credibilidad y 
opacidad en la rendición de cuentas, entre otros problemas. También se 
presentan asuntos pendientes que resolver, entre ellos la falta de conexión 
entre el gobierno y los ciudadanos, en específico ante la carencia de instru-
mentos intermedios y directos que incentiven mayor participación.
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Para discutir teórica y empíricamente, el capítulo se divide en tres apar-
tados: i. Los elementos teóricos, donde se elabora un recorrido del significado 
de valores significativos en torno a la democracia, como la participación, 
la rendición de cuentas y la calidad. ii. La ruta de la democracia en México 
referido a los avances institucionales en diferentes áreas del sistema político, 
así como a temas pendientes que deben resolverse el corto y mediano plazos. 
iii. La calidad, donde se comparan los resultados sobre las percepciones de 
los ciudadanos acerca del desempeño gubernamental a través del tiempo. 

I. ELEMENTOS TEÓRICOS 

La democracia se puede concebir por lo menos desde dos enfoques o 
visiones: la instrumental y la deliberativa. Desde la primera parte de la 
existencia de mecanismos que regulan la competencia política. En esta se 
ofrece un ganador y existe un proceso de rotación de los integrantes del 
gobierno. Eso es posible porque todos aceptan las reglas y participan por la 
vía de las instituciones políticas, a partir de la visión clásica y competitiva 
de Joseph Schumpeter (1942). Por su parte, Samuel Huntington señala 
que los procesos de transición a la democracia pueden generarse a través 
de tres vías: “transformación, reemplazo y traspaso” (1976, p. 110). En 
ese sentido, el arribo de la democracia por alguna vía ha ganado terreno 
y “constituye una apuesta mucho mejor que cualquier alternativa equipa-
rable (...) aunque las democracias sufren también de muchos defectos”, 
según sostiene Robert Dahl (1999, p. 72). Dicho lo anterior, los cambios 
de gobernantes aseguran alternancia por la vía pacífica, pero por sí mismos 
no representan mayor eficacia o calidad de las instituciones gubernamen-
tales. Los cambios no solo incluyen el cambio de régimen político de una 
dictadura a un sistema democrático, sino, ahora también, lo que se ha 
denominado giros en el interior del propio sistema democrático; es decir, 
el arribo de gobiernos de corte de izquierda o de derecha.

Giovanni Sartori (1999), Robert Dahl (1999), Norberto Bobbio 
(1986), Alan Touraine (2001) y Arend Lijphart (1991) relacionan caracte-
rísticas fundamentales de la democracia, entre las cuales destacan la com-
petencia partidista, los procesos de alternancia, el pluralismo y la creación 
y adaptación de instituciones electorales.
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Desde la visión deliberativa, los instrumentos electorales están asegu-
rados; es decir: se entiende que la democracia es un hecho; por tanto, la 
exigencia se dirige hacia la calidad y la participación de los ciudadanos, y 
no únicamente a lo concerniente a los procedimientos. Esto es importante 
porque no se puede negar la vulnerabilidad de la democracia electoral, la 
cual, incluso, puede producir un pluralismo ficticio, según de la postura 
de Gianfranco Pasquino (1999, p. 101). En ese tipo de pluralismo, son 
los partidos más grandes y con mayor representación legislativa quienes 
predominan en las decisiones y en los espacios de gobierno.

En la visión deliberativa, la democracia, además de la rotación del po-
der, requiere cohesión y capital social, lo cual incluye: “redes, compromiso 
emocional y confianza” (Baurmann, 2013, p. 26). En ese sentido, busca 
mayor participación colectiva, así como incentivar la vinculación entre 
el gobierno y la sociedad civil. Idealmente, supone avanzar más allá de la 
gobernabilidad entre instituciones políticas en distintos niveles de gobier-
no hacia procesos de gobernanza en los cuales los ciudadanos participen e 
incidan en la toma de decisiones. Las diferencias entre ambos enfoques se 
sintetizan en el cuadro 1. 

Cuadro 1 
Elementos distintivos de la democracia

Requisitos Enfoque

Sistema de partidos competitivo
Capital político
Alternancia
Gobernabilidad
Cooperación legislativa
Rendición de cuentas vertical

Democracia 
Intrumental-electoral

Mecanismos de inclusión de grupos, ong, osc
Capital social
Alternancia más inclusiva	
Acceso a la información y transparencia
Gobernanza
Cooperación con actores no partidistas
Rendición de cuentas horizontal y social

Democracia deliberativa

Fuente: Elaboración propia.
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Una vez presentada la diferencia general entre la visión instrumental y la 
deliberativa, es pertinente agregar que la democracia se puede evaluar a 
través de algunos indicadores, como “decisión electoral, participación, res-
ponsabilidad, respuesta a la voluntad popular y soberanía” (Levine, 2007, 
p. 18), los cuales miden la estabilidad de las reglas institucionales, el grado 
de satisfacción y orientación de los ciudadanos respecto del gobierno. So-
bre la base de lo anterior, se visualiza una relación de dos vías, la actuación 
de los gobernantes y el tipo de interés y participación de la ciudadanía. 

Además de la calidad, también se debe considerar la impartición de 
la ley y respeto a ella, ya que así se limita el poder arbitrario, se restringe 
el clientelismo y se combate el corporativismo en la toma de decisiones 
públicas. Para John Rawls, la cultura de la legalidad y la teoría de la jus-
ticia son elementos cruciales para consolidar la democracia, por lo cual 
es necesario un individuo que no goza de violar los principios de otros 
(Rawls, 1971, p. 41). En el estudio de la democracia también están pre-
sentes otras demandas que van más allá de una postura instrumental, tal 
como la propuesta de Chomsky (2002, p. 11), quien señala la imperante 
necesidad de vigilar los derechos humanos y la libertad. Fishkin (1995, p. 
20) recupera la idea de las consecuencias de la tiranía de la mayoría. Elster 
(1995, p. 257) sostiene que no todo se reduce a la máxima utilidad de las 
preferencias, sino a la solución de conflictos. Por su parte, Sousa (2002) 
alude a la pertinencia del fortalecimiento de la democracia participativa. 
Los elementos previos representan una agenda que requiere un debate 
teórico profundo que va más allá de esta reflexión. 

Otro aspecto importante en la democracia es la rendición de cuentas 
(accountability), la cual se concibe desde dos planos: en el primero no solo 
se exige transparencia a las instancias gubernamentales y sus titulares; en el 
segundo se exige que el ciudadano también debe cumplir un papel activo 
a través de la responsabilidad social; es decir, derechos y obligaciones. El 
esquema se complementa con dos facetas adicionales, la obligación de po-
líticos y funcionarios de informar sobre sus decisiones (answerability) y la 
capacidad de sancionarlos en caso de que hayan violado deberes públicos 
(enforcement). La rendición de cuentas considera cuatro aspectos: respon-
sabilidad, sanciones, información y justificación (Schedler, 2008, p. 12).
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Otra clasificación ofrece tres dimensiones (procedimentales, sustanti-
vas y resultados) y ocho variables para el análisis de la rendición de cuentas: 
i) Procedimentales: 1. Estado de derecho. 2. Participación. 3. Competen-
cia. 4. Accountability vertical. 5. Accountability horizontal. ii) Sustantivas: 
6. Libertad/derechos políticos y libertades civiles. 7. Igualdad (política y 
legal. iii) Resultados. 8. Responsiveness (Diamond y Morlino, 2004, p. 20).

La rendición de cuentas exige transparencia en el manejo de los re-
cursos públicos (aunque no se limita a ello) y en la administración de los 
programas públicos, incluso una fiscalización más estricta hacia los partidos 
políticos (Arévalo, 2010). Una democracia exigente requiere grupos políti-
cos y sociales que presionen, demanden y dirijan peticiones hacia el gobier-
no, es decir, “un régimen político capaz de renovarse, de adaptarse, exigente 
con sus ciudadanos y con sus gobernantes” (Pasquino, 1999, p. 11). Una 
democracia no está completa si la sociedad civil no puede protestar. Es 
decir, debe existir la posibilidad de aprovechar los canales institucionales 
formales para recibir y procesar demandas y respuestas (Easton, 1953, p. 
113), aunque en ocasiones los resultados sean parciales y limitados. 

La democracia, más allá de la rotación del poder, requiere:

La construcción de nuevos pactos de ciudadanía, capaces de refundar lógicas demo-
cráticas y los canales de participación política de cara a las exigencias de este tiempo 
de cambios, constituye uno de los mayores desafíos actuales para los sistemas políticos 
(Gaetano, 2008, p. 178). 

Los cambios deben alentar el interés y la participación de los ciudadanos 
en la discusión de los asuntos públicos, sin embargo, si no existen canales 
que incentiven dicho interés, es una ruta de difícil acceso. 

Un factor clave en la calidad de la democracia es la participación de 
la ciudadanía. Teóricamente, este concepto se puede clasificar a través de 
dimensiones económicas, sociales y políticas, como las propuestas por 
Guillén y Sáenz. Una ciudadanía activa en el espacio local favorece una 
mayor calidad, porque fomenta su inclusión en tres ámbitos: 1. Econó-
mico (actividades de cogestión, voluntariado, foros de expertos y coope-
ración ciudadana). 2. Social (confianza y cohesión). 3. Político (reduce la 
corrupción, legitima y favorece la transparencia) (Guillén y Sáenz, 2009, 
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p. 182). En este sentido, la esfera de actuación ciudadana corre por pistas 
alternas a las institucionales (oficiales).

La calidad de la democracia podría avanzar si pensamos en una escale-
ra de participación, con tres dimensiones y ocho variables que determinan 
el nivel de empoderamiento. Los indicadores van de un rango del 1 al 
8, en los cuales los números más bajos representan menor capacidad de 
decisión y mientras más altos, más poder ciudadano. La escalera de parti-
cipación se muestra en el cuadro 2.

Cuadro 2
Escalera de participación

Escala Estrategia del ciudadano Tipo de empoderamiento

8 Control ciudadano

Poder ciudadano7 Poder delegado

6 Coparticipación

5 Apaciguamiento

Participación simbólica4 Consulta

3 Información

2 Terapia
No participación

1 Manipulación

Fuente: Elaboración propia basada en Arnestein, 1969, p. 216.		

La escalera ofrece tres dimensiones ideales que van de menor participación 
a mayor poder ciudadano. Desde luego, la propuesta es debatible, pero 
representa una forma de clasificar las diferencias en la participación. Los 
indicadores 1 y 2 no favorecen la calidad de la democracia, ya que prácti-
camente se asumen como ciudadanos subordinados, que incluso no cues-
tionan la información que reciben; esta, de hecho, es de baja credibilidad. 
Los indicadores 3, 4 y 5 representan una faceta que requiere ciudadanos 
comprometidos, capaces de invertir tiempo, dinero y conocimiento, aun-
que todavía no explotan con amplitud su potencial para involucrarse. La 
actuación en estos niveles se cataloga como simbólica.

Finalmente, los indicadores 6, 7 y 8 representan el estado ideal de em-
poderamiento ciudadano. El seis comienza con una coparticipación, una 
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relación gobierno-sociedad estable y sólida, en la cual ambos actores están 
comprometidos en un beneficio común. Individual y colectivamente exis-
te la probabilidad de apoyar proyectos sociales y comunitarios.

El poder delegado (séptimo indicador) y el control ciudadano (octavo 
indicador) implican que el ciudadano utilice los instrumentos de partici-
pación directa e intermedia existentes, aunque la complicación se presen-
ta cuando estos no están integrados en la ley. Por ejemplo, los tres instru-
mentos (institucionales) más comunes son el plebiscito, el referéndum y 
la iniciativa popular, pero para aumentar la calidad es necesario integrar 
instrumentos intermedios y directos. ¿Cuál es el estatus de los instrumentos 
de participación ciudadana a escala federal? Por primera vez en la historia 
política de nuestro país, se introduce un instrumento nuevo, la revocación 
de mandado, reforma constitucional publicada el 7 de septiembre de 2021. 
En ella se estipula que los resultados solamente podrán ser vinculatorios 
cuando se reúna por lo menos el 40% de las personas inscritas en la lista 
nominal de electores (artículo 58, capítulo v, Ley Federal de Revocación de 
Mandato). Así que, en este ámbito, el sistema democrático se ha fortalecido.

Hasta aquí hemos esbozado algunos elementos generales sobre la de-
mocracia. En la siguiente parte hacemos una reflexión sobre los avances y 
retos en el sistema político mexicano. 

II. LA RUTA DE LA DEMOCRACIA EN MÉXICO

En las tipologías de los regímenes de gobierno, México fue un caso fuera 
de lo común por la creación y la adaptación de un sistema de partido he-
gemónico, según la clasificación de Giovanni Sartori (2005, p. 282). Este 
sistema se mantuvo vigente durante décadas hasta el proceso de transición 
y alternancia en el poder ejecutivo en el año 2000. En ese año se produjo 
un cambio de gobierno y no de régimen político, ya que este último se fue 
modificando gradualmente a través de diversas reformas electorales, algu-
nas de índole secundaria y otras de carácter constitucional, en 1977, 1996, 
2008 y 2013. En las elecciones más recientes ocurrió una tercera alternan-
cia en la presidencia de la República, la primera fue la llegada del Partido 
Acción Nacional en el año 2000; la segunda fue el retorno del Partido 
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Revolucionario Institucional en las elecciones de 2012, mientras la tercera 
fue la victoria de Andrés Manuel López Obrador y su partido político 
morena en los comicios de 2018. Sobre la base de lo anterior, el sistema 
democrático en nuestro país se mantiene activo en aras de fortalecer la 
calidad de la competencia. ¿La llegada de morena puede ser considerada 
como un cambio de régimen? Sostenemos que fue un cambio de gobierno 
y no uno de régimen; sin embargo, a la mitad del sexenio es prematuro 
saber cuán profundos serán los cambios constitucionales implementados 
por la administración de Andrés Manuel López Obrador, en ese sentido, 
asumimos que es un régimen que se está calibrando y ajustando.

La llegada de la cuarta transformación (4T) viene acompañada por 
una política económica de corte mixto; es decir, mantiene elementos claros 
del modelo neoliberal, como la preocupación de los recortes presupuesta-
les y las acciones de austeridad, pero combinado con elementos de bienes-
tar social, como los programas asistenciales de corte populista (pensiones, 
becas, transferencias directas de apoyos a través del Banco del Bienestar). 
Estas acciones, enmarcadas en el Plan Nacional de Desarrollo, en el cual 
se establecen los siguientes ejes: 1. Política y gobierno, 2. Política social, y 
3. Economía. Estos ejes de gobierno han permitido algunos logros como 
el “aumento del salario mínimo, el cual pasó de 102.68 pesos en 2019 a 
141.70 pesos en 2021. También se incrementó la recaudación fiscal en 
2.35% entre 2020 y 2021” (Presidencia, Expansión Política, 2021, 7 de 
septiembre), pero también ha dejado algunas dificultades, como el escaso 
crecimiento económico del Producto Interno Bruto (pib) y el difícil ma-
nejo de la pandemia del sars Cov2 entre 2020 y 2021.

En otro tema, nuestro sistema electoral ofrece partidos de diferente ta-
maño (grandes, intermedios y pequeños), además de instituciones electo-
rales y tribunales jurisdiccionales que vigilan los resultados. Los elementos 
anteriores son esenciales para el mantenimiento de una democracia, la cual 
se complementa “con legitimidad y eficacia del régimen y su permanencia” 
(Linz, 1996, p. 79). Un sistema democrático no es perfecto y enfrenta retos 
muy concretos, como fortalecer la gobernabilidad, evitar la guerra sucia en 
las campañas electorales, y generar mayor credibilidad hacia gobernantes y 
partidos; es decir: promover mayor calidad y no solo rotación del poder. En 
el cuadro 3 se mencionan algunos logros y desafíos de nuestro país. 
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Cuadro 3 
Avances y desafíos del sistema político en México

Logros Retos

•	 Reformas políticas
•	 Alternancia presidencial, estatal y 

municipal
•	 Estabilidad política
•	 Sistema de partidos plural
•	 Creación de instituciones electorales
•	 Validación de las elecciones por 

medios jurisdiccionales

•	 Evitar guerra sucia en las campañas 
•	 Rendición de cuentas: vertical, 

horizontal y social
•	 Instrumentos para revocar mandatos
•	 Aumentar la confianza en las 

instituciones políticas
•	 Vinculación de los ciudadanos en las 

decisiones públicas
•	 Escaleras de participación
•	 Combatir la corrupción y la opacidad

Fuente: Elaboración propia.

Los avances son significativos, pero no definitivos e inacabados. En tér-
minos de la competencia política, Espinoza y Meyenberg (2001 p. 316) 
señalaron que el proceso de transición democrática generó un sistema de 
pluralismo moderado-excluyente en tres partidos grandes, el cual persis-
tió hasta las elecciones federales intermedias llevadas a cabo en 2015. Se 
caracteriza como pluralismo porque, a partir de la propuesta del italiano 
Giovanni Sartori, el sistema cumplía con la existencia de hasta cinco parti-
dos importantes (Partido Revolucionario Institucional, pri; Partido Acción 
Nacional, pan; Partido de la Revolución Democrática, prd; Partido Verde 
Ecologista de México, pvem, y Movimiento Ciudadano, mc), pero exclu-
yente porque en realidad los tres primeros concentraban los escaños y las 
decisiones en el Congreso mexicano (Cámara de Diputados y Senadores). 

El escenario anterior se mantuvo hasta 2015, cuando llegó a la are-
na electoral morena, partido político fundado por el excandidato presi-
dencial perredista, Andrés Manuel López Obrador, lo cual modificó la 
competencia y produjo un reacomodo en dos partidos grandes: el pri y 
el pan. Además esto llevó al establecimiento de dos partidos de izquierda 
intermedios: el prd y morena (este último obtuvo el 8.37% de los votos, 
cifra récord para un nuevo partido en su primera cita electoral). El quinto 
lugar quedó en manos del pvem. 
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Sobre la base de lo anterior, el sistema de partidos posterior a las elec-
ciones de 2015 mostró una reconfiguración entre los competidores, por lo 
cual la categoría de pluralismo moderado-excluyente pasó, según nuestro 
criterio, a un sistema de pluralismo moderado-flexible, ya que dos partidos 
mantuvieron su peso electoral (el pri y el pan), mientras la izquierda se frag-
mentó entre los simpatizantes del prd, morena, Movimiento Ciudadano 
(mc) y el Partido del Trabajo (pt). A ese escenario se suman otros partidos 
como el Partido Nuevo Alianza (panal) y el Partido Encuentro Social (pes). 

No obstante lo anterior, con posterioridad a las elecciones federales de 
2018 se presentó un reacomodo del sistema de partidos, pues morena se 
convirtió en el partido que más votos captó de manera individual: en la 
elección presidencial obtuvo el 44.49%; en la de diputados, 37.25%, y en 
la de senadores, 37.50% (Cómputos Distritales ine 2018). Sobre la base 
de esos resultados, morena quedó como la primera fuerza, y lo siguieron 
el pan y el pri, mientras el prd quedó excluido de ese tripartidismo. El 
primer lugar de morena se mantuvo en las elecciones federales de 2021, 
en donde el partido guinda quedó nuevamente en la primera posición con 
el 34.09% (Cómputos Distritales ine 2021), y detrás el pan y el pri.

Las características de ambos tipos de pluralismo se muestran en el 
Cuadro 4.

Cuadro 4 
Tipos de pluralismo en México

Pluralismo moderado-excluyente Pluralismo moderado-flexible

Tres partidos predominan la captación de 
votos y reparto de escaños: pri, pan y prd 
(desde 1989 hasta 2015).

Tres partidos predominan la captación de 
votos y reparto de escaños: morena, pan 
y pri (desde 2018 hasta 2021).

Los partidos pequeños tienden a 
establecer alianzas electorales

Dos partidos mantienen su fuerza: pri y 
pan

prd y morena dividen la captación de 
votos.

Alianzas pragmáticas: morena, pt y pes 

Alianzas pragmáticas: pan/prd

Fuente: Elaboración propia.
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En un ámbito distinto al tipo de pluralismo de partidos (excluyente o 
flexible), el proceso de alternancia también debería generar mayor partici-
pación de organizaciones no gubernamentales y la emergencia de la socie-
dad civil organizada con movimientos de protesta; sin embargo, también 
es importante “el uso de formas alternativas de consumo crítico como 
modo de denuncia y como vía secundaria de combatir la supremacía de 
los medios de comunicación” (Della Porta, 2005, p. 61). Esto significa 
que los ciudadanos generalmente consumen información en los medios 
tradicionales, pero explotan poco medios alternos, de ahí la pertinencia 
de utilizar espacios que vinculen más a los ciudadanos con organizaciones 
civiles, ong, osc y otras formas de protesta. En el sentido anterior, resulta 
determinante avanzar en la escalera de participación propuesta por Arnes-
tein (1969); es decir, pasar de la manipulación hacia el poder y el control 
ciudadano.

En el ámbito de la competencia electoral entre partidos, en 2000 la 
estrategia que, en parte, dio la victoria a Vicente Fox fue el voto útil. En 
2006, la ruta fue la guerra sucia para debilitar al candidato de la izquierda, 
Andrés Manuel López Obrador. En 2012 se repitió, pero ahora los prin-
cipales ataques se concentraron en contra del candidato del pri, Enrique 
Peña Nieto, quien era el puntero en las encuestas de preferencias electo-
rales, ataques que no dejaron exento al candidato de la izquierda. López 
Obrador, en los comicios de 2018 y en su tercera candidatura presidencial, 
triunfó para acceder al Poder Ejecutivo, no sin antes ser llamado nueva-
mente un peligro para México en la campaña electoral.

Las dos últimas elecciones presidenciales (2012 y 2018) mantuvieron 
un bajo nivel de discusión de las propuestas, un ambiente de confronta-
ción y descalificación, y un cúmulo de prácticas informales que restaron 
credibilidad a los partidos ante el electorado (Alarcón, et al., 2013; Sán-
chez y Farrera, 2012). 

La democracia como instrumento de rotación del poder permitió la 
alternancia política en 2012, del pan al pri; sin embargo, la elección no es-
tuvo exenta de cuestionamientos por parte de grupos como el movimiento 
Yosoy132 y la caravana del Movimiento por la Paz con Justicia y Digni-
dad, encabezado por Javier Sicilia, entre otros. En vísperas del proceso 
electoral federal de 2018, el reto del en las elecciones de 2018 fue garanti-
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zar un ambiente equitativo entre los contendientes, ante una clara desafec-
ción hacia la política. A pesar de que nuevamente Andrés Manuel López 
Obrador fue objeto de ataques de guerra sucia, el electorado lo favoreció 
con el voto, con un abultado 53.19% de los sufragios, y recientemente su 
partido, morena obtuvo más votos en las elecciones intermedias de 2021.

En otro tema, se ha cuestionado el costo total de la democracia. Luis 
Carlos Ugalde ofrece datos interesantes. Indica que, por ejemplo, en 2004 
el costo promedio fue de 7,779 millones de pesos; en 2012 fue de 11,500 
millones de pesos; es decir: tuvo lugar un aumento significativo (Ugalde 
y Rivera, 2014, p. 29). Para 2017, el costo se elevó nuevamente a 18,277 
millones de pesos (Integralia, 2017, p. 2), mientras para 2019 el costo fue 
de 15,300 millones de pesos (Integralia, 2020, p. 610). Eso convierte la 
democracia en un circuito institucional muy costoso; a pesar de la reduc-
ción, comparado con años atrás, sigue siendo muy alto.

En ese costo total se incluye el gasto en spots, propaganda y marketing 
electoral durante las precampañas y campaña electoral, recursos que el 
Estado provee a los partidos, además del presupuesto destinado para el 
funcionamiento de los órganos electorales y los tribunales jurisdicciona-
les; no obstante, en ese monto no se incluyen las aportaciones privadas. 
Sobre este punto se señala que “el financiamiento público a los partidos 
vigente, que bien pudo haber sido esencial para iniciar una transición po-
lítica exitosa, quizá no sea muy útil para consolidarla” (Aparicio, 2006, 
p. 12). Dicho lo anterior, sería pertinente considerar la disminución de 
las prerrogativas hacia los partidos, aunque eso representa solamente una 
parte del total. Las instituciones electorales son útiles y necesarias para la 
organización y el conteo de los votos, lo cual permite el mantenimiento 
del statu quo democrático. John Ackerman (2007) señala pendientes que 
resolver en instituciones clave como —en su momento—- el Instituto 
Federal Electoral (ife), ahora Instituto Nacional Electoral (ine). 

La democracia, a pesar de su estabilidad como forma de gobierno, en-
frenta dificultades dentro del sistema político. Una de ellas es el gobierno 
dividido, en el cual el presidente de la República no cuenta con mayoría 
suficiente en el Congreso para aprobar reformas constitucionales y legales; 
en ese caso, la oposición ocupa un lugar importante en la cooperación o 
el bloqueo legislativo. 
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Si la oposición se encuentra muy fragmentada, el presidente necesita 
mayor capacidad de negociación. Desde esta perspectiva, el diseño deter-
minaría los logros o fracasos del gobierno en turno. A partir de otra pos-
tura, el ciudadano es quien construye mayorías, dado que emite un voto 
diferenciado, al premiar a un partido en la presidencia y votar por otro 
en los espacios legislativos. En la primera posibilidad se enfatiza que la 
ausencia de cooperación resulta del diseño rígido del sistema de partidos, 
y, en la segunda, que la falta de mayorías es producto del voto racional y 
diferenciado de los electores.

La débil cooperación legislativa se presentó como un efecto de la de-
mocracia. Esto se remonta a la renovación de la Cámara de Diputados 
en 1997, año en el que el pri no consiguió por primera ocasión mayo-
ría absoluta. Desde esa fecha y en los dos sexenios panistas, con Vicente 
Fox Quezada (2000-2006) y Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012), así 
como en sus respectivas legislaturas, prevaleció el gobierno dividido.

Sobre el gobierno dividido, José Córdoba (2014, p. 2) aludía a que 
la falta de acuerdos se podría superar por medio de la construcción de 
mayorías artificiales; es decir, su propuesta radicaba en fortalecer al presi-
dente mediante cláusulas de gobernabilidad y, por tanto, erigir un poder 
ejecutivo fuerte. Esta posibilidad, aunque ayuda a superar la falta de ma-
yoría, debilita la voluntad de los votantes al sobrerrepresentar con escaños 
al partido del presidente; en ese caso, la decisión del ciudadano pasa a 
segundo plano. 

En una posición opuesta, María Amparo Casar (2009, p. 18) sostiene 
que la alternativa no se resuelve al modificar el diseño del sistema de par-
tidos, sino al alentar la cooperación y la negociación político-legislativa. 
La propuesta no está en premiar al Ejecutivo, sino en generar condiciones 
que permitan a los actores consensar. Esto se puede lograr por medio de 
dos opciones: una de corte constitucional y la otra de corte coyuntural. 
La primera implica transitar hacia un gobierno de coalición donde com-
partir el poder es la llave para erigir un gobierno eficaz en la aprobación 
de reformas importantes. La segunda opción se enfoca en la construcción 
de una vía intermedia, no del ámbito constitucional, sino de corte coyun-
tural, validada por la voluntad política de los partidos opositores y por la 
habilidad del partido gobernante; sin embargo, el riesgo es que este tipo de 
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relación-coyuntural puede terminar en cualquier momento. En el cuadro 
5 se presenta la ruta de estas posibilidades.

Cuadro 5 
Gobierno dividido y sus rutas de cooperación

»
Democracia 
instrumental

Dimensión 
institucional 

»
Gobierno 
dividido
»

Producto de

»
Posibilidad 1: 
Diseño de un 
sistema de 
partidos rígido

»
Posibilidad 
2: Voto 
diferenciado

Se resuelve

 »
Modificando 
las reglas 
a favor del 
presidente

 »
Alentado la 
cooperación 
legislativa

 »

Diseño institucional

Cláusulas de 
gobernabilidad

Gobierno de 
coalición (solución 
constitucional) inter 
media

Pactos informales 
Pacto por México

Transfuguismo de 
legisladores al partido 
gobernante para 
construir una mayoría 
artificial

Fuente: Elaboración propia.

Al inicio del sexenio del presidente Enrique Peña Nieto no existía la po-
sibilidad constitucional de un gobierno de coalición; por ello, la ruta fue 
construir un acuerdo basado en la voluntad política con algunos partidos 
opositores, denominada por Lijphart (2000, p. 97) coalición mínima ga-
nadora. El presidente se enfrentaría a la dificultad de no contar con la ma-
yoría suficiente en ambas cámaras para realizar reformas constitucionales 
(las denominadas estructurales, pendientes desde sexenios anteriores). Sin 
embargo, el pri aprovechó el contexto político para negociar reformas a 
través del Pacto por México. Esto se desarrolló en un ambiente coyuntural, 
con disposición del pri, el pan y el prd. Esa ruta se apegó más a la idea de 
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María Amparo Casar que a la de José Córdoba. Esto es, se materializó un 
acuerdo desde una posición estrictamente coyuntural. El Pacto fue posible 
por el ambiente de fragilidad tanto en el prd, generado por la salida de 
López Obrador, como por las pugnas internas del pan entre calderonistas 
y maderistas. Si bien el acuerdo fue de corta duración (2012-2013), mos-
tró que sí es posible la cooperación en un escenario de gobierno dividido. 

En el 2018 morena obtuvo 188 diputados, insuficiente para aprobar 
reformas legales de mayoría absoluta, pero, incentivando legisladores del 
prd, el pvem, el pt y del el pes, el partido del presidente logró sumar 259 
diputados, lo cual formó una mayoría camuflada. Esto permitió la aproba-
ción de diversas reformas constitucionales en la primera mitad de sexenio 
de López Obrador. 

Entre los temas de la agenda de gobierno se encuentran la “extinción 
de dominio, la Guardia Nacional, la abrogación de la reforma educativa, 
la paridad de género en cargos de elección popular y una reforma en torno 
a los derechos humanos” (Navarrete y Rosiles, 2020, pp.143-148). Ade-
más de la mayoría de morena en el Congreso (diputados y senadores) al 
2021, el partido del presidente ha logrado posicionarse con más gobiernos 
estatales; es decir: en 2018 ganó cinco gubernaturas, en 2019 dos más, 
mientras en 2021 logró conquistar once ejecutivos estatales más; en total, 
diecisiete gobernadores morenistas. Hasta aquí la breve reflexión sobre 
los logros y efectos de los cambios en el sistema político mexicano. En el 
siguiente apartado se hace una revisión de los indicadores que evalúan la 
calidad democrática.

III. LA CALIDAD 

Para complementar la explicación anterior, algunos datos acerca de la ca-
lidad de la democracia. La democracia como forma de gobierno supone 
“hacer participar al mayor número de ciudadanos, de una manera efectiva, 
en los asuntos públicos” (Serra, 1994, p. 592); lo ideal sería incluirlos 
tanto en el diseño como en la toma de decisiones, pero nos enfrentamos 
a la ausencia de participación, la cual arrastra falta de credibilidad hacia 
la democracia. 
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¿Qué significa calidad de la democracia? Se entiende que “un gobierno 
puede producir resultados deficientes a los ojos de algunos o muchos. La 
calidad depende del funcionamiento de los procesos mediante los cuales la 
población selecciona y controla sus gobernantes” (Levine, 2007, p. 18). Lo 
anterior se enfoca en el proceso y los resultados alcanzados por un gobierno 
democrático. Es decir, un presidente es electo por la mayoría de los ciuda-
danos, situación que lo valida de manera legal; sin embargo, ese hecho en 
sí mismo no es suficiente en un gobierno con calidad democrática. Esto úl-
timo se construye a partir de la comunicación, los resultados, la estabilidad 
social y la satisfacción de los ciudadanos. Se mide por medio de diferentes 
dimensiones e indicadores, como propone el autor: decisión electoral, par-
ticipación, responsabilidad, respuesta a la voluntad popular y soberanía.

En México, la decisión electoral está asegurada por la vía administra-
tiva (ine) y jurisdiccional (tepjf ); es decir, se llevan a cabo elecciones re-
currentes, las cuales varían en el margen de victoria (mv) entre el ganador 
y el segundo lugar. Es decir, a partir de esta variable, existe mayor calidad 
cuando la distancia entre ambos es reducida; en otras palabras, cuando 
tiene lugar una elección donde cualquiera de los dos principales conten-
dientes puede ganar. Lo anterior indica que los procesos electorales son 
realmente competitivos.

En el segundo aspecto, la participación de los ciudadanos todavía es 
limitada; si bien elijen a sus gobernantes, los mecanismos formales de ca-
rácter intermedio son limitados. Los grupos y movimientos organizados 
no cuentan con la fuerza suficiente para sumar simpatía y provocar un 
efecto duradero entre los ciudadanos, sumado a que no hay carácter vin-
culante de las decisiones de instrumentos como el plebiscito y el referén-
dum. Sobre la participación electoral, el Latinobarómetro 2017 aporta da-
tos interesantes sobre elecciones (federales y estatales) en distintos países, y 
muestra cuánto participan los ciudadanos al momento de emitir su voto. 
México se encuentra ubicado en una posición intermedia, con 53.7%, 
entre Ecuador, con el máximo porcentaje de la región, con el 81.63%, y 
Honduras, con el 43.85%. En los datos de Latinobarómetro 2021 este 
indicador su ubicó en 47%, una ligera caída respecto de años atrás.

Respecto de la calidad democrática existen trabajos que comparan 
dieciocho países en América Latina, con un rango del 0 al 100, donde 
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0 significa menor calidad y 100 mayor calidad. México se ubicó en la 
posición número seis, con 82.5 (Levine, 2007, p. 39). El sistema político 
mexicano avanzó en su proceso de transición a la democracia en el poder 
ejecutivo apenas en el año 2000, por lo cual la sexta posición de los die-
ciocho países analizados en la región latinoamericana se puede considerar 
como algo positivo, si se compara con otros países que tienen mayor tradi-
ción democrática. A pesar de lo anterior, no se debe perder de vista que a 
finales del sexenio de Enrique Peña Nieto estaba pendiente el tema de los 
43 estudiantes desaparecidos de Ayotzinapa, los escándalos de corrupción 
y opacidad, entre otros temas sensibles para la ciudadanía, aspectos que 
siguen pendientes en 2021 en el actual gobierno de Andrés Manuel López 
Obrador (Ramírez, La Razón, 2021, 22 de julio).

Para complementar la explicación de la calidad de la democracia se 
retoma la evaluación de expertos de Freedom House (fh), la cual incluye 
ocho variables que van de un rango de 0 a 100 puntos, mientras más 
alto más libertad, y viceversa, mientras más cercano al 100, más calidad, 
y viceversa. fh también mide los grados de libertad, los cuales pueden 
interpretarse como la posibilidad de exigir y ejercer derechos políticos y 
civiles. Se miden desde un rango de 2 hasta 14, mientras más cerca al 2 
mayor libertad, mientras, más cerca del 14, mayores restricciones. A par-
tir de esos datos, México se ubicó con 4 puntos. En el caso mexicano, a 
pesar de gozar con una puntuación positiva (4), la libertad de prensa es 
un tema con puntos pendientes importantes; por citar algunos ejemplos, 
está el despido de Carmen Aristegui de la empresa mvs, sin mencionar los 
109 periodistas que han sido asesinados en México en los últimos dieci-
siete años (Castro, Excélsior, 2017, 26 de junio). En el gobierno de López 
Obrador el aspecto de la comunicación también ha sido muy complicado, 
lo cual se ha sintetizado como “amlo contra la prensa y la prensa ante la 
defensa de un derecho” (Ortega, Expansión Política, 2021, 3 de mayo).

Veamos ahora algunos datos desagregados de la comparación de Lati-
nobarómetro 2013, 2016, 2017, 2021. Ante la pregunta “¿usted diría que 
está muy satisfecho, bien satisfecho, no muy satisfecho o nada satisfecho 
con el funcionamiento de la democracia en su país?”, los datos arrojaron 
que, en la región, el 57% contestó que se siente insatisfecho, mientras que 
el 39% se considera satisfecho. Más de la mitad de los encuestados en la 
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región latinoamericana manifestaron malestar con los resultados que la 
democracia ofrece. México, por su parte, alcanzó solamente el 21% de 
satisfacción (Latinobarómetro, 2013, p. 36). Cuatro años más tarde, Mé-
xico bajó de 21% a 18% (Latinobarómetro, 2017, p. 9). Con estos datos, 
podemos señalar que los ciudadanos no relacionan directamente la estabi-
lidad política y económica con mayor satisfacción ciudadana. En 2021 la 
satisfacción con la democracia fue del 33%, lo cual representa una recupe-
ración de la confianza hacia al gobierno (Latinobarómetro, 2021, p. 39).

Otro indicador importante de la calidad se enfoca en la aprobación 
del desempeño gubernamental. México se ubicó a media tabla con el 46% 
(Latinobarómetro, 2013, p. 37). Cuatro años más tarde presentó una caí-
da del 46% al 20% (Latinobarómetro 2017, p. 18), mientras que en la 
medición más reciente se ubicó en el 58% (Latinobarómetro 2021, p. 48), 
lo cual tambien representa una recuperación comparada con el sexenio 
anterior.

Otro indicador más que pertinente es el interés por la política. Se pre-
guntó a los ciudadanos mexicanos, “¿cuán interesado está usted en la polí-
tica?” (con las respuestas muy interesado, algo interesado, poco interesado, 
o nada interesado), México obtuvo 30% (Latinobarómetro, 2013, p. 39). 
En una nueva medición, pero ahora sobre la credibilidad de la política y 
los políticos, México se ubicó con 56%, lo cual ofrece que en promedio 
la ciudadanía se encuentra a media tabla; es decir, uno de cada dos ciuda-
danos cuestiona la credibilidad de la actividad política (Latinobarómetro, 
2016, p. 37). En la medición más reciente, solamente el 22% asume que 
puede participar en política La situación anterior es preocupante, porque, 
como se señaló previamente, el circuito institucional de la democracia 
representa un alto costo financiero, pero no se refleja en mediciones posi-
tivas sobre las principales instituciones políticas (Latinobarómetro, 2021, 
p. 93). 

Finalmente, en el indicador sobre la imagen del progreso de vida, 
México solamente obtuvo el 19% (Latinobarómetro, 2013, p. 45). Tres 
años después se mantuvo con 19% (Latinobarómetro, 2016, p. 52). Un 
año después bajó a 15% (Latinobarómetro, 2017, p. 58), mientras en la 
medición de 2021 solamente el 22% considera que hay una justa distri-
bución de la riqueza (Latinobarómetro, 2021, p. 44). 
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REFLEXIÓN FINAL

El sistema político mexicano se puede clasificar como una democracia 
electoral que cumple con criterios procedimentales desde el año 2000, 
año que dio fin a un sistema de partido hegemónico en el poder ejecutivo. 
Además, dio paso a un sistema de partidos pluralista excluyente, aunque 
con la preeminencia de tres partidos fuertes, primero pri, pan y prd, y 
después, morena, pan y pri. 

A pesar de que se realizaban elecciones periódicas cada seis años, no 
existían condiciones competitivas. Durante décadas ocurrieron reformas 
electorales que lograron una apertura gradual y controlada, lo cual final-
mente permitió la transición presidencial en el año 2000. Después de esa 
fecha, se han presentado tres alternancias en un marco competitivo, una 
del pan, una del pri y otra de morena.

En términos teóricos, persiste un pluralismo moderado en el cual los 
partidos pequeños no tienen un impacto importante en el número de 
escaños, aunque en algunos casos logran aliarse con alguna fuerza política 
grande (Smith y Banks, 1982). Sin embargo, la democracia en México es 
relativamente reciente. Se generó también el gobierno dividido (que per-
sistió con Fox y Calderón, aunque Peña Nieto incentivó la cooperación 
a través del Pacto por México). También se manifestó un ambiente de 
guerra sucia en las dos últimas elecciones presidenciales. El gobierno de 
López Obrador superó la falta de mayoría absoluta al formar una mayoría 
artificial, producto del traslado de legisladores de otros partidos al grupo 
parlamentario de morena en la instalación de la lxiv legislatura.

Desde la elección del año 2000, el diseño privilegió el funcionamien-
to de una democracia electoral que hace posible la rotación del poder de 
manera institucional; así ha pasado en las últimas tres elecciones presiden-
ciales. El escenario político-social de 2018 permitió la primera victoria de 
un partido de centro-izquierda. 

A pesar del funcionamiento instrumental, se ha producido un efecto 
de ausencia de credibilidad hacia la democracia, en adición a una per-
cepción de alejamiento entre representantes y representados. En América 
Latina, de acuerdo con tal índice, México se ubica en el sexto lugar en 
calidad de la democracia; es decir, se encuentra mejor calificado que otras 
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doce democracias, como Brasil, Ecuador, Bolivia, Paraguay, entre otras. Si 
se considera que México cuenta solamente con veintiún años continuos de 
alternancia política, el sexto lugar es prometedor. 

La baja calidad de la democracia se explica porque no existen con-
diciones (legales y otras de voluntad política) suficientes para alentar la 
participación y la vinculación ciudadanas. Es decir, los instrumentos exis-
tentes son macro (plebiscito, referéndum y la iniciativa popular), aunque 
recientemente se agregó la revocación de mandato; sin embargo, son ne-
cesarios mecanismos de corte intermedio y directo, que permitirían com-
batir la apatía y el desinterés de los ciudadanos en los asuntos públicos. 
Idealmente, una escalera de participación sería la alternativa para generar 
empoderamiento de los ciudadanos, a través de un compromiso social y la 
responsabilidad moral en el espacio público.
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INTRODUCCIÓN

¿Cuáles son las principales problemáticas de las zonas metropolitanas de 
México?, ¿cuáles deben considerarse como prioritarias?, ¿en qué medida 
se presentan las mismas problemáticas en todas las zonas? Estas y otras 
preguntas resultan de suma importancia para quienes se encuentran in-
teresados en resolver los problemas que aquejan a las zonas urbanas más 
importantes del país, una preocupación de los gobiernos y también de 
académicos y de amplios sectores de la sociedad.

Dar respuesta a estas preguntas es el paso necesario para, posterior-
mente, proseguir con la propuesta de acciones que busquen resolver di-
chas problemáticas. Como señala Méndez (2020), es en la etapa de diag-
nóstico donde los analistas en el gobierno —frente a los políticos— tienen 
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una mayor oportunidad de influir sobre las políticas públicas. Esto es así 
porque en esta etapa existe la posibilidad de que la política pública se con-
sidere más en función de la evidencia disponible que permita emprender 
acciones para resolver los problemas públicos que en factores políticos. Se 
pueden abordar los problemas públicos más como un asunto técnico que 
como un tema político.

El propio Méndez define diagnóstico como:

un proceso gradual de aproximación a una alternativa preferente, en el curso del 
cual la información puede ir cambiando, así como la preferencia por una alternativa 
determinada (aunque el objetivo principal de un diagnóstico sea siempre recomendar 
la mejor alternativa para la resolución del problema, dados ciertos criterios) (2020, 
p. 137).

Si bien es cierto que existen problemas comunes a los territorios metro-
politanos: transporte de personas; recolección, traslado y depósito de re-
siduos sólidos; seguridad pública; acceso al agua potable; contaminación 
ambiental; alta densidad vehicular; creación de zonas habitacionales, entre 
otros (Navarrete, 2018), sigue siendo necesaria la generación de diagnós-
ticos cada vez más precisos, diferenciados y basados en mejores evidencias.

Con este capítulo se busca contribuir a un diagnóstico general de las 
zonas metropolitanas. Para ello se presentan los resultados de un ejerci-
cio propio, la aplicación de 681 cuestionarios cara a cara en cinco zonas 
metropolitanas, además de datos del Índice de Ciudades Sostenibles de 
citibanamex (2018).

Entre los hallazgos puede destacarse el hecho de que la inseguridad 
es el tema que se viene colocando como el que más preocupa a quienes 
habitan las zonas metropolitanas, un hecho a destacar en un contexto en 
el cual efectivamente el desarrollo de las zonas presenta diversos ritmos y 
variaciones en sus problemáticas y capacidades.

ASPECTOS TEÓRICO-CONCEPTUALES

Debe partirse de la consideración de que el fenómeno metropolitano re-
presenta la complejización de lo urbano. Lo urbano puede definirse de 
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manera simple como aquello que tiene que ver con la ciudad, y por tan-
to se contrapone a lo rural. Sin embargo, las definiciones pueden variar. 
Por ejemplo, en México un área urbana es aquella localidad donde viven 
más de 2,500 personas, mientras que en Canadá el término se define en 
función de que cuente con mil o más habitantes, con una densidad de 
población de 400 o más por kilómetro cuadrado. Por citar otros casos, en 
Senegal y Suiza se consideran aglomeraciones de 10,000 o más habitantes, 
y en Zambia y Austria las de 5,000. En contraparte, en Islandia se con-
sideran áreas urbanas aquellas localidades de 200 o más habitantes (onu 
Hábitat, 2018).

En las ciudades se realiza toda una gama de labores y tareas, pero, 
desde luego: 

la ciudad es mucho más que un contenedor de actividades, pues, debido a la aglo-
meración y sus características geográficas y constructivas, ejerce una influencia más o 
menos importante para definir la estructuración e interacción social de individuos y 
grupos sociales (González y Larralde, 2019, pp. 13-14).

De acuerdo con Rosique (2014, p. 159): 

lo metropolitano es producto de la acción prolongada y extensiva de urbanizar sobre 
la misma zona geográfica, hasta tener una o varias ciudades o centros urbanos meno-
res conurbados y/o funcionando de manera interactiva y constante, con poblaciones 
que se mueven pendularmente entre ellos.

Estos procesos producen cambios muy relevantes: 

la metropolización genera transformaciones profundas en todos los ámbitos de la 
sociedad y el territorio; su total cobertura e histórico entrelazamiento de procesos 
heterogéneos sustentan la eclosión de estructuras socioespaciales de gran complejidad 
por la confluencia de dinámicas complementarias, antagónicas, yuxtaposiciones y 
mixturas (Cabrera y López, 2015, p. 133).

Las zonas metropolitanas se mueven entre la fragmentación y la unidad. 
Como advierten Duhau y Giglia (2012), es necesario hacer un esfuerzo 
para superar las perspectivas de visiones fragmentarias de las metrópolis, 
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pero lo cierto es que, aunque diversos procesos las convierten en un área 
económica y social única y continua, también es verdad que se ven frag-
mentadas de manera artificial por fronteras municipales y hasta estatales 
(Ramírez, 2016). Como advierte Ugalde (2016, p. 228), “ni el territorio 
de un fenómeno social o económico asociado a un área metropolitana es 
equivalente a la geografía de demarcaciones jurídico administrativas espe-
cíficas, ni es el mismo que el territorio de otro fenómeno”.

En este marco se explican las contradicciones que caracterizan el fenó-
meno metropolitano y que identifica Pírez (2001): 1) contradicción entre 
el ámbito territorial de los asuntos, los problemas y el ámbito territorial 
del gobierno y la gestión pública: los problemas de las ciudades superan 
los límites de las unidades político-territoriales; 2) contradicción entre el 
ámbito territorial de las necesidades o los problemas y el ámbito territorial 
de la representación política: no necesariamente coinciden los ámbitos 
territoriales de la vida urbana con los que corresponden a la organización 
de las representaciones políticas, y 3) contradicción entre el ámbito terri-
torial de las necesidades y el ámbito territorial de los recursos: existe una 
tendencia a concentrar las necesidades en ciertos territorios y los recursos 
en otros.

Se ha venido ampliando el debate para definir y diferenciar un área, 
zona o región metropolitana, pero, siguiendo a Arellano (2014, p. 38), 

la metropolización debe entenderse básicamente como la concentración de una gran 
población cuyas actividades económicas y sociales conforman un área funcional don-
de convergen diversas autoridades gubernamentales. De tal modo que, en el mundo, 
y a grandes rasgos, los conglomerados metropolitanos son de dos tipos: policéntricos 
o polinucleares.

En México las zonas metropolitanas se definen como el:

conjunto de dos o más municipios donde se localiza una ciudad de 100 mil o más 
habitantes, cuya área urbana, funciones y actividades rebasan los límites del muni-
cipio, incorporando dentro de su área de influencia directa a municipios vecinos, 
predominantemente urbanos, con los que mantiene un alto grado de integración 
socioeconómica (sedatu, conapo e inegi, 2018, p. 35). 
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Esta definición produjo un incremento en el número de zonas oficialmen-
te reconocidas respecto del último ejercicio de delimitación realizado en 
2012, que pasó de 59 a 74.

En el más reciente ejercicio de delimitación se tomaron en cuenta los 
criterios fijados por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (ocde), lo que en parte explica el incremento en la cifra de 
zonas reconocidas: el tamaño de la ciudad central se incrementó de 50 
mil a 100 mil habitantes; el criterio para municipios con ciudades de un 
millón o más habitantes se redujo a 500 mil; asimismo, se consideró todas 
las capitales estatales como zonas metropolitanas y se amplió la categoría 
de ciudades “transfronterizas” a ciudades que se localizan en “franjas fron-
terizas” o en las costas, además de que la consideración de su tamaño de 
población pasó de 250 mil a solo 200 mil habitantes (sedatu, conapo e 
inegi, 2018).

La literatura académica que tiene por objeto el estudio del fenómeno 
metropolitano en México ha ido floreciendo a partir del trabajo seminal 
de Luis Unikel (1976). Se han abordado diversas temáticas, desde la pla-
neación urbana y la coordinación (o ausencia de ella) entre municipios, 
gobiernos estatales y la Federación, hasta trabajos donde se discute el pro-
blema de la gobernación o gobernanza en las zonas metropolitanas (Kunz 
y González, 2019). Sobre las zonas metropolitanas en particular, Cárdenas 
(2014) identifica que se las ha analizado desde siete dimensiones: urba-
no-territorial (su delimitación), demográfica (tendencias poblacionales), 
social (problemáticas de las zonas), económica (estudios comparativos), 
ambiental (temáticas como la recolección de basura), político-institucio-
nal (gobernabilidad, coordinación y gestión metropolitana), y la combi-
nación de dos o más dimensiones.

Este capítulo busca contribuir con la generación de cada vez mejores 
diagnósticos sobre las problemáticas que aquejan a las zonas metropolita-
nas. En las ciudades habita ya la gran mayoría de las personas en el mundo 
y es donde se presentan problemas complejos cuyas soluciones parecen 
todavía lejanas. Como advierten Hernández, Ornelas y Castillo (2015, 
p. 11):
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las tendencias de concentración urbana y económica, así como la agudización de las 
desigualdades territoriales y dentro de las ciudades apuntan a movernos hacia crisis 
urbanas, las cuales no se presentarán en el futuro sino que ya tienen sus expresiones 
en el aumento de la informalidad en el mercado laboral, de la pobreza, de la profun-
dización de la segregación como un patrón de organización social del territorio y de 
la explosión de la violencia.

Como advierten los especialistas, se vive ahora mismo una transición ur-
bana, en la cual el reto ya no es solo acomodar a las personas que llegan 
del campo, sino garantizar la calidad de vida, la equidad y la sostenibilidad 
en las ciudades (onu Hábitat, 2012, p. xii), a riesgo de que se conviertan 
en trampas de desigualdad (ocde, 2016). Ahí radican la importancia y la 
pertinencia de invertir recursos en la realización de diagnósticos.

PROBLEMÁTICAS E IMPACTO GUBERNAMENTAL

En términos de las zonas metropolitanas existen dos temas sustanciales 
sobre los cuales es indispensable contar con un diagnóstico: las princi-
pales problemáticas que las aquejan, por un lado, y el impacto que están 
teniendo los gobiernos justamente en la atención a ellas, por otro. Para 
tener una idea de lo anterior, se realizó trabajo de campo en cinco zonas 
metropolitanas: Valle de México, Aguascalientes, San Luis Potosí, Pachuca 
y Tlaxcala. En un ejercicio no probabilístico se logró la aplicación de 681 
cuestionarios a personas mayores de dieciocho años que circulaban por 
lugares céntricos de las ciudades y aceptaron contestar.2

2.	 El trabajo de campo se desarrolló en el marco del proyecto “Elecciones y gobierno en 
las zonas metropolitanas de México”, auspiciado por el Programa para el Desarrollo 
Profesional Docente, Tipo Superior (prodep) de la Secretaría de Educación Pública 
(sep). Se contó con el invaluable apoyo como asistentes de investigación de los 
estudiantes Sofía Mariana Delgadillo Cerda, Manuel Alexis Ceja García y Ángel 
Daniel Ramírez Herrera.
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Tabla 1 
Información sobre trabajo de campo en cinco zonas metropolitanas

Zona 
metropolitana

Entidades que 
involucra

Ciudad de 
aplicación

Número de 
cuestionarios

Fecha de 
aplicación

Valle de 
México

Ciudad de 
México, Estado 
de México e 
Hidalgo

Ciudad de 
México

304 1 al 4 de febrero 
de 2019

Aguascalientes Aguascalientes Aguascalientes 129 15 y 16 de julio 
de 2019

San Luis Potosí San Luis Potosí San Luis Potosí 84 17 y 18 de julio 
de 2019

Pachuca Hidalgo Pachuca 120 22 y 23 de julio 
de 2019

Tlaxcala-
Apizaco

Tlaxcala Tlaxcala 44 24 y 25 de julio 
de 2019

Total 681

Fuente: Elaboración propia.

Los resultados del trabajo de campo arrojan que el principal problema 
identificado por los habitantes de las cinco zonas metropolitanas estudia-
das es la seguridad pública, por lo menos así lo declara el 31.07% de los 
entrevistados. El segundo problema más importante es agua potable y sa-
neamiento (19.08%), seguido por el de movilidad (vialidad y transporte) 
(16.72%).

Pese al predominio del tema de la seguridad pública, hay variaciones 
interesantes. En el caso de Aguascalientes, se trata del tercer problema en 
importancia, en tanto que es superado por los de agua potable y sanea-
miento (34.11%) y movilidad (vialidad y transporte) (24.03%).
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Gráfica 1 
Principales problemáticas en cinco zonas metropolitanas

Fuente: Elaboración propia.

Gráfica 2
Problemas metropolitanos en la zona de Aguascalientes

Fuente: Elaboración propia.
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En San Luis Potosí, por otro lado, los dos principales problemas identifi-
cados por la ciudadanía son seguridad pública (39.29%) y agua potable y 
saneamiento (21.43%).

Gráfica 3
Problemas metropolitanos en la zona de San Luis Potosí

Fuente: Elaboración propia.

Por lo que respecta a la ciudad de Pachuca, Hidalgo, cabe destacar que, 
mientras descuella el problema de seguridad pública, con el 31.67%, cua-
tro problemas presentan niveles muy parecidos entre sí: movilidad, con 
14.17%, así como planeación y desarrollo urbano; agua potable y sanea-
miento, y residuos sólidos, que se encuentran en empate con 12.5% de 
menciones para cada uno.
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Gráfica 4 
Problemas metropolitanos en la zona de Pachuca

Fuente: Elaboración propia.

De acuerdo con los datos obtenidos de la aplicación de cuestionarios cara 
a cara, de las cinco zonas metropolitanas en examen, Tlaxcala es la ciudad 
con los más altos índices de inseguridad pública: casi la mitad (46.51%) 
de los entrevistados lo mencionó como el problema principal.
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Gráfica 5 
Problemas metropolitanos en la zona de Tlaxcala-Apizaco

Fuente: Elaboración propia.

Para el caso de la Ciudad de México, el tema principal también es el de 
seguridad (32.33%). El segundo problema más relevante, como podría 
suponerse, es el de la movilidad (16.67%), aunque aparece prácticamente 
en empate con planeación y desarrollo urbano (16.33%).
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Gráfica 6
Problemas metropolitanos en la zona del Valle de México

Fuente: Elaboración propia.

Una vez identificados los principales problemas que aquejan a las zonas 
metropolitanas, cabe preguntarse cómo perciben los ciudadanos el tra-
bajo que realizan sus gobiernos. Los resultados del sondeo arrojan que, 
en general, las acciones gubernamentales se perciben como poco o nada 
efectivas. En las cinco zonas metropolitanas donde se realizó trabajo de 
campo, el 38.29% de los encuestados cree que el gobierno municipal es 
poco efectivo, y el 36.82% que es nada efectivo.
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Gráfica 7
Impacto gubernamental en cinco zonas metropolitanas

Fuente: Elaboración propia.

En tres zonas se advierte una tendencia parecida: en el Valle de México, 
Aguascalientes y San Luis Potosí la opinión mayoritaria es la presencia de 
gobiernos poco efectivos, aunque en Ciudad de México la cifra es la más 
alta, con 44.04%.
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Gráfica 8
Impacto gubernamental en la zona del Valle de México

Fuente: Elaboración propia.

Gráfica 9 
Impacto gubernamental en la zona de Aguascalientes

Fuente: Elaboración propia.
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Gráfica 10
Impacto gubernamental en la zona de San Luis Potosí

Fuente: Elaboración propia.

Los resultados cambian drásticamente para las zonas metropolitanas de 
Pachuca y Tlaxcala-Apizaco, donde llama la atención el alto grado de opi-
nión negativa sobre los gobiernos de las ciudades, a los cuales se considera 
nada efectivos en el 55% y el 47.73% de los casos, respectivamente.
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Gráfica 11
Impacto gubernamental en la zona de Pachuca

Fuente: Elaboración propia.

Gráfica 12
Impacto gubernamental en la zona de Tlaxcala-Apizaco

Fuente: Elaboración propia.
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Como se puede apreciar en los gráficos anteriores, prima una percepción 
negativa del desempeño de los gobiernos metropolitanos (considerando 
las respuestas de poco o nada efectivo): Pachuca 82.5%, San Luis Poto-
sí 79.77%, Valle de México 72.85%, Aguascalientes 72.09% y Tlaxcala 
70.46%. En San Luis Potosí, Pachuca y Tlaxcala ningún entrevistado ca-
lificó al gobierno de su ciudad como muy efectivo.

HACIA EL CUMPLIMIENTO DE LOS ODS

En septiembre de 2015 la Organización de las Naciones Unidas (onu) 
aprobó los diecisiete objetivos de desarrollo sostenible (ods), que se agru-
pan en tres dimensiones: desarrollo económico, inclusión social y soste-
nibilidad ambiental. La intención es alcanzar las metas específicas de cada 
uno de los objetivos en 2030 (onu, 2021).

La relación de objetivos es la siguiente:
1. 	 Poner fin a la pobreza en todas sus formas en todo el mundo.
2. 	 Poner fin al hambre.
3. 	 Garantizar una vida sana y promover el bienestar para todos en todas 

las edades.
4. 	 Garantizar una educación inclusiva, equitativa y de calidad y promo-

ver oportunidades de aprendizaje durante toda la vida para todos.
5. 	 Lograr la igualdad entre los géneros y empoderar a todas las mujeres y 

las niñas.
6. 	 Garantizar la disponibilidad de agua y su gestión sostenible y el sanea-

miento para todos.
7. 	 Garantizar el acceso a una energía asequible, segura, sostenible y mo-

derna.
8. 	 Promover el crecimiento económico inclusivo y sostenible, el empleo 

y el trabajo decente para todos.
9. 	 Construir infraestructuras resilientes, promover la industrialización 

sostenible y fomentar la innovación.
10. 	Reducir la desigualdad en y entre los países.
11. 	Lograr que las ciudades sean más inclusivas, seguras, resilientes y sos-

tenibles.
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12. 	Garantizar modalidades de consumo y producción sostenibles.
13. 	Adoptar medidas urgentes para combatir el cambio climático y sus 

efectos.
14. 	Conservar y utilizar sosteniblemente los océanos, los mares y los re-

cursos marinos.
15. 	Gestionar sosteniblemente los bosques, luchar contra la desertifica-

ción, detener e invertir la degradación de las tierras, detener la pérdida 
de biodiversidad.

16. 	Promover sociedades justas, pacíficas e inclusivas.
17. 	Revitalizar la Alianza Mundial para el Desarrollo Sostenible.

Un diagnóstico de gran utilidad sobre las zonas metropolitanas es el que 
lograron citibanamex, el Laboratorio Nacional de Políticas Públicas del 
Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide), el Centro Mario 
Molina y el Instituto Mexicano para la Competitividad (imco) sobre la 
medida en que en ellas se ha progresado en el cumplimiento de los ods.

Se trata del Índice de Ciudades Sostenibles 2018, en el cual se anali-
zaron 56 zonas metropolitanas y su avance hacia el cumplimiento de las 
metas incluidas en dieciséis de los diecisiete ods, con excepción del objeti-
vo 14 sobre vida marina, que no es comparable en todas las zonas del país 
(citibanamex, 2018).

Como se aprecia en la tabla 2, sobresalen tres zonas por su adelanto 
en el cumplimiento (el índice tiene una escala de 0 a 100 puntos): Guada-
lajara, Aguascalientes y Valle de México, así como tres más por un visible 
retraso: Tehuantepec, Acapulco y Tecomán. El promedio indica que el 
país se encuentra apenas a la mitad del avance esperado: 49.48.
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Tabla 2 
Resultado general del Índice de Ciudades Sostenibles 2018

Zona metropolitana Índice general

Guadalajara 58.31

Aguascalientes 57.92

Valle de México 57.19

Chihuahua 57.04

Colima-Villa de Álvarez 56.45

Cuernavaca 54.98

Querétaro 54.94

Monterrey 54.90

San Luis Potosí 54.67

Tijuana 54.28

Monclova-Frontera 53.95

León 53.76

Juárez 53.45

Saltillo 52.97

Nuevo Laredo 52.87

La Laguna 52.78

Pachuca 52.59

Tampico 52.52

Puerto Vallarta 52.50

Mexicali 52.41

Toluca 52.36

Mérida 52.33

Xalapa 52.17

Piedras Negras 52.07

Cancún 51.73

Reynosa-Río Bravo 51.56

Matamoros 51.48

Tepic 50.29

Celaya 50.23
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Zona metropolitana Índice general

Puebla-Tlaxcala 49.70

Promedio 49.48

Zacatecas-Guadalupe 49.46

Morelia 49.36

San Francisco del Rincón 49.29

Veracruz 48.86

Orizaba 48.68

Córdoba 48.12

Ocotlán 47.36

Coatzacoalcos 47.36

Tlaxcala-Apizaco 47.27

Moroleón-Uriangato 47.19

Tula 46.83

Cuautla 46.21

Guaymas 45.48

Tehuacán 45.02

Tulancingo 44.97

Río Verde-Ciudad Fernández 43.73

Villahermosa 43.55

Tuxtla Gutiérrez 43.49

La Piedad-Pénjamo 43.34

Oaxaca 42.53

Minatitlán 41.95

Zamora-Jacona 41.08

Poza Rica 40.19

Tehuantepec 39.74

Acapulco 37.87

Tecomán 37.71

Fuente: Elaboración propia sobre la base de citibanamex (2018: 7).

De acuerdo con el estudio, las zonas metropolitanas presentan mejoras 
importantes en tres ods: 17. Alianzas para lograr los objetivos, 3. Salud 
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y bienestar, y 1. Fin de la pobreza. Donde se presentan resultados menos 
favorables es en el alcance del 9. Industria, innovación e infraestructura, 
12. Producción y consumo , 15. Vida de ecosistemas terrestres, y 10. Re-
ducción de las desigualdades (citibanamex, 2018, p. 8).

A continuación se presentan los progresos por cada uno de los ods, 
se anotan los tres primeros lugares en avance y los tres con resultados 
menos favorables. Antes debe citarse la advertencia que hacen los autores 
del estudio: 

como en el caso del índice general, el ranking de avances por subíndice es entendido 
como porcentaje de un óptimo. Así, estos valores no encierran juicios sobre la grave-
dad o urgencia de unas problemáticas sobre otras, sino que son medidas del camino 
ya recorrido por las zonas metropolitanas en dirección a metas específicas, por lo que 
permiten destacar desafíos para el desarrollo sostenible Sobre la base de mediciones 
objetivas y comparables (citibanamex, 2018, p. 9).

Tabla 3 
Zonas metropolitanas con más y menos avances  

en el cumplimiento de los ods

Objetivo Promedio Resultados más favorables Resultados menos favorables

1. Fin de la 
pobreza

61.10 Monclova-Frontera (90.19)
Saltillo (87.93)
Monterrey (83.27)

Tehuacán (20.27)
Poza Rica (22.22)
Rio Verde-Ciudad 
Fernández (31.85)

2. Hambre 
cero

49.26 Chihuahua (72.76)
Monclova-Frontera (72.73)
San Luis Potosí (70.59)

Acapulco (2.58)
Minatitlán (14.22)
Tehuacán (17.67)

3. Salud y 
bienestar

61.98 Tula (75.00)
Reynosa-Río Bravo (73.50)
Mexicali (72.13)

Chihuahua (41.70)
San Francisco del Rincón 
(45.23)
Tuxtla Gutiérrez (48.21)

4. Educación 
de calidad

42.96 Colima-Villa de Álvarez 
(73.38)
Zacatecas-Guadalupe 
(63.67)
Pachuca (58.82)

Zamora-Jacona (7.68)
Tehuantepec (19.41)
Tuxtla Gutiérrez (21.37)
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Objetivo Promedio Resultados más favorables Resultados menos favorables

5. Igualdad de 
género

59.13 Colima-Villa de Álvarez 
(77.36)
Valle de México (74.48)
Tijuana (72.31)

Tula (37.10)
Córdoba (40.77)
Piedras Negras (40.95)

6. Agua limpia 
y saneamiento

56.48 Puerto Vallarta (90.07)
Colima-Villa de Álvarez 
(84.65)
Mexicali (81.71)

Ocotlán (22.94)
Valle de México (28.95)
Toluca (30.42)

7. Energía 
asequible y no 
contaminante

45.02 Aguascalientes (72.39)
Morelia (68.64)
Ocotlán (67.21)

Guaymas (20.91)
Cancún (27.03)
Minatitlán (27.16)

8. Trabajo 
decente y 
crecimiento 
económico

43.70 Monterrey (73.14)
Saltillo (62.48)
Querétaro (59.32)

Moroleón-Uriangato 
(13.13)
Rio Verde-Ciudad 
Fernández (23.82)
Tulancingo (25.36)

9. Industria, 
innovación e 
infraestructura

38.33 Valle de México (72.78)
Guadalajara (60.03)
San Luis Potosí (54.04)

Moroleón-Uriangato 
(11.23)
Rio Verde-Ciudad 
Fernández (16.58)
La Piedad-Pénjamo (17.60)

10. Reducción 
de las 
desigualdades

34.09 Nuevo Laredo (74.01)
Tampico (57.16)
Colima-Villa de Álvarez 
(54.57)

Minatitlán (8.73)
Tula (10.91)
Villahermosa (18.82)

11. Ciudades y 
comunidades 
sostenibles

45.76 Valle de México (62.86)
Tepic (58.91)
Pachuca (58.31)

Poza Rica (21.49)
Acapulco (28.54)
Minatitlán (28.87)

12. 
Producción 
y consumo 
responsable

37.93 Toluca (59.78)
Tehuantepec (53.50)
Rio Verde-Ciudad 
Fernández (53.14)

Puerto Vallarta (20.19)
Veracruz (23.86)
Tijuana (24.54)

13. Acción por 
el clima

51.88 Guadalajara (90.69)
León (88.63)
Tijuana (88.45)

Tecomán (5.30)
Tehuantepec (5.36)
Minatitlán (11.89)

14. Vida 
submarina

No considerado en el estudio

15. Vida de 
ecosistemas 
terrestres

34.89 Cuernavaca (96.37)
Orizaba (81.11)
Toluca (75.00)

Reynosa-Río Bravo (0)
Tijuana (0)
Mexicali (2.33)
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Objetivo Promedio Resultados más favorables Resultados menos favorables

16. Paz, 
justicia e 
instituciones 
sólidas

59.09 Moroleón-Uriangato 
(82.74)
Ocotlán (75.31)
Minatitlán (73.26)

Mexicali (28.34)
Acapulco (40.22)
Tecomán (41.31)

17. Alianzas 
para lograr los 
objetivos

70.12 Querétaro (84.60)
Cancún (82.70)
Morelia (80.75)

Tuxtla Gutiérrez (45.79)
Ocotlán (46.60)
Zamora-Jacona (49.19)

Fuente: Elaboración propia sobre la base de citibanamex (2018).

Como puede verse, el desarrollo de las zonas metropolitanas presenta rit-
mos y dinámicas diferentes. Las problemáticas más apremiantes para unas 
no lo son necesariamente para las otras. Si bien todas comparten problemas 
públicos comunes, es indispensable establecer con más precisión cuáles son 
los que deben priorizarse en unas y otras, además de examinar cuáles son 
los recursos con que cuenta cada una para enfrentarlos y tomar decisiones 
sobre qué problemáticas atacar y qué capacidades es necesario fortalecer o 
robustecer. Ahí se encuentra la importancia de los diagnósticos.

A MANERA DE CONCLUSIÓN

No cabe duda de que los diagnósticos sobre las zonas metropolitanas tie-
nen que ser cada vez más certeros, tanto para determinar cuáles son las 
principales problemáticas que deben atender como para conocer cuáles 
son las capacidades y los recursos con que cuentan para hacerlo. Se trata de 
una etapa muy importante en la generación de políticas públicas de la que 
cabe destacar la posibilidad de que los problemas públicos sean atendidos 
más como un asunto técnico que como un tema político.

Desde la perspectiva académica, la generación de diagnósticos resulta 
ser una actividad de gran valor, en tanto constituye el espacio articulador 
entre la teoría y la evidencia empírica. Un flujo que corre en dos vías 
—que retroalimenta— y permite mejorar las concepciones y perspectivas 
teóricas, así como contar con mejores herramientas para obtener informa-
ción de la realidad que pueda ser reducida a datos e indicadores y entonces 
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sirva como insumo para un mejor abordaje de los problemas que aquejan 
a los grandes conglomerados poblacionales.

En este capítulo se presentaron dos tipos de investigación que abo-
nan hacia la generación de un mejor diagnóstico de las problemáticas y 
capacidades de las zonas metropolitanas. El primero de ellos es un estudio 
de autoría propia, desarrollado en cinco zonas metropolitanas, que busca 
encontrar las principales problemáticas comunes y un balance sobre la 
manera en que se percibe la actuación de los gobiernos de las ciudades. El 
resultado es que la inseguridad se ha convertido en uno de los principales 
problemas a atender, y que la calificación que reciben los gobiernos es cla-
ramente negativa. Ahí hay una enorme zona de oportunidad por mejorar.

En la segunda investigación se ofrecen datos de un estudio de mayores 
alcance y recursos que presenta una radiografía de 56 zonas metropolita-
nas y el ritmo con el cual cada una de ellas va avanzando en el cumpli-
miento de los objetivos de desarrollo sostenible adoptados por todos los 
países miembros de las Naciones Unidas en 2015, y para los que se supone 
que cuentan con un plan para concretarlos en 2030. Los resultados arro-
jan variaciones importantes que aportan una medida sobre las diferencias 
en problemáticas y capacidades de cada una de las zonas.

Evidentemente, queda mucho por avanzar en la construcción de diag-
nósticos de las zonas metropolitanas, y restan muchas líneas de investiga-
ción por explorar que pueden contribuir a que cada vez más los problemas 
de estas aglomeraciones poblacionales sean atendidos con mejores posibi-
lidades de éxito.
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Resumen
La existencia de las comisiones de derechos humanos, tanto la nacional como 
en cada entidad federativa, obedece a la necesidad de poner a disposición de 
las personas la posibilidad de interponer una queja por violación a los derechos 
humanos; en particular, para este estudio, por la conculcación del derecho a la 
protección de la salud. Sin embargo hasta el momento el recuento de quejas, 
recomendaciones, conciliaciones, asesorías, canalizaciones, etc., se ha quedado 
en los diversos informes que emiten los titulares en turno de cada una de esas 
dependencias, sin que se haya hecho un análisis por las instancias de salud, 
sobre las conductas recurrentes que se realizan en las diversas instancias o de-
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pendencias que otorgan atención médica y que pertenecen al Sistema Nacional 
de Salud, las que finalizan, en ocasiones, con una recomendación por violación 
de derechos humanos. En virtud de ello, se hace un análisis del número de reco-
mendaciones que ha emitido la Comisión Nacional de Derechos Humanos en 
el año 2020 y el actual 2021, así como las dependencias señaladas y los derechos 
que se han vulnerado, para proponer la instauración de políticas públicas dirigi-
das a la mejora de la atención médica, de la actividad profesional del personal de 
la salud y el respeto a los derechos humanos de las personas (pacientes).
Palabras clave: derechos humanos, comisión, protección a la salud, políticas 
públicas, atención médica

Monitoring and analysis of the recommendations 
of the National Commission of Human Rights to instruct  

public policies and improve medical care

Abstract
The existence of human rights commissions, both the National and in each 
federal entity, are due to the need to make available to people the possibility 
of filing a complaint for violation of human rights, in particular for this study, 
for the infringement of the right to health protection, however so far the count 
of complaints, recommendations, conciliations, consultancies, channeling, etc., 
have remained in the various reports issued by the holders in turn of each of 
these agencies, Without an analysis having been made by the health authorities, 
on the recurrent behaviors that are carried out in the various instances or agen-
cies that provide medical care and that belong to the National Health System, 
which sometimes end with a recommendation for violation of human rights. By 
virtue of this, an analysis is made of the number of recommendations issued by 
the National Human Rights Commission in 2020 and the current year 2021, as 
well as the agencies indicated and the rights that have been violated to propose 
the establishment of public policies related to the improvement of medical care, 
the professional activity of health personnel and respect for human rights of 
people (patients).
Key words: human rights, commission, health protection, public policies, me-
dical attention

I. INTRODUCCIÓN

La existencia de las comisiones de derechos humanos a lo largo y ancho 
del territorio nacional ha propiciado a lo largo de casi 30 años de existen-
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cia un cambio en la protección y la defensa de los derechos humanos de 
los ciudadanos, quienes también han visto en estos organismos una opor-
tunidad de reclamar la probable existencia de la violación a sus derechos. 
Hoy en día, es una realidad el sinnúmero de quejas que se presentan ante 
las comisiones de derechos humanos, en reclamo de actos de autoridad 
que los vulneran; por ello se han convertido en nuestro sistema jurídico en 
instancias de gran relevancia para la protección, la defensa, la divulgación 
y la promoción de los derechos de los ciudadanos, entre ellos el llamado 
derecho a la salud, o también derecho a la protección de la salud. 

En el presente trabajo el lector encontrará los antecedentes de las co-
misiones de derechos humanos en México, su fundamento legal tanto en 
la ley fundamental del país, la Constitución Política de los Estados Unido 
Mexicanos, como en la Ley secundaria que da vida a la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos (en adelante cndh), la disposición de 
crear organismos defensores de derechos humanos en cada entidad de la 
república mexicana, además de analizar el derecho a la salud de manera ge-
neral, así como lo que debe entenderse por políticas públicas, para después 
encontrar un análisis de las cifras en torno a las recomendaciones emitidas 
por la cndh en el año 2020 y el presente 2021, para dejar patente la gran 
relevancia que tienen las comisiones de derechos humanos en su garantía, 
del incremento en la cultura de la queja por vulneración a estos, y de cómo 
se han convertido en un referente las resoluciones que emiten los órganos 
defensores de derechos humanos en la vida jurídica, política y social de 
nuestro país. 

Por ello presentamos datos concretos respecto de los cuales podemos 
afirmar que es indispensable que se consideren las estadísticas y el actuar 
de las comisiones de derechos humanos en México, con la finalidad de 
desarrollar políticas públicas que atiendan en particular al derecho a la 
protección de la salud, para mejorarlas en virtud de que se consideran un 
sensor invaluable de la violación a los derechos humanos y de cuáles son 
los derechos vulnerados por las instancias señaladas, las que originan las 
recomendaciones que son dignas de atenderse para el diseño de políticas 
públicas en pro del derecho a la protección de la salud, y en consecuencia 
de los derechos de los pacientes, con lo que se mejoraría la atención en 
salud pública.
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II. LOS DERECHOS HUMANOS EN MÉXICO: 
LOS ANTECEDENTES DE LAS COMISIONES 

El Estado mexicano ha tenido desde mediados del siglo xix la preocupa-
ción de defender a sus gobernados de actos que los pongan en desventaja 
frente a las autoridades (Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
2021). 

El estado de San Luis Potosí promulgó en 1847 la Ley de Procuradu-
rías de Pobres, que en su momento constituyó una gran novedad, ya que 
daba a las personas vulnerables la oportunidad de denunciar a autoridades 
y a su vez pedir una respuesta pronta y reparación sobre los abusos de las 
autoridades. Solo tuvo un año de existencia, pero volvió a instaurarse en 
1852 (Sánchez, R., s/f, pp. 1-2).

Esta ley, propuesta por Ponciano Arriaga cuando era diputado es con-
siderada hoy en día el antecedente del juicio de amparo, de las defensorías 
y de los organismos defensores de derechos humanos en general (Sánchez, 
R., s/f, p. 2).

Así se fueron dando cambios en el sentido de establecer instancias 
de defensa de los derechos humanos tanto en el nivel federal como en el 
local, y se crea en 1989 la Dirección General de Derechos Humanos, que 
dependía de la Secretaría de Gobernación, y en 1990, mediante decreto 
presidencial, se crea la Comisión Nacional de Derechos Humanos (Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, 2021). 

El 28 de enero de 1992 se reformó el artículo 102 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y se adicionó el apartado B del 
artículo mencionado, con lo cual se elevó la cndh a rango constitucional, 
como organismo descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio 
propio (Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 2021). 

En 1999, mediante otra reforma a la cndh, se le dio plena autono-
mía, tanto de gestión como de presupuesto. 

En sus orígenes, la función primordial de la cndh era promover y 
vigilar el cumplimiento de la política nacional en materia de respeto y de-
fensa de los derechos humanos, por lo que se constituyó en un mecanismo 
de prevención, atención y coordinación para su salvaguardia (Sánchez, A. 
et al., 2015).
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En la actualidad, la cndh es un organismo que cuenta con autono-
mía de gestión y presupuestaria, así como personalidad jurídica y patrimonio 
propios. El objetivo esencial de este organismo es la protección, la obser-
vancia, la promoción, el estudio y la divulgación de los derechos humanos 
previstos por el orden jurídico, de conformidad con lo que dispone el 
artículo segundo de la Ley de la propia cndh.

La tarea y responsabilidad de esta comisión ha ido creciendo con el 
tiempo y modificándose a raíz de las reformas legales que ha tenido, al 
grado de que la posibilidad de acudir en queja ante este tipo de organis-
mos ya es una realidad cotidiana que se presenta de manera espontánea 
en la mayoría de los ciudadanos, aun cuando reconocemos que existe otro 
grupo de personas que, por sus condiciones geográficas, costumbres o des-
confianza en las instancias de derechos humanos, no acuden ante ellos, 
mas no es lo cotidiano; la realidad es que estos organismos han crecido y 
evolucionado por la alta demanda de sus servicios; además, su existencia 
cobra relevancia en un Estado democrático de derecho.

III. FUNDAMENTO LEGAL DE LA COMISIÓN NACIONAL  
DE LOS DERECHOS HUMANOS 

Para cumplir con los objetivos citados la cndh, este organismo se funda-
menta, como ya quedo establecido (supra), en el artículo 102 Apartado 
B constitucional, el cual se presenta desglosado en enunciados concretos 
para una mejor comprensión de la esencia, las disposiciones y las tareas de 
las comisiones de derechos humanos: 
•	 Las entidades federativas deberán establecer organismos de protección 

de los derechos humanos.
•	 Los organismos a que se refiere el párrafo anterior formularán reco-

mendaciones públicas, no vinculatorias, denuncias y quejas ante las au-
toridades respectivas. 

•	 Todo servidor público está obligado a responder a las recomendaciones 
que le presenten estos organismos, si bien acatarlas o no es opcional. 

•	 Estos deberán fundar, motivar y hacer pública su negativa.
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•	 La Cámara de Senadores o, en sus recesos, la Comisión Permanente, o 
las legislaturas de las entidades federativas, según corresponda, podrán 
llamar, a solicitud de estos organismos, a las autoridades o servidores pú-
blicos responsables para que comparezcan ante dichos órganos legislativos, 
a efectos de que expliquen el motivo de su negativa. 

•	 Estos organismos no serán competentes tratándose de asuntos electorales 
y jurisdiccionales. 

•	 El organismo que establezca el Congreso de la Unión se denominará 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos; contará con autonomía 
de gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio propios.3 

•	 Las constituciones de las entidades federativas establecerán y garanti-
zarán la autonomía de los organismos de protección de los derechos 
humanos.

•	 El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
presentará anualmente a los poderes de la Unión un informe de acti-
vidades. 

Como vemos, en el artículo 102, en su apartado B (que ha tenido varias 
reformas), se estableció la posibilidad para los ciudadanos mexicanos de 
acceder a sistemas alternos a los tribunales de justicia (anteriormente solo 
se podía acceder a través del juicio de amparo), con la finalidad de revisar 
los actos de las autoridades que podrían ser violatorios de los derechos 
humanos de las personas, respecto de sus actos, con exclusión de los actos 
de los tribunales de justicia y la materia electoral; sin embargo, sí pueden 
presentar acciones de inconstitucionalidad cuando se estime que una ley 
vulnere derechos humanos. 

Hoy en día existen estos organismos defensores de derechos humanos 
que, si bien tienen la facultad de emitir recomendaciones de carácter no 
vinculatorio, en la actualidad, la autoridad que no admita una recomen-
dación debe justificar el porqué de esa decisión y, en su caso, la autoridad 
será llamada ante el congreso de las entidades federativas, o, en su defecto, 
ante el Congreso de la Unión, cuando se trate de autoridades federales, 

3.	 Para mayor información ver la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos.
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ante los que deberá justificar su negativa de aceptación. A ello se suma 
que en la actualidad un político que se precie de ser un buen candidato 
no puede tener como antecedente haber rechazado una recomendación, 
a menos que esté justificada a cabalidad su negativa; de lo contrario será 
considerado un político que no respeta los derechos humanos de las per-
sonas, con consecuencias graves en su carrera. 

IV. LA LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL DE DERECHOS 
HUMANOS Y SUS ATRIBUCIONES

Además del fundamento constitucional ya analizado, se cuenta con la exis-
tencia de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; en 
ella se encuentran desglosadas sus atribuciones en el artículo 6º, en el que 
encontramos diecisiete grandes atribuciones o tareas, de entre las que des-
tacan, para la importancia del presente trabajo, las siguientes: 

i. 	 Recibir quejas de presuntas violaciones a derechos humanos;
ii. 	 Conocer e investigar a petición de parte, o de oficio, presuntas violaciones de derechos 

humanos en los siguientes casos:
a) 	 Por actos u omisiones de autoridades administrativas de carácter federal;
b) 	 Cuando los particulares o algún otro agente social cometan ilícitos con la 

tolerancia o anuencia de algún servidor público o autoridad, o bien cuando 
estos últimos se nieguen infundadamente a ejercer las atribuciones que le-
galmente les correspondan en relación con dichos ilícitos, particularmente 
en tratándose de conductas que afecten la integridad física de las personas;

iii. 	 Formular recomendaciones públicas no vinculatorias y denuncias y quejas ante las 
autoridades respectivas, en los términos establecidos por el artículo 102, Aparta-
do B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

viii. Proponer a las diversas autoridades del país, que en el exclusivo ámbito de su com-
petencia, promuevan los cambios y modificaciones de disposiciones legislativas y re-
glamentarias, así como de prácticas administrativas, que a juicio de la Comisión 
Nacional redunden en una mejor protección de los derechos humanos;

xiii. Formular programas y proponer acciones en coordinación con las dependencias com-
petentes que impulsen el cumplimiento dentro del territorio nacional de los tratados, 
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convenciones y acuerdos internacionales signados y ratificados por México en 
materia de Derechos Humanos.

Con estas atribuciones, las diversas comisiones de derechos humanos se 
convierten en organismos garantes de estos, en los cuales consideramos se 
puede confiar, tanto es así que los ciudadanos acuden para solicitar por la 
vía de queja, para que se revise el actuar de las autoridades responsables 
de la protección de la salud, cuando se trata de la salud pública; es decir, 
las comisiones se han convertido en la primera instancia de las personas 
en búsqueda de soluciones a la conculcación de sus derechos humanos o 
de abuso de la autoridad o de servidores públicos, más aún, en muchas 
ocasiones, que las propias comisiones de arbitraje médico, existentes en 
la mayoría de las entidades federativas. Lo anterior puede obedecer a di-
versos factores; por ejemplo, el tiempo que las primeras tienen operando, 
frente a las segundas, o el conocimiento de su existencia. 

De cualquier forma, la queja ha sido el primer salvoconducto en bús-
queda de respeto a los derechos de los pacientes; en consecuencia, al dere-
cho a la protección de la salud. 

Si a ello sumamos que la atribución antes transcrita prevista en la frac-
ción viii del artículo 6º de la Ley de la cndh, en la que puede proponer 
hacer cambios en su legislación, reglamentación o incluso en la diversa 
fracción xiii, sugerir programas y acciones que impulsen el cumplimiento 
de los convenios, acuerdos, tratados, convenciones o pactos internaciona-
les en los que México es parte y los ha suscrito en materia de protección de 
derechos humanos, ello advertimos la importancia y trascendencia social 
de la cndh o, en su caso, de las comisiones estatales de derechos humanos. 

Las acciones de tutela de las comisiones de derechos humanos se de-
nominan protección no jurisdiccional de derechos humanos; el proceso 
que se lleva ante ellas comienza con la interposición de una queja, seguida 
a grandes rasgos de un informe de la autoridad en la cual admite o niega 
los hechos. Incluso puede una de las visitadurías de las comisiones en 
cita hacer una investigación si el caso lo amerita; la resolución puede ser 
mediante un proceso de conciliación si los derechos conculcados no se 
refieren a violaciones graves, ya que en tal caso no procederá el proceso de 
conciliación. 
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En caso de no llegar a una conciliación, y de existir evidencia de con-
culcación de los derechos fundamentales de las personas, se procede a 
emitir una recomendación; esta es la forma de la resolución de los organis-
mos de tutela a que nos estamos refiriendo, que “estarán fundamentadas 
exclusivamente en la documentación y las pruebas que obren en el propio 
expediente” (Castañeda, 2015, p. 49). 

Las recomendaciones se hacen del conocimiento de la autoridad o del 
servidor público a quien se dirige para que la cumplan; asimismo, hecho 
lo anterior, la recomendación será dada a conocer a la opinión pública; si 
la autoridad señalada acepta la recomendación, entregará en los siguientes 
quince días las pruebas correspondientes de que ha cumplido con la reco-
mendación. Contrario sensu, si la autoridad no acepta la recomendación 
deberá fundar, motivar y hacer pública su negativa, y en su caso compare-
cer ante la Cámara de Senadores. (Castañeda, 2015, pp. 49-50). 

La recomendación, como su nombre lo dice, es solo eso: una exhor-
tación a la autoridad o al servidor público que ha vulnerado derechos 
humanos, para que realice actos tendientes a que no se sigan realizando la 
conducta o los actos de autoridad, en caso de que sean de tracto sucesivo; 
asimismo, que en su caso haya reparación integral y establezca medidas de 
no repetición, entre otras, que son comunes para finalizar con la conducta 
que ha vulnerado o sigue vulnerando los derechos de las personas. 

Usualmente, en los procesos donde hay una recomendación hay un 
análisis y una investigación de los hechos que dieron origen a la concul-
cación de los derechos humanos; esto es, existe material probatorio que 
ha permitido al organismo no jurisdiccional de derechos humanos emitir 
una resolución que, si bien no es vinculante (de cumplimiento forzoso), 
constituye un testimonio de transgresión de los derechos fundamentales, 
y sus resolutivos verdaderas proposiciones de tutela de estos y reparación 
integral para las víctimas. Ya lo dice Lagunes “las recomendaciones son 
los mecanismos más fuertes que tienen los organismos defensores para 
restituir a las víctimas en el goce de sus derechos” (Lagunes, 2019, p. 470). 

Por lo anterior, se considera que las recomendaciones vienen a pa-
tentizar a través de un proceso las causas y hechos por los cuales las ciu-
dadanas y los ciudadanos pueden, por un lado, acceder a la tutela de sus 
derechos de forma amigable, y, por otra, a la existencia de actos violatorios 
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de derechos humanos, de ahí la importancia de su análisis y, en su caso, es 
seguimiento puntual a ellas, por parte no solo de las propias comisiones 
de derechos humanos, sino también, en particular, a las autoridades de los 
diversos órdenes de gobierno, a quienes atañe la tarea de velar por la salud 
y el bienestar de las personas, quienes deben considerar las conductas, sea 
de acción sea de omisión, que se presentan en las instancias de prestación 
de servicios de atención en salud, para en su caso instaurar políticas públi-
cas encaminadas a erradicarlas. 

También son las recomendaciones las resoluciones menos esperadas 
(deseadas) por las autoridades señaladas, ya que se exhorta a estas a reparar 
de forma integral el daño a las víctimas y la realización de las acciones ne-
cesarias para evitar que dicha situación vuelva a ocurrir (Velázquez, 2021).

V. LA SALUD COMO DERECHO HUMANO

Los derechos humanos gozan de una amplia protección en nuestro país; se 
considera el derecho a la protección de la salud como un derecho social, 
así se considera en el Pacto de los Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales su existencia y su debida protección para los Estados firmantes, en el 
artículo 12, como un derecho “ al más alto nivel posible de salud”, que in-
cide en la salud física y mental, y en general en mejorar las condiciones de 
salud y bienestar de las personas en el rubro de la salud y la atención mé-
dica; al ser un derecho social, implica obligación de hacer para los Estados, 
en este caso México; es decir la obligación de garantizar su cumplimiento, 
mediante medidas legislativas, administrativas, judiciales o presupuestales ne-
cesarias para cumplir con los derechos, e incluso hacerlos efectivos para aquellas 
personas que no puedan acceder a ellos por sí mismas (Tello, 2012, p. 52).

Según la oms, la salud es un derecho humano fundamental, primige-
nio, ya que es indispensable para el ejercicio de los demás derechos huma-
nos (oms, 2000). En efecto, la salud es un bien primario, por decirlo así, 
pues, a partir de gozar de él, las personas pueden, en un segundo momen-
to, ejercer el resto o muchos de los derechos fundamentales reconocidos y 
de los que se es titular. El derecho a la salud implica, según la propia oms, 
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“derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud que le permita vivir 
dignamente” (oms, 1966). 

Por su parte, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales de la onu señala, en su Observación General Número 14, que 
el derecho a la salud abarca los siguientes elementos esenciales e interre-
lacionados, cuya aplicación dependerá de las condiciones prevalecientes 
en un Estado parte: disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad 
(cescr, 2000).

Lo anterior (y parafraseando al Comité en dicha observación) tiene 
diversas implicaciones; entre otras, que haya lugares a los cuales acudir 
a recibir atención médica, que estos sean accesibles en todas las formas 
que se pueda, y el deber de respetar la interculturalidad y las diferencias 
y, finalmente, que sean servicios médicos de calidad; esto es, que deberán 
ser apropiados desde el punto de vista científico y médico, y ser de buena 
calidad, la que se logra con personal capacitado e infraestructura adecua-
da, así como con condiciones sanitarias y ambientales también adecuadas 
(cescr, 2000). 

El derecho a la protección de la salud implica, por ser un derecho so-
cial, un derecho prestacional, en el que el Estado debe poner los medios a 
su alcance para cumplirlo. Esto deberá ser de forma progresiva; es decir, la 
obligación no implica que se destinen todos los recursos exclusivamente a 
la salud, ya que existen otras áreas prioritarias para el gobierno, por lo que 
dependerá de la situación económica del Estado lo que deba serle exigible, 
ya que no se pueden descuidar esas otras necesidades relevantes del país, 
pero sí que se disponga de lo necesario para atender de la mejor manera las 
necesidades en materia de salud en el Estado mexicano. 

El derecho a la salud, en realidad, debe ser denominado a la protec-
ción de la salud, ya que, al decir de Lema (2009), “en el sentido de ser un 
derecho a que se establezcan (por parte del Estado) una serie de medidas 
que permitan que la salud de los ciudadanos sea promocionada o repara-
da”. Esto es, al decir del autor en cita, no se puede garantizar el derecho a 
no enfermar, ya que sería utópico e irrealizable. 

Las personas, por nuestra condición, debemos tener la garantía de que 
los Estados (en el caso nuestro, México) deben establecer los mecanismos 
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necesarios, con la finalidad de que la mayoría de las personas tengan salud 
y bienestar, como establece el Objetivo de Desarrollo Sostenible número 3: 

Garantizar una vida sana y promover el bienestar en todas las edades es esencial para 
el desarrollo sostenible…

…A través de una financiación más eficiente de los sistemas sanitarios, un ma-
yor saneamiento e higiene, y un mayor acceso al personal médico, se podrán con-
seguir avances significativos a la hora de ayudar a salvar las vidas de millones de 
personas (onu, 2021). 

Las circunstancias actuales, con la aparición de la covid-19, han puesto a 
prueba los sistemas de salud de los países en el orbe, y en México se han 
dejado ver carencias y desigualdades en el rubro de la salud, tanto para los 
ciudadanos (pacientes) como para las condiciones de trabajo del personal 
de salud. La protección a la salud y el bienestar no se ha logrado; al con-
trario, el aumento de pérdida de vidas a causa de la covid-19 y muchos 
otros factores relacionados con la salud han dejado mucho que desear no 
solo en la presente administración, a la cual correspondió hacer frente a la 
pandemia, sino que el rubro salud y bienestar es un verdadero reto en la 
actualidad para el Estado. Ello se deberá corregir a corto plazo, de lo con-
trario seguirán al alza la mortandad y, en su caso, las violaciones cotidianas 
al derecho a la protección de la salud, que podemos calificar como uno de 
los rubros que más aquejan a los ciudadanos, quienes hacen cada vez más 
patente su inconformidad y su derecho al acceso a la tutela jurisdiccional 
y no jurisdiccional de su derecho fundamental (salud). 

VI. LOS DERECHOS HUMANOS Y LAS POLÍTICAS PÚBLICAS 

Los derechos humanos de que gozamos hoy en día se presentan clara-
mente en el articulado de nuestra Constitución, a raíz de una reforma en 
junio de 2011 en la cual se hace una transformación integral que asigna la 
calidad de derechos fundamentales a los derechos consignados en ella; en 
el artículo primero se establecen incluso principios tan importantes como 
el principio pro persona y el de convencionalidad, propiciado entre otras 
razones y de manera determinante, con motivo de que a escala mundial 
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se originó el derecho internacional de los derechos humanos, por lo que 
México no podía quedarse atrás, además de haber suscrito un conjunto 
de instrumentos internacionales en pro de los derechos humanos, lo que 
favoreció la reforma. 

Como señala Sandoval respecto de los derechos humanos: “La base de 
estos derechos es la dignidad humana como valor fundamental, y el respe-
to a la vida y a la libertad que permiten realizar dicha dignidad” (Sandoval, 
2010, p. 102). 

Las autoridades y los gobiernos han comprendido paulatinamente 
que los derechos humanos constituyen un marco propicio para eliminar 
desigualdades, inequidades, injusticias, etc. Y, como señala Sandoval, se re-
valoriza el derecho como un instrumento de integración social (2010, p. 102).

Hunt, citado por Franco, señala que de los años 90 a la fecha se ha 
dado relevancia a los derechos económicos, sociales y culturales, y es en la 
actualidad cuando estos “se presentan con fuerza los determinantes socia-
les mediados por el efecto de la política” (Franco, 2008 p. 282).

La dimensión política es un determinante de salud, ya que los go-
bernantes o los que toman las decisiones y su propia influencia (cada vez 
más en el escrutinio público) se imponen a través de las políticas públicas, 
cuyas consecuencias serán positivas si tienen como fundamento los dere-
chos humanos. Esto es, una política pública no puede ir desligada de los 
derechos humanos, y estos deben ser considerados al diseñarla. 

La Organización Mundial de la Salud por ejemplo señala que: 

La efectividad del derecho a la salud se puede alcanzar mediante numerosos procedi-
mientos complementarios, como la formulación de políticas en materia de salud, la 
aplicación de los programas de salud elaborados por la Organización Mundial de la 
Salud (oms) o la adopción de instrumentos jurídicos concretos. Además, el derecho a 
la salud abarca determinados componentes aplicables en virtud de la ley (oms, 2000, 
pp. 3-4). 

En la actualidad los derechos humanos son relevantes, ya que condicionan 
la distribución de los determinantes sociales. La salud es política, porque 
sus propios determinantes sociales son sensibles a la intervención de las 
políticas; estas se deben diseñar bajo el criterio esencial de los derechos 
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fundamentales y la dignidad humana, acordes con el compromiso estable-
cido en los instrumentos internacionales. 

Consideremos la definición de los determinantes sociales de la salud 
que provee la oms:

Los determinantes sociales de la salud son las circunstancias en que las personas na-
cen, crecen, viven, trabajan y envejecen, incluido el sistema de salud. Esas circunstan-
cias son el resultado de la distribución del dinero, el poder y los recursos a nivel mun-
dial, nacional y local, que depende a su vez de las políticas adoptadas (oms, 2021). 
 
Los determinantes sociales de la salud explican la mayor parte de las inequidades sa-
nitarias, esto es, de las diferencias injustas y evitables observadas en y entre los países 
en lo que respecta a la situación sanitaria (oms, 2021).

Por lo antes expuesto podemos señalar que las políticas públicas en mate-
ria de salud determinan en gran medida el nivel de salud de las personas; 
por supuesto, en conjunto con las condiciones ambientales, la disposición 
de los elementos vitales, como el agua y los servicios municipales, como mí-
nimos indispensables, determinan en gran medida la salud de las personas. 

Sobre el concepto de políticas públicas podemos entender todas las 
acciones y determinaciones de gobierno para atender una necesidad so-
cial. En concordancia con lo afirmado, de que el derecho a la salud es un 
derecho prestacional, el Estado está obligado a procurar todo lo necesario 
para que los integrantes de la sociedad que se gobierna tengan los míni-
mos indispensables de salud; entonces , las decisiones que se toman en ese 
tenor, desde el diseño en los planes sexenales de gobierno hasta la aplica-
ción y puesta en práctica en el Sistema Nacional de Salud y luego en cada 
hospital o clínica de salud, son política pública. 

Sandoval señala que para la realización de un derecho humano hay 
ámbitos que deben incidir, entre ellos el campo político, “principalmente 
en las condiciones de la democracia y de la economía, en el plano jurídico, 
en los mecanismos de garantía y protección y en el plano sociológico, en 
la conciencia colectiva” (Sandoval, 2011, p. 104).

Ahora bien, para que una política pública sea efectiva, señala Lavis, 
citado por Ruelas y Gay, depende de las características de las decisiones que 
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constituyen esas políticas, de quien toma esas decisiones, del contexto en el que 
se dan y de la evidencia que se construye para fundamentarla (Ruelas y Gay, 
2008, p. 345). 

Entonces, las políticas públicas deben considerarse en función de las 
necesidades colectivas, pero principalmente del status quo de esa necesi-
dad, y para ello se requiere que los tomadores de decisiones hagan partíci-
pes a los ciudadanos, que son quienes demandan el cumplimiento de sus 
derechos fundamentales, entre los que se destaca el derecho a la protec-
ción de la salud, y también principalmente a la información, pero no solo 
la información típica sobre morbilidad y mortalidad, sino también sobre 
otros insumos de los que puede allegarse, y que consideramos que hasta 
el día de hoy no son tomados en cuenta, tales como las resoluciones de 
las comisiones de derechos humanos, que día tras día reciben quejas sobre 
presuntos actos violatorios de sus derechos, a las que admiten, dan segui-
miento y, en su momento, emiten o no una recomendación a la autoridad 
involucrada, por la violación a los derechos humanos, para este estudio a 
la conculcación del derecho a la protección de la salud. 

VII. ANÁLISIS DE LAS RECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN 
NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 

En el presente trabajo exploratorio-descriptivo nos dimos a la tarea de 
realizar un análisis de las recomendaciones que se han emitido en materia 
de derecho a la protección de la salud, para tener un panorama de lo que 
está sucediendo en nuestro país respecto de la vulneración del derecho 
en comento, en concreto, con la atención médica que realizan las insti-
tuciones públicas encargadas de ofrecer estos servicios en nuestro país. 
Para ello analizamos en gráficas los números de la Comisión Nacional 
Derechos Humanos en los años 2020 y 2021, y las instituciones señaladas 
por violentar el derecho a la protección a la salud, mediante gráficas que 
se expondrán enseguida. 

Para el año 2020 la cndh emitió 90 recomendaciones en total, de las 
cuales 30 están relacionadas con el derecho a la protección de la salud; es 
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decir, el 33.33% está relacionado con la vulneración de este derecho. Las 
instancias señaladas en estas resoluciones son (gráfica 1): 

Grafica 1 
Instituciones señaladas en la violación del derecho a la protección  

de la salud en las recomendaciones de la cndh 2020

	 Fuente: Elaboración propia con información de la cndh.

Para el año 2021, haciendo un corte al mes de octubre, del total de reco-
mendaciones emitidas hasta el momento por la cndh (74), 31 han sido 
por transgresiones del derecho a la protección de la salud. Las instancias 
señaladas en estas resoluciones son (gráfica 2): 
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Grafica 2
Instituciones señaladas en la violación del derecho a la protección  

de la salud en las recomendaciones de la cndh 2021

	 Fuente: Elaboración propia con información de la cndh.

De la información proporcionada podemos advertir que el Instituto Mexi-
cano del Seguro Social (imss) es la institución mayormente señalada por la 
vulneración del derecho a la protección de la salud, seguida del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (issste). 
Parecería, en la lógica, que el primer instituto mencionado es quien tiene 
más derechohabientes en México y, en consecuencia, es quien estadística-
mente tiene mayor posibilidad de conculcar el derecho. Sin embargo, esto 
no debe ser así, debe existir una cultura de protección de los derechos hu-
manos, máxime si se trata del derecho a proteger la salud de las personas, 
que es justamente el objetivo y la razón de existencia de estas instituciones. 

Asimismo, en cuanto a los lugares donde mayormente se cometen 
estas transgresiones del derecho a la protección de la salud, identificamos 
algunas entidades de la República en cuyas dependencias de salud se ha 
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comprobado de forma recurrente la conculcación de este derecho: Ciudad 
de México, Tabasco, Chihuahua y Nayarit. 

Destacamos aquí que en algunos casos estudiados ocurrió la perdida 
de la vida por la conducta del personal de salud de algún hospital, unidad 
de medicina familiar o por entidades de servicios de salud públicos fede-
rales, como imss, issste, pemex, cefereso, etc., por lo que se presentó 
vulneración del derecho a la protección de la salud en primera instancia, 
y a la postre a la vida. 

Asimismo, los principales derechos vulnerados por la acción u omi-
sión de las autoridades y los servidores públicos señalados, y que se en-
cuentran establecidos en las recomendaciones emitidas en el año 2020 y 
hasta el mes de octubre del presente año 2021, son: derecho a la protec-
ción de la salud, derecho a la vida, acceso a la información en salud, interés 
superior de la niñez; también, lamentablemente, en once de ellas se afectó 
el derecho a una vida libre de violencia obstétrica.

Visto que hay violencia obstétrica en once recomendaciones de la Co-
misión Nacional de Derechos Humanos, podemos retomar una observa-
ción que ya se hacía en otro trabajo similar (Velázquez, 2021), según el 
cual no solo en las noticias y en los movimientos en pro de los derechos 
de las mujeres se ha venido denunciando la recurrencia de este tipo de vio-
lencia contra las mujeres. Mientras que en el año 2020 en dos casos se pa-
tentizó la violencia obstétrica, en 2021 son nueve casos en que se decretó 
por la Comisión la existencia de transgresión del derecho a una vida libre 
de violencia obstétrica. Este hecho por sí mismo revela que el personal de 
las instituciones de salud pública realiza conductas violatorias de derechos 
humanos de las mujeres, a quienes, en primer término, se debe reparar el 
daño, de conformidad con las propias recomendaciones y según lo estable-
cido la normatividad vigente; a la par, se deben instaurar políticas públicas 
para evitar en lo posible repetir dichas conductas y afectar a más personas. 
De ahí que cobre relevancia el actuar de las comisiones de derechos huma-
nos, tanto la nacional como las de las entidades federativas. 

En cuanto a las víctimas de la transgresión de sus derechos fundamen-
tales, encontramos que en su mayoría son mujeres, adultos mayores, ni-
ños, migrantes, por lo cual podemos afirmar que pertenecen a los grupos 
vulnerables. 
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Con estos datos podemos advertir la importancia de las comisiones 
de derechos humanos, tanto la nacional como las estatales, ya que, a ma-
nera de sensor, pueden dar cuenta, mediante su actuar y las resoluciones 
que emite, de cuáles son las conductas que están afectando el derecho a la 
protección de la salud de las personas, y que han terminado incluso por 
violentar el derecho humano más preciado, que es la vida. También con la 
lectura de cada una de las recomendaciones se observa que estas conductas 
violentan los derechos mínimos de las personas y, en particular violan lo 
establecido no solo en la Constitución, sino también en los pactos, con-
venciones y declaraciones firmadas y ratificadas por México.

De los datos presentados hacemos patente que se ha mantenido un 
número considerable, y en aumento, de las recomendaciones emitidas por 
violentar el derecho a la protección de la salud; también resaltamos el 
esfuerzo de quienes trabajan en estos organismos protectores de los dere-
chos humanos, que, al emitir sus resoluciones, concluyen con un conjunto 
de observaciones, a las cuales se debe dar seguimiento y deben tomar en 
consideración los gobernantes en turno, para que se establezcan políticas 
públicas basadas en ellas, a fin de aminorar la conculcación del derecho 
humano de protección de la salud, de la vida, del acceso a la información 
en salud, de una vida libre de violencia obstétrica de las personas. 

VIII. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS

La ciudadanía ha apropiado el proceso no jurisdiccional de protección de 
los derechos humanos, y por las estadísticas vemos que se acude ante las 
diferentes comisiones de derechos humanos, sea la nacional o las estatales, 
en solicitud del reconocimiento de la vulneración de los derechos funda-
mentales de las personas; en particular podemos observar que las personas 
que reciben los servicios de salud pública, con una frecuencia cada vez más 
alta, acuden en solicitud de justicia a través de estos organismos protecto-
res de derechos humanos, por lo cual sus resoluciones son importantes no 
solo en su pronunciamiento sino también en su cumplimiento. 

Las comisiones de Derechos Humanos han venido a convertirse en lo 
que se esperaba de ellas, organismos protectores de derechos humanos; sin 
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embargo, al no ser vinculantes sus resoluciones, muchas de estas se cum-
plen parcialmente o no son aceptadas por las autoridades involucradas. 
Los números que arroja esta investigación permiten señalar que el derecho 
a la protección de la salud a escala nacional no se cumple cabalmente, 
se violenta frecuentemente, y el Instituto Mexicano del Seguro Social se 
mantiene como una de las autoridades a quienes con mayor frecuencia se 
les hacen recomendaciones.

También podemos concluir que no hay un lugar específico en el país 
donde se esté transgrediendo el derecho a la protección a la salud, sino que 
lamentablemente, ello ocurre en muchas de las instancias de salud pública 
a lo largo y ancho del país, aun cuando hay entidades en que son más 
recurrentes las conductas conculcatorias de este derecho. 

También podemos advertir que hay conductas que antaño no se con-
sideraban violatorias de los derechos fundamentales y que hoy, con las re-
comendaciones que hemos analizado, podemos afirmar que se demuestra 
la comisión de trasgresiones, como la presencia de la violencia obstétrica 
en las instancias de salud en el país. Si se consideraran estas resoluciones 
para la toma de políticas públicas en materia de salud, tales transgresiones 
disminuirían. 

Este trabajo es un primer intento para mostrar la gran tarea que hacen 
las comisiones de derechos humanos, y nos deja la tarea de analizar con 
profundidad en futuros trabajos cada una de las recomendaciones, para 
tener un panorama concreto de los derechos violentados y de sus circuns-
tancias. 

Las autoridades gubernamentales deben considerar, al diseñar sus po-
líticas públicas, los datos que arrojan las estadísticas de quejas y recomen-
daciones de las comisiones nacional y estatales de derechos humanos, para 
tomar decisiones, en particular sobre el derecho a la protección de la salud; 
considerarlas daría a los tomadores de decisiones mayores elementos para 
garantizar los derechos de los pacientes y dar una atención médica acor-
de con los compromisos internacionales adoptados por México, y tener 
servicios disponibles, accesibles, aceptables y de calidad. En la actualidad 
los datos se quedan en los informes que emiten los titulares de loa orga-
nismos de derechos humanos, no hay análisis ni seguimiento por parte de 
las autoridades, a quienes toca la tarea de proteger la salud, lo que sería 
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una gran área de oportunidad para realizar política pública en materia de 
derecho a la salud.

IX. REFERENCIAS

Castañeda, Mireya (2015). La protección no jurisdiccional de los derechos humanos 
en México, Colección de Textos sobre Derechos Humanos. Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos.

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la onu (2000). Obser-
vación General número 14 El derecho al disfrute del más alto nivel posible de 
salud (artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos, Económicos, Sociales 
y Culturales). Disponible en: https://www.refworld.org.es/publisher,CES-
CR,GENERAL,,47ebcc492,0.html. Consultado: 19 de septiembre de 2021.

Comisión Nacional de los Derechos Humanos (2010-2017). cndh México. Dis-
ponible en: https://www.cndh.org.mx/seccion/41/derechos-humanos. Con-
sultado: 29 de septiembre de 2021.

——— (2010-2017). cndh México. Disponible en: https://www.cndh.org.mx/
derechos-humanos/como-los-protege-y-promueve-la-cndh. Consultado: 14 
de octubre de 2021.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (2018). Artículo 1º, 4º y 
102, apartado B. Disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/
pdf. Consultado: 29 de marzo de 2021.

dof (1990). Decreto por el que se crea la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos como un órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, 
6 de junio.

——— (1992). Decreto por el que se reforma el artículo 102 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 28 de enero.

——— (1999). Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 102, apar-
tado B de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 13 de 
septiembre.

Franco-Giraldo, Álvaro y Álvarez-Dardet, Carlos (2008). Derechos humanos, 
una oportunidad para las políticas públicas en salud. Gaceta Sanitaria, 22 
(3), pp. 280-286. 

Lagunes López, O. N. (2019). Las violaciones a los derechos humanos de los 
migrantes centroamericanos en las recomendaciones de la comisión de de-
rechos humanos de Puebla, México, 1993-2016. ces Derecho, 10 (1), pp. 
468-488. Disponible en: http://www.scielo.org.co/pdf/cesd/v10n1/2145-
7719-cesd-10-01-468.pdf. Consultado: 18 de septiembre de 2021.



438

Alma Jéssica Velázquez Gallardo y Juan Antonio Sahágun Martínez

Lema Añón, Carlos (2009). Salud, justicia, derechos. El derecho a la salud como 
derecho social. Dykinson.

Ley de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (s/f ). Disponible en: http://
www.cndh.org.mx/sites/all/doc/normatividad/Ley_cndh.pdf. Consultado: 
9 de octubre de 2021. 

oms (2021). Disponible en: https://www.who.int/es/news-room/fact-sheets/de-
tail/human-rights-and-health. Consultado: 23 de septiembre de 2021.

onu (1976). Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
Disponible en: https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cescr.
aspx. Consultado: 2 de octubre de 2021.

——— (2021). Objetivos de desarrollo sostenible. Disponible en: https://www.
un.org/sustainabledevelopment/es/health/. Consultado: 9 de octubre de 
2021.

Ruelas-Barajas, Enrique y Gay-Molina, Juan Gabriel (2008). Políticas públicas, 
estructuras del Estado y defensa del derecho a la protección de la salud. Salud 
Pública de México, vol. 50, suplemento 3, pp. s343-s347. 

Sandoval Vásquez, Alexis Francisco (2011). Derechos humanos y políticas públi-
cas. Reflexiones, vol. 90, núm. 2, pp. 101-114. Universidad de Costa Rica, 
Costa Rica. 

Sánchez, R. (s/f ). Ponciano Arriaga Leija. Disponible en: http://www.stjslp.gob.
mx/pjudicial/difusion/pdf/PONCIANO%20ARRIAGA%20LEIJA.pdf. 
Consultado: 29 de septiembre de 2021.

Sánchez, A., Márquez, D., Limón, I. E., Casasola, R. M. (2015). Los derechos 
humanos en la obra de Jorge Carpizo. Reflexiones en ocasión del 30 aniversario 
de la Defensoría de los Derechos Universitarios de la unam (1985-2015). Uni-
versidad Autónoma de México.

Tello Moreno, L. F. (2012). Panorama general de los desca en el derecho interna-
cional de los derechos humanos. Colección de textos sobre derechos humanos. 
Comisión Nacional de Derechos Humanos. México. 

Velázquez Gallardo, A. J. (2021). Análisis de las recomendaciones emitidas por 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos respecto del derecho a la pro-
tección de la salud en el año 2020. Transregiones, (2), pp. 61-76. Disponible 
en: https://revistatransregiones.com/web/index.php/tr/article/view/14/13. 
Consultado: 20 de octubre de 2021.



439

EL ACUERDO DE ESCAZÚ, INSTRUMENTO 
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PARA LOS PUEBLOS ORIGINARIOS Y 

COMUNIDADES CAMPESINAS

Juan Carlos Páez Vieyra1

Red Iberoamericana de Seguimiento a la Agenda 2030

Resumen 
Los pueblos originarios han sufrido despojos territoriales históricamente. Los 
gobiernos de la región latinoamericana no han logrado proteger desde sus ins-
trumentos jurídicos internos y sus programas y políticas de gobierno de manera 
eficiente del despojo a nuestros pueblos, que en una época se dieron por el siste-
ma colonial, y posteriormente por empresas privadas que ponen todo su empe-
ño en poseer legal y políticamente los recursos naturales de las comunidades in-
dígenas. El Acuerdo de Escazú representa una forma de protección jurídica para 
la protección de los bienes comunes de nuestros pueblos, y a su vez sirve como 
medio de protección del medio ambiente sano, y es el primer tratado jurídica-
mente vinculante de América para la atención de casos donde falte información 
en la realización de megaproyectos o de procesos de despojo de bienes; por ello 
este artículo pretende ofrecer una luz a las comunidades originarias en el marco 
del sexto aniversario del inicio de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, 
sobre un medio específico de ayuda para protegerles del extractivismo. 
Palabras clave: consulta pública, pueblos indígenas, Agenda 2030, desarrollo 
sostenible

1.	 Coordinador de Agenda 2030, Comisión Estatal de Derechos Humanos. Director de 
la Red Iberoamericana de Seguimiento a la Agenda 2030 (red-iberods 2030). Miembro 
del Sistema Nacional de Investigadores (sni-conacyt). 
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The Escazú Agreement, instrument for the defense of the 
common assets, for native peoples and peasant communities

Abstract
The native peoples have historically suffered territorial dispossession. The gover-
nments of the Latin American region have not been able to protect from their 
internal legal instruments and their government programs and policies in an 
efficient manner the dispossession of our peoples, which at one time occurred 
due to the colonial system, and later by private companies that put everything 
their determination to legally and politically possess the natural resources of 
indigenous communities. The Escazú Agreement represents a form of legal pro-
tection for the protection of the common goods of our peoples, and at the same 
time as a means of protecting the healthy environment, being the first legally 
binding treaty in America for the attention of cases where information is lacking 
in the realization of mega projects or processes of dispossession of goods, for 
this reason this article aims to offer a light to indigenous communities in the 
framework of the sixth anniversary of the start of the 2030 Agenda for Sustaina-
ble Development, on a specific means of help to protect them of extractivism.
Key words: public consultation, indigenous peoples, Agenda 2030, sustainable 
development

INTRODUCCIÓN

La defensa de los bienes comunes ha sido algo que ha ocurrido desde 
antes de la Conquista por parte de los pueblos indígenas americanos, en 
la lógica de que la tierra es la que les da de comer, y el mayor bien común 
que tienen los pueblos es la tierra y el territorio. Al llegar la Corona Es-
pañola a América, las tierras comunes se fueron perdiendo de diferentes 
formas, hasta que se formalizaron los grandes latifundios entrado el siglo 
xvii en México, cuando los ya menguados territorios indígenas fueron 
expropiados por las manos españolas; ese proceso significó que las pobla-
ciones indígenas se transformaran, de dueñas de sus tierras, a esclavos en 
latifundios, lo cual seguramente representó una gran humillación, puesto 
que eran servidumbre en los territorios donde sus ancestros habían edifi-
cado su cultura. 
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DESARROLLO 

En México existieron esfuerzos para ir arrancando el latifundio a dichas 
manos; el primero fue durante la Guerra de Reforma, por medio de las le-
yes de desamortización de los bienes de las corporaciones de 1856, y la de 
la desamortización de los bienes eclesiales de 1859, hecho que en sí mismo 
no significó la restitución de tierras a nuestros pueblos. Posteriormente 
vino la Revolución Mexicana, y esto sí representó, en algunos territorios 
del país, la restitución por medio de las armas de tierras a sus pobladores. 
No obstante, este proceso no fue parejo para toda la nación; entidades 
completas, como el estado de Chiapas, fingieron la llegada de los revolu-
cionarios, por parte de los latifundistas, hacendados y rancheros, quienes 
de esa forma bloquearon la llegada de la Revolución, generando con esto 
que la situación agraria en Chiapas quedara intacta; es decir, en manos de 
quince familias hacendadas (García de León, 1994) 

Posteriormente, la Constitución Mexicana de 1917 estableció en sí 
misma una protección para la recuperación de tierras comunes en las co-
munidades agrarias, en particular el artículo 27, que señala “la nación 
tendrá en todo tiempo el derecho a imponer a la propiedad privada las 
modalidades que dicte el interés público (…) para hacer una distribución 
equitativa de la riqueza pública y para cuidar de su conservación”; con 
ello se establecían medidas claras para que el latifundio se fraccionara. 
Las reformas constitucionales establecidas en 1934 daban cuenta del in-
terés presidencial por ahondar en esta política, al señalar que los poderes 
legislativos y de los estados “tienen la facultad de fraccionar las grandes 
propiedades, mediante el fraccionamiento obligatorio de la extensión que 
resulte excedente de la superficie máxima permitida a un solo individuo”. 
A esto es a lo que denominamos la Reforma Agraria. 

Mientras liberales y conservadores, mestizos todos, discutían y pe-
leaban políticamente por esto, las comunidades campesinas e indígenas 
trataban de sobrevivir, pues las políticas instauradas por medio de las leyes 
no se aplicaban de forma pareja en las entidades federativas; por el con-
trario, como señala Antonio García de León (1985), había estados como 
Chiapas, adonde simplemente no llegó la Reforma Agraria. 
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Esta Reforma Agraria trajo consigo la entrega de más de cien millones 
de hectáreas a los campesinos mexicanos, equivalentes a la mitad del terri-
torio del país. Esta misma reforma, a partir del artículo 27 constitucional, 
establecía el ejido como mecanismo de propiedad de la tierra, que a la vez 
protegiera a los agricultores del usufructo de los terratenientes. El ejido en 
sí mismo es una reivindicación de la lucha de Emiliano Zapata, y surgió en 
1915 bajo una ley promulgada por Venustiano Carranza, con el fin de res-
tituir sus tierras a los pueblos originarios y declarar nulas las enajenaciones 
de tierras (Warman, p. 3). Este instrumento legal establece la devolución 
de aguas, bosques y tierras a los pueblos indígenas, e impide el usufructo 
directo y el acaparamiento permanente en que viven. En el mismo artí-
culo 27 de la Constitución Mexicana se establece también la propiedad 
comunal. El ejido es, por supuesto, una forma de bienes comunes, ya que 
establece una propiedad comunal para el pueblo, establece un porcentaje 
máximo de posesión para sembrar (5%) para el ejidatario, y permite que 
una asamblea vigile y supervise que no se violen los acuerdos comunales, y 
su característica típica es que son imprescriptibles, inembargables e inalie-
nables. De acuerdo con ello, el ejido es una tenencia comunitaria de una 
comunidad de campesinos o indígenas, quienes poseen de forma colectiva 
la tierra. 

Con la Reforma Agraria se establecieron cerca de 30,000 ejidos y co-
munidades que comprendieron más de tres millones de jefes de familia 
(Warman, 1994); al final del siglo xx la propiedad social comprendía el 
70% de las propiedades en el campo dedicadas a la producción agropecua-
ria. Desgraciadamente, el ejido no fue lo que se esperaba, ya que México 
trascendió a una economía de vocación industrial y dejó de lado la posibi-
lidad de generar una agricultura potente, exportadora, que permitiera que 
México siguiera siendo ese importante productor del mundo; desgraciada-
mente, y para algunos analistas sociales, justamente el régimen ejidal era el 
principal candado para que se generaran mecanismos de superproducción 
agrícola, y el campo quedó eminentemente para autoconsumo. 

Desde el tiempo de Zapata hasta nuestros días, las comunidades in-
dígenas campesinas han vivido en condiciones de pobreza, marginalidad, 
falta de infraestructura, falta de apoyos certeros y estratégicos al campo, 
y al mismo tiempo viviendo, porque a ello se han mantenido fieles, de la 
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producción de maíz, frijol y calabaza, en muchos sitios como lo hacían 
hace 600 años, y produciendo por obvias razones alimentos solo para su 
autoconsumo. 

Posteriormente, la reforma constitucional de 1992, específicamente al 
artículo 27 en materia agraria, eliminó la figura de ejido, y ahora permite 
que los pueblos campesinos puedan vender su tierra. Con posterioridad a 
1994, y con la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio, se decidió, 
por órdenes del entonces presidente Carlos Salinas de Gortari. Esta refor-
ma estableció algo importantísimo para la gobernanza de los bienes co-
munes, ya que el presidente perdía sus facultades extraordinarias relativas 
a la administración de los ejidos, lo cual había generado históricamente 
que el Gobierno Federal, por medio del sindicalismo campesino, metiera 
mucha mano en la administración de la tierra. La nación dejaba de ser 
propietaria jurídica de las tierras sociales, y la propiedad de estas pasaba 
a los ejidos, que dejaban de estar subordinados al gobierno. Los núcleos 
ejidales tendrían ahora goce pleno de su administración, incluyendo su 
comercialización, y se bando además que la justicia agraria quedara en 
los tribunales agrarios; con ello las comunidades tendrían mucha mayor 
capacidad (aparente) para tomar decisiones que afectaran sus territorios. 
En la práctica, las reformas sirvieron más para que se permitiera la venta 
de tierras, aunque aparentemente se mantenían libres y protegidas del des-
pojo y la autoridad; en parte creo que esto fue debido a que los ejidatarios 
desconocieron el poder de la reforma del 92, lo que sí fue aprovechado por 
las instituciones de nueva creación, como la Procuraduría Agraria. 

EL SEGUNDO LATIFUNDIO: LAS PLANTACIONES 
AGROINDUSTRIALES Y EL EXTRACTIVISMO 

En la práctica, crecieron los conflictos agrarios, como consecuencia de 
la liberación de la propiedad en tierras que viven en la más radical de las 
pobrezas patrimoniales, y donde aún se requieren muchas políticas para 
compensar los atrasos acumulados; la reforma, según Warman (2003), tra-
jo “desaliento, confusión e incertidumbre entre los productores rurales, 
y pese a la movilización reciente de las organizaciones rurales, las insti-



444

Juan Carlos Páez Vieyra

tuciones públicas se han mostrado indiferentes o ineficaces a atender sus 
peticiones”. 

México, como la mayor parte de las economías de América Latina, 
ha sido productor de materias primas, y en el centro de la producción de 
estas están nuestros campesinos y pueblos originarios. Lo que ocurre en 
nuestros pueblos es que, al ser una economía exportadora de materias pri-
mas, dependemos del valor internacional de los productos y de la deman-
da de economías poderosas y empresas transnacionales. En esa realidad 
tienen que sobrevivir las comunidades indígenas; para ejemplo, están las 
comunidades tzotziles de los Altos de Chiapas, productoras de café. Los 
tzotziles no saben los tinglados internacionales que vive su grano, cuando 
de exportación y valor del producto tienen. Esta realidad de exportar los 
productos de la naturaleza generalmente hace que los países no inviertan 
en los campesinos; esto es lo que Alberto Acosta (2006, p. 28) denomina 
la maldición de la abundancia, “donde la respuesta para enfrentar una 
creciente demanda o incluso para responder a la caída de los precios de 
dichos recursos en el mercado mundial, ha sido expandir la frontera pro-
ductiva provocando cada vez más y mayores complicaciones”. 

La paradoja de esta economía agrícola extractivista es que los recursos 
naturales que se requieren están en los pueblos indígenas, porque nuestros 
pueblos indígenas están en las zonas de más alta biodiversidad. Esto no es 
una casualidad, son ellos los que han sabido convivir pacíficamente con la 
naturaleza, por lo que aún se da la conservación de bosques y selvas, como 
la selva Lacandona en Chiapas, o la sierra Madre en Chihuahua, tierra del 
pueblo raramuri. No obstante, las comunidades cuyos territorios viven 
el embate de las actividades extractivistas sufren las externalidades de las 
dificultades socioambientales de este sistema de extracción de recursos. 
Pareciera que existe una tendencia: a mayor pobreza patrimonial de los 
pueblos indígenas, mayor biodiversidad en su territorio; esto también lo 
vemos presente en el caso de los pueblos wayarimi, en el Amazonas ecua-
toriano, territorio donde se tienen gigantes yacimientos petroleros en el 
conocido proyecto Yamami itt. 

Y ahí es donde viene la segunda desgracia para los pueblos originarios: 
el trato tanto de las empresas extranjeras extractivas (sobre todo mineras 
y petroleras), como de los gobiernos que desean realizar grandes proyec-
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tos de infraestructura, quienes son fuertes desafiadores de la “costumbre 
indígena” del territorio que ocupan. Ello está motivado fuertemente por 
los apoyos jurídicos que proporciona el Estado a esas empresas, realizando 
modificaciones a las leyes para permitir sus actividades extractivas (caso 
concreto de la Reforma Agraria de 1992). Esto ha llevado a incluso casos 
de violencia social, los categorizados conflictos socioambientales, donde 
se pone de relieve la represión directa o indirecta que pueden realizar las 
empresas extranjeras contra los pobladores, o con el apoyo del gobierno. 
En México, un caso conocido es el del Proyecto Integral Morelos; en Perú, 
un caso que me viene a la mente es el de Máxima Acuña contra de la 
minera Yanacocha. Pero existen otros históricos, como el genocidio que 
realizó Alan García en 2009 en la Amazonía peruana tras la resistencia de 
los pueblos a las actividades extractivistas. 

Cuando una empresa desea explotar un territorio, generalmente las 
autoridades municipales, subnacionales o federales dan todas las facili-
dades jurídicas y políticas para la extracción de la commodities; en todo 
caso, cuando surgen los conflictos con las comunidades de origen, en la 
generalidad los gobiernos ponen a los cuerpos de seguridad pública en la 
defensa de las compañías extractivistas, o utilizan el sistema judicial para 
emitir sentencias o juicios que favorezcan a los extractivistas; en ese sen-
tido los sistema jurídico y punitivo se alinean a favor de los explotadores 
de recursos y dan la espalda a sus connacionales, en algunos casos incluso 
señalando que estos se oponen al desarrollo de la nación, como en el caso 
de Chevron vs Ecuador, en el cual la empresa había contagiado el lago 
Agrio entre 1964 y 1992, y donde el gobierno ecuatoriano, a pesar de las 
evidencias científicas que demostraban que la empresa había derramado 
grandes cantidades de petróleo en el territorio de Secoya, en el Amazonas 
ecuatoriano, decidió acompasarse con la empresa y dejar a los indígenas 
en el abandono. 

Es importante también para este texto entregar una definición de lo 
que significa el extractivismo, y qué mejor que nos la aporte el propio 
Acosta (E, NE, p. 2) “cuando nos referimos a aquellas actividades que 
remueven grandes volúmenes de recursos naturales que no son procesados 
(o que lo son limitadamente) sobre todo para la exportación. Este no se 
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limita al minero o petrolero, sino también al agrario, forestal, e incluso el 
pesquero”. 

EL ACUERDO DE ESCAZÚ, UNA OPORTUNIDAD  
PARA LA PROTECCIÓN A LOS PUEBLOS

Ante la problemática de extractivismo para la región latinoamericana, se 
requería un acuerdo que protegiera a los pueblos indígenas de esa extrac-
ción, y sobre todo a nuestros ecosistemas, pues América Latina tiene ade-
más la segunda zona del mundo con mayores reservas petroleras, solo por 
debajo de Medio Oriente. Latinoamérica ha sido considerada como una 
de las tres regiones del mundo donde la deforestación ha impactado más 
los ecosistemas: 68% del suelo de Sudamérica se encuentra gravemente 
erosionado, y una cuarta parte de las especies animales del continente se 
encuentra en peligro de extinción. Además de ello, América Latina es la 
segunda región donde más activistas medioambientales han sido asesina-
dos. El caso de Perú, Brasil, Colombia y México están considerados los 
países más peligrosos para estos activistas. 

Ya la cidh y la Corte Interamericana habían desarrollado ciertos me-
canismos de protección para los pueblos indígenas en el marco del extrac-
tivismo, particularmente desde el artículo 21 de la Convención America-
na de Derechos Humanos, y el artículo xxiii de la Declaración Americana 
de Derechos Humanos. En el informe sobre la visita realizada a Ecuador 
(justamente a raíz del desastre ambiental causado por Chevron en el Ama-
zonas) en 1995, la cidh refería la necesidad de que la población formara 
parte de los procesos de decisión, y que tuviese a su vez recursos judiciales 
para enfrentarse a las decisiones que afectaran el desarrollo; así también 
se hizo en el Tercer Informe para Colombia de 1999, en el Caso de las 
Comunidades Mayas de Belice, de 2004, por ejemplo. El documento titu-
lado “Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ances-
trales y recursos naturales”, de 2009 de la cidh, señala que tanto la daddh 
como la cadh observan la preocupación del bienestar de la persona, los 
bienes jurídicos protegidos por la interrelación entre el derecho a la vida, 
la integridad física y psíquica y el derecho al medio ambiente sano. 
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Otros dos antecedentes para este acuerdo son el Convenio 169 de la 
oit (artículos 6, 7 y 15) y la Declaración Universal sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas (artículos 27 y 32). Desde la lógica de los derechos 
humanos, el derecho a la consulta es un principio general del derecho 
internacional. Sin embargo, y aun cuando hay casos, que son los menos, 
donde comunidades originarias y campesinas pudieron ganar casos ante la 
justicia interamericana, las recomendaciones o sentencias emanadas de la 
cidh y la Corte2 son posteriores a las violaciones a derechos humanos; 
es decir, son reactivas frente a las acciones realizadas por empresas y go-
biernos. El Acuerdo de Escazú pretende ser un mecanismo prescriptivo, 
preventivo de situaciones o violaciones generales y colectivas de derechos 
humanos, por ello su importancia. La problemática central antecedente es 
que las comunidades indígenas y campesinas no contaban con un conve-
nio capaz de protegerlas del otorgamiento de concesiones, autorizaciones 
y permisos en los países de la región, lo que ponía en peligro no solo los 
ecosistemas de la zona, sino también, y más importante incluso, la extin-
ción de los pueblos a partir de casos extractivistas. 

El Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participa-
ción Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América 
Latina y el Caribe, adoptado en Escazú (Costa Rica) el 4 de marzo de 
2018, es el primer tratado americano derivado de la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible (Río + 20), un acuerdo 
jurídicamente vinculante sobre asuntos ambientales de la región, y el pri-
mero a escala internacional que incluye disposiciones para los defensores 
en estos temas. De los 33 países de América Latina, solo veinticuatro han 
firmado el Acuerdo, y de ellos solo doce lo han ratificado, por lo que su 
aplicación se circunscribe a estos últimos. El Acuerdo ha tenido un largo y 
sinuoso camino rumbo a su ratificación para entrar en vigor, en principio 
por el boicot que empresas transnacionales y empresas agroexportadoras 
de la región están ejerciendo sobre él; sin embargo, el 22 de abril de 2021 

2.	 En esta materia existe el caso de Yatama vs. Nicaragua del año 2000, en el cual la 
Corte interpretó el artículo 23 de la cadh, que reconoce el derecho de los ciudadanos 
a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes 
libremente elegidos, a partir de su exclusión en un proceso electoral. 
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entró en vigor. Es histórico por ser el primer acuerdo en materia ambiental 
que se llevará a cabo de forma regional. Este Acuerdo, además, confirma 
el valor de la dimensión regional del multilateralismo para el desarrollo 
sostenible. 

Dos elementos importantes previos al Acuerdo fueron, por un lado, el 
Convenio de Aarhus, firmado y ratificado en la Unión Europea en 2001, 
con el cual se le otorga al público en general el derecho de acceso a la infor-
mación y participación de las decisiones tomadas por los gobiernos miem-
bros o de las instituciones regionales en materia ambiental. Este convenio 
tiene la misión de proteger el medio ambiente, para la salud y el bienestar 
de todos los habitantes de la región. Tres elementos centrales tiene este 
acuerdo: 1. El acceso a la información pública en materia ambiental. 2. La 
participación del público en la toma de decisiones que afectan el medio 
ambiente, 3. La ampliación del acceso a la justicia en materia ambiental. 

El otro instrumento fundamental fueron las Directrices de Bali, pro-
movidas por el Programa de Naciones Unidas del Medio Ambiente (pnu-
ma), de 2010, que es una guía para la elaboración de legislaciones naciona-
les sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma 
de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente. Estas 
directrices de carácter voluntario surgen a partir de las reflexiones que se 
venían dando en las subsecuentes conferencias de Río, para la aplicación 
del principio 10 de la Declaración de Río de 1992 sobre Medio Ambiente 
y Desarrollo, con miras a la gran cumbre de Río + 20, que se efectuó en 
2012 y fue el origen del documento “El futuro que queremos”, que sería 
central en las discusiones de la Agenda 2030, y en su numeral 99 “exige 
la adopción de medidas a nivel regional, nacional, subnacional y local 
para promover el acceso a la información, la participación del público y el 
acceso a la justicia en los asuntos ambientales, según proceda” (Asamblea 
General, p. 22). Por lo tanto, el Acuerdo de Escazú y la Agenda 2030 tie-
nen un origen común y por lo tanto de sustentabilidad. A partir de ahí se 
fueron produciendo reuniones en 2012 en el marco de Río + 20, sobre la 
Declaratoria del Principio 10 de Río en América Latina, estas fueron aus-
piciadas por el gobierno de Chile y la Comisión Económica para América 
Latina (cepal). 
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Esto es fundamental, puesto que se fueron efectuando reuniones en 
2014 y 2015, con una amplia participación de la sociedad civil organiza-
da, y con una amplia participación sectorial, ya que, adelantándose inclu-
so a los tiempos pandémicos, todas las reuniones eran transmitidas en vivo 
por vía digital, y la gente podía interactuar y opinar frente a los organi-
zadores. Este acuerdo, además, ha llevado a un conjunto de motivaciones 
nuevas por parte de diferentes organizaciones multilaterales; por ejemplo, 
en Europa, ya que Escazú le dio un nuevo impulso a Aarhus, para darle 
mayores capacidades instaladas a este convenio. Y pone dos temas centra-
les en la palestra: el fortalecimiento de las capacidades y la cooperación ne-
cesaria. Escazú, para subir el nivel de la importancia política, se convierte 
en una potenciación, pero para ello se tiene que conocer y divulgar; si las 
comunidades no lo conocen, no pueden apoderarse de él, y por lo tanto 
empoderarse como herramienta para su defensa. 

Con este Acuerdo también se abona una visión regional del desarrollo 
sostenible, ya que pone a las tres esferas en este marco; es decir, propor-
ciona las herramientas para que las personas (social) formen parte de las 
decisiones de proyectos (economía), que pongan en riesgo el medio am-
biente (ecología); es decir, a la letra, expresa: “no puede haber crecimiento 
a expensas del medio ambiente, y no puede gestionarse el medio ambiente 
ignorando a nuestros pueblos y nuestras economías” (Acuerdo, p. 9); el 
mismo acuerdo señala que es un instrumento invaluable para lograr la 
implementación de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. 

Sus lineamientos generales son: 
Primero: Los ciudadanos podremos participar en las decisiones que 

nuestros gobiernos tomen en asunto del medio ambiente. Para ello los go-
biernos deben e proporcionar toda la información de asuntos ambientales 
a sus ciudadanos, quienes debemos exigir rendición de cuentas a nuestro 
gobierno en temas ambientales. Además, se deberán garantizar mecanis-
mos de participación ciudadana en la toma de decisiones, relativos a pro-
yectos y actividades ambientales que tengan impacto significativo sobre 
el medio ambiente. Las autoridades deben considerar la participación de 
la gente desde etapas iniciales del proceso de toma de decisiones en pro-
yectos que tengan impacto ambiental, siempre considerando que toda la 
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comunicación y la producción de información y foros que se realice deben 
hacerse considerando la inclusión en las lenguas indígenas originarias. 

Segundo, accesibilidad de la información ambiental: cada gobierno 
deberá garantizar el derecho del público al acceso a la información am-
biental, lo cual que incluye el derecho a solicitar y recibir información, 
y el ser informado de aquello con que cuentan las autoridades. Entre 
otros, la autoridad deberá entregar (artículo 6 [3.h]) “información de los 
procesos de evaluación de impacto ambiental y de otros instrumentos de 
gestión ambiental, cuando corresponda, y las licencias o permisos ambien-
tales otorgados por las autoridades públicas”. Incluso el mismo artículo 6 
[6.] señala que las autoridades deben poner la información en los diver-
sos idiomas usados en el país, para que las distintas comunidades puedan 
acceder a la información que las afecte en particular (máxime cuando se 
trate de amenazas inminentes a la salud pública), y que permita al público 
tomar medidas para prevenir o limitar eventuales daños {5.]. Asimismo, 
el mismo artículo 6 [9.] señala que “cada parte promoverá el acceso a la 
información ambiental contenida en las concesiones, contratos, convenios 
y autorizaciones que se hayan otorgado y que involucren el uso de bienes, 
servicios o recursos públicos, de acuerdo con la legislación nacional” (A. 
E. p. 24). 

Tercero: se refiere al acceso a la justicia en asuntos ambientales, este 
justamente derivada de la sentencia de la Corte Interamericana contra 
Chile en el caso Claude Reyes3 vs. Chile de 2006, que motivó que ese 
país se convirtiera en el principal promotor del Acuerdo de Escazú, que 
incluye la posibilidad de solicitar medidas cautelares para prevenir, mitigar 
o recompensar daños al medio ambiente, así como medidas para facilitar 
la producción de la prueba del daño ambiental, cuando corresponda y sea 
aplicable, además de que incluye mecanismos de ejecución de las decisio-

3.	 En este caso, la Corte Interamericana condena a Chile por la falta de recursos efectivos 
para garantizar el acceso a la información ambiental, en tanto no se les ofreció a los 
demandantes la información sobre el proyecto Río Cóndor, de parte de la empresa 
forestal Trillium, el cual era un proyecto de deforestación que se llevaría a cabo en la 
xii región de Chile y que ponía en riesgo el medio ambiente y el desarrollo sostenible 
a largo plazo. 
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nes judiciales y de reparación del daño, compensación o pago de sanciones 
económicas, indemnizaciones y atención a las personas afectada. 

Cuarto elemento de la estructura de Escazú: es un mecanismo de pro-
tección para los defensores ambientales; como señalamos anteriormente, 
en América Latina los defensores viven una situación de riesgo inminente 
a su integridad, debido en parte a que las autoridades se ponen del lado de 
las empresas explotadoras, por lo que el acuerdo promueve medidas para 
que los defensores puedan realizar su trabajo libremente, considerando 
el conjunto de instrumentos internacionales en el marco de los derechos 
humanos que existen para su protección, y que se tomen medidas efecti-
vas y oportunas para prevenir, investigar y sancionar ataques, amenazas o 
intimidaciones en contra de los defensores ambientales. 

CONCLUSIONES 

Las comunidades indígenas y campesinas originarias se han visto afectadas 
por el extractivismo comercial industrial a lo largo de todo lo que ha signi-
ficado la dominación colonial europea, hasta el siglo xxi, desde diferentes 
formas y bajo diferentes actores, nacionales y transnacionales. 

Las instituciones regionales, como la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, no han sido eficientes para proteger los bienes comu-
nes de estas poblaciones, los gobiernos estatales y subnacionales tampoco 
lo han sido, debido a que estos se alinean con los capitales inversores, que 
representan derramas económicas fundamentales para el “supuesto” forta-
lecimiento de las finanzas públicas nacionales. 

Es de reconocerse la importancia que tiene el Acuerdo de Escazú; no 
obstante, y sin negar el arduo esfuerzo que significó para las negociado-
ras y los negociadores, le faltó fuerza, ¿en qué sentido? Me parece que el 
Acuerdo debería ser más enfático en señalar que, en casos en los cuales 
se lleve a cabo un megaproyecto (sea económico, sea de infraestructura) 
donde se vea afectado el hábitat fundamental de pueblos o comunidades, 
se deberá llevar una consulta pública de carácter vinculante, cuyos acuer-
dos sean obligatorios para los Estados en cuestión, de manera tal que se 
amarre el cumplimiento de la decisión de las comunidades. Puede suceder 
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que algunos países de la región busquen de forma mediática realizar con-
sultas con el fin de “calificarse democráticamente”, y que dichas consultas 
no estén bien elaborada (es decir que se considere a los verdaderos actores 
afectados, y que además se llegue a ellos por sus medios de comunicación, 
lengua y tecnología); ha llegado a pasar que se realizan consultas públicas 
para situaciones territoriales a los pueblos indígenas afectados, en cuyo 
caso el único medio que utilizan es Internet y en lengua española. Si en 
verdad una instancia está dispuesta a hacer una verdadera consulta pú-
blica, tendrá que hacerla por los medios culturalmente apropiados de las 
comunidades (asambleas comunitarias), y en las lenguas originarias que 
ellos tengan. 

El Acuerdo de Escazú se convierte en teoría en una extraordinaria he-
rramienta para que las comunidades defiendan sus bienes comunes. Puede 
convertirse en una verdadera arma de defensa para las comunidades ori-
ginarias y los pueblos indígenas, en caso de que lo conozcan y lo utilicen. 
El caso de Máxima Acuña, por ejemplo, se hubiera desempeñado de otra 
forma, si ella y su abogada Mirtha Vázquez hubieran contado con una 
herramienta de esta naturaleza. 

El éxito del Acuerdo de Escazú dependerá en mucho en la posibilidad 
de que las comunidades indígenas, los defensores ambientales, los cam-
pesinos y las organizaciones sociales puedan conocer a fondo el podero-
so significado del Acuerdo, de lo contrario es letra muerta; los abogados 
defensores ambientales, en mucho cercano a los líderes comunitarios que 
están en el primer frente, deben conocerlo como una fuerte herramienta 
jurídica para la defensa de los derechos humanos y el medio ambiente, al 
ser un verdadero instrumento vinculante. 

Otro elemento que requerirá en el futuro hacerle adecuaciones al 
Acuerdo se refiere a las formas en las cuales este se hará efectivo; por ejem-
plo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos cuenta con el 
capítulo vii, artículos 34 al 51 de la Convención Americana donde se 
expresan las funciones, las competencias y los procedimientos de dicha 
Comisión, incluyendo la elaboración de recomendaciones y la resolución 
de casos. Encuentro una incertidumbre legal de Escazú en el sentido de 
que es la cepal quien tiene el Secretariado del Acuerdo, aun cuando se 
considera un acuerdo vinculante a la luz del Sistema Interamericano de 
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Derechos Humanos, pero no se habla en todo el articulado sobre el mismo 
sistema regional de defensa de derechos, máxime cuando el procedimiento 
de aceptación de casos por parte de la cidh se delimita en el artículo 48, al 
determinar que se admitirán quejas referentes a violaciones de cualquiera 
de los derechos consagrados en la misma convención, aunque de manera 
interpretativa se podría decir que este tratado se suma al corpus iuris exis-
tente en Latinoamérica y el Caribe en materia medio ambiental y de dere-
chos humanos. En todo caso, el artículo 11 del Protocolo de San Salvador 
es suficiente para integrar el Acuerdo, al señalar el derecho de toda persona 
a vivir en un ambiente sano y a contar con servicios públicos básicos, lo 
cual compromete a los Estados a promover la protección, la preservación 
y el mejoramiento del medio ambiente. 
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INTRODUCCIÓN

El objetivo del presente trabajo es exponer un análisis descriptivo y de 
revisión sobre las categorías conceptuales que dan soporte a la acción pú-
blica en torno a la gestión integral del agua en México. Se revisa a manera 
de retrospectiva histórica el contexto histórico en el cual se incorporó la 
visión de gestión del agua, cimentada desde las perspectivas de democracia 
y libre mercado hasta las actuales concepciones de gobernanza del agua.

Se proporciona una visión sobre una coyuntura de rediseño de instru-
mentos legales para la implementación de los criterios relativos a la gestión 
hídrica; para tal fin, primero se realiza una reflexión teórica acerca de las 
percepciones conceptuales implicadas en la gestión hídrica y la gobernanza 
del agua. Con el fin de que la presente reflexión no quede en un esfuerzo 
ensayístico, se recurre a la revisión histórica de la adaptación institucional 

1.	 Profesor investigador de la Universidad de Guadalajara en el Centro Universitario de 
Tonalá (cutonalá). Correo electrónico: jpablo.rojas@cutonala.udg.mx.
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de la actuación pública ejecutada en la instauración de organismos de 
manejo de agua en México, y de su articulación conforme a las coyunturas 
políticas y económicas, en las que se destacan como paradigmas el neoli-
beralismo y la instauración de la democracia, y segundo desde la focaliza-
ción del análisis coyuntural de la propuesta de la Ley General de Aguas y 
las manifestaciones sociales, tanto las percibidas como movimiento social 
como las incorporadas en la deliberación democrática de la gestión. Entre 
los principales hallazgos se destaca la existencia de incongruencias entre 
el discurso político y las acciones institucionales ejecutadas, que aparen-
temente evidencian desatención o incomprensión, no solo de los trabajos 
de evaluación y retroalimentación de las políticas públicas y el resto de las 
pautas de acción institucional ante las alternancias políticas, sino también 
de revisión y actualización sobre los trabajos académicos producidos, lo 
cual propicia desequilibrios entre visiones y acciones: discursos orientados 
al desarrollo social con fuertes críticas al sistema económico preponde-
rante; sin embargo, las acciones de gestión gubernamental continúan las 
dinámicas en que la económica opera de manera ordinaria en detrimento 
del ambiente y la sociedad con enfoques neoliberales y “predatorios”. 

En México, pese al lustro de revisión política y manifestación social en 
torno al destino del manejo del agua iniciado en 2015, sobre la discusión 
de una nueva ley de aguas nacionales con corte sustentable, en 2021 la 
discusión en el Congreso Federal se postergó por tiempo indefinido; la 
orientación principal de la administración federal se centra en la creación 
de infraestructura, la reemergencia de la visión abocada a la explotación de 
recursos y generación energética a través de hidrocarburos, visión que des-
de la década pasada ha decrecido a escala global debido a la incorporación 
de múltiples fuentes alternas de generación energética y, en el caso hídrico, 
la discusión de los poderes políticos queda en postergación indefinida a 
pesar de la intensa movilización de colectivos surgidos desde la sociedad, 
reforzados con la evidencia de 30 años del modelo sectorial de explotación 
intensiva, y cuyos grupos buscan la reivindicación tanto de la integralidad 
de la gestión como la distribución equitativa bajo esquemas sustentables.



457

Acción pública y participación social en torno al manejo hídrico:  
Democracia, libre mercado y gobernanza

1. METODOLOGÍA

En términos metodológicos, se realiza un análisis retrospectivo crítico, 
descriptivo y de reflexión sustentado en aspectos de teoría política y social, 
de la racionalidad económica y de la conservación de recursos hídricos 
bajo términos de sustentabilidad y de acción institucional dirigida a la 
conformación de esquemas político-jurídicos implicados en la gestión in-
tegral del agua. 

El contexto del cual parte el análisis se sitúa en la emergencia de las 
visiones de sustentabilidad y gobernanza ambiental, esencialmente la go-
bernanza del agua, creadas como esquemas deseables ante los paradigmas 
de libre mercado y democracia, donde el marco jurídico de México —las 
normas técnicas y la adopción de mecanismos de “manejo hídrico parti-
cipativo”—, ha implicado la creación de mecanismos de participación en 
los que se presupone que los interesados tienen facultad de voz o voto ante 
medidas de resguardo, custodia y distribución de los recursos hídricos.

La interacción de los implicados en el esquema institucional creado 
a propósito del manejo eficiente ha llevado a reconsideraciones discipli-
nares científicas y de adopción de novedosos enfoques que implican la 
intervención multi, ínter y transdisciplinaria desde nuevos enfoques no 
sectorializados (Castro, 2007) y la emergencia de categorías conceptuales 
con sus respectivos replanteamientos a especificidades precisas del conoci-
miento, entre las que se destacan a efectos del presente trabajo, la gober-
nanza ambiental y, en específico, la gobernanza del agua, resultantes de 
movimientos sociales ecologistas, de resguardo y de responsabilidad social 
o del encuentro intergubernamental, donde las relaciones interguberna-
mentales encontraron, en un punto de consecución esquemas conflictivos 
derivados por las asimetrías políticas o de las dinámicas inequitativas sobre 
la distribución de los recursos de propiedad nacional.

Para lograr concretar las categorías conceptuales utilizadas cuya proce-
dencia de corrientes multidisciplinares, que en otros tiempos de especifi-
cidad teórica obligaría a replantear postulados de reflexión y competencia 
disciplinar que obligaba a un trabajo profundo epistemológico, actual-
mente, están presentes en la lógica de sustentabilidad; asimismo, en el 
no tan novedoso paradigma de desarrollo sustentable a escala global se 
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aceptan como una realidad deseable en un enfoque de desarrollo, donde 
convergen tres dimensiones de actuación humana pertenecientes a disci-
plinas científicas, a veces distantes a veces cercanas, y, debido a la urgencia 
de la conservación de los recursos, ha obligado al replanteamiento de las 
concepciones clásicas para ofrecer alternativas viables para dicha conser-
vación.

2. RESULTADOS Y DISCUSIÓN

La perspectiva de acción pública, entendida como el conjunto de acti-
vidades que realiza el gobierno en su calidad de gestor público, y supe-
rando a través del paradigma posburocrático el papel de administrador, 
para intervenir y resolver situaciones que se consideren de interés público 
y obligación de Estado. Dichas acciones componen el proceso de actua-
ción mediante el cual se encuentran problemas y se diseñan, ejecutan, 
evalúan y retroalimentan las políticas públicas (Manheim y Rich, 1988; 
Aguilar-Villanueva, 1992).

La instrumentación de tratados comerciales internacionales en la úl-
tima década del siglo xx y su correlación con la degradación ambiental 
acumulativa se han documentado desde las últimas tres décadas del siglo 
anterior; los resultados derivaron en el establecimiento internacional de 
la Organización de Naciones Unidas en el Programa de Naciones Unidas 
para el Medio Ambiente (onu, 1972); dicha fundación derivó en múlti-
ples protocolos, planes, convenciones y acuerdos referentes al resguardo 
ambiental en lo general, y en temáticas específicas tales como el agota-
miento de recursos hídricos, la gestión energética y el resguardo de la bio-
diversidad, por mencionar algunos.

A través de los compromisos internacionales en la inscripción a los 
acuerdos, protocolos, directivas y convenciones celebrados bajo la obser-
vancia de la organización de Naciones Unidas, los gobiernos nacionales 
“asimilan” los compromisos como pautas de acción pública compartidas a 
escala global y de ejecución nacional, y crean, adaptan o rectifican políti-
cas públicas orientadas a cada compromiso adquirido; se puede observar, 
a través de la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, la 
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constante reiteración hacia la búsqueda de la gobernanza ambiental a tra-
vés de políticas, planes y programas nacionales específicos orientados a tal 
fin (pnuma, 2015).

 conllevo a la aplicación de la racionalidad económica e implemen-
tación de prácticas productivas cada vez más orientadas al resguardo am-
biental; aunque los esfuerzos se observan mermados ante la competencia 
en los mercados de productos diversos, innovadores y con múltiples com-
plicaciones en lo referente al ámbito de responsabilidad social y ambiental.

 Según el informe Brundtland, de 1987, Nuestro futuro común, y las 
conclusiones de la cumbre de Río de Janeiro en el año 1992, se requiere 
usar racionalmente y conservar los recursos, sin que dicha utilización im-
plique el sacrificio en la disposición de los recursos para las generaciones 
futuras. A una década de dicha sentencia, se incorpora la preocupación 
por tomar medidas urgentes ante la disminución de la riqueza en la bio-
diversidad en la Cumbre de Johannesburgo, por lo que la actuación fun-
damental de los integrantes de las sociedades, ciudadanos y gobernantes 
se centra en adquirir conciencia a través de la difusión de la información 
referente al desgaste ambiental, y por ende la escasez de recursos en canti-
dad y calidad, y tomar medidas de acción individual, social e institucional 
para una educación en acción de corte ambiental basada en la racionalidad 
y la sensibilidad sobre el agotamiento de los recursos ocasionado por las 
pautas de consumo y resguardo. 

Asimismo, en el informe mencionado se destaca la brecha de des-
igualdad existente entre naciones en proceso de evolución industrial y las 
naciones especializadas en la producción y la comercialización de recursos 
naturales (en cualquier proceso de transformación), y se concluye que las 
acciones llevadas a cabo entre unas naciones y otras serán diacrónicas a su 
momento de reproducción social y económica lo cual impactaría en las ac-
ciones instrumentadas hacia la problemática ecológica; en dicho informe 
se alude a tal problema como “una crisis enclavada” (onu, 1987).

Los resultados de la difusión de las evidencias sobre dicha degrada-
ción correlativa a las pautas de producción y consumos por parte de las 
instituciones contribuyen a la estructuración de las agendas de actuación 
pública que teóricamente son congruentes con los acuerdos y tratados 
comprometidos (Alzate y Romo, 2017), más en términos ambientales. 
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En dicha agenda se plantean los problemas prioritarios, de manera global, 
atendiendo a tres ámbitos de actuación humana: social, económico y am-
biental, en torno a los contextos espaciotemporales y políticos, lo que de-
nota el factor territorial. En términos del ámbito de la economía: bajo los 
criterios de racionalizar recursos en función de la relación costo-beneficio, 
la reutilización de insumos residuales bajo criterios de maximización de 
rendimientos y minimización de costos ofrece vías de factibilidad que no 
deberían contraponerse a los criterios de aceptación social y conservación 
de la naturaleza. 

En el caso mexicano, la Constitución política establece las disposicio-
nes en torno al manejo hídrico sustentable, a través de la reestructuración 
de la acción pública ejecutada, tanto para la proclamación de un marco 
normativo que responde a las realidades históricas que han acontecido en 
el país, como en la instauración y la administración de organismos y de-
pendencias dirigidas al manejo hídrico, hasta la actual acepción de gestión 
integral en un contexto de gobernanza.

El ámbito social, donde además de los criterios enfocados en la vasta 
teoría económica y los puntos finos de convergencia entre la expectativa 
social, los resultados de instrumentación de planes programas y proyectos, 
se recomienda la búsqueda del desarrollo social abatiendo dimensiones 
de desigualdad y pobreza; en particular, el objetivo es que cada humano 
se desarrolle en aspectos de la vida retomando criterios específicos que no 
necesariamente se manifiestan con los recursos materiales, sino desde la 
propia percepción del individuo sobre la felicidad y la satisfacción, como 
propone Amartya Sen en su libro Development as Freedom (2001).

La acción pública se ha orientado a la instrumentación de planes y 
programas focalizados en la sectorialización de la administración de los 
recursos naturales para su explotación y, como tal, la visión sectorial des-
agrega la interacción socioespacial y ambiental a ámbitos de ejecución y 
control en el aprovechamiento de elementos físicos naturales, como suelo, 
agua, e incipientemente el aire, para el desarrollo productivo y social; por 
su parte, la instrumentación de estrategias para el resguardo ambiental 
desde una visión ecosistémica ante la degradación intensiva que se eviden-
cia, si bien ha sido considerada desde la década de los 70, es en el siglo 
xxi en la cumbre de Johannesburgo cuando se le ha dado su importancia.
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La democracia como forma de organización política tiene entre uno 
de los principales cometidos la disminución, en lo posible, de la concen-
tración de poder político en uno o en pocos, a la usanza absolutista, aun-
que en la realidad contemporánea posindustrial, de libre mercado, libre 
elección ante una brecha de desigualdad social, económica y ambiental en 
la que la proliferación de información, verdadera o falsa, es accesible. En-
tonces, la misma democracia sustentada en libertad política y económica 
es la que permite el acceso a cualquier información y, por consiguiente, la 
difusión de cualquier discurso, en el que la razón y la locura oscilan entre 
la incertidumbre y el cuestionamiento de Foucault (2005) sobre el peligro 
en su proliferación en grupos sociales sin un discernimiento adecuado 
para depurar lo cierto de lo falso, y la decepción social sobre los sistemas 
de prácticas sociales, económicos y de explotación ambiental a través de la 
inducción política de grupos sociales segregados o excluidos. 

La democracia del siglo xxi, sumada a los cánones económicos de 
producción sustentados en la lógica de libre mercado, ha originado afecta-
ciones al medio ambiente, tanto en la disponibilidad de recursos naturales 
necesarios para la subsistencia, en calidad y cantidad como en la prevalen-
cia de biodiversidad y desequilibrio ecosistémico; el paradigma del Laisser 
faire, Laisser passer, tanto en los aspectos políticos como en los económi-
cos, impacta no solo de manera benéfica en la consecución de la sociedad, 
además trae consigo graves afectaciones ambientales por la acción y el 
discurso ejecutados por las clases gobernantes, con lo que las asimetrías 
de poder aún están vigentes en una aparente alternancia democrática en 
la cual el contendiente, de origen social, resulta vencedor y lleva a cabo 
políticas públicas de beneficio social, ambiental y económico.

Por el contrario, la acción pública depura los esquemas de gestión y 
gobernanza y se retoman pautas de acción pública añejas en torno a la 
gestión ambiental hídrica y la generación energética. Se expone un dis-
curso político aparentemente radical, con visión social y reticencia a la 
terminología científica o tecnológica, en tanto la acción pública instru-
mentada resulta ser una continuidad de los criterios y vicios señalados, 
tanto en administraciones pasadas como en las actuales a escala global, 
de los criterios de acción y objetivos contrapuestos a la racionalidad de la 
sustentabilidad. En este sentido, las pautas instrumentadas, más allá de ser 
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reprobadas a través del “check list de la sustentabilidad”, habrá que pre-
guntarse si es posible ser sustentable desde la acción pública institucional 
cuando la agenda sistémica marca problemas urgentes para su atención 
y la resolución de estos lleva a la ejecución de acciones que no cumplen 
criterios de sustentabilidad, una pregunta nada novedosa, pero que sigue 
repicando los discursos tanto políticos como académicos 

El problema que se pierde de vista no es la incompatibilidad entre lo 
que se ejerce como actuación pública, que resulta ser insustentable, sino 
que es a través de la retórica política que recurre al argumento de beneficio 
social emitido por figuras carismáticas, como herramienta de acceso al po-
der, sin que la elección racional, la racionalidad económica y el resguardo 
ambiental, a pesar de estar presentes en los discursos “populares” de los 
dirigentes de las primeras décadas del siglo xxi, logren observarse en la 
acción pública ejecutada, y en los esquemas estadísticos institucionales se 
observa la existencia de altibajos de la focalización de lo social, en discurso, 
frente a lo ecológico a manera de ciclicidad en la atención de los pro-
blemas, como lo expone Anthony Downs (Downs, en Aguilar, 1993, en 
síntesis, existe una política de intención y una de ejecución, y con ello un 
gasto erogado superior al programado, como ya se ha observado en el caso 
mexicano desde principios del presente siglo, con macroobras de infraes-
tructura hidráulica inconclusas (cepal, 1993; Torres-Rodríguez y Gonzá-
lez-Santana, 2018). El discurso político está funcionando como un siste-
ma de exclusión de apoyo institucional (Foucault, 2005) que disminuye 
la disidencia y empodera la retórica “de buenas intenciones” en defensa 
de las nuevas acciones ejecutadas, pese a que estas conlleven problemas 
de factibilidad ambiental, económica o social, por lo tanto insustentables.

En este sentido, resulta imperioso, “recapitular”, reflexionar sobre las 
situaciones actuales de gobernanza y resguardo ambiental y ponerlas en el 
contexto de la construcción de la teoría política referente a la democracia, 
la participación social y los movimientos sociales de carácter ambiental, 
en el presente caso de manejo hídrico, y analizar el contexto en el cual 
los recursos naturales necesarios para los humanos está acorde o no con 
las determinaciones ejercidas actualmente, en cuyos discursos siempre se 
encuentran presentes categorías conceptuales como pobreza, bienestar so-
cial, sustentabilidad, y visualizar si en verdad el orden de dicho discurso 
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corresponde a la teoría política y social concerniente a la democracia, su 
acción pública institucional confrontada con la participación y los movi-
mientos sociales. 

 En este sentido, los clásicos aún tienen mucho que decir, y más en 
términos de la comprensión de una realidad particular que involucra po-
der político, conflicto social, derechos humanos y sustentabilidad respecto 
del uso y manejo de recursos naturales, en especial el agua. La democracia 
ecológica (Shiva, 2001), con criterios de gobernanza ambiental (Alfie-Co-
hen, 2013), en su especificidad gobernanza hídrica e integración y coordi-
nación con los demás elementos( Ünver y Mansur, 2011) “socio-naturales” 
—suelos, aires bosques y sus debido esquema de gestión— es el resultado 
de la especificidad de la democracia deliberativa, en un contexto econó-
mico sustentado en la libertad de mercado (Alonso, 1995; Sartori, 2000), 
de las demandas sociales ante la inequidad distributiva y la asimetría de 
poder observada en los criterios de distribución de la riqueza natural, la 
aplicación operativa y de control de la gestión abocada a la problemática 
medioambiental y a la lógica económica de racionalidad en la elección.

2.1 Democracia en camino a la gestión ambiental y el manejo hídrico: 
Democracia deliberativa y ecológica

Alonso (1995) refiere que para muchos autores la democracia, en los tér-
minos de Tocqueville (2005), implica más un estado de la sociedad que 
una forma política; otros han enfatizado que la democracia no es una 
forma de sociedad, sino un régimen político, un sistema político. 

Se infiere de dicha afirmación que para unos la democracia tiene su 
raíz en la sociedad; es decir, que es esta la que decide articular su sistema 
conforme a la igualdad de oportunidades, en todos los aspectos, en un 
sentido amplio. Para otros, la democracia no puede ser concebida así, ya 
que es necesaria la existencia de un marco constitutivo que delimite las 
pautas de acción y las funciones de cada parte constitutiva, en un régi-
men caracterizado por derechos y obligaciones para los ciudadanos. Por 
lo tanto, si se quiere hablar de democracia en otros aspectos de la vida, 
es necesaria la aplicación de adjetivos para saber de qué se está hablando.
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…se habla de democracia, en cuanto contrapuesta a todas formas de gobierno auto-
crático, es considerarla caracterizada por un conjunto de reglas (primarias o funda-
mentales) que establecen quién está autorizado para tomar las decisiones colectivas 
y bajo que procedimientos (...) la regla fundamental (...) es la regla de la mayoría... 
(Bobbio, 1999).

Para Robert Dahl (1999), la democracia es una asociación de personas 
unidas para llevar a cabo una constitución aceptable para todos; el objeto 
de dicha asociación es deliberar y discutir el destino común, tomando en 
cuenta el cumplimiento de los supuestos de igualdad e inclusión. Es decir, 
para que exista la democracia es necesaria la presencia de participación 
efectiva de la sociedad, tanto en los espacios que se promueven institucio-
nalmente como en los que la sociedad exige participar, la igualdad de voto 
o, mejor dicho, el sufragio universal; asimismo, se requiere comprensión 
ilustrada. Esto implica el uso de la razón y, principalmente, que los miem-
bros tengan control de la agenda pública, con el fin de aportar aprobación 
o desaprobación de medidas que competen a aspectos técnicos, pese a que 
el ciudadano común no pueda facultarse en todos los temas técnicos y 
complejos del mundo contemporáneo (Dahl, 1999).

Sartori (1997) expone que no basta con solo definir el vocablo o en-
contrar diversos adjetivos que justifiquen el uso del concepto para dife-
rentes cosas. Es necesaria la existencia de una definición descriptiva y de 
una prescriptiva; es decir, una definición que apunte lo que es y otra que 
plantee lo que se espera de tal. La democracia en sí es un régimen político 
por excelencia, y persigue la igualdad jurídico-política, así como la igual-
dad en los aspectos económicos, sociales y civiles. En torno a la gestión 
ambiental, la acepción más cercana de lo que se conoce como democracia 
ecológica es la deliberativa por hacer parte al Estado y a los integrantes de 
la sociedad como entes participantes que discuten, argumentan y conci-
lian el devenir del ámbito ambiental.

Bobbio (1996) divide la concepción de la democracia en dos: una 
caracterizada por la participación directa de las partes en el todo, y la otra 
que consiste en la representación de los ciudadanos y la delegación de la 
soberanía según el contrato social establecido, cabe preguntar bajo esta 
perspectiva. Bajo este argumento en el siglo xxi



465

Acción pública y participación social en torno al manejo hídrico:  
Democracia, libre mercado y gobernanza

Democracia liberal, participación social y recursos naturales

A finales del siglo xx, gracias a los aspectos particulares de la visión am-
biental y de igualdad social que la globalización en el occidente del planeta 
propició, se ha podido avanzar en cuanto a la implantación del régimen 
democrático liberal en el sistema político; como argumenta Giddens (Gi-
ddens, 2000), se está democratizando la democracia. 

Los medios de comunicación, en cierta medida, han contribuido a la 
información de acontecimientos locales y globales; máxime, la informa-
ción puede estar regulada o manipulada para conseguir ciertos fines en 
detrimento del beneficio colectivo. Por largo tiempo los medios de comu-
nicación estuvieron regulados por el Estado, bajo la amenaza de censura, 
y hasta el presente los medios pueden propiciar o imponer una opinión 
pública dominante.

A pesar de todo, los flujos de información a través de medios de comu-
nicación de libre y desregulado acceso, como es Internet, generan socieda-
des más informadas y con oportunidad de crear juicios propios; propician 
el surgimiento de sociedades civiles que se oponen o apoyan a la actuación 
política nacional e internacional, mediante esquemas de organización ci-
bernética donde las redes proporcionan información y mecanismos de or-
ganización para la emergencia de opiniones, la consolidación de criterios 
lo suficientemente sólidos para hacer frente logística y operativamente a 
las medidas que la sociedad, o ciertos grupos, consideran inviables ante los 
retos del desarrollo deseable para las naciones.

Como retrospectiva al nuevo paradigma de desarrollo como sustenta-
ble e inclusivo, se requiere hacer alusión enfática al neoliberalismo econó-
mico y a la emergencia de participación social justificada en los cánones 
del diseño y la implementación de la política pública.

Los países en vías de desarrollo adoptaron pautas que empezaron a 
imperar en la década de los ochenta, ante la crisis que experimentaron 
las economías dependientes; en lo económico, implementaron el mode-
lo neoliberal: trataron de eliminar la intervención del Estado en la esfe-
ra económica y social y de dejar el libre flujo de las fuerzas de mercado 
(Dahrendorf, 1997). 
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En lo político, dieron énfasis a los preceptos de las doctrinas demo-
crática y del liberalismo, al institucionalizar el voto ciudadano e intro-
ducir, en el discurso político, la preeminencia de la soberanía popular, 
la igualdad, la equidad y el Estado de Derecho; de tal suerte, se crearon 
organismos encaminados a la imparcialidad para encargarse del aspecto 
electoral y la transparencia de la información. Se impulsó la descentrali-
zación de actividades burocráticas, y se creó una cultura de gestión en el 
sector público basada en la planificación de política pública, pese a que, en 
ocasiones y casos, dichos criterios son conflictivos con las practicas éticas 
y morales del servidor público; se incentivó la participación de la sociedad 
en los asuntos públicos, aunque bajo criterios rígidos de institucionalidad, 
y al mismo tiempo la sociedad implantó canales de acción para intervenir 
en asuntos públicos y manifestar sus inconformidades aprovechando el 
aparente Laisser-faire, Laisser-passer latinoamericano. 

En particular, las sociedades en de los países encontraron cada vez más 
en dichos preceptos justificación para hacer vigente su participación en los 
asuntos públicos. 

La expresión que mejor describe es “modernización vía internacionalización”. Fuerzas 
políticas diferentes en el sur y este postcomunista, no ven alternativas a la trayectoria 
“norte-oeste”: una ruta que conducirá a sus sociedades al Primer mundo (...) se trata 
de la estrategia de adoptar (...) democracia, mercado y la cultura individualista y con-
sumista que domina al mundo capitalista avanzado (Pzeworski, 1998).

Desde el enfoque histórico, en los siglos xviii y xix el occidente del pla-
neta se ha caracterizado por haber planteado las temáticas democráticas y 
liberales en las constituciones de los países que conforman dicho bloque; 
no obstante, los acontecimientos en algunas partes superaban los precep-
tos legales y, por ello, lo estipulado en las constituciones políticas quedaba 
solo en el discurso. 

En el Norte de América y el occidente de Europa tales conceptos 
tuvieron vigencia en el sistema desde su institucionalización, pese a las 
paradojas y contradicciones que emergen constantemente manifestando 
problemas contemporáneos que impactan directa o indirectamente en 
otras regiones. En los países subdesarrollados, sujetos a la explotación de 
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norte-occidente, dichos preceptos fueron una copia adaptada a sus reali-
dades. Los conceptos mencionados fueron redefinidos de acuerdo con las 
necesidades del contexto en cada momento determinado. Como refiere 
Przeworski:

[l]as democracias no son todas iguales. Regímenes por lo general reconocidos como 
democracias difieren significativamente en cuanto a sus sistemas de representación, la 
manera como organizan la división y supervisión de poderes, así como a los conjuntos 
de derechos y obligaciones que asocia con la ciudadanía (Pzeworski, 1998, 36).

 De acuerdo con Norberto Bobbio, se puede manifestar que, a pesar de 
que el liberalismo y la democracia son conceptos distintos que refieren a 
circunstancias de diferente índole, el contexto moderno les ha otorgado 
lugar y lógica en los tipos de regímenes Nort-occidentales como se ha 
venido analizando.

Un régimen político moderno es, entonces, un régimen liberal y democrático, con 
lo cual queremos decir fundamentalmente que es un régimen donde: a) el Estado no 
invade ciertas esferas de la libertad social, b) el poder se sujeta a las reglas del Estado 
de derecho y de la República, y c) el gobierno y los demás poderes representan a la 
ciudadanía y se someten a la posibilidad de la alternancia como resultado de la com-
petencia partidaria.2

Entonces, la transición de partidos en el poder y el surgimiento de aso-
ciaciones de carácter civil pueden ser el resultado de la concreción del 
régimen democrático en las prácticas políticas que se desarrollan dentro 
del sistema, sea este global o nacional, y donde el margen de acción para el 
diseño, la implementación y la evaluación de las políticas públicas queda 
supeditada a la participación real y voluntaria del ciudadano, y no como 
un elemento impuesto, de actores elegidos para responder a fines específi-
cos, que legitima ante los ojos de la sociedad la actuación del poder políti-
co para atender situaciones de carácter público; de tal suerte, se entiende la 

2.	 Gómez, op cit., p. 18.
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política pública como “un comportamiento propositivo, intencional, pla-
neado, no simplemente reactivo, casual…” (Aguilar-Villanueva, 1992).

Manuel Alcántara Sáez (1995) considera las políticas públicas como 
flujos determinados del régimen político hacia la sociedad; es decir, son 
respuestas obligadas a problemas que aquejan a la sociedad. En concre-
ción, son soluciones estructuradas, planeadas y consensuadas para situa-
ciones que no son gratas para el bien vivir de la sociedad; dentro de esta 
definición los aspectos éticos y morales de la sociedad deben estar repre-
sentados tanto en la política como en los instrumentos normativos que 
facultan la creación de dicha. 

El incluir el liberalismo donde las categorías conceptuales refieren a la 
participación, la democracia y un recurso natural como el agua, permite 
comprender por qué surge la participación emergente sobre la oposición a 
la implementación de criterios económicos que se sobreponen a la visión 
de desarrollo sustentable. 

Alicia Gómez (1997) alude a que el liberalismo, a pesar de no compo-
ner un cuerpo teórico homogéneo, permite observar rasgos característicos 
en cuanto a dos tendencias complementarias entre sí, el liberalismo políti-
co y el liberalismo económico o mejor “confundido” como capitalismo.3

El liberalismo político ha aportado tres conceptos fundamentales: el 
individualismo o libertad individual, el Estado de derecho y el republi-
canismo. De aquí que la misiva de libertad de expresión se consagra en 
países occidentales que acogen la expresión como un derecho a ejercer una 
libertad individual.

La noción liberal del Estado y la sociedad es esencialmente individualista, en el senti-
do de que el Estado —y por lo tanto cualquier comunidad humana con un mínimo 
de reglas de convivencia— es resultado de un pacto entre individuos que de ante-
mano poseen ciertos derechos y libertades. Uno de esos derechos naturales (...) es la 
libertad (Gómez, 1997, p. 19).

3.	 En la vida cotidiana el neoliberalismo es considerado sinónimo de capitalismo; sin 
embargo, el primero es una filosofía que devino modelo implantado en Occidente 
debido a que la doctrina que expone es coherente, al menos en países del Primer 
Mundo, con las pautas del capitalismo descrito por Carlos Marx.
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El Estado de derecho se refiere a aquellas cláusulas que la sociedad 
conviene en aplicar al poder político, con la finalidad de regular la acción 
política y más en términos de discusión sobre el destino que seguirán los 
recursos imprescindibles para el humano desde su percepción individual, 
pasando por la comunitaria y convergiendo con aspectos económicos y 
ambientales. “El imperio de la ley debe ser para todos, en eso consiste el 
Estado de Derecho” (Gómez, 1997, p. 23).

¿Qué garantiza que los depositarios del poder no puedan consolidar 
una concentración de poder que, en vez de ser concentrado en uno o di-
luido en una “muchedumbre”, se conserve en unos pocos usando como 
mecanismo integrador la negociación de intereses de grupo, “subterrá-
neas” a lo permitido legal y políticamente?, es aquí cuando el liberalismo 
político se encuentra con el liberalismo económico en una compleja red 
de relaciones informales entre quienes detentan el poder político y quienes 
tienen capacidad económica, en detrimento de la sociedad desposeída de 
uno u otro elemento, y que solo puede optar por acceder en la medida de 
lo posible a otros aspectos liberales, como las artes o la ciencia, sin que 
estas en muchas ocasiones logren vincularse con el poder político, sea por 
censura o por desacreditación ideológica del grupo en dominancia. 

En cuanto al liberalismo económico, este se basa en que el Estado no 
debe intervenir en los aspectos socioeconómicos, ya que todas las disposi-
ciones están, o deberían estar, reguladas por el libre juego de sus elemen-
tos, oferta y demanda. “laissez faire, laissez passer”, pero siempre bajo la 
óptica del beneficio colectivo y del medio natural ante la crisis derivada 
de los cánones de producción industrial que atentan a la subsistencia del 
sistema natural. Por consecuencia, durante el siglo xx el lugar del Estado 
fue redefinido, pues se le otorgó un lugar en el proceso económico al com-
probar que era necesaria la existencia de un ente legislador o proveedor de 
servicios públicos, en sí se dotó de racionalidad a su intervención.

La doctrina del liberalismo económico comenzó a impactar en los 
países latinoamericanos a raíz del resquebrajamiento del modelo de susti-
tución de importaciones; para muchas naciones representó una alternativa 
favorable, mientras que para otras no hubo más opción que adoptarlo si se 
quería experimentar las situaciones benéficas que acarrea la participación 
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con el mundo exterior que adoptó el modelo que proviene de esta tradi-
ción económica.

El paradigma desarrollista cae desde la década de los ochenta y da 
paso a un modelo neoliberal donde el Estado no tendría intervención en 
los asuntos económicos, y a su vez en los sociales, pues dichos asuntos 
estarían regidos por las fuerzas del libre mercado. No obstante, para que 
el supuesto se verificara en la realidad, fue necesario que se implementara 
una reforma dirigida a la modernización de procesos económicos que re-
percutieran en los ámbitos sociales, entonces dicha entidad pasó de ser de 
un proteccionista a un regulador de procesos. La modernización supone la 
intervención activa de un Estado fuerte (Lechner, 2003).

2.2 Participación social en torno al manejo del agua en México

La participación social en asuntos públicos relacionados con el aprove-
chamiento de los recursos naturales no es una temática novedosa ni poco 
estudiada desde las ciencias políticas y sociales, dado que gran parte de la 
Teoría del Conflicto sustenta sus postulados en las luchas por los recursos 
y el territorio, en una situación donde las asimetrías de poder antagonizan. 
Para entender las motivaciones de la sociedad para participar en asuntos 
del agua es necesario referirse a la gestión integral del agua enmarcada en 
las leyes hídricas en México, las cuales aluden constantemente a la parti-
cipación de la sociedad, los involucrados directos en su uso intensivo y las 
instituciones; sin embargo, en ocasiones resulta difícil intervenir en las 
decisiones públicas, debido a que, cuando se trata de decisiones de carác-
ter técnico, no se incentiva la participación social y ciudadana, a pesar de 
las repercusiones que puedan tener en la sociedad. Por otro lado, la acción 
pública se desarrolla en ámbitos de gobierno, cuya estructura compleja 
está alejada del contacto de la sociedad, que no está necesariamente vin-
culada al aprovechamiento directo, como sería el sector agropecuario o 
industrial.
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El contexto del manejo del agua y la incorporación de la participación 
social: Prolegómenos de la gobernanza del agua 

En cuanto a los estudios sobre sistemas democráticos, respecto de la parti-
cipación, estos señalan que es un elemento constitutivo de dicho sistema 
de gobierno, por lo que la sociedad tiene el derecho a participar. Asimis-
mo, en la práctica institucional se observan criterios que se oponen a la 
participación directa de la sociedad en los quehaceres del gobierno, por 
considerar que la representación, delimitada en marco de actuación nor-
mativa, es la mejor opción para llevar a cabo empresas de beneficio social, 
y que en el sufragio se delega el poder de acción a representantes (Shiva, 
2001; Woodhouse y Muller, 2017; Vatn, 2018). 

Ante este supuesto, la participación social que emerge ante inconsis-
tencias del sistema percibidas por la sociedad y lo ofrecido por las institu-
ciones en un contexto donde las instituciones deciden retomar una pauta 
de acción enfocada en sentido estratégico del desarrollo, cabe la posibili-
dad de que miembros de las sociedad que no encuentran representación o 
cuestionan la medida como “impopular” participen mediante reacciones, 
aglutinen o sumen voluntades individuales que se identifican entre sí, y, 
pese a los intereses diversos y a veces antagónicos de cada persona, en una 
acción colectiva. En la coyuntura de la modernidad, donde la escasez de 
recursos vitales obliga al individuo común a tomar posicionamiento de 
acuerdo con las alternativas difundidas entre la sociedad sí solo si dicha 
escasez o carencia de calidad percibida en los recursos afecta directamente 
a corto plazo o amenazan a mediano y largo plazos.

El dilema de la simultaneidad da lugar a una tendencia problemática: la democracia 
restringida. Vale decir, las dos caras de la democracia —principio de legitimación y 
proceso de conducción— son escindidas, restringiendo la autodeterminación colecti-
va a un mecanismo de legitimación (Lechner, 2003, p. 3).

En cuanto a la reflexión anterior, y de acuerdo con Della Porte (2014), 
los movimientos sociales actualmente envuelven una relación conflictual 
clara con oponentes bien definidos, en estos términos algunos sectores de 
la sociedad civil y académica que buscan aspectos de conservación de los 
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recursos naturales y se caracterizan, aparentemente, por fines altruistas, al 
menos en los objetivos del movimiento social, los cuales se confrontan con 
otros actores sociales y hasta políticos, los oponentes, quienes buscan el 
beneficio social mediante mecanismos técnicos y económicos en la lógica 
neoliberal bajo la lógica del Estado como fomentador del desarrollo eco-
nómico en los cánones del modelo económico preexistente. 

De tal suerte que la característica primordial de la acción colectiva 
conflictiva de los movimientos sociales se caracteriza por la discrepancia de 
ideales en la concreción de acciones públicas, lo que causa el surgimiento 
de una red social compleja e informal con distintas identidades colectivas, 
pero con un objetivo común y primordial, propiciar el cambio social en 
torno a la conservación de recursos naturales. Pese a que la estructura-
ción de la red evidencie el altruismo social, sería pertinente analizar la 
procedencia ideológica y las aspiraciones de los líderes que encabezan los 
movimientos, ya que cabe la posibilidad de que dichos actores busquen 
la realización de intereses ambivalentes o múltiples de carácter individual, 
como la “entronización” con poderes fácticos informales reconocidos por 
los miembros de la red (Della Porte y Dini, 2014, p. 31).

El conflicto social como resultado del régimen democrático  
de participación social

Profundizando en lo anterior, respecto del conflicto social suscitado entre 
las partes brevemente expuesto, este nace y se desarrolla en un espacio 
público donde existen, o se pretende establecer, reglas y acuerdos de coor-
dinación entre detentadores de poder y receptores. Dahrendorf (1979) 
argumenta que los conflictos están basados en el poder; esto es, entre los 
que dan el orden y se interesan en mantener el statu quo y quienes lo reci-
ben y se interesan en cambiarlo. Por otra parte, el conflicto se asocia con 
tensiones y competencias por bienes y valores entre dos o más partes y, si 
estas partes son sociedades o entidades políticas, la lucha frecuentemente 
es por territorios, por recursos naturales, por posturas ideológicas, entre 
otros aspectos que representan beneficio. 

Atendiendo a la definición de Borja (1997) sobre democracia, este au-
tor afirma que esta promueve una participación amplia en los quehaceres 
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públicos, y que mientras mayor es esa participación tanto más democráti-
co es el Estado; ¿quiere esto decir, acaso, que hay grados de democracia? O 
bien, hay quienes preguntarían: ¿se es o no democrático? 

Sin duda, la democracia es un tema difícil de estudiar, considerando 
que existen innumerables teorías que tratan de definir qué es la demo-
cracia, y cada una de ellas se desarrolla en un espacio físico y temporal 
específico, lo cual se suma a la innegable realidad de que las sociedades 
son cambiantes respecto del desarrollo y la evolución que experimentan. 

Si se quiere dar respuesta a la primera pregunta, se puede afirmar que 
ningún sistema de gobierno es totalmente o ciento por ciento democráti-
co, por la complejidad de las sociedades que en sí mismas engloban pautas 
de acción muchas veces distintas a los preceptos democráticos, pero que 
en su realidad adquieren sentido y lógica para legitimar las acciones y ca-
lificarlas como democráticas.

Respecto de la segunda interrogante, hay quienes hablan de democra-
cia electoral, democracia económica, democracia social, entre otros adje-
tivos. Esta situación responde a lo que anteriormente se planteó respecto 
del significado que, al paso del tiempo y de acuerdo con el contexto, se 
le ha dado a dicho concepto, lo que ha originado una multiplicidad de 
interpretaciones que describen situaciones en muchos casos diferentes en-
tre sí. A pesar de las diversas interpretaciones, existe un factor común, la 
participación social. En México, bajo la coyuntura de una propuesta de ley 
de aguas, emerge un adjetivo de la democracia que se observa con desdén, 
la democracia ecológica, en términos de Vandana Shiva (2001).

Ahora bien, en las democracias la presencia de la participación de los 
integrantes de la sociedad se puede percibir, en primera instancia, al mo-
mento en que se elige por medio del voto (sufragio universal) a quienes 
serán los representantes de una comunidad política específica; en segunda, 
cuando la sociedad participa en asuntos públicos que atañen a sí misma, 
para ratificar o hacer rectificar las pautas de acción pública. 

Así, en los sistemas de gobierno democrático se percibe la partici-
pación de los ciudadanos como elemento fundamental que legitima el 
ejercicio de gobernar, ya que la democracia se entiende como “sistema 
de gobierno que se caracteriza por la intervención de las mayorías de los 
ciudadanos en la organización del poder público” (Serra, 1998) y en la 
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aprobación de políticas públicas; es decir, la sociedad legitima, además de 
la elección de sus representantes, las acciones de gobierno.

En la actualidad, el hecho de que las mayorías intervengan en asuntos 
públicos de los diferentes ámbitos de gobierno es un problema, ya que la 
densidad de la población tiende a crecer continuamente, lo que origina 
sociedades cada vez más complejas; por ende, una mayor dificultad en la 
interacción entre gobernantes y gobernados al momento de atender de-
mandas y, como efecto de la complejidad y la diversidad de criterios, surge 
el conflicto social, por razones ya expuestas.

Como se puede observar, el problema es complicado. Sin embargo, no 
queda duda: si se habla de democracia, se habla de participación plural, 
lo que supone la conjunción de opiniones e intereses diversos, donde la 
democracia es el instrumento que permite la tolerancia, el surgimiento del 
conflicto y la negociación de este, y el respeto a la diversidad para procu-
rar el bien común, en los diferentes ámbitos del acontecer político; más 
aún si dicho acontecer es correlativo al manejo de recursos naturales, en 
particular del agua como bien social y económico que no tiene sustituto.

Al cumplir y hacer cumplir los derechos y obligaciones que supone 
la constitución de un Estado democrático, donde la ciudadanía moder-
na, junto con los mecanismos institucionales del Estado, debe definir un 
conjunto mutuo de obligaciones, la concepción que se tiene sobre la de-
mocracia adquiere sentido y aplicabilidad en todo, como expone Adam 
Przeworski:

...si, por un lado, el Estado no hace cumplir los derechos y responsabilidades de 
la ciudadanía y si, por el otro los ciudadanos no se organizan para hacer valer sus 
derechos y obligar al Estado a que observe eficientemente sus responsabilidades, el 
concepto mismo de ciudadanía carece de sentido... (Pzeworski, 1998, p. 63).

El autor citado alude a dos puntos importantes: primero, a derechos y 
obligaciones mutuas entre la ciudadanía y el Estado; segundo, a la organi-
zación de los ciudadanos para propiciar que la participación sea organiza-
da por las instituciones o emergida desde la base social; hasta este punto la 
democracia se sustenta en tanto se tiene conocimiento de las atribuciones 
de la sociedad y el Estado, en la medida en que el discurso de calentamien-
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to global y escasez de recursos, y su corroboración a través de los eventos 
naturales catastróficos y el estrés hídrico, la noción ecológica de degra-
dación se incorpora a lo que anteriormente Pzeworski (1998) denominó 
democracia sustentable, sin aludir directamente a la categoría conceptual 
que emerge y se consolida a través de la deliberación y el manejo de la ges-
tión ambiental como actividad de corresponsabilidad compartida. De esta 
manera se acuña un término más: democracia ecológica (Shiva, 2001).

Desde esta óptica la emergencia del conflicto social ante la medida 
que se considera inviable de la propuesta de la Ley federal de aguas en el 
año 2015 pone en dinamismo la percepción de participación social.

2.3 Gobernanza del agua y gestión integral en México

Durante la década de los noventa del siglo xx, México tuvo cambios po-
líticos importantes, tanto en la descentralización de funciones públicas 
como en la democratización, y en especial las que competen al agua, ya 
que se desconcentró y se inició la descentralización formal de la gestión 
del agua en regiones hidráulicas bosquejadas desde 1989, de acuerdo con 
la Ley de Aguas Nacionales, 1992, que remplazó a la de dos décadas atrás. 

Según Wester et al. (2005), el punto alto de la descentralización en el 
manejo del agua fue en abril de 1989, al crearse el primer consejo de cuen-
ca entre estados circundantes del afluente del Lerma, con el previo ante-
cedente de una interfase en un escenario de intervención (Mestre, 1997); 
con tal esquema se sientan las bases en México de lo que será el inicio 
de la gestión integral del agua bajo esquemas de democracia deliberativa 
(Alfie-Cohen, 2013), y un fuerte componente de gestión ambiental que 
repercutirá en la enmienda al artículo 4ª constitucional, párrafo quinto; 
aunque la reforma de dicho artículo tiene fuerte orientación antropocen-
trista, es un intento de integración y adaptación hacia la gestión pública y 
ambiental. En este último existen observaciones argumentales que versan 
sobre las lagunas legales que posee tanto la enmienda de la primera década 
del siglo xxi como la reforma efectuada en 2020, ya que el derecho hu-
mano a un ambiente sano no está justificado con el respectivo resguardo 
ecosistémico en aras de restaurar el equilibrio ecológico (Consejo Consul-
tivo del agua, 2020).
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Al menos con la descentralización de la gestión hídrica, la incorpora-
ción de participación social e interinstitucional en un consejo de región 
se alteró el arreglo institucional prevaleciente hasta entonces, a finales del 
siglo pasado, y se dio pauta a la incorporación de políticas económicas 
neoliberales, bajo la lógica de crecimiento económico (Pzeworski, 1998), 
a la posibilidad de participación de los diferentes usuarios o involucrados 
directamente en la distribución del recurso hídrico, como se observa en los 
análisis realizados tanto por académicos como por grupos de la sociedad 
civil, y actores procedentes del sistema productivo; la finalidad fue hacer 
frente a la sobreexplotación del recurso y a los intereses de la burocracia 
hidráulica, minifundistas e industriales (Webster, en Svendsen, 2005).

En contraste con la afirmación de Wester (2005), los intereses de acto-
res sociales, la centralidad de decisiones y la burocracia hidráulica aún es-
tán presentes en la gestión por cuenca, a pesar de los logros obtenidos por 
parte de los usuarios en la participación directa de la toma de decisiones 
en el consejo de cuenca. Lo que cambió fueron las maneras como dichos 
actores negocian, se relacionan y desarrollan conflictos en un escenario 
visto desde diferentes ámbitos; en esencia, se replantearon las relaciones 
intergubernamentales informales, aunque siguen prevaleciendo actores in-
dividuales o en grupo con capacidad de injerencia en las decisiones.

Frente a estas problemáticas, la sociedad civil ha encontrado mecanis-
mos de participación social para hacer frente a la complejidad y la distan-
cia que caracterizan a los ámbitos mencionados. La opción más recurrente 
ha sido la estructuración de redes de organizaciones civiles, que se unen 
para defender o conseguir un objetivo específico. Loeza (2005) afirma que 
estas redes son conjuntos de organizaciones que se unen 

…a partir de objetivos compartidos, para conseguir su fortalecimiento en cuanto a 
sus condiciones mínimas de operación: capacidad para gestionar financiamientos, 
reconocimiento público, presencia a nivel nacional e internacional, etc., pero tam-
bién buscan tener capacidad de presión sobre los gobiernos nacionales y en general, 
sobre quienes toman las decisiones, incluidos los organismos multilaterales (Loeza, 
2005, p. 54). 
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De acuerdo con Woodhouse y Muller (2017), las personas en sociedad 
interactúan según los preceptos preestablecidos en los esquemas de mane-
jo del agua; es decir, pese a la disidencia y el conflicto social explícito. La 
duda recurrente en la sociedad informada, desde las modificaciones en la 
década de los ochenta, y que en 2015 prevalece a las esferas académicas en 
torno al diseño de un instrumento legal que abre la posibilidad de delegar 
la capacidad de explotar los recursos naturales a corporativos productivos 
y restringe el consumo a una cantidad específica, sin observar las externa-
lidades negativas que la sociedad afrontará, ¿bajo qué términos un recurso 
que se concibe como estratégico, económico y de preeminencia para la 
vida, como es el agua, debe limitarse ante esquemas agresivos de con-
servación en su consumo y depredación en su contaminación industrial, 
enmarcándose en los supuestos de compensación económica del agente 
contaminante?, ¿hasta dónde el sistema político permite la participación 
real del ciudadano común, y en qué momento la discusión sobre la for-
mulación de una gestión integral del agua deviene tema de seguridad na-
cional, o hasta qué punto el gobierno tiene facultad de proponer medidas 
que atentan contra el derecho universal a un medio ambiente sano y la 
obtención del recurso hídrico en suficiencia para la vida de cualquier ser 
vivo bajo criterios de calidad óptima y no mínima?

Boris A. Lima (1988) expone sobre la participación que esta es utili-
zada como poderoso instrumento conceptual que sirve de apoyo para me-
didas de índole estratégica, útiles para la conservación del ordenamiento 
sociopolítico vigente, “tanto para cautelar el tipo de relaciones sociales im-
perantes, prevenir disfuncionalidades o recuperar la disciplina...” (Lima, 
1988). 

Significa, acaso, que al involucrar a los ciudadanos en la toma de de-
cisiones y en general en las acciones del gobierno se crea un escenario o 
condición artificial; es decir, es solo maquillaje ante la misma sociedad 
para conservar el orden, ya que el poder político como soberano no puede 
negociar, y menos aún compartir un poder legado por la misma voluntad 
de la ciudadanía; si es así, habría que preguntar: ¿dónde se encuentra la 
soberanía?, o, dicho de otra manera, ¿la legitimidad que debe tener el 
gobierno para crear una condición social y política aceptable y conservar 
su estabilidad política radica en la aprobación social, o en la autodetermi-
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nación de lo que es conveniente para la sociedad, privilegiando criterios 
industriales en detrimento del desarrollo humano, en una óptica donde se 
pretende ilustrar que el fin justifica los medios?

La gobernanza ambiental implica la descentralización y la descon-
centración de la toma de decisiones, sumadas a la incorporación de los 
interesados o directamente involucrados en el tema a gestionar, en este 
caso el medio ambiente, y en específico el manejo del agua. Dicho concep-
to, desde la década de los setenta, ha replanteado sus definiciones, dados 
los avances tecnológicos y científicos y la incorporación de las pautas de 
acción, tanto pública como social, que van emergiendo en tanto las co-
yunturas globales y locales del entorno natural, del político y económico, 
afectan de alguna manera la percepción de los mecanismos de interven-
ción en lo referente al resguardo ambiental y a su aprovechamiento, como 
se indicó en páginas anteriores.

Si bien la gobernanza motivó una reflexión en torno a lo político, significó esencial-
mente una apuesta desde organismos internacionales, eminentemente financieros y 
comerciales, por transformar el sistema de Estados y construir desde los escenarios 
locales, reglas de gobierno que pudiesen articularse con el contexto global ( Monto-
ya-Domínguez y Rojas-Robles, 2016, p. 304).

Con respecto a la gobernanza del agua que implica la gestión integral de 
los recursos hídricos a través de la deliberación en consejo de autorida-
des institucionales, sus representaciones y organismos especializados, con 
actores sociales y económicos especializados o implicados directamente 
en los asuntos hídricos con la finalidad de instrumentar acciones para la 
conservación y aprovechamiento del agua. Dicha situación ha resultado 
compleja, dado que la integración bajo la lógica de gobernanza no exime 
ni es mutuamente excluyente de la emergencia del conflicto social, en 
ocasiones ajeno a los integrantes de los consejos coordinados. 

En el sentido anterior, Unver y Mansur (2011) exponen que, en las 
últimas décadas, las preocupaciones sobre la gobernanza de los recursos 
naturales y la necesidad de un enfoque integrado han proliferado en las 
instituciones y organismos a escala global; la finalidad que se persigue 
es implementar esquemas de planeación y gestión de la biodiversidad, el 
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agua y los suelos. Cabe señalar las restricciones de contaminación atmosfé-
rica y los cánones de producción agroalimentaria. No obstante, se empieza 
a bosquejar esquemas de actuación y propuestas procedentes de diversos 
sectores académicos-científicos, propuestas no sectorializadas e interdis-
ciplinares (Castro, 2007), a pesar de que en la tercera década del siglo se 
observan constantemente disposiciones nacionales en todo el planeta por 
recurrir a prácticas o modelos de gestión e implementación de acciones 
bajo una lógica añeja, en detrimento del medio ambiente.

Es entonces cuando la pregunta formulada anteriormente sobre la po-
sibilidad de ser sustentable en medio de un contexto de pauperización, 
violencia y eventos catastróficos ambientales. En dicho contexto, cabe 
destacar que las fluctuaciones económicas globales impactan directamente 
en la percepción institucional y global sobre el logro, u atención, de los 
objetivos del milenio expuestos en Naciones Unidas. Bajo estas condicio-
nes, el Estado no es el culpable de la nugatoriedad de acuerdos y tratados, 
dado que se debe pensar en una lógica de corresponsabilidad compartida, 
tanto en los logros como en las externalidades que impiden la observancia 
de disposiciones sustentables y la necesidad del retorno a viejas prácticas.

Es la sociedad civil la que adquiere el papel de supervisor y, a través 
del conflicto social, la participación social y los movimientos de defensa 
social, quien puede lograr, más allá de las exigencias o malestares, con la 
evaluación y retroalimentación de la actuación pública y sus conocimien-
tos en materia ambiental, cambios y adaptaciones significativas en benefi-
cio del resguardo hídrico y ambiental desde una integralidad.

Puede deducirse que la capacidad de organización que tengan los ciuda-
danos, junto con la fuerza de dicha participación, son las variables que pue-
den influir de manera decisiva en la generación de obras de beneficio colec-
tivo, siempre y cuando el gobierno reconozca la fuerza de la participación. 

Retomando el punto sobre la organización de los ciudadanos, y con-
siderando las formulaciones que hace Mauricio Merino (Merino, 1994) 
sobre la participación comunitaria, esta es un elemento fundamental para 
la gestión, pues la fuerza de participación, sumada a la conciencia de ciu-
dadanía, en mejores términos de colectividad, ya que no se debería restrin-
gir la calidad política de ser ciudadano o no, se concreta en decisiones que 
culminan en obras de beneficio colectivo. 
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I. INTRODUCCIÓN

Reflexionar sobre la paz es de por sí complicado para la gente ordinaria, 
con más razón para estudiosos de las humanidades, y más amplio aún 
para los intérpretes del derecho, si se trata de objetivar la paz, cuantificarla 
y analizarla para sus múltiples aplicaciones. Centenares de artículos, casi 
siempre parecidos entre sí, y sin mayor compromiso que el de reconocerse 
en una área tan noble como lo es la cultura de la paz, han llevado a sobre-
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citar pensamientos kantianos, así como a darle sentido literal a frases de 
líderes mundiales que conquistaron movimientos sociales.

El campo jurídico tristemente para la paz se afanó también en un 
compendio de textos sin envergadura técnica (sin que ello implique em-
plear el lenguaje llano), que ciertamente olvidan la naturaleza positivista 
del derecho. Aunque los derechos humanos son tan ricos como su prin-
cipio de progresividad advierte, los estudiosos replican los acuerdos de la 
comunidad internacional y olvidan de que en tratados internacionales que 
anteceden al deber de generar paz ya venían contenidas obligaciones para 
los Estados sobre este mismo tema.

Estos tratados aún vigentes, junto con las constituciones latinoameri-
canas, garantizan de variadas formas la paz como derecho humano, pero, 
para poder conocer dichas formas, se requiere sistematizar la información 
como disciplina técnica de la epistemología de los derechos humanos, con 
una apertura taxonómica a los fenómenos jurídicos conforme pautas mar-
cadas en las normas jurídicas. 

En este artículo se analizarán nueve formas de garantizar objetiva-
mente el derecho humano a la paz como un deber de Estado, para goce de 
todas las personas físicas y morales, así como los retos a que se enfrentan 
los mexicanos en la constitución y su aplicación universal.

II. CONCEPTO BREVE DE DERECHO HUMANO A LA PAZ

La paz es un concepto trabajado ampliamente en los campo del derecho, 
la política, la historia, la filosofía y la criminología, pero empleado de 
forma difusa, sin darle mayor entidad que la de una variable usada para 
instrumentar actividades que cumplen objetivos particulares según las ra-
mas de cada una de las ciencias.

 Para cada país, la paz tiene una prioridad relativa rebasada por la 
disciplina militar, la moral ciudadana y la legitimidad de los gobiernos; 
empero, desde la Declaración de Oslo sobre Derecho Humano a la Paz, 
formulada por la unesco, la paz se ubica en un escenario permanente de 
toda actividad de Estado.
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Pero el contenido de tal declaración, si bien eleva la paz a derecho 
humano, la realidad es que no logra identificar con claridad cuáles son los 
elementos de la paz. En sus tres artículos hace denotar una relación directa 
con la violencia y con los actos de guerra. 

Aparte de que paz sea un término polisémico según los campos de la 
ciencia que lo usen, el derecho humano a la paz también tiene múltiples 
definiciones, según los autores:

Geovani Salguero: …derecho de todas las personas (…) a contribuir a los esfuerzos 
que se desarrollan para alcanzar la paz, a oponerse a todo acto de violencia y a gozar 
de un ambiente de armonía que permita la satisfacción plena de sus necesidades y el 
total respecto de los Derechos Humanos individuales y colectivos.4 
 
Héctor Gros Espiell: …ausencia de violencia intra o interetática, ya sea bélica o cuan-
do asuma otras formas, pero también necesariamente en un sentido positivo como 
expresión de la justicia y de la solidaridad.5

De ambas definiciones se infiere que es derecho individual y colectivo, 
pero en sí todos los derechos humanos tienen ambas aplicaciones, por lo 
que no hay nada nuevo; que el acto de violencia es el contraste de la paz, 
en sentido genérico, la violencia implicaría todas sus formas; la interde-
pendencia de la paz sobre los otros derechos, observando uno de los cuatro 
principios de los derechos humanos. Son comunes entre sí. 

Sus particularidades:
•	 Oposición de todo acto de violencia. Implica que cada sujeto, indivi-

dual o colectivamente, puede ejercer una acción prevista o no regulada 
para evitar la violencia; su implicación va en demostrar conductas con 
elementos de violencia, pues, hasta hace poco el no cubrir necesidades 
básicas, mediante la asignación pecuniaria, de personas que dependen 
directamente del agresor no era vista como violencia económica. De 

4.	 Espinosa, Alejandro Carlos, “Acercamiento al derecho internacional humanitario: 
Una visión integradora”, Revista de la Facultad de Derecho de México, núm. 246, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, julio – diciembre, 2006, pp. 42 y 43.

5.	 Héctor Gros Espiell, “El derecho humano a la paz”, Anuario de Derecho Constitucional 
Latinoamericano, 2005, p. 530.
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modo que, para definir el campo de la paz, es necesario definir el 
campo de la violencia. 

•	 Ambiente de armonía. Como ambiente, necesariamente es un contex-
to de comunidad o de masas, y de armonía necesariamente implica la 
disponibilidad de todos los sujetos a facilitar la paz para que sea una 
prioridad por encima de todas las actitudes, emociones, sentimientos 
y estados que impliquen la nulidad de violencia. 

•	 Ausencia de violencia bélica. Es decir, la no aparición de los conflictos 
armados. Según quienes sean opositores entre sí, el conflicto será in-
terno o internacional. De modo que la amplitud de la armonía (tam-
poco definida en su población, o pudiéndose entender hasta en su 
universo), entendida en parte como la no guerra, los ciudadanos o 
nacionales de Estados que no forman parte de la guerra tienen plena 
oportunidad de exigir (aun por los medios jurídicos internacionales) 
la erradicación del contexto bélico.

La delimitación del plano colectivo, la libre determinación de los sujetos 
a generar el ambiente de armonía y la amplitud de los usos de la violencia 
son las tres dificultades en su conceptualización. Sin embargo, los criterios 
jurisdiccionales que sistemáticamente irán aportando mayor consistencia 
resolverán oportunamente la amplitud de su definición.

Por lo mientras, todos los derechos humanos al definirse deben inte-
resarse exclusivamente en el objeto, dejando de lado su interdependencia 
con otros derechos humanos, el sentido individual y colectivo y el sentido 
epistémico que emplean.

Por ende, Derecho Humano a la Paz, desde su objeto pragmático, es 
la prerrogativa de un estado desinhibido por las expresiones de violencia 
sistemática. 

III. DISTINCIONES ENTRE DERECHO HUMANITARIO  
Y DERECHO HUMANO A LA PAZ

Serían absurdos los esfuerzos diplomáticos por elevar la paz como un dere-
cho humano y solo dejarlo como fin de las relaciones internacionales, esta 
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última ha sido encargada al derecho internacional humanitario,6 cuyos 
esfuerzos se centran en regular las guerras para darles toda la mayor civili-
dad política y un control de mantenimiento soberano que fije la entidad 
de nación.

El derecho humano a la paz antecede al derecho humanitario en su 
aplicación, puesto que el segundo no tiene una vinculación directa en lo 
individual,7 y el derecho humano a la paz si tiene un ejercicio preventivo 
y defensivo sobre cualquier expresión de violencia, en tanto que el derecho 
humanitario se encarga de regular los conflictos armados ya establecidos, 
con lo cual no existe una condición de paz, pues la expresión de la violen-
cia está en su cúspide.

El derecho internacional humanitario controla las guerras, el derecho 
humano a la paz erradica las guerras, son objetivos muy diferentes y lo que 
definitivamente no existe es el elemento central: la paz.8

No obstante, la paz busca disolver9 los conflictos armados que existen, 
mientras que el derecho internacional procura indirectamente la negocia-
ción del conflicto mediante la quietud de la violencia sistemática, procu-
rando el derecho humano a la vida, la salud, el medio ambiente sano.

Así que puede concluirse que, de acuerdo con el objeto, el derecho 
humano a la paz procura la ausencia de violencia y el derecho humanita-
rio con el control de la violencia, y, aunque ciertamente el trabajo de la 
violencia los hace campos paralelos, las garantías del derecho humano a 
la paz sujetan al derecho internacional humanitario para su conveniencia, 
superponiéndose. 

6.	 Está de más agregar el término internacional, ya que sus principales fuentes del 
derecho recaen en los tratados y acuerdos internacionales, lo cual lo hace directamente 
una rama del derecho internacional.

7.	 Con la salvedad con los delitos de guerra, lo cual no es materia exclusiva del dih.
8.	 El hecho de que se regulen las guerras no implica para las personas civiles un 

sentimiento de seguridad, mucho menos de armonía, pues las probabilidades de 
que sean violadas tales normas son grandes: la seguridad jurídica no equivale ni 
remotamente a la seguridad ciudadana. 

9.	 Disolución no es una alternativa de solución de controversias como la conciliación, 
el arbitraje, la negociación y la mediación; por el contrario, es desaparecer el conflicto 
dejándolo sin objeto, sin mayor sentido que lo absurdo. 
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IV. GARANTÍAS DEL DERECHO HUMANO A LA PAZ

En una teoría existencialista de los derechos humanos hay dos tipos de 
garantías. La primera, ubicada en los tratados internacionales, que hace 
variaciones sobre los derechos humanos o postula las garantías mínimas 
que deben adoptar los Estados partes; la segunda, identificada en las cons-
tituciones, determinada secuentemente a la par de sus derechos humanos 
como medio que según la forma de gobierno, la concepción sociocultural 
de ciudadanía y demás razones hacen viable su empleo para satisfacer los 
derechos humanos, pero son justamente integradas en la entidad de cada 
derecho humano.

Garantía de cultura de paz. Es la más reconocida entre todas; es una 
garantía de derecho humano del plano internacional, definida como el 
proceso positivo dinámico y participativo encaminado hacía el entendi-
miento y la cooperación mutua.10 Más descriptivamente, los procesos 
participativos conglomeran valores, actitudes, tradiciones, comporta-
mientos y estilos de vida.

Las acciones del Estado por lograr la paz como un sistema de vida 
cultural sobrepasan la factibilidad. En todo caso, las acciones que genere 
deben ser concretas; si resulta un criterio confuso en el que se cumple con 
elementos de profunda entidad, como marca la resolución 52/13 de la 
unesco para la garantía de la paz, tales como erradicación de la violencia, 
participación democrática, emancipación de la mujer,11 etc., será difícil 
pautar medidas de logro sobre la cultura de la paz.

Henri Bouche desglosa perfectamente las acciones de Estado en rela-
ción con las actitudes, comportamientos como formas de proceder en la 
vida y estilos de vida como las aptitudes:

10.	 a/res/53/243, General, Exp. 107ª. sesión plenaria, 1999, Resolución Aprobada por la 
Asamblea General. 

11.	 Bouché Peris, J. Henri, “La paz comienza por uno mismo”. Educación xx1, núm. 6, 
Universidad Nacional de Educación a Distancia. Madrid, 2003, p. 28.
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aptitudes: atender a la capacidad de dialogar, de reconocer diferencias en la diversidad, 
de trabajar en equipo, de la asunción de responsabilidades (...) de ponerse en el lugar 
de otro.
actitudes: fomentar la solidaridad, la tolerancia, el respeto, la cooperación, la apertura 
hacia los demás.
procedimientos: uso de técnicas, planteamiento de estrategias y recursos.12

Si no se delimita la cultura de la paz y se separa de otros objetivos igual-
mente importantes, siempre serán imprecisas las descripciones de los ob-
jetivos que cubrirán sus prácticas, más aún medir el verdadero cumpli-
miento y el impacto de las acciones positivas del Estado para observar tal 
garantía. 

Garantía de desarme. Garantía de derecho humano consistente en que 
ningún Estado debe propiciar la existencia de armas en cualquier rebelde 
contra otro Estado. La Convención Relativa a los Deberes y Derechos 
de los Estados en caso de Luchas Civiles, en su primer artículo, segundo 
párrafo plantea solo como excepción las armas destinadas a los cuerpos de 
Estado.13 Las formas de observar esta garantía son las siguientes:
•	 Por el secuestro de armas por agentes de Estado, evitando su uso y 

posesión, así como el intercambio entre sí.
•	 Lógicamente, la abstención de proveer con armas propias o ajenas del 

Estado para las fuerzas rebeldes, y evitando el equipamiento de naves 
de guerra.

•	 Captura de buques y naves de guerra o mercantiles, siempre que los 
últimos usen la falsa apariencia de venir de forma legítima a realizar 
sus actividades comunes (artículo 2, tercer párrafo).

•	 Por el retorno de armas y naves beligerantes al Estado al que pertene-
cen. (Artículo 3)

Por lo tanto, la garantía de desarme consiste en que dentro de un Estado 
el uso, posesión, tráfico y circulación de armas, así como de naves que las 

12.	 Ibid., p. 29.
13.	 A la excepción se constriñe otra excepción, que el Estado que materialice su deber 

sea un país neutro, en cuyo caso desglosará las acciones de la garantía sin importar la 
situación del otro Estado.
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porten o funjan como arma. Siempre a través del secuestro, el retorno, la 
captura y la abstención.

Garantía a la educación para la paz. Garantía de derecho humano es-
tructuralmente desarrollado en la Convención sobre Orientación Pacífica 
de la Enseñanza;14 obliga a que dentro de la enseñanza pública básica se 
den a conocer y practicar como parte del diseño curricular y del cual se 
deben ocupar los materiales didácticos, así como el profesorado que inte-
gren las instituciones. Es decir, de manera integral deben recaer sobre los 
estudiantes los siguientes pensamientos:
•	 Que la guerra no debe ser un instrumento político.
•	 Que los principios de arreglo internacional sobre un conflicto deben 

practicarse.

Dos pensamientos importantes, que van relacionados, implican además la 
capacitación del cuerpo docente, tal como el afamado doctor Víctor Hugo 
Valdés Pérez ha desarrollado, primero reconociendo que es necesaria la 
educación para la paz de manera incluyente, pues las familias15 en países 
de pista lenta carecen de valores integradores en la crianza que colocan a 
niños, niñas y adolescentes en las adicciones (como las relaciones tóxicas 
violentas, la división de vecindario, etcétera) y el ateísmo. Para ello es 
necesario un proceso docente que evite que la educación sea “un acto con-
tinuo de supresión de la voluntad”16 y, por el contrario, procurar que ni 
las diferencias culturales ni el conflicto impuesto por otros se aprenda con 
identidad en el decir y hacer.17 

México se adhirió a esta Convención para su observancia a partir de 
1938; en ese entonces, las instituciones de educación privada estaban lejos 

14.	 Publicado en el Diario Oficial de la Federación desde 1938, durante la presidencia 
constitucional de Lázaro Cárdenas.

15.	 Gaona Farías, Norma Lorena y Pineda Solorio, María Elena, Un proyecto viable para 
los docentes nicolaitas: Ética para la paz, Hacia una cultura nicolaita de la paz, Pineda 
Solorio, María Elena; Vizcaíno López, María Teresa y Valdés Pérez, Víctor Hugo, 
2017, pp. 21 y 22.

16.	 Definición filosófica de la violencia por el doctor en Filosofía en comento. 
17.	 Valdés Pérez, Víctor Hugo, La necesidad de la intencionalidad ética para la paz de 

los docentes nicolaitas. Conferencia magistral en el Seminario de Cultura de la Paz, 
Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, 20 de marzo de 2018. 
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de ser consideradas como agentes que debían de guardar la Constitución 
y, por consecuencia, los tratados internacionales. La tesis xxvii.3o.10 cs 
(10a.) en materia constitucional establece:

Universidades privadas. La obligación impuesta a sus alumnos de usar una 
pulsera, brazalete u otro distintivo análogo, para diferenciar a quienes 
han pagado los servicios educativos que prestan, es una medida discrimina-
toria que viola el derecho humano a la educación.
…se colige la obligación tanto de las instituciones públicas de educación, como de 
las particulares que prestan servicios educativos, de mantener una política orientada 
hacia la dignidad de las personas, en el marco de la no discriminación y el fomento a 
los derechos humanos, a fin de contribuir al desarrollo del individuo y a la transfor-
mación de la sociedad…18

De esta tesis pues, las instituciones privadas que prestan educación en to-
dos los esquemas curriculares, docentes y didácticos observen los derechos 
humanos (incluyendo al de la paz), valiéndose para tal medio de la educa-
ción para la paz. Tanto es así que existe la tesis 1a. lxxx/2017 (10a.), que 
considera como sujetos de interés público respecto de las actividades aca-
démicas o educativas, que son de alta relevancia nacional e internacional, 
y cuyo deber es hacer efectiva la garantía del derecho humano colectivo 
conforme al sistema constitucional e internacional; es decir, incluyendo la 
observancia de sus normas internacionales:

Personas privadas con proyección pública. Lo son las que ejercen cargos 
directivos en instituciones educativas de naturaleza privada, cuando sus 
actos u omisiones se relacionen directamente con la prestación de ese ser-
vicio público.
…todas las actuaciones que realice una persona que se ostente como directivo de una 
institución educativa, pública o privada, puedan ser consideradas per se de interés 

18.	 Amparo en revisión 73/2017, por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo 
Circuito, 18 de mayo de 2017. Mayoría de votos. Disidente: Selina Haidé Avante 
Juárez. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretario: José Luis Orduña 
Aguilera.
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público, pero sí lo serán aquellas actuaciones u omisiones que se relacionen directa-
mente con la prestación de este servicio público.19

Existe una contradicción entre la garantía de educación para la paz (dere-
cho humano a la paz) y la garantía de libertad de cátedra (derecho huma-
no a la educación), pues mientras la última concede un albedrío sobre los 
métodos de enseñanza, el discurso educativo y el expresionismo (currículo 
oculto) del sujeto docente, la primera implica dejar la prácticas poco or-
todoxas, pero que van desde la condición volitiva del ser y su alienación 
pasional de contenido violento.20 

Educación para la paz permite que las universidades condicionen la 
contratación del personal académico a capacitarse en pedagogías para la 
paz o cualquiera de sus variantes y ópticas, pero de ninguna manera21 
implica que su permanencia laboral dependa de la sujeción a prácticas 
educativas para la paz. Para conocer la solvencia de la contradicción es 
importante definir primero si la libertad de cátedra es absoluta, o si edu-
cación para la paz también lo es; de serlo ambas, el diseño jurisprudencial 
que las armonice debe enunciar detalladamente la manera en la que ha-
brán de interpretarse y aplicarse. 

La educación informal también forma parte de la civilidad de las per-
sonas por parte del Estado; por ejemplo, Mexico cuenta con el programa 
federal “Talleres de Derechos Culturales: Cultura de Paz”, al que destina 
anualmente 1,300,000 pesos m/n.22 

Garantía de divisionismo armamentista. Un criterio de México es que 
todas las armas que sean exclusivas de la fuerza militar de acuerdo con la 

19.	 Amparo directo en revisión 4067/2015. Douglas Richard Parnell Naveda. 13 de abril 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Zamir Andrés Fajardo Morales. 
Publicado el 7 de julio del 2017.

20.	 Op. cit., p. 38.
21.	 Por lo menos actualmente, pues no existe precedente alguno como resultado de una 

resolución judicial.
22.	 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, Presupuesto de Egresos para el 

Ejercicio Fiscal 2018. Diario Oficial de la Federación, 2017, p. 168.
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Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos no pueden ser apropiadas por 
sujetos ajenos a ella. Los artículos 9 y 10 de dicha Ley hacen una clasifi-
cación que, por la efectividad que tienen las armas destinadas combatir al 
enemigo en una guerra, por analogía, armas destinadas al uso de guerra, 
no pueden quedar en manos de civiles para utilidad de la misma guerra; en 
este caso, movimientos armamentistas de luchas civiles o guerras internas. 

Garantía de refugio adverso. Garantía de derecho humano también 
previsto en la Convención Relativa a los Deberes y Derechos de los Es-
tados en Caso de Luchas Civiles, en cuyo artículo tercero se estipula que 
los Estados consideren per se como refugiados políticos a los tripulantes 
sean considerados como agentes o no de la rebelión en una lucha civil. Es 
congruente la garantía con el derecho humano a la paz, pues las distancias 
y el acogimiento de otro Estado ante una situación tensa (conocida como 
cambio) disipa a las personas, complicando la insurrección y la persecu-
ción sobre los ciudadanos.

El comportamiento de cada Estado es actuar dentro de la esfera de 
la comunidad internacional, ya que el derecho humano a la paz formula 
una responsabilidad de sus funciones administrativas para que de oficio se 
resguarde a los detractores u opositores.23

Garantía de paz difusa. Dentro de la misma convención sobre orien-
tación pacífica de la enseñanza, pero en su artículo iii, se obliga a que los 
Estados a que, dentro de todas sus posibilidades, hagan difusión de valores 
necesarios para tener un Estado de paz: equidad, justicia y tolerancia. Los 
medios mínimos que deben usar son:
•	 Cine
•	 Teatro
•	 Radio

Estos tres medios, además de transmitir los valores, deberán hacerlo con 
un método que habilite la reflexión como buena inteligencia internacio-
nal; es decir, que son aspectos internacionales, que rebasan condiciones 

23.	 Pontifez Martínez, Arturo y Poblano Chávez, Daniel, “El Estado y los derechos del 
Hombre”, Los derechos administrativos del hombre y del ciudadano. Posibilidades de 
aplicación en México. México, 1993, p. 107.
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someras al territorio, la economía, la política y demás; sino que se estable-
cen en el agente humano. 

Evidentemente, esto requiere una asignación de la partida presupues-
tal, aunque los recursos de que dispone la Federación no prevén de forma 
exclusiva la asignación de recursos ni su gasto de conformidad con cri-
terios de difusión pacífica. Lo necesario será que dentro de los ejercicios 
fiscales se pugne su acceso a los criterios de mensajes de paz: 

Erogaciones destinadas al ramo del cine y teatro24

Receptor Concepto Partida genérica

Procuraduría 
General de la 
República

Promoción del respeto a los derechos 
humanos y atención a víctimas del delito 208,444,854 pesos

Gobernación

Implementar las políticas, programas 
y acciones tendientes a garantizar la 
seguridad pública de la nación y sus 
habitantes

3,307,089 pesos

Procuraduría 
General de la 
República

Promoción del respeto a los derechos 
humanos y atención a víctimas del delito 3,873,160 pesos

Gobernación

Implementar las políticas, programas 
y acciones tendientes a garantizar la 
seguridad pública de la Nación y sus 
habitantes

40,980,534 pesos

Secretaría de la 
Cultura Servicios cinematográficos 940,000 pesos

Quintana Roo Premios Platino de Cine Iberoamericano 1,500,000 pesos

Guanajuato Festival Internacional de Cine 
Guanajuato 7,000,000 pesos

Jalisco Festival Internacional de Cine en 
Guadalajara 7,000,000 pesos

24.	 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, “Presupuesto de Egresos para 
el Ejercicio Fiscal 2018”. Diario Oficial de la Federación, 2017, pp. 55, 64 - 66, 68 y 
165 – 168.



495

Garantías del derecho humano a la paz

Receptor Concepto Partida genérica

Michoacán de 
Ocampo Festival Internacional de Cine en Morelia 7,000,000 pesos

Nacional
Difusión y promoción de las artes 
escénicas y cinematográficas: Paso de 
Gato

1,000,000 pesos

Nacional Festival de Cine Documental Itinerante: 
Ambulante 5,000,000 pesos

Nacional Festival de documentales “Docsmx” 2,300,000 pesos

Nacional Festival Internacional de Cine Fantástico, 
Terror y Ciencia Ficción (feratum) 1,000,000 pesos 

Nacional Festival Internacional de Cine Judío 1,800,000 pesos

Nacional Festival Internacional de Cortometrajes: 
Ecofilm 1,000,000 pesos

Nacional Festival Internacional de Dramaturgia 
Contemporánea (Dramafest) 2,500,000 pesos

Nacional Festival Nacional de artistas Visuales 
Contemporáneos 3,000,000 pesos

Nacional Festival Nacional Infantil “Un Canto por 
la Paz” 5,000,000 pesos

Nacional Formación de artes audiovisuales para 
jóvenes indígenas 1,500,000 pesos

Nacional Proyección y producción artística 
independiente 3,000,000 pesos

Nacional Festival de Cine de Quintana Roo 2,000,000 pesos

Total 309,145,637 pesos

Fuente: elaboración propia, con base en Cámara de Diputados del H, Congreso de la 
Unión, 2017.

Garantía de neutralidad bélica jurisdiccional. Es una garantía constitucional 
adoptada desde la Convención de Ginebra respecto de las guerras, del cual 
cada constitución decidirá colocarse como una nación bélica o neutra. Tal es 
el caso de la constitución de Ecuador, que se define como “territorio de paz”; 
es decir, que su jurisdicción, incluyendo los consulados en cada país, estará 
fuera de todo acto de guerra o de participación indirecta en ella. 

De forma distinta, la constitución argentina se establece a “consolidar 
la paz interior”; esta definición resulta más limitada respecto de la prime-
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ra, porque es eventual la manera en que efectuará la paz. Ir consolidando 
implica acciones sistemáticas que no tienen un tiempo determinado, de 
modo que Argentina, hasta antes de tener su constitución, si llegare a estar 
participando con guerras o en luchas armadas, tiene la opción de concluir 
las guerras e ir disminuyendo su participación bélica; en cambio, la postu-
ra que adopta Ecuador es contundente e inmediata.25

México es un Estado que no se reserva de la posibilidad de ser un es-
cenario de guerra, y cuenta en su constitución con tres formas de proceder 
bélicamente:
•	 Los artículos 29 y 129 constitucionales dividen en tiempos de paz y 

de amenazas graves; se permite suspender derechos de las personas fí-
sicas y jurídicas con la observancia de devolverlos en tanto el conflicto 
o la amenaza permanezca.

•	 El artículo 73, fracción xii faculta al Congreso de la Unión a declarar 
la guerra tras los datos que aporte el ejecutivo.

•	 El artículo 76, fracciones iii y iv permite al Senado de la República 
disponer de las tropas militares o permitir que el Presidente de la Re-
pública también disponga de la Guardia Nacional dentro y fuera de 
la demarcación fronteriza. Inclusive, dispone de la estancia de fuerzas 
externas en el territorio por más de un mes; es decir, que México no 
solo puede ser escenario de guerra entre él y otro país, sino también 
entre países ajenos.26

25.	 Moreira Aguirre, Diana Gabriela, “El reconocimiento al derecho humano a la paz”. 
Cognitio Juris, i, núm. 3, 2011, Paraíba, Brasil. Disponible en: www.cognitiojuris.
com. Consultado: 25 de agosto de 2017.

26.	 Y por extensión, entre fuerzas civiles de México y tropas armadas de extranjeros, con 
la salvedad de que se interprete armónicamente con el artículo 9 constitucional “…
Ninguna reunión armada tiene derecho de deliberar”; es decir, que aunque se conceda 
el derecho de tránsito y permanencia eventual, solo el Estado podría autorizar la 
guerra entre civiles y extranjeros. En dicho caso, el criterio sistemático será el de la 
Convención Relativa a los Deberes y Derechos de los Estados en Caso de Luchas 
Civiles, que dispone que la inobservancia de tal abstencionismo y la obligación de 
desarme son los acuerdos previos que se tengan entre ambas naciones. Situación que 
no existe, y que ciertamente sería un absurdo, pues el artículo 29 constitucional es el 
que define el caso específico y exclusivo para el gobierno nacional dejar vulnerable a 
civiles en caso de conflictos armados.
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De forma que los convenios de Ginebra sí tienen aplicación por la sujeción 
voluntaria en la posible guerra en la que el gobierno de México pueda parti-
cipar, más probablemente en luchas armadas internas (guerras civiles). 

Es importante analizar que, tanto en la neutralidad inmediata de 
Ecuador como en la neutralidad progresiva de Argentina, su garantía bas-
ta solo respecto de su delimitación geográfica, y deja a posibilidad de que 
el gobierno fuera del territorio participe mediante sus fuerzas militares, 
o con apoyo sistemático a otros gobiernos, de forma que la garantía de 
neutralidad bélica se define como la abstención del Estado de formar parte 
de guerras o luchas armadas dentro de su territorio (jurisdiccional), y de 
tomar partido en otros conflictos fuera de su soberanía (universal).

V. GARANTÍAS DE INTERDEPENDENCIA  
CON OTROS DERECHOS HUMANOS

Desde la clasificación existencialista de los derechos humanos y el pro-
fundo rechazo a la teoría generacional-histórica de estos, el principio de 
interdependencia implica que los derechos humanos tienen circunstancias 
en las cuales una sola conducta garantiza o viola dos o más derechos hu-
manos. Este fenómeno puede ser observable a través de garantías que en-
trelazan en su concepto aspectos consistentes e identificables de cada de-
recho humano; por ello comparte una dualidad en contraposición con las 
garantías puras, que pertenecen exclusivamente de un derecho humano.

No debemos confundir las garantías de interdependencia con las re-
glas intergarantes, que son especificidades metódicas con las cuales las 
instituciones del Estado habrán de cumplir las garantías para satisfacer el 
derecho humano, y que indiscutiblemente quedan al arbitrio soberano y 
diverso de cada nación (su estudio será de derecho comparado).

Garantía de objeción de conciencia patriótica. Elemento interdepen-
diente del derecho humano a la paz y el derecho humano a la libertad de 
creencias. Se refiere a lo que Zoraida Rueda Penagos encuadra en el plano 
ideológico como “crítica pacífica de la hegemonía de la violencia”27 [del 

27.	 Jiménez Bautista, Francisco y Rueda Penagos Zoraida, “Hacia un paradigma científico: 
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Estado], que va más allá de los discursos proteccionistas y racionalistas de 
la guerra, su carácter simbólico y real de la identidad de nación. 

La declaración de Luarca, en Asturias, España, explica que parte de 
los derechos que contribuyen al derecho humano de la paz es el derecho a 
la objeción de conciencia, sin profundizar.28 Lo relevante de la objeción 
de la conciencia es lo multiverso del sujeto que lo adopta, por motivos 
religiosos, filosóficos, ideológicos, etcétera.

El discurso normativo patriota que tienen los Estados por supues-
to que contiene instancias bélicas, de defensa sanguinaria de la soberanía 
interna y de rechazo político intervencionista o no de los extranjeros, así 
como la segregación de quien traicione o se niegue a advocarse sin impor-
tar razón alguna. 

Esta garantía requiere un esfuerzo mayor en razonar el constructo bé-
lico, expresivo de la violencia más inhumana de los productos realizados 
en un contexto altamente disponible a las crisis diplomáticas que hicieron 
del patriotismo un discurso animoso a la racionalidad de la violencia como 
identidad de nación, olvidando por completo la unión colectiva, armóni-
ca y fundada en el amor desinteresado y la felicidad dada en la concordia.

La ley sobre el escudo, la bandera y el himno nacionales deja en claro 
el expresionismo y la intencionalidad de raigambre a interiorizar en el 
consciente colectivo, a saber de las estrofas del himno frases como las si-
guientes del artículo 57:

Mexicanos, al grito de guerra...
Al sonoro rugir del cañón...
¡Guerra, guerra! Los patrios pendones
En las olas de sangre empapad...
Tus campiñas con sangre se rieguen, 
Sobre sangre se estampe su pie...
De mil héroes la patria aquí fue...29

la paz mundo, la paz compleja y la paz neutra”¸ Ra Ximhai, vol. 8, núm. 3, p. 232, 
septiembre – diciembre, 2012. Universidad Autónoma Indígena de México. México.

28.	 Idem. 
29.	 Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión. Ley sobre el escudo, la bandera 

y el himno nacionales. Diario Oficial de la Federación, 1984, pp. 12 y 13. 
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Es el contenido de la letra que, sin mayor interpretación, promueve entre 
los mexicanos un rechazo violento ante la intervención de extranjeros, 
viendo en otros humanos un enemigo y una amenaza a exterminar. No 
obstante el desacato, aun el fundado por una conciencia pacífica que se 
niega rotundamente a acceder a un orgullo de identidad bélica, más allá 
de que se interprete o no al sujeto con extrañeza a su nacionalidad, es 
apremiable con la imposición discrecional con una multa hasta por 250 
salarios mínimos y una pena privativa de la libertad de 36 horas.30

La tendencia de la Suprema Corte de Justicia de la Unión es resistirse 
al reconocimiento de posturas disidentes de la costumbre ciudadana seña-
lado por el jurista experto Jorge Carpizo31 en las respecto de una varia-
ble de libertad de creencias (libertad religiosa) que pese argumentos que 
justificaban la negativa de formar parte de los ritos y cultos de símbolos 
patrios, como se señala permanentemente dentro en la ley que abrogó la 
Ley sobre las Características y el Uso del Escudo, la Bandera y el Himno 
Nacionales.32 La jurisprudencia coloca instituciones de carácter relativa-
mente importante, ya que su previsión no está explícitamente en el texto 
constitucional como criterio de derecho fundamental, menos de derecho 
humano; sobre el derecho humano a la libertad de creencias. 

Cuestión que dentro de un Estado democrático, tal objeción no re-
presenta una afectación real ni perceptible a la soberanía nacional ni a 
la educación cívica y tolerante,33 mayor razón para comprenderlo en la 
objeción de conciencia patriótica. 

Garantía de resistencia importuna. Figura interdependiente entre el de-
recho humano a la paz y el derecho humano a la libertad de tránsito. Es 
un una forma de desobediencia civil que fácilmente se puede encuadrar 
como alteración del orden, la colocación o inamovilidad de masas frente 

30.	 Ibid., p. 12.
31.	 Tesis s/n, “Libertad religiosa”, Semanario Judicial de la Federación. T. xxx – viii, 1933, 

p. 2747, y tesis 4ª./J. 41/94, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. lxxxiii, 
1994, p. 30 sobre los que opina el autor en comento.

32.	 Op. cit., p. 16.
33.	 Carpizo, Enrique, Interpretación Judicial de los Derechos Fundamentales en México. 

Instituto de Investigaciones Jurídicas. Distrito Federal, pp. 557–583. 
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a cuerpos policiales, militares o civiles cuyo fin es ejercer violencia frente a 
sujetos más desfavorecidos. 

Para Mauricio García-Durán, es necesario el valor neutro sobre las 
partes de un conflicto armado respecto del fin de las acciones colectivas; 
por ende, el goce de la garantía se concede exclusivamente a quienes no 
hayan sido agentes de las fuerzas armadas o guerrillas, y que no manifies-
ten posturas favoritistas de violencia sobre las circunstancias, pues su ob-
jetivo es claro, como lo dice el intelectual citado por Catherine González 
“…el rechazo a la guerra como la demanda de soluciones pacíficas, en 
una forma que reta a las partes enfrentadas, tanto al gobierno como a los 
grupos armados ilegales”.34 

Dichas acciones colectivas son contrapeso a las expresiones violentas 
de las partes, que entorpecen las acciones del Estado o colocan a las per-
sonas participantes aún más en peligro. Otra actividad es la intervención 
ciudadana para mediar entre la delincuencia organizada o detractores del 
Estado y el Estado, o a favor de la comunidad misma;35 esto, para el Esta-
do puede convertir a los intermediarios en partícipes delincuenciales, por 
no colaborar en las investigaciones de las fiscalías. 

Es una garantía poco aceptada, mayormente contradicha por las cons-
tituciones y constantemente rechazada por los Estados. Tal es el caso de 
México, en el que la contradicción del artículo 39 y el artículo 6 en su 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:

Art. 39 El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar 
la forma de su gobierno.
Art. 6 La manifestación de ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 
administrativa, sino en el caso de que (...) provoque algún delito, o perturbe el orden 
público.

34.	 González, Catherine. “Peace Initiatives in Colombia”. Civilizar. Ciencias Sociales y 
Humanas, vol. 10, núm. 18, p. 40, enero-junio, 2010. Universidad Sergio Arboleda. 
Bogotá, Colombia. 

35.	 Ibid., p. 41. 
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El artículo 39 puede entenderse con la eventualidad disidencia de un 
pueblo en concreto (no necesariamente en su totalidad), en la forma de 
conducirse por los gobiernos, y no solamente de imponer un régimen 
constitucional o un reconocimiento legal de representantes ajenos a los 
de elección popular, pues esta hipótesis implica modificar, y el objetivo de 
dicha garantía es alterar el contexto de violencia por el que pasa o puede 
pasar de no oponerse la población. Para ello es necesario que su idea de 
oposición a la violencia del aparato del Estado se exprese sobre el entor-
pecimiento al orden público que, a juicio de quienes interpretan los actos 
masivos dirigidos por líderes o gente ordinaria, sean sometidos inmediata-
mente por su resistencia no violenta, pero que igualmente o se suma a la 
lógica de Estado represivo.

VI. CONCLUSIONES

Primero. Derecho humanitario y derecho humano a la paz no son lo mis-
mo; el objetivo del primero no es procurar la paz, sino aspectos de digni-
dad humana y otros derechos humanos, pues la existencia de la guerra es 
ya la misma violación de este derecho humano.

Segundo. La garantía de cultura de paz es el conjunto de acciones 
positivas del Estado para generar conductas y personalidades armónicas 
y no violentas.

Tercero. La garantía de desarme es el deber del Estado de dejar sin 
instrumento alguno de violencia bélica a personas dentro de su territorio.

Cuarto. La garantía de educación para la paz es el deber del Estado de 
generar espacios (institucionales e informales) de formación cognoscitiva 
de una sociedad pacífica.

Quinto. La garantía de neutralidad bélica jurisdiccional es el deber 
del Estado de participar en guerras (civiles o internacionales) dentro del 
territorio que comprenda.

Sexto. La garantía de refugio adverso es el deber del Estado de acoger 
de oficio a toda persona que llegue a su territorio y que mantenga o fuere 
a mantener confrontación bélica en otro país.
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Séptimo. La garantía de paz difusa es el deber del Estado de realizar 
actividades de difusión dosificada en cine, teatro y radio sobre la vida en paz.

Octavo. La garantía de división armamentista es el deber del Estado 
de clasificar (en prohibidas y permitidas) las armas de uso militar y de uso 
civil, conforme al destino violento para el que fueron generadas.

Noveno. La garantía de objeción de conciencia patriótica es el dere-
cho de la libertad de abstenerse de formar parte de actividades nacionalis-
tas de contenido violento.

Décimo. La garantía de resistencia importuna es el derecho a oponer-
se a actividades de confrontaciones violentas entre dos o más agrupaciones 
por personas masificadas a través de movimientos sociales.

México es sin duda un Estado inerte que tiene todas las posibilidades 
de participar en guerras y de desconocer a su población si se negare a apo-
yar las expresiones de violencia sistemática. Pese a la neutralidad resuelta 
y a abstenerse de comentar políticamente y votar sobre los contextos ar-
mados en las naciones que hoy enfrentan un conflicto bélico (actividad 
que muchas veces se emplea en favor de ponderar la aprobación de repro-
chables acontecimientos) en las asambleas generales de la Organización 
de las Naciones Unidas, México tiene una seguridad jurídica rigorosa y 
explícita de preparación y disponibilidad a la defensa y al ataque interno 
y universal.
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INTRODUCCIÓN

Después de que en 2016 entró en vigor la ratificación del Acuerdo de París 
por el gobierno mexicano, comenzó un conjunto de cambios institucio-
nales y normativos para dar cumplimiento a los objetivos establecidos en 
la Convención Marco de las Naciones Unidas para el Cambio Climático. 
Aunque desde 2014 se habían dado los primeros pasos, con la entrada en 
vigor de los impuestos ecológicos, las políticas de mitigación y adaptación, 
alineados con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods), se aceleraron 
con la figura de las contribuciones determinadas a escala nacional (ndc), 
donde México se comprometió a disminuir en 22% las emisiones de los 
gases de efecto invernadero (gei), que equivalen a 210 MtCO2e,2 y de car-
bono negro en 51%, en el periodo de 2020 a 2030 (Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, 2020).

1.	 Maestra en Desarrollo Regional, especialista en Economía y Hacienda Pública. 
Doctorante en Estudios Fiscales. Profesora investigadora en el Instituto de Estudios 
Regionales cucea-UdeG. Miembro fundador de la Red de Acción Climática 
Latinoamericana (redlac).

2.	 Millones de toneladas de dióxido de carbono.
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Las estrategias establecidas para lograr lo anterior van desde la crea-
ción de un conjunto de instituciones y el marco normativo que regula su 
funcionamiento, hasta el diseño de mecanismos que faciliten la coordina-
ción y la colaboración entre organismos federales, estatales y municipales, 
y una comunicación cercana de estos con el sector privado y social para 
alcanzar una gobernanza efectiva. 

En particular, el objetivo 13 de los ods tiene como meta central des-
carbonizar las actividades productivas a través de la llamada transición 
energética, al cambiar los sistemas tradicionales hacia energías limpias, sin 
demeritar la eficiencia. La transformación económica de las actividades 
productivas involucra cambios en los procesos y la utilización de los insu-
mos a base de carbón por otros más sustentables, como la energía solar y 
eólica con ayuda de las nuevas tecnologías.

El alcance de dicho objetivo también está sujeto a la participación de 
los actores de los sectores público, privado y social. Modificar el compor-
tamiento de estos agentes ha llevado décadas de trabajo en la medición de 
los niveles de contaminantes, en identificar sus causas, estimar las emi-
siones por actividad y región y valorizar las consecuencias en la eficiencia 
económica y la desigualdad social. Es en este marco de análisis donde la 
comunidad internacional ha suscrito acuerdos de reducción de emisiones 
de contaminantes ante el peligro inminente de continuar con los mismos 
métodos de producción y consumo.

En este contexto, la función del Estado es clave en la creación de los 
mecanismos e incentivos adecuados para transitar de un modelo de bien-
estar basado en el uso de recursos escasos para satisfacer a una demanda 
ilimitada hacia uno que ponga en el centro del análisis el uso racional de 
los recursos naturales (entropía) y que establezca controles al consumo ex-
cesivo de bienes que terminan como desechos contaminantes (economía 
circular). La tarea no es sencilla, se requiere la transformación de modos 
de comportamiento en una sociedad compuesta por empresas que buscan 
la rentabilidad económica, e individuos que aspiran a un mayor bienestar 
a través del consumo ilimitado; por ello, es necesario un sistema de go-
bernanza basado en la voluntad política, la disposición de asumir costos 
de inversión basada en tecnologías limpias, y una sociedad dispuesta a 
adoptar procesos de producción y consumo verde.
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Para la ciencia económica, el cambio climático es una externalidad 
negativa cuyos costos son difíciles de cuantificar y no son asumidos por 
quien los produce. Lo anterior sugiere que es el Estado quien debe interve-
nir con políticas públicas que los interiorice tratando de afectar lo menos 
posible la eficiencia económica. Entre los mecanismos de política pública 
más utilizados se encuentra la fiscalidad ambiental. El uso de instrumen-
tos como los impuestos ecológicos o verdes es cada vez más utilizado, por 
gobiernos tanto nacionales como por subnacionales, para incidir en los 
comportamientos de producción y consumo como parte de los acuerdos 
suscritos con la comunidad internacional. 

En este orden de ideas, en el presente trabajo se describe el marco 
analítico de la fiscalidad ambiental como instrumento de adaptación y 
mitigación del cambio climático, en particular el uso de los impuestos 
ecológicos en el contexto mexicano. Para ello, el documento se compone 
de tres apartados: el primero analiza las posturas ideológicas que abordan 
los problemas ambientales en el marco de los ods; el segundo, la imple-
mentación de la fiscalidad ambiental en el ámbito internacional y, final-
mente, la forma en que esta es implementada por el gobierno central y los 
estatales en México.

1. APORTACIÓN DE LA CIENCIA ECONÓMICA  
A LA FISCALIDAD AMBIENTAL

Después de la Gran Depresión se evidenció que la pobreza y la desigual-
dad social no podían encontrar soluciones en el mercado y requerían la 
intervención del Estado (Sen, 2001; Sitglitz, 2012; Alvaredo, Chancel, 
Piketty, Saez, y Zucman, 2018); los problemas del cambio climático y la 
degradación ambiental también se sumaron a la agenda internacional de 
grandes temas que se debían atender por medio de las políticas públicas. 

A raíz de la problemática ambiental, los científicos de la ciencia eco-
nómica moderada han realizado nuevas aportaciones en la búsqueda de 
alternativas de solución basadas en el mercado. Entre estas, se encuentra 
la Economía Pública como una rama del conocimiento sobre la que se 
construye la fiscalidad ambiental al analizar la influencia del Estado sobre 
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las decisiones de los privados, y su conveniencia por medio de un análisis 
costo-beneficio en tres formas: impuestos, subsidios y regulación.3

A diferencia de la economía convencional, en este enfoque se realiza 
una valoración normativa sobre la conveniencia de las decisiones públicas 
en relación con sus costos y beneficios. Así, por ejemplo, en la aplicación 
de un impuesto no se limita a medir el impacto en el consumo, sino se 
evalúa la conveniencia de recaudar más a costa de los posibles efectos ne-
gativos que generen en el bienestar social; es decir, un impuesto podría 
incentivar la producción nacional, pero también aumentar la contamina-
ción (Stiglitz y Rosengard, 2015, p. 54).

El planteamiento central radica en que los daños al medio ambiente se 
abordan como una de las fallas del mercado, denominada externalidad ne-
gativa, que afecta la eficiencia económica. De acuerdo con Rosen (2008), 
cuando el comportamiento de los individuos no se refleja en el sistema de 
precios, pero afecta el bienestar de otros de manera directa, se considera 
como un efecto “externo”. Esto ocurre cuando no hay derechos de pro-
piedad de un bien (como el aire o el agua) e incentiva su uso en exceso, y, 
dado que son de uso común, sus costos no se internalizan. Además, el mo-
delo económico de libre mercado supone al menos una cantidad mínima 
de daño ambiental, ya que no existe un sistema de producción que genere 
cero emisiones de contaminantes. 

Los fallos del mercado se estudiaron al demostrarse que el bienestar 
de las personas no se alcanzaba, incluso en situaciones de eficiencia en el 
sentido de Pareto. Por ello, en el análisis del problema ambiental se inclu-
yó como una externalidad negativa, al definirse como: 

los actos de una persona o de una empresa [que] afectan a otras personas o a otras em-
presas, en los que una empresa impone un coste a otras, pero no las compensa, o en 
los que una empresa genera un beneficio a otras, pero no recibe ninguna retribución 
a cambio (Stiglitz y Rosengard, 2015, p. 129). 

3.	 En el análisis ambiental es importante identificar quiénes deben ser los beneficiados 
y los que deben asumir los costos, porque en sentido estricto se puede alcanzar un 
“máximo” beneficio, por ejemplo, en producción y empleo, pero el costo “mínimo” 
podría tener mayor peso en el medio ambiente, en especial cuando estos costos son 
ocultos o inconmensurables.



509

Fiscalidad ambiental en México ante el cambio climático

Al situar el medio ambiente como un bien de propiedad común, la indefi-
nición de este como derecho de propiedad (pilar de la economía ortodoxa 
para el buen funcionamiento de los mercados) genera incentivos para el 
exceso en el uso de los recursos naturales. El resultado es una depredación 
sin límite que se busca frenar por diversas vías, como las cumbres climáti-
cas, cuyas preocupaciones y metas se expresan en los ods, la Convención 
de Ramsar4 o los movimientos mundiales proambientalistas; mientras 
que, en el ámbito nacional, existen propuestas desde las organizaciones de 
la sociedad civil,5 cuya lucha ha sido documentada por la economía eco-
lógica,6 con Nicholas Georgescu-Roegen como su precursor (Carpintero, 
2017), y la ecología política, cuyos principios son materia en la doctrina 
del control difuso de convencionalidad, al considerar el medio ambiente 
como un derecho humano que se debe proteger (Castillo, D’Janon y Ra-
mírez, 2019). 

4.	 Es un Acuerdo intergubernamental internacional denominado Convención de los 
Humedales, que se firmó en la ciudad de Ramsar en Irán en 1971, y entró en vigor 
en 1975. Su objetivo es proteger de la degradación de los hábitats de los humedales 
para las aves acuáticas migratorias. Al 10 de octubre de 2021 se registran 172 países 
contratantes. Para conocer más de esta organización ver: https://www.ramsar.org.

5.	 Es una forma de responder por parte de la sociedad civil organizada ante la incorrecta 
aplicación de las políticas públicas en el medio ambiente o “fallos del Estado”. De 
esta manera, ¿si el Estado falla quién corrige? Aquí, la participación social de las 
comunidades toma relevancia en dos formas: ayudan a diseñar las normas ambientales 
desde las problemáticas de las comunidades locales afectadas por la degradación 
ambiental, son parte del monitoreo social para el cumplimiento de los objetivos 
ambientales, y constituyen una auditoría social que verifica el correcto diseño de las 
políticas públicas y los resultados a que se comprometieron en el marco de los ods.

6.	 Barkin (2017) la define como un campo interdisciplinario que surge como respuesta a 
la crisis ecológica para estudiar las relaciones entre la materia y la energía con los seres 
humanos. En esencia, este grupo de economistas realiza duras críticas a la economía 
ortodoxa y las instituciones mundiales creadas bajo su auspicio, al proponer 
soluciones basadas en la producción y el consumo que solo destruyen la naturaleza, y 
propone modelos de justicia socioambiental mediante la economía social y solidaria. 
En este contexto, surge la entropía como una ley que Joan Martínez Allier describe 
como el fenómeno en el cual los materiales, el carbón, el gas y el petróleo, como 
fuentes de energía o combustibles fósiles, entran al proceso económico y se queman, 
desaparecen para siempre, pero se quedan los residuos, como el dióxido de carbono, 
que contamina la atmósfera y produce el efecto invernadero (Martínez Allier, 2021).



510

Angelina Hernández Pérez

El informe Brundtland, publicado por la Organización de las Na-
ciones Unidas (onu) en 1987, introdujo el término desarrollo sustentable, 
a partir de las ideas surgidas en los sesenta y setenta que reconocieron la 
economía y la actividad humana como los causantes del daño a la capa de 
ozono, el efecto invernadero y el calentamiento global. Las críticas hacia la 
economía tradicional, por no ofrecer avances para revertir este problema, 
motivaron el surgimiento de una diversidad de propuestas, en un esfuerzo 
colectivo por establecer un diálogo entre los dogmas fundamentales que 
mantienen coincidencias mutuas y abordan el problema de manera sistemá-
tica, como una transdisciplina (Morandín y Contreras, 2017, p. 37).	

En efecto, la llamada asignación eficiente, que la mano invisible gene-
ra en los mercados a través del sistema de precios, ahora es cuestionada, ya 
no solo por una corriente ideológica como en su momento fue la escuela 
keynesiana, sino también por un conjunto de saberes interdisciplinarios 
que abogan por una alternativa teórica y metodológica que coloque el me-
dio ambiente como su eje central de análisis (Sandoval, 2018). Para estas 
corrientes de pensamiento, en una economía de mercado la capacidad de 
carga de los recursos naturales no garantiza su reproducción; por lo tanto, 
un sistema económico que se fundamenta en el equilibrio del sistema de 
precios no puede ser la vía de solución. 

Por ello, ante las fallas que presentan los mercados, como el deterioro 
ambiental, la economía pública a través de sus modelos de imposición 
óptima y de regulación estatal, ha sido de utilidad contar con las herra-
mientas conceptuales y metodológicas que facilitan el diseño de los me-
canismos fiscales que pueden ofrecer soluciones de sustentabilidad en el 
marco de los ods.

La fiscalidad ambiental

Las medidas de política pública para hacer frente a las externalidades 
medioambientales se han desarrollado a través de la fiscalidad ambiental. 
Aunque este instrumento remite al uso de los impuestos ecológicos, lo 
cierto es que su aplicación abarca el destino del gasto público y los subsi-
dios, ya que, desde el punto de vista fiscal, una estrategia basada solo en 
el aspecto tributario resultaría no solo incompleta sino también bastante 
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compleja de implementar, por las dificultades técnicas en la medición de 
los costos ambientales y los efectos que tienen en la sociedad las decisiones 
políticas.

A su vez, el principio quien contamina paga se convirtió en la princi-
pal herramienta de la fiscalidad ambiental. Fue el británico A. C. Pigou 
quien planteó la corrección de las externalidades negativas al gravar tasas 
impositivas para compensar a los perjudicados en un sistema de mercado 
(Foladori, 2001). Su propuesta parte de una ausencia de los derechos de 
propiedad que provoca precios bajos en ciertos insumos de la producción; 
por lo tanto, una solución pública es crear impuestos correctores para ele-
var su precio y desincentivar su utilización. Los llamados piguvianos con-
sisten en que los agentes que contaminan tributen por unidad producida 
en la misma cuantía del daño marginal generado (Rosen, 2008).

El carácter antropogénico del cambio climático tiene su antecedente 
en los descubrimientos de nuevas fuentes energéticas en la llamada Revo-
lución Industrial, que trajeron consigo la producción de nuevos materiales 
y, con ello, un crecimiento poblacional que demandó cada vez más bienes 
de consumo y un mayor uso de combustibles fósiles. Como resultado de 
ello, se liberaron grandes cantidades de dióxido de carbono (CO2) y otros 
como el SO2, los óxidos de nitrógeno o partículas sólidas provenientes de 
las cenizas que provocaron la generación de lluvia ácida, la contaminación 
atmosférica y el calentamiento global (González, 2009). De esta manera, 
el primer reto para la ciencia económica fue crear los modelos para medir 
la emisión de estos y otros contaminantes, ahora llamados gases de efecto 
invernadero (gei), su concentración en la atmósfera y las consecuencias 
en el clima medido por la temperatura del planeta, y sus efectos en los 
ecosistemas, la economía y el bienestar social. 

Con la aparición en 1974 de un artículo científico publicado por el 
mexicano Mario Molina y Sherwood Rowlan (1974), que les valió ser 
ganadores del premio Nobel de Química en 1995 junto con Paul Crut-
zen, se dieron avances importantes en el conocimiento de las causas del 
deterioro ambiental, por encontrar que los clorofluorocarbonados (cfc) 
eran causantes del adelgazamiento de la capa de ozono, cuya función es 
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proteger a la tierra de los rayos ultravioleta.7 Su aportación a las ciencias 
ambientales contribuyó al descubrimiento de los gases efecto invernadero 
(gei), como el dióxido de carbono, los clorofluorocarbonados y el óxido 
nitroso, y con ello a la realización del Protocolo de Montreal, en 1987 
donde 197 naciones se comprometieron a implementar políticas orienta-
das a reducir estos contaminantes.

La emisión de gei que provocan el aumento de la temperatura mun-
dial se considera costos que no son internalizados por las actividades 
económicas responsables de su generación. La falta de regulación o de 
instrumentos fiscales adecuados, a su vez, estimula el crecimiento de las 
concentraciones de CO2 y sus consecuencias negativas en el bienestar 
de la sociedad. Para generar los incentivos se requiere conocer el valor 
de los costos asociados al cambio climático y, a partir de ello, estimar el 
costo social del carbono (csc),8 como parámetro para encontrar rutas 
de reducción de emisiones económicamente eficientes, mediante el esta-
blecimiento de impuestos verdes óptimos o el precio de los derechos de 
emisión en un mercado de carbono. Sin embargo, como señalan Alatorre, 
Caballero, Ferrer y Galindo (2019), identificar estos costos económicos 
exige estimaciones basadas en proyecciones y simulaciones con alto grado 
de incertidumbre por la diversidad de causas, la cuantificación del daño y 
sus cambios en el tiempo.

2. EL PRECIO DEL CARBONO

Uno de los mayores retos de la ciencia económica ha sido la cuantificación 
del daño a través de los costos ambientales. Debido a que su origen es 

7.	 El antecedente de esta y otras investigaciones que se desarrollaron en los setenta se 
encuentra en el esfuerzo por realizar mediciones de los contaminantes responsables 
del daño ambiental desde 1957, cuando se comienza a estimar con mayor precisión 
la concentración del dióxido de carbono en la atmósfera en el observatorio de Mauna 
Loa, en Hawai. Así, en 1850 existen registros de que había 265 partes por millón de 
CO2 en la atmósfera, mientras que a principios de este siglo hay 340 por los llamados 
gases estufa (Foladori, 2001).

8.	 Hope y Newbery (2006) definen el csc como el valor presente del daño que ocasiona 
a la sociedad actual y futura la liberación de una tonelada extra de carbono (CO2).
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múltiple y las afectaciones cuantiosas (tales como las catástrofes climáticas, 
la contaminación del agua y aire o la desertificación, así como sus efectos 
en la eficiencia económica y en fenómenos sociales como la migración), 
son difíciles de valorizar en términos monetarios para medir su impacto en 
la agudización de la pobreza y la desigualdad. 

La ausencia de un mercado donde se pueda comprar y vender la con-
taminación dificulta las soluciones basadas en el sistema de precios, y co-
loca a este tipo de comportamientos como una falla más en la asignación 
eficiente del sistema de producción capitalista. Por ello, las acciones que 
conlleven la internalización de los costos deben ser incentivadas desde el 
sector público, tanto a las empresas como a los individuos, para que mo-
difiquen sus esquemas de producción basados en el uso de recursos in-
tensivos en carbono y los patrones de consumo que generan un exceso de 
desechos difíciles de reciclar.

Otro problema que se genera con la búsqueda de soluciones a las 
externalidades medioambientales es la medición precisa de las emisiones 
contaminantes, primero en los cálculos técnicos para cuantificarlos, y des-
pués en su valorización. Ante ello, es claro que la economía ortodoxa por 
sí sola no cuenta con las métricas necesarias para estimar el daño en sus 
dimensiones económico, social y natural. Aquí es donde trasciende el tra-
bajo interdisciplinario que involucra no solo a economistas sino también 
a sociólogos, biólogos, geógrafos, fiscalistas y todos aquellos especialistas 
que se preocupan por la vida natural y su impacto en el bienestar social; 
es decir, se necesita un enfoque holístico que analice la problemática y 
proponga soluciones transversales de política pública.

El costo social del carbono como parámetro de estimación  
de los impuestos ecológicos

La estimación del costo social del carbono (csc) para valorizar las con-
centraciones de contaminantes y su efecto en la economía constituye un 
insumo relevante para la fiscalidad ambiental. Desde la teoría económica, 
Alatorre, Caballero, Ferrer y Galindo (2019) documentaron para la ce-
pal los resultados de diversos estudios basados en los modelos de análisis 
integrados (mai), los cuales toman en cuenta la relación entre emisiones 
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de gei, concentración de CO2 en la atmosfera, cambios de temperatura y 
magnitud de los daños económicos.

Aunque los resultados son bastante heterogéneos, mostraron eviden-
cia de que el csc tiene un valor promedio de 25.83 dólares por tonelada, 
aunque muy sensible a la tasa de descuento, al provocar que el csc varíe 
entre seis y cien dólares para tasas de descuento entre 0% y 3%. Lo ante-
rior se debe a que las predicciones futuras del comportamiento del clima 
tienen un alto grado de incertidumbre, además de que estos cambios son 
distintos en dependencia de las regiones, la magnitud de los eventos cli-
máticos, los cuales podrían ser eventualmente catastróficos, y las acciones 
de adaptación y mitigación. 

Este tipo de mediciones que conllevan la identificación del costo bene-
ficio del cambio climático constituye un insumo esencial para el diseño y la 
implementación de los impuestos ambientales y los mercados de carbono. 

El Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climá-
tico (ipcc) (2018) estima que la actividad humana ha ocasionado un ca-
lentamiento global de 1°C con respecto a los niveles preindustriales, con 
una expectativa de crecimiento de 1.5° entre 2030 y 2052. A este ritmo, 
pronostican un aumento en el nivel del mar de 0.26 m a 0.77 m en 2100, 
que afectará en mayor medida a las zonas costeras bajas, las islas peque-
ñas y los deltas; pérdida de biodiversidad por desaparición de especies y 
degradación de bosques, daños a los ecosistemas marinos que producirán 
reducción de la productividad en pesca y acuicultura; problemas en la 
salud por las olas de calor; disminución en el rendimiento de los cultivos 
y menor disponibilidad de recursos hídricos.

Para hacer frente a esta problemática mediante la fiscalidad ambiental 
en el marco del Acuerdo de París, el Banco Mundial registró hasta abril de 
2021, 65 iniciativas que están fijando el precio del carbono, distribuidas 
en 45 países y 35 jurisdicciones subnacionales (mapa 1). Se observa una 
preferencia por los derechos de emisión en la región asiática, impuestos 
al carbono en el territorio europeo, y mixto en el continente americano. 

Los precios del carbono se establecen en función del tipo de instru-
mento a utilizar en las jurisdicciones. Así, para los que decidieron imple-
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mentar derechos de emisión en los mercados de carbono (ets)9 presentan 
una fijación de precios bastante heterogéneos, tanto en el ets (gráfica 1) 
como en los impuestos al carbono (gráfica 2), lo que no los hace compa-
rables, debido a que se trata de diversos métodos de asignación y sectores 
cubiertos. En este mercado, México inició su implementación el primero 
de enero de 2020 en la modalidad de programa de prueba que consiste 
en su integración gradual en dos fases (2020-2021 de prueba y 2022 de 
transición), para iniciar su funcionamiento en 2023, con lo cual busca 
cubrir el sector industrial; así como la energía de petróleo y gas, sin afectar 

9.	 Sistema de Comercio de Emisiones, por su sigla en inglés (Emissions Trade Sistem). 

Mapa 1
Iniciativas de fijación del precio del carbono 

por tipo de instrumento 2021

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos del Banco Mundial (The World Bank, 
2021).
Nota: Información actualizada al primeo de abril de 2021. En el tipo mixto las jurisdicciones 
tienen iniciativas de impuestos y derechos de emisión de carbono. Los indecisos son 
Austria, Brasil y Reino Unido. Algunas iniciativas están en la fase de consideración, 
donde los gobiernos anunciaron de manera oficial la intención de aplicarlo, y otras están 
programadas para su implementación después de aprobar la legislación correspondiente, 
ya con fecha de inicio planificada.
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la competitividad nacional, y que en conjunto, representan el 40% de las 
emisiones gei del país.10 

Gráfica 1
Precio del carbono en jurisdicciones con inicitivas 

de derechos de emisión (ets) 2021

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos del Banco Mundial (The World Bank, 
2021).
Nota: Los precios son dólares por tonelada de dióxido de carbono (us$/tCO2e) al primero 
de abril de 2021. La fuente original informa que los precios no son necesariamente 
comparables, porque existen diferencias por el tipo de sectores cubiertos, los métodos de 
asignación y compensación aplicados y las exenciones específicas. 

10.	 El límite de emisiones en megatoneladas de dióxido de carbono (MtCO2) fue en 
2015 de 822; en 2020 de 271,3, y en 2021 de 273,1. Los derechos de emisión se 
distribuyen mediante asignación gratuita, aunque el gobierno consideró realizar 
subastas durante 2021 (The World Bank, 2021).
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Gráfica 2
Precio del carbono en jurisdicciones con inicitivas 

del impuesto al carbono 2021

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos del Banco Mundial (The World Bank, 
2021).
Nota: Los precios son dólares por tonelada de dióxido de carbono (us$/tCO2e) al primero 
de abril de 2021. La fuente original informa que los precios no son necesariamente 
comparables porque existen diferencias por el tipo de sectores cubiertos, los métodos de 
asignación y compensación aplicados y las exenciones específicas. 

En lo que respecta al porcentaje de emisiones cubiertas (gráfica 3), aunque 
son datos no comparables, China, Estados Unidos y Japón representan 
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los de mayor magnitud. México, con su esquema de impuestos al carbo-
no, apenas representa menos del 1%, debido a que la cobertura de estos 
impuestos, tanto en lo nacional como en lo local, no incluye a grandes 
sectores productivos y energéticos de la economía.

Gráfica 3
Porcentaje de emisiones gei cubiertas por tipo de instrumento

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos del Banco Mundial (The World Bank, 
2021).
Nota: Información actualizada al primero de abril de 2021 sobre la base de información de 
fuentes o estimaciones gubernamentales oficiales. El caso de China representa estimaciones 
no oficiales iniciales basadas en el anuncio de la Comisión Nacional de Reforma y 
Desarrollo de China sobre el lanzamiento del ets nacional de diciembre de 2017 (The 
World Bank, 2021).



519

Fiscalidad ambiental en México ante el cambio climático

El mercado de carbono

La asignación de precios al carbono mediante la implementación de siste-
mas de comercio de emisiones (sce),11 al igual que los impuestos ambien-
tales, también es considerada un instrumento basado en el mercado para 
reducir los contaminantes a través de los Contribuciones Nacionalmente 
Determinadas (dnc) establecidas en el objetivo 13 de los ods. Ambos 
tipos de instrumentos generan ingresos para el gobierno, al internalizar los 
costos ambientales a través de los principios Faster, que consisten en a) la 
justicia a través de “quien contamina paga”, b) su alineación a objetivos de 
política pública, c) estabilidad política que otorgue certidumbre en las in-
versiones, d) transparencia, e) eficiencia económica y f ) medición confia-
ble de resultados. A diferencia de los impuestos al carbono, en este tipo de 
mecanismo primero el gobierno fija el precio, y el mercado la cantidad de 
emisiones, mientras que, en el segundo, el gobierno establece la cantidad 
de emisiones y el mercado determina el precio (International Carbon Ac-
tion Partnership, 2016). Otra diferencia es que los mercados de carbono 
se diseñaron especialmente para funciones de mitigación, mientras que los 
impuestos verdes atienden objetivos de mitigación y adaptación.

Cuando un país decide implementar este instrumento para lograr re-
sultados al menor costo posible, debe alinearse con el objetivo mundial 
de reducción de gei para alcanzar los ods de acción climática, cumplir 
con requisitos técnicos tales como la generación de una base de datos que 
permita estimar el costo beneficio de su implementación, contar con la es-
tabilidad económica y política que se requiere para garantizar la certidum-
bre en las inversiones verdes, y la existencia de una estructura institucional 
lo suficientemente sólida para minimizar, en la medida de lo posible, los 
costos de transacción, mantener un sistema de participación con el sector 

11.	 Consiste en la distribución gubernamental, gratuita o mediante la venta de derechos 
comercializables, de emisión de dióxido de carbono (CO2) o dióxido de carbono 
equivalente (CO2e) que incluye otros gei, como el metano y los hidrofluorocarbonos, 
expresado en toneladas, para imponer límites de emisión en ciertos sectores de la 
economía. Cada derecho de emisión equivale a una tonelada de emisiones, y su valor 
es el equivalente al precio del carbono (International Carbon Action Partnership, 
2016, p. 4).
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privado y social que permita el flujo de información y genere consensos, y 
una gestión fiscal eficiente que permita el diseño adecuado de instrumen-
tos fiscales y de gasto público, sin generar distorsiones en la economía y 
acompañada de una transparencia presupuestaria que permita conocer los 
resultados de la medida. 

Impuestos ecológicos

La tributación ambiental es un instrumento de política pública que ha sido 
ampliamente utilizado como medida de protección ecológica. Las bonda-
des que ha demostrado en su diseño y su aplicación constituyen venta-
jas que han aprovechado tanto los países nacionales como subnacionales. 
Sin embargo, existen críticas en el sentido de los objetivos que persigue. 
Para algunos, su instrumentación persigue objetivos recaudatorios más que 
ambientales, en especial cuando los ingresos obtenidos se dirigen hacia la 
bolsa general del presupuesto público, en lugar de etiquetarlos en el gasto 
en rubros relacionados con el objetivo del impuesto; para otros, ciertos 
impuestos ecológicos, además de tener impactos negativos en la eficiencia, 
podrían tener efectos regresivos (Corbacho, Fretes Civils y Lora, 2013). 

Los grupos ambientalistas, a su vez, reconocen los aspectos positivos 
de la fiscalidad ambiental, pero agregan otras medidas de política públi-
ca, como premiar las buenas prácticas, orientar a reducir los desequilibrios 
sociales, y una mayor gobernanza entre los distintos niveles de gobierno 
(González y Puig, 2019). De ahí la importancia de aplicar los criterios de-
sarrollados por la teoría impositiva en las ramas de la economía y el derecho 
para diseñar impuestos óptimos sin afectar el bienestar de la población. 

Crear un impuesto ambiental para resolver un daño ecológico signi-
fica reconocer sus elementos de acuerdo con el sistema tributario de cada 
país. Primero, se debe identificar el sujeto a quien se le gravará el impues-
to, pero, a su vez, esto acarrea problemas adicionales, pues, de acuerdo 
con la teoría de la incidencia impositiva, es importante diferenciar entre 
el contribuyente que tiene la obligación legal de pagar y aquel en quien 
realmente recae la carga fiscal. Este punto es muy importante cuando se 
trata de impuestos correctores, ya que puede terminar generando un efec-
to regresivo o contrario al objetivo propuesto.



521

Fiscalidad ambiental en México ante el cambio climático

Para profundizar en el aspecto anterior, supóngase que el gobierno 
desea crear un impuesto a los productos elaborados a base de plásticos, 
como los envases desechables, para disminuir su consumo. Un impuesto 
a la producción de este tipo de bienes otorgaría la obligatoriedad de su 
declaración de pago al productor, pero, en la práctica este lo transfiere al 
precio del producto en la misma cuantía de la tasa impositiva, por lo que 
será el consumidor quien terminará pagando dicho impuesto. Sumado a 
lo anterior, es importante también identificar el sector de población que 
demanda este producto, ya que si es de bajos ingresos tendrá repercusiones 
negativas en la desigualdad social, y el costo de su imposición será más alto 
de lo previsto.

Segundo, se debe señalar el objeto o hecho generador del impuesto. 
Volviendo al ejemplo anterior, si se trata de productos de plástico des-
echables, supone otro tipo de dificultades para su diseño; por ejemplo, 
identificar si este tipo de bienes se encuentra en algún grupo de productos 
con tratos preferenciales en los convenios o tratados de comercio exterior; 
o es un bien que representa algún sector clave de la competitividad del país 
o región específica, ya que un gravamen de este tipo tendría importantes 
efectos en los niveles de empleo.

Tercero, la base y la cuota del impuesto deben ser por unidad, peso, 
capacidad u otra unidad de medida. Es aquí donde se presenta el proble-
ma de la medición del daño ambiental para determinar la tasa o tarifa que 
será percibida por unidad tributaria, ya que, para calcular dicho monto, se 
debe conocer el valor monetario del daño ambiental que genera la produc-
ción o consumo de ese bien; además, se debe considerar si la cuota (tasa 
o tarifa) será fija (monto fijo por unidad), proporcional (porcentaje por 
unidad) o progresiva (en proporción a su aportación al daño ambiental).

Otro aspecto relevante a tomar en cuenta es el sector donde es de-
seable gravar este tipo de impuesto para tener resultados de mitigación o 
adaptación aceptables. En México, uno de los impuestos al carbono se en-
cuentra en el sector transporte (diésel y gasolinas), el cual contribuye con 
el 14% de los gei aproximadamente; sin embargo, este tiene varias impli-
caciones: primero, en el caso de los viajes esenciales (automóviles), se trata 
de un bien con una elasticidad de demanda muy baja; es decir, a mayor 
precio el consumo no se reduce significativamente, en especial cuando en 
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el mercado no hay oferta de bienes sustitutos, como los biocombustibles y 
los autos híbridos o eléctricos; en el caso del transporte de carga, un mayor 
precio al combustible puede ocasionar sustitución de camiones por trenes, 
o transportar sus mercancías por carreteras libres de peaje. 

Segundo, ante un incremento en la tasa impositiva, el aumento de 
precios no afectaría en términos de equidad, pero, al ser un insumo cla-
ve para la economía, su impacto negativo en la eficiencia terminaría por 
disminuir los niveles de producción, y tercero, se trata de un impuesto 
federal que se traslada a los estados pero estos recursos no van dirigidos a 
una bolsa orientada a combatir el cambio climático o hacia sectores de la 
población afectada de manera colateral.

3. FISCALIDAD AMBIENTAL EN MÉXICO

Los impuestos ecológicos transitan por el camino legal de su aprobación, 
dada la problemática que existe sobre la competencia tributaria, en espe-
cial las entidades federativas. La Constitución mexicana no establece de 
manera precisa las atribuciones fiscales de este orden de gobierno, razón 
por la cual se debe cuidar que su diseño impositivo no solo no interfiera 
con las atribuciones impositivas del gobierno federal, sino también que 
se apegue a los cuatro principios tributarios establecidos en el artículo 31 
fracción iv, como equidad, proporcionalidad, legalidad y destino del gas-
to; este último, en el caso de impuestos verdes, debe guardar relación con 
las políticas de adaptación y mitigación del cambio climático,12 además 
de cuidar que no se afecte la eficiencia económica y de cumplir con los ele-
mentos que establece la normatividad fiscal: sujeto (el obligado a declarar 
el impuesto), objeto (actividad o motivo del impuesto), base gravable (el 
monto sobre el que se determina el impuesto) y la tasa o tarifa.

Cuando un nuevo impuesto no atiende a los elementos anteriores, en 
particular en los gobiernos subnacionales, se retrasa por años su aproba-
ción e implementación, debido a impugnaciones, ya sea del gobierno fe-

12.	 Al respecto, véase la jurisprudencia 2022279, publicada el 23 de octubre de 2020 en 
el Semanario Judicial de la Federación. Tesis 2a./J.56/2020.
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deral por asunto competencial, o por los particulares, cuando consideran 
que se viola alguno de los principios tributarios en su propio perjuicio. 

Además de los requisitos anteriores, los gobiernos deben crear ins-
tancias públicas con la suficiente capacidad técnica para realizar las esti-
maciones de las emisiones y la concentración de contaminantes, elaborar 
los registros de las fuentes de origen y transparentar la información, entre 
otros datos estadísticos que servirán de base para el correcto diseño del 
impuesto óptimo o la estimación del precio de los derechos en el mercado 
de carbono, además de verificar la eficacia de estos instrumentos para la 
reducción de contaminantes, en los términos establecidos en los acuerdos 
firmados por el gobierno mexicano en el marco de los ods.

En 2014 entraron en vigor nuevos impuestos a los combustibles fó-
siles que se sumaron al impuesto a las gasolinas y el diésel en el rubro 
de impuestos especiales sobre producción y servicios (ieps). Las cuotas y 
tarifas vigentes en 2021 se muestran en la tabla 1.

Tabla 1 
Impuestos federales al carbono en México 2021

Sujeto Objeto Tasa o tarifa Base gravable

Las personas 
físicas y las 
morales que 
enajenen, 
importen o 
presten servicios

Combustibles fósiles 
automotores
Gasolina menor de 91 
octanos 

 $5.1148 pesos Litro

Gasolina mayor de, o 
igual a, 91 octanos

4.3192 pesos Litro

Diésel 5.6212 pesos Litro

Combustibles fósiles

Propano 7.7291 centavos Litro

 Butano 10.0023 centavos Litro

Gasolinas y gasavión 13.5569 centavos Litro
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Sujeto Objeto Tasa o tarifa Base gravable

Las personas 
físicas y las 
morales que 
enajenen, 
importen o 
presten servicios

Turbosina y otros 
kerosenos

16.1918 centavos Litro

Diésel 16.4501 centavos Litro

Combustóleo 17.5558 centavos Litro

Coque de petróleo 20.3767 pesos Tonelada

Coque de carbón 47.7695 pesos Tonelada

Carbón mineral 35.9692 pesos Tonelada

Otros combustibles 
fósiles

51.9957 pesos Tonelada de carbono 
que contenga el 
combustible

Fuente: Tomado de la Ley del Impuestos Especial sobre Producción y Servicios 2021. 
Cámara de Diputados lxv legislatura.

También a partir de 2014, el subsidio al precio de la gasolina y el diésel 
comenzó a disminuir de forma gradual, hasta desaparecer en 2018, para 
regirse completamente por las leyes del mercado. Al contrario de lo que se 
creía sobre el impacto negativo que ocasionaría la eliminación de subsidios 
en las clases bajas de ingreso, los más afectados fueron los consumidores de 
mayor ingreso. De acuerdo con la shcp (2021), el 20% de la población de 
más ingresos (deciles ix y x) es la que más gasta en estos combustibles, al 
contribuir con el 57.9% de la recaudación total (gráfica 4).

Por su parte, la recaudación comenzó a reflejar ingresos positivos a 
partir de la reducción de los subsidios y de aumentos graduales en las 
cuotas impositivas, lo que se traduce en ingresos importantes para las en-
tidades federativas (gráfica 5).
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Gráfica 4
Contribución a la recaudación de ieps de gasolina y diesel 2018

Fuente: Elaboración propia sobre la base de datos de la shcp (2021). 
Nota: Para los cálculos, los datos fueron tomados de la Encuesta Nacional de Ingreso Gasto 
de los Hogares (enigh) 2018. En la recaudación se tomó en cuenta el precio promedio 
anual de los combustibles. 

Gráfica 5
Recaudación en México por impuesto especial a gasolina y diesel

Fuente: Elaboración propia sobre la base de las Estadísticas Oportunas de las Finanzas 
Públicas shcp 
Nota: El impuesto a gasolina y diésel es parte del grupo de impuestos especiales sobre 
producción y servicios, ieps petrolero. A partir de 2015 comienza a reflejar ingresos 
positivos, debido a la disminución gradual de subsidios que se inició durante el ejercicio 
fiscal 2014.
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De igual manera, a partir de 2017 en seis entidades federativas se planeó 
implementar impuestos al carbono; tres de estas ya se encuentran en la 
legislación vigente, mientras que Jalisco, Nuevo León y Coahuila anuncia-
ron iniciativas en 2020, pero estas aún se encuentran en la fase de estudio, 
o están presentadas como iniciativas ante sus congresos locales; además, 
algunas se encuentran en tribunales esperando las resoluciones de la Corte 
por, considerar que no cumplen con lo dispuesto en la Constitución y las 
normas fiscales respectivas (García, Piquero, Colín, y Aguilera, 2021). Los 
casos vigentes son los siguientes:

Zacatecas

Fue el primer estado en proponer impuestos ecológicos. En 2017, el poder 
ejecutivo planteó la creación de cuatro tipos de gravámenes,13 de los cua-
les solo prosperaron dos (emisiones gei y a suelo, subsuelo y agua), al ser 
validados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (sjn).14 El prime-
ro, y tomando en consideración que la entidad federativa tiene como una 
de sus principales fuentes de riqueza el sector minero, consistió en gravar 
la extracción de materiales por volumen de metros cúbicos, aplicando una 
cuota equivalente al 20%, de acuerdo con el costo de producción. El se-
gundo se orientó hacia las emisiones de gases gei a la atmosfera, aplicando 
una cuota de $250/tCO2e; el tercero fue a la emisión de contaminantes 
a suelo, subsuelo y agua, con una cuota de $25 pesos por cada 100m2 de 
suelo y subsuelo afectado, y de $100 pesos por cada m3 de agua conta-
minada; el cuarto impuesto fue sobre el depósito o almacenamiento de 
residuos, cuya base gravable era la cantidad de residuos depositados en los 
vertederos públicos o privados, con una cuota de $100 pesos por tonelada.

Sin embargo, aunque establece un destino prioritario de lo recaudado 
hacia las áreas afectadas por el daño ambiental, lo cierto es que la creación 

13.	 Periódico Oficial del Gobierno del estado de Zacatecas, 31 de diciembre de 2016.
14.	 Las sentencias de la scjn a los amparos contra la creación de los cuatro impuestos 

ecológicos por violar los principios tributarios o ámbitos de competencia de la 
Federación se pueden consultar en las ejecutorias del 23 de octubre de 2020. 
Disponible en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralScroll.
aspx?id=29531&Clase=DetalleTesisEjecutorias.



527

Fiscalidad ambiental en México ante el cambio climático

de estos cuatro impuestos responde a fines recaudatorios, ya que en su 
exposición de motivos solo hace alusión al sistema centralizado de la re-
caudación que mantiene a los estados y municipios sin recursos suficientes 
para hacer frente al gasto público. 

Baja California

En 2020 se aprobó un impuesto al carbono por $0.17 por litro o kg de 
CO2 ($170/tCO2e) que se aplicaría a la venta de gasolina, diésel, gas natu-
ral y gas licuado.15 Sin embargo, la medida fue impugnada por el gobier-
no central,16 por considerar que invade competencia federal en materia 
impuestos a los hidrocarburos. 

Tamaulipas

El congreso del estado aprobó en 2020 un impuesto al carbono de tres ve-
ces el valor diario de la unidad de medida y actualización (uma) por tone-
lada ($268.8/tCO2e)17 a fuentes de contaminación del sector productivo 
mayores de 25 tCO2e de gei mensual.18 El destino de la recaudación se 
plantea para gastos relacionados con el cambio climático. Debido a que su 
vigencia se inició en 2021, todavía presenta amparos por resolver.

A MANERA DE CONCLUSIÓN

Los ods, en particular el objetivo 13, referido al cambio climático, marca-
ron la pauta del aumento en la implementación de la fiscalidad ambiental 
como una medida de política pública para dar cumplimiento a los acuer-
dos internacionales por los países firmantes. La meta principal perseguido 

15.	 Congreso del Estado de Baja California. Comisión de Hacienda y Presupuesto. 
Dictamen núm. 65 24 de abril de 2020.

16.	 Véase la controversia constitucional interpuesta por el Poder Ejecutivo Federal con 
expediente 119/2020.

17.	 $89.62 pesos diarios sobre la base del valor de la uma en 2021. 
18.	 Periódico Oficial del Gobierno del estado de Tamaulipas, 29 de julio de 2020.



528

Angelina Hernández Pérez

con la implementación de este tipo de mecanismos fiscales es la reducción 
de gei cuyas emisiones están afectando la temperatura del planeta.

Aunque esta medida enfrenta duras críticas por los enfoques econó-
micos ambientalistas, por seguir soluciones basadas en el mercado, los 
impuestos ecológicos y los mercados de carbono han resultado ser los ins-
trumentos más utilizados, tanto por los gobiernos centrales como por los 
subnacionales. Las ventajas de su uso radican, por un lado, en su capaci-
dad de incidir en el comportamiento de personas y empresas para mo-
dificar procesos de producción y patrones de consumo tradicionales por 
otros más sustentables, y, por el otro, en su potencial recaudatorio para 
utilizarlo, como una doble utilidad, cuando se destina al gasto específico 
orientado a la mitigación o la adaptación al cambio climático.

Asimismo, para que los gobiernos no enfrenten resistencias en las 
iniciativas de creación de impuestos verdes, es importante que cumplan 
con los requisitos legales y principios económicos durante el proceso de 
su diseño. El apego a los principios tributarios y fiscales que les marca la 
normatividad les evitará impugnaciones y amparos que solo atrasan su 
implementación y, en el peor de los casos, llevan a su anulación, como les 
sucedió a los estados mexicanos, que, a pesar de haber dado los primeros 
pasos desde 2017, hasta el periodo que abarca este estudio aún no han 
logrado implementar las iniciativas en tres entidades federativas, y en las 
otras se ha logrado solo de manera parcial, por problemas de diseño que 
aún los mantiene en tribunales. 

Finalmente, es importante señalar que, no obstante los avances en 
materia impositiva en México, la cobertura de los sectores que contami-
nan aún es baja. Los impuestos a la gasolina, el diésel y los combustibles 
fósiles incluidos en 2014 resultan insuficientes para dar cumplimiento a 
los acuerdos a que se comprometió México en los ndc para 2030, por lo 
que se sugiere incluir otras actividades altamente contaminantes, como el 
acero y el aluminio, así como las actividades agropecuarias y otros com-
bustibles fósiles, como el carbón y la actividad minera, que han demostra-
do ser altamente contaminantes, sin que hasta el momento existan medi-
das fiscales para que internalicen sus costos.
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